ACTA SESIÓN N° 13-2020
SUBCOMISIÓN ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDÍGENAS 




	I. INFORMACIÓN GENERAL



	Número de Acta:
	13-2020

	Asunto de reunión:
	Sesión ordinaria Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 

	Lugar:
	Virtual (Sistema Oficial Microsoft Teams)

	Fecha
	06-11-2020

	Hora inicio:
	   13:30
	Hora final:
	 17:30





	II. PARTICIPANTES 


 

	INTEGRANTES
	ASISTENTES

	Sr. Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia
	Presente

	Sra. Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas
	Presente

	Sra. Melissa Benavides Víquez, Unidad de Acceso a la Justicia
Suplente: Sra. Angie Calderón
	Presente

	Sra. Sandra Pizarro, Consejo Superior
	Presente. Se retira 3:40 por motivos laborales

	Sr. Wilbert Kidd, Dirección Ejecutiva
	Presente

	Sr. Dixon Li, Dirección de Planificación
	Ausente

	Sr. Marcos Guevara Berger, Escuela de Antropología de la UCR
	Ausente

	Sra. Rebeca Guardia, Directora Escuela Judicial
Sra. Flor Arroyo Morera
Sra. Gustavo Céspedes 
	Presente
Presente se retira 17:30
Ausente

	Sr. Jean Carlo Monge, Juez Penal II Circuito Judicial de San José
	Presente. Se retira 16:36.

	Sra. Yolanda Alvarado Vargas, Jueza Penal de Bribri, Talamanca
	Ausente

	Sr. Geyner Blanco, Asesor Indígena Casa Presidencial
	Ausente

	Sra. Valeria Varas, INAMU
	Presente. Se retira 16:13.

	Sr. Alí García, Escuela de Filología, Lingüística y Literatura, UCR
	Presente. Se retira 16:00

	Sra. Vanessa Villalobos Montero, Departamento de Trabajo Social y Psicología
	Presente. Se retira 16:00

	Sra. Ariana Céspedes, Fiscalía Indígena
Suplentes: 
Sra. Tattiana García Chaves
Sr. Daniel Villalobos Araya
	Ausente
Presente. Se retira 17:03

	Sra. Ligia Jeannette Jiménez, Defensa Pública
Suplente: Mauricio Pereira Quirós
	Ausente
Presente

	Sr. Erick Alfaro, Contralor de Servicios Poder Judicial
Suplente: Sr. Carlos Romero Rivera, Contralor de Servicios I Circuito Judicial de la Zona Sur
Suplente: Sra. Yanory Olaya Delgado, Contralora II Circuito Judicial de la Zona Sur
	Presente
Ausente

	Sra. Vivian Rímola Soto, Dirección de Tecnología de la Información
	Ausente

	Sra. Marjorie Herrera, Defensoría de los Habitantes de la República
	Ausente

	Sra. Yorleny Ferreto, Organismo de Investigación Judicial
	Presente. Se retira 16:36

	Sr. Hugo Hernández, Oficina de Control Interno
Suplente: Señora Indira Alfaro
	Presente. Se retira 16:00

	Sr. Cristian Alberto Martínez Hernández: Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional
	Ausente

	Sra. Stephannie Phillips Asch, Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional
	Ausente

	Sra. Patricia Bonilla Rodríguez, Centro de Información Jurisprudencial
	Presente

	Sra. Roxana Arrieta Meléndez, Directora de Gestión Humana
Suplentes: 
Sra. Cheryl Bolaños
Sra. Jeannette Durán Alemán
	Ausente

Presente. Se retira 16:37

	Sra. Jovanna Calderón Altamirano, Dirección Nacional de Justicia Restaurativa
	Presente. Se retira 17:02

	Sr. Franklin Paniagua, Ministerio de Justicia, DINARAC
Suplente: Sra. Kathy Piedra Corella
	Ausente

	Sr. Jeremy Eduarte Alemán, Auditoría Judicial
	Presente. Se retira 16:37

	
	




	III. APROBACIÓN DE ACTAS 


 
ARTICULO I

Se somete a aprobación el Acta 12-2020, la cual fue compartida con las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas el 20 de octubre de 2020.-



SE ACUERDA: Se aprueba. Se abstienen de participar en la aprobación las personas quienes no estuvieron presentes en la sesión del 20 de octubre, entre ellas la señora Cheryl Bolaños y el señor Hugo Hernández.
II.ASUNTOS 
	[bookmark: _Hlk39851586]IV. ASUNTOS AGENDADOS



ARTÍCULO II
La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en sesión extraordinaria N° 12-2020 celebrada el 20 de octubre de 2020, Artículo II, tomó el acuerdo que literalmente indica:
SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio EJ-ACAD-065-2020 del 8 de octubre de 2020, donde comunica la propuesta de la Escuela Judicial en relación con el Plan Anual de Capacitación Indígena 2020 planteado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a la Escuela Judicial y al Consejo Directivo de la Escuela Judicial en comunicado electrónico del 22 de agosto de 2019, 16:30, en ejecución del acuerdo tomado en sesión 08-19 de 22 de 22 de agosto de 2019, Artículo XXIV. 2° Otorgar un plazo de tres días a las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para que remitan el nombre de la o las personas quienes podrían actuar como facilitadoras en la propuesta planteada por la Escuela Judicial mediante Oficio EJ-ACAD-065-2020, a la cuenta oficial de correo electrónico de la Unidad de Acceso a la Justicia, a efecto de que se tome una decisión informada por parte de la Coordinación de la Subcomisión y de la Comisión de Acceso a la Justicia. 3° Se declara firme este acuerdo por unanimidad. Comuníquese a las personas integrantes de la Subcomisión y a la Escuela Judicial por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia. –



La Magistrada Damaris Vargas Vásquez, en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas, remitió comunicado electrónico el 31 de octubre de 2020, 22:28, con el visto bueno del Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de la Acceso a la Justicia, mediante Oficio N° DVV-S1-0157-2020, vinculado con la propuesta de capacitación que hiciera oportunamente la Subcomisión y el planteamiento formulado por la Escuela Judicial.

El Oficio DVV-S1-0157-2020 literalmente indica:





Se está en espera de la respuesta de la Escuela Judicial.
Informa doña Flor que desde la Escuela Judicial se está gestionando la respuesta a la Subcomisión pues no tenía conocimiento de que no se había enviado respuesta. Señala que don Gustavo Céspedes se encuentra incapacitado por lo que no pudo asistir a esta sesión y ella le sustituye.

SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio DVV-S1-0157-2020 remitido por la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas, el 31 de octubre de 2020, 22:28, con el visto bueno del Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de la Acceso a la Justicia, como respuesta al Oficio EJ-ACAD-065-2020 del 8 de octubre de 2020 enviado por la Escuela Judicial en relación con el Plan Anual de Capacitación Indígena 2020, y además, se incluye la propuesta de Plan Anual de Capacitación Indígena 2021. 2° Se toma nota de la manifestación de la señora Flor Arroyo en el sentido de que la Escuela Judicial tiene pendiente emitir respuesta al Oficio DVV-S1-0157-2020. 3° Solicitar a la Escuela Judicial emitir pronunciamiento en el plazo de 10 días sobre el Oficio DVV-S1-0157-2020. Se declara firme este acuerdo. El integrante Jean Carlos Monge se abstiene de participar en la votación. 4° Se declara acuerdo firme por unanimidad y se dispone a comunicar lo acordado a la Escuela Judicial mediante la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -

ARTÍCULO III

El señor José Pablo Esquivel Segura, Jefe de la Oficina de Enlace y Relaciones Internacionales del OIJ, remitió comunicado electrónico del 4 de noviembre de 2020 donde comunica el Oficio 888-DG-ODERI-2020 donde informa:

San José, Costa Rica, 03 de noviembre de 2020 
Note #: 888-DG/ODERI-2020 Ref. # 1295-2020 

Magistrada 
Damaris Vargas Vásquez 
Coordinadora 
Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
Su despacho. 

Muy respetada Señora: 

Luego de saludarle muy cordialmente me permito informarle que, gracias a la iniciativa del Organismo de Investigación Judicial se ha logrado llevar a cabo los días 14 y 28 de octubre del 2020 y en coordinación con la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas, el primero de una serie de actividades de reforzamiento de competencias denominado “Taller de sensibilización en Asuntos Indígenas”. 

Este esfuerzo permitió que más de sesenta personas funcionarias de esta institución destacadas en diversas oficinas y despachos regionales cuya ubicación geográfica contempla áreas con población indígena, recibieran esta primera parte del Taller de forma virtual; implicando la participación de despachos que atienden a las agrupaciones de población indígena de todo el país. 

La segunda parte que se ha planificado para el primer semestre del año entrante será por grupos de población indígena específicos, siendo, por ejemplo, que el personal de Nicoya trabajará sobre la sensibilización respecto a la población Chorotega, el OIJ de Upala con la población Maleku y así respectivamente de acuerdo a cada Grupo. 

Cabe mencionar que con el fin de reforzar el trabajo que se está desarrollando en la Zona Sur del país, el personal de la Oficina Regional de Buenos Aires de Puntarenas y de la Unidad de Protección destacada en Pérez Zeledón, participaron en un 100% de su nómina, todo ello con el fin de robustecer el buen servicio y atención a estos grupos de mayor vulnerabilidad. 

Estaremos informándole de próximos eventos en este sentido y esperamos ir incorporando más cantidad de personal a los mismos, de acuerdo a las posibilidades de operación del OIJ. 

Esperando haberle informado y atento a cualquier comentario se suscribe su servidor, 

Walter Espinoza Espinoza
Director General
Organismo de Investigación Judicial.
c.c./ Archivo.



El juez Jean Carlos Monge sugiere se retomen las visitas a las oficinas quienes atienden los asuntos vinculados con las personas indígenas para sensibilizar a las personas servidoras judiciales de la forma en que deben atender a esta población para garantizar sus derechos.

La señora Tattiana García de la Fiscalía de Asuntos Indígenas informa que se dio capacitación a las personas fiscalas sobre la temática de manera virtual, incluyendo a las personas técnicas judiciales sobre la materia indígena.

La señora Valeria Varas del INAMU resalta la importancia de la coordinación interinstitucional en la temática y el enfoque a la educación de los niños y las niñas, no solo lo referido a Poder Judicial sino también a otras instituciones públicas. Pide se exhorte al Ministerio de Educación para fortalecer estos procesos y brindar el apoyo desde el Poder Judicial.

La señora Melissa Benavides sugiere instar al OIJ y otras oficinas a continuar con estas iniciativas pese a estar en la pandemia y solicitar las actividades durante el año.

La Magistrada Damaris Vargas informa que ya se solicitó a la Escuela Judicial y a las Unidades de Capacitación los contenidos de las capacitaciones y las personas capacitadas conforme a los lineamientos de Corte Plena en la Circular 188-19.

El señor Alí García refiere a la importancia de que se considere la participación de la población indígena y que el desarrollo de la formación salga de la propia cosmovisión de las personas indígenas.

SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio N° 888-DG-ODERI-2020 de 3 de noviembre de 2020 suscrito por el señor Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial en el que informa enviado por el señor José Pablo Esquivel Segura, Jefe de la Oficina de Enlace y Relaciones Internacionales del OIJ el 4 de noviembre de 2020 donde se informa que los días 14 y 28 de octubre del 2020 y en coordinación con la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas, se realizó la primera de una serie de actividades de reforzamiento de competencias denominado “Taller de sensibilización en Asuntos Indígenas”, dirigido a más de 60 personas funcionarias del Organismo en diversas oficinas y despachos regionales cuya ubicación geográfica contempla áreas con población indígena. Se informa además que la segunda parte está planificada para el primer semestre de 2021 y se ejecutará por grupos de población indígena específicos, siendo, por ejemplo, que el personal de Nicoya trabajará sobre la sensibilización respecto a la población Chorotega, el OIJ de Upala con la población Maleku y así respectivamente de acuerdo con cada Grupo. Y se reporta que con el fin de reforzar el trabajo que se está desarrollando en la Zona Sur del país, el personal de la Oficina Regional de Buenos Aires de Puntarenas y de la Unidad de Protección destacada en Pérez Zeledón, participaron en un 100% de su nómina, todo ello con el fin de robustecer el buen servicio y atención a estos grupos de mayor vulnerabilidad. 2° Reconocer la labor y compromiso del máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial en fortalecer las competencias del equipo de trabajo a su cargo e informarle que lo indicado será incluido en el Informe de Labores 2020 que se comunicará al Despacho de la Presidencia, además, la disposición de la Subcomisión en apoyar al OIJ en el proceso de capacitación a su personal en la temática indígena. 3° Instar a las diferentes oficinas institucionales representadas ante la Subcomisión, entre ellas, la Judicatura, Defensa Pública, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, sector Administrativo, entre otros, para continuar fortaleciendo las competencias del personas judicial a su cargo en la temática indígena, durante lo que resta del 2020 y en la planificación de la capacitación de 2021, siguiendo siempre los lineamientos dispuestos por Corte Plena en la Circular 188-19 asociada a la normativa nacional e internacional que regula los derechos de la población indígena. En la medida de las posibilidades realizar visitas a los territorios indígenas, siguiendo siempre los lineamientos del Ministerio de Salud y los de Corte Plena y Consejo Superior, entre otras, en la Circular 103-20.  Además, instar para que en las actividades de capacitación se dé una participación de la población indígena en el desarrollo y en la ejecución de las capacitaciones con el objetivo de conocer su cosmovisión y fortalecer el diálogo intercultural. 4° Conferir audiencia a la señora Valeria Varas y al señor Alí García para que en el plazo de diez días, desde sus perspectivas y experticia, y con el acompañamiento de los grupos de hombres y mujeres indígenas con quienes trabajan, revisen la propuesta de Plan Anual de Capacitación que hizo la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a la Escuela Judicial para 2020 y para 2021, con el objetivo de buscar oportunidades de mejora y un impacto positivo en la propuesta, tanto en sus contenidos, presentación, personas facilitadoras propuestas y otros aspectos propios de la cosmovisión indígena. Comunicar este acuerdo a ambos e incluir la propuesta concreta de la Subcomisión incluida en el Artículo II de esta acta. 5° Hasta tanto no se conozcan las sugerencias de la señora Varas del INAMU, del señor García de la UCR y de las personas indígenas con quienes trabajan, mantener la actual propuesta como la oficial de la Subcomisión según lo comunicado a la Escuela Judicial oportunamente. 6° Se declara acuerdo firme por unanimidad y se dispone a comunicar lo acordado a las Direcciones del Organismo de Investigación Judicial, Defensa Pública, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Escuela Judicial y Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional; además, a la integrante Valeria Varas del INAMU y el integrante Alí García de la Universidad de Costa Rica, con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -

ARTICULO IV

En comunicado del 20 de octubre de 2020, la Unidad de Acceso a la Justicia remitió a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas el documento enviado por la señora Cheryl Bolaños Madrigal relacionado con el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión 

Que literalmente indica:

“Acta de Consejo Superior Nº 092 - 2020
Artículo XXXVIII
Fecha: 22 de Setiembre del 2020
ARTÍCULO XXXVIII

Documento N° 1606-15 / 10526-20.

En sesión extraordinaria de presupuesto N° 38-2020 celebrada el 17 de abril del 2020, artículo XXI, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva indica literalmente lo siguiente:

Se acordó: 1.) Aprobar el informe 507-PLA-RH-OI-2020 de la Dirección de Planificación y sus recomendaciones, las cuales son; A la Jefatura de la Defensa Pública, Analizar en un plazo de seis meses, posterior de la entrada de vigencia de la ley 9609 Código Procesal Agrario, la carga de trabajo de cada plaza de Defensor Agrario, de manera que, de no alcanzar la cuota establecida de los 180 asuntos, se le asigne asuntos de otras jurisdicciones para completar su carga de trabajo. En caso de que se asignen las plazas nuevas a la Defensa Pública por parte de la Asamblea Legislativa, asignar complementariamente asuntos de materia Penal, a las plazas de Defensor Público de la Unidad de Pensión Alimentaria que se encuentren asignadas a las Oficinas de la Defensa Pública de Bribrí y Buenos Aires, para completar las cargas de trabajo. Considerando que de manera prioritaria se deberá atender los asuntos de Pensión Alimentaria. Reiterar la circular interna de la Dirección de la Defensa Pública, acerca de la importancia de hacer uso y reportar de forma correcta en los cuadros estadísticos la variable de cantidad de personas usuarias de la Defensa Pública que pertenecen a algún grupo indígena, servidor judicial, con ingreso durante cada período; dado a que, los datos remitidos al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, son los que se utilizarán como base para futuros estudios que permita mejorar el acceso a la justicia de dicha población. Continuar con las capacitaciones a las personas defensoras públicas que manifiesten la necesidad, de tal forma que puedan incursionar en otras áreas de servicio, ya que según la ley de control interno se debe dar el mayor aprovechamiento de los recursos y en este caso particular en la distribución de las cargas de trabajo. A la Dirección de Gestión Humana. Se mantienen las recomendaciones realizadas en el informe 634-PLARH-MI-2019, en las que se indicó realizar la valoración del perfil de la plaza ordinaria de Defensor Público, proveniente de la Secretaría Técnica de Género y de Acceso a la Justicia, en caso de que se apruebe el que asuma las funciones encomendadas en la atención de asuntos de Asuntos Agrarios y Contencioso Administrativo, donde figure como intervinientes personas indígenas y servidores judiciales; además, de la atención de asuntos ordinarios que así disponga la Dirección de la Defensa Pública. Considerar en las condiciones para contratar al nuevo personal las disposiciones de la nueva ley aprobada en su artículo 7 que indica: “(…) Asistencia letrada gratuita y gratuidad de la justicia. En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiera asistencia letrada y no pueda cubrir los costos, la administración de justicia proveerá la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita (…). Adicionalmente, proponer en los concursos de estas nuevas plazas, que las personas contratadas dispongan del conocimiento de los diferentes idiomas indígenas de tal forma que se pueda brindar un acceso real y más directo a las personas asistidas en estas zonas. Analizar en los nuevos concursos habilidades blandas como: Disposición para realizar las diligencias in situ, Utilizar diferentes medios de transporte (caballo, camión, bote, panga, etc.), Comprender que la condición social y cultural implica procesos cuyo tiempo para invertirles es mayor, pues los canales de comunicación son diversos en los diferentes procesos y según el género. Analizar en conjunto con la Defensa Pública las condiciones de los concursos en propiedad de las plazas que atienden la materia agraria, de tal forma que se amplié su condición para que las mismas puedan atender eventualmente otras materias, así como trasladarse a las diferentes zonas que disponga la Dirección de la Defensa Pública. A la Dirección de la Dirección de la Tecnología de la Información y Comunicación, se mantienen las recomendaciones realizadas en el informe 634-PLA-RH-MI-2019, tales como: Establecer una mejora a nivel del Sistema de Gestión de Despachos Judiciales, Gestión en línea, CEREDOC, Escritorio Virtual y Sistema de Seguimiento de Casos, de forma tal que desde el Juzgado y el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda; así como, para el resto de las materias, se permita identificar la cantidad de asuntos donde figuran como intervinientes personas servidoras judiciales e indígenas, sea como Asociación Integral de Desarrollo, o como persona física. Coordinar lo relacionado con la implantación y capacitación del Sistema de Seguimientos de Casos (SSC) y SIGMA en las Oficinas de la Defensa Pública que atiendan materia Agraria, con fin de obtener datos estadísticos para futuros estudios. A la Dirección de la Planificación. Se mantienen las recomendaciones realizadas en el informe 634-PLA-RH-MI-2019; Una vez que se cuente con la mejora en los sistemas informáticos, que el Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, verifique contar con la fórmula estadística de todas las materias para determinar la cantidad de expedientes donde figure una persona indígena, así como servidores judiciales, con el fin de contar con el insumo para futuros estudios que permitan establecer la proyección de la demanda del servicio. 2) En relación con la solicitud de los recursos necesarios para la implementación de esta nueva legislación deberá solicitarse la incorporación de los recursos al Ministerio de Hacienda, de forma separada al Presupuesto ordinario, ya que constituyen necesidades adicionales para el Poder Judicial. 3.) Rechazar las observaciones presentadas por la máster Diana Montero Montero, Jefa interina de la Defensa Pública y mantener el informe Nº 507-PLA-RH-OI-2020. 4.) Tomar nota de las observaciones presentadas por la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información y tener por corregidas las observaciones señaladas, dentro del citado informe. Se declara acuerdo firme.

-0-

La máster Roxana Arrieta Meléndez y las licenciadas Waiman Hin Herrera y
María Gabriela Mora Zamora, por su orden, Directora, Subdirectora interinas y Jefa de la Sección de Análisis de Puestos de la Dirección de Gestión Humana, mediante oficio N° PJ-DGH-SAP-300-2020 del 24 de agosto del 2020, indicaron:

Mediante Oficio No. 3897-20 de fecha 27 de abril del 2020, se comunica a nuestra Dirección el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión No. 38-2020, artículo XXI, en la cual se aprobó el informe No.507-PLA-RH-MI-2020, elaborado por la Dirección de Planificación, relacionado con el Requerimiento Humano relacionado con el Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas􀂴, mediante el cual, entre otros aspectos se recomendó: proponer en los concursos de estas nuevas plazas, que las personas contratadas dispongan del conocimiento de los diferentes idiomas indígenas de tal forma que se pueda brindar un acceso real y más directo a las personas asistidas en estas zonas. Analizar en los nuevos concursos habilidades blandas como: Disposición para realizar las diligencias in situ, Utilizar diferentes medios de transporte (caballo, camión, bote, panga, etc.).

En virtud de lo anterior, nuestra Dirección se permite informar lo siguiente:  Actualmente la Sección de Análisis de Puestos de la Dirección de Gestión Humana, se encuentra realizando la elaboración de los perfiles competenciales para los puestos de Defensor Público, razón por la cual, la recomendación relacionada con la inclusión de condiciones de trabajo relativas a: Disposición para realizar las diligencias in situ, utilizar diferentes medios de transporte (caballo, camión, bote, panga, etc), son condiciones que han sido debidamente consideradas en los perfiles competenciales que se están construyendo.

No obstante lo anterior, con respecto a la recomendación relacionada con: proponer en los concursos de estas nuevas plazas, que las personas contratadas dispongan del conocimiento de los diferentes idiomas indígenas de tal forma que se pueda brindar un acceso real y más directo a las personas asistidas en estas zonas􀂴; es necesario indicar que analizada la misma, se determina que desde el punto de vista de la técnica de clasificar y valorar cargos, el incluir 􀂳􀂫 el conocimiento de idiomas indígenas􀂴en el perfil competencial que se está elaborando para los cargos de Defensor Público, como un requisito obligatorio, limitaría la participación de muchas personas en puestos de esta clase, pues el encontrar candidatos que cumplan con el bagaje de conocimientos técnicos que requieren estos cargos, sumado al conocimiento de lenguas indígenas dificultaría el proceso de reclutamiento y selección de los mismos.

Debido a lo expuesto, resulta necesario traer a colación lo que indican los referentes técnicos en materia de clasificar y valorar puestos, sobre la definición de requisitos, es así, que Alfredo Barquero Corrales en su 􀂳Libro Administración de Recursos Humanos􀂴 sobre el tema de los requisitos indica lo siguiente:

En esta sección se señalan los estudios, los conocimientos y las experiencias
mínimas que debe poseer una persona para desempeñar en forma satisfactoria un puesto determinado􀂫Es conveniente recordar que los requisitos deben ser mínimos. No deben pedirse condiciones ideales, difíciles de satisfacer, pues esto entorpece la labor de reclutamiento y selección de personal. (el resaltado no pertenece al original)

Del referente teórico mencionado, es claro, que los requisitos que se establezcan en el perfil de un puesto deben de ser los mínimos necesarios para desempeñar adecuadamente un cargo.

Resulta de interés, además mencionar que, por no ser este tipo de lenguas indígenas, una lengua materna (la primera lengua que aprende una persona en su vida. También se le llama lengua nativa, lengua natal o L1. Es la lengua o idioma que aprende una persona en sus primeros años de vida y que normalmente se convierte en su instrumento natura) de uso común, que se aprende y se puede estar practicando con regularidad, puede provocar, dificultad para encontrar personas que tengan el conocimiento en las mismas y aún, si se esto fuera posible, se debe considerar, la complejidad de la labor que se debe de ejercer como persona defensora pública, la cual gira en torno a llevar una defensa técnica, de tal forma, que el conocimiento en las lenguas indígenas debe ser de tal nivel, que le permita a la persona defensora pública, comunicarse fluidamente (expresarse y transmitir correctamente las ideas) con la persona representada, a fin de que ella comprenda en todo momento el proceso al que va a estar expuesto en la vía judicial, pues de lo contrario, lejos de brindar un buen servicio, se podría estar causando una vulnerabilidad a la persona usuaria, al dejarla en estado de indefensión (si la persona Defensora Pública a pesar de conocer del idioma no lo ha absorbido a profundidad y por tanto no tiene un dominio del mismo), lo cual, al final y al cabo, estaría generando una discriminación hacia ella, al no poder ofrecerle un servicio de calidad, al igual que se hace con el resto de la población que atiende la Defensa Pública.

En virtud de lo expuesto, nuestra Dirección, reitera que la incorporación del requisito de conocimiento de lenguas indígenas dentro de los perfiles competenciales que se están construyendo en la Defensa Pública, generaría una problemática para el proceso de reclutamiento y selección de los puestos de Defensor Público.

Por otra parte, es dable indicar que, a nivel de procesos judiciales, cuando existe una persona usuaria con un idioma diferente al español, lo que se estila es convocar a una persona intérprete, pues, se le debe brindar a la persona usuaria la garantía de que va a ser escuchada y comprendida durante todo el proceso judicial; cabe aquí mencionar que la persona intérprete se define en el artículo No.2 del Reglamento para regular la función de los y las intérpretes, traductores, peritos y ejecutores en el Poder Judicial􀂴 de la siguiente forma:

a) Intérprete: persona con conocimiento suficiente de la lengua española y una o más lenguas, lenguajes o dialectos adicionales, para trasladar oralmente y de manera fiel los términos de la lengua fuente a la lengua meta. (el resaltado no pertenece al original)

Debido al panorama descrito y a que a la Defensa Pública le ha correspondido asumir la atención de la población indígena en los diferentes procesos que en ella se tramitan, sería importante también, que ante la imposibilidad de incluir el requisito de conocimiento de lenguas indígenas en los perfiles competenciales, por los inconvenientes que esto generaría tal y como se ha venido exponiendo en el presente oficio, valorar al igual que se realiza en otros procesos judiciales, en los que se atienden usuarios con idiomas diferentes al español, incluso en la misma Defensa Pública, la participación de intérpretes en aquellos casos que se tramiten de personas indígenas, pues actuar en contrario, podría más bien poner en una condición de desventaja, de vulnerabilidad y de discriminación a esta población, al brindarle un trato diferente al de otras personas que tienen una lengua materna distinta al español y a las cuales se les asigna una persona intérprete durante el proceso judicial.
-0-

Se acordó: Acoger lo solicitado por la máster Roxana Arrieta Meléndez y las licenciadas Waiman Hin Herrera y María Gabriela Mora Zamora, por su orden, Directora, Subdirectora interinas y Jefa de la Sección de Análisis de Puestos de la Dirección de Gestión Humana, mediante oficio N° PJ-DGH-SAP-300-2020 del 24 de agosto del 2020 y por las razones expuestas, autorizar a la citada Dirección para que, en los concursos de las nuevas plazas, el requisito de conocimiento de los diferentes idiomas indígenas sea opcional y no un requisito obligatorio. Lo anterior, con la finalidad de no obstaculizar la labor de reclutamiento y selección de personal. La Dirección de Gestión Humana tomará nota para los fines correspondientes.”



Don Jean Carlos Monge sugiere que se pida como requisito tener conocimientos en Derecho Indígena.

La señora Sandra Pizarro expone sobre la decisión del Consejo Superior y qué les motivó a tomar esa decisión.

La señora Melissa Benavides sugiere que en la definición de los perfiles de los puestos se consideren tales conocimientos y se incorpore en los diferentes programas, entre ellos de FIAJ de la Escuela Judicial para que impacten en los puestos donde sean nombrados.

La señora Cheryl Bolaños sugiere se genere una alianza o convenio con las Universidades Públicas o Privadas que impartan la carrera de Derecho para que se generen procesos de capacitación y direccionamiento de las y los estudiantes que muestren interés en esta temática.

La señora Damaris Vargas sugiere se inste respetuosamente al Consejo de la Judicatura, Consejo de Personal,  CACMFJ, Gestión Humana y al Consejo Superior para que en la designación de personas servidoras judiciales en los diferentes puestos se valoren sus conocimientos en Derecho Indígena e inclusive, el haber participado de las capacitaciones que tienen en sus ofertas la Dirección de Gestión Humana y la Escuela Judicial, la cual es obligatoria en los términos de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica. Lo anterior, como parte de los requisitos de los concursos.

El señor Jorge Olaso señala que labora en la UCR en el Énfasis de Formación de Jueces que es de 2 años, junto con el Magistrado Alfaro y el juez Madrigal, e indica, podrían incorporar conocimientos en Derecho Indígena en el programa, no como un curso adicional sino como un eje transversal para que en varias sesiones se incorpore esa temática.

El señor Jean Carlos Monge sugiere se incorpore esa obligatoriedad para la designación o al menos el compromiso de hacerlo luego de su nombramiento.

La señora Cheryl Bolaños refiere al impacto de la Ley 9635 en los ascensos; así como el debido control que debe darse al período de prueba de un año o de tres meses, según corresponda, de las capacitaciones que deben desarrollarse.
La señora Valeria Varas refiere a la importancia de lo propuesto para garantizar el conocimiento del Derecho Indígena de las personas servidoras judiciales.

SE ACUERDA: 1° Se toma nota del comunicado enviado el 20 de octubre de 2020 por la Unidad de Acceso a la Justicia donde informa a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas el documento enviado por la señora Cheryl Bolaños Madrigal que contiene el acuerdo del Consejo Superior tomado en sesión 92-2020 de 22 de setiembre de 2020, Artículo XXXVIII. En dicho acuerdo, se dispuso acoger lo solicitado por la máster Roxana Arrieta Meléndez y las licenciadas Waiman Hin Herrera y María Gabriela Mora Zamora, por su orden, Directora, Subdirectora interinas y Jefa de la Sección de Análisis de Puestos de la Dirección de Gestión Humana, mediante oficio N° PJ-DGH-SAP-300-2020 del 24 de agosto del 2020 y por las razones expuestas, autorizar a la citada Dirección para que, en los concursos de las nuevas plazas, el requisito de conocimiento de los diferentes idiomas indígenas sea opcional y no un requisito obligatorio. Lo anterior, con la finalidad de no obstaculizar la labor de reclutamiento y selección de personal. 2° Solicitar al Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador del Programa de Formación de Jueces de la UCR valorar la posibilidad de incorporar la temática indígena en el desarrollo del diseño curricular de los cursos que imparten, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. Comunicar este acuerdo al Dr. Alfredo Chirino, Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad de Costa Rica, así como al Magistrado Gerardo Rubén Alfaro y al juez José Antonio Madrigal, profesores junto con el Magistrado Olaso del citado Programa para el análisis respectivo. 3° Reiterar a las universidades estatales y a las principales universidades privadas que imparten la carrera de Licenciatura en Derecho y Programas de Posgrado, Maestría y Doctorado en Derecho, valorar la posibilidad de incluir un curso sobre Derecho Indígena, o bien, incorporar en los contenidos de los demás cursos esa temática, a fin de cumplir con lo dispuesto en la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica. 4° Solicitar a la Escuela Judicial que en todos los programas de capacitación se incorpore en el diseño curricular el Derecho Indígena de manera transversal, aparte de las actividades de capacitación diseñadas especialmente para formar en los derechos de la población indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y la Circular 188-19 de Corte Plena. 5° Instar al Colegio de Abogados y Abogadas para que incorpore la temática indígena de manera transversal en sus capacitaciones, así como cursos especializados en Derecho Indígena, y los temas propios de la evaluación que se realiza a las personas egresadas de las universidades públicas y privadas. 6° Instar al Consejo de Personal, Consejo de la Judicatura, Gestión Humana y Consejo Superior para que en los perfiles competenciales de los diferentes puestos, los concursos y en la designación de personas servidoras judiciales se verifique que éstas hayan recibido la capacitación que imparte la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación de Gestión Humana, Defensa Pública, Ministerio Público y Organismo de Investigación Judicial, en la temática indígena, según sea el puesto que concursen, al ser éstos obligatorios en los términos dispuestos por la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas; o al menos, la verificación de su cumplimiento en el período de prueba respectivo. 7° Se declara este acuerdo firme por unanimidad y se dispone a comunicarlo al Consejo Superior, Consejo de Personal, Consejo de la Judicatura, así como a las Direcciones de la Escuela Judicial, Gestión Humana, Defensa Pública, Ministerio Público y Organismo de Investigación Judicial, con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -

ARTÍCULO V

La señora Jovanna Calderón Altamirano, representante de la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa, remitió comunicado electrónico del 14 de octubre de 2020, 15:08, en el que informó:


[bookmark: _MON_1665774473] 

Posteriormente, el 20 de octubre de 2020, 14:17 horas, envió los siguientes documentos:
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La Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, con ocasión de la consulta formulada, remitió correo electrónico del 28 de octubre pasado, en el que envió las siguientes sugerencias para valoración:
“Reciba un atento saludo y acuse de recibido de la propuesta del Proyecto “Consultoría sobre material informativo especializado de Justicia Restaurativa desde la perspectiva de los pueblos indígenas de Costa Rica”. 
Agradezco la participación que se ha dado a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas como involucrada en el desarrollo del Proyecto y desde ya me pongo a disposición en el carácter de Coordinadora de la Subcomisión en todo lo que pueda apoyar en el logro de los objetivos.
Se trata de una excelente propuesta; no obstante, respetuosamente remito las siguientes sugerencias:
1. El fundamento del proyecto debe circunscribirse a los lineamientos que establece el Convenio 169 de la OIT y la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica que dispone expresamente deben buscarse soluciones de justicia restaurativa en los procesos judiciales vinculados con población indígena.
1. El proyecto debe responder al Plan Estratégico Institucional del Poder Judicial de Costa Rica y en lo posible a la Metodología de Administración por Proyectos aprobada por el Consejo Superior.
2. El proyecto debe responder a los lineamientos dispuestos por Corte Plena -jerarquía máxima institucional- en la Circular 188-19.
3. El proyecto, desde su conformación y no ex post, debe ser consultado con los pueblos indígenas beneficiarios en los términos dispuestos por el Convenio 169 de la OIT y el instrumento nacional de consulta desarrollado por el Poder Ejecutivo.
4. El proyecto debe priorizar la atención de las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado, en atención a los compromisos que tiene el Poder Judicial como parte del Estado, en el cumplimiento de dichas medidas. Por ello, debe centrarse en la atención de los procesos judiciales generados en Buenos Aires de Puntarenas, sede de los pueblos indígenas de Salitre y de Térraba, para asuntos vinculados Penales y Agrarios prioritariamente. 
5. La participación de las personas indígenas debe considerar los lineamientos dispuestos por la CIDH en la resolución 01-20 asociada a la pandemia Covid-19 y, además, al Plan de Acción ordenado por el Ministerio de Salud y a la Circular 103-20 de Corte Plena.
6. Es importante que en el proyecto participe al menos una persona experta en peritajes antropológicos con el objetivo de que se logre una mayor comprensión de qué es lo que las personas indígenas beneficiarias necesitan de un proyecto de esta naturaleza.”


La señora Jovanna Calderón representante de la DNJR se refiere al Proyecto que están desarrollando y a su contenido, e informa que las observaciones hechas por la Magistrada Damaris Vargas Vásquez en calidad de coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas fueron incorporadas, lo cual se comunicará oportunamente. Agrega, el Proyecto debe estar concluido en febrero de 2021.

SE ACUERDA: 1° Se toma nota del comunicado remitido por la señora Jovanna Calderón Altamirano, representante de la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa, el 14 de octubre de 2020, relacionado con el Proyecto “Consultoría sobre material informativo especializado de Justicia Restaurativa desde la perspectiva de los pueblos indígenas de Costa Rica”. 2° Comuníquese a la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa la disposición de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de apoyar en lo posible y de acuerdo con sus competencias, en el desarrollo de ese importante proyecto. 3° Comunicar a la DNJR el listado oficial de personas y organizaciones líderes y lideresas indígenas facilitado por la Defensoría de los Habitantes de la República. 4° Se declara acuerdo firme por unanimidad. Comuníquese a la Dirección de Justicia Restaurativa con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -

ARTÍCULO VI

La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en Acta 11-2020 de 7 de octubre de 2020, Artículo XL, dispuso: 

“SE ACUERDA: Se toma nota y se dispone trasladar la propuesta de Controles Mínimos elaborada por la Oficina de Control Interno, a las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a fin de que en el plazo de 8 días remitan sus sugerencias y observaciones a las direcciones electrónicas accesojusticia@poder-judicial.go.cr y dvargas@poder-judicial.go.cr, y a la Oficina de Control Interno, con el objetivo de analizarlas integralmente y presentar un documento final en la siguiente sesión, a fin de someterlo a análisis y aprobación. Comuníquese este acuerdo a todas las personas integrantes de la Subcomisión con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia.”




La señora Flor Arroyo señaló que: “Como la Escuela Judicial lo ha manifestado previamente, esta dependencia cuenta con instrumentos y metodología para evaluar las capacitaciones que ejecutamos. Sin embargo, no contamos con los mecanismos para evaluar y darle seguimiento al trabajo realizado por las personas juzgadoras. Por esta razón, estamos anuentes a que se consigne a la Escuela Judicial como responsable en el indicador referente a capacitación, mas no en el de seguimiento del trabajo de las personas juzgadoras. Esto con la aclaración de que la Escuela Judicial, mediante el sistema SAGA, tiene un registro de las personas capacitadas.”

El señor Jean Carlos Monge refiere que ya las observaciones las había hecho en su momento en el proceso de construcción de la propuesta. -

SE ACUERDA: 1° Se toma nota de las manifestaciones a la señora Flor Arroyo y el señor Jean Carlo Monge. 2° Conferir una última audiencia de 10 días a las y los integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a fin de que remitan sus sugerencias y observaciones a la propuesta de Controles Mínimos sobre temática Indígena elaborada por la Oficina de Control Interno, a fin de conocer la propuesta final en la siguiente sesión. 3° Se declara este acuerdo firme por unanimidad. Comuníquese a la Oficina de Control Interno y a las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -

ARTÍCULO VII

La Secretaria General de la Corte en oficio 9187-2020 de 1 de octubre comunicó el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 50-2020 celebrada el 7 de setiembre del año en curso, Artículo XVIII, donde se dispuso:
“Sin objeción alguna, se acordó: 1.) Tener por rendido el informe de la Dirección de Planificación, remitido mediante oficio N° 1183-PLA-PE-2020, relacionado con la propuesta del modelo de gestión de riesgos estratégicos en el Poder Judicial. 2) Acoger las recomendaciones dirigidas a esta Corte en la forma indicada, en consecuencia: a.) Aprobar las siguientes observaciones realizadas al “Marco orientador del Sistema Específico de Valoración de Riesgos” elaborado por la Oficina de Control Interno:
“Observación 1: 
En el apartado “Compromiso del jerarca y las jefaturas”, que entre otras cosas menciona: 
“De igual forma, todas las Comisiones Institucionales u otras instancias judiciales que por su naturaleza tengan asignado un código de oficina, pero administran recursos presupuestarios, deben gestionar y documentar los riesgos utilizando la herramienta del SEVRI-PJ.”. 
Se acordó con Control Interno que el párrafo anterior debe modificarse de la siguiente manera: 
“De igual forma, todas las Comisiones Institucionales u otras instancias judiciales que por su naturaleza tengan asignado un código presupuestario, deben gestionar y documentar los riesgos utilizando la herramienta del SEVRI-PJ.”. 
Observación 2: 
En el apartado “Compromiso del jerarca y las jefaturas”, que entre otras cosas menciona: “Las comunicaciones relacionadas con el SEVRI-PJ deben tener como eje principal los valores de la institución como la forma de controlar los riesgos de corrupción.”. 
Se acordó con Control Interno que el párrafo anterior debe modificarse de la siguiente manera: 
“Las comunicaciones relacionadas con el SEVRI-PJ deben tener como eje principal los valores de la institución como la forma de controlar los riesgos.”. 
Observación 3: 
En el apartado “V.	LINEAMIENTOS INSTITUCIONALES PARA EL ESTABLECIMIENTO DE NIVELES DE RIESGO ACEPTABLES”, que entre otras cosas menciona: 
“2.	Todos los despachos y oficinas judiciales que tengan dentro de sus responsabilidades la realización de la planificación estratégica y operativa obligatoriamente tendrán que establecer, mantener y perfeccionar un SEVRI que incorpore los riesgos relevantes que podrían dificultar o impedir el logro de los objetivos definidos.
Los despachos y oficinas acreditadas con el Sistema de Gestión de Calidad GICA-Justicia, así como las que desarrollen proyectos, podrán realizar la identificación de sus riesgos con base en los procesos que tienen documentados.”. 
Se acordó con Control Interno que el párrafo anterior debe modificarse de la siguiente manera, dado que se amplió el alcance a objetivos y proceso definidos: 
“2.	Todos los despachos y oficinas judiciales que tengan dentro de sus responsabilidades la realización de la planificación estratégica y operativa obligatoriamente tendrán que establecer, mantener y perfeccionar un SEVRI que incorpore los riesgos relevantes que podrían dificultar o impedir el logro de los objetivos y los procesos definidos.”. 
Observación 4: 
En el apartado “2.3.1.6. Prioridades para la gestión de riesgos”, que entre otras cosas menciona: 
“1.	La prioridad en la gestión del riesgo utilizando el SEVRI-PJ estará directamente vinculada con los procesos críticos de la organización, identificados a partir de la metodología del sistema.
2.	En línea con lo anterior, deben tomarse en cuenta al menos lo siguientes aspectos para prevenir que ocurra el riesgo de corrupción.”. 
Se acordó con Control Interno que el párrafo anterior debe modificarse de la siguiente manera, dado que se amplía el alcance además de los procesos hacia los objetivos, prioridades y riesgos institucionales: 
“1.	La prioridad en la gestión del riesgo utilizando el SEVRI-PJ estará directamente vinculada con los objetivos, las prioridades y los procesos críticos de la organización, identificados a partir de la metodología del sistema.
2.	En línea con lo anterior, deben tomarse en cuenta al menos lo siguientes aspectos para prevenir que ocurra el riesgo.”. 
Observación 5: 
Se identifica que, como complemento al Marco Orientador supra, se observa que sería necesario definir, desarrollar e implementar un “Modelo de Madurez del Sistema de Control Interno”, que permita la aplicación del proceso de mejora continua sobre el modelo de gestión de riesgos institucionales. Asimismo, incorporar un apartado en la que se definan los criterios para la asignación de los parámetros de probabilidad de ocurrencia e impacto de los riesgos institucionales.”. 
b.) Aprobar la propuesta desarrollada en el Apartado II del informe, denominada “Modelo de Gestión de Riesgos del Plan Estratégico Institucional (PEI) o estratégicos”, con base en el Marco Orientador y la metodología SEVRI e integración con el Sistema de Control Interno (SCI) y la Planificación Institucional; incluyendo las directrices y recomendaciones dadas en la propuesta, lo cual servirá de modelo y fuente para retroalimentar también los procesos siguientes de Planificación Estratégica. Este modelo contempla: 
a. La gestión de riesgos del Plan Estratégico Institucional o estratégicos (Apartado 2.4.), la toma de decisiones estratégicas por la jerarquía institucional (Apartado 2.5) y el rol de la Oficina de Control Interno sobre el modelo (Apartado 2.6). 
b. La integración del Proceso de Autoevaluación Institucional (PAI) y la Planificación Estratégica Institucional (Apartado 2.7.). 
c. El plan de trabajo (cronograma) para el desarrollo e implementación del Modelo de Gestión de Riesgos PEI o estratégicos (Apartado 2.8.). Debido a las limitaciones presupuestarias y de recurso humano, y dado que el tema del modelo de riesgos estratégicos fue delegado por el Consejo Superior a la Dirección de Planificación; al respecto, esta Dirección consideró, en coordinación con la Oficina de Control Interno, mediante diferentes sesiones de trabajo, ver minutas de reunión en Anexo 9; que para brindar una solución sostenible y con mayor impacto para la institución, realizará la coordinación, la capacitación, implementación y la logística requerida para la implementación de los sistemas informáticos SEVRI y PAI, no obstante, contará con la asesoría, apoyo y visto bueno de la Oficina de Control Interno, como órgano rector en la materia. 

d. La integración de riesgos del PEI con el PAO, SEVRI y PAI (Apartado 2.9.). 
e. La automatización e integración de los riesgos estratégicos con los sistemas PEI, PAO, SEVRI, PAI y Project Online (Apartado 2.10.). 
c.) Aprobar la incorporación de la “Gestión de riesgos institucionales” como un nuevo elemento del Modelo de Gestión Estratégica aprobado en sesión 56-18 del 10 de diciembre de 2018, artículo XXIII; obteniendo como resultado:
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d.) Actualizar la meta estratégica del Plan Estratégico Institucional 2019-2024, aprobado en sesión 56-18 del 10 de diciembre de 2018, artículo XXIII; como se indica a continuación:
	Meta Estratégica Vigente
	Meta Estratégica Propuesta

	“Que al finalizar el 2024, se haya implementado el Modelo de Gestión para la Planificación Estratégica, que integre el modelo de innovación, el portafolio de proyectos estratégicos, los planes anuales operativos y el presupuesto.”

	“Que al finalizar el 2024, se haya implementado el Modelo de Gestión para la Planificación Estratégica, que integre el modelo de innovación, el portafolio de proyectos estratégicos, los planes anuales operativos, el presupuesto y la gestión de riesgos institucionales.” (Lo subrayado es la modificación solicitada).




e.) Aprobar que esta Corte Plena, como órgano máximo decisor, diseñe y formule su Plan Anual Operativo. Lo anterior mediante la realización de sesiones de trabajo, que permitan revisar las acciones estratégicas que se han venido desarrollando, identificar las oportunidades de mejora y definir la hoja de ruta para los siguientes años en torno al gobierno judicial. f.) La Dirección de Planificación será el órgano que brindaría el apoyo técnico a esta Corte, en temas de formulación, ejecución y seguimiento de los PAOs. g.) La Oficina de Control Interno, como órgano asesor especialista en la materia de riesgos y control interno, se integrará al Comité de Planeación Estratégica (denominado en el Marco Orientador del Sistema Específico de Valoración de Riesgos como el Comité de Riesgos). h.) Aprobar la incorporación del proyecto “Implementación del Modelo de Gestión de Riesgos Estratégicos” en el Portafolio de Proyectos Estratégicos. 3.) Acoger las demás recomendaciones emitidas en el informe anterior, las que deberán ser cumplidas por el Consejo Superior del Poder Judicial, la Dirección de Planificación y la Oficina de Control Interno. 4) Acoger la propuesta de la magistrada Vargas, en el sentido de que en la “Observación 1” de las recomendaciones dirigidas a esta Corte, se adicione de manera expresa a las comisiones jurisdiccionales; y en cuanto a que esta Corte Plena tenga su propio Sistema Específico de Valoración de Riesgo Institucional (SEVRI).”
[bookmark: _MON_1665572618][bookmark: _MON_1665572618]


Se informa que la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas ya cumplió con la construcción y aprobación del SEVRI, siguiendo las recomendaciones de la Auditoría Judicial.


 

Se informa sobre la consulta formulada a la Dirección de Planificación y a la Auditoría Judicial para la automatización del SEVRI de la Subcomisión.

El señor Jeremy de la AJ señala que la respuesta se estará remitiendo lo antes les sea posible.

SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio 9187-2020 de 1 de octubre de 2020 donde se comunica el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 50-2020 celebrada el 7 de setiembre del año en curso, Artículo XVIII. 2° Informar a la Dirección de Planificación y a la Oficina de Control Interno que la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas ya construyó y aprobó el SEVRI de la Subcomisión, el cual fue puesto en conocimiento oportunamente de la Secretaría General de la Corte, Comisión de Acceso a la Justicia, Oficina de Control Interno y Auditoría Judicial en cumplimiento de las recomendaciones emitidas por esta última. 3° Solicitar a la Dirección de Planificación que el SEVRI de la Subcomisión de Acceso a la Justicia se incorpore en el sistema automatizado para su seguimiento. 4° Estar a la espera de la consulta formulada a la Auditoría Judicial. 5° Se declara este acuerdo firme por unanimidad. Comuníquese a la Dirección de Planificación, Oficina de Control Interno, Auditoría Judicial y Comisión de Acceso a la Justicia, con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia.

ARTÍCULO VIII

El señor Gustavo Oreamuno, en correo de miércoles, 7 de octubre de 2020, solicita información sobre la Investigación Amenazas Ditso, en el que indica: 

Saludos
Sr. Luis Carlos Murillo
Organismo de Investigación Judicial

Le escribo nuevamente, con mucha preocupación por el estancamiento en la investigación sobre el delito de amenazas contra 2 miembros de la organización Ditsö; la misma inició desde marzo de este año y según la información que usted nos suministró solo faltaba una información que debía brindar un operador privado de telefonía, no hemos vuelto a tener información al respecto.
-0-
Al respecto al Magistrada Damaris Vargas Vásquez, coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos indígenas informa que el OIJ comunicó ya había sido atendida la gestión. No se incluyen detalles en cumplimiento de la normativa vinculada con la protección de datos sensibles.
SE ACUERDA: Se toma nota de las manifestaciones planteadas por el señor Gustavo Oreamuno, en correo de miércoles, 7 de octubre de 2020, vinculado con una investigación sobre amenazas a Ditso y lo informado por la Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 

ARTÍCULO IX

El señor Yonathan Andrey Alfaro Aguero en correo de miércoles, 14 de octubre de 2020 remite el Recordatorio: Oficio 51-RI-OCRI-2020: Foro ODS 16, que literalmente indica:

“Señoras
Señores
Enlaces de Cooperación Internacional
Poder Judicial

Reciban un cordial saludo. Con instrucciones de la señora Karen Leiva, Jefa a.i. de esta Oficina, me es grato dirigirme a ustedes en ocasión de recordarles sobre la siguiente información.

De parte del Ministerio de Relaciones Exteriores, nos comunicaron sobre la próxima realización en nuestro país de la “IV Reunión del Foro 16+”, la cual corresponde a un espacio interacción de diversos actores nacionales e internacionales motivados en construir sociedades pacíficas, justas, sólidas, efectivas e inclusivas y a promover y proteger los derechos humanos en el marco general del desarrollo sostenible, así como también intercambiar conocimientos y prácticas de implementación del ODS 16+.

El Foro 16+ se encuentra integrado por 12 países, siendo Costa Rica un miembro de este y la actividad está siendo organizada a nivel nacional por la Cancillería y MIDEPLAN.

En ese sentido, de parte de la Cancillería están solicitando la colaboración para contar con insumos e información sobre iniciativas en el Poder Judicial que estén alineadas al ODS 16 y complementen otros ODS, por lo que han facilitado el documento que se remite adjunto “Matriz de alineamiento ODS 16” para sistematizar la información y que estas sean presentadas durante la IV Reunión del Foro 16+.

Esta actividad representa una oportunidad importante para que el Poder Judicial de Costa Rica pueda proyectar y posicionar, internacional y nacionalmente, los esfuerzos y diferentes iniciativas que realiza en el marco del desarrollo sostenible, así como también en pro y beneficio de las personas usuarias internas y externas, el fortalecimiento de la administración de justicia y la tutela de los derechos humanos.

En caso de estar interesadas, os, de participar de esta iniciativa, agradeceremos nos remitan la matriz con la información completa a más tardar el próximo lunes 26 de octubre de 2020, a los correos electrónicos yalfaroa@poder-judicial.go.cr y ocri@poder-judicial.go.cr con el fin de remitir los insumos a la Cancillería en tiempo y forma. 

Como podrán notar, en la Matriz de alineamiento hay una indicación para completar una ficha catálogo de MIDEPLAN, lo anterior en caso de que quieran compartir información sobre una buena práctica con las personas que participen de la Reunión Foro 16+, lo cual correspondería a una visita de campo para poder observar la iniciativa. Se adjunta el documento “Formato de la ficha del Catálogo OCT” para lo fines indicados. 

De parte de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, nos ponemos a la completa disposición en caso de requerir información o asesoramiento correspondiente a la alineación de la o las iniciativas que se identifiquen con el ODS 16 y los demás Objetivos, por favor no duden en contactarnos. 

No omito comunicarles que se remite adjunto información correspondiente al ODS 16 y a sus metas, para su estimable conocimiento.

Agradecemos a las instancias que ya nos enviaron los insumos. 

Con las muestras de mi más alta consideración y estima,



 
De la gestión anterior se dio traslado a las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a fin de que remitieran sus sugerencias.
La licenciada Jovanna Calderón Altamirano en correo del viernes 9 de octubre de 2020, indica lo siguiente: “Por parte de la Dirección de Justicia Restaurativa ya se confeccionaron las presentes plantillas desde una perspectiva general de Justicia Restaurativa. Si desde la Subcomisión se considera que debemos realizar algún otro aporte específico, con todo gusto lo trabajamos en conjunto.”
Informa la integrante Angie Calderón que el informe se presentó oportunamente desde la Unidad de Acceso a la Justicia incorporando a todas las Subcomisiones luego de recibir información desde diferentes oficinas.
SE ACUERDA: Se toma nota del comunicado enviado por el señor Yonathan Andrey Alfaro Aguero en representación de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales en correo electrónico del 14 de octubre de 2020 vinculado con el Oficio 51-RI-OCRI-2020: Foro ODS 16; así como de las manifestaciones de la señora Jovanna Calderón Altamirano representante de la Dirección de Justicia Restaurativa y la señora Angie Calderón de la Unidad de Acceso a la Justicia. 

ARTÍCULO X

La Unidad de Acceso a la Justicia remitió el informe DP-541-2020 del Despacho de la Presidencia donde se solicita la remisión del Informe de Labores 2020: 

“Señoras y Señores
Coordinadoras, Coordinadores
Subcomisiones de Acceso a la Justicia 
Poder Judicial
S.D. 

Estimadas señoras, estimados señores: 

Reciban un cordial saludo. Por este medio y con ocasión a la solicitud que se plantea desde el Despacho de la Presidencia solicitamos su siempre valiosa colaboración con la remisión del informe de labores de este año 2020, en relación con las acciones desarrolladas para garantizar el acceso a la justicia de la población en condición de vulnerabilidad, según corresponda. 

Desde la Unidad de Acceso a la Justicia se estará confeccionando un único informe, que consolidará la información de la Comisión de Acceso a la Justicia y de las diferentes Subcomisiones de Acceso a la Justicia, para ser remitido al Despacho de la Presidencia. 

Se adjunta la plantilla en la que debe incorporarse la información (documento en Word).

El plazo para remitir el informe es para el viernes 20 de noviembre, de manera que desde la Unidad de Acceso a la Justicia se cuente con el tiempo necesario para consolidar y preparar un único informe para la Presidencia.”



La Magistrada Damaris Vargas Vásquez informa que, con el objetivo de preparar dicho informe, solicitó a la Escuela Judicial y demás Unidades de capacitación un informe de las actividades de capacitación desarrolladas durante 2020 sobre Derecho Indígena, las personas capacitadas, las oficinas y puestos que ostentan, entre otros datos a los que hace alusión la Circular 188-19 de Corte Plena.
SE ACUERDA: Se toma nota del comunicado enviado por la Unidad de Acceso a la Justicia que contiene el informe DP-541-2020 del Despacho de la Presidencia donde se solicita la remisión del Informe de Labores 2020; así como de la solicitud hecha a la Escuela Judicial y a las Unidades Capacitación para que remitan información sobre las actividades de capacitación desarrolladas durante 2020 de Derecho Indígena, las personas capacitadas, las oficinas y puestos que ostentan, entre otros datos a los que hace alusión la Circular 188-19 de Corte Plena.


ARTÍCULO XI

La Unidad de Acceso a la Justicia remitió la documentación facilitada por la Oficina de Cumplimiento del Poder Judicial con ocasión de la capacitación que se impartió a las personas integrantes de la Comisión de Acceso a la Justicia y a las Subcomisiones, incluyendo la de Indígenas, el 14 de octubre pasado.



SE ACUERDA: 1° Se toma nota de la presentación enviada por la Oficina de Cumplimiento en relación con la capacitación que brindó a las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas el 14 de octubre de 2020. 2° Compartir con las y los integrantes de la Subcomisión el material en referencia mediante la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -


ARTÍCULO XII

La Unidad de Acceso a la Justicia en correo electrónico enviado el 21 de octubre de 2020, remitió el Oficio CACC-541-2020 donde consta el acuerdo de la Comisión de Acceso a la Justicia en sesión celebrada el 13 de octubre de 2020, en el que se dispuso: 

[bookmark: _MON_1665776918]“SE ACUERDA: 1. Se toma nota y se aprueba el informe presentado por parte de la MSc. Melissa Benavides Víquez a la Corte Plena, en función de la importancia y sostenibilidad de la Comisión y Subcomisiones de Acceso a la Justicia. Dicho informe ya fue comunicado el pasado 30 de septiembre a la Secretaría General de la Corte y a la Auditoría Judicial. 2. Se acuerda compartir el informe con las y los integrantes de la Comisión y Subcomisiones de Acceso a la Justicia para su conocimiento.  Asimismo, se acuerda hacer del conocimiento de las diferentes Subcomisiones de Acceso a la Justicia que para el mes de diciembre deben presentar un informe actualizado de los avances de las acciones, para cumplir con lo requerido por parte de Corte Plena, la Auditoría Judicial y el Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia, sobre la necesidad de presentar estos informes de manera trimestral ante la Secretaría General de la Corte.”


SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio N° CACC-541-2020 comunicado el 21 de octubre de 2020 donde consta el acuerdo de la Comisión de Acceso a la Justicia en sesión celebrada el 13 de octubre de 2020. 2° Comunicar a la Comisión de Acceso a la Justicia que se estará enviando el informe trimestral de la labor desarrollada por la Comisión en los últimos tres meses de 2020 oportunamente, en cumplimiento del Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia. -

ARTÍCULO XIII

Se conoce la Circular N° 227-2020 denominada “Asunto: Lineamientos para la realización de puestas en posesión y desalojos de personas en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, entre otras, pertenecientes a pueblos indígenas, en situación de discapacidad, adultas mayores y menores de edad.”, la cual fue planteada por la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas al Consejo Superior con el visto bueno de la Comisión de Acceso a la Justicia. Su contenido literal es el siguiente:
CIRCULAR No. 227-2020
Asunto: Lineamientos para la realización de puestas en posesión y desalojos de personas en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, entre otras, pertenecientes a pueblos indígenas, en situación de discapacidad, adultas mayores y menores de edad.
A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS QUE TRAMITAN PROCESOS JUDICIALES DONDE SE DISPONEN PUESTAS EN POSESIÓN Y DESALOJOS EN LOS QUE INTERVENGAN PERSONAS EN SITUACIÓN DE VULNERABILIDAD
SE LES HACE SABER QUE: 
El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 95-2020, celebrada el 6 de octubre de 2020, artículo XLIX, acordó comunicar a todos los despachos judiciales del país que tramitan procesos judiciales donde se disponen puestas en posesión y desalojos en los que intervengan personas en situación de vulnerabilidad, y con fundamento en la normativa nacional e internacional de derechos humanos -de carácter supraconstitucional conforme a la jurisprudencia reiterada de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia-, los pronunciamientos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, entre ellos, la emitida el 6 de febrero de 2020 en el caso Comunidades Indígenas miembros de la Asociación Lhaka Honhat vs. Argentina, y los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030, concretamente el 16, sobre “Promover sociedades pacíficas e inclusivas para el desarrollo sostenible, facilitar el acceso a la justicia para todos y crear instituciones eficaces, responsables e inclusivas a todos los niveles”, a solicitud de la Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, se insta a las personas servidoras judiciales vinculadas con la tramitación y ejecución de desalojos y puestas en posesión para que, a fin de garantizar el acceso a la justicia, en especial de las personas en situación de vulnerabilidad, cumplan con lo siguiente:
1. Si en la puesta en posesión y el desalojo están involucradas personas en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, tales como indígenas, en situación de discapacidad, adultas mayores, menores de edad, u otras, o bien, se trate de personas en quienes confluyan varias causas de vulnerabilidad, en los términos dispuestos en la Circular 173-19 sobre las 100 Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de la Personas en Condición de Vulnerabilidad (XIV Cumbre Judicial Iberoamericana/Corte Plena Sesión 17-2008) actualizada en 2019 (Quito, Ecuador), debe tomarse en consideración la normativa nacional e internacional que regula los derechos de dicha población; así como la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Convención Americana de Derechos humanos y el Protocolo de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Carta de San José sobre los derechos de las personas mayores de América Latina y el Caribe, en especial, la Convención de CEDAW y de Belem do Pará para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las mujeres. En general, debe evitarse ejecutar desalojos compulsivos.

2. Si en el desalojo y puesta en posesión están involucrados niños o niñas deberá coordinarse previamente con el Patronato Nacional de la Infancia; si se trata de personas adultas mayores, con el Consejo Nacional de Personas Adultas Mayores; si son personas en situación de discapacidad con el Consejo Nacional de Discapacidad; y así sucesivamente en relación con las demás poblaciones.

3. En general, deben tomarse las medidas legalmente dispuestas para el resguardo de los animales, plantaciones y bienes de las personas a desalojar, considerando las previsiones necesarias para tal fin.

4. Reiterar la importancia de que desde el inicio del proceso se identifique en los procesos judiciales la presencia de personas usuarias en situación de vulnerabilidad para que quede consignado a efecto de que, a partir del comienzo de la tramitación se tomen todas las previsiones que sean necesarias para garantizar los derechos consagrados en la normativa nacional e internacional. En especial, se alimenten las estadísticas institucionales debidamente, garantizándose así contar con información confiable, relevante, pertinente, útil y oportuna, para la toma de decisiones institucionales, de conformidad con la regulación 5.6 de las Normas de Control Interno para el Sector Público” (N-2-2009-CO-DFOE) sobre la responsabilidad de asegurar dichos atributos en la calidad de la información.

5. Tratándose de personas indígenas quienes estén involucradas, en forma previa a la emisión y ejecución de la orden de desalojos y/o puestas en posesión, deberán considerarse los derechos de esta población, consagrados en los instrumentos internacionales de derechos humanos y demás normativa nacional, entre ellos, el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas y la Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas de la Organización de Estados Americanos y la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, a saber:

a. [bookmark: _Hlk22190564]En forma previa a ejecutar, u ordenar a la fuerza pública practicar una puesta en posesión o un desalojo, debe procederse con las acciones de coordinación dispuestas en la Circular 103-2020 denominada “Lineamientos establecidos en el “Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas” diseñado por el Viceministerio de la Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano y el Ministerio de Salud”, aprobada por Corte Plena en sesión Nº 21-2020 celebrada el 20 de abril de 2020, Artículo XVIII, en atención a la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19 declarada vía Decreto Ejecutivo 42227-MSP-S de 6 de marzo de 2020, y lo dispuesto por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en la resolución 01-2020. El Plan de Acción se encuentra en la dirección electrónica: https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas. 

b. Garantizar el acceso a la justicia a la población indígena tomando en consideración sus condiciones étnicas, socioeconómicas y culturales, aplicando el Derecho Indígena -siempre y cuando no transgreda los derechos humanos- así como sus costumbres y cosmovisión, conforme a la normativa nacional e internacional, en especial, el artículo 1 de la Constitución Política, que declara a Costa Rica como una República multiétnica y pluricultural. De ser necesario podrá requerirse un peritaje antropológico, para garantizar, proteger y tutelar los derechos humanos de los pueblos indígenas, conforme lo dispone la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.

c. Respetar la importancia que para las culturas y valores espirituales de los pueblos interesados reviste su relación con las tierras o territorios, en resguardo del derecho colectivo y comunitario de esa relación. La utilización del término «tierras» debe incluir el concepto de territorios, que cubre “la totalidad del hábitat de las regiones que los pueblos interesados ocupan o utilizan de alguna otra manera”. Además, tomar medidas para salvaguardar el derecho de los pueblos interesados a utilizar tierras que no estén exclusivamente ocupadas por ellos, pero a las que hayan tenido tradicionalmente acceso para sus actividades. Lo anterior, en los términos dispuestos por el Convenio 169 de la OIT citado.

d. Realizar los esfuerzos necesarios para que las personas indígenas puedan comprender y hacerse comprender en sus propios idiomas, facilitándoles, si fuere necesario, intérpretes u otros medios eficaces. Para ello el Poder Judicial cuenta con listados oficiales. Si se trata de mujeres indígenas, deberá procurarse una mujer traductora o intérprete indígena en los términos dispuestos en la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.

e. Informar a las personas indígenas el derecho a hacerse representar por personas defensoras públicas, en todas las materias, conforme lo faculta la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.

f. Cumplir con los lineamientos dispuestos en la Circular 10-2009 reiterada mediante circulares N° 105-2011 del 7 de setiembre del 2011 y N° 123-2013, publicadas en los Boletines Judiciales N° 192 del 6 de octubre del 2011, N° 83 del 2 de mayo del 2013 y N° 160 del 22 de agosto del 2013, respectivamente, en los que se dispone el deber de fijar los señalamientos de las audiencias dentro de un horario accesible, contemplando las particularidades de cada zona.

g. Ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas establecidos por Corte Plena en la Circular 188-2019 para la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígena.”

De conformidad con la circular N° 67-09 emitida por la Secretaría de la Corte el 22 de junio de 2009, se le comunica que en virtud del principio de gratuidad que rige esta materia, la publicación está exenta de todo pago de derechos. 
Publíquese una sola vez en el Boletín Judicial.
San José, 12 de octubre de 2020.
Lic. Carlos T. Mora Rodríguez
Subsecretario General interino
Corte Suprema de Justicia
[bookmark: _MON_1665491204]Ref.: 8916, 10981-2020/Andrea


SE ACUERDA: 1° Se toma nota de la Circular N° 227-2020 denominada “Asunto: Lineamientos para la realización de puestas en posesión y desalojos de personas en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, entre otras, pertenecientes a pueblos indígenas, en situación de discapacidad, adultas mayores y menores de edad.”, la cual fue planteada por la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas al Consejo Superior con el visto bueno de la Comisión de Acceso a la Justicia. 2° Solicitar al Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional la realización de una campaña de divulgación de la Circular 227-2020. 3° Se declara acuerdo firme por unanimidad. Comuníquese el contenido de la Circular 227-2020 a la Defensoría de los Habitantes, Viceministerio de Diálogo Ciudadano de la Presidencia de la República, Ministerio de Seguridad y a la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -

ARTÍCULO XIV

La Magistrada Damaris Vargas Vásquez, coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas remitió el oficio DVV-S1-0157-2020, de 26 de octubre de 2020, a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, en el que se indicó:

“Tengo el honor de saludarle y en mi condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en situación de Discapacidad, hago de su conocimiento que la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), en colaboración con sus relatorías especiales, presentó la serie de guías prácticas que aborda temas relacionados con los derechos humanos en el contexto de la Pandemia del COVID-19. A partir de los estándares interamericanos de derechos humanos desarrollan recomendaciones en materia de políticas públicas para orientar las prácticas y decisiones que adoptan los Estados relacionados a la pandemia. 

Con ocasión de lo anterior, remito para su valoración, propuesta de circular que haga de conocimiento de las personas servidoras judiciales, para lo que corresponda conforme a sus competencias, el contenido de la Guía Práctica de la Sala de Coordinación y Respuesta Oportuna e Integrada a la crisis en relación con la pandemia del Covid-19 (SACROI COVID-19), sobre los estándares para garantizar el respeto del duelo, los ritos funerarios y homenajes a las personas fallecidas durante la pandemia de COVID-19.

Lo anterior, con el visto bueno de la Comisión de Acceso a la Justicia. 

[image: ]

Se adjunta propuesta de circular:




 

SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio N° DVV-S1-0157-2020 de 26 de octubre de 2020 mediante el cual la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas solicitó a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, con el visto bueno de la Comisión de Acceso a la Justicia, la publicación de una circular vinculada con los Estándares para garantizar el respeto del duelo, los ritos funerarios y homenajes a las personas fallecidas durante la pandemia de COVID-19 elaborados por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), en colaboración con sus relatorías especiales. 2° Estar a la espera de la respuesta a la gestión planteada. -

ARTÍCULO XV
La señora Luz Torres Mora, Coordinadora del Plan para Pueblos Indígenas de la Vicerrectoría de Extensión Académica, División de Educación Rural de la Comisión Enlace Siwá Pákö de la Universidad Nacional, en correo electrónico del 19 de octubre de 2020 dirigido a la Unidad de Acceso a la Justicia, señaló:  
“Un Saludo cordial de parte de la Comisión UNA coordinación con pueblos y territorios indígenas.  Con el fin de dar respuesta a una solicitud recibida por parte de ustedes como Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en relación a ofrecer un listado de personas académicas idóneas para colaborar con su instancia, quisiera conocer, si ustedes cuentan con un perfil de idoneidad de un perito cultura, y si me la pueden compartir.”
La Unidad de Acceso a la Justicia trasladó la gestión de la señora Torres Mora a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas el 19 de octubre pasado.
La Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, remitió a la señora Luz Torres Mora, Coordinadora del Plan para Pueblos Indígenas de la Vicerrectoría de Extensión Académica, División de Educación Rural de la Comisión Enlace Siwá Pákö de la Universidad Nacional, el Oficio DVV-S1-0159-2020. Así mismo, remitió en copia tanto la consulta como el Oficio respectivo a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia y a la Comisión de Acceso a la Justicia, para que conforme a sus competencias den líneas sobre las acciones a seguir desde el Poder Judicial, al estar relacionados directamente con procesos judiciales vinculados con las Medidas Cautelares 321-12 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos contra el Estado.


La señora Luz Torres Mora, acusó recibido del Oficio DVV-S1-0159-2020, el 27 de octubre pasado con la indicación de que con la información suministrada “desarrollaremos la respuesta a la solicitud realizada por ustedes dirigida a la Universidad Nacional.”

SE ACUERDA: 1° Se toma nota del comunicado enviado por la señora Luz Torres Mora de la Extensión Académica, División de Educación Rural de la Comisión Enlace Siwá Pákö de la Universidad Nacional, en correo electrónico del 19 de octubre de 2020, dirigido a la Unidad de Acceso a la Justicia; y de la remisión de éste a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, donde se solicita el perfil de idoneidad para la realización de peritajes culturales. 2° Se toma nota del Oficio DVV-S1-0159-2020 enviado por la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a la señora Luz Torres Mora, Coordinadora del Plan para Pueblos Indígenas de la Vicerrectoría de Extensión Académica, División de Educación Rural de la Comisión Enlace Siwá Pákö de la Universidad Nacional.  3° Estar a la espera de la respuesta de la Universidad Nacional. 4° A solicitud del Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, comunicar a la señora Torres Mora que en adición a la normativa citada en el Oficio DVV-S1-0159-2020 puede consultarse además los artículos 43.1 párrafo segundo y 44 párrafo 2 del nuevo Código Procesal Civil. 5° Se declara firme este acuerdo por unanimidad y se dispone a comunicarlo a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia al estar vinculado con las Medidas Cautelares 321-12 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos contra el Estado; así como a la señora Torres Mora en el carácter dicho, con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -

ARTÍCULO XVI
La Dirección Ejecutiva remitió a la Unidad de Acceso a la Justicia el Oficio N° 3864-DE-2020 de 26 de octubre, con ocasión del acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en la sesión celebrada el 7 de octubre del 2020, artículo XXXIII, el cual se dispuso: 
“SE ACUERDA: Se toma nota de lo señalado por la señora Ligia Jiménez, representante de la Defensa Pública, y se dispone a solicitar al señor Wilbert Kidd, representante de la Dirección Ejecutiva ante la Subcomisión, un informe de lo solicitado y opciones mediante las cuales la Subcomisión puede contribuir a mejorar la situación expuesta…”.
La Unidad de Acceso a la Justicia trasladó a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas el N° 3864-DE-2020 de 26 de octubre de la Dirección Ejecutiva.
La Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en correo de 27 de octubre de 2020 remitió Oficio N° DVV-S1-0161-2020 a la Directora Ejecutiva, en el que se indica:
“Reciba un atento saludo y a la vez, acuso recibido del Oficio N° 3864-DE-2020 de 26 de octubre, con ocasión del acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en la sesión celebrada el 7 de octubre del 2020, artículo XXXIII, el cual se dispuso: 
“SE ACUERDA: Se toma nota de lo señalado por la señora Ligia Jiménez, representante de la Defensa Pública, y se dispone a solicitar al señor Wilbert Kidd, representante de la Dirección Ejecutiva ante la Subcomisión, un informe de lo solicitado y opciones mediante las cuales la Subcomisión puede contribuir a mejorar la situación expuesta…”. 

Se toma nota de la gestión realizada por la Dirección Ejecutiva a la Dirección Jurídica el 29 de setiembre de 2020 mediante Oficio N° 3462-DE-2020, del cual indica no se ha obtenido respuesta, y del “Análisis sobre el pago de ayudas económicas a personas puestas en libertad, por cambio de medida cautelar o sanción sustantiva”, realizado por la Dirección Ejecutiva como respuesta a varias solicitudes realizadas por la Defensa Pública para atender ese tipo de situaciones y por consulta de la Comisión de Acceso a la Justicia, donde se dispuso: 

“el pago de ayudas económicas se debe brindar únicamente a testigos, menores infractores, víctimas e imputados en condición de pobreza que se presenten a realizar diligencias judiciales a solicitud de la Autoridad Judicial; no así las personas que son puestas en libertad. Lo cual es responsabilidad de la Autoridad Judicial verificar dicha condición.” 

Estaré atenta a la respuesta que en su momento remita la Dirección Jurídica. 

Se adjuntan los archivos



  
El señor Mauricio Pereira señala dará seguimiento al tema desde la Defensa Pública.
El señor Wilbert Kidd indica estará atento a la respuesta de la Dirección Jurídica. Agrega, no siempre son personas que se ponen en libertad pues a veces se trata de cambios de medidas.
SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio N° 3864-DE-2020 de 26 de octubre remitido por la Dirección Ejecutiva a la Unidad de Acceso a la Justicia y por ésta a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, con ocasión del acuerdo tomado por ésta en la sesión celebrada el 7 de octubre del 2020, artículo XXXIII, donde se dispuso a pedir al señor Wilbert Kidd un informe de lo solicitado y opciones mediante las cuales la Subcomisión puede contribuir a mejorar la situación expuesta. 2° Se toma nota del Oficio N° DVV-S1-0161-2020 enviado por la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia a la Directora Ejecutiva, y estar a la espera de lo que informe la Dirección Jurídica con ocasión de la consulta formulada por la Dirección Ejecutiva.
ARTÍCULO XVII
[bookmark: x_x_x__Toc52375096][bookmark: x_x_x__Toc51911207]El señor Kenneth Aguilar Hernández, Prosecretario General interino de la Secretaría General de la Corte, en oficio 10048-2020 de 26 de octubre de 2020 comunicó el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 94-2020 celebrada el 30 de setiembre de 2020, Artículo XXVII, con ocasión de la consulta formulada por el Consejo de Administración de Turrialba sobre el acceso a territorios indígenas. El Consejo Superior dispuso:
[bookmark: _MON_1665581601]“Se acordó: 1) Tomar nota de lo informado por la máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, en oficio Nº CACC-461-2020 del 18 de setiembre de 2020, mediante el cual remitió acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas celebrada el pasado viernes 04 de septiembre, artículo I. 2) Hacer este acuerdo de conocimiento del Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, Defensa Pública, así como de los licenciados Fabián Calderón Barrios y William Cerdas Zúñiga, por su orden, Vicepresidente y Secretario del Consejo de Administración Tribunales de Turrialba.”


SE ACUERDA: Se toma nota del Oficio 10048-2020 de 26 de octubre de 2020 donde se comunica el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 94-2020 celebrada el 30 de setiembre de 2020, Artículo XXVII, con ocasión de la consulta formulada por el Consejo de Administración de Turrialba sobre el acceso a territorios indígenas. Lo anterior, en seguimiento del acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en Acta 09-2020 de 4 de setiembre de 2020, Artículo I, comunicado por la Unidad de Acceso a la Justicia en Oficio CACC-461-2020. 

ARTÍCULO XVIII
[bookmark: _Toc52375095][bookmark: _Toc51911205]La Secretaría General de la Corte mediante Oficio N° 10043-2020 de 26 de octubre de 2020, comunicó el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 94-2020 celebrada el 30 de setiembre de 2020, Artículo XXVI, donde se dispuso:
[bookmark: _MON_1665581757]“Se acordó: Tomar del acuerdo adoptado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en sesión celebrada 04 de septiembre de 2020, artículo III, en el entendido la referida Subcomisión, remitirá a conocimiento de este Consejo la política administrativa institucional, asociada a la población usuaria beneficiaria de las citadas Medidas Cautelares emitidas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos una vez esa subcomisión haya creado.”


La Magistrada Damaris Vargas Vásquez remitió el Oficio N° DVV-S1-2020 de 3 de noviembre de 2020 donde interpuso recurso de reconsideración contra el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión 79-2020 de 11 de agosto de 2020, Artículo XXVI, comunicado por la Secretaría General de la Corte mediante Oficio 10043-2020 de 26 de octubre de 2020, en los siguientes términos:
San José, 3 de noviembre de 2020
Oficio N° DVV-S1-0159-2020


Señor
Carlos Mora Rodríguez
Subsecretario General
Corte Suprema de Justicia

Estimado Señor:
Reciba un atento saludo. A la vez, hago de conocimiento de las y los integrantes del Consejo Superior por su digno medio, recurso de reconsideración contra el acuerdo tomado en sesión 79-2020 de 11 de agosto de 2020, Artículo XXVI, comunicado por la Secretaría General de la Corte mediante Oficio 10043-2020 de 26 de octubre de 2020, en el que se dispuso:
“Se acordó: Tomar del acuerdo adoptado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en sesión celebrada 04 de septiembre de 2020, artículo III, en el entendido la referida Subcomisión, remitirá a conocimiento de este Consejo la política administrativa institucional, asociada a la población usuaria beneficiaria de las citadas Medidas Cautelares emitidas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos una vez esa subcomisión haya creado.”
En lo medular, los motivos de la reconsideración están relacionados con la disposición del Consejo Superior en delegar a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas la construcción de la Política Administrativa Institucional que interpreto es la Política Indígena, por lo siguiente:
Primero:
La Auditoría Judicial en Oficio Nº 952-AUD-48-UJ-2020 de 13 de agosto de 2020, ante una consulta formulada por la suscrita en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indigenas, d conformidad con el artículo 22, inciso d) de la Ley General de Control Interno, y el numeral 1.1.4 de las Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público emitido por la Contraloría General de la República, indicó
“En lo atinente a la conformación de las Subcomisiones, se reitera lo indicado supra sobre el vacío normativo existente en el Reglamento, por lo cual no existe restricción en su conformación, salvo que así lo disponga Corte Plena.

Ahora bien, en relación con las aptitudes del personal que integre una Comisión o Subcomisión; desde el punto de vista de control interno, se remarca la importancia sobre la idoneidad de las personas seleccionadas para llevar a cabo las labores asignadas y, en consecuencia, aquellas que permitan atender de forma eficiente el cumplimiento de los objetivos institucionales. Al respecto, las Normas de Control Interno para el Sector Público, disponen:

2.4 Idoneidad del personal. El personal debe reunir las competencias y valores requeridos, de conformidad con los manuales de puestos institucionales, para el desempeño de los puestos y la operación de las actividades de control respectivas. (…).

Por tal razón y en concordancia con la inquietud de su última interrogante, al ser la competencia y capacidad suficiente de los funcionarios, una habilidad tan necesaria y determinante, ineludiblemente, debe ser considerada como el principal aspecto a tomar en cuenta para la integración de las Comisiones o Subcomisiones.
Ante ese panorama, las personas que integren estas organizaciones, a pesar de que deben poseer las competencias necesarias para la toma de decisiones- haciendo la salvedad- dentro de un limitado ámbito de acción preestablecido, es un riesgo para la Administración que su conformación no responda a tal necesidad específica. Precisamente por esta característica, es que los temas de trascendencia vertebral del Poder Judicial no pueden ser endosados para ser tratados a nivel de Comisiones o Subcomisiones, dado que para ello se requiere de representación integral de la institución y por tanto una figura con influencia determinante en la toma de decisiones. Por tanto, con toda claridad se concluye que los temas de la Administración que tengan especial trascendencia a lo externo de la institución, sea nacional o internacional, requiere la representación del Presidente de la Corte Suprema de Justicia, con toda su investidura e incidencia en la toma de decisiones, de conformidad con el artículo 60.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual establece en toda su amplitud, que la representación jerárquica de la Institución es una atribución que recae sobre dicha figura y no podría ser reemplazada nunca por ninguna Comisión o Subcomisión, las cuales como se desarrolló líneas atrás, tienen sus funciones muy delimitadas.”

De conformidad con lo indicado por la Auditoría Judicial, la competencia para conocer asuntos vinculados con las Medidas Cautelares 321-12 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos contra el Estado corresponde, por su trascendencia nacional e internacional, a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, de conformidad con la relación normativa que se indica, en especial, el artículo 60.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

De ahí, se estima que no sería competencia de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas la construcción de la Política Indígena del Poder Judicial.
Las competencias de la Subcomisión son muy limitadas, pues ni siquiera responden a una forma organizativa regulada en la Ley Orgánica del Poder Judicial ni en el Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia tal y como lo refiere la Auditoría Judicial, debiendo circunscribirse a apoyar con recomendaciones, informas o propuestas de circulares a la jerarquía superior, siempre y cuando se cuente con el visto bueno de la Comisión de Acceso a la Justicia al ser ésta la rectora en materia de acceso a la justicia. Inclusive, la Comisión tiene limitada la posibilidad de toma de decisiones, pues lo que se hace son propuestas a Corte Plena o a Consejo Superior, según corresponda, de las cuales podrán separarse de manera justificada.

Segundo: 

La Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en el artículo 12 dispone que “El Poder Judicial deberá mantener un diagnóstico actualizado sobre las debilidades y los obstáculos que en materia de acceso y tutela judicial efectiva presenta el sistema judicial en perjuicio de los pueblos indígenas, lo cual servirá de base para tener una política institucional anual actualizada en materia de acceso a la justicia. El diagnóstico deberá contener una identificación de las zonas geográficas en donde se encuentren los territorios indígenas y su relación con el marco competencial de oficinas y circuitos judiciales que deben brindarles servicios. Asimismo, incluirá una identificación de los pueblos indígenas de la zona, sus costumbres, idioma, derecho consuetudinario; los servicios que requieren de la administración de justicia y la accesibilidad física y material, así como los mecanismos de abordaje y atención específicos que requiere cada población. La Comisión de Acceso a la Justicia deberá llevar un control estadístico de los procesos que se tramiten en todas las oficinas judiciales, vinculados con personas indígenas, para verificar la priorización en la atención de este tipo de asuntos. Para tal efecto, el Poder Judicial deberá emitir lineamientos precisos al Departamento de Planificación, a fin de garantizar que la información esté debidamente actualizada y que esta sea fiable. Los resultados de tales controles estadísticos serán debidamente divulgados ante la población indígena y demás personas.” 
De acuerdo con la norma citada, el Poder Judicial debe mantener un diagnostico actualizado sobre las debilidades y los obstáculos que en materia de acceso y tutela judicial efectiva presenta el sistema judicial en perjuicio de los pueblos indígenas, lo cual servirá de base para tener una política institucional anual actualizada en materia de acceso a la justicia. De igual forma, se señala que la Comisión de Acceso a la Justicia debe llevar un control estadístico, para el debido seguimiento. La Ley no hace referencia alguna a la Subcomisión, forma organizativa que tampoco se menciona en esa ley. 
En consecuencia, se estima, escapa de las competencias de la Subcomisión la construcción de la Política Indígena.
La Subcomisión ha participado activamente en el proyecto de construcción de la Política Indígena del Poder Judicial; sin embargo, esa labor se realiza como apoyo técnico especializado a la Comision de Acceso a la Justicia y en especial a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, encargada, según la Auditoría Judicial en el oficio referido, de atender directamente los asuntos de trascendencia nacional e internacional -dadas las limitaciones de integración y de toma de decisiones de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión- pues están de por medio las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH.
Es importante considerar que lo comunicado por la Subcomisión fue la gestión formulada por una organización defensora de derechos humanos de los pueblos indígenas, con el objetivo de que las jerarquías institucionales, incluyendo al Consejo Superior, valoraran lo ahí indicado para la toma de las más diversas decisiones que les correspondan. La aprobación de la Política Indígena, cuando esté construida, corresponderá ser aprobada por Corte Plena conforme a la metodología aprobada por ésta recientemente.
Por lo expuesto, se solicita respetuosamente valorar reconsiderar lo resuelto y en lugar de delegar a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas la construcción de la Política Indígena, tomar nota de lo comunicado sobre la gestión formulada por la organización defensora de los derechos humanos de los pueblos indígenas.
Atentamente,
Magistrada Damaris Vargas Vásquez
Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas
Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia
Copias:
Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia



SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio N° 10043-2020 de 26 de octubre de 2020 donde se comunica el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 94-2020 celebrada el 30 de setiembre de 2020, Artículo XXVI, en que se tomó nota del acuerdo adoptado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en sesión celebrada 04 de septiembre de 2020, artículo III, y se dispuso que la referida Subcomisión, remitirá a conocimiento de este Consejo la política administrativa institucional, asociada a la población usuaria beneficiaria de las Medidas Cautelares 321-12 emitidas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos una vez esa subcomisión la haya creado. 2° Estar a la espera de la decisión del Consejo Superior sobre el recurso de reconsideración planteado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas mediante Oficio DVV-S1-0159-2020 de 3 de noviembre de 2020.-
ARTÍCULO XIX

La Jefatura de la Defensa Pública remitió a la Unidad de Acceso a la Justicia el Oficio N° JEFDP-1351864-DE-2020 de 26 de octubre de 2020, el cual fue trasladado a la Subcomisión de Acceso a la Justicia para su conocimiento.


La Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas remitió el Oficio DVV-S1-162-2020 de 28 de octubre de 2020 a la Jefatura de la Defensa Pública en el que señaló:
“Reciba un atento saludo y a la vez, acuso recibido del Oficio N° JEFDP-1351864-DE-2020 de 26 de octubre de 2020 enviado a la señora Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, la cual lo trasladó a la suscrita en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.
El Oficio N° JEFDP-1351864-DE-2020 de 26 de octubre fue emitido, según se indica, con ocasión del acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en la sesión extraordinaria 11-2020 celebrada el 7 de octubre del 2020, artículo XXIV, vinculado con la gestión planteada por la señora María Infante Arias, en el que se dispuso: 
“SE ACUERDA: 1° Se toma nota de la gestión planteada por la señora María Infante Arias, defensora pública, la cual se traslada a la Defensa Pública y a la Fiscalía Indígena para que valoren la posibilidad de presentar un informe en la siguiente sesión con el objetivo de mejorar el servicio público que se ofrece a las personas indígenas dentro de los límites de sus competencias y lineamientos institucionales. 2° Comuníquese este acuerdo con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia.”
En relación con sus manifestaciones acerca de que, “se hace necesario buscar situaciones de mejorar con el Ministerio Público para lograr dar respuestas integrales como posible situación de mejora y para lo cual resulta oportuno conocer cuál es la política criminal imperante que se ha adoptado por el Ministerio Público para esta población vulnerable”, y luego se agrega: “la política criminal podría estar siendo desproporcionada, sin perspectiva de género e interculturalidad y se podría inferir que dicho actuar señalado cae en el fenómeno de la interseccionalidad donde la señora Milia Brenes Morales se le irrespetó su condición de mujer, perteneciente a un grupo vulnerable por su condición de indígena como se establece en la sección segunda puntos número 4 y 8 de las Reglas de Brasilia.”, se dispone trasladarlas a la Fiscalía General y Fiscalía Indígena para su conocimiento y valoración, junto con su manifestación de apertura y disposición para verificar una reunión con el Ministerio Público.
Es importante advertir que no es parte de las competencias de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas ni de la suscrita en el carácter de Coordinadora y juzgadora, emitir criterio o influir de cualquier forma en casos concretos. 
Desde la Subcomisión le muestro su mayor disposición a seguir apoyando a la jerarquía institucional en la emisión de informes, recomendaciones y propuestas de circulares para la mejora continua del acceso a la justicia de los pueblos indígenas, previo visto bueno de la Comisión de Acceso a la Justicia, con fundamento en el Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia.”


El señor Mauricio Pereira señala que el objetivo de la Defensa Pública es ofrecer una mejor atención a la situación que se expone.
SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio N° JEFDP-1351-DE-2020 de 26 de octubre de 2020 emitido por la Jefatura de la Defensa Pública en relación con lo acordado sobre la gestión formulada por la defensora pública María Infante Arias, el cual fue trasladado a la Subcomisión de Acceso a la Justicia para su conocimiento; así como del Oficio DVV-S1-162-2020 de 28 de octubre de 2020 enviado por la Subcomisión a la Jefatura de la Defensa Pública.  2° Solicitar al señor Mauricio Pereira informe sobre el seguimiento de la gestión planteada. -
ARTÍCULO XX

El señor Víctor Guzmán Rodríguez, Asesor de la Dirección Jurídica del Área de Derecho Internacional y Derechos Humanos de la Cancillería, remitió comunicado electrónico del 28 de octubre de 2020, 21:08, a la Magistrada Damaris Vargas Vásquez y a la Fiscala Indígena, señora Tattiana García Chaves, donde indicó: 
“Siguiendo instrucciones superiores de la Señora Directora Jurídica a.i., me permito hacer de su estimable conocimiento que el día de ayer fuimos notificados por parte de la CIDH, de la convocatoria del Estado a la reunión bilateral virtual a celebrarse el próximo 13 de noviembre (ver anexo), para tratar cuestiones vinculadas con la medida cautelar MC-321-12. Por lo anterior, me permito convocarlos respetuosamente a la reunión de preparación virtual que se realizará el próximo martes 3 de noviembre a las 2 p.m., mediante la plataforma “Teams”. 
El objeto de dicha reunión es preparar la estrategia de la delegación estatal para la reunión bilateral virtual, que fue programada de oficio por la CIDH. 
Ahora bien, para la reunión que se realizará el próximo 13 de noviembre a las 9:30 a.m., los integrantes de la delegación estatal deberán asistir presencialmente a Cancillería, y participarán acatando de forma obligatoria los lineamientos y protocolos sanitarios (ver anexo). 
Mucho agradezco me confirmen la recepción de este correo electrónico, y su participación en la reunión de preparación.”


El comunicado fue puesto en conocimiento de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, el Despacho de la Presidencia y la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales. El Despacho de la Presidencia informó que la participación se delegó a la Magistrada Damaris Vargas Vásquez en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.
SE ACUERDA: Se toma nota del comunicado enviado por el señor Víctor Guzmán Rodríguez, Asesor de la Dirección Jurídica del Área de Derecho Internacional y Derechos Humanos de la Cancillería el 28 de octubre de 2020, 21:08, a la Magistrada Damaris Vargas Vásquez y a la Fiscala Indígena, señora Tattiana García Chaves, en relación con el seguimiento de las Medidas Cautelares 321-12, y de la puesta en conocimiento realizada a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia y la Comisión de Acceso a la Justicia.-
ARTICULO XXI
El Despacho de la Presidencia y la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales convocaron al Magistrado Jorge Olaso Álvarez y la Magistrada Damaris Vargas Vasquez a una sesión de trabajo con el objetivo de informar sobre los avances en relación con la solicitud que plantearan la Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión para poder contar con cooperación internacional a efecto de elaborar un Protocolo para la atención de los derechos de las personas defensoras de los derechos humanos de las personas indígenas y la Política Indígena.
El Despacho de la Presidencia y la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales señalaron la necesidad de definir quien sería la contraparte en la colaboración internacional que se está coordinando para la construcción de la Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígena y el Protocolo para la atención de los derechos de las personas defensoras de los derechos humanos de las personas indígenas con el Alto Comisionado de Derechos Humanos, y la posibilidad de gestionar cooperación internacional con el Gobierno de Suiza para capacitaciones, siguiendo el modelo de Bolivia. 
Con ocasión de lo anterior, se hizo de conocimiento del Despacho de la Presidencia y la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales que es necesario contar con los términos de referencia y las funciones de la “contraparte” para poder determinar si éstas son parte de las competencias de la Comisión de Acceso a la Justicia, la Unidad de Acceso a la Justicia o la Subcomisión; además, se les señaló que las observaciones en relación con el aludido protocolo fueron enviadas desde el año 2018 y están pendientes en agenda de Corte Plena ante el requerimiento que planteó oportunamente la Defensoría de los Habitantes de la República.


Se está en espera de la remisión de la información.
La magistrada Damaris Vargas, el Magistrado Jorge Olaso y la señora Melissa Benavides contextualizan sobre las gestiones realizadas y las consultas enviadas a la OCRI y a la Auditoría Judicial.
SE ACUERDA: 1° Se toma nota del informe emitido por el Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y la máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, sobre la reunión sostenida con el Despacho de la Presidencia y la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales vinculada con los avances de la cooperación internacional solicitada por la Subcomisión para la construcción de la Política Indígena del Poder Judicial y la capacitación en temática indígena, así como la propuesta de la OCRI para la elaboración de un Protocolo para la atención de los derechos de las personas defensoras de los derechos humanos de las personas indígenas y la Política Indígena. 2° Estar a la espera de la consulta formulada a la Auditoría Judicial a fin de valorar si la función de “contraparte” de proyectos de cooperación internacional son parte de las competencias de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en forma previa a la toma de decisiones y comprometer a la Subcomisión y sus integrantes en la ejecución de las labores a las que se hace referencia.

ARTÍCULO XXII
La Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales remitió comunicado electrónico del 1° de noviembre de 2020 en el que señaló: 
“En seguimiento a lo conversado con el Magistrado Jorge Olaso y la señora Magistrada Damaris Vargas, me permito adicionar el documento que se había comprometido la institución a compartirles con respecto al uso de las Reglas de Brasilia en las resoluciones dictadas en los últimos cuatro años por las Salas de la Corte Suprema de Justicia y los Tribunales de Justicia del Poder Judicial de Costa Rica, el cual fue elaborado por el Centro de Información Jurisprudencial del Poder Judicial. Esperamos que el documento permita mostrar el compromiso y el interés que tiene la institución para atender las necesidades y particularidades que tienen las personas usuarias de los servicios de la Administración de Justicia, especialmente las que se encuentran en condición de vulnerabilidad; y que, además, se articulan los esfuerzos que se realizan en el ámbito internacional sobre la temática.”


 
Refiere el Magistrado Olaso fue un trabajo en equipo.
La señora Patricia Bonilla indica fue un esfuerzo compartido y señala la activa participación del Centro de Jurisprudencia de la Sala Segunda.
SE ACUERDA: 1° Se toma nota del comunicado enviado por la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales el 1° de noviembre de 2020 donde comparte el documento vinculado con el uso de las Reglas de Brasilia en las resoluciones dictadas en los últimos cuatro años por las Salas de la Corte Suprema de Justicia y los Tribunales de Justicia del Poder Judicial de Costa Rica, elaborado por el Centro de Información Jurisprudencial del Poder Judicial.  2° Compartir el documento con las personas integrantes de la Subcomisión y solicitar a la Escuela Judicial y a las Unidades de Capacitación su incorporación en las actividades de capacitación. 3° Reconocer a las Salas de Casación la labor desarrollada en forma coordinada con el Centro Electrónico de Información Jurisprudencial, para la obtención de tan importante producto. 4° Reconocer al Centro Electrónico Jurisprudencial de la Sala Segunda sus aportes. 5° Se declara firme este acuerdo por unanimidad. Comunicar este acuerdo a las Salas de Casación y la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, Centro Electrónico de Información Jurisprudencial, y a las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, Escuela Judicial y Unidades de Capacitación de Gestión Humana, Ministerio Público, Defensa Pública y Organismo de Investigación Judicial, con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -
ARTÍCULO XXIII
La Magistrada Damaris Vargas Vásquez en correo electrónico del 31 de octubre de 2020, 00:42, remitió al Consejo Superior con copia al Magistrado Jorge Olaso Álvarez en la condición de Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, la señora Patricia Bonilla Rodríguez jefa del Centro Electrónico de Informacion Jurisprudencial y a la Dirección de Tecnología de Información, el Oficio DVV-S1-0165-2020 de 30 de octubre de 2020.
Lo anterior, con ocasión del seguimiento dado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y el Centro de Información Jurisprudencial a lo resuelto por el Consejo Superior en las sesiones No. 16-19 celebrada el 22 de febrero del 2019 y 34-19 del 23 de abril del 2019, donde se solicita gestionar lo indicado en el artículo 9 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas No. 9593, que señala: “La administración de justicia podrá llevar un registro de las distintas traducciones y de los peritajes antropológicos llevados a cabo en los distintos procesos judiciales que involucren personas indígenas. Ese registro podrá utilizarse en los procesos judiciales que involucren personas indígenas, pero su divulgación se hará solamente con autorización expresa de las personas involucradas en dichas experticias y reservando la identidad de todas las partes involucradas, y sus fines serán estrictamente de interés institucional y académicos.”.
El documento fue construido con los aportes de la máster Patricia Bonilla Rodríguez, la participación de las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y las personas juzgadoras del Juzgado Mixto de Buenos Aires de Puntarenas y el Juzgado Penal de Bribri de Talamanca, al ser parte de los despachos que tienen mayor carga de trabajo asociada a procesos en los que participan personas indígenas. Se trata de una “Propuesta de procedimiento para la implementación de un sistema que permita recopilar, almacenar y controlar el acceso a la información producida o recibida en los diferentes despachos judiciales con ocasión de la emisión de los peritajes culturales llevados a cabo en los procesos judiciales que involucren a personas indígenas.” 
Se hizo énfasis en que, por el mandato legal de confidencialidad de la información y los fines estrictamente de interés institucional y académico, y ante algunas dudas que surgen respecto a la aplicación e interpretación normativa, era necesario trasladar la propuesta para el análisis y revisión integral de su contenido por parte de la Dirección Jurídica, a fin de poder contar con su criterio legal respecto a algunos puntos de interés, que se anotan como pie de página en el documento; y, una vez superada esta etapa, y previo a ser aprobado por el Consejo Superior, remitir el procedimiento para la validación de la Agencia de Protección de Datos de los Habitantes (PRODHAB) y a población indígena.
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SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio DVV-S1-0165-2020 de 31 de octubre de 2020 mediante el cual se comunicó al Consejo Superior con copia a la Comisión de Acceso a la Justicia, el Centro Electrónico de Informacion Jurisprudencial y la Dirección de Tecnología de Información, donde consta “Propuesta de procedimiento para la implementación de un sistema que permita recopilar, almacenar y controlar el acceso a la información producida o recibida en los diferentes despachos judiciales con ocasión de la emisión de los peritajes culturales llevados a cabo en los procesos judiciales que involucren a personas indígenas.”, en cumplimiento de los acuerdos tomados por el Consejo Superior en sesiones No. 16-19 celebrada el 22 de febrero del 2019 y 34-19 del 23 de abril del 2019, y el artículo 9 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica No. 9593. 2° Reconocer la asesoría brindada por la jueza Yolanda Alvarado Vargas del Juzgado Penal de Bribri de Talamanca, el juez Jean Carlo Céspedes del Juzgado Mixto de Buenos Aires y el juez penal Jean Carlos Monge del Segundo Circuito Judicial de San José en la construcción de dicha propuesta. 3° Estar a la espera de lo que resuelva el Consejo Superior sobre la propuesta de Protocolo y de remisión en consulta a la Dirección Jurídica, Agencia de Protección de Datos de los Habitantes (PRODHAB) y la población indígena. 4° Se declara firme este acuerdo y se dispone a comunicarlo con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -

ARTÍCULO XXIV
Se informa sobre la capacitación coordinada con el Colegio de Abogados y Abogadas denominada “Los Derechos Humanos de las Personas Indígenas en Costa Rica” realizada el 29 de octubre de 2020 de las 6 pm a las 8 pm.

SE ACUERDA: Se toma nota. -
ARTÍCULO XXV
Se informa sobre la capacitación organizada por el Tribunal Agroambiental de Bolivia y la Jurisdicción Indígena Originaria Campesina, denominada “Seminario Internacional Virtual Diálogo Intercultural para una Justicia de Paz” realizada los días 1, 2, 7 y 9 de octubre de 2020 de las 17 a las 19:30 horas.

SE ACUERDA: Se toma nota. -
ARTÍCULO XXVI
La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas socializó con las personas integrantes la propuesta de Estatuto de la Justicia y Derechos de las Personas Usuarias en el Poder Judicial que trasladó a la Comisión de Acceso a la Justicia en su momento Corte Plena, con el objetivo de que se remitieran las sugerencias y observaciones.

Se recibieron observaciones del señor Mauricio Pereira Quirós representante de la Defensa Pública ante la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en comunicado del 3 de noviembre de 2020, las que se adjuntan:


 

SE ACUERDA: 1° Se toma nota de las sugerencias planteadas por el señor Mauricio Pereira Quirós en representación de la Defensa Pública a la propuesta de Estatuto de la Justicia y Derechos de las Personas Usuarias en el Poder Judicial. 2° Conferir audiencia de 10 días a las y los integrantes de la Subcomisión para que remitan sus sugerencias. 3° Comunicar este acuerdo a las y los integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -

ARTÍCULO XXVII
La Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, informa sobre los resultados de la reunión convocada por la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia el día 5 de noviembre de 2020 a las 5:30 p.m. con los magistrados y magistradas quienes coordinan Comisiones Jurisdiccionales. Lo anterior, para abordar el tema de posible construcción de una Jurisdicción Especializada Indígena en seguimiento de la audiencia con la Comisión de Derechos Humanos de la Asamblea Legislativa. 
De igual forma, comunica en forma general sobre la organización que está haciendo la Cancillería para la audiencia conferida por la CIDH, en la que participará en representación del Poder Judicial por disposición de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia y la Comisión de Acceso a la Justicia, junto con la Fiscalia Indígena, para abordar temas propios de las MC 321-12 de la CIDH contra el Estado.
SE ACUERDA: Se toma nota. Estar a la espera del informe técnico que se solicite a la Dirección de Planificación, Corte Plena y Asamblea Legislativa. -

ARTÍCULO XXVIII
La Dirección de Planificación remitió a la Secretaría General de la Corte con copia a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas el Oficio N° 1725-PLA-OI-2020 (Ref. SICE:1733-20) de 3 de noviembre de 2020, en atención al oficio 9320-2020, donde se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión celebrada el 22 de setiembre de 2020, artículo XLVI, donde comunica el informe suscrito por la Inga. Yesenia Salazar Guzmán, Jefa a.i. del Subproceso de Organización Institucional, relacionado con la definición de la competencia territorial de las oficinas jurisdiccionales de los Territorios Indígenas de Cabécar de Talamanca y Cabécar de Tayní.
El Oficio N° 1725-PLA-OI-2020 señala:
“1725-PLA-OI-2020
Ref. SICE:1733-20 
3 de noviembre de 2020
Licenciada
Silvia Navarro Romanini 
Secretaría General de la Corte

Estimada señora:
“En atención al oficio 9320-2020, donde se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión celebrada el 22 de setiembre de 2020, artículo XLVI, le remito el informe suscrito por la Inga. Yesenia Salazar Guzmán, Jefa a.i. del Subproceso de Organización Institucional, relacionado con la definición de la competencia territorial de las oficinas jurisdiccionales de las Reservas Indígenas de Cabécar de Talamanca y Cabécar de Tayní.
Atentamente,
Máster Allan Pow Hing Cordero
Proceso Ejecución de las Operaciones
Copias: 
· Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas
· Unidad de Acceso a la Justicia
· Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora
Unidad de Acceso a la Justicia
· Archivo
rqp
Ref.1733-2020

3 de noviembre de 2020
Máster 
Allan Pow Hing Cordero
Proceso Ejecución de las Operaciones

Estimado señor:
El Consejo Superior acordó en sesión 92-2020 celebrada el 22 de setiembre del 2020, artículo XLVI, remitir a la Dirección de Planificación para que en el plazo de 15 días contados a partir de la comunicación de este acuerdo se refiera a la solicitud planteada por la Comisión de Asuntos Indígenas del Poder Judicial, sobre el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas[footnoteRef:2], ante la gestión presentada por el licenciado Danilo Chaverri Barrantes, que entre otras cosas menciona: [2:  Sesión del viernes 21 de agosto de 2020, modalidad virtual, artículo V, comunicado por la máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, en oficio N° CACC-392-2020 de 11 de setiembre de 2020.] 

“En relación con las consultas formuladas por el licenciado Danilo Chaverri Barrantes quien gestiona en la condición de representante legal de las Asociaciones de Desarrollo Integral de la Reserva Indígena cabécar de Talamanca y Cabécar de Tayní, se dispone comunicar a las y los integrantes del Consejo Superior que la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas tiene una función meramente consultiva de la Comisión de Acceso a la Justicia, ente rector del acceso a la justicia de personas en situación de vulnerabilidad, sin que esa competencia le faculte para dar recomendaciones a personas usuarias sobre actuaciones que podrían tener incidencia judicial. El órgano técnico para informar sobre “¿cuáles casos son de competencia jurisdiccional?” y “¿cuál es el juez competente en cada caso?” es la Dirección de Planificación en lo relacionado con la competencia territorial conforme al Sistema Georeferencial, al cual pueden acceder las personas usuarias; y en relación con lo demás, se insta hacerlo de conocimiento de la Dirección del Organismo de Investigación Judicial y de la Fiscalía Indígena. Se declara firme este acuerdo por unanimidad y se dispone a comunicarlo con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -”. Lo subrayado en negrita no corresponde al original. 

Al analizarse el tema en el seno del Consejo Superior la integrante Pizarro Gutiérrez, en debate previo sobre la solicitud planteada, externa que a la Dirección de Planificación le corresponde la definición de la competencia territorial de las oficinas jurisdiccionales, lo cual es correcto y por ello se sugiere que en primera instancia lo que corresponde es definir en cuál territorio se ubican las Reservas Indígenas Cabécar de Talamanca y Cabécar de Tayní, ya que de acuerdo al cantón al que pertenezcan, se define el despacho que le corresponde conocer el asunto, según la materia. Por ejemplo, se determina que la Reserva Indígena Cabécar de Talamanca, se ubica en el cantón de Talamanca, donde se tienen definidos los despachos cuya competencia territorial abarca el cantón de Talamanca; por lo tanto, la Jueza o Juez que le corresponde atender el asunto, va de acuerdo con la materia que se trate, a saber:

· Materia Penal, le corresponde al Juzgado Penal de Talamanca.
· Materia Penal Juvenil, al Juzgado Penal Juvenil del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Limón).
· Materia Agraria, al Juzgado Agrario del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Limón).
· Materias Contravencional, Tránsito, Violencia Doméstica y Pensiones Alimentarias, al Juzgado Contravencional de Bribrí.
· Materia Familia, al Juzgado de Familia del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Limón).
· Materia Trabajo, al Juzgado Contravencional de Bribrí (asuntos laborales independientemente de la cuantía conflictos colectivos de carácter jurídicos); al Juzgado de Trabajo del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Limón), (conflictos colectivos de carácter económico social).
· Materia Civil, al Juzgado Civil del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Limón).
· Materia Cobro, al Juzgado de Cobro del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Limón).

De igual forma procede con la Reserva Cabécar de Tayní, se determina que se ubica en el cantón de Limón, para lo cual se tienen definidos los despachos cuya competencia territorial abarca el cantón de Limón; por lo tanto, la Jueza o Juez que le corresponde atender el asunto, según la materia es:  

· Materia Penal, le corresponde al Juzgado Penal del I Circuito judicial de la Zona Atlántica.
· Materia Penal Juvenil, al Juzgado Penal Juvenil del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.
· Materia Agraria, al Juzgado Agrario del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.
· Materia Contravencional, al Juzgado Contravencional del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.
· Materia Violencia Doméstica, al Juzgado de Violencia Doméstica del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.
· Materia Pensiones Alimentarias, Juzgado de Pensiones Alimentarias del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.
· Materia Tránsito, al Juzgado de Tránsito del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.
· Materia Familia, al Juzgado de Familia del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.
· Materia Trabajo, al Juzgado de Trabajo del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica (asuntos laborales independientemente de la cuantía conflictos colectivos de carácter jurídicos y conflictos colectivos de carácter económico social).
· Materia Civil, al Juzgado Civil del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.
· Materia Cobro, al Juzgado de Cobro del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.

Es de importancia mencionar que, para conocer la competencia territorial de un determinado despacho, según la materia, puede ser consultado a través del Sistema Georeferencial, en la página de la Dirección de Planificación, para lo cual se remite el siguiente enlace: 

http://intranet/planificacion/index.php/planificacionestrategica/sistema-georeferencial.
[bookmark: _Toc478526133][bookmark: _Toc476021067][bookmark: _Toc475941047][bookmark: _Toc478526133][bookmark: _Toc476021067][bookmark: _Toc475941047]
Atentamente,
Inga. Yesenia Salazar Guzmán, Jefa a.i.
[bookmark: _MON_1665997871]Subproceso Organización Institucional


SE ACUERDA: Se toma nota del Oficio N° 1725-PLA-OI-2020 (Ref. SICE:1733-20) de 3 de noviembre de 2020, en atención al oficio 9320-2020 remitido por la Dirección de Planificación a la Secretaría General de la Corte con copia a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, donde se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión celebrada el 22 de setiembre de 2020, artículo XLVI, en que se comunica el informe suscrito por la Inga. Yesenia Salazar Guzmán, Jefa a.i. del Subproceso de Organización Institucional, relacionado con la definición de la competencia territorial de las oficinas jurisdiccionales de los Territorios Indígenas de Cabécar de Talamanca y Cabécar de Tayní. -

ARTÍCULO XXIX
La Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas remitió comunicado electrónico el 4 de noviembre de 2020 al Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia en el que le comunicó el Oficio DVV-S1-0160-2020 en el que planteó la presente solicitud:
“San José, 4 de noviembre de 2020
Oficio N° DVV-S1-0160-2020
Señor
Magistrado Jorge Olaso Álvarez
Coordinador
Comisión de Acceso a la Justicia

Estimado Señor:
Reciba un atento saludo. En mi condición de coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas solicito la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia para que, en forma previa a subir las actas mensuales ordinarias y extraordinarias de la Subcomisión en la página web de la Comisión de Acceso a la Justicia -y las que ya se hayan subido- se proceda lo antes posible con la despersonalización de datos que contengan información sensible según la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales y el artículo 1 del Reglamento de actuación de la Ley de Actuación de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales en el Poder Judicial.
De acuerdo con el artículo 7 del Reglamento aludido, es preciso identificar el puesto y persona de la Unidad de Acceso a la Justicia a la que se asigne la función de despersonalización o protección de datos. 
Salvo mejor criterio de la Comisión de Acceso a la Justicia, la Unidad estará encargada deberá velar porque estén protegidos los datos solicitados por las personas mencionadas en el artículo 6 del Reglamento; y en caso no estarlo, se debe efectuar la protección de datos de manera oficiosa o a solicitud de parte.
La señora Patricia Bonilla ha mostrado su anuencia a capacitar a las personas que estimen pertinente para que realicen este proceso.  
Cordialmente,
Magistrada Damaris Vargas Vásquez
Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas
Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia”




 
La señora Melissa Benavides aduce que hará las coordinaciones con la oficina a cargo de la señora Patricia Bonilla. -
SE ACUERDA: 1° Se toma nota del oficio DVV-S1-0160-2020 de 4 de noviembre de 2020 enviado por la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a la Comisión de Acceso a la Justicia donde solicita que, en forma previa a subir las actas mensuales ordinarias y extraordinarias de la Subcomisión en la página web de la Comisión de Acceso a la Justicia -y las que ya se hayan subido- se proceda lo antes posible con la despersonalización de datos que contengan información sensible según la Ley de Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales y el artículo 1 del Reglamento de actuación de la Ley de Actuación de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales en el Poder Judicial. Además, de acuerdo con el artículo 7 del Reglamento aludido, la identificación del puesto y persona de la Unidad de Acceso a la Justicia a la que se asigne la función de despersonalización o protección de datos. 2° Se toma nota de la disponibilidad de la señora Patricia Bonilla Rodríguez, jefa del Centro Electrónico de Información Jurisprudencial para capacitar a la Unidad de Acceso a la Justicia para proceder con la despersonalización de los datos de las actas de las sesiones ordinarias y extraordinarias de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los años 2019 y 2020, así como las que se generen posteriormente. 3° Se declara firme este acuerdo por unanimidad y se dispone a comunicarlo al Centro Electrónico de Información Jurisprudencial con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. Las actas de los años 2019 y 2020 de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas constan en la gestión documental de la Unidad de Acceso a la Justicia mediante remisión hecha por la Subcomisión oportunamente. -

ARTÍCULO XXX
La Secretaría General de la Corte en comunicado electrónico enviado el 4 de noviembre de 2020, 6:00 p.m., remitió el Oficio N° 10270-2020 donde informa el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 103-2020 celebrada el 27 de octubre de 2020, Artículo XXIV, el cual dispone:
 “San José, 30 de octubre de 2020
N° 10270-2020
Al contestar refiérase a este # de oficio
 
 Señora
Licda. Argili Gómez Barquero
Directora Jurídica Interina
 
Estimada señora:
 
 Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 103-2020 celebrada el 27 de octubre de 2020, que literalmente dice:
 
[bookmark: x__Toc54273899]“ARTÍCULO XXIV
            
DOCUMENTO Nº 11831-2020
 
La máster Melissa Benavidez Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, mediante oficio N° CACC-497-2020 del 14 de octubre 2020, comunicó:
 
“…Por este medio me permito hacer de su conocimiento que se recibió el informe 843-PLA-ES-2020 (Ref. SICE: 1485-18), el cual se encuentra relacionado con información sobre la atención de las diferentes poblaciones usuarias y en especial condición de vulnerabilidad que demandan los servicios del Poder Judicial. 
 
Dicho informe es remitido por parte de la Dirección de Planificación y surge tras varias solicitudes formuladas desde la Comisión de Acceso a la Justicia, así como de algunas Subcomisiones para el Acceso a la Justicia, respecto con la necesidad de establecer indicadores estadísticos que permitan identificar con mucho más detalle, las características de las personas usuarias que demandan los servicios institucionales. No se trata de establecer un indicador estadístico más; por el contrario, se trata de la construcción de variables que permitan identificar con mayor exactitud, aspectos específicos de las personas usuarias y apegados a la nomenclatura correcta; por ejemplo sobre las personas en situación de discapacidad: qué tipo de discapacidad presentan, el sexo, edad, si utiliza alguna ayuda técnica, etc.; sobre lo cual se ha considerado podría incidir significativamente y de manera positiva para la toma de acciones y decisiones en materia de política pública a nivel institucional y a favor de todas estas personas.
 
De manera que en reiteradas ocasiones y por diversos medios se ha venido solicitando la colaboración del Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación y de la Dirección de Tecnologías de la Información para avanzar en este tema. Además de que con mucha frecuencia ingresan consultas a la Comisión de Acceso a la Justicia y a las diferentes Subcomisiones de Acceso a la Justicia requiriendo información estadística de las distintas poblaciones vulnerables; consultas que ingresan de personas usuarias representantes de organizaciones de la sociedad civil, instituciones externas, estudiantes, y hasta de Organismos Internacionales; no siendo posible brindarles la información requerida, salvo en algunas oportunidades donde se hace un importante esfuerzo para proporcionarles la poca información con la que se cuenta en la institución. 
 
Ahora bien, preocupa a esta Comisión y a las diferentes Subcomisiones, si la información antes indicada podría catalogarse como información sensible, conforme lo establecido por la Ley No. 8968 Protección de la persona frente al tratamiento de sus datos personales, ya que, en su artículo 3, inciso e) se establece: Datos sensibles: información relativa al fuero íntimo de la persona, como por ejemplo los que revelen origen racial, opiniones políticas, convicciones religiosas o espirituales, condición socioeconómica, información biomédica o genética, vida y orientación sexual, entre otros. La Ley No. 8968 permite el funcionamiento de base de datos con fines estadísticos, cuando no exista riesgo de que las personas sean identificadas, sin embargo, por lo planteando en el oficio de Planificación, se denota que sí existe una vinculación directa entre los datos obtenidos y la persona.
 
Además, si bien el artículo 2 de la Ley de Protección de Datos, indica que su aplicación no es para bases de datos con fines exclusivamente internos, se considera necesario hacer una revisión a ello, por cuanto de los oficios insertos en cada solicitud del informe 843-PLA-ES-2020, en algunos casos se ha mencionado la vinculación de otras instituciones y organizaciones externas al Poder Judicial, por tanto, ya el fin sería diferente.
 
En razón de lo anterior, ante la identificación de un riesgo como el señalado, y por acuerdo de la Comisión de Acceso a la Justicia en la Sesión del día martes 13 de octubre de 2020, se estimó oportuno que, previo a continuar con este proceso, sea el Consejo Superior quien solicite a la Dirección Jurídica su criterio respecto al tema, con el fin de tener claridad si el Poder Judicial está legalmente autorizado para recabar información como la antes indicada, si la forma en que se van a obtener los datos es la adecuada y en caso de autorizarse, se analice el uso de éstos hacia terceros, así como valorar la inscripción de dicha base de datos con esos fines ante la PRODHAB, en razón de la necesidad que se ha venido planteando desde hace ya varios meses atrás.
 
Finalmente se solicita que, el análisis que pueda estarse realizando desde la Dirección Jurídica, se realice no solamente en función de las poblaciones en condición de vulnerabilidad que se mencionan en el informe supra citado de la Dirección de Planificación; por el contrario, se requiere en este momento un análisis integral que contemple a todas y cada una de las poblaciones catalogadas en condición de vulnerabilidad, conforme lo establecen las Cien Reglas de Brasilia; poblaciones que seguidamente se detallaran; siendo cada una de estas poblaciones representada por una Subcomisión de Acceso a la Justicia diferente. Debe, además, considerarse la vigencia en la institución de las diferentes políticas de acceso a la justicia, las cuales son de aplicación obligatoria, encontrándose vinculadas al Plan Estratégicos Institucional por medio de su eje transversal “Acceso a la Justicia”; lo anterior en apego y respeto absoluto de los derechos fundamentales que le asisten a todas estas personas. 
 
Poblaciones en condición de vulnerabilidad.
 
1.          Personas en situación de Discapacidad. 
2.          Personas Indígenas.
3.          Personas Adultas Mayores. 
4.          Población Penal Juvenil. 
5.          Población Privada de Libertad.
6.          Población LGBTIQ+
7.          Población Migrante y Refugiada. 
8.          Población Niñez y Adolescencia. 
9.          Población Afrodescendientes.
 
No omito indicar que la Comisión de Acceso a la Justicia se encuentra en la mejor disposición de fungir como instancia asesora y de consulta ante cualquier inquietud que pueda derivar a partir de esta solicitud. 
 
Se adjunta el oficio 843-PLA-ES-2020.
 
[image: ]
 
…”
- 0 –
 
Analizada por este Consejo Superior la gestión presentada por la máster Melissa Benavidez Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, se acordó: Trasladar a la Dirección Jurídica para estudio e informe de este Consejo lo expuesto por la máster Benavidez Víquez.
 La Comisión de Acceso a la Justicia, tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.”
 
Atentamente, 
  
 
Rafael Rodríguez Jiménez
Prosecretario General interino
Secretaría General de la Corte
 
[bookmark: x__Hlk20214573]c:         Dirección Jurídica
            M.Sc. Melissa Benavidez Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia
Diligencias / Refs: (11831-2020) 
            PT
Iquesadac



La señora Melissa Benavides Víquez contextualiza la gestión e informa está vinculada con las bases de datos, algunos de ellos sensibles, cuya información debe ser administrada por la Unidad de Acceso a la Justicia.

SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio N° 10270-2020 de 30 de octubre de 2020 comunicado el 4 de noviembre, donde se comunica el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 103-2020 celebrada el 27 de octubre de 2020, Artículo XXIV, relacionado con el Oficio N° CACC-497-2020 del 14 de octubre 2020 enviado por la Unidad de Acceso a la Justicia y el Informe 843-PLA-ES-2020 (Ref. SICE: 1485-18), vinculado con información sobre la atención de las diferentes poblaciones usuarias y en especial condición de vulnerabilidad que demandan los servicios del Poder Judicial, entre ellas la indígena. 2° Estar a la espera de la consulta remitida a la Dirección Jurídica por el Consejo Superior. - 
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San José, Costa Rica, 03 de noviembre de 2020 


                                                                   Note #: 888-DG/ODERI-2020 Ref. # 1295-2020 


 
 
 
 
Magistrada 
Damaris Vargas Vásquez 
Coordinadora 
Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
Su despacho. 
 
 
 


Muy respetada Señora: 


Luego de saludarle muy cordialmente me permito informarle que, gracias a la iniciativa del 


Organismo de Investigación Judicial se ha logrado llevar a cabo los días 14 y 28 de octubre 


del 2020 y en coordinación con la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas, el primero de 


una serie de actividades de reforzamiento de competencias denominado “Taller de 


sensibilización en Asuntos Indígenas”. 


Este esfuerzo permitió que más de sesenta personas funcionarias de esta institución 


destacadas en diversas oficinas y despachos regionales cuya ubicación geográfica 


contempla áreas con población indígena, recibieran esta primera parte del Taller de forma 


virtual; implicando la participación de despachos que atienden a las agrupaciones de 


población indígena de todo el país. 


La segunda parte que se ha planificado para el primer semestre del año entrante será por 


grupos de población indígena específicos, siendo, por ejemplo, que el personal de Nicoya 
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trabajará sobre la sensibilización respecto a la población Chorotega, el OIJ de Upala con la 


población Maleku y así respectivamente de acuerdo a cada Grupo. 


Cabe mencionar que con el fin de reforzar el trabajo que se está desarrollando en la Zona 


Sur del país, el personal de la Oficina Regional de Buenos Aires de Puntarenas y de la 


Unidad de Protección destacada en Pérez Zeledón, participaron en un 100% de su nómina, 


todo ello con el fin de robustecer el buen servicio y atención a estos grupos de mayor 


vulnerabilidad. 


Estaremos informándole de próximos eventos en este sentido y esperamos ir incorporando 


más cantidad de personal a los mismos, de acuerdo a las posibilidades de operación del 


OIJ. 


Esperando haberle informado y atento a cualquier comentario se suscribe su servidor, 


 
 
 
 
 


Walter Espinoza Espinoza 
Director General 


Organismo de Investigación Judicial. 
 
 


c.c./  Archivo. 
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San José, 4 de noviembre de 2020 


Oficio N° DVV-S1-0160-2020 


 


 


Señor 


Magistrado Jorge Olaso Álvarez 


Coordinador 


Comisión de Acceso a la Justicia 


 


Estimado Señor: 


Reciba un atento saludo. En mi condición de coordinadora de la 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas solicito la 


colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia para que, en forma previa 


a subir las actas mensuales ordinarias y extraordinarias de la Subcomisión 


en la página web de la Comisión de Acceso a la Justicia -y las que ya se 


hayan subido- se proceda lo antes posible con la despersonalización de 


datos que contengan información sensible según la Ley de Protección de la 


Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales y el artículo 1 del 


Reglamento de actuación de la Ley de Actuación de la Persona frente al 


Tratamiento de sus Datos Personales en el Poder Judicial. 


De acuerdo con el artículo 7 del Reglamento aludido, es preciso identificar 


el puesto y persona de la Unidad de Acceso a la Justicia a la que se asigne 


la función de despersonalización o protección de datos.  


Salvo mejor criterio de la Comisión de Acceso a la Justicia, la Unidad estará 


encargada deberá velar porque estén protegidos los datos solicitados por las 


personas mencionadas en el artículo 6 del Reglamento; y en caso no estarlo, 


se debe efectuar la protección de datos de manera oficiosa o a solicitud de 


parte. 


La señora Patricia Bonilla ha mostrado su anuencia a capacitar a las 


personas que estimen pertinente para que realicen este proceso.   


Cordialmente, 


 


Magistrada Damaris Vargas Vásquez 


Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia 
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		DAMARIS VARGAS VASQUEZ (FIRMA)
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                           Secretaría General

San José, 30 de octubre de 2020

N° 10270-2020

Al contestar refiérase a este # de oficio





Señora

Licda. Argili Gómez Barquero

Directora Jurídica Interina



Estimada señora:





Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 103-2020 celebrada el 27 de octubre de 2020, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc54273899]“ARTÍCULO XXIV

	

DOCUMENTO Nº 11831-2020



La máster Melissa Benavidez Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, mediante oficio N° CACC-497-2020 del 14 de octubre 2020, comunicó:



“…Por este medio me permito hacer de su conocimiento que se recibió el informe 843-PLA-ES-2020 (Ref. SICE: 1485-18), el cual se encuentra relacionado con información sobre la atención de las diferentes poblaciones usuarias y en especial condición de vulnerabilidad que demandan los servicios del Poder Judicial. 



Dicho informe es remitido por parte de la Dirección de Planificación y surge tras varias solicitudes formuladas desde la Comisión de Acceso a la Justicia, así como de algunas Subcomisiones para el Acceso a la Justicia, respecto con la necesidad de establecer indicadores estadísticos que permitan identificar con mucho más detalle, las características de las personas usuarias que demandan los servicios institucionales. No se trata de establecer un indicador estadístico más; por el contrario, se trata de la construcción de variables que permitan identificar con mayor exactitud, aspectos específicos de las personas usuarias y apegados a la nomenclatura correcta; por ejemplo sobre las personas en situación de discapacidad: qué tipo de discapacidad presentan, el sexo, edad, si utiliza alguna ayuda técnica, etc.; sobre lo cual se ha considerado podría incidir significativamente y de manera positiva para la toma de acciones y decisiones en materia de política pública a nivel institucional y a favor de todas estas personas.



De manera que en reiteradas ocasiones y por diversos medios se ha venido solicitando la colaboración del Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación y de la Dirección de Tecnologías de la Información para avanzar en este tema. Además de que con mucha frecuencia ingresan consultas a la Comisión de Acceso a la Justicia y a las diferentes Subcomisiones de Acceso a la Justicia requiriendo información estadística de las distintas poblaciones vulnerables; consultas que ingresan de personas usuarias representantes de organizaciones de la sociedad civil, instituciones externas, estudiantes, y hasta de Organismos Internacionales; no siendo posible brindarles la información requerida, salvo en algunas oportunidades donde se hace un importante esfuerzo para proporcionarles la poca información con la que se cuenta en la institución. 



Ahora bien, preocupa a esta Comisión y a las diferentes Subcomisiones, si la información antes indicada podría catalogarse como información sensible, conforme lo establecido por la Ley No. 8968 Protección de la persona frente al tratamiento de sus datos personales, ya que, en su artículo 3, inciso e) se establece: Datos sensibles: información relativa al fuero íntimo de la persona, como por ejemplo los que revelen origen racial, opiniones políticas, convicciones religiosas o espirituales, condición socioeconómica, información biomédica o genética, vida y orientación sexual, entre otros. La Ley No. 8968 permite el funcionamiento de base de datos con fines estadísticos, cuando no exista riesgo de que las personas sean identificadas, sin embargo, por lo planteando en el oficio de Planificación, se denota que sí existe una vinculación directa entre los datos obtenidos y la persona.



Además, si bien el artículo 2 de la Ley de Protección de Datos, indica que su aplicación no es para bases de datos con fines exclusivamente internos, se considera necesario hacer una revisión a ello, por cuanto de los oficios insertos en cada solicitud del informe 843-PLA-ES-2020, en algunos casos se ha mencionado la vinculación de otras instituciones y organizaciones externas al Poder Judicial, por tanto, ya el fin sería diferente.



En razón de lo anterior, ante la identificación de un riesgo como el señalado, y por acuerdo de la Comisión de Acceso a la Justicia en la Sesión del día martes 13 de octubre de 2020, se estimó oportuno que, previo a continuar con este proceso, sea el Consejo Superior quien solicite a la Dirección Jurídica su criterio respecto al tema, con el fin de tener claridad si el Poder Judicial está legalmente autorizado para recabar información como la antes indicada, si la forma en que se van a obtener los datos es la adecuada y en caso de autorizarse, se analice el uso de éstos hacia terceros, así como valorar la inscripción de dicha base de datos con esos fines ante la PRODHAB, en razón de la necesidad que se ha venido planteando desde hace ya varios meses atrás.



Finalmente se solicita que, el análisis que pueda estarse realizando desde la Dirección Jurídica, se realice no solamente en función de las poblaciones en condición de vulnerabilidad que se mencionan en el informe supra citado de la Dirección de Planificación; por el contrario, se requiere en este momento un análisis integral que contemple a todas y cada una de las poblaciones catalogadas en condición de vulnerabilidad, conforme lo establecen las Cien Reglas de Brasilia; poblaciones que seguidamente se detallaran; siendo cada una de estas poblaciones representada por una Subcomisión de Acceso a la Justicia diferente. Debe, además, considerarse la vigencia en la institución de las diferentes políticas de acceso a la justicia, las cuales son de aplicación obligatoria, encontrándose vinculadas al Plan Estratégicos Institucional por medio de su eje transversal “Acceso a la Justicia”; lo anterior en apego y respeto absoluto de los derechos fundamentales que le asisten a todas estas personas. 



Poblaciones en condición de vulnerabilidad.



1. Personas en situación de Discapacidad. 

1. Personas Indígenas.

2. Personas Adultas Mayores. 

3. Población Penal Juvenil. 

4. Población Privada de Libertad.

5. Población LGBTIQ+

6. Población Migrante y Refugiada. 

7. Población Niñez y Adolescencia. 

8. Población Afrodescendientes.



No omito indicar que la Comisión de Acceso a la Justicia se encuentra en la mejor disposición de fungir como instancia asesora y de consulta ante cualquier inquietud que pueda derivar a partir de esta solicitud. 



Se adjunta el oficio 843-PLA-ES-2020.







…”



- 0 –



Analizada por este Consejo Superior la gestión presentada por la máster Melissa Benavidez Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, se acordó: Trasladar a la Dirección Jurídica para estudio e informe de este Consejo lo expuesto por la máster Benavidez Víquez.



La Comisión de Acceso a la Justicia, tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.”





Atentamente, 







Rafael Rodríguez Jiménez

Prosecretario General interino

Secretaría General de la Corte





 

c: 	Dirección Jurídica

	M.Sc. Melissa Benavidez Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia

Diligencias / Refs: (11831-2020) 

	PT
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act-1-0003-4587-38


Acta de Consejo Superior Nº 092 - 2020


Artículo XXXVIII


Fecha: 22 de Setiembre del 2020


ARTÍCULO XXXVIII


Documento N° 1606-15 / 10526-20.


En sesión extraordinaria de presupuesto N° 38-2020 celebrada el 17 de abril  del


2020, artículo XXI, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva indica literalmente lo


siguiente:


Se acordó: 1.) Aprobar el informe 507-PLA-RH-OI-2020  de la Dirección de


Planificación y sus recomendaciones, las cuales son; A la Jefatura de la Defensa


Pública, Analizar en un plazo de seis meses, posterior de la entrada de vigencia


de la ley  9609 Código Procesal  Agrario  la carga  de trabajo  de cada  plaza de


Defensor Agrario, de manera que, de no alcanzar la cuota establecida de los 180


asuntos, se le asigne asuntos de otras jurisdicciones para completar su carga de


trabajo. En caso de que se asignen las plazas nuevas a la Defensa Pública por


parte de la Asamblea Legislativa,  asignar complementariamente  asuntos de


materia Penal, a las plazas de Defensor  Público de la Unidad de Pensión


Alimentaria que se encuentren asignadas a las Oficinas de la Defensa Pública de


Bribrí y Buenos Aires, para completar las cargas de trabajo. Considerando que de


manera prioritaria se deberá atender los asuntos de Pensión Alimentaria. Reiterar


la circular interna de la Dirección de la Defensa Pública, acerca de la importancia


de hacer uso y reportar de forma correcta en los cuadros estadísticos la variable


de cantidad de personas usuarias de la Defensa Pública que pertenecen a algún


grupo indígena, servidor judicial,  con ingreso durante cada período; dado a que,


los datos remitidos al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación,


son los que se utilizarán como base para futuros estudios que permita mejorar el


acceso a la justicia  de dicha población. Continuar  con las capacitaciones  a las







personas defensoras  públicas que manifiesten  la necesidad,  de tal forma  que


puedan incursionar  en otras  áreas de servicio,  ya  que según la ley  de control


interno se debe dar el mayor  aprovechamiento  de los recursos  y  en este  caso


particular en la distribución de las cargas  de trabajo.  A la Dirección de Gestión


Humana. Se mantienen  las  recomendaciones  realizadas  en el informe  634-PLA-


RH-MI-2019, en las que se indicó realizar la valoración del perfil  de la plaza


ordinaria de Defensor Público, proveniente de la Secretaría Técnica de Género y


de Acceso a la Justicia, en caso de que se apruebe el que asuma las funciones


encomendadas en la atención de asuntos  de Asuntos  Agrarios y  Contencioso


Administrativo, donde figure como intervinientes personas indígenas y servidores


judiciales; además, de la atención de asuntos  ordinarios que así disponga la


Dirección de la Defensa Pública. Considerar en las condiciones para contratar al


nuevo personal  las disposiciones de la nueva ley aprobada en su artículo 7 que


indica: ( ) Asistencia  letrada gratuita y gratuidad de la justicia.  En aquellos


procesos judiciales en que una persona indígena requiera asistencia letrada y no


pueda cubrir los costos, la administración de justicia proveerá la asistencia de una


persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de


competencia de forma gratuita ( ) . Adicionalmente,  proponer en los  concursos


de estas nuevas plazas, que las personas contratadas dispongan del


conocimiento de los diferentes  idiomas indígenas de tal forma  que se pueda


brindar un acceso  real y  más directo  a las personas  asistidas  en estas  zonas.


Analizar en los nuevos  concursos  habilidades blandas como:  Disposición para


realizar las diligencias  in situ,  Utilizar  diferentes  medios  de transporte  (caballo,


camión, bote, panga, etc.), Comprender que la condición social y cultural implica


procesos cuyo tiempo para invertirles es mayor, pues los canales de


comunicación son diversos en los diferentes procesos y según el género. Analizar


en conjunto con la Defensa Pública las condiciones de los concursos en


propiedad de las plazas que atienden la materia  agraria, de tal forma  que se


amplié su condición para que las mismas  puedan atender  eventualmente  otras


materias, así como trasladarse a las diferentes zonas que disponga la Dirección


de la Defensa  Pública. A la Dirección de la Dirección de la Tecnología de la


Información y Comunicación, se mantienen las recomendaciones realizadas en el


informe 634-PLA-RH-MI-2019,  tales como:  Establecer  una mejora a nivel  del


Sistema de Gestión de Despachos  Judiciales,  Gestión en línea, CEREDOC,


Escritorio Virtual y Sistema de Seguimiento de Casos, de forma tal que desde el


Juzgado y el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil  de Hacienda; así como,


para el resto de las materias, se permita identificar la cantidad de asuntos donde


figuran como intervinientes personas servidoras judiciales e indígenas, sea como


Asociación Integral de Desarrollo, o como persona física. Coordinar lo relacionado


con la implantación y capacitación del Sistema de Seguimientos de Casos (SSC)


y SIGMA en las Oficinas de la Defensa Pública que atiendan materia Agraria, con


fin de obtener datos estadísticos para futuros  estudios.  A la Dirección de la


Planificación. Se mantienen  las recomendaciones  realizadas en el informe  634-







PLA-RH-MI-2019; Una vez que se cuente con la mejora en los sistemas


informáticos, que el Subproceso  de Estadística de la Dirección de Planificación,


verifique contar con la fórmula estadística de todas las materias para determinar


la cantidad de expedientes donde figure una persona indígena, así como


servidores judiciales, con el fin de contar con el insumo para futuros estudios que


permitan establecer la proyección de la demanda del servicio. 2) En relación con


la solicitud  de los recursos  necesarios  para la implementación de esta nueva


legislación deberá solicitarse  la incorporación de los recursos  al Ministerio de


Hacienda, de forma separada al Presupuesto ordinario, ya que constituyen


necesidades adicionales  para el Poder Judicial.  3.)  Rechazar  las  observaciones


presentadas por la máster Diana  Montero Montero,  Jefa  interina  de la Defensa


Pública y  mantener  el informe  Nº 507-PLA-RH-OI-2020.  4.) Tomar nota de las


observaciones presentadas  por la máster Kattia  Morales Navarro,  Directora  de


Tecnología de la Información y tener por corregidas las observaciones señaladas,


dentro del citado informe. Se declara acuerdo firme.


-0-


La máster Roxana Arrieta Meléndez y  las licenciadas  Waiman Hin Herrera y


María Gabriela Mora Zamora,  por su orden,  Directora,  Subdirectora  interinas  y


Jefa de la Sección de Análisis de Puestos  de la Dirección de Gestión Humana,


mediante oficio N° PJ-DGH-SAP-300-2020 del 24 de agosto del 2020, indicaron:


Mediante Oficio  No. 3897-20 de fecha  27 de abril del 2020, se comunica  a


nuestra Dirección el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión No. 38-


2020, artículo XXI, en la cual se aprobó el informe  No.507-PLA-RH-MI-2020,


elaborado por la Dirección de Planificación, relacionado  con el Requerimiento


Humano relacionado con el Impacto organizacional y presupuestario en el Poder


Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso


a la Justicia de los Pueblos Indígenas , mediante el cual, entre otros aspectos se


recomendó:


proponer en los concursos de estas nuevas plazas, que las personas contratadas


dispongan del conocimiento de los diferentes idiomas indígenas de tal forma que


se pueda brindar un acceso real y más directo a las personas asistidas en estas


zonas. Analizar en los nuevos concursos habilidades blandas como: Disposición


para realizar las diligencias in situ, Utilizar diferentes medios de transporte


(caballo, camión, bote, panga, etc.)  (el resaltado no pertenece al original)


En virtud de lo anterior, nuestra Dirección se permite informar lo siguiente:


1. Actualmente  la Sección de Análisis de Puestos  de la Dirección de Gestión


Humana, se encuentra  realizando la elaboración de los perfiles  competenciales


para los puestos de Defensor  Público, razón por la cual, la recomendación


relacionada con la inclusión de condiciones  de trabajo relativas  a: Disposición







para realizar las diligencias in situ, Utilizar diferentes  medios de transporte


(caballo, camión, bote,  panga,  etc),  son  condiciones  que han sido  debidamente


consideradas en los perfiles competenciales que se están construyendo.


2. No obstante lo anterior, con respecto a la recomendación relacionada con: 


proponer en los concursos  de estas nuevas plazas,  que las personas


contratadas dispongan del conocimiento de los diferentes idiomas


indígenas de tal forma que se pueda brindar un acceso real y más directo a


las personas asistidas en estas zonas ; es necesario indicar  que analizada la


misma, se determina  que desde el punto de vista  de la técnica de clasificar  y


valorar cargos,  el incluir  el conocimiento  de idiomas  indígenas  en el perfil


competencial que se está elaborando para los cargos de Defensor Público, como


un requisito obligatorio, limitaría la participación de muchas personas en puestos


de esta clase, pues el encontrar candidatos  que cumplan con el bagaje de


conocimientos técnicos que requieren  estos cargos,  sumado al conocimiento  de


lenguas indígenas dificultaría el proceso de reclutamiento  y selección de los


mismos.


Debido a lo expuesto,  resulta necesario traer a colación lo que indican los


referentes técnicos en materia de clasificar  y valorar puestos, sobre la definición


de requisitos,  es así, que Alfredo Barquero Corrales en su Libro Administración


de Recursos Humanos  sobre el tema de los requisitos indica lo siguiente:


En esta  sección se señalan los estudios,  los conocimientos  y las experiencias


mínimas que debe poseer  una persona  para desempeñar en forma satisfactoria


un puesto  determinado Es conveniente  recordar  que los  requisitos  deben


ser mínimos. No deben pedirse condiciones ideales, difíciles de satisfacer,


pues esto entorpece la labor de reclutamiento y selección de personal .  (el


resaltado no pertenece al original)


Del referente teórico mencionado, es claro, que los requisitos que se establezcan


en el perfil de un puesto deben de ser los mínimos necesarios para desempeñar


adecuadamente un cargo.


Resulta de interés, además mencionar que, por no ser este tipo de lenguas


indígenas, una lengua materna  (la primera  lengua que aprende una persona en


su vida.  También se le llama lengua nativa,  lengua natal o L1. Es la lengua o


idioma que aprende una persona en sus primeros años de vida y que


normalmente se convierte  en su instrumento  natura) de uso común, que se


aprende y se puede estar practicando con regularidad, puede provocar, dificultad


para encontrar personas que tengan el conocimiento en las mismas y aún, si se


esto fuera posible, se debe considerar, la complejidad de la labor que se debe de


ejercer como persona defensora pública, la cual gira en torno a llevar una defensa


técnica, de tal forma, que el conocimiento en las lenguas indígenas debe ser de


tal nivel, que le permita a la persona defensora pública, comunicarse fluidamente


(expresarse y transmitir correctamente las ideas) con la persona representada, a







fin de que ella comprenda en todo momento el proceso al que va a estar expuesto


en la vía judicial, pues de lo contrario, lejos de brindar un buen servicio, se podría


estar causando una vulnerabilidad  a la persona usuaria,  al dejarla  en estado de


indefensión (si la persona Defensora Pública a pesar de conocer del idioma no lo


ha absorbido a profundidad y por tanto no tiene un dominio del mismo), lo cual, al


final y al cabo, estaría generando una discriminación hacia ella, al no poder


ofrecerle un servicio de calidad, al igual que se hace con el resto de la población


que atiende la Defensa Pública.


En virtud  de lo expuesto,  nuestra Dirección, reitera que la incorporación del


requisito de conocimiento de lenguas indígenas  dentro de los perfiles


competenciales que se están construyendo en la Defensa Pública, generaría una


problemática para el proceso  de reclutamiento  y  selección de los puestos  de


Defensor Público.


Por otra parte, es dable indicar que, a nivel de procesos judiciales, cuando existe


una persona usuaria con un idioma diferente  al español, lo que se estila es


convocar a una persona intérprete, pues, se le debe brindar a la persona usuaria


la garantía de que va  a ser  escuchada  y  comprendida  durante  todo  el proceso


judicial; cabe  aquí mencionar  que la persona  intérprete se define  en el artículo


No.2 del Reglamento para regular la función de los y las intérpretes, traductores,


peritos y ejecutores en el Poder Judicial  de la siguiente forma:


a) Intérprete: persona con conocimiento suficiente de la lengua española y una o


más lenguas,  lenguajes o dialectos  adicionales,  para trasladar  oralmente  y  de


manera fiel  los términos de la lengua fuente  a la lengua meta.  (el resaltado  no


pertenece al original)


Debido al panorama  descrito  y a que a la Defensa  Pública le ha correspondido


asumir la atención de la población indígena en los diferentes procesos que en ella


se tramitan,  sería importante  también, que ante la imposibilidad de incluir el


requisito de conocimiento de lenguas indígenas  en los perfiles competenciales,


por los inconvenientes que esto generaría tal y como se ha venido exponiendo en


el presente oficio,  valorar al igual  que se realiza en otros procesos judiciales, en


los que se atienden usuarios  con idiomas  diferentes  al español, incluso  en la


misma Defensa Pública, la participación de intérpretes en aquellos casos que se


tramiten de personas indígenas, pues actuar en contrario, podría más bien poner


en una condición de desventaja,  de vulnerabilidad  y  de discriminación a esta


población, al brindarle un trato  diferente  al de otras  personas  que tienen una


lengua materna  distinta  al español y  a las cuales se les asigna una persona


intérprete durante el proceso judicial.


-0-


Se acordó: Acoger lo solicitado  por la máster Roxana  Arrieta Meléndez y  las
licenciadas Waiman  Hin Herrera  y  María Gabriela Mora Zamora,  por su orden,







Directora, Subdirectora interinas y Jefa de la Sección de Análisis de Puestos de la


Dirección de Gestión Humana, mediante oficio N° PJ-DGH-SAP-300-2020 del 24


de agosto  del 2020 y por las  razones expuestas,  autorizar  a la citada  Dirección


para que en los concursos de las nuevas plazas, el requisito de conocimiento de


los diferentes  idiomas  indígenas, sea opcional  y  no un requisito  obligatorio.  Lo


anterior, con la finalidad de no obstaculizar la labor de reclutamiento y selección


de personal.


La Dirección de Gestión Humana tomará nota para los fines correspondientes.


Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 20-10-2020 13:37:01.
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Buenas tardes:



Reciban un atento saludo.



Nos es grato remitirles la minuta de la reunión realizada el día de hoy, sobre el tema de la elaboración de materiales de divulgación con cosmovisión indígena.



Atentamente,






  _____  


De: Adriana Ramírez Cover <aramirezco@Poder-Judicial.go.cr>
Enviado: miércoles, 14 de octubre de 2020 14:11
Para: Dirección de Justicia Restaurativa <justiciarestaurativa@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Minuta para socializar 

 

Hola Liz:



Te remito la minuta N° 11-Corte-USA-NCSC-2020 (sobre el material de divulgación a pueblos indígenas, reunión de las 07:30 am) lista para socializar. Ya está incorporada en el SICE, solamente sería que la comuniqués.



Atentamente,



 



MINUTA N° 11-CORTE-USA-NCSC-2020 REUNIÓN MATERIAL DIVULGACIÓN (14-10-2020).docx

			Número de Minuta


			11-Corte-USA-NCSC-2020





			Asunto de reunión


			Reunión sobre material informativo dirigido a personas indígenas











			DETALLES GENERALES





			Lugar:


			Fecha:


			Hora inicio:


			Hora final:





			Virtual


			14/10/2020


			07:30 am


			08:40 am











			I. ASISTENTES





			Nombre


			Oficina


			Puesto





			Señor Gerardo Rubén Alfaro Vargas


			Sala de Casación Penal


Dirección Nacional de Justicia Restaurativa


			Magistrado


Rector de Justicia Restaurativa





			Señor Jorge Olaso Álvarez


			Sala Segunda


Comisión de Acceso a la Justica


			Magistrado


Coordinador de Comisión  de Acceso a la Justicia





			Señora Damaris Vargas Vásquez


			Sala Primera


Subcomisión de Asuntos Indígenas


			Magistrada


Coordinadora de Subcomisión para Acceso a la  Justicia de Pueblos Indígenas





			Señora Melissa Benavides Víquez


			Comisión de Acceso a la Justicia


			Jefa de la Unidad de Acceso a la Justicia





			Señor Javier Rodríguez Oconitrillo


			National Center for State Court


			Coordinador de Proyecto





			Señora Soraya Long


			National Center for State Court


			Consultora





			Señora Jovanna Calderón Altamirano


			Dirección Nacional de Justicia Restaurativa


			Directora de Justicia Restaurativa





			Señora Adriana Ramírez Cover


			Dirección Nacional de Justicia Restaurativa


			Coordinadora de Justicia Juvenil Restaurativa











			II. ASUNTOS TRATADOS





			Tema


			Responsable





			1. Construcción de las líneas generales de la propuesta de materiales de divulgación.


			





			2. Definición de la ruta para la aprobación de los materiales.


			





			3. Puntos varios.


			











			III. ACUERDOS





			Descripción


			Responsable


			Plazo





			1. Se presentará la propuesta de metodología y cronograma para la elaboración del material informativo especializado de Justicia Restaurativa a la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa, para que lo traslade al Rector de Justicia Restaurativa, a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos  Indígenas y posteriormente a la Comisión de Acceso a la Justicia; para la respectiva aprobación de los Señores Magistrados y Señora Magistrada.


			NCSC


			21/10/2020





			2. La producción del material informativo especializado se trabajará con los pueblos indígenas Bribrí, Cabécar y Ngobe. Se piensa que se realicen encuentros virtuales para que sean las propias personas indígenas quienes determinen cuáles y cómo serán los materiales de divulgación, pensando en un primer encuentro en diciembre y otro en enero, para posteriormente confeccionar los materiales. 


			____


			----





			3. Se acuerda que las personas que estarán participando en la construcción de estos productos al menos son: por parte de NCSC Javier Rodríguez y la consultora Soraya Long, desde Acceso a la Justicia y Subcomisión para Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas será Doña Melisa Benavides y desde la Dirección de Justicia Restaurativa Doña Adriana Ramírez.


			DNJR





Comisión de Acceso a la Justicia





NCSC


			----





			4. La aprobación de los productos será realizada por Don Gerardo Rubén como Rector de Justicia Restaurativa, Doña Damaris como Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos  Indígenas y por Don Jorge como Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia 


			DNJR





Comisión de Acceso a la Justicia





			











			IV. ANEXOS
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Estimado don Jorge, doña Damarias y doña Melissa:



Reciban un cordial saludo.



Como seguimiento a la reunión del pasado miércoles 14 de octubre , nos permitimos remitirles la propuesta metodológica y el cronograma para la consultoría  "Material informativo especializado de Justicia Restaurativa desde la perspectiva de los pueblos indígenas de Costa Rica".



Dada la urgencia de contar con su aprobación,  es de nuestra conveniencia que nos  remitan sus comentarios antes del 27 de octubre.



Muchas gracias por su atención.



Cordiales saludos,







 














  _____  


De: Jovanna Calderón Altamirano <jcalderona@Poder-Judicial.go.cr>
Enviado: martes, 20 de octubre de 2020 13:45
Para: Dirección de Justicia Restaurativa <justiciarestaurativa@Poder-Judicial.go.cr>
Cc: Adriana Ramírez Cover <aramirezco@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Para socializar en espera de observaciones 

 

Liz este es el documento para socializar con el plazo que ya indicó Adriana. Gracias, 
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I. Introducción





La Ley de Justicia Restaurativa (Ley N° 9582) de 2019, estableció un marco conceptual y procedimental para instaurar la justicia restaurativa en el ordenamiento jurídico costarricense, como un instrumento que contribuya a resolver los conflictos jurídicos generados por los hechos delictivos, con la participación activa de las partes intervinientes, a fin de restaurar los daños a la víctima, procurar la inserción social de la persona ofensora, con soluciones integrales y promover la paz social.


Pero desde hace una década, el Poder Judicial de Costa Rica impulsa los procesos de Justicia Restaurativa, declarándolos de interés institucional. Estos abordajes tienen un alto contenido social y comunitario, acorde con las ideas de la democracia participativa. El Estado, la comunidad y las partes son incentivados a participar y ser parte de la solución del conflicto penal y social. Lo anterior es posible mediante la articulación de instituciones que conforman la red de apoyo interinstitucional a nivel nacional, permitiendo que la persona imputada se resocialice y reintegre a la sociedad, mientras se logra la reparación del daño a la víctima, lo que contribuye a aminorar las consecuencias del delito, y el mismo proceso judicial, fomentando la paz social.


La Dirección Nacional de Justicia Restaurativa  se enfoca en las siguientes áreas de trabajo: 


i) Justicia Penal Restaurativa , que funciona en los Circuitos Judiciales del I, II y III de San José, Cartago (incluyendo la zona de Turrialba, Tarrazú y los Santos) Heredia (incluyendo Sarapiquí), Pococí (incluyendo Siquirres), Limón, Alajuela, San Ramón, Puntarenas (incluyendo Aguirre y Parrita) y Pérez Zeledón (incluyendo Buenos Aires). Tiene como objetivo convertirse en instrumento que contribuya a la paz social y al cambio en la manera de resolver los conflictos penales, en el marco de humanización de los procesos. 


ii) Justicia Juvenil Restaurativa, tiene como objetivo que la persona en conflicto con la ley penal juvenil, de forma integral y holística, repare a la víctima el daño causado con el delito, y cumpla con las responsabilidades de la vida en sociedad. En el año 2015-2016 se implementa el procedimiento restaurativo en los Circuitos Judiciales de San José, Heredia, Cartago, Pococí y Limón, que permite favorecer la adquisición de herramientas para un proyecto de vida alternativo al delito, respecto a la autonomía progresiva de las personas menores de edad y sus derechos. Actualmente, se cuenta con equipos de trabajo en esta materia en las siguientes zonas: Aguirre y Parrita, Alajuela, Cañas, Cartago, Corredores, Heredia, Liberia, Limón, Nicoya, Pérez Zeledón (incluyendo Buenos Aires), Pococí, Puntarenas, Puriscal, San José, San Ramón, y Turrialba. 


iii) Programa de Tratamiento de Drogas bajo Supervisión Judicial (PTDJ), mediante el cual el Poder Judicial en asocio con entes rectores de drogas (el Instituto Costarricense sobre Drogas (ICD) el Instituto sobre Alcoholismo y Farmacodependencia (IAFA)) procura brindar una respuesta más efectiva al delito, con respeto a la dignidad humana y la igualdad de las personas, favoreciendo a la víctima, a la persona imputada y a la comunidad. Se pretende brindar una atención especializada e integral a las personas ofensoras que presentan una problemática de consumo de sustancias psicoactivas, y que como consecuencia de dicha problemática inciden en la comisión de delitos.


iv) Contravencional: Proceso que se lleva a cabo ya sea en el propio Poder Judicial o bien con la derivación a Casas de Justicia del ViceMinisterio de Paz, se trabaja tanto en procesos para personas adultas como menores de edad, con los mismos equipos mencionados anteriormente. 


v) Fase de Ejecución de la Pena o Sanción: Se trabaja en materia penal y penal juvenil. 


vi) Bienestar Integral del Personal Judicial: ser refiere a los procesos disciplinarios, principalmente por endeudamiento, donde se ofrece una opción alternativa para lograr una salud financiera y un mejor desempeño en las labores judiciales. 


Para contribuir con este proceso, la Sección de Asuntos Internacionales contra el Narcotráfico y Aplicación de la Ley del Departamento de Estado de los Estados Unidos de América, acordó con la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica el Proyecto de Cooperación Corte-USA-NCSC sobre Justicia Juvenil Restaurativa, que ejecuta la Dirección de Justicia Restaurativa con apoyo de National Center for State Courts (NCSC). Su objetivo es mejorar el acceso a la Justicia de la población menor de edad en conflicto con la Ley Penal, estimulando un mayor uso de salidas y sanciones alternativas por medio de la Justicia Juvenil Restaurativa. Como parte de las acciones a ejecutar, el Proyecto está en el proceso de confeccionar una serie de materiales de divulgación especializados, dirigidos hacia personas pertenecientes a pueblos indígenas para aprender sobre los procesos de Justicia Restaurativa. Al efecto, se contratará una consultoría.





II. Propuesta Metodológica





Recordemos que en Costa Rica existen ocho pueblos indígenas: bribris, cabécares, térrabas, bruncas, ngöbes, maléku, chorotegas y huetares. Cada uno con costumbres propias que lo hacen único. Según datos del último Censo Nacional de Población y Vivienda (2011), al menos cien mil personas se reconocen como indígenas (aproximadamente el 2,4% del total de habitantes del país).


El pueblo indígena Bribri habita Salitre[footnoteRef:1], Cabagra y Kéköldi. Su idioma es el Bribri y es hablado por el 54.7% de la población. Los cabécares son el grupo indígena costarricense que conserva muchos de sus rasgos culturales y tradiciones, debido a que se encuentran menos expuestos a la cultura dominante. Este pueblo está dividido en ocho territorios: Chirripó, Tayni, Talamanca Cabécar, Telire, Bajo Chirripó, Nairi Awari, Ujarrás y China Kichá, y el 87.6 % de la población hablael idioma cabécar.El pueblo indígena Térraba habita un único territorio: Térraba, y su idioma está en desuso, aunque sus miembros hacen esfuerzos por revitalizarlo. La población indígena boruca o brunca habita los territorios de Boruca y Rey Curré; su idioma actual es español, por el proceso de imposición cultural. Los pobladores Ngöbes o Guamíes fueron reconocidos como costarricenses hasta 1990 cuandose les otorgó la cédula de identidad; actualmente habitan cinco territorios: Abrojo Montezuma, Osa, Conte Burica, Coto Brus y Altos de San Antonio. Su idioma es el Ngäberey es hablado por un 77.7% de los pobladores. Al pueblo indígena Maleku, se le conoce también como Guatuso; su territorio es Guatuso y hablan tres idiomas: el malécu, el lhaíca y el español. La población indígena Chorotega sufrió casi su exterminio como consecuencia de la colonización, sus habitantes habitan un único territorio conocido como Territorio Indígena Matambú y su idioma actual es el español. Finalmente, los huetares ocupan en la actualidad dos territorios indígenas, el de Quitirrisí y el de Zapatón[footnoteRef:2]. [1: El enfrentamiento de los indígenas bribris con no indígenas por la ocupación de tierras es una constante. A partir del 2014 han destacado los conflictos en el Territorio Indígena de Salitre.]  [2: Ver Alfaro, Josué y Huertas, Tomás, Entre realidades, datos y seres humanos: las poblaciones indígenas de Costa Rica; 8 Pueblos Indígenas Costa Rica, en https://8pueblosindigenascr.wordpress.com/] 



En general, los Pueblos Indígenas se adaptan a un mundo occidentalizado, pero conservan sus valores, reglas, costumbres y normas, las que buscan transmitir a sus futuras generaciones. Por lo tanto, les resulta fundamental acordar formas para la transmisión de sus conocimientos y saberes. Algunos pueblos han encontrado que la educación práctica es la primera escuela con las y los hijos, para la apropiación de su cultura[footnoteRef:3].  [3:  Documento en borrador Material Didáctico, “Convivencias de Nuestras Mayoras”, de la organización ACOMUITA.] 



En línea con lo anterior, la propuesta metodológica para la producción del material informativo especializado sobre Justicia Restaurativa en Costa Rica desde un enfoque de Pueblos Indígenas, se basa necesariamente en un diálogo interactivo con miembros de los Pueblos Indígenas del país.  Por las condiciones sanitarias generadas por el COVID 19, este diálogo, además de virtual, será reducido, y circunscrito a una pequeñísima muestra facilitada por la mediación de NCSC.  Se contactarán personas indígenas de los pueblos que aún conservan su idioma: bribri, cabécar y ngobes.


Para el caso de los bribri, un actor clave a contactar será la Asociación Comisión de Mujeres Indígenas de Talamanca (ACOMUITA), que ha realizado un importante trabajo para el fortalecimiento del conocimiento y prácticas ancestrales, así como sus “mayores” (Awapa) de la comunidad de Cachabri, reconocida como una de las comunidades que mayormente conserva y preserva la cultura Bribri.


El propósito no es únicamente traducir el material sobre Justicia Restaurativa a los respectivos idiomas indígenas, sino, lograr una conceptualización de Justicia Restaurativa desde la perspectiva de las personas indígenas, sistematizar la información y luego difundir esta conceptualización por diferentes medios, principalmente cuñas radiales. Por razones operativas y de tiempo, la traducción se hará a los idiomas bribri, cabécar y ngobe.


Para garantizar todos los productos de la consultoría, esta se desarrollará en fases, cada una conobjetivos específicos:	Comment by jcalderona: Por favor tomar en cuenta que en los encuentros con las personas indígenas siempre va a estar presente la Dirección de Justicia Restaurativa y se cursará la invitación a las personas Magistradas y la Oficina de Acceso a la Justicia. 





			FASE 1. Selección de los ejes fundamentales de Justicia Restaurativa a considerar con los PI


			La consultora hará una revisión de los contenidos de Justicia Restaurativa para la selección de los ejes fundamentales a ser tratados en el diálogo interactivo con personas indígenas. Estos ejes serán consensuados con la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa, la Comisión de Acceso a la Justicia, la Subcomisión de Pueblos Indígenas, y NCSC. 





			FASE 2. Definición de la muestra


			NCSC facilitará a la consultora contactos de personas indígenas de los cuatro pueblos priorizados. La consultora podrá incluir a otras personas de esos mismos pueblos. 





			FASE 3. Diálogo con las personas indígenas


			Se contactará a las personas indígenas y se acordarán sesiones de trabajo. El objetivo es explicar los ejes principales de la Justicia Restaurativa y lograr la comprensión plena y absoluta.





			FASE 4. Diálogo ampliado de las personas indígenas al interior de sus comunidades


			Las personas contactadas trasladarán estos conocimientos a “los mayores” de sus comunidades para acordar al interior cuáles son las mejores formas de explicar a los pueblos lo que es, y los alcances de la Justicia Restaurativa.





			FASE 5. Recolección y sistematización de datos


			Se mantendrán nuevas sesiones de trabajo con las personas contactadas para la recolección de la información y para su sistematización. Esta sistematización se contendrá en un documento. El documento se referirá a los contenidos de JR con enfoque de PI, que serán divulgados entre PI. 





			FASE 6. Validación de la información por parte de la muestra


			La información sistematizada será validada por las personas contactadas para asegurar que los datos fueron recogidos apropiadamente. Se harán las incorporaciones y cambios necesarios al documento.





			FASE 7. Definición de los medios para la transmisión y divulgación de la información a los PI


			Se acordará con las personas consultadas los medios y formas que mejor transmitirán y divulgarán la información sobre Justicia Restaurativa a sus respectivos pueblos y a otros PI. Esto se adicionará al documento de sistematización antes señalado.





			FASE 8.Revisión del documento por NCSC y el Poder Judicial 


			Un documento en carácter de borrador de sistematización será presentado a NCSC y al Poder Judicial (Dirección Nacional de Justicia Restaurativa, Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y Comisión de Acceso a la Justicia JR) para su revisión.	Comment by Adriana Ramírez Cover: El documento a entregar debería incluir las información y conclusiones relativas al material informativo especializado. Pero además, elementos esenciales y básicos a tomar en cuenta para la implementación de la Justicia Restaurativa con pueblos indígenas. Para que quede una especie de documento base (el “A, B, C”) del cual partir al momento de elaborar el Protocolo de Justicia Restaurativa con Pueblos indígenas.





			FASE 9. Presentación de Informe Final


			Se incorporarán al documento las observaciones de NCSC y de la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa, la Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Pueblos Indígenas para alcanzar el informe final.











El material que arroje la consultoría será traducido a bribri, cabécar y ngobe, y luego será difundido, según los acuerdos alcanzados.





III. Propuesta de Cronograma





Se propone que la consultoría se desarrolle en 14 semanas (del 19 de octubre de 2020 al 29 de enero de 2021). Con los materiales aprobados se procederá a su traducción en idiomas indígenas y a su divulgación por los medios que se acuerden, estimando para ello de tres a cuatro semanas adicionales (febrero 2021). El cronograma propuesto es el siguiente:	Comment by Adriana Ramírez Cover: El cronograma deberá correrse, pues el día de ayer recibimos el documento, y para el 19 de octubre contemplaban las primeras acciones.
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Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas

Comisión de Acceso a la Justicia

Poder Judicial



ACTA SESIÓN EXTRAORDINARIA N° 12-2020

SUBCOMISIÓN ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDÍGENAS 













		I. INFORMACIÓN GENERAL







		Número de Agenda:

		12-2020



		Asunto de reunión:

		Sesión ordinaria Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 



		Lugar:

		Virtual (Sistema Oficial Microsoft Teams)



		Fecha

		20-10-2020



		Hora inicio:

		   13:30

		Hora final:

		 17:00











		II. PARTICIPANTES 





 



		INTEGRANTES

		ASISTENTES



		Sr. Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia

		Presente



		Sra. Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas

		Presente



		Sra. Melissa Benavides Víquez, Unidad de Acceso a la Justicia

Suplente: Sra. Angie Calderón

		Presente

Presente



		Sra. Sandra Pizarro, Consejo Superior

		Ausente



		Sr. Wilbert Kidd, Dirección Ejecutiva

		Ausente



		Sr. Dixon Li, Dirección de Planificación

		Presente



		Sr. Marcos Guevara Berger, Escuela de Antropología de la UCR

		Ausente



		Sra. Rebeca Guardia, Directora Escuela Judicial

Sra. Flor Arroyo Morera

Sra. Gustavo Céspedes 

		Ausente

Presente

Ausente



		Sr. Jean Carlo Monge, Juez Penal II Circuito Judicial de San José

		Presente



		Sra. Yolanda Alvarado Vargas, Jueza Penal de Bribri, Talamanca

		Ausente



		Sr. Geyner Blanco, Asesor Indígena Casa Presidencial

		Ausente



		Sra. Valeria Varas, INAMU

		Presente



		Sr. Alí García, Escuela de Filología, Lingüística y Literatura, UCR

		Presente



		Sra. Vanessa Villalobos Montero, Departamento de Trabajo Social y Psicología

		Ausente



		Sra. Ariana Céspedes, Fiscalía Indígena

Suplentes: 

Sra. Tattiana García Chaves

Sr. Daniel Villalobos Araya

		Ausente



Presente

Ausente



		Sra. Ligia Jeannette Jiménez, Defensa Pública

Suplente: Mauricio Pereira Quirós

		Presente

Presente



		Sr. Erick Alfaro, Contralor de Servicios Poder Judicial

Suplente: Sr. Carlos Romero Rivera, Contralor de Servicios I Circuito Judicial de la Zona Sur

Suplente: Sra. Yanory Olaya Delgado, Contralora II Circuito Judicial de la Zona Sur

		Ausente

Presente

Ausente



		Sra. Vivian Rímola Soto, Dirección de Tecnología de la Información

		Ausente



		Sra. Marjorie Herrera, Defensoría de los Habitantes de la República

		Ausente



		Sra. Yorleny Ferreto, Organismo de Investigación Judicial

		Presente



		Sr. Hugo Hernández, Oficina de Control Interno

Suplente: Señora Indira Alfaro

		Ausente

Ausente



		Sr. Cristian Alberto Martínez Hernández: Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional

		Presente



		Sra. Stephannie Phillips Asch, Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional

		Ausente



		Sra. Patricia Bonilla Rodríguez, Centro de Información Jurisprudencial

		Presente



		Sra. Roxana Arrieta Meléndez, Directora de Gestión Humana

Suplentes: 

Sra. Cheryl Bolaños

Sra. Jeannette Durán Alemán

		Ausente



Presente

Ausente



		Sra. Jovanna Calderón Altamirano, Dirección Nacional de Justicia Restaurativa

		Presente



		Sr. Franklin Paniagua, Ministerio de Justicia, DINARAC

Suplente: Sra. Kathy Piedra Corella

		Ausente

Ausente



		Sr. Jeremy Eduarte Alemán, Auditoría Judicial

		Presente



		

		













		III. APROBACIÓN DE ACTAS 





 

ARTICULO I



Se someten a aprobación las actas 10-2020 y 11-2020, las cuales fueron comunicadas oportunamente a las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia. De la segunda acta se recibieron observaciones de las señoras Cheryl Bolaños, Ligia Jiménez y Flor Arroyo, las cuales fueron atendidas, incorporadas y socializadas.



SE ACUERDA: Se aprueban por unanimidad las actas 10-2020 y 11-2020.-



II.ASUNTOS 

		[bookmark: _Hlk39851586]IV. ASUNTOS AGENDADOS







ARTÍCULO II



La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y la Circular 188-19 de Corte Plena, diseñó la propuesta de Plan Anual de Capacitación Indígena del Poder Judicial y la comunicó a la Escuela Judicial.



La señora Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión, remitió correo electrónico el 22 de agosto de 2019, a las 16:30 horas, al Magistrado William Molinari Vílchez, Presidente del Consejo Directivo, la señora Ileana Guillén Rodríguez entonces Directora de la Escuela Judicial y al señora Rebeca Guardia Morales, con copia al Magistrado Jorge Olaso Alvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, en relación con la propuesta de temas de capacitación en Derecho Indígena para lo que restaba de 2019 y la planificación del año 2020, donde se indicó:



“Reciban un atento saludo. A la vez, en cumplimiento de la solicitud remitida por doña Rebeca Guardia Morales para que se informe a la Escuela Judicial los “temas urgentes, para de manera posterior atender los que son importantes pero que no están revestidos de esta condición, lo que nos permitirá atenderlos de manera paulatina”, le informo:



En cumplimiento de los acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”, se le solicita que en las capacitaciones que ejecute la Escuela Judicial en lo que resta de 2019 y la proyección para 2020, se cumpla siempre con lo siguiente:



1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones de capacitación impartidas a las personas servidoras judiciales, cuyo objetivo esté vinculado con garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. 



2. Identificar y analizar en las actividades de capacitación asociadas a Derecho Indígena que organice la Escuela Judicial, los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.



3. La capacitación dirigida a la Judicatura debe orientarse a cumplir la Circular 123-19 mediante el fortalecimientos de las competencias de los jueces y las juezas que les permita ejercer la función encomendada en forma eficaz, eficiente y efectiva, para que puedan: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.



4. Realizar actividades de capacitación en las que se capacite a las personas indígenas el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos; previa concertación con esa población para la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia. Además, facilitar que personas indígenas de los diferentes pueblos actúen como facilitadoras de las personas servidoras judiciales, priorizando a las de Salitre y de Térraba al ser beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. La capacitación que impartan las personas indígenas estará vinculada a la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas.



5. Priorizar en las actividades de capacitación a las personas servidoras judiciales quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de los territorios ubicados en Buenos Aires de Puntarenas; así como a las que se desempeñen en los despachos donde exista mayor incidencia de procesos indígenas. En las capacitaciones se solicita incluir a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, personas traductoras e intérpretes, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias, al estar atendiendo asuntos vinculados con los territorios indígenas; y luego se continuará con las demás.



6. Verificar que, en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos:

a. Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016

b. Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017

c. Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, Ley de Protección del Derecho a la Nacionalidad de la Persona Indígena y Garantía de Integración de la Persona Indígena Transfronteriza, entre otras.

d. Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.

e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico.



7. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.



8. Gestionar ante el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.



9. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión



10. Coordinar con las Universidades Estatales, Instituto de Desarrollo Rural, Ministerio de Justicia y Paz y Ministerio de la Presidencia de la República, para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados; así como la Política Indígena y el proceso de consulta.



Propuesta:





		Tema

		Justificación

		Nivel de profundidad

Baja

Media

Alta

		Prioridad

		Posibles personas facilitadoras



		CONOCERNOS: Un primer acercamiento



Historia

Costumbres, Formas de transmisión de la tierra,

Formas de posesión de la tierra



		Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”

		Media

		Alta

		Personas indígenas representantes de los territorios indígenas de Bribrí de Talamanca y Térraba (Señor Pablo Sibar); 



Dr. Marcos Guevara Berger

Escuela de Antropología

UCR



Dr. Alí García

UCR



Dra. Alejandra Boza

Escuela de Historia

UCR



Licda. Marjorie Herrera

Defensoría de los Habitantes de la República



Justa Romero

Indígena Bribri



Pablo Sibar

Indígena Broran



Por definir

Indígena Bribri



		Modelo de construcción de Política Nacional Indígena y Mecanismo de Consulta a Pueblos Indígenas; y construcción de la Política Indígena del Poder Judicial

		Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”

		Media

		Alta

		Sr. Juan Alfaro

Viceministerio de la Presidencia, delegado para atender los asuntos indígenas por la Presidencia de la República



Sr. Geyner Blanco

Indígena Maleku Asesor de la Presidencia de la República en temas indígenas



Sr. Jorge Olaso Alvarez

Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia



Sra. Melissa Benavides

Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia



Sra. Damaris Vargas Vásquez

Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



		Buenas Prácticas: Reglas de Brasilia, Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica y Reglas de Procesos Indígenas; Circulares.



		Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”

		Media

		Media

		Defensa Pública: Ligia Jiménez



Fiscalía Indígena:

Ariana Céspedes



Judicatura:

Jean Carlos Céspedes, Damaris Vargas Vásquez



Ámbito Administrativo:

Wilberth Kidd



OIJ:

Yorleny Ferreto



Sociedad Civil:

Exmagistrada Carmen María Escoto Fernández



		Mecanismo General de Consultas sobre actos en los territorios y de importancia para las personas indígenas fuera de los territorios indígenas

		Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”

		Media

		Alta

		Magistrada Iris Rocío Rojas:

Coordinadora Comisión de Conciliación



Franklin Paniagua, Director de DINARAC del Ministerio de Justicia



Carmen Cerdas: Directora Centro de Conciliación del Poder Judicial



Kattya Escalante: Escuela Judicial



		Plan de Recuperación de Tierras Indígenas (INDER) (Tierras, Territorios y Recursos) 



		Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”

		Media

		Media

		Diana Murillo:

Gerente General de INDER



Ing. Jimmy Garita

INDER



Ingra. Sandra Angulo Calderón

INDER



		Género y mujeres indígenas

		Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”

		Media

		Media

		Antropóloga Valeria Varas

INAMU



Máster Melissa 

Benavides

Unidad Acceso a la Justicia





		Peritajes Culturales:



Lecciones aprendidas



Aprovechamiento y administración de la información



Interpretación del idioma indígena







		Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”

		Media

		Alta

		Dr. Marcos Guevara Berger

UCR



Alí García

UCR



Javier Rodríguez

Coordinador de Proyecto por el National Center 



Patricia Bonilla

Centro de Información Jurisprudencial







		Módulo didáctico sobre Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



		Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”

		Alta

		Media

		Personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia, representantes de la Judicatura, Fiscalía, Defensa Pública, Trabajo Social y Psicología, 



		Experiencias de la Defensa Pública en la atención de la temática indígena:



Políticas y circulares



Buenas Prácticas



Peritajes culturales 

		Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”

		Media

		Alta

		Dra. Diana Montero Montero

Directora Defensa Pública



Dr. Erick Núñez Rodríguez

Subdirector de la Defensa Pública



Licda. Ligia Jiménez

Defensa Pública Indígena



Lic. Jesús Chaves Mora 

Defensa Pública Indígena 













		Capacitación en temáticas vinculadas con pueblos y territorios indígenas

Capacitación desarrollada por la UCR compuesta por 6 módulos temáticos con un sitio virtual para la interlocución de las personas participantes.

Se adicionaron dos módulos:

-Concepción tradicional de la tierra

-Peritaje cultural

Los materiales los tiene la Escuela Judicial

		Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”

		Alta

		Alta

		Dra. Vania Solano

UCR



Dr. Marcos Guevara

UCR









Aprovecho para informarles que según comunicado enviado por el Dr. Marcos Guevara Berger, la UCR remitió a don Román Bresciani los materiales desarrollados para ejecutar la actividad “Capacitación en temáticas vinculadas con pueblos y territorios indígenas”, lo que facilitaría su ejecución. Así mismo, las personas que se citan como facilitadoras del Poder Ejecutivo muestran su anuencia a colaborar en forma gratuita como parte de sus funciones y experticia.



Finalmente, se les solicita considerar los acuerdos emitidos por el Consejo Superior y gestiones enviadas a la Escuela Judicial en el transcurso del año para la construcción del Plan Anual de Capacitación al que hace referencia la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.



Estoy a su disposición por su requieren algún dato adicional.



Jueza Damaris Vargas Vásquez

Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas

[bookmark: _MON_1664724151] 



La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en sesión 08-19 de 22 de agosto de 2019, Artículo XXIV, tomo el acuerdo que literalmente indica: 



“SE ACUERDA: 1° Se toma nota del informe remitido al Consejo Directivo de la Escuela Judicial. 2° Solicitar al integrante Román Bresciani, representante de la Escuela Judicial, un informe de avances de la gestión planteada por esta Subcomisión. 3° Instar al señor Román Bresciani en el carácter dicho, a coordinar acciones con la Dirección de Gestión Humana a fin de unir esfuerzos institucionales para la capacitación en Derecho Indígena cumpliendo con los lineamientos de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, la Circular 123-19 de Corte Plena y las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. 4° Solicitar a la Dirección de Gestión Humana colaboración con el diseño de un curso virtual referido a Derecho Indígena que cumpla con los lineamientos de la Circular 123-19 de Corte Plena, a ejecutarse en 2020. 5° Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución. Comuníquese a la Escuela Judicial y a la Dirección de Gestión Humana por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia.



Durante 2020 la Subcomisión en diferentes sesiones ha instado la ejecución del Plan Anual de Capacitación Indígena e inclusive, conformó un Comité de Capacitación para el seguimiento en forma coordinada con la Escuela Judicial. 



La señora Flor Arroyo presentó el 2 de octubre de 2020, 12:30 horas, informe de avances del Módulo Indígena. En el informe se indica:

“En cuanto al avance de la capacitación sobre Acceso a la Justicia de pueblos indígenas, se indica lo siguiente:

Como se ha informado en ocasiones anteriores, “...A fin de cumplir con el objetivo de incorporar en la currícula de la Escuela Judicial, un plan anual permanente de capacitación, tal y como lo dispone el artículo 10 de la Ley de Acceso a la Justicia de pueblos indígenas, se ha proyectado para el año 2020 la elaboración de un curso virtual dirigido a las personas funcionarias judiciales. Para el diseño de este curso contamos con la colaboración de la Subcomisión de Acceso a la justicia de pueblos indígenas y personas especialistas en contenido. Asimismo, se contará con el aporte de personas indígenas de distintos pueblos, y personas funcionarias de otras instituciones gubernamentales como el INDER y el Ministerio de Justicia. Dicha Subcomisión identificó los temas necesarios de capacitación y brindó una propuesta, que también recoge los aportes brindados por los despachos judiciales de Buenos Aires de Puntarenas. La propuesta metodológica del curso estará a cargo de la Escuela Judicial, y el mismo se construirá en la plataforma de cursos virtuales de nuestra institución. Al respecto, se ha conformado un grupo de trabajo para afinar los temas, y se está procediendo con el diseño de esta capacitación, a fin de que pueda ser impartida en el mismo año 2020.”

Actualmente, se ha avanzado con la estructura de las capacitaciones que se pretenden impartir, con la identificación de las personas expertas en contenido, con la recopilación de los contenidos que se deben desarrollar en las sesiones, y con el análisis de la población meta. De igual forma, se ha contactado a las personas indígenas que se han designado para colaborar con esta capacitación, quienes han mostrado su anuencia.

Como paso siguiente, la Escuela Judicial procedió a realizar un cronograma para el diseño de cada una de las sesiones, plantillas de diseño de estas, y a programar reuniones con las personas especialistas, a fin de brindar la guía metodológica respectiva.

Hoy en día, se realizan las siguientes observaciones:

1. No contamos con una persona especialista en Antropología o Sociología, que desarrolle los temas “Breve perspectiva sobre los pueblos indígenas en Costa Rica y su realidad sociocultural” y “Peritajes culturales y antropológicos.” Esto en vista de que el señor Marcos Guevara, quien había sido designado originalmente, no pudo realizar la colaboración y ofreció a la Subcomisión suministrar una persona especialista que lo sustituyera. A pesar de la consulta por parte de la Escuela Judicial, así como de la Subcomisión, aún no se ha recibido este nombramiento.

2. En las reuniones establecidas con las personas especialistas, se ha propuesto que se discuta nuevamente en la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, sobre la pertinencia o no, de que el presente curso se desarrolle únicamente de forma virtual, pues se ha expuesto la necesidad de la interacción con las personas participantes, aparte del trabajo que conlleva el diseño de la capacitación.

Por esta razón, nuevamente se somete a consideración de la Subcomisión, la forma de ejecución de esta capacitación.

La Escuela Judicial está programando la ejecución de un foro en el que se desarrollen varios temas por medio de la plataforma Microsoft Teams. De esta forma, las personas especialistas podrán realizar sus ponencias ante una población con la que se podrá interactuar.

Se podría integrar a algunas de las personas especialistas de esta capacitación en este foro, y que de esta manera puedan exponer sus temas.

Quedamos atentos a lo que se indique por parte de la Subcomisión, y reiteramos nuestra disposición de colaborar en esta materia.

La Subcomisión en la sesión 10-2020 de 2 de octubre de 2020, Artículo III, conoció el informe de la señora Flor Arroyo y lo manifestado por el señor Gustavo Céspedes Chinchilla, quien en dicha sesión se integró a las sesiones de la Subcomisión, disponiéndose:

“SE ACUERDA: 1° Se toma nota del informe. 2° Reiterar a la Escuela Judicial la importancia de que en esa capacitación se considere lo dispuesto expresamente en la Circular 188-19 de Corte Plena sobre las previsiones que deben tomarse en las capacitaciones vinculadas con los derechos de las personas indígena, así como los lineamientos del Plan Anual dispuesto por la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica. 3° Ante el planteamiento de la Escuela Judicial, se dispone solicitar al señor Gustavo Céspedes y a la señora Flor Arroyo la remisión de un informe propuesta que contenga la propuesta concreta de replanteamiento del Módulo Indígena, para que sea objeto de análisis de las y los integrantes de la Subcomisión que incorpore además, lo indicado de que una persona juzgadora experta en Derecho Indígena se separe por un mes o más tiempo, para la coordinación de esta actividad de capacitación; lo anterior, en el plazo de 3 días, para la toma de decisiones por parte de la Subcomisión. 4° Se declara firme este acuerdo por unanimidad. Comuníquese.”



El señor Gustavo Cespedes Chinchilla en comunicado enviado el jueves 8 de octubre de 2020, remitió el oficio EJ-ACAD-065-2020, que literalmente indica:

“La Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, en la sesión 10-2020, celebrada el viernes 2 de octubre de 2020, Artículo IV, tomó el acuerdo de solicitarle a la Escuela Judicial que remita una propuesta de replanteamiento de capacitación relacionada con derechos de los Pueblos Indígenas, a continuación, someto a su consideración la misma:

Al respecto, la Escuela Judicial presenta una propuesta de capacitación para realizar las actividades académicas y dar cumplimiento al artículo 10 de la Ley N.°9593 “Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica”, con el objetivo de incorporar en la malla curricular de la Escuela Judicial, un plan anual permanente de capacitación sobre la materia, así como realizar actividades de actualización adicionales.

Es así, que la propuesta de la Escuela Judicial consiste en la elaboración de 3 cursos virtuales que conformarían el Plan Anual permanente, que iniciaría su ejecución en el año 2021, los cuales estarán dirigidos a toda la población judicial. 

De forma complementaria, en noviembre del presente año 2020, se realizaría un Foro virtual sobre las temáticas más urgentes de capacitación, en esta materia.

A continuación, se detalla cada una de las actividades académicas descritas: 

I. Plan permanente sobre Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas.

Dentro del Programa de Actualización de la Escuela Judicial, Subprograma de Temas Transversales, se propone la realización de tres cursos virtuales independientes y concatenados. Cada curso se ejecutaría de forma virtual, auto formativa, por lo que no se requerirá de personas docentes al momento de impartirlos. Esto facilitará que se pueda abarcar anualmente una mayor cantidad de personas participantes.



Los tres cursos se desarrollarán mediante la herramienta Moodle, que es la Plataforma de cursos virtuales de la Escuela Judicial, y a las personas participantes se les entregará un certificado de aprovechamiento por las horas efectivas de duración de cada actividad. 

Los cursos propuestos, abarcarán en la medida de lo posible, las temáticas principales, según lo dispuesto en la Circular 188-2019 “Sobre los 20 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”, emitida por la Secretaría General de la Corte y el Artículo 10 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, Ley N.° 9593 

Para dar cumplimiento a lo anterior, estos cursos pretenden desarrollar en las personas participantes una competencia general que les permita “Analizar las particularidades, necesidades y el contexto de la población indígena costarricense para la aplicación del acceso a la justicia de forma efectiva, eficiente y eficaz”. 

A continuación, se expone una propuesta temática inicial de cómo quedaría conformadas esas actividades, siempre partiendo de la premisa de llegar a contar con la colaboración requerida de personas especialistas en cada uno de esos temas, con la finalidad de que aporten los contenidos, y que intervengan en el proceso de elaboración del diseño.

Curso 1: Pueblos Indígenas en Costa Rica



		Temática para desarrollar



		Breve perspectiva sobre los pueblos indígenas en Costa Rica y su realidad sociocultural.

¿Por qué las personas indígenas deben ser objeto de consideraciones especiales en términos de acceso a la justicia? 



		Conocernos: Un primer acercamiento. Costumbres, Formas de transmisión de la tierra, Formas de posesión de la tierra. Condición socioeconómica de los pueblos indígenas.



		Género y Mujeres Indígenas.



		Intérpretes y relaciones de identidad



		Pluralismo jurídico aplicado por personas indígenas.

Formas de resolver el conflicto.



		Peritajes culturales y antropológicos.







Curso 2: Instrumentos Legales sobre Pueblos Indígenas 



		Temática para desarrollar



		Principales instrumentos internacionales sobre pueblos indígenas. 

Jurisprudencia internacional indígena.



		Impacto del pluralismo jurídico indígena en las políticas del Poder Judicial y el cumplimiento de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado.



		Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica y Reglas prácticas de acceso a la justicia de pueblos indígenas, Circulares del Poder Judicial.



		Circulares del Ministerio Público y atención a personas usuarias indígenas.



		Reglas de Brasilia



		Personas intérpretes y traductoras en lenguas indígenas.



		Fundamento jurídico de los peritajes. Avances en la privacidad de los datos.







Curso 3. Atención institucional a pueblos indígenas.



		Temática para desarrollar



		La Intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología con Población Indígena.



		Servicio de Medicina Legal a población indígena.



		Plan Nacional de Recuperación de Territorios Indígenas.



		Mecanismo General de Consultas sobre actos en los territorios y de importancia para las personas indígenas fuera de los territorios indígenas.



		Modelo de construcción de la Política Pública para los pueblos indígenas



		Coordinación del OIJ con Ministerio Público para ingresar a territorios indígenas en los que existe conflicto.







Debido al conocimiento que tenemos de que las diferentes personas especialistas realizarían esta labor como una recarga adicional a sus funciones ordinarias, la Escuela Judicial está en la capacidad de destinar contenido presupuestario, durante este año, para solicitar ante el Consejo Superior del Poder Judicial, permiso con goce salario y sustitución, para una persona juzgadora, durante un mes, prorrogable en otro tanto. Para ello, es necesario que esta Subcomisión designe o proponga a una persona juzgadora que pueda llevar a cabo esta labor.

Perfil de la persona especialista en contenido

· Persona juzgadora (debido a que la Escuela Judicial solo cuenta con recursos para sustituciones de especialistas, propios de la partida 927)

· Conocimiento del trámite jurisdiccional de asuntos relacionados con la población indígena.

· Conocedora y empática ante la temática Indígena.

· Conocedora de los requerimientos y la dinámica de la Subcomisión de Asuntos Indígenas.

· Con disposición de trabajar de forma conjunta con el equipo técnico de la Escuela Judicial.

· Comunicación fluida y empleo de variedad de canales de contacto con las personas especialistas en diversas áreas de la temática indígena.

Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas

Comisión de Acceso a la Justicia

Poder Judicial
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La persona juzgadora realizará labores de enlace con el resto de las personas especialistas, y se dedicará a tiempo completo a elaborar los productos metodológicos de conformidad con los lineamientos de la Escuela Judicial, laborará bajo la modalidad de teletrabajo, con acompañamiento de una persona especialista en métodos de enseñanza y deberá informar el avance del diseño de los cursos a la persona Gestora de Capacitación encargada del proyecto. Al final del período del permiso, se deberán entregar a la Escuela Judicial, para cada curso, los siguientes productos:

1)-Diseño: es la columna vertebral de la actividad académica, que contiene el nombre, la competencia por desarrollar, los objetivos de aprendizaje, los contenidos temáticos, técnicas de aprendizaje (vgr. Selección Única, Falso y Verdadero, Emparejamiento, Asocie, Complete. Los ejercicios deben ser analíticos, para superar lo meramente memorístico); materiales didácticos (lecturas, videos) así como la tabla de evaluación general.

2)-Guía de la persona participante: como se indica, es un documento dirigido a la persona participante que realiza la actividad académica, la cual le orienta sobre el funcionamiento de la capacitación y le da a conocer cómo se realizarán las actividades utilizadas como técnicas de aprendizaje, así como su fecha de entrega.

3)-Documento base para plataforma virtual: este producto contiene de forma exacta toda la información que debe ir en la página principal del curso virtual, así como en cada una de las sesiones que comprende el curso, con indicación de las lecturas, instrucciones, ejercicios resueltos, videos y demás materiales didácticos que se deben colocar en la plataforma virtual.

Para desarrollar esta labor, se conformará un equipo de trabajo que estará compuesto por la persona Gestora de Capacitación, que será la persona encargada de la coordinación del proyecto y temas administrativos; una persona Especialista en Métodos de Enseñanza (metodóloga), quien brindará asesoría metodológica para la realización de los productos referidos y la persona juzgadora a designar, que será el o la Especialista de Contenido, encargada de la labor de enlace con el resto de personas expertas en la materia y que realizará el diseño de los productos de los cursos virtuales.

Dentro de las labores de la persona especialista de contenido estarán:

· Recibir la asesoría metodológica en la confección de los productos entregables de los cursos.

· Coordinar con las demás personas especialistas la entrega de materiales que se utilizarán en los cursos.

· Elaborar los productos entregables (Diseño, Guía de la persona participante y el Documento base para la plataforma virtual).

· Rendir un informe semanal y uno final de los avances realizados durante el permiso, el cual será remitido a la persona Gestora de Capacitación.

II. Actividad de Actualización a realizar en 2020: Foro virtual “Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas”

El foro virtual es una actividad sincrónica, que permite a las personas participantes crear un espacio de aprendizaje colectivo a partir de sus interacciones e intercambios con la persona facilitadora, sobre un tema específico.

Al respecto, el foro será realizado mediante la herramienta Teams, por lo que las personas deben conectarse en el horario establecido, en dos audiencias, que serán dos mañanas con una semana de diferencia, en horario de 8:00 am a 12:00 md, con un receso a las 10:00 am, de 15 minutos. Es una actividad de participación y a las personas participantes se les entregará un certificado de participación por 8 horas efectivas. 

Para el foro propuesto, se requiere la participación de personas especialistas en la materia, por medio de ponencias breves (aproximadamente 40 minutos), y podría ser impartido en la segunda quincena del mes de noviembre de 2020. El tema que se abarcaría quedaría a criterio de esta comisión. Como, por ejemplo:

· Las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado.

· El proceso de desalojos y puestas en posesión de poblaciones en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas

· Los estándares internacionales en materia de derechos humanos aplicables en el marco de los desalojos forzosos

Por ser una actividad por medio de la plataforma Teams, puede abarcar una mayor población, y puede estar dirigida a cualquier persona del ámbito judicial, e incluso externo, con lo que se podría asumir la capacitación a otras poblaciones que lo han solicitado, tal como el personal de la Fuerza Pública de Buenos Aires y Pérez Zeledón.
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La señora Ligia Jeannette Jiménez Zamora representante de la Defensa Pública en comunicado electrónico del 8 de octubre de 2020, refiriéndose al comunicado del señor Céspedes González, señalo: 

“Quería sugerirle que el tema de peritajes culturales y antropológicos, para un mejor entendimiento, debe ir inmediatamente antes que el Fundamento Jurídico y práctico de los peritajes culturales. Sumado a lo anterior el tema de los avances de la privacidad de los datos, podría desarrollarse con la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, ya que se deriva de un artículo de esa ley. De igual forma el último tema podría desarrollarse, si lo tienen a bien, inmediatamente después del correspondiente al Ministerio Público...”

El señor Gustavo Céspedes Chinchilla señaló que “la idea era enunciar la temática y con el trabajo de la persona especialista que se propone para el diseño, identificar -entre otras cosas- el orden de abordaje de la misma.”

El señor Jean Carlo Monge remitió comunicado electrónico del 20 de octubre de 2020, 12:28 pm, en el que señaló:

“Primero que nada, mil disculpas por contestar este correo hasta ahora. La carga de trabajo en mi despacho, no me ha permitido hacerlo antes. Me parece que los temas propuestos están muy bien, en tanto se abordan múltiples aspectos de la atención de personas indígenas y, además, se siguen las recomendaciones de todas las personas que colaboraron sugiriendo contenidos. Sin embargo, partiendo del nombre que tiene cada uno de los cursos, me permito hacer las siguientes consideraciones: Me parece que los temas: A) Impacto del Pluralismo indígena en las políticas del Poder Judicial y el cumplimiento de las Medidas Cautelares; B) Reglas prácticas de acceso a la justicia; C) Circulares del Poder judicial, independientemente de cuál sea su oficina de origen y D) Personas intérpretes y traductoras, debería ir en el apartado 3 denominado Atención Institucional. Si nos damos cuenta, se trata de lineamientos internos que hemos desarrollado justamente en aras de materializar los instrumentos normativos que es el curso 2. En igual sentido, creo que el tema Mecanismo General de Consultas sobre actos en los territorios, debería ir en el apartado 2 referente a instrumentos legales sobre los pueblos indígenas o bien en el curso 1. El tema relativo al Plan Nacional de Recuperación de Territorios Indígenas debería ir, a mi criterio, en el curso 1, por estar directamente relacionado con el respeto por el territorio, o bien en el curso dos como una derivación de un tema que en realidad nos falta que es el de la Ley Indígena de 1977. Cualquier cosa en la que no haya sido claro, con todo gusto estoy para servirles.”

La señora Damaris Vargas indica que la designación para capacitaciones debe responder a los lineamientos institucionales de la Circular 188-19 y con visión interdisciplinaria incorporando a personas indígenas. En lo de interés, esa Circular dispone:

“9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás.

10. Verificar que, en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos:

f. Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016;

g. Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017,

9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás.

10. Verificar que, en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos:

h. Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016;

i. Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017,

j. Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras

k. Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.

l. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico.

11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.



12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.



13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas.

m. Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras

n. Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.

o. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico.



11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.



12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.



13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas.



La señora Ligia Jiménez señala en relación con la primera propuesta que las personas juzgadoras que podrían tener ese perfil es el juez contencioso Jorge Leiva o el juez penal Jean Carlo Monge. Agrega, deben establecerse acciones afirmativas para el ingreso de trabajadores personas indígenas al Poder Judicial.

El señor Alí García señala que sería preferible una persona que conozca de los idiomas indígenas para asegurarse una mayor comprensión de la cultura indígena. Aduce, su primera lengua es bribri.

La señora Jovanna Calderón indica debe analizarse primero a quienes va dirigida la capacitación -personal judicial- y que éstas tengan esos conocimientos vinculados con el aspecto cultural, en cuyo caso sería importante un acompañamiento de una persona líder o lideresa indígena.

La integrante Cheryl Bolaños al igual que la señora Calderón, muestra su anuencia al planteamiento de don Alí García y agrega, los conocimientos en idiomas indígenas son “preferibles” pero no es un nivel de exigencia, por lo que debe considerarse la participación de personas indígenas. Propone que el tema de las y los intérpretes sea un tema que se analice en otra oportunidad para centrarnos en la definición de las personas especialistas.

El señor Gustavo Céspedes refiere a la necesidad de cumplir con los requerimientos del artículo 10 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.

Don Jean Carlos Monge sugiere a las señoras Damaris Vargas y Melissa Benavides, así como a don Jorge Leiva.

La señora Patricia Bonilla señala debe valorarse el planteamiento de Plan Anual de Capacitación que se hizo desde la Subcomisión y consulta en qué ha variado éste.

Refiere don Gustavo Céspedes que es una forma de materializar esa propuesta de Plan Anual de Capacitación y muestra su preocupación de que si no se da una respuesta pronta podría no ejecutarse el Plan Anual de Capacitación, por lo que no se estaría cumpliendo con el artículo 10 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.

El señor José Bonilla de la Dirección de Tecnología de la Información señala, trabaja muy de cerca con Planificación, hay mucho trabajo involucrado con muchas personas relacionadas, por lo que estima debe darse participación a la Dirección de Planificación, concretamente a las secciones más involucradas entre ellas la de Estadística, a efecto de que se visibilice el trabajo que se está haciendo sobre la temática indígena.

La señora Ligia Jiménez sugiere que en el plazo de 3 días cada persona integrante remita propuesta de personas facilitadoras para asumir la capacitación.

El Magistrado Olaso refiere a que la propuesta de Plan Anual de Capacitación la hizo la Subcomisión con el visto bueno de la Comisión de Acceso desde fines de 2019 y es hasta octubre que se plantea la posibilidad de sacar a una persona juzgadora para que funja como facilitadora.

SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio EJ-ACAD-065-2020 del 8 de octubre de 2020, donde comunica la propuesta de la Escuela Judicial en relación con el Plan Anual de Capacitación Indígena 2020 planteado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a la Escuela Judicial y al Consejo Directivo de la Escuela Judicial en comunicado electrónico del 22 de agosto de 2019, 16:30, en ejecución del acuerdo tomado en sesión 08-19 de 22 de 22 de agosto de 2019, Artículo XXIV. 2° Otorgar un plazo de tres días a las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para que remitan el nombre de la o las personas quienes podrían actuar como facilitadoras en la propuesta planteada por la Escuela Judicial mediante Oficio EJ-ACAD-065-2020, a la cuenta oficial de correo electrónico de la Unidad de Acceso a la Justicia, a efecto de que se tome una decisión informada por parte de la Coordinación de la Subcomisión y de la Comisión de Acceso a la Justicia. 3° Se declara firme este acuerdo por unanimidad. Comuníquese a las personas integrantes de la Subcomisión y a la Escuela Judicial por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia. -





ARTÍCULO III



La Secretaría General de la Corte remitió Oficio N° 9584-2020 mediante correo electrónico el 14 de octubre de 2020 en el que comunica el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 93-2020 celebrada el 24 de setiembre de 2020, Artículo XLV, donde se dispuso:



“Se acordó: 1) Tener por rendido el Informe N° 1434-PLA-OI-2020 de la Dirección de Planificación, relacionado con “el Rediseño de Procesos del Modelo Penal por medio de nuevas tecnologías de información del Juzgado Penal de Talamanca.” 2) Tomar nota de las conclusiones esgrimidas en este informe. 3) Avalar las oportunidades de mejora, el plan de trabajo para el Juzgado Penal de Talamanca,  así como las recomendaciones dadas en el informe, por consiguiente se debe: a) Aprobar el presente informe que incorpora recomendaciones para atender los principales hallazgos, oportunidades de mejora y plan de trabajo para el Juzgado Penal de Bribrí, que se desarrolla en línea con el “Proyecto de rediseño de procesos en materia penal con la incorporación de nuevas tecnologías” aprobado por este Consejo en sesión N° 71-17, del 1 de agosto del 2017, artículo CXI. b) El Juzgado Penal de Talamanca: b.1) Continuará atendiendo los asuntos con población indígena lo más próximo posible a sus comunidades, para lo cual deberán coordinar con la Administración Regional un aumento en el número de días que se les asigna el vehículo al mes. Complementariamente se debe involucrar los vehículos del Ministerio Público y de la Defensa Pública del lugar para atender estas audiencias directamente en la zona indígena, de forma que se pueda aumentar la cantidad de visitas que se realizan a Suretka y se incluyan nuevas comunidades Sixaola o Chiroles. b.2) Deberá ser puntual con los señalamientos, en respecto a las agendas de todas las partes del proceso y el personal de custodia. b.3) Atenderá el modelo de rediseño, propuesto en este estudio, a partir del cual las personas servidoras asumen todo el proceso de los expedientes asignados. El puesto de Técnica o Técnico Judicial asume el 75% de expedientes con acusación y la notificación, en tanto la Intérprete asume el 25% de los expedientes con acusación, todos los sobreseimientos y desestimaciones, junto a su labor sustantiva de traducción. En tanto que el Coordinador Judicial apoya en lo posible a ambos escritorios. b.4) Corresponde a la persona juzgadora, registrar el resultado de la audiencia en Agenda Cronos, para lo cual, el Coordinador Judicial les brindará la capacitación requerida. b.5) Dado lo prolongada que se encuentra la agenda en Suretka (83 días), el Juzgado Penal de Bribrí debe coordinar con la Defensa Pública, Fiscalía General de la República y Organismo de Investigación Judicial del lugar, para desarrollar un plan de trabajo que les permita reducir la cantidad de asuntos pendientes en aquella zona, como también instar a todas las partes del proceso y el personal de custodia ser puntuales con los señalamientos, como es su deber. b.6) Las personas juzgadoras deben revisar la acusación previa a señalarla, para que puedan verificar que se encuentre de manera completa y prevenir suspensiones de audiencias. En ese sentido, se advierte que se examine y evalúe aspectos procesales como la debida notificación a las partes o la verificación de requerimientos de intérpretes o traductores, pero la valoración de la validez de la acusación como tal, corresponde realizarse en la audiencia preliminar. Por otra parte, se insta al Juzgado Penal para que aplique las salidas alternas de los conflictos, cuando se cumplan los requisitos y se trate de un proceso que cuenta con la autorización legal para ello. b.7) El Juzgado Penal de Talamanca debe implementar una boleta de revisión de los expedientes que provienen del Ministerio Público, la cual se incluye en el apéndice 2 de este informe, la cual fue aprobada por la Comisión de la Jurisdicción Penal, según oficio CJP-142-2020 del 8 de junio de 2020. b.8) El Juzgado Penal de Talamanca continuará aplicando el protocolo de videoconferencias a través de circuito cerrado de televisión o por Microsoft Teams. b.9) Cuando la Fiscalía remita la solicitud de allanamiento vacía, deberá agregar las resoluciones y datos correspondientes antes de devolver a la Fiscalía, según lo aprobado por la Comisión de la Jurisdicción Penal según el criterio vertido en el oficio CJP-142-2020 del 8 de junio de 2020. c) La Defensa Pública de Talamanca (área Penal) procurará participar de reuniones con el Juzgado y Fiscalía del lugar para coordinar sus agendas, de forma que el Juzgado pueda alcanzar tres audiencias preliminares por día. También, en la medida de lo posible y cuando las circunstancias lo permitan, a manera de colaboración facilitará el vehículo en la zona, para trasladar el equipo de trabajo (Juez, Fiscal y Defensa) para atender audiencias en la zona indígena, en días adicionales a que la Administración Regional suministra el vehículo. d) La Fiscalía de Talamanca: d.1) Evaluará la funcionalidad de los controles establecidos para el trámite de sus expedientes, ya que un alto porcentaje de solicitudes de prórroga de medida cautelar se presenta al Juzgado fuera del tiempo establecido. Igualmente, las evidencias se trasladan al Juzgado, sin detallar el estado, características, ubicación y situación general. d.2) Incentivará el desarrollo de audiencias en zonas indígenas, para lo cual, si existiera la posibilidad a modo de colaboración, coadyuvará con el traslado de personal judicial, sin que esto sea una limitante para el desarrollo de audiencias en esos territorios. d.3) Participará de reuniones con el Juzgado, Defensa Pública y Organismo de Investigación Judicial, para coordinar la mejor forma de asumir el servicio encomendado y que el Juzgado pueda alcanzar al menos tres audiencias preliminares por día. A su vez, deberán ser puntuales con señalamientos, en respeto a las agendas de todas las partes del proceso y el personal de custodia. d.4) Cuando se realice un allanamiento deberá itinerar al menos una carpeta vacía para que sea contabilizada tanto a la Fiscalía como al Juzgado, según el criterio vertido por la Comisión de la Jurisdicción Penal en el oficio CJP-142-2020 del 8 de junio de 2020. e) La Dirección de Gestión Humana actualizará el perfil para el puesto 359228, de forma que el requisito sea dominio de dialectos indígenas de la zona de Talamanca (al menos Bribri y Cabécar) y conocimientos del idioma inglés como aspecto deseable, lo anterior por tratarse de población vulnerable y con base en el artículo 6 de la ley 9593.  f) La Dirección Ejecutiva procederá a realizar las depuraciones correspondientes en las listas de personas registradas como peritos, de acuerdo con la reglamentación vigente. g) La Dirección Ejecutiva en coordinación con la Comisión de Construcciones analizará y buscará alternativas dentro de sus posibilidades, para subsanar el problema de hacinamiento en el Edificio de Tribunales de Talamanca y los problemas de seguridad detectados en el edificio de Tribunales de Justicia de esa localidad. h) La Dirección de Tecnología de Información: h.1) Procederá a capacitar e implantar la herramienta Escritorio Virtual, en el juzgado penal de la zona para que esté en concordancia con el Tribunal Penal que ya tiene ese sistema de tramitación. h.2) Efectuará una evaluación periódica de los tiempos de respuesta en el nuevo sistema Gestión Integrada de Servicios “GIS”, en relación con, los reportes que realizan las oficinas fuera del Área Metropolitana, por cuanto al momento del trabajo de campo resultaba lenta la atención de los eventos informados por el Juzgado Penal de Bribrí. h.3) Para agilizar la atención de audiencias del Juzgado Penal de Bribrí, deberá instalarse la segunda conexión para videoconferencia, de forma que ambos jueces puedan atender asuntos bajo esta modalidad en forma simultánea. h.4) Definirá y aplicará, con base en criterios técnicos la verificación del correcto funcionamiento de los sistemas informáticos y su depuración periódica, para corregir en forma preventiva y evitar atrasos en los Juzgados debido a lenta respuesta de los sistemas o “caídas” por falta de oportuna intervención. i) La Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica dará apoyo permanente al cantón de Talamanca, destinando un recurso directamente en el Cantón para atender todos los aspectos administrativos propios del lugar (caja chica, depósitos judiciales, hoja de delincuencia, formulación presupuestaria, reparaciones del inmueble y activos, apoyo en el PAO, PAI, SEVRI-PJ, informe anual de labores, recepción y devolución de notificaciones, supervisión de la seguridad y limpieza, contratación de peritos, entre otras). En caso de no disponer de recurso humano, se deberá buscar alternativas para dar más apoyo desde Limón a la Sede de Bribrí. Asimismo, dará seguimiento constante a las gestiones administrativas que se han venido realizando, para atender la problemática de hacinamiento en todas las oficinas de Talamanca. j) El Consejo de Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica se reunirá una vez por semestre en una de sus sedes, para conocer los asuntos de la zona, para lo cual, deberán incluir en agenda un espacio para escuchar a las personas que laboran en el Edificio Sede.  En el caso del Consejo de Administración del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, deberá turnar un semestre en Batán y el siguiente en Talamanca. k) La Comisión de Construcciones, junto a la necesidad de una oficina adicional para el Juzgado Penal, analizará el problema de hacinamiento en todos los despachos del cantón de Talamanca, así como la necesidad de una cámara de Gesell, una sala de audiencias grande (que permita atender simultáneamente grupos de hasta 10 personas) y un comedor para el personal del edificio. l) Debido a que al Organismo de Investigación Judicial le corresponde el traslado y custodia de las personas detenidas, considerando el aumento en la demanda del servicio por las nuevas cuotas establecidas para Tribunales y Juzgados penales, así como el aumento en la carga vehicular propiciando el congestionamiento vial, limitando su capacidad de respuesta, se estima oportuno que la Oficina de Planes y Operaciones del Organismo de Investigación Judicial analice nuevas estrategias, como videoconferencias para la prestación del servicio, lo cual deberá coordinar al interno de los centros penales mediante la Comisión Interinstitucional de Personas Privadas de Libertad y la aplicación del protocolo de videoconferencias, circular 102-2020. Lo que permitiría agilizar el servicio encomendado y reducir la exposición de su personal durante los traslados. m) El Subproceso de Planificación Estratégica de la Dirección de Planificación brindará la dirección funcional a la Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en el diseño de la política del Poder Judicial para el acceso a la Justicia de pueblos indígenas; acorde con lo solicitado en el punto 19 de la circular N.°188-2019 emitida por la Secretaría General de la Corte el 17 de octubre de 2019, en atención del artículo 12 de la Ley N° 9593, “Acceso a la Justicia de los pueblos Indígenas de Costa Rica”. n) La Dirección de Planificación continuará con el estudio de Rediseño en el área penal tomando en cuenta la ubicación y funciones del personal del área de Cárceles del Organismo de Investigación Judicial, con la finalidad de determinar si existe la posibilidad de una mejor aprovechamiento del recurso humano, ya que hay sectores del país como Bribrí donde sólo dispone de una pareja de custodios para atender al Juzgado, el Tribunal de Juicio y custodiar las personas en celdas, por lo que en ocasiones deben solicitar colaboración a la Fuerza Pública. 4) Comuníquese el presente acuerdo a Comisión de la Jurisdicción Penal, al Juzgado Penal de Talamanca, a la Comisión de Construcciones, a la Fiscalía de Bribrí, a la Defensa Pública de Bribrí, a la Subdelegación Regional de Bribrí, a la Administración Regional de Limón, al Consejo de Administración de Limón, a la Dirección de Gestión Humana, a la Dirección de Tecnología de Información y a la Dirección Ejecutiva.”
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En ejecución del acuerdo 3 m) del Consejo Superior, relacionado con la construcción de la Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial, la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, remitió el Oficio DVV-S1-0156-2020 a la Dirección de Planificación y al Subproceso de Planificación Estratégica, que literalmente indica:



“San José, 14 de octubre de 2020

Oficio N° DVV-S1-0156-2020

Señora

Máster Nacira Valverde Bermúdez

Directora

Dirección de Planificación



Señor

Máster Allan Pow Hing Cordero

Jefe Subproceso de Planificación Estratégica

Dirección de Planificación

Asunto: Construcción de la Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial

Estimados Señora y Señor:

Reciban un atento saludo. A la vez, en seguimiento del acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 93-2020 celebrada el 24 de setiembre de 2020, Artículo XLV, comunicado por la Secretaría General de la Corte mediante Oficio N° 9584-2020 fechado 13 de octubre de 2020, en el que se dispuso:

“Se acordó: 1) Tener por rendido el Informe N° 1434-PLA-OI-2020 de la Dirección de Planificación, relacionado con “el Rediseño de Procesos del Modelo Penal por medio de nuevas tecnologías de información del Juzgado Penal de Talamanca.” 2) Tomar nota de las conclusiones esgrimidas en este informe. 3) Avalar las oportunidades de mejora, el plan de trabajo para el Juzgado Penal de Talamanca, así como las recomendaciones dadas en el informe, por consiguiente se debe: … m) El Subproceso de Planificación Estratégica de la Dirección de Planificación brindará la dirección funcional a la Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en el diseño de la política del Poder Judicial para el acceso a la Justicia de pueblos indígenas; acorde con lo solicitado en el punto 19 de la circular N.°188-2019 emitida por la Secretaría General de la Corte el 17 de octubre de 2019, en atención del artículo 12 de la Ley N° 9593, “Acceso a la Justicia de los pueblos Indígenas de Costa Rica”…” 



Les comunico la disposición de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, desde sus competencias, para recibir la dirección funcional de la oficina a su cargo, para el diseño de la Política del Poder Judicial para el acceso a la Justicia de pueblos indígenas. Lo anterior, acorde con lo solicitado en el punto 19 de la circular N.°188-2019 emitida por la Secretaría General de la Corte el 17 de octubre de 2019, en atención del artículo 12 de la Ley N° 9593, “Acceso a la Justicia de los pueblos Indígenas de Costa Rica”; y continuar coordinando acciones para el logro de ese objetivo institucional conforme a los lineamientos de Corte Plena, Consejo Superior, la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, el Despacho de la Presidencia y la Comisión de Acceso a la Justicia, atendiendo al impacto nacional e internacional que reviste, al tener que considerarse la vigencia de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. 

La construcción de la Política deberá realizarse por disposición legal contenida expresamente en el artículo 12 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, el cual dispone:

“ARTICULO 12- Diagnóstico actualizado y plan nacional sobre los pueblos indígenas. El Poder Judicial deberá mantener un diagnóstico actualizado sobre las debilidades y los obstáculos que en materia de acceso y tutela judicial efectiva presenta el sistema judicial en perjuicio de los pueblos indígenas, lo cual servirá de base para tener una política institucional anual actualizada en materia de acceso a la justicia.

El diagnóstico deberá contener una identificación de las zonas geográficas en donde se encuentren los territorios indígenas y su relación con el marco competencial de oficinas y circuitos judiciales que deben brindarles servicios. Asimismo, incluirá una identificación de los pueblos indígenas de la zona, sus costumbres, idioma, derecho consuetudinario; los servicios que requieren de la administración de justicia y la accesibilidad física y material, así como los mecanismos de abordaje y atención específicos que requiere cada población.

La Comisión de Acceso a la Justicia deberá llevar un control estadístico de los procesos que se tramiten en todas las oficinas judiciales, vinculados con personas indígenas, para verificar la priorización en la atención de este tipo de asuntos. Para tal efecto, el Poder Judicial deberá emitir lineamientos precisos al Departamento de Planificación, a fin de garantizar que la información esté debidamente actualizada y que esta sea fiable. Los resultados de tales controles estadísticos serán debidamente divulgados ante la población indígena y demás personas.”

Los lineamientos a los que hace referencia dicha norma están contenidos en el acuerdo del Consejo Superior en estudio y, además, en los acuerdos de Corte Plena tomados en las sesiones Nº 20-19 celebrada el 27 de mayo de 2019, artículo XIX y N° 42-19 celebrada el 7 de octubre en curso, artículo VII, en los que se dispuso, además, la realización de la Política. 

En esas sesiones se aprobó la Circular 188-19 “Sobre los 20 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica.”, en la que, de interés, se señaló:

“19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo con la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.”

Aprovecho para reconocer la excelente capacitación recibida tanto por MIDEPLAN como por la Dirección de Planificación en relación con los modelos de construcción de políticas públicas de MIDEPLAN y del Poder Judicial recibida, entre otras personas, por las y los integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.

Cordialmente,

Magistrada Damaris Vargas Vásquez

Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas

Sala Primera

Corte Suprema de Justicia

Copias:

Presidencia de la Corte Suprema de Justicia

Despacho de la Presidencia

Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales
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SE ACUERDA: Se toma nota del acuerdo del Consejo Superior tomado en sesión N° 93-2020 celebrada el 24 de setiembre de 2020, Artículo XLV y del Oficio DVV-S1-0156-2020. 



ARTICULO IV



El 9 de octubre de 2020 la Secretaría General de la Corte remitió el Oficio 9336-2020 de 7 de octubre de 2020 donde comunica el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 95-2020 celebrada el 2 de octubre 2020, Artículo XLIX, que literalmente indica:

“San José, 7 de octubre de 2020

N° 9336-2020

Al contestar refiérase a este # de oficio

Señora Magistrada

Dra. Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora

Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Estimada señora:

Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 95-2020 celebrada el 2 de octubre 2020, que literalmente dice:

[bookmark: _Toc52204640]“ARTÍCULO XLIX 

Documento N° 8916-2020 / 10981-2020.

Mediante la circular número 188-2019, del 17 de octubre de 2019, se hizo saber al Ministerio Público, Defensa Pública, Direcciones General del Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, de Tecnología de la Información, Dirección Ejecutiva, Escuela judicial y Despachos Judiciales del país, la modificación a la Circular N° 123-2019 Sobre los 20 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica.

- 0 -



En oficio número DVV-S1-0131-2020, del 23 de setiembre de 2020, la magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, remitió la siguiente solicitud:

“Tengo el honor de saludarle y en mi condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, remito por su digno medio a las y los integrantes del Consejo Superior para su valoración, propuesta de circular que venga a establecer lineamientos para la realización de puestas en posesión y desalojos de personas en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, -entre otras- pertenecientes a pueblos indígenas.

Lo anterior a fin de que sea conocida y aprobada por el Consejo Superior si a bien lo tienen. La propuesta cuenta con el visto bueno del Magistrado Jorge Olaso Alvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia. 

“CIRCULAR No. ____ -2020

[bookmark: _Hlk52179271]Asunto: Lineamientos para la realización de puestas en posesión y desalojos de personas en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, entre otras, pertenecientes a pueblos indígenas, en situación de discapacidad, adultas mayores y menores de edad.

A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS QUE TRAMITAN PROCESOS JUDICIALES DONDE SE DISPONEN PUESTAS EN POSESIÓN Y DESALOJOS EN LOS QUE INTERVENGAN PERSONAS EN SITUACIÓN DE VULNERABILIDAD

SE LES HACE SABER QUE:

Con fundamento en la normativa nacional e internacional de derechos humanos -de carácter supraconstitucional conforme a la jurisprudencia reiterada de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia-, los pronunciamientos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, entre ellos, la emitida el 6 de febrero de 2020 en el caso Comunidades Indígenas miembros de la Asociación Lhaka Honhat vs. Argentina, y los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030, concretamente el 16, sobre “Promover sociedades pacíficas e inclusivas para el desarrollo sostenible, facilitar el acceso a la justicia para todos y crear instituciones eficaces, responsables e inclusivas a todos los niveles”, a solicitud de la Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, se insta a las personas servidoras judiciales vinculadas con la tramitación y ejecución de desalojos y puestas en posesión para que, a fin de garantizar el acceso a la justicia, en especial de las personas en situación de vulnerabilidad, cumplan con lo siguiente:

1. Si en la puesta en posesión y el desalojo están involucradas personas en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, tales como indígenas, en situación de discapacidad, adultas mayores, menores de edad, u otras, o bien, se trate de personas en quienes confluyan varias causas de vulnerabilidad, en los términos dispuestos en la Circular 173-19 sobre las 100 Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de la Personas en Condición de Vulnerabilidad (XIV Cumbre Judicial Iberoamericana/Corte Plena Sesión 17-2008) actualizada en 2019 (Quito, Ecuador), debe tomarse en consideración la normativa nacional e internacional que regula los derechos de dicha población; así como la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Convención Americana de Derechos humanos y el Protocolo de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Carta de San José sobre los derechos de las personas mayores de América Latina y el Caribe, en especial, la Convención de CEDAW y de Belem do Pará para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las mujeres. En general, debe evitarse ejecutar desalojos compulsivos.



1. Si en el desalojo y puesta en posesión están involucrados niños o niñas deberá coordinarse previamente con el Patronato Nacional de la Infancia; si se trata de personas adultas mayores, con el Consejo Nacional de Personas Adultas Mayores; si son personas en situación de discapacidad con el Consejo Nacional de Discapacidad; y así sucesivamente en relación con las demás poblaciones.



2. En general, deben tomarse las medidas legalmente dispuestas para el resguardo de los animales, plantaciones y bienes de las personas a desalojar, considerando las previsiones necesarias para tal fin.



3. Reiterar la importancia de que desde el inicio del proceso se identifique en los procesos judiciales la presencia de personas usuarias en situación de vulnerabilidad para que quede consignado a efecto de que, a partir del comienzo de la tramitación se tomen todas las previsiones que sean necesarias para garantizar los derechos consagrados en la normativa nacional e internacional. En especial, se alimenten las estadísticas institucionales debidamente, garantizándose así contar con información confiable, relevante, pertinente, útil y oportuna, para la toma de decisiones institucionales, de conformidad con la regulación 5.6 de las Normas de Control Interno para el Sector Público” (N-2-2009-CO-DFOE) sobre la responsabilidad de asegurar dichos atributos en la calidad de la información.



4. Tratándose de personas indígenas quienes estén involucradas, en forma previa a la emisión y ejecución de la orden de desalojos y/o puestas en posesión, deberán considerarse los derechos de esta población, consagrados en los instrumentos internacionales de derechos humanos y demás normativa nacional, entre ellos, el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas y la Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas de la Organización de Estados Americanos y la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, a saber:



a. [bookmark: _Hlk22190564]En forma previa a ejecutar, u ordenar a la fuerza pública practicar una puesta en posesión o un desalojo, debe procederse con las acciones de coordinación dispuestas en la Circular 103-2020 denominada “Lineamientos establecidos en el “Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas” diseñado por el Viceministerio de la Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano y el Ministerio de Salud”, aprobada por Corte Plena en sesión Nº 21-2020 celebrada el 20 de abril de 2020, Artículo XVIII, en atención a la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19 declarada vía Decreto Ejecutivo 42227-MSP-S de 6 de marzo de 2020, y lo dispuesto por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en la resolución 01-2020. El Plan de Acción se encuentra en la dirección electrónica: https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas. 



b. Garantizar el acceso a la justicia a la población indígena tomando en consideración sus condiciones étnicas, socioeconómicas y culturales, aplicando el Derecho Indígena -siempre y cuando no transgreda los derechos humanos- así como sus costumbres y cosmovisión, conforme a la normativa nacional e internacional, en especial, el artículo 1 de la Constitución Política, que declara a Costa Rica como una República multiétnica y pluricultural. De ser necesario podrá requerirse un peritaje antropológico, para garantizar, proteger y tutelar los derechos humanos de los pueblos indígenas, conforme lo dispone la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.



c. Respetar la importancia que para las culturas y valores espirituales de los pueblos interesados reviste su relación con las tierras o territorios, en resguardo del derecho colectivo y comunitario de esa relación. La utilización del término «tierras» debe incluir el concepto de territorios, que cubre “la totalidad del hábitat de las regiones que los pueblos interesados ocupan o utilizan de alguna otra manera”. Además, tomar medidas para salvaguardar el derecho de los pueblos interesados a utilizar tierras que no estén exclusivamente ocupadas por ellos, pero a las que hayan tenido tradicionalmente acceso para sus actividades. Lo anterior, en los términos dispuestos por el Convenio 169 de la OIT citado.

d. Realizar los esfuerzos necesarios para que las personas indígenas puedan comprender y hacerse comprender en sus propios idiomas, facilitándoles, si fuere necesario, intérpretes u otros medios eficaces. Para ello el Poder Judicial cuenta con listados oficiales. Si se trata de mujeres indígenas, deberá procurarse una mujer traductora o intérprete indígena en los términos dispuestos en la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.



e. Informar a las personas indígenas el derecho a hacerse representar por personas defensoras públicas, en todas las materias, conforme lo faculta la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.



f. Cumplir con los lineamientos dispuestos en la Circular 10-2009 reiterada mediante circulares N° 105-2011 del 7 de setiembre del 2011 y N° 123-2013, publicadas en los Boletines Judiciales N° 192 del 6 de octubre del 2011, N° 83 del 2 de mayo del 2013 y N° 160 del 22 de agosto del 2013, respectivamente, en los que se dispone el deber de fijar los señalamientos de las audiencias dentro de un horario accesible, contemplando las particularidades de cada zona.



g. Ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas establecidos por Corte Plena en la Circular 188-2019 para la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígena.



San José, 23 de setiembre de 2020.”



La propuesta de circular está basada en la normativa nacional e internacional que regula los derechos de las poblaciones en situación de vulnerabilidad, con énfasis en los derechos de la población indígena; así como en los pronunciamientos jurisprudenciales de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia y demás Salas de Casación.



(…).”

-0-



Se acordó: Acoger la solicitud presentada en oficio número DVV-S1-0131-2020, del 23 de setiembre de 2020, suscrito por la magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en consecuencia, autorizar la publicación de la circular denominada “Lineamientos para la realización de puestas en posesión y desalojos de personas en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, entre otras, pertenecientes a pueblos indígenas, en situación de discapacidad, adultas mayores y menores de edad.”, por lo cual, la Secretaría General de la Corte tomará nota.

La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, tomará nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.”



SE ACUERDA: 1° Se toma nota del acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión en la sesión N° 95-2020 celebrada el 2 de octubre 2020, Artículo XLIX, donde se acogió la solicitud presentada en oficio número DVV-S1-0131-2020, del 23 de setiembre de 2020, suscrito por la magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, y se autoriza la publicación de la circular denominada “Lineamientos para la realización de puestas en posesión y desalojos de personas en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, entre otras, pertenecientes a pueblos indígenas, en situación de discapacidad, adultas mayores y menores de edad.” 2° Estar a la espera de la publicación de la circular respectiva.



ARTICULO V



El señor Yonathan Andrey Alfaro Agüero, remitió comunicado electrónico del 14 de octubre de 2020, 09:47, en el que señaló:

“Reciban un cordial saludo. Con instrucciones de la señora Karen Leiva, Jefa a.i. de esta Oficina, me es grato dirigirme a ustedes en ocasión de recordarles sobre la siguiente información.

De parte del Ministerio de Relaciones Exteriores, nos comunicaron sobre la próxima realización en nuestro país de la “IV Reunión del Foro 16+”, la cual corresponde a un espacio interacción de diversos actores nacionales e internacionales motivados en construir sociedades pacíficas, justas, sólidas, efectivas e inclusivas y a promover y proteger los derechos humanos en el marco general del desarrollo sostenible, así como también intercambiar conocimientos y prácticas de implementación del ODS 16+.

El Foro 16+ se encuentra integrado por 12 países, siendo Costa Rica un miembro de este y la actividad está siendo organizada a nivel nacional por la Cancillería y MIDEPLAN.

En ese sentido, de parte de la Cancillería están solicitando la colaboración para contar con insumos e información sobre iniciativas en el Poder Judicial que estén alineadas al ODS 16 y complementen otros ODS, por lo que han facilitado el documento que se remite adjunto “Matriz de alineamiento ODS 16” para sistematizar la información y que estas sean presentadas durante la IV Reunión del Foro 16+.

Esta actividad representa una oportunidad importante para que el Poder Judicial de Costa Rica pueda proyectar y posicionar, internacional y nacionalmente, los esfuerzos y diferentes iniciativas que realiza en el marco del desarrollo sostenible, así como también en pro y beneficio de las personas usuarias internas y externas, el fortalecimiento de la administración de justicia y la tutela de los derechos humanos.

En caso de estar interesadas, os, de participar de esta iniciativa, agradeceremos nos remitan la matriz con la información completa a más tardar el próximo lunes 26 de octubre de 2020, a los correos electrónicos yalfaroa@poder-judicial.go.cr y ocri@poder-judicial.go.cr con el fin de remitir los insumos a la Cancillería en tiempo y forma. 

Como podrán notar, en la Matriz de alineamiento hay una indicación para completar una ficha catálogo de MIDEPLAN, lo anterior en caso de que quieran compartir información sobre una buena práctica con las personas que participen de la Reunión Foro 16+, lo cual correspondería a una visita de campo para poder observar la iniciativa. Se adjunta el documento “Formato de la ficha del Catálogo OCT” para lo fines indicados. 

De parte de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, nos ponemos a la completa disposición en caso de requerir información o asesoramiento correspondiente a la alineación de la o las iniciativas que se identifiquen con el ODS 16 y los demás Objetivos, por favor no duden en contactarnos. 

No omito comunicarles que se remite adjunto información correspondiente al ODS 16 y a sus metas, para su estimable conocimiento.

Agradecemos a las instancias que ya nos enviaron los insumos. 

Con las muestras de mi más alta consideración y estima,”

Se delibera sobre lo solicitado y se dispone:

SE ACUERDA: 1° Se toma nota del comunicado electrónico enviado por la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales el 14 de octubre de 2020, 9:47 a.m. 2° Conferir audiencia a las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a efecto de que en el plazo de 3 días remitan a la cuenta oficial de la Unidad de Acceso a la Justicia insumos e información sobre iniciativas en el Poder Judicial que estén alineadas al ODS 16 y complementen otros ODS, utilizando el documento que se remite adjunto “Matriz de alineamiento ODS 16” para sistematizar la información y que estas sean presentadas durante la IV Reunión del Foro 16+. 3° Enviar a la OCRI las iniciativas que se generen mediante la matriz citada, a más tardar el lunes 26 de octubre de 2020 a los correos electrónicos yalfaroa@poder-judicial.go.cr y ocri@poder-judicial.go.cr con el fin de remitir los insumos a la Cancillería en tiempo y forma. 3° Se declara este acuerdo firme por unanimidad. Comuníquese este acuerdo a las y los integrantes de la Subcomisión con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -



ARTICULO VI

El Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia y la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, informan sobre la invitación que les remitió el Magistrado Gerardo Rubén Alfaro Vargas, Director del Programa de Justicia Restaurativa para conocer de los siguientes temas que se conocieron en la sesión programada para el miércoles 14 de octubre de 7:10 a 9 a.m.:

Agenda de Reunión

Proyecto Corte-Embajada-NCSC sobre Justicia Juvenil Restaurativa



Fecha: 14 de octubre de 2020.

Hora: 07:30 am.

Modalidad: Virtual (Plataforma Microsoft Teams)

Solicitada: Dirección de Justicia Restaurativa



Tema: Construcción de material de divulgación de Justicia Restaurativa con cosmovisión indígena en el marco del Proyecto Corte-Embajada USA-NCSC. 



Objetivo de la Reunión: Articulación y creación de la hoja de ruta que permitan elaborar el producto de divulgación de Justicia Restaurativa con cosmovisión indígena, así como su aprobación. 



Personas Participantes:

1. Señor Gerardo Rubén Alfaro Vargas, Magistrado de la Sala Tercera y Rector de Justicia Restaurativa.

2. Señora Damaris Vargas Vásquez, Magistrada de la Sala Primera y Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.

3. Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Magistrado de la Sala Segunda y Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia.

4. Señora Melissa Benavides Víquez, Jefa de la Unidad de Acceso a la Justicia.

5. Señor Javier Rodríguez Oconitrillo, Coordinador de Proyecto de National Center for State Court.

6. Señora Soraya Long Saborío, Consultora de National Center for State Court. 

7. Señora Jovanna Calderón Altamirano, Directora de Justicia Restaurativa.

8. Señora Adriana Ramírez Cover, Coordinadora de Justicia Juvenil Restaurativa.



Contextualización:

La Dirección Nacional de Justicia Restaurativa se encuentra ejecutando el Proyecto Corte-Embajada-NCSC sobre Justicia Juvenil Restaurativa, el cual es financiado por la Embajada de los Estados Unidos en Costa Rica y para su ejecución se cuenta con el apoyo de National Center for State Court (NCSC).



El Proyecto en mención tiene por objetivo principal la contribución al acceso a la justicia de la población menor de edad en conflicto con la ley, al promover la utilización de mecanismos alternativos a la privación de libertad; y procurando la aplicación de la Justicia Restaurativa como herramienta que promueve el desarrollo integral de las personas jóvenes, desde una visión humanista.



Específicamente, el Proyecto se enfoca, además de la población menor de edad, en aquellos grupos sociales en condición de vulnerabilidad reconocidos por las Reglas de Brasilia, entre éstos, los pueblos indígenas. Esto en aras de crear instrumentos de actuación, actividades y articulaciones que brinden accesibilidad y continuidad a un servicio de Justicia Restaurativa en la que todas las personas usuarias se sientan identificadas e incluidas.



Ante la pandemia sanitaria por la COVID-19, algunos de los productos del Proyecto han debido modificarse por imposibilidad de desarrollarlos en el contexto actual. Razón por la cual se contó con la propuesta de NCSC de elaborar una serie de materiales informativos sobre Justicia Restaurativa con cosmovisión indígena, que permitan explicar qué es la Justicia Restaurativa y cómo podrían participar las personas indígenas en estos espacios. Productos que se estarían construyendo mediante dinámicas de diálogo con personas de los diferentes territorios indígenas, y utilizando para ello, mecanismos virtuales.



Agenda de la Reunión:

1. Bienvenida. 

2. Construir las líneas generales de la propuesta de materiales de divulgación, Don Javier y Doña Soraya darán algunas opciones.

3. Definir la ruta para aprobación de los materiales.

4. Varios.  







SE ACUERDA: Se toma nota. -



ARTICULO VII

En acuerdos tomados por el Consejo Superior en sesiones N° 60-2020 celebrada el 18 de junio de 2020, artículo XLIV y N° 66-2020 celebrada el 30 de junio de 2020, artículo XXXIII, comunicados mediante Oficios N° 6413-2020 de 8 de julio y N° 6640-2020 de 15 de julio, ambos de 2020, se dispuso:



“San José, 15 de julio de 2020

N° 6640-2020

Al contestar refiérase a este # de oficio

Señora

Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora 

Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas    



Estimada señora:



Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 66-2020 celebrada el 30 de junio de 2020, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc43994359]“ARTÍCULO XXXIII



Documento N° 6811-2011, 7430-2020.



En sesión N° 54-2020 celebrada el 02 de junio de 2020, artículo XLVIII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



“Mediante la reiteración de la circular N° 10-09, del 18 de marzo de 2013, el Consejo Superior en sesión N° 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI, a solicitud de la Comisión de Accesibilidad y de la Subcomisión vinculada con los Grupos Indígenas, acordó comunicarles las “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas”.



El máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, en oficio N° CACC-214-2020 del 25 de mayo de 2020, remitió lo siguiente:



“Por este medio se remite para su estimable conocimiento, el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas celebrada el pasado 08 de mayo de 2020, modalidad virtual, en donde se acordó:



“ARTICULO III



La Unidad de Acceso a la Justicia comunicó mediante el Oficio CACC-11-2020 a las personas que integran la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, las sugerencias realizadas por la Licenciada Ligia Jiménez a la Circular No. 10-09, cuyo contenido es el siguiente:



CIRCULAR No. 10-09



Asunto: Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas.



A los despachos judiciales Se les hace saber que:



El Consejo Superior en sesión 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI, a solicitud de la Comisión de Accesibilidad y de la Subcomisión vinculada con los Grupos Indígenas, acordó comunicarles las siguientes Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas:



1. Las autoridades judiciales promoverán la realización de diligencias in situ, en aquellos lugares donde existan territorios indígenas.



Dentro de cada presupuesto de los distintos programas se contemplará un rubro para brindar ayuda económica a las personas usuarias indígenas que la requieran, para cubrir algunos gastos que origine su traslado a los despachos judiciales, y otro de viáticos para las y los funcionarios que participen en las diligencias in situ Los y las jueces, así como cualquier autoridad judicial establecerán como práctica la atención de las y los usuarios indígenas. (Modificado por el Consejo Superior en sesión Nº 104-09 del 17 de noviembre de 2009, artículo XLVII)



1. Las personas juzgadoras, así como los y las funcionarios (as) judiciales darán prioridad de trato a las personas indígenas que se apersonen a los despachos judiciales.



2. Las personas juzgadoras deberán fijar los señalamientos de las audiencias y de los juicios dentro de un horario accesible, contemplando las particularidades de cada zona. 



3. Las personas juzgadoras, así como las autoridades que requieran documentos de otras entidades en este tipo de asuntos, establecerán los canales de comunicación y coordinación necesarios para hacerlos llegar al caso concreto y a la brevedad posible; y comunicarán a la Comisión de Acceso a la Justicia los obstáculos que se les presenten para el cumplimiento efectivo de las recomendaciones.



4. Se deberán aplicar las directrices de no revictimización, en aquellos casos donde una de las partes del proceso es una persona indígena, especialmente mujeres, niños, niñas y adolescentes.) 



5. La Contraloría de Servicios será la encargada de velar por el cumplimiento de las recomendaciones propuestas)



6. Colocar distintivos en los expedientes en caso de que una de las partes del proceso sea una persona indígena, se deberá colocar el distintivo correspondiente en el expediente.)



7. Las personas servidoras judiciales propiciarán y colaborarán, junto con otras instituciones públicas, la incorporación de las personas indígenas a los procesos de enseñanza secundaria y universitaria, que faciliten su participación en la solución de sus asuntos a partir de su propia perspectiva.



8.  Derecho a una persona intérprete o traductora: La Administración de Justicia procederá a nombrar siempre a toda persona indígena intérprete y traductor en la lengua materna, con cargo al presupuesto del Poder Judicial, salvo que hable y comprenda el idioma español. El intérprete y o traductor será nombrado dentro de la lista oficial, sin embargo, de modo excepcional, podrá nombrarse por inopia. En tal supuesto, la autoridad respectiva verificará que sea una persona idónea, considerando las particularidades de la situación concreta. Lo anterior sin perjuicio de que dicha persona nombre uno de su confianza, conforme lo establece el artículo 14 del Código Procesal Penal.



9. Respeto a la diversidad cultural: obligación del peritaje antropológico/cultural: Cuando se juzgue a una persona indígena, la persona juzgadora que conoce del caso dispondrá, cuando ello sea necesario para resolverlo, de oficio o a petición de parte y costeado por el Estado, el peritaje antropológico y/o cultural, con el fin de conocer las normas culturales particulares, la personalidad, vida del imputado, entre otras, vinculadas con el hecho atribuido, lo anterior de conformidad con el artículo 339 del Código Procesal Penal.



La administración de justicia procederá a elaborar una lista de peritos conocedores de las diferentes culturas indígenas, quienes tendrán por función efectuar, individual o conjuntamente, el peritaje requerido. 



Se analiza la propuesta, la cual fue trasladada con anticipación a las personas integrantes de la Subcomisión, sin que se recibieran observaciones.



SE ACUERDA: Se toma nota de las propuestas planteadas por la señora Ligia Jiménez, representante de la Defensa Pública ante la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. Se aprueba la propuesta y se dispone a comunicar al Consejo Superior para su valoración y eventual aprobación. Por la importancia que reviste la propuesta se declara firme este acuerdo y se dispone a comunicarlo por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia al Consejo Superior.”



- 0 -



[bookmark: _Hlk42088675]Se acordó: 1.) Tomar nota del acuerdo de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, celebrada el pasado 08 de mayo de 2020, modalidad virtual, artículo III. 2.) Acoger las propuestas planteadas a la circular N° 10-09 “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas” por la señora Ligia Jiménez, representante de la Defensa Pública. 3.) La Secretaría General de la Corte, tomará nota para la publicación de la circular correspondiente.



La Unidad de Acceso a la Justicia y Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, tomaran nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.”



- 0 –



Mediante correo electrónico de 8 de junio de 2020, la máster Melissa Benavides Víquez, coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia y Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, solicitó: 



“Espero se encuentre bien. De conformidad con nuestra conversación telefónica, le solicito no realizar la circular que se indica en el acuerdo del oficio 5254-2020 adjunto, toda vez que requerimos conocer sobre un aspecto pendiente en la Subcomisión de Indígenas. 



Le estaremos comunicando lo resuelto una vez que se encuentre en firme el acta. 



Gracias por su colaboración.”



-0-



Indica la integrante Pizarro Gutiérrez: “Viene en el artículo XXXV de la presente sesión, pero por un error material de ellos consignaron en esta unas reglas prácticas pero que eran las viejas, no las nuevas y por eso dicen que no se publique, en la que hace de conocimiento en el artículo XXXV, ya viene corregido el error material y vienen las nuevas reglas prácticas.”



-0-

Considerada la gestión de la máster Melissa Benavides Víquez, coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia y Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en correo electrónico de 8 de junio de 2020, se acordó: 1) Acoger la solicitud presentada por la máster Benavides Víquez, en consecuencia, tener por modificado lo dispuesto en sesión N° 54-2020 celebrada el 02 de junio de 2020, artículo XLVIII, respecto a la publicación de la Circular. 2) En razón de lo anterior, indicarle a la Secretaría General de la Corte no proceder con la publicación respectiva, hasta tanto se cuente con la información completa.”

Atentamente, 

Lic. Eduardo Chacón Monge 

Prosecretario General interino

Corte Suprema de Justicia



c:         Sr. Rafael Rodríguez Jiménez, Prosecretario, Secretaría General de la Corte 

Diligencias / Refs: (6811-2011, 7430-2020.) 



La señora Melissa Benavides Víquez trasladó el comunicado a la Subcomisión de Acceso a la Justicia. La Secretaría General de la Corte remitió comunico solicitando la remisión del informe solicitado con urgencia.

En cumplimiento del acuerdo del Consejo Superior la Magistrada Damaris Vargas Vasquez envió a la Secretaría General de la Corte el Oficio DVV-S1-0153-2020 que contiene el informe solicitado, con el visto bueno de la Comisión de Acceso a la Justicia. 

El Oficio N° DVV-S1-0153-2020 señala:

“San José, 12 de octubre de 2020

Oficio N° DVV-S1-0153-2020

Señor

Lic. Carlos Mora Rodríguez

Subsecretario General 

Secretaría General de la Corte

Poder Judicial



Estimado Señor:



En seguimiento de los acuerdos tomados por el Consejo Superior en sesiones N° 60-2020 celebrada el 18 de junio de 2020, artículo XLIV y N° 66-2020 celebrada el 30 de junio de 2020, artículo XXXIII, ccomunicados mediante Oficios N° 6413-2020 de 8 de julio y N° 6640-2020 de 15 de julio, ambos de 2020, le remito el siguiente informe a efecto de que por su digno medio lo haga de conocimiento de las y los integrantes del Consejo Superior, para la toma de decisiones respectiva:



INFORME



I. Antecedentes



El Consejo Superior en sesión Nº 77-08, celebrada el 14 de octubre del 2008, artículo XLI, a solicitud de la entonces llamada Comisión de Accesibilidad y de la Subcomisión vinculada con los Grupos Indígenas, aprobó la Circular denominada "Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas".

Esa circular fue reiterada mediante circular N° 105-2011 del 7 de setiembre del 2011, y publicada en el Boletín Judicial N° 192 del 6 de octubre del 2011. Posteriormente mediante publicación en el Boletín Judicial N° 83 del 2 de mayo del 2013 se reitera nuevamente la presente circular. Posteriormente mediante sesión N° 15-13 del 15 de abril del 2013, aprobada mediante circular N° 123-2013, publicada en el Boletín Judicial N° 160 del 22 de agosto del 2013, se reiteró nuevamente.



La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en sesión celebrada el pasado 08 de mayo de 2020, Artículo III, dispuso acoger la propuesta de la señora Ligia Jiménez Bolaños, representante de la Defensa Pública ante la Subcomisión, para la actualización de la Circular 10-09; y, cconcretamente, en el punto 8 de la Circular en referencia se indicó: “… 8. Las personas servidoras judiciales propiciarán y colaborarán, junto con otras instituciones públicas, la incorporación de las personas indígenas a los procesos de enseñanza secundaria y universitaria, que faciliten su participación en la solución de sus asuntos a partir de su propia perspectiva…”



El Consejo Superior en sesión N° 60-2020 celebrada el 18 de junio de 2020, artículo XLIV, dispuso: 



“Se acordó: 1.) Tomar nota del acuerdo de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, celebrada el pasado 08 de mayo de 2020, modalidad virtual, artículo III. 2.) Acoger las propuestas planteadas a la circular N° 10-09 “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas” por la señora Ligia Jiménez, representante de la Defensa Pública. 3.) La Secretaría General de la Corte, tomará nota para la publicación de la circular correspondiente. La Unidad de Acceso a la Justicia y Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, tomaran nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.”

Posteriormente, ante una solicitud de la señora Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, el Consejo Superior en sesión N° 66-2020 celebrada el 30 de junio de 2020, artículo XXXIII, señaló:

“Considerada la gestión de la máster Melissa Benavides Víquez, coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia y Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en correo electrónico de 8 de junio de 2020, se acordó: 1) Acoger la solicitud presentada por la máster Benavides Víquez, en consecuencia, tener por modificado lo dispuesto en sesión N° 54-2020 celebrada el 02 de junio de 2020, artículo XLVIII, respecto a la publicación de la Circular. 2) En razón de lo anterior, indicarle a la Secretaría General de la Corte no proceder con la publicación respectiva, hasta tanto se cuente con la información completa.”

En relación con lo anterior, la integrante del Consejo Superior, señora Sandra Pizarro Gutiérrez, adujo: 



“Efectivamente hay una cooperación interinstitucional en cuanto a eso y existen compromisos, sin embargo, ellos nos dicen que si así lo consideramos se les regrese a consultar a la Comisión cómo se va a operativizar ese artículo 9."

Por su parte, la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, indicó: 

"Me genera dudas sobre todo porque trasciende a una responsabilidad. Quizás delimitarlo a quienes son ellos, porque a mí lo que me preocupa es que estas circulares luego nos atañen a todos, ellos con lógica razón piden el cumplimiento y a veces son situaciones que prácticamente se hacen imposibles de cumplir, entonces me parece que ese punto debe aclararse."

La Magistrada Vicepresidenta, señora Patricia Solano Castro, advirtió: 

“Ella pone el 8 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, si señala la norma, señala el 339 del Código Procesal Penal y el 8 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas."

El artículo 339 del Código Procesal Penal al que hace referencia la Magistrada Solano, dispone: “Diversidad cultural Cuando el juzgamiento del caso o la individualización de la pena requieran un tratamiento especial, por tratarse de hechos cometidos dentro de un grupo social con normas culturales particulares o cuando por la personalidad o vida del imputado sea necesario conocer con mayor detalle sus normas culturales de referencia, el tribunal podrá ordenar un peritaje especial, dividir el juicio en dos fases y, de ser necesario, trasladar la celebración de la audiencia a la comunidad en que ocurrió el hecho, para permitir una mejor defensa y facilitar la valoración de la prueba.”

Los acuerdos del Consejo Superior citados fueron puestos en conocimiento de las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas por el plazo de diez días con el objetivo de que remitieran sus sugerencias en relación con las observaciones planteadas por las y los integrantes del Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva, según consta en Acta N° 08-2020 de la sesión ordinaria celebrada por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, Artículo VIII. 



En la propuesta de actualización de la Circular en referencia, planteada por la señora Ligia Jiménez, representante de la Defensa Pública ante la Subcomisión, se indicó: “… 9. Los servidores judiciales propiciarán y colaborarán, junto con otras instituciones públicas, la incorporación de las personas indígenas a los procesos de enseñanza secundaria y universitaria, que faciliten su participación en la solución de sus asuntos a partir de su propia perspectiva…”

Con ocasión de las anteriores observaciones, el Consejo Superior dispuso previo a resolver, devolver el oficio N° CACC-264-2020 de 17 de junio de 2020, a la máster Melissa Benavidez Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, con la finalidad de que aclare el punto 9 del proyecto de circular denominada “Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígena”, en cuanto a la forma en que se gestionaría.

La Máster Benavides Víquez trasladó a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas el requerimiento del Consejo Superior, el cual fue puesto en conocimiento de las y los integrantes de la Subcomisión con el objetivo de que emitieran sus sugerencias.



II. Sugerencias de actualización de la Regla 9 de la Circular 10-09

Luego del traslado conferido a las y los integrantes de la Subcomisión, se recibieron las siguientes sugerencias:

La señora Cheryl Bolaños Madrigal, jefa de Gestión de la Capacitación del Subproceso de Gestión de la Capacitación e integrante de la Subcomisión en representación de la Dirección de Gestión Humana, en comunicado electrónico del 18 de setiembre de 2020 a las 18:23 horas, señaló: 

“Con respecto al criterio que se pretende emitir, se considera que el punto 9 referido en la circular, sobrepasa el alcance y las funciones que puede tener una persona funcionaria judicial y que para un mejor criterio a resolver se considera necesario aclarar el origen de esta vinculación del personal judicial o bien establecer la claridad de si sería una función propia de la Judicatura o de cuáles personas servidoras, en el sentido de que propicie sentencias en ese sentido, sin embargo; no queda claro lo que se pretende lograr y quiénes exactamente lo deben ejecutar y porqué y para qué.”

Por su parte, la señora Ligia Jiménez Zamora, representante de la Defensa Pública ante la Subcomisión, envió correo electrónico el 11 de setiembre de 2020, en el que señaló: 

“… es de importancia señalar que las modificaciones que se plantearon en las reglas prácticas fueron de forma y para incorporar la perspectiva de género. Es así como la regla 9 indica: “9. Los servidores judiciales propiciarán y colaborarán, junto con otras instituciones públicas, la incorporación de las personas indígenas a los procesos de enseñanza secundaria y universitaria, que faciliten su participación en la solución de sus asuntos a partir de su propia perspectiva.” En la propuesta enviada esta regla mantiene la redacción original de la Circular 10-09 de sesión 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008, artículo XLI, a solicitud de la Comisión de Accesibilidad, a partir de la cual se emitieron las Reglas Prácticas de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas; sin embargo, en atención a lo señalado por el Consejo Superior, y de conformidad con el numeral 14 de la Ley de Acceso a la Justicia de los pueblos indígenas de Costa Rica (ley 9593), que señala: “Artículo 14- Obligación de coordinación interinstitucional e integración con la sociedad civil. El Poder Judicial y sus diferentes instituciones mantendrán una coordinación y comunicación permanente con las organizaciones estatales y no gubernamentales que tengan dentro de sus planes la atención de los grupos indígenas, con el fin de mantener una visión integral e interdisciplinaria para su atención. Para tal efecto, considerará la planeación estratégica del Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica (MIDEPLAN) y las acciones de los demás poderes de la República, a fin de garantizar la debida coordinación interinstitucional que proteja el ejercicio de los derechos de la población indígena en las condiciones requeridas por la normativa nacional e internacional.” Considero muy acertado valorar las recomendaciones generadas por las respetables personas que integran el Consejo Superior, y, propongo para que se discuta por parte de las personas de la Sub Comisión lo siguiente: “9. Las personas servidoras judiciales propiciarán y colaborarán, junto con otras instituciones públicas, la incorporación de las personas indígenas a los procesos de enseñanza secundaria y universitaria, que faciliten su participación en la solución de sus asuntos a partir de su propia perspectiva, de conformidad con las competencias legales del Poder Judicial” De tal manera que se adiciona el lenguaje inclusivo y se indica que esta colaboración se realizará según las competencias legales que tiene el Poder Judicial. Por lo anterior, solicito se valoren las propuestas, y luego de revisarlas, se remita el documento de las Reglas de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas con la corrección de la regla 9, para la debida aprobación del Consejo Superior…”

Con ocasión de lo anterior, se informa a las y los integrantes del Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva que como lo señala la señora Ligia Jiménez Zamora, representante de la Defensa Pública, la propuesta original que hizo a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para la actualización de la regla 9 de la Circular 10-09 aprobada por el Consejo Superior en sesión 77-08 celebrada el 14 de octubre de 2008, Artículo XLI, tuvo como objetivo ajustar aspectos de forma y propiciar una redacción con lenguaje género inclusivo.

Como una oportunidad de mejora ante la consulta formulada por el Consejo Superior, se sugiere valorar las propuestas formuladas por las señoras Cheryl Bolaños Madrigal, jefa de Gestión de la Capacitación del Subproceso de Gestión de la Capacitación y Ligia Jiménez Zamora, representante de la Defensa Pública, ambas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 

Además, la suscrita solicita analizar la siguiente propuesta de actualización de la Regla 9 de la Circular 10-09, pues se estima que la incorporación de las personas indígenas en la enseñanza secundaria y universitaria es un objetivo del Estado, pero no es parte de las funciones del Poder judicial, y en su lugar, se plantea la siguiente sugerencia asociada estrictamente a lo dispuesto por el artículo 14 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica:

“El Poder Judicial y sus diferentes instituciones mantendrán una coordinación y comunicación permanente con las organizaciones estatales y no gubernamentales que tengan dentro de sus planes la atención de los pueblos indígenas, con el fin de mantener una visión integral e interdisciplinaria para su atención. Para tal efecto, se considerará la planeación estratégica del Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica y las acciones de los demás poderes de la República, a fin de garantizar la debida coordinación interinstitucional que proteja el ejercicio de los derechos de la población indígena en las condiciones requeridas por la normativa nacional e internacional.”

Ante la trascendencia nacional e internacional que esta temática tiene para el Poder Judicial, con ocasión de la vigencia de la Medida Cautelar 321-12 de la CIDH contra el Estado, se remite esta propuesta con copia a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia y al Magistrado Jorge Olaso Álvarez en la condición de Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, para su conocimiento conforme a sus competencias. De igual forma, se copia a la Contraloría de Servicios del Poder Judicial al disponerse en la Circular 10-09 que “La Contraloría de Servicios será la encargada de velar porque se cumplan las recomendaciones propuestas.”

Atentamente,

Magistrada Damaris Vargas Vásquez

Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas

Copias:

Presidencia de la Corte Suprema de Justicia

Despacho de la Presidencia

Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales

Comisión de Acceso a la Justicia

[bookmark: _MON_1664717980]Contraloría de Servicios del Poder Judicial”



SE ACUERDA: 1° Se toma nota de los acuerdos tomados por el Consejo Superior en sesiones N° 60-2020 celebrada el 18 de junio de 2020, artículo XLIV y N° 66-2020 celebrada el 30 de junio de 2020, artículo XXXIII, comunicados mediante Oficios N° 6413-2020 de 8 de julio y N° 6640-2020 de 15 de julio, ambos de 2020; y del Oficio DVV-S1-0153-2020. 2° Estar a la espera de lo que decida la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia y la Comisión de Acceso a la Justicia. -



ARTICULO VIII

El 9 de octubre de 2020 la Comisión de la Jurisdicción Penal remitió el Oficio N° CJP-195-2020.



SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio N° CJP-195-2020 emitido por la Comisión de la Jurisdicción Penal. 2° Trasládese de nuevo a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia el Oficio N° CJP-195-2020, vinculado con la gestión formulada por la Fiscalía Adjunta de Pérez Zeledón donde muestra su preocupación por decisiones jurisdiccionales tomadas por autoridades jurisdiccionales penales y agrarias relacionadas con la población indígena de China Quichá, para que valore incorporarlo en la agenda de Corte Plena si lo estima pertinente.  3° Reiterar a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia y a la Fiscalia de Pérez Zeledón que no es parte de las competencias de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas emitir pronunciamiento sobre decisiones jurisdiccionales de los tribunales penales y agrarios pues existe una prohibición legal de influir de cualquier forma en procesos judiciales concretos, lo cual podría constituirse en un conflicto de interés potencial en los términos dispuestos por el Reglamento Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés del Poder Judicial, además del respeto al principio de independencia judicial. Con ocasión del planteamiento se remitieron tres propuestas de circulares al Consejo Superior y a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia que cuentan con el visto bueno de la Comisión de Acceso a la Justicia, conforme a las atribuciones que confiere la Ley Orgánica del Poder Judicial y el Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia. 4° Se declara este acuerdo firme por unanimidad. Comuníquese a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Comisión de la Jurisdicción Penal y la Fiscalía de Pérez Zeledón. -



ARTICULO IX

La Secretaría General de la Corte remitió correo electrónico del 8 de octubre de 2020, 08:14, en el que comunicó el Oficio N° 9320-2020 de 7 de octubre de 2020, donde comunica el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 92-2020 celebrada el 22 de setiembre del 2020, Artículo XLVI, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc51250844]“ARTÍCULO XLVI



Documento N° 7396-20 / 10554-20.

[bookmark: _Toc44341673]En la sesión N° 67-2020 celebrada el 2 de julio del 2020, artículo XXXII, analizada por este Consejo la presente gestión, se remitió lo gestionado por el licenciado Danilo Chaverri Barrantes, Abogado, a la Comisión de Asuntos Indígenas del Poder Judicial para su análisis e informe a este Consejo lo que corresponda. En ese momento se hizo este acuerdo de conocimiento de los señores Francisco Morales Fernández y Sediel Morales Ruíz.

La máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, en oficio N° CACC-392-2020 de 11 de setiembre de 2020, remitió lo siguiente:

“Por este medio se remite para su estimable conocimiento, el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas celebrada el pasado viernes 21 de agosto, modalidad virtual, en donde se acordó:

“ARTICULO V

El Lic. Carlos T. Mora Rodríguez, Subsecretario General interino de la Corte Suprema de Justicia en oficio 6478-2020 de 9 de julio de 2020, transcribió el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 67-2020 celebrada el 2 de julio del 2020, artículo XXXII, que literalmente dice:

“DOCUMENTO N° 7396-2020

El licenciado Danilo Chaverri Barrantes, Abogado, remite carta suscrita por los señores Francisco Morales Fernández, Presidente del Territorio Indígena Cabécar de Talamanca y Sediel Morales Ruíz, Presidente del Territorio Cabécar de Tayní, que literalmente dice:

“…en nuestra condición de presidentes, con la representación judicial y extrajudicial de las siguientes asociaciones, respectivamente: ASOCIACIÓN DE DESARROLLO INTEGRAL DE LA RESERVA INDIGENA CABECAR DE TALAMANCA, y ASOCIACION DE DESARROLLO INTEGRAL DE LA RESERVA INDIGENA CABÉCAR DE TAYNÍ, cédula jurídica 3-002-61490, con respeto manifestamos:

Nuestros pueblos están sufriendo una verdadera desgracia con la proliferación de ventas ilegales de chicha y otros licores: agresiones sexuales, físicas y sicológicas a menores; agresiones domésticas, riñas, lesiones, muertos. Desde hace casi 20 años hemos estado denunciando la situación y como no hemos sido escuchados, ni siquiera por las autoridades del Poder Judicial, en uso de nuestras facultades como gobierno local, en defensa de la salud de nuestro pueblo y respetando nuestras tradiciones, desde entonces estamos allanando las casas donde se venden las bebidas con contenido alcohólico, decomisando y destruyendo esos productos.

Hemos pedido al Licenciado Danilo Chaverri Barrantes, abogado con carné 3173, especialista en Derecho Indígena, quien ha laborado en la defensa de nuestros derechos desde 1999, que hiciera un estudio y nos diera su opinión jurídica sobre la posibilidad que tenemos de allanar casas sin orden judicial. Sus conclusiones son que el ordenamiento jurídico si nos lo permite. Además, nos recomienda consultar a ustedes cuál debe ser el procedimiento judicial para atacar ese mal, porque la legislación no le define con certeza.

En virtud de ello hacemos una afirmación y pedimos su criterio sobre las cuestiones que planteamos de seguido:

La afirmación es: ponemos en su conocimiento que seguiremos allanando las casas, aunque no tengamos orden judicial, como nos faculta el ordenamiento jurídico, hasta que el Estado costarricense brinde una solución adecuada e integral a esa problemática.

En relación con la Ley de Regulación y Comercialización de bebidas con contenido alcohólico N° 9047 de 2012 las consultas son:

a) ¿cuáles casos son de competencia jurisdiccional?

b) ¿cuál es el juez competente en cada caso?

e) ¿están legitimadas para denunciar las autoridades indígenas o cualquier particular? ¿En cuales casos sí y en cuáles no?

d) Cuando el competente para imponer la sanción es la Municipalidad o la Policía de Control Fiscal:

i. ¿quién puede pedir allanamiento al Juez competente?

u. ¿cuál sería el juez competente en esos casos?

iii. ¿El gobierno indígena puede pedir allanamientos en esos casos?

iv. ¿Cuál es el procedimiento para pedir esos allanamientos tomando en cuenta que no hay proceso judicial pendiente?

Quedamos muy agradecidos por su atención.



[image: ]

- 0 -

Manifiesta el Presidente, magistrado Cruz: “Tiene que ver con asuntos, él hace las consultas sobre competencias jurisdiccionales, pareciera más bien que son consultas que nosotros no somos Órgano de consulta.

En cuanto a la denuncia de presuntos delitos, habría que mandarle copia al Organismo de Investigación Judicial.”

Señala la integrante Pizarro: “Estoy en la Comisión de Asuntos Indígenas, conversé con ellos y me dijeron que se lo enviáramos a ellos, para que nos den una posible solución.”

Indica el Presidente, magistrado Cruz: “Perfecto.”

Analizada por este Consejo la presente gestión, se acordó: 1.) Remitir lo gestionado por el licenciado Danilo Chaverri Barrantes, Abogado, a la Comisión de Asuntos Indígenas del Poder Judicial para su análisis e informe a este Consejo lo que corresponda. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de los señores Francisco Morales Fernández y Sediel Morales Ruíz. Se declara acuerdo firme.”

SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio 6478-2020 de 9 de julio de 2020 en el que se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión N° 67-2020 celebrada el 2 de julio del 2020, artículo XXXII, que literalmente dice: “Analizada por este Consejo la presente gestión, se acordó: 1.) Remitir lo gestionado por el licenciado Danilo Chaverri Barrantes, Abogado, a la Comisión de Asuntos Indígenas del Poder Judicial para su análisis e informe a este Consejo lo que corresponda. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de los señores Francisco Morales Fernández y Sediel Morales Ruíz. Se declara acuerdo firme.”. 2° En relación con las consultas formuladas por el licenciado Danilo Chaverri Barrantes quien gestiona en la condición de representante legal de las Asociaciones de Desarrollo Integral de la Reserva Indígena cabécar de Talamanca y Cabécar de Tayní, se dispone comunicar a las y los integrantes del Consejo Superior que la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas tiene una función meramente consultiva de la Comisión de Acceso a la Justicia, ente rector del acceso a la justicia de personas en situación de vulnerabilidad, sin que esa competencia le faculte para dar recomendaciones a personas usuarias sobre actuaciones que podrían tener incidencia judicial. El órgano técnico para informar sobre “¿cuáles casos son de competencia jurisdiccional?” y “¿cuál es el juez competente en cada caso?” es la Dirección de Planificación en lo relacionado con la competencia territorial conforme al Sistema Georeferencial, al cual pueden acceder las personas usuarias; y en relación con lo demás, se insta hacerlo de conocimiento de la Dirección del Organismo de Investigación Judicial y de la Fiscalía Indígena. Se declara firme este acuerdo por unanimidad y se dispone a comunicarlo con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -”
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Manifiesta la integrante Pizarro Gutiérrez: “¿Habría que ponerlo de conocimiento del Organismo de Investigación Judicial y del Ministerio Público?, porque entre otras cosas, lo que ellos nos estaban haciendo la consulta, en su momento, era que, en la comunidad estaban haciendo los allanamientos, en vista a las "chichadas" que habían en las casas, entonces, si habla de Georeferencial es para que la Dirección de Planificación nos indique cuál es la competencia del lugar, a cuál fiscalía le corresponde, pero para mí sería a la Fiscalía y al Organismo de Investigación Judicial, para que investigue lo que compete.

Indica la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva: "Considero que sería trasladarlo a la Dirección de Planificación."

Contesta la integrante Pizarro Gutiérrez: “Planificación es para que indique cuál es la competencia, cuál es el área, o sea, si es de Pérez Zeledón, pero si tenemos claro nosotros donde es, de conformidad al lugar, no habría necesidad de que Planificación nos advierta, o con una llamada de dónde corresponde."

Agrega la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva: "Las consultas concretas que se hicieron fueron esas 2, porque aquí llegó una lista de las consultas del licenciado Danilo Chaverri Barrantes y en cuanto a esas 2, que cuáles casos son de competencia jurisdiccional y cuál es el juez competente en cada caso, fue lo que se elevó a la subcomisión de Acceso, que nos indica que atender esas consultas es resorte de la Dirección de Planificación."

Consulta la integrante Pizarro Gutiérrez: “Por ejemplo, de Talamanca, ¿a cuál corresponde?, ¿no tenemos conocimiento nosotros a cuál jurisdicción corresponde?"

Responde la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva: "Es la Dirección de Planificación, porque incluso dependería de la zona, yo indicaría que está en la zona de Bribrí, pero la Dirección de Planificación es el ente competente, ellos tienen un libro donde está detallado toda la competencia territorial de cada despacho. Habría que trasladarlo a la Dirección de Planificación y sería importante darles un plazo."
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Una vez analizado por este Consejo Superior el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas el viernes 21 de agosto de 2020, modalidad virtual, artículo V, comunicado por la máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, en oficio N° CACC-392-2020 de 11 de setiembre de 2020, se acordó: Remitir a la Dirección de Planificación la gestión presentada por el licenciado Danilo Chaverri Barrantes, para que en el plazo de 15 días contados a partir de la comunicación de este acuerdo se refiera a la solicitud planteada.



            La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y la Unidad de Acceso a la Justicia, tomarán nota para lo que corresponda.”





SE ACUERDA: Se toma nota. -
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I. Introducción



La Ley de Justicia Restaurativa (Ley N° 9582) de 2019, estableció un marco conceptual y procedimental para instaurar la justicia restaurativa en el ordenamiento jurídico costarricense, como un instrumento que contribuya a resolver los conflictos jurídicos generados por los hechos delictivos, con la participación activa de las partes intervinientes, a fin de restaurar los daños a la víctima, procurar la inserción social de la persona ofensora, con soluciones integrales y promover la paz social.

Pero desde hace una década, el Poder Judicial de Costa Rica impulsa los procesos de Justicia Restaurativa, declarándolos de interés institucional. Estos abordajes tienen un alto contenido social y comunitario, acorde con las ideas de la democracia participativa. El Estado, la comunidad y las partes son incentivados a participar y ser parte de la solución del conflicto penal y social. Lo anterior es posible mediante la articulación de instituciones que conforman la red de apoyo interinstitucional a nivel nacional, permitiendo que la persona imputada se resocialice y reintegre a la sociedad, mientras se logra la reparación del daño a la víctima, lo que contribuye a aminorar las consecuencias del delito, y el mismo proceso judicial, fomentando la paz social.

La Dirección Nacional de Justicia Restaurativa  se enfoca en las siguientes áreas de trabajo: 

i) Justicia Penal Restaurativa , que funciona en los Circuitos Judiciales del I, II y III de San José, Cartago (incluyendo la zona de Turrialba, Tarrazú y los Santos) Heredia (incluyendo Sarapiquí), Pococí (incluyendo Siquirres), Limón, Alajuela, San Ramón, Puntarenas (incluyendo Aguirre y Parrita) y Pérez Zeledón (incluyendo Buenos Aires). Tiene como objetivo convertirse en instrumento que contribuya a la paz social y al cambio en la manera de resolver los conflictos penales, en el marco de humanización de los procesos. 

ii) Justicia Juvenil Restaurativa, tiene como objetivo que la persona en conflicto con la ley penal juvenil, de forma integral y holística, repare a la víctima el daño causado con el delito, y cumpla con las responsabilidades de la vida en sociedad. En el año 2015-2016 se implementa el procedimiento restaurativo en los Circuitos Judiciales de San José, Heredia, Cartago, Pococí y Limón, que permite favorecer la adquisición de herramientas para un proyecto de vida alternativo al delito, respecto a la autonomía progresiva de las personas menores de edad y sus derechos. Actualmente, se cuenta con equipos de trabajo en esta materia en las siguientes zonas: Aguirre y Parrita, Alajuela, Cañas, Cartago, Corredores, Heredia, Liberia, Limón, Nicoya, Pérez Zeledón (incluyendo Buenos Aires), Pococí, Puntarenas, Puriscal, San José, San Ramón, y Turrialba. 

iii) Programa de Tratamiento de Drogas bajo Supervisión Judicial (PTDJ), mediante el cual el Poder Judicial en asocio con entes rectores de drogas (el Instituto Costarricense sobre Drogas (ICD) el Instituto sobre Alcoholismo y Farmacodependencia (IAFA)) procura brindar una respuesta más efectiva al delito, con respeto a la dignidad humana y la igualdad de las personas, favoreciendo a la víctima, a la persona imputada y a la comunidad. Se pretende brindar una atención especializada e integral a las personas ofensoras que presentan una problemática de consumo de sustancias psicoactivas, y que como consecuencia de dicha problemática inciden en la comisión de delitos.

iv) Contravencional: Proceso que se lleva a cabo ya sea en el propio Poder Judicial o bien con la derivación a Casas de Justicia del ViceMinisterio de Paz, se trabaja tanto en procesos para personas adultas como menores de edad, con los mismos equipos mencionados anteriormente. 

v) Fase de Ejecución de la Pena o Sanción: Se trabaja en materia penal y penal juvenil. 

vi) Bienestar Integral del Personal Judicial: ser refiere a los procesos disciplinarios, principalmente por endeudamiento, donde se ofrece una opción alternativa para lograr una salud financiera y un mejor desempeño en las labores judiciales. 

Para contribuir con este proceso, la Sección de Asuntos Internacionales contra el Narcotráfico y Aplicación de la Ley del Departamento de Estado de los Estados Unidos de América, acordó con la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica el Proyecto de Cooperación Corte-USA-NCSC sobre Justicia Juvenil Restaurativa, que ejecuta la Dirección de Justicia Restaurativa con apoyo de National Center for State Courts (NCSC). Su objetivo es mejorar el acceso a la Justicia de la población menor de edad en conflicto con la Ley Penal, estimulando un mayor uso de salidas y sanciones alternativas por medio de la Justicia Juvenil Restaurativa. Como parte de las acciones a ejecutar, el Proyecto está en el proceso de confeccionar una serie de materiales de divulgación especializados, dirigidos hacia personas pertenecientes a pueblos indígenas para aprender sobre los procesos de Justicia Restaurativa. Al efecto, se contratará una consultoría.



II. Propuesta Metodológica



Recordemos que en Costa Rica existen ocho pueblos indígenas: bribris, cabécares, térrabas, bruncas, ngöbes, maléku, chorotegas y huetares. Cada uno con costumbres propias que lo hacen único. Según datos del último Censo Nacional de Población y Vivienda (2011), al menos cien mil personas se reconocen como indígenas (aproximadamente el 2,4% del total de habitantes del país).

El pueblo indígena Bribri habita Salitre[footnoteRef:2], Cabagra y Kéköldi. Su idioma es el Bribri y es hablado por el 54.7% de la población. Los cabécares son el grupo indígena costarricense que conserva muchos de sus rasgos culturales y tradiciones, debido a que se encuentran menos expuestos a la cultura dominante. Este pueblo está dividido en ocho territorios: Chirripó, Tayni, Talamanca Cabécar, Telire, Bajo Chirripó, Nairi Awari, Ujarrás y China Kichá, y el 87.6 % de la población hablael idioma cabécar.El pueblo indígena Térraba habita un único territorio: Térraba, y su idioma está en desuso, aunque sus miembros hacen esfuerzos por revitalizarlo. La población indígena boruca o brunca habita los territorios de Boruca y Rey Curré; su idioma actual es español, por el proceso de imposición cultural. Los pobladores Ngöbes o Guamíes fueron reconocidos como costarricenses hasta 1990 cuandose les otorgó la cédula de identidad; actualmente habitan cinco territorios: Abrojo Montezuma, Osa, Conte Burica, Coto Brus y Altos de San Antonio. Su idioma es el Ngäberey es hablado por un 77.7% de los pobladores. Al pueblo indígena Maleku, se le conoce también como Guatuso; su territorio es Guatuso y hablan tres idiomas: el malécu, el lhaíca y el español. La población indígena Chorotega sufrió casi su exterminio como consecuencia de la colonización, sus habitantes habitan un único territorio conocido como Territorio Indígena Matambú y su idioma actual es el español. Finalmente, los huetares ocupan en la actualidad dos territorios indígenas, el de Quitirrisí y el de Zapatón[footnoteRef:3]. [2: El enfrentamiento de los indígenas bribris con no indígenas por la ocupación de tierras es una constante. A partir del 2014 han destacado los conflictos en el Territorio Indígena de Salitre.]  [3: Ver Alfaro, Josué y Huertas, Tomás, Entre realidades, datos y seres humanos: las poblaciones indígenas de Costa Rica; 8 Pueblos Indígenas Costa Rica, en https://8pueblosindigenascr.wordpress.com/] 


En general, los Pueblos Indígenas se adaptan a un mundo occidentalizado, pero conservan sus valores, reglas, costumbres y normas, las que buscan transmitir a sus futuras generaciones. Por lo tanto, les resulta fundamental acordar formas para la transmisión de sus conocimientos y saberes. Algunos pueblos han encontrado que la educación práctica es la primera escuela con las y los hijos, para la apropiación de su cultura[footnoteRef:4].  [4:  Documento en borrador Material Didáctico, “Convivencias de Nuestras Mayoras”, de la organización ACOMUITA.] 


En línea con lo anterior, la propuesta metodológica para la producción del material informativo especializado sobre Justicia Restaurativa en Costa Rica desde un enfoque de Pueblos Indígenas, se basa necesariamente en un diálogo interactivo con miembros de los Pueblos Indígenas del país.  Por las condiciones sanitarias generadas por el COVID 19, este diálogo, además de virtual, será reducido, y circunscrito a una pequeñísima muestra facilitada por la mediación de NCSC.  Se contactarán personas indígenas de los pueblos que aún conservan su idioma: bribri, cabécar y ngobes.

Para el caso de los bribri, un actor clave a contactar será la Asociación Comisión de Mujeres Indígenas de Talamanca (ACOMUITA), que ha realizado un importante trabajo para el fortalecimiento del conocimiento y prácticas ancestrales, así como sus “mayores” (Awapa) de la comunidad de Cachabri, reconocida como una de las comunidades que mayormente conserva y preserva la cultura Bribri.

El propósito no es únicamente traducir el material sobre Justicia Restaurativa a los respectivos idiomas indígenas, sino, lograr una conceptualización de Justicia Restaurativa desde la perspectiva de las personas indígenas, sistematizar la información y luego difundir esta conceptualización por diferentes medios, principalmente cuñas radiales. Por razones operativas y de tiempo, la traducción se hará a los idiomas bribri, cabécar y ngobe.

Para garantizar todos los productos de la consultoría, esta se desarrollará en fases, cada una conobjetivos específicos:	Comment by jcalderona: Por favor tomar en cuenta que en los encuentros con las personas indígenas siempre va a estar presente la Dirección de Justicia Restaurativa y se cursará la invitación a las personas Magistradas y la Oficina de Acceso a la Justicia. 



		FASE 1. Selección de los ejes fundamentales de Justicia Restaurativa a considerar con los PI

		La consultora hará una revisión de los contenidos de Justicia Restaurativa para la selección de los ejes fundamentales a ser tratados en el diálogo interactivo con personas indígenas. Estos ejes serán consensuados con la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa, la Comisión de Acceso a la Justicia, la Subcomisión de Pueblos Indígenas, y NCSC. 



		FASE 2. Definición de la muestra

		NCSC facilitará a la consultora contactos de personas indígenas de los cuatro pueblos priorizados. La consultora podrá incluir a otras personas de esos mismos pueblos. 



		FASE 3. Diálogo con las personas indígenas

		Se contactará a las personas indígenas y se acordarán sesiones de trabajo. El objetivo es explicar los ejes principales de la Justicia Restaurativa y lograr la comprensión plena y absoluta.



		FASE 4. Diálogo ampliado de las personas indígenas al interior de sus comunidades

		Las personas contactadas trasladarán estos conocimientos a “los mayores” de sus comunidades para acordar al interior cuáles son las mejores formas de explicar a los pueblos lo que es, y los alcances de la Justicia Restaurativa.



		FASE 5. Recolección y sistematización de datos

		Se mantendrán nuevas sesiones de trabajo con las personas contactadas para la recolección de la información y para su sistematización. Esta sistematización se contendrá en un documento. El documento se referirá a los contenidos de JR con enfoque de PI, que serán divulgados entre PI. 



		FASE 6. Validación de la información por parte de la muestra

		La información sistematizada será validada por las personas contactadas para asegurar que los datos fueron recogidos apropiadamente. Se harán las incorporaciones y cambios necesarios al documento.



		FASE 7. Definición de los medios para la transmisión y divulgación de la información a los PI

		Se acordará con las personas consultadas los medios y formas que mejor transmitirán y divulgarán la información sobre Justicia Restaurativa a sus respectivos pueblos y a otros PI. Esto se adicionará al documento de sistematización antes señalado.



		FASE 8.Revisión del documento por NCSC y el Poder Judicial 

		Un documento en carácter de borrador de sistematización será presentado a NCSC y al Poder Judicial (Dirección Nacional de Justicia Restaurativa, Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y Comisión de Acceso a la Justicia JR) para su revisión.	Comment by Adriana Ramírez Cover: El documento a entregar debería incluir las información y conclusiones relativas al material informativo especializado. Pero además, elementos esenciales y básicos a tomar en cuenta para la implementación de la Justicia Restaurativa con pueblos indígenas. Para que quede una especie de documento base (el “A, B, C”) del cual partir al momento de elaborar el Protocolo de Justicia Restaurativa con Pueblos indígenas.



		FASE 9. Presentación de Informe Final

		Se incorporarán al documento las observaciones de NCSC y de la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa, la Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Pueblos Indígenas para alcanzar el informe final.







El material que arroje la consultoría será traducido a bribri, cabécar y ngobe, y luego será difundido, según los acuerdos alcanzados.



III. Propuesta de Cronograma



Se propone que la consultoría se desarrolle en 14 semanas (del 19 de octubre de 2020 al 29 de enero de 2021). Con los materiales aprobados se procederá a su traducción en idiomas indígenas y a su divulgación por los medios que se acuerden, estimando para ello de tres a cuatro semanas adicionales (febrero 2021). El cronograma propuesto es el siguiente:	Comment by Adriana Ramírez Cover: El cronograma deberá correrse, pues el día de ayer recibimos el documento, y para el 19 de octubre contemplaban las primeras acciones.
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Estimado don Jorge, doña Damarias y doña Melissa:



Reciban un cordial saludo.



Como seguimiento a la reunión del pasado miércoles 14 de octubre , nos permitimos remitirles la propuesta metodológica y el cronograma para la consultoría  "Material informativo especializado de Justicia Restaurativa desde la perspectiva de los pueblos indígenas de Costa Rica".



Dada la urgencia de contar con su aprobación,  es de nuestra conveniencia que nos  remitan sus comentarios antes del 27 de octubre.



Muchas gracias por su atención.



Cordiales saludos,







 














  _____  


De: Jovanna Calderón Altamirano <jcalderona@Poder-Judicial.go.cr>
Enviado: martes, 20 de octubre de 2020 13:45
Para: Dirección de Justicia Restaurativa <justiciarestaurativa@Poder-Judicial.go.cr>
Cc: Adriana Ramírez Cover <aramirezco@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Para socializar en espera de observaciones 

 

Liz este es el documento para socializar con el plazo que ya indicó Adriana. Gracias, 
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I. Introducción





La Ley de Justicia Restaurativa (Ley N° 9582) de 2019, estableció un marco conceptual y procedimental para instaurar la justicia restaurativa en el ordenamiento jurídico costarricense, como un instrumento que contribuya a resolver los conflictos jurídicos generados por los hechos delictivos, con la participación activa de las partes intervinientes, a fin de restaurar los daños a la víctima, procurar la inserción social de la persona ofensora, con soluciones integrales y promover la paz social.


Pero desde hace una década, el Poder Judicial de Costa Rica impulsa los procesos de Justicia Restaurativa, declarándolos de interés institucional. Estos abordajes tienen un alto contenido social y comunitario, acorde con las ideas de la democracia participativa. El Estado, la comunidad y las partes son incentivados a participar y ser parte de la solución del conflicto penal y social. Lo anterior es posible mediante la articulación de instituciones que conforman la red de apoyo interinstitucional a nivel nacional, permitiendo que la persona imputada se resocialice y reintegre a la sociedad, mientras se logra la reparación del daño a la víctima, lo que contribuye a aminorar las consecuencias del delito, y el mismo proceso judicial, fomentando la paz social.


La Dirección Nacional de Justicia Restaurativa  se enfoca en las siguientes áreas de trabajo: 


i) Justicia Penal Restaurativa , que funciona en los Circuitos Judiciales del I, II y III de San José, Cartago (incluyendo la zona de Turrialba, Tarrazú y los Santos) Heredia (incluyendo Sarapiquí), Pococí (incluyendo Siquirres), Limón, Alajuela, San Ramón, Puntarenas (incluyendo Aguirre y Parrita) y Pérez Zeledón (incluyendo Buenos Aires). Tiene como objetivo convertirse en instrumento que contribuya a la paz social y al cambio en la manera de resolver los conflictos penales, en el marco de humanización de los procesos. 


ii) Justicia Juvenil Restaurativa, tiene como objetivo que la persona en conflicto con la ley penal juvenil, de forma integral y holística, repare a la víctima el daño causado con el delito, y cumpla con las responsabilidades de la vida en sociedad. En el año 2015-2016 se implementa el procedimiento restaurativo en los Circuitos Judiciales de San José, Heredia, Cartago, Pococí y Limón, que permite favorecer la adquisición de herramientas para un proyecto de vida alternativo al delito, respecto a la autonomía progresiva de las personas menores de edad y sus derechos. Actualmente, se cuenta con equipos de trabajo en esta materia en las siguientes zonas: Aguirre y Parrita, Alajuela, Cañas, Cartago, Corredores, Heredia, Liberia, Limón, Nicoya, Pérez Zeledón (incluyendo Buenos Aires), Pococí, Puntarenas, Puriscal, San José, San Ramón, y Turrialba. 


iii) Programa de Tratamiento de Drogas bajo Supervisión Judicial (PTDJ), mediante el cual el Poder Judicial en asocio con entes rectores de drogas (el Instituto Costarricense sobre Drogas (ICD) el Instituto sobre Alcoholismo y Farmacodependencia (IAFA)) procura brindar una respuesta más efectiva al delito, con respeto a la dignidad humana y la igualdad de las personas, favoreciendo a la víctima, a la persona imputada y a la comunidad. Se pretende brindar una atención especializada e integral a las personas ofensoras que presentan una problemática de consumo de sustancias psicoactivas, y que como consecuencia de dicha problemática inciden en la comisión de delitos.


iv) Contravencional: Proceso que se lleva a cabo ya sea en el propio Poder Judicial o bien con la derivación a Casas de Justicia del ViceMinisterio de Paz, se trabaja tanto en procesos para personas adultas como menores de edad, con los mismos equipos mencionados anteriormente. 


v) Fase de Ejecución de la Pena o Sanción: Se trabaja en materia penal y penal juvenil. 


vi) Bienestar Integral del Personal Judicial: ser refiere a los procesos disciplinarios, principalmente por endeudamiento, donde se ofrece una opción alternativa para lograr una salud financiera y un mejor desempeño en las labores judiciales. 


Para contribuir con este proceso, la Sección de Asuntos Internacionales contra el Narcotráfico y Aplicación de la Ley del Departamento de Estado de los Estados Unidos de América, acordó con la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica el Proyecto de Cooperación Corte-USA-NCSC sobre Justicia Juvenil Restaurativa, que ejecuta la Dirección de Justicia Restaurativa con apoyo de National Center for State Courts (NCSC). Su objetivo es mejorar el acceso a la Justicia de la población menor de edad en conflicto con la Ley Penal, estimulando un mayor uso de salidas y sanciones alternativas por medio de la Justicia Juvenil Restaurativa. Como parte de las acciones a ejecutar, el Proyecto está en el proceso de confeccionar una serie de materiales de divulgación especializados, dirigidos hacia personas pertenecientes a pueblos indígenas para aprender sobre los procesos de Justicia Restaurativa. Al efecto, se contratará una consultoría.





II. Propuesta Metodológica





Recordemos que en Costa Rica existen ocho pueblos indígenas: bribris, cabécares, térrabas, bruncas, ngöbes, maléku, chorotegas y huetares. Cada uno con costumbres propias que lo hacen único. Según datos del último Censo Nacional de Población y Vivienda (2011), al menos cien mil personas se reconocen como indígenas (aproximadamente el 2,4% del total de habitantes del país).


El pueblo indígena Bribri habita Salitre[footnoteRef:1], Cabagra y Kéköldi. Su idioma es el Bribri y es hablado por el 54.7% de la población. Los cabécares son el grupo indígena costarricense que conserva muchos de sus rasgos culturales y tradiciones, debido a que se encuentran menos expuestos a la cultura dominante. Este pueblo está dividido en ocho territorios: Chirripó, Tayni, Talamanca Cabécar, Telire, Bajo Chirripó, Nairi Awari, Ujarrás y China Kichá, y el 87.6 % de la población hablael idioma cabécar.El pueblo indígena Térraba habita un único territorio: Térraba, y su idioma está en desuso, aunque sus miembros hacen esfuerzos por revitalizarlo. La población indígena boruca o brunca habita los territorios de Boruca y Rey Curré; su idioma actual es español, por el proceso de imposición cultural. Los pobladores Ngöbes o Guamíes fueron reconocidos como costarricenses hasta 1990 cuandose les otorgó la cédula de identidad; actualmente habitan cinco territorios: Abrojo Montezuma, Osa, Conte Burica, Coto Brus y Altos de San Antonio. Su idioma es el Ngäberey es hablado por un 77.7% de los pobladores. Al pueblo indígena Maleku, se le conoce también como Guatuso; su territorio es Guatuso y hablan tres idiomas: el malécu, el lhaíca y el español. La población indígena Chorotega sufrió casi su exterminio como consecuencia de la colonización, sus habitantes habitan un único territorio conocido como Territorio Indígena Matambú y su idioma actual es el español. Finalmente, los huetares ocupan en la actualidad dos territorios indígenas, el de Quitirrisí y el de Zapatón[footnoteRef:2]. [1: El enfrentamiento de los indígenas bribris con no indígenas por la ocupación de tierras es una constante. A partir del 2014 han destacado los conflictos en el Territorio Indígena de Salitre.]  [2: Ver Alfaro, Josué y Huertas, Tomás, Entre realidades, datos y seres humanos: las poblaciones indígenas de Costa Rica; 8 Pueblos Indígenas Costa Rica, en https://8pueblosindigenascr.wordpress.com/] 



En general, los Pueblos Indígenas se adaptan a un mundo occidentalizado, pero conservan sus valores, reglas, costumbres y normas, las que buscan transmitir a sus futuras generaciones. Por lo tanto, les resulta fundamental acordar formas para la transmisión de sus conocimientos y saberes. Algunos pueblos han encontrado que la educación práctica es la primera escuela con las y los hijos, para la apropiación de su cultura[footnoteRef:3].  [3:  Documento en borrador Material Didáctico, “Convivencias de Nuestras Mayoras”, de la organización ACOMUITA.] 



En línea con lo anterior, la propuesta metodológica para la producción del material informativo especializado sobre Justicia Restaurativa en Costa Rica desde un enfoque de Pueblos Indígenas, se basa necesariamente en un diálogo interactivo con miembros de los Pueblos Indígenas del país.  Por las condiciones sanitarias generadas por el COVID 19, este diálogo, además de virtual, será reducido, y circunscrito a una pequeñísima muestra facilitada por la mediación de NCSC.  Se contactarán personas indígenas de los pueblos que aún conservan su idioma: bribri, cabécar y ngobes.


Para el caso de los bribri, un actor clave a contactar será la Asociación Comisión de Mujeres Indígenas de Talamanca (ACOMUITA), que ha realizado un importante trabajo para el fortalecimiento del conocimiento y prácticas ancestrales, así como sus “mayores” (Awapa) de la comunidad de Cachabri, reconocida como una de las comunidades que mayormente conserva y preserva la cultura Bribri.


El propósito no es únicamente traducir el material sobre Justicia Restaurativa a los respectivos idiomas indígenas, sino, lograr una conceptualización de Justicia Restaurativa desde la perspectiva de las personas indígenas, sistematizar la información y luego difundir esta conceptualización por diferentes medios, principalmente cuñas radiales. Por razones operativas y de tiempo, la traducción se hará a los idiomas bribri, cabécar y ngobe.


Para garantizar todos los productos de la consultoría, esta se desarrollará en fases, cada una conobjetivos específicos:	Comment by jcalderona: Por favor tomar en cuenta que en los encuentros con las personas indígenas siempre va a estar presente la Dirección de Justicia Restaurativa y se cursará la invitación a las personas Magistradas y la Oficina de Acceso a la Justicia. 





			FASE 1. Selección de los ejes fundamentales de Justicia Restaurativa a considerar con los PI


			La consultora hará una revisión de los contenidos de Justicia Restaurativa para la selección de los ejes fundamentales a ser tratados en el diálogo interactivo con personas indígenas. Estos ejes serán consensuados con la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa, la Comisión de Acceso a la Justicia, la Subcomisión de Pueblos Indígenas, y NCSC. 





			FASE 2. Definición de la muestra


			NCSC facilitará a la consultora contactos de personas indígenas de los cuatro pueblos priorizados. La consultora podrá incluir a otras personas de esos mismos pueblos. 





			FASE 3. Diálogo con las personas indígenas


			Se contactará a las personas indígenas y se acordarán sesiones de trabajo. El objetivo es explicar los ejes principales de la Justicia Restaurativa y lograr la comprensión plena y absoluta.





			FASE 4. Diálogo ampliado de las personas indígenas al interior de sus comunidades


			Las personas contactadas trasladarán estos conocimientos a “los mayores” de sus comunidades para acordar al interior cuáles son las mejores formas de explicar a los pueblos lo que es, y los alcances de la Justicia Restaurativa.





			FASE 5. Recolección y sistematización de datos


			Se mantendrán nuevas sesiones de trabajo con las personas contactadas para la recolección de la información y para su sistematización. Esta sistematización se contendrá en un documento. El documento se referirá a los contenidos de JR con enfoque de PI, que serán divulgados entre PI. 





			FASE 6. Validación de la información por parte de la muestra


			La información sistematizada será validada por las personas contactadas para asegurar que los datos fueron recogidos apropiadamente. Se harán las incorporaciones y cambios necesarios al documento.





			FASE 7. Definición de los medios para la transmisión y divulgación de la información a los PI


			Se acordará con las personas consultadas los medios y formas que mejor transmitirán y divulgarán la información sobre Justicia Restaurativa a sus respectivos pueblos y a otros PI. Esto se adicionará al documento de sistematización antes señalado.





			FASE 8.Revisión del documento por NCSC y el Poder Judicial 


			Un documento en carácter de borrador de sistematización será presentado a NCSC y al Poder Judicial (Dirección Nacional de Justicia Restaurativa, Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y Comisión de Acceso a la Justicia JR) para su revisión.	Comment by Adriana Ramírez Cover: El documento a entregar debería incluir las información y conclusiones relativas al material informativo especializado. Pero además, elementos esenciales y básicos a tomar en cuenta para la implementación de la Justicia Restaurativa con pueblos indígenas. Para que quede una especie de documento base (el “A, B, C”) del cual partir al momento de elaborar el Protocolo de Justicia Restaurativa con Pueblos indígenas.





			FASE 9. Presentación de Informe Final


			Se incorporarán al documento las observaciones de NCSC y de la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa, la Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Pueblos Indígenas para alcanzar el informe final.











El material que arroje la consultoría será traducido a bribri, cabécar y ngobe, y luego será difundido, según los acuerdos alcanzados.





III. Propuesta de Cronograma





Se propone que la consultoría se desarrolle en 14 semanas (del 19 de octubre de 2020 al 29 de enero de 2021). Con los materiales aprobados se procederá a su traducción en idiomas indígenas y a su divulgación por los medios que se acuerden, estimando para ello de tres a cuatro semanas adicionales (febrero 2021). El cronograma propuesto es el siguiente:	Comment by Adriana Ramírez Cover: El cronograma deberá correrse, pues el día de ayer recibimos el documento, y para el 19 de octubre contemplaban las primeras acciones.
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Controles mínimos población indígena Actualizado. 28 set

		From

		Hugo Hernández Alfaro

		To

		Damaris Vargas Vásquez

		Recipients

		dvargas@Poder-Judicial.go.cr



Hola doña Damaris. 



 



Adjunto la propuesta de Controles mínimos para la población indígena. Esta fue validada por los expertos de la Comisión. Quedamos a la espera de recibir las observaciones que corresponda, o si fuera del caso de reunirnos para aclarar o profundizar cualquier tema.



 



 



Sin otro particular,



 



Hugo Hernández A. 
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PROPUESTA


Acciones de mejora vinculadas a la población indígena[footnoteRef:1]. [1: Alineados con los 20 Ejes de Acción aprobados por Corte Plena en sesión n°20-19 del 27 de mayo de 2019, articulo XIX, entre otros documentos relacionados.] 






Componentes funcionales del Sistema de Control Interno (SCI)





1. Normas Generales


Las personas funcionarias judiciales son responsables de realizar acciones pertinentes y atender los requerimientos para el diseño, implantación, operación, y fortalecimiento de los distintos Componentes Funcionales del Sistema de Control Interno (SCI), de forma adecuada, efectiva y con observancia a las regulaciones aplicables.





Es oportuno mencionar que la norma 1.7 referente a Rendición de Cuentas indica que el Jerarca y los Titulares Subordinados, según sus competencias, deben disponer y ejecutar un proceso periódico, formal y oportuno de rendición de cuentas sobre el diseño, el funcionamiento, la evaluación y el perfeccionamiento del Sistema de Control Interno, ante los diversos sujetos interesados.





			Actividad de Control


			Acciones de mejora





			Responsable del cumplimiento


			Fundamento 





			Reuniones rendición de cuentas.[footnoteRef:2] [2: Informar a miembros del pueblo indígena Teribe y Bribri de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares de la CIDH
] 



			Realizar sesiones periódicas en las que se informe sobre los avances alcanzados de las medidas cautelares a integrantes del pueblo indígena beneficiario.


Se reitera realizar visitas a las comunidades indígenas, dada la necesidad de que los despachos publiciten los derechos y garantías que cubren a la población indígena. 


Debe considerarse que en caso de efectuarse esas visitas, se podría valorar impartir una charla o taller informativo con el que se brinde ese tipo de información.


Es necesario indicar que se hará excepción por motivos de fuerza mayor o imprevisto como el que nos encontramos viviendo (COVID 19).


			Sub Comisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 


Unidad de Acceso como órgano técnico y/o la Comisión de Acceso a la Justicia.


Despacho de la Presidencia


Consejos de Administración


Oficinas y despachos responsables según zona.





			Norma 1.7 Rendición de Cuentas











2. Ambiente de Control 


La Ley General de Control interno lo define como: “Conjunto de factores del ambiente organizacional que deben establecer y mantener el Jerarca, los Titulares Subordinados y demás personas funcionarias, para permitir el desarrollo de una actitud positiva y de apoyo para el Control Interno y para una administración escrupulosa.” Un aspecto de interés incluido en este informe es el siguiente:





Capacitación


Se considera oportuno mencionar que la norma 2.1 referente al Ambiente de Control, indica que el Jerarca, así como a las y los Titulares Subordinados, según sus competencias, deben establecer un Ambiente de Control que se constituya en el fundamento para la operación y el fortalecimiento del SCI, mediante el mantenimiento de personal comprometido y con competencia profesional para el desarrollo de las actividades y contribuir con el logro de los objetivos 


Desde la Sub Comisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, se encuentran realizando grandes esfuerzos, con el fin de implementar varios proyectos de capacitación en coordinación con la Escuela Judicial y Unidades de Capacitación institucionales.


Actualmente se han emitido una serie de lineamientos internos entre ellos los 20 Ejes de Acción aprobados por Corte Plena en sesión N°20-19 del 27 de mayo de 2019, articulo XIX, Circular 188-19, con el fin de dar cumplimiento a una serie de actividades de mejora que coadyuvarán con el trato en los procesos vinculados con la población indígena.  Una de esas propuestas de mejora es dar cumplimiento a capacitaciones dirigidas a los servidores judiciales sobre la historia, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas. Además de buscar la priorización del personal judicial que, con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. 





			Actividad de Control


			Acciones de mejora


			Responsable del cumplimiento


			Fundamento 





			Capacitación del Personal





			Elaborar un control y seguimiento del personal capacitado en temas de población indígenas y asociados a personas indígenas.








			Escuela Judicial


Unidades de capacitación (Organismo de Investigación Judicial, Ministerio Público, Defensa Pública, Gestión Humana). 


Centro de apoyo a la función jurisdiccional


Jefaturas de despachos u oficinas judiciales responsables.


			Articulo 10- Capacitación permanente del personal. Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas.





Artículo 12. Ley Orgánica del Poder Judicial





			Visitas a territorios indígenas.


			Elaborar un cronograma para realizar visitas a los territorios indígenas, se recomienda que se programen al menos 3 reuniones anuales. (En este caso en particular y virtud de que se redujo el presupuesto las visitas se podrán realizar según el presupuesto asignado).


Con dichas visitas se pretende conocer el entorno de la población indígena de ser posible:


Cuáles son los órganos representativos de cada territorio. Por ejemplo: Consejo de Mayores, Asociación de Desarrollo.


Qué necesidades presentan las personas indígenas en cuanto a: traslados, asistencia letrada, nombramiento de intérpretes, horarios de atención y ayudas económicas. 


Con qué condiciones de infraestructura cuenta cada territorio, para realizar audiencias in situ. 


Qué personas estarían interesadas en colaborar como personas intérpretes o personas facilitadoras judiciales.


Qué temas interesan a la población indígena en cuanto correspondiente a capacitación, charlas y acercamiento de los servicios en cuanto a los obstáculos que han tenido en el Poder Judicial y cómo cree que podrían mejorarse   esas barreras para hacer más adecuado el acceso a la justicia intercultural.


De cada reunión se debe levantar una minuta donde se documente la fecha de la actividad y se anoten cuáles fueron los temas tratados.





			Jefaturas de despachos u oficinas judiciales responsables.





			Artículo 1 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas.








			Brindar protección y seguridad a las personas indígenas


			Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres.


Valorar la protección y seguridad a las personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes a sus costumbres.


			Ministerio Público. (Siempre que haya un proceso judicial abierto)


Organismo de Investigación Judicial.





			











3.  Valoración del Riesgo


Uno de los componentes funcionales de la normativa de Control Interno que corresponde a la identificación, análisis, evaluación, administración, revisión, documentación y la comunicación de los riesgos, con el fin del logro de los objetivos institucionales.[footnoteRef:3] [3:  Según lo establece la Ley General de Control Interno] 






			Control


			Acciones de mejora


			Responsable del


cumplimiento


			Fundamento 








			Identificación y análisis de riegos 


(Matriz del SEVRI)


			[footnoteRef:4]Validar la información obtenida en el SEVRI, especialmente los riesgos identificados y las acciones de respuesta [4:  Es necesario la valoración integral de los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas vinculadas con la población indígena, según lo establecido en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024.] 



 


​Implementar las medidas de control ​establecidas según los riesgos identificados​.


 


Documentar y establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones con relación a la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte ​personas indígenas, priorizando las que sean miembros de los pueblos indígenas Teribe y Bribri de Salitre.


 


​Utilizar la información recopilada como insumo para la toma de decisiones, ​procurando que las acciones ​establecidas contribuyan a lograr que el nivel de riesgo organizacional en este tema sea aceptable.





			Sub Comisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas








CONAMAJ (justicia abierta)





Justicia Restaurativa.





Jefaturas de despachos u oficinas judiciales responsables[footnoteRef:5] [5:  Pueden brindar insumos importantes del tema.] 



Dirección de Planificación





			Artículos 14 y 19 de la Ley General de Control Interno, las normas 3.1 y 3.2 del Manual de Normas de Control Interno para el sector público y la circular No. 99-09 de la Secretaría General de la Corte, publicada en el Boletín Judicial No. 188 del 28 de setiembre del 2009.





Aplicación de la metodología SEVRI aprobada.














4. Actividades de Control





Es uno de los cinco componentes funcionales de la normativa de Control Interno, se contempla el conjunto de factores del ambiente organizacional que se deben establecer y mantener para permitir el desarrollo de una actitud positiva y de apoyo para el Control Interno, además, de propiciar un apropiado proceso de rendición de cuentas ante la ciudadanía. Además, estas normas se interrelacionan y regulan el cumplimiento del Sistema de Control Interno





			Control


			Acciones de mejora





			Responsable del


Cumplimiento


			Fundamento 








			Atención preferencial a la persona indígena[footnoteRef:6] [6: Se debe atender a todas las personas indígenas en todas las materias, de acuerdo con sus necesidades, en atención a los pueblos indígenas de Teribe y Bribri de Salitre. (definido por la Magistrada Damaris Vargas)] 



			Utilizar una carátula[footnoteRef:7]con color “Rojo” que puede identificar los expedientes judiciales vinculados con la población indígena tanto en expedientes físicos como digitales, específicamente en las materias de impacto social tales como: laboral, violencia doméstica, familia, y pensiones alimentarias, entre otras. [7:  Física o digital según se requiera.] 



Además, es necesario que los servidores y servidoras judiciales brinden un trato igualitario en la tramitación y resolución de los procesos en que sea parte la población indígena.  





Respecto a los expedientes físicos y en los casos que sea posible se requiere habilitar una casilla especial para el trámite ágil y la resolución de los expedientes judiciales en que intervenga una persona indígena.





			Jefaturas


Departamento de Artes Gráficas.


Dirección de Tecnología de la Información.


			Circular N°4-2019, por acuerdo de la Defensa Pública.


Circular N°61-08, por acuerdo del Consejo Superior.





Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y las Reglas Prácticas de Acceso a la Justicia emitidas por el Consejo Superior.





Circular del Ministerio Público.





Circulares de la Dirección Ejecutiva, Corte Plena y Consejo Superior sobre el tema.





Circular No. 10-09.  Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas.





Adicionar.











			Realización diligencias in situ.[footnoteRef:8] [8: La ley establece que en casos de personas indígenas, las audiencias deban llevarse en cabo en los propios territorios indígenas. ] 



			Las Autoridades Judiciales deben promover la realización de diligencias in situ, en aquellos lugares donde existan territorios indígenas[footnoteRef:9] [9: Para dar cumplimiento a la política de fortalecimiento en la prestación del servicio público que nuestra Institución brinda a los usuarios y usuarias indígenas.
] 






Se debe fijar los señalamientos de las audiencias y juicios dentro de un horario accesible (Para el inicio y el término de las diligencias), contemplando las particularidades de cada zona, entre los cuales de denotan medios de transporte, u otros elementos particulares de las personas indígenas. De lo contrario debe tramitárseles las ayudas económicas para las comidas, transporte (incluyendo taxi si no hay servicio de buses), el hospedaje (debe valorarse si la persona viene sola o acompañada).


Debe llevarse un control en el que se indique cuantos casos de personas indígenas han ingresado y en cuántos se han efectuado ese tipo de diligencias.[footnoteRef:10] [10: Es necesario que la Dirección de Planificación, propiamente la Sección de Estadística elabore indicadores que puedan incluirse en los sistemas, así como a SIGMA.] 



			Las personas juzgadoras y las personas funcionarias judiciales.


Personas juzgadoras coordinadoras


Contraloría de Servicios





Personas Coordinadoras Judiciales











Dirección de Planificación- Sección de Estadística


			Acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008. Artículo XLI.





Circular No. 10-09.  Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas.

















			Se debe brindar prioridad a las personas indígenas que se apersonen a los despachos judiciales.[footnoteRef:11] [11: El personal judicial deberá dar prioridad a los procesos con personas indígenas que se apersonen a los despachos judiciales.
] 






			Las personas juzgadoras, así como las personas funcionarias judiciales darán prioridad, trato digno y respetuoso a las personas que pertenecen a ese tipo de población.


 Se debe considerar que una de las limitaciones que la persona usuaria podría experimentar es si comprende o no el idioma español, con el fin de asignarle una persona intérprete.


Se debe considerar que es necesario que la consulta sea en lenguaje sencillo si su idioma materno es algún idioma indígena y a partir de ello facilitar una persona intérprete para garantizar la comprensión de la persona usuaria y de las personas juzgadoras.


Recordar que no hay interpretación simultánea, sino, debe ofrecerse espacios de tiempo para una adecuada comprensión. Además debe respetarse el género.





Es importante recordarles a las personas juzgadoras que atienden a la población indígena, tener una comunicación directa con grupos representativos de cada territorio, con el fin de conocer las condiciones en las que vive la población, además, de conocer las necesidades en las que el Poder Judicial puede ir trabajando para ofrecer un mejor acceso a la justicia y por ello se reitera utilizar un lenguaje sencillo, inclusivo y sin estereotipos ni prejuicios, que no genere discriminaciones.


. 


			Los y las jueces, así como los y las funcionarios (as) judiciales


			





			Cumplimiento de Medidas Cautelares[footnoteRef:12] [12: Garantizar la seguridad y la vida de los integrantes del pueblo indígena Teribe y Bribri de Salitre.   ] 



			Realizar sesiones de trabajo en los territorios indígenas en coordinación con personas intérpretes.[footnoteRef:13] [13: Edificando confianza y diálogo intercultural, facilitando una comunicación efectiva y transparente.] 



Informar sobre las Medidas Cautelares que ya se han adoptado para investigar los presuntos hechos.[footnoteRef:14] [14: Estos hechos dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición.] 



			Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas





Jefaturas de despachos u oficinas judiciales responsables según su competencia legal.





			Aplicación de las Medidas Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015 establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica.





Medidas Cautelares N°21-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica








			Cumplimiento de normativa vigente.[footnoteRef:15] [15: Acatamiento de la normativa vigente en procesos judiciales en los que actúen personas indígenas de Teribe y Bribri de Salitre.] 






			Se debe promover documentar, actualizar y divulgar internamente las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el fortalecimiento del Sistema de Control Interno.


Con el cumplimiento de la normativa se mejora el desempeño de las funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas Teribe y Bribri de Salitre.














			Sub Comisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas





Unidad de Acceso





Secretaria General de la Corte


Contraloría de Servicios


Departamento de Prensa y comunicación 


Despacho de la Presidencia.


Jefaturas de despachos u oficinas judiciales responsables.


Inspección Judicial 


			Articulo N°15 Actividades de Control, inciso a. Ley de Control Interno. Documentar, mantener actualizados y divulgar las políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el fortalecimiento del Sistema de Control Interno institucional.














			Cumplimiento y regulaciones internas dirigidas al personal judicial





			Se debe elaborar circulares internas dirigidas a todas las personas servidoras judiciales que tramiten procesos judiciales vinculados con la población indígena.


Facilitar intérpretes u otros medios eficaces para la compresión en los procedimientos legales iniciados.


Proporcionar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales.


Otorgamiento de una protección efectiva que tome los cuenta (factores de interseccionalidad), además de las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, entre otros.





			Consejo Superior 


Sub Comisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas


Secretaria General de la Corte


Departamento de Prensa y comunicación 


CONAMAJ (justicia abierta) 


(A través de las personas facilitadoras judiciales)





Jefaturas de despachos u oficinas judiciales responsables.








			Reiterar el deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras.[footnoteRef:16] [16:  Estos se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.] 






			Prioridad en la tramitación de expedientes.


			Elaborar una lista con los expedientes de personas intervinientes indígenas, a fin de garantizar que se le dé prioridad a la tramitación de esos asuntos. 


Este control debe contener la fecha de entrada y la fecha de resolución del caso, a fin de establecer cuál es el tiempo promedio que se requiere para la resolución de dichos casos y compararlo con el promedio general de cada oficina.





			Artículo 4 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas.


			Jefaturas de despachos u oficinas judiciales responsables.














5. Sistema de Información





			Control


			Acciones de mejora


			Responsable del cumplimiento


			Fundamento 





			Gestión documental institucional





			Se debe contar con un sistema de información en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribri de Salitre.


Establecer un sistema de información que permita tener una gestión documental institucional en relación con la tramitación y resolución respecto a procesos judiciales vinculados a la población indígena.


El sistema de información debe permitir que la información institucional se debe almacenar, recuperar de manera oportuna y eficiente. 





			Sub Comisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas





Dirección de Tecnología de la información.


Dirección de Planificación





			Normativa 5.4 Gestión documental. Ley de Control Interno.[footnoteRef:17] [17: El Jerarca y los Titulares Subordinados, según sus competencias, deben asegurar razonablemente que los sistemas de información propicien una debida gestión documental institucional.] 









			Identificar los expedientes de las personas indígenas en los sistemas judiciales.








			Establecer en los sistemas de información institucional el color “Rojo” el cual identifique a las personas usuarias indígenas en los procesos con, con el fin de priorizar la atención en todos los despachos.





Realizar divulgación respectiva





			Consejo Superior





Secretaria de la Corte


Sub Comisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas





Dirección de Tecnología de la información.


Secretaria General de la Corte





Departamento de Prensa y comunicación 











			Acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión 77-08, celebrada el 14 de octubre de 2008.Artículo XLI.


Circular No. 10-09.  Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones


Indígenas.

















6. [bookmark: _Hlk49279015]Seguimiento





			[bookmark: _Hlk49502667]Control


			Acciones de mejora 





			Responsable del cumplimiento


			Fundamento Legal








			Medidas de seguimiento





			Se deberán incluir dentro de las actividades de capacitación a evaluar, la efectividad de los cursos relacionados con la temática indígena.








			Sub Comisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas





Escuela Judicial





Unidades de capacitación (OIJ, MP, DP)





			Norma 6.3 Actividades de seguimiento del SCI.


Norma 6.4 Acciones para el fortalecimiento del SCI.
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República de Costa Rica

Corte Suprema de Justicia

Secretaría General



 

San José, 1 de octubre de 2020

N° 9187-2020

Al contestar refiérase a este # de oficio



Señora

Licda. Nacira Valverde Bermúdez

Directora de Planificación



Estimada señora:



Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 50-2020 celebrada el 7 de setiembre del año en curso, que literalmente dice:



“ARTÍCULO XVIII

Documento N° 9218-2020



El Consejo Superior en sesión N° 27-19, celebrada el 26 de marzo de 2019, artículo LXIII, tomó el acuerdo que en lo conducente dice:

“[…]



Estima este Consejo que el tema del Plan Estratégico Institucional (PEI) ha sido liderado por la Dirección de Planificación, por lo que es la instancia responsable de convocar e involucrar a las personas jerarcas y titulares para el cumplimiento de las tareas consignadas en el acuerdo del Consejo Superior, mientras que efectivamente el tema de Sistema Específico de Valoración del Riesgo (SEVRI) corresponde a la Oficina de Control Interno, Transparencia y Anticorrupción. 



Se acordó: 1.) Tomar nota de lo comunicado por la Dirección de Planificación mediante oficio N° 365-PLA-PE-2019 y hacerlo de conocimiento de la Oficina de Control Interno. 2.) Deberá la Dirección de Planificación de liderar el tema del Plan Estratégico Institucional, para lo cual deberá coordinar con la Oficina de Control Interno lo correspondiente para establecer el proceso que permita la identificación de riesgos en el PEI.”



-0-

En sesión N° 03-2020, celebrada el 20 de enero del 2020, artículo XIII, se tomó el acuerdo que en lo que interesa, literalmente dice:

		“El magistrado Molinari, en correo electrónico de 13 de diciembre de 2019, manifestó:



En lo referente al Informe pendiente sobre el documento denominado “Marco Orientador y Metodología del Sistema Específico del Riesgo Institucional del Poder Judicial”, me permito comentarle que la Dirección de Planificación actualmente se encuentra reformulando ésta metodología de riesgo en consideración al Plan Estratégico Institucional quinquenal; una vez finalizada dicha reformulación deberá ser conocida por la Corte Plena para su aprobación. 

 

Es por esta razón que considero que es innecesario hacer pronunciamiento alguno el documento “Marco Orientador y Metodología del Sistema Específico del Riesgo Institucional del Poder Judicial”, por carecer de interés actual.”

- 0 -

	Se acordó: Tener por hechas las manifestaciones del magistrado Molinari, y conocer el “Marco orientador y Metodología del Sistema específico del riesgo institucional del Poder Judicial”, que contiene las políticas y criterios generales para la operación del Sistema Específico de Valoración del Riesgo del Poder Judicial, una vez que se remita a esta Corte, con la reformulación que actualmente está haciendo la Dirección de Planificación sobre este. Se declara acuerdo firme.”



-0-



La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora interina de Planificación, en oficio N° 1183-PLA-PE-2020 del 6 de agosto de 2020, informó:

“En atención al oficio 3741-19, donde se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión celebrada el 26 de marzo de 2019, artículo LXIII, le remito el informe suscrito por el Máster Allan Pow Hing Cordero, Jefe del Subproceso de Planificación Estratégica, relacionado con la propuesta del modelo de gestión de riesgos estratégicos en el Poder Judicial.



	Con el fin de que se manifestaran al respecto, mediante oficio 741-PLA-PE-2020, del 21 de mayo de 2020, el preliminar de este documento fue puesto en conocimiento del Máster Hugo Hernández Alfaro, Jefe de la Oficina de Control Interno, Transparencia y Anticorrupción. Además se le solicitó criterio a la Presidencia de la Corte, Sala Primera, Sala Segunda, Sala Tercera, Sala Constitucional, Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, Despacho de la Presidencia, Dirección Ejecutiva, Dirección de Tecnología de Información, Dirección de Gestión Humana, Dirección Jurídica, Fiscalía General de la República, Defensa Pública, Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia, Secretaría Técnica de Ética y Valores, Secretaría Técnica de Género, Magistrado William Molinari Vílchez y a los Integrantes del Consejo Superior: Máster Carlos Montero Zúñiga, Licda. Sara Castillo Vargas, Licda. Sandra Pizarro Gutiérrez y al Dr. Gary Amador Badilla. 



	Como respuesta se recibieron los oficios 117-CI-2020, del 5 de junio de 2020, de la Oficina de Control interno, JEFDP-559-2020, del 1°de junio de 2020, de la Defensa Pública, 40-UMGEF-2020, del 2 de junio de 2020, de la Fiscalía General y el oficio 172-CACMFJ-JEF-2020, del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. Las observaciones se consideraron en lo pertinente, en el informe que se presenta.”

- 0 -

	Seguidamente se transcriben las conclusiones y recomendaciones del informe que se da cuenta:

“[…]



1. [bookmark: _Toc48909461][bookmark: _Toc48909189][bookmark: _Toc44507751][bookmark: _Toc47601349]CONCLUSIONES



0.1. Como una primera fase, la Dirección de Planificación en coordinación con la Oficina de Control Interno, incluyó en la Metodología de Administración de Proyectos Estratégicos, aprobada por la Corte Plena en sesión 02-20, artículo XXXIII, el 13 de enero del 2020; la matriz de gestión de riesgos de proyectos estratégicos (Cuadro 1), misma que ya se encuentra siendo utilizada. 



0.2. La Oficina de Control Interno cuenta con el Sistema SEVRI, el cual contempla que la gestión de los riesgos se realiza con base en los Planes Anuales Operativos de cada oficina, sin embargo, este sistema se encuentra implementado en el 28% de las oficinas judiciales únicamente, no en la totalidad. No obstante, se considera de relevancia que la Oficina de Control Interno implemente el Sistema SEVRI en el 73% de las oficinas y despachos judiciales restantes, que contienen en su mayoría compromisos operativos que se originan del PEI, y que se indique mediante circular que se debe realizar el análisis de los riesgos de todos los objetivos operativos con incidencia directa en el PEI. 



0.3. Previo a la aprobación del Modelo de Gestión de Riesgos Estratégicos o del PEI, se considera necesaria la actualización del Marco Orientador del Sistema Específico de Valoración de Riesgos, aprobado por el Consejo Superior en sesión 37-19 del 30 de abril del 2019, artículo LXXXVIII; la cual mediante sesión de trabajo del 21 de julio de 2020 (ver Anexo 11), entre la Dirección de Planificación y la Oficina de Control Interno se propone una actualización del documento el cual se detalló en el apartado 2.3.1. De esta manera, la nueva versión del marco orientador se ha procedido a adjuntar en el Anexo 12. 



0.4. Se observa que la política de riesgo que se establece supra, obedece a una política de índole operativo, ya que cumple con los criterios aprobados por la Corte Plena, en sesión 02-2020, del 13 de enero de 2020, artículo XXXII.



0.5. La Oficina de Cumplimiento, mediante reunión sostenida con la Dirección de Planificación, informó que está desarrollando una propuesta de política institucional de corrupción y una metodología para la gestión de los riesgos de corrupción; con el fin de que se pueda integrar con este modelo. Al respecto, se coordinará la participación y asesoría técnica de la Dirección de Planificación, la Oficina de Control Interno y otras instancias intervinientes, considerando los modelos aprobados y herramientas informáticas con las que cuenta la Institución para valorar la factibilidad de integración de los riesgos de corrupción con la propuesta del modelo que se establece en este informe (Ver Anexo 10).



0.6. La Dirección Ejecutiva en coordinación con la Dirección de Tecnología de la Información se encuentra liderando un proyecto de continuidad del servicio, el cual conlleva como parte de sus actividades un análisis de riesgos de los procesos críticos. Por tanto, se considera de relevancia que este tema también sea integrado con lo que se plantea en este modelo.





0.7. Se propone en el Apartado II el “Modelo de Gestión de Riesgos del Plan Estratégico Institucional (PEI) o estratégicos”, con base en el Marco Orientador, la metodología SEVRI e integración con el Sistema de Control Interno (SCI) y la Planificación Institucional. Este modelo contempla: 



a. La gestión de riesgos del Plan Estratégico Institucional o estratégicos (Apartado 2.4.), la toma de decisiones estratégicas por la jerarquía institucional (Apartado 2.5) y el rol de la Oficina de Control Interno sobre el modelo (Apartado 2.6). 



b. La integración del Proceso de Autoevaluación Institucional (PAI) y la Planificación Estratégica Institucional (Apartado 2.7.). 



c. El plan de trabajo (cronograma) para el desarrollo e implementación del Modelo de Gestión de Riesgos PEI o estratégicos (Apartado 2.8.). 



d. La integración de riesgos del PEI con el PAO, SEVRI y PAI (Apartado 2.9.). 



e. La automatización e integración de los riesgos estratégicos con los sistemas PEI, PAO, SEVRI, PAI y Project Online (Apartado 2.10.). 





1. [bookmark: _Toc48909462][bookmark: _Toc48909190][bookmark: _Toc44507752][bookmark: _Toc47601350]RECOMENDACIONES



A la Corte Plena:



1.1. Valorado el “Marco orientador del Sistema Específico de Valoración de Riesgos” elaborado por la Oficina de Control Interno y aprobado por el Consejo Superior en sesión 37-19 del 30 de abril del 2019, artículo LXXXVIII; la Dirección de Planificación en coordinación con la Oficina de Control realizó una revisión integral mediante sesión de trabajo del 21 de julio de 2020, ver Anexo 11, en el cual se plantearon las siguientes observaciones, por lo que se requiere su aprobación para implementar la recomendación 6.2.: 



“Observación 1: 



En el apartado “Compromiso del jerarca y las jefaturas”, que entre otras cosas menciona: 



“De igual forma, todas las Comisiones Institucionales u otras instancias judiciales que por su naturaleza tengan asignado un código de oficina, pero administran recursos presupuestarios, deben gestionar y documentar los riesgos utilizando la herramienta del SEVRI-PJ.”. 



Se acordó con Control Interno que el párrafo anterior debe modificarse de la siguiente manera: 



“De igual forma, todas las Comisiones Institucionales

 u otras instancias judiciales que por su naturaleza tengan asignado un código presupuestario, deben gestionar y documentar los riesgos utilizando la herramienta del SEVRI-PJ.”. 



Observación 2: 



En el apartado “Compromiso del jerarca y las jefaturas”, que entre otras cosas menciona: 



“Las comunicaciones relacionadas con el SEVRI-PJ deben tener como eje principal los valores de la institución como la forma de controlar los riesgos de corrupción.”. 



Se acordó con Control Interno que el párrafo anterior debe modificarse de la siguiente manera: 



“Las comunicaciones relacionadas con el SEVRI-PJ deben tener como eje principal los valores de la institución como la forma de controlar los riesgos.”. 



Observación 3: 



En el apartado “V.	LINEAMIENTOS INSTITUCIONALES PARA EL ESTABLECIMIENTO DE NIVELES DE RIESGO ACEPTABLES”, que entre otras cosas menciona: 



“2.	Todos los despachos y oficinas judiciales que tengan dentro de sus responsabilidades la realización de la planificación estratégica y operativa obligatoriamente tendrán que establecer, mantener y perfeccionar un SEVRI que incorpore los riesgos relevantes que podrían dificultar o impedir el logro de los objetivos definidos.



Los despachos y oficinas acreditadas con el Sistema de Gestión de Calidad GICA-Justicia, así como las que desarrollen proyectos, podrán realizar la identificación de sus riesgos con base en los procesos que tienen documentados.”. 



Se acordó con Control Interno que el párrafo anterior debe modificarse de la siguiente manera, dado que se amplió el alcance a objetivos y proceso definidos: 



“2.	Todos los despachos y oficinas judiciales que tengan dentro de sus responsabilidades la realización de la planificación estratégica y operativa obligatoriamente tendrán que establecer, mantener y perfeccionar un SEVRI que incorpore los riesgos relevantes que podrían dificultar o impedir el logro de los objetivos y los procesos definidos.”. 



Observación 4: 



En el apartado “2.3.1.6. Prioridades para la gestión de riesgos”, que entre otras cosas menciona: 



“1.	La prioridad en la gestión del riesgo utilizando el SEVRI-PJ estará directamente vinculada con los procesos críticos de la organización, identificados a partir de la metodología del sistema.



2.	En línea con lo anterior, deben tomarse en cuenta al menos lo siguientes aspectos para prevenir que ocurra el riesgo de corrupción.”. 



Se acordó con Control Interno que el párrafo anterior debe modificarse de la siguiente manera, dado que se amplía el alcance además de los procesos hacia los objetivos, prioridades y riesgos institucionales: 



“1.	La prioridad en la gestión del riesgo utilizando el SEVRI-PJ estará directamente vinculada con los objetivos, las prioridades y los procesos críticos de la organización, identificados a partir de la metodología del sistema.

2.	En línea con lo anterior, deben tomarse en cuenta al menos lo siguientes aspectos para prevenir que ocurra el riesgo.”. 



Observación 5: 



Se identifica que, como complemento al Marco Orientador supra, se observa que sería necesario definir, desarrollar e implementar un “Modelo de Madurez del Sistema de Control Interno”, que permita la aplicación del proceso de mejora continua sobre el modelo de gestión de riesgos institucionales. Asimismo, incorporar un apartado en la que se definan los criterios para la asignación de los parámetros de probabilidad de ocurrencia e impacto de los riesgos institucionales.”. 



De esta manera, la versión final de marco orientador quedaría actualizado como se adjunta a continuación (Ver Anexo 12): 



[image: ]

1.2. Aprobar la propuesta desarrollada en el Apartado II de este informe, denominada “Modelo de Gestión de Riesgos del Plan Estratégico Institucional (PEI) o estratégicos”, con base en el Marco Orientador y la metodología SEVRI e integración con el Sistema de Control Interno (SCI) y la Planificación Institucional; incluyendo las directrices y recomendaciones dadas en la propuesta, lo cual servirá de Modelo y fuente para retroalimentar también los procesos siguientes de Planificación Estratégica. Este modelo contempla: 



a. La gestión de riesgos del Plan Estratégico Institucional o estratégicos (Apartado 2.4.), la toma de decisiones estratégicas por la jerarquía institucional (Apartado 2.5) y el rol de la Oficina de Control Interno sobre el modelo (Apartado 2.6). 



b. La integración del Proceso de Autoevaluación Institucional (PAI) y la Planificación Estratégica Institucional (Apartado 2.7.). 



c. El plan de trabajo (cronograma) para el desarrollo e implementación del Modelo de Gestión de Riesgos PEI o estratégicos (Apartado 2.8.). Debido a las limitaciones presupuestarias y de recurso humano, y dado que el tema del modelo de riesgos estratégicos fue delegado por el Consejo Superior a la Dirección de Planificación; al respecto, esta Dirección consideró, en coordinación con la Oficina de Control Interno, mediante diferentes sesiones de trabajo, ver minutas de reunión en Anexo 9; que para brindar una solución sostenible y con mayor impacto para la institución, realizará la coordinación, la capacitación, implementación y la logística requerida para la implementación de los sistemas informáticos SEVRI y PAI, no obstante, contará con la asesoría, apoyo y visto bueno de la Oficina de Control Interno, como órgano rector en la materia. 



d. La integración de riesgos del PEI con el PAO, SEVRI y PAI (Apartado 2.9.). 



e. La automatización e integración de los riesgos estratégicos con los sistemas PEI, PAO, SEVRI, PAI y Project Online (Apartado 2.10.). 



1.3. Dada la importancia de este tema a nivel institucional, se recomienda la incorporación de la “Gestión de riesgos institucionales” como un nuevo elemento del Modelo de Gestión Estratégica; aprobado por la Corte Plena en sesión 56-18 del 10 de diciembre de 2018, artículo XXIII; obteniendo como resultado:

República de Costa Rica

Corte Suprema de Justicia

Secretaría General
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Fuente: Elaboración propia. 

República de Costa Rica

Corte Suprema de Justicia

Secretaría General



	

1.4. Asimismo, en caso de aprobarse la recomendación anterior, se propone actualizar la meta estratégica del Plan Estratégico Institucional 2019-2024, aprobado por la Corte Plena en sesión 56-18 del 10 de diciembre de 2018, artículo XXIII; como se indica a continuación:



		Meta Estratégica Vigente

		Meta Estratégica Propuesta



		“Que al finalizar el 2024, se haya implementado el Modelo de Gestión para la Planificación Estratégica, que integre el modelo de innovación, el portafolio de proyectos estratégicos, los planes anuales operativos y el presupuesto.”



		“Que al finalizar el 2024, se haya implementado el Modelo de Gestión para la Planificación Estratégica, que integre el modelo de innovación, el portafolio de proyectos estratégicos, los planes anuales operativos, el presupuesto y la gestión de riesgos institucionales.” (Lo subrayado es la modificación solicitada).









1.5. Valorar que la Corte Plena como órgano máximo decisor diseñe y formule su Plan Anual Operativo. Para esto, se sugiere la realización de sesiones de trabajo, que le permita revisar las acciones estratégicas que han venido desarrollando, identificar las oportunidades de mejora y definir la hoja de ruta para los siguientes años en torno al gobierno judicial. 

1.6. En caso de que, la Corte Plena apruebe elaborar su propio Plan Anual Operativo (PAOs), se considera que la Dirección de Planificación sería el órgano que brindaría el apoyo técnico a la Corte en temas de formulación, ejecución y seguimiento de los PAOs.



1.7. Se recomienda que la Oficina de Control Interno, como órgano asesor especialista en la materia de riesgos y control interno, se integre al Comité de Planeación Estratégica (denominado en el Marco Orientador del Sistema Específico de Valoración de Riesgos como el Comité de Riesgos). Ver Anexo 13. 



1.8. Aprobar la incorporación del proyecto “Implementación del Modelo de Gestión de Riesgos Estratégicos” en el Portafolio de Proyectos Estratégicos. 



Al Consejo Superior 



1.9. Se recomienda valorar al Consejo Superior como órgano máximo administrativo en continuar formulando su Plan Anual Operativo, como indicó en el oficio 901-PLA-PE-2020, en función de la aplicación de la estrategia institucional. Para esto, se sugiere la realización de sesiones de trabajo anuales, que le permita revisar las acciones estratégicas que han venido desarrollando, identificar las oportunidades de mejora y seguir definiendo la hoja de ruta para los siguientes años.



1.10. Valorar la asignación temporal de un recurso de Profesional de Informática 2, con base en los argumentos expuestos en el Apartado 2.10; con el fin de lograr la automatización e integración de los riesgos estratégicos con los sistemas PEI, PAO, SEVRI, PAI y Project Online, previo a la verificación del contenido presupuestario pertinente 



A la Dirección de Planificación



1.11. Incorporar en la circular de formulación de los Planes Anuales Operativos, que se deberán considerar los insumos obtenidos de los resultados del Proceso de Autoevaluación Institucional (PAI), esto como medida en el corto plazo, hasta que se logre la automatización e integración de los riesgos estratégicos con los demás sistemas relacionados al tema de planificación institucional (PEI, PAO, PAI, SEVRI y Project Online). Igualmente, aplicar el Modelo de Gestión Estratégica como insumo para la construcción y actualización de los siguientes planes estratégicos.



1.12. Una vez aprobada la recomendación 6.2, implementar el plan de trabajo propuesto con sus recomendaciones en coordinación con la Oficina de Control de Interno. 



A la Oficina de Control Interno:



1.13. Una vez aprobada la recomendación 6.2, implementar el plan de trabajo propuesto con sus recomendaciones en coordinación con la Dirección de Planificación. 



1.14. Girar directrices a las oficinas y despachos judiciales, así como dar seguimiento a fin de realizar la oportuna identificación y gestión de los riesgos de todos los objetivos operativos asociados a las metas estratégicas; esto como medida en el corto plazo, hasta que se logre la automatización e integración de los riesgos estratégicos con los demás sistemas relacionados al tema de planificación institucional. 



1.15. Incorporar en el formulario del Proceso de Autoevaluación Institucional (PAI) la siguiente pregunta o criterio:



3.3 Vinculación con la planificación institucional: ¿Su oficina tiene definidos objetivos operativos que tienen incidencia directa y/o que contribuyen con el Plan Estratégico Institucional (PEI) vigente?



1.16. Como órgano rector de los riesgos institucionales, que realice el seguimiento y evaluación de los resultados que genera el Modelo de Gestión de Riesgos Estratégicos y darlos a conocer al Comité de Planeación Estratégica al menos trimestralmente; previo a ser remitido a conocimiento de la Corte Plena. Esto sin detrimento de los comunicados que consideren necesarios realizar en cualquier momento que se requiera por la Corte Plena. Siendo la entrega del primer informe integral de los riesgos estratégicos para el primer trimestre de 2021, correspondiente al 100% de las oficinas. 



1.17. Instar la coordinación de sesiones de trabajo con la Oficina de Cumplimiento y con la Dirección Ejecutiva y la Dirección de Tecnología de la Información, con el fin de que se trabaje de manera integrada y entrelazada la gestión de los riesgos institucionales con la gestión de los Riesgos de Continuidad y los Riesgos de Corrupción. 



1.18. [bookmark: _Hlk47354380]Definir, desarrollar e implementar el Modelo de Madurez del Sistema de Control Interno, que permita la aplicación del proceso de mejora continua sobre el modelo de gestión de riesgos institucionales. Asimismo, incorporar un apartado en la que se definan los criterios para la asignación de los parámetros de probabilidad de ocurrencia e impacto de los riesgos institucionales.”



-0-



Dice la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: “Continuamos con el informe de la Dirección de Planificación relacionado con la propuesta de modelo de gestión de riesgos estratégicos del Poder Judicial".

	Se concede el uso de la palabra a la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, quien señala: "Me voy a permitir unir a la videoconferencia al licenciado Allan Pow Hing Cordero, Jefe del Subproceso de Planificación Estratégica, quien ha estado trabajando este tema también con nosotros. Esta presentación ha respondido a la solicitud de Corte Plena y del Consejo Superior, fueron dos solicitudes que se nos realizaron para poder revisar lo que era el modelo de riesgos a nivel institucional.

	La primera gestión fue partiendo del modelo de riesgos para trabajar lo que eran los riesgos estratégicos los del Plan Estratégico Institucional (PEI), y la segunda solicitud que la unimos también fue revisar lo que era la política de riesgos institucional que ya había estado aprobada por el Consejo Superior, entonces hicimos las revisiones y lo que traemos hoy acá es la propuesta de cómo implementar los riesgos institucionales con un modelo de trabajo en el PEI.

Hemos venido trabajando en forma coordinada con los compañeros de Control Interno, con quienes hemos construido también el documento, y el planteamiento que se hace aquí se ha venido presentando también de forma coordinada con ellos.

La presentación la vamos hacer nosotros por tema de logística del documento, pero sí quería informárselos porque al final es un tema también de los compañeros de Control Interno que ellos han venido trabajando.

Entonces si me lo permiten le voy a dar la palabra al máster Allan Pow Hing para que me ayude rápidamente con una pequeña exposición que les traemos".

SE CONECTA AL SISTEMA DE VIDEO CONFERENCIA EL MÁSTER ALLAN POW HING CORDERO, JEFE DEL SUBPROCESO DE PLANIFICACIÓN ESTRATÉGICA DE LA DIRECCIÓN DE PLANIFICACIÓN.

	Se concede el uso de la palabra al máster Allan Pow Hing Cordero, Jefe del Subproceso de Planificación Estratégica de la Dirección de Planificación, quien expone: "Esta es la propuesta del modelo de gestión de riesgos estratégicos, con base en el marco orientador y metodología SEVRI en integración con el sistema de control interno, el cual fue remitido a través del informe N° 1183-PLA-PE-2020.

Dentro de los contenidos son seis puntos, los antecedentes, el objetivo como mencionaba la licenciada Valverde Bermúdez, el marco orientador, la política de riesgos y un análisis general de la situación actual sobre cómo se están gestionando los riesgos a nivel del Poder Judicial y seguidamente la propuesta y recomendaciones.

	Como parte importante en los antecedentes, cabe señalar que el Consejo Superior el 5 de marzo del 2019 dispone que la Dirección de Planificación realice la matriz de los riesgos corporativos, para lo cual posteriormente a través del oficio N° 365-PLA-PE-2019, el Consejo Superior ratifica una vez más e indica que considera que el tema de riesgos es competencia de la oficina de Control Interno, como órgano rector en esta materia.

	No obstante, a pesar de haberse realizado esa aclaración, el Consejo Superior señala el 26 de marzo del 2019 que sea la Dirección de Planificación  para que coordine con la oficina de Control Interno la identificación de los riesgos del Plan Estratégico Institucional o bien los riesgos estratégicos.

Posteriormente, la Corte Plena en sesión N° 3-2020 del 20 de enero de este año, se indica antes de conocer el marco orientador SEVRI que fue remitido por la oficina de Control Interno, que previo a que se conozca la aprobación del marco orientador SEVRI, se conocerá una vez que la Dirección de Planificación remita la propuesta de los riesgos del Plan Estratégico Institucional, de ahí por qué en esta presentación y en este informe incorporamos el marco orientador  como uno de los capítulos.

	Seguidamente, cabe señalar que el modelo que se presenta a continuación fue presentado al Comité de Planeación Estratégica en la sesión N° 01-CP-2020 del 29 de abril del presente año. El objetivo general de este modelo es gestionar los riesgos estratégicos de la institución con base en la metodología SEVRI, con la finalidad de cumplir con la misión y visión del Poder Judicial, así como el logro de los objetivos y metas estratégicas definidas.

	Cabe señalar que dentro de las instancias consultadas se encuentra la Presidencia de la Corte, el Despacho de la Presidencia, a quienes se les sometió a consulta este informe, asimismo a la Sala Primera, Sala Segunda, Sala Tercera, Sala Constitucional, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, la Oficina de Control Interno, así como a las oficinas del estrato gerencial y al ámbito auxiliar administrativo, asimismo se realizó la consulta a las personas integrantes del Consejo Superior.

	Iniciamos con lo que es el marco orientador del sistema específico de valoración de riesgos, es decir SEVRI, del cual este marco orientador fue elaborado por la Oficina de Control Interno y aprobado por el Consejo Superior el 30 de abril del 2019, cuyo marco orientador define la política institucional para la gestión de los riesgos institucionales, y además de que sirvió como la base para la elaboración de la propuesta del modelo de gestión de riesgos estratégicos que vamos a presentar a continuación.

	Cabe señalar que esta propuesta, que la Dirección de Planificación en coordinación con la Oficina de Control Interno, realizó una revisión integral de este documento mediante sesión de trabajo del 21 de julio del 2020, en el cual se plantearon las observaciones que fueron incorporados en el marco orientador para valoración de esta Corte a continuación.

	Entre los componentes del marco orientador, esta política se distribuye en 16 capítulos, de los cuales vamos a mencionar de manera general que contiene cada uno de ellos.

El primero es una breve introducción, que hace referencia a que este marco orientador, recordemos que es una serie de directrices, lineamientos y políticas sobre los cuales se debe regir la gestión de los riesgos estratégicos a nivel del Poder Judicial, y se basa en la Ley General de Control Interno, así como las directrices generales para el establecimiento y el funcionamiento del SEVRI emitidos por la Contraloría General de la República.

	En el segundo capítulo, se destacan ya específicamente los artículos que se tomaron en consideración para la preparación de este documento, de la Ley General de Control Interno, las normas de Control Interno del sector público y también las directrices generales para el establecimiento y funcionamiento del SEVRI, que emite la Contraloría General de la República.

	Otro aspecto importante a destacar, es que se define el capítulo de gestión del riesgo y sus procedimientos de control, donde acá se indican cuáles son los requerimientos mínimos con los cuales debe contar una política de riesgos o un marco orientador. 

De esta manera uno de ellos establece que se debe definir un Comité Gerencial de Riesgos, el cual debe velar porque se dé la gestión de riesgos de atención prioritaria en los altos niveles de la organización, para el cumplimiento tanto de la misión como de los objetivos institucionales. Sobre este tema en particular lo vamos a tocar más adelante, donde el modelo de gestión de riesgos se indica específicamente cómo es que operacionalizamos todo este marco orientador.

	Asimismo, se define como política, valoración del riesgo la siguiente información: se señala que en el Poder Judicial de Costa Rica estará el funcionamiento y mejora continua, el sistema específico de valoración del riesgo institucional como la herramienta técnica, fundamental para la apropiada gestión de los riesgos, con el fin de mantener a la institución en un nivel de riesgo bajo, aceptable, tomando en consideración las personas usuarias interesadas y procurando el logro de los objetivos de la organización.

Definida esta política, es que se establece como objetivo general que debemos gestionar apropiadamente los riesgos relevantes que podrían dificultar o impedir el logro de los objetivos del Poder Judicial, a través del uso del SEVRI para generar información confiable y oportuna, que soporte el proceso de toma de decisiones y el logro de un nivel de riesgo organizacional bajo aceptable de conformidad con la normativa vigente aplicable y el respeto de los derechos de las persona usuarias.

De esta manera, a partir de este objetivo general se definieron los diferentes objetivos específicos del marco orientador.

Asimismo dentro de los componentes del SEVRI se destaca el compromiso de la jerarquía y de las jefaturas. Donde indica que la Corte Suprema de Justicia, representada por la persona que ejerza la Presidencia, así como el Consejo Superior, se comprometen a promover y apoyar las acciones para gestionar los riesgos relevantes, utilizando la metodología institucional del SEVRI.

De tal manera que el sistema está incorporado naturalmente a las operaciones cotidianas en los despachos y oficinas judiciales, asimismo destaca que es fundamental asegurar razonablemente la disposición de los recursos humanos financieros o tecnológicos para el apropiado funcionamiento del SEVRI, siempre bajo la premisa de utilizar de manera prioritaria los recursos existentes.

Finalmente se indica que todas las jefaturas de las oficinas y despachos  judiciales que están obligados a realizar el Plan Anual Operativo, serán responsables de implementar y poner en funcionamiento el SEVRI del Poder Judicial de conformidad con la normativa aplicable.

El capítulo quinto, destaca que la oficina de Control Interno será la instancia responsable de definir y comunicar las estrategias y los planes de acción para la implementación del SEVRI, asimismo los roles y responsabilidades de todos los despachos y oficinas judiciales para apoyar este proceso.

En el capítulo sexto, destaca que para la valoración de los riesgos relevantes para el Poder Judicial, se debe asegurar al menos las siguientes condiciones, aplicando el criterio de mejoramiento continuo, se destaca que la prioridad de gestión del riesgo, estará directamente vinculada con los objetivos, las prioridades y los procesos críticos de la organización, identificados a partir de la metodología del sistema, de esta manera da lineamientos y directrices generales sobre cuáles deben ser esos criterios para la priorización de la gestión de los riesgos institucionales.

En el capítulo 7, destaca que para poder llevar a cabo la implementación de este proceso, es importante la definición de indicadores de evaluación del desempeño, pero del proceso de gestión de riesgos, donde la intención es poder definir esa serie de indicadores que nos va a permitir realmente si estamos implementando de manera efectiva la gestión de riesgos; pero lo más importante es poder destacar si la institución está cumpliendo con la misión y la visión institucional, y está gestionando de manera proactiva y reactiva los riesgos potenciales o los riesgos que se manifiesten durante la ejecución de los diferentes planes, proyectos y programas que gestiona al día la institución.

Seguidamente en el capítulo 8, habla sobre la estructura de la gestión de los riesgos, es decir, habla de una serie de categorías generales por las cuales se deben categorizar los diferentes tipos de riesgos, es decir, recordemos que cuando identificamos riesgos vamos a identificar riesgos relacionados al entorno, riesgos relacionados con la gestión humana, con la integridad, con las tecnologías de la información, con los riesgos de gestión y con los riesgos de carácter legal.

Esas son las categorías que inicialmente se estarían proponiendo, pero obviamente estas pueden ser ampliadas conforme vayamos madurando y desarrollando cada año y cada día este proceso.

El noveno capítulo destaca tres niveles de riesgos a nivel institucional y parámetros de aceptabilidad, donde se define que los riesgos bajos van a ser aquellos riesgos que son aceptables y sus daños o consecuencias son mínimos, y por tanto ocasionarían un bajo efecto al logro de los objetivos.

En riesgos medios, se indica que son aceptables solo si sus daños o consecuencias son reducidos y por tanto afectarían solo parcialmente el logro de los objetivos. En este caso será necesario tomar ciertas precauciones para evitar razonablemente su ocurrencia, sin que esto signifique mayores esfuerzos para la administración.

Y por supuesto tenemos los riesgos altos, que son todos aquellos riesgos que ocasionarían efectos relevantes o catastróficos para el logro de los objetivos, y que incluso podrían producir algunos incumplimientos. Este tipo de riesgos serían aceptables solamente en situaciones muy justificadas como los casos de emergencias.

Esta categorización nos permite priorizar, ¿en qué sentido?, que conforme a la disponibilidad de los recursos tecnológicos, humanos y financieros que tenga la institución, así se dará la prioridad a los tipos de riesgos, primero los riesgos altos, luego los riesgos medios y posteriormente los riesgos bajos.

El capítulo 10, estipula la periodicidad para la gestión de los riesgos, donde destaca que cuando una oficina inicia con la implementación del SEVRI, es importante que durante los primeros dos meses realicen sesiones de trabajo semanalmente, ¿para qué?, para que aprendamos a utilizar el sistema, para que podamos enrutarnos adecuadamente en la importancia de la gestión de los riesgos institucionales.

Y finalmente, pasados estos dos meses, la idea es que las oficinas se reúnan al menos una vez al mes, o bien en forma extraordinaria cuando lo requiera, con el fin de darle seguimiento y atender situaciones de riesgos o riesgos potenciales o riesgos manifestados, que tal vez estén incidiendo en el cumplimiento de los objetivos y metas que tenga cada oficina y despacho judicial.

El capítulo 11, con base en las directrices generales del establecimiento y funcionamiento del SEVRI, se señala que la institución deberá contar con los recursos financieros, humanos, técnicos, materiales y demás necesarios para su establecimiento, operación, perfeccionamiento y evaluación.

En el capítulo 12, habla de las personas interesadas o involucradas en la gestión de los riesgos que va desde Corte Plena, Presidencia de la Corte, hasta todo el personal que integran las diferentes oficinas y despachos judiciales.

Asimismo, se destaca o se considera dentro de este modelo a todas las personas usuarias físicas o jurídicas que podrían ser afectadas por las decisiones que se definan en relación con la gestión de riesgos en todos los despachos y oficinas judiciales.

En el capítulo 13, habla de la importancia de mantener todos estos procesos documentados. 

Y en el capítulo 14, destaca el artículo 39 de la Ley General de Control Interno, el cual indica que el jerarca y los titulares subordinados incurrirán en responsabilidad administrativa y civil, cuando corresponda si incumplen injustificadamente los deberes asignados en esta ley, sin perjuicio de otras causales previstas en el régimen aplicable a la respectiva relación de servicios.

El jerarca, los titulados subordinados y los demás funcionarios públicos, incurrirán en responsabilidad administrativa cuando debiliten con sus acciones el sistema de control interno, u omitan las actuaciones necesarias para establecerlo, mantenerlo, perfeccionarlo o evaluarlo, según la normativa técnica aplicable.

Acá habla que esto es de acatamiento obligatorio, conforme a la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, y los artículos 13 y 18 de la Ley General de Control Interno.

Y la vigencia de este marco orientador se indica que empezará a regir a partir de la aprobación por parte de la Corte Suprema de Justicia y el Consejo Superior como máximos jerarcas del Poder Judicial.

Como destacamos al principio, este marco orientador ya fue aprobado por el Consejo Superior, y el día de hoy se somete a revisión por parte de la Corte Plena para su valoración respectiva, y así este marco orientador pueda iniciar con su vigencia. Dado que una vez que se apruebe este marco orientador, se podrá ya realizar la implementación del modelo de gestión de riesgos que detallaremos más adelante.

En este punto, es el segundo punto en la agenda, y consiste en la situación actual, es decir, recordemos que la gestión de riesgos se realiza principalmente para poder predecir aquellos eventos que podrían ocasionar que no podamos cumplir con los objetivos y metas que hemos establecido en nuestro Plan Estratégico Institucional (PEI).

De esta manera, lo que hicimos fue un análisis de cuál es nuestra situación actual, recordemos que hoy día en nuestro PEI tenemos 230 metas estratégicas, y esta se gestiona a través de dos tipos de sistemas, un sistema que es el Portafolio de Proyectos Estratégicos y el sistema automatizado del Plan Anual Operativo (PAO).

De tal forma que ambos sistemas se encuentran interrelacionados entre sí, y hoy día la gestión de la planificación estratégica, así como la gestión de los planes anuales operativos y la gestión de los proyectos, se llevan 100% de manera automatizado y se encuentra implementado en todas las oficinas del país, al menos el sistema PAO. Y en las oficinas que utilizan la metodología proyectos también tienen el sistema automatizado de proyectos. 

De tal forma que desde el punto de vista de planificación institucional, ya estos elementos están en los sistemas automatizados, lo que permite un uso óptimo de los recursos.

Cuando encontramos el tema con la gestión de los riesgos estratégicos, veíamos que hoy día la Oficina de Control Interno tiene definido o implementado un sistema automatizado de SEVRI, el cual tiene elementos vinculados con el sistema automatizado de PAO, y que identificamos que para poder gestionar adecuadamente los riesgos estratégicos era importante que todas las oficinas tuvieran implementado este sistema.

No obstante, al identificar cual era la situación actual, se identifica que únicamente 28% de estas oficinas del país tienen este sistema a su disposición, de tal forma que para poder lograr la implementación total de este sistema, se requiere la implementación en 592 oficinas que hoy día realizan sus análisis de riesgos de manera manual. Es decir, a través de hojas de Excel, a través de hojas de Word, conforme la metodología SEVRI actual, lo cual nos impide realizar de una manera óptima, eficiente y efectiva la gestión de los riesgos estratégicos.

Entonces como un primer paso, es que necesitamos lograr la implementación del sistema SEVRI automatizado a nivel de todas las oficinas, ese sería un primer paso.

En segundo paso, es que si bien ya tenemos un sistema SEVRI, todavía identificamos que existen algunas variables tanto del sistema SEVRI como del sistema del Plan Estratégico y del sistema PAO que necesitan ser integradas para que sea mucho más fácil la gestión, tanto de la planificación estratégica como de la gestión de los riesgos estratégicos, de tal forma que estos se puedan hablar de una manera sincronizada, integrada y sobre todo eficiente.

Ese sería el segundo paso que tendríamos que dar. 

A partir de ahí es que se establece esta propuesta; la propuesta del modelo de gestión de riesgos del plan estratégicos basados en el marco orientador y en la metodología SEVRI del Poder Judicial. 

Cabe señalar que las fases del modelo de gestión de riesgos estratégicos va a utilizar la misma tecnología de SEVRI que tenemos hoy día. Lo único que va a cambiar es que lo vamos a hacer de manera automatizada, partiendo de la configuración de los sistemas que tenemos actualmente. Recordemos que todavía debemos trabajar en algunas mejoras en los sistemas para lograr mayor integración.

El primer paso consiste en la identificación de los riesgos, el análisis de los riesgos, la evaluación de los riesgos y la administración de los riesgos; donde hoy día los riesgos estratégicos, como les comentaba, no tenemos un mapeo integral de cómo estos riesgos se están gestionando a nivel institucional, cuáles oficinas sí están gestionando sus riesgos estratégicos, cuales otras oficinas no lo están haciendo; dado que hoy día el proceso está, como les comentaba, un 28% automatizado, y únicamente el porcentaje restante lo están haciendo de manera manual.

En la fase 1, recordemos que la idea es que las oficinas con el sistema de implementación de SEVRI, puedan determinar esos riesgos que están afectando sus objetivos y metas.

El segundo tema importante es la identificación de los riesgos institucionales, como les comentaba, el inicio o el primer paso es la identificación de los riesgos estratégicos y la idea es que progresivamente -porque esta propuesta va a cubrir absolutamente todos los riesgos institucionales- se vayan integrando los otros tipos de riesgo que se han identificado como los riesgos de probidad y corrupción, los riesgos de continuidad del servicio, la seguridad de la información y funcionales, y así respectivamente.

La segunda fase es el análisis de la identificación de nivel de riesgos.

Y el punto 3 o la fase 3, es poder identificar o realizar la priorización de los riesgos.

La fase 4, es donde definimos cuales van a ser esas estrategias para dar respuesta a los riesgos más importantes, y lo que se destaca en esta propuesta de valor, el mayor valor agregado, es que la idea es que todas aquellas propuestas o estrategias para prevenir que suceda un riesgo, van a ser mapeados dentro del Plan Estratégico Institucional y los planes anuales operativos, con el fin de poder evitar que el riesgo se manifieste y así poderle dar de manera automatizada un seguimiento y una mejor trazabilidad.

En cuanto a las estrategias de mitigar, van a estar directamente asociadas al sistema SEVRI.

Otro elemento importante para que este modelo funcione, cabe señalar que hoy día la Corte Plena como parte de sus funciones de índole estratégico emite las líneas estratégicas. Y el Consejo Superior es el órgano que ejecuta estas líneas estratégicas.

De esta manera, se considera de importancia que tanto la Corte Plena como el Consejo Superior, tengan su propio Plan Anual Operativo, pero orientados a la planificación, ejecución y seguimiento de los procesos de toma de decisiones en cuanto al gobierno judicial.

De esta manera, para la elaboración de los PAO por parte de la Corte Plena y el Consejo Superior, en caso de que se apruebe esta propuesta, se sugiere la realización de sesiones de trabajo anuales, las cuales contarían con el apoyo técnico de la Dirección de Planificación. 

Cabe señalar que este año con el Consejo Superior ya se hizo un primer ejercicio, el cual fue producto de este ejercicio, se presentó a través del oficio N° 901-PLA-2020 del 18 de junio, donde se plasmaron algunas acciones relacionadas con este tema.

Seguidamente, se destaca el rol de la oficina de Control Interno, donde veíamos necesario que esta oficina se encargara de la rectoría, monitoreo y seguimiento de este modelo que estamos proponiendo el día de hoy. 

Asimismo, destacar que la oficina de Control Interno se integre como parte del Comité de Planeación Estratégica, y si recordarán el modelo de gestión estratégica del Poder Judicial tenía únicamente 7 componentes, de los cuales se está proponiendo que se incorpore el componente N° 8 de gestión de riesgos institucionales. 

Seguidamente el proceso de autoevaluación institucional que es parte del sistema de control interno, en esta propuesta recordemos que esto es un cuestionario de auto evaluación que realizan las oficinas cada año. 

Sobre este cuestionario nosotros lo que sí pedíamos para complementar este modelo, es que se incorporara un nuevo criterio, que el criterio nos indica que si su oficina tiene definidos los objetivos operativos que tienen incidencia directa y/o que contribuyen con el Plan Estratégico Institucional vigente. 

Por otro lado, para poder implementar este modelo de gestión de riesgo se ha definido el siguiente plan de trabajo, el cual se propone iniciar en julio del 2020 y la idea es poder finalizar este plan en marzo del 2021. 

Donde a marzo del 2021, la idea es que ya tengamos tal vez un primer reporte de lo que sería la presentación del primer informe de los riesgos estratégicos del Poder Judicial. 

Es importante destacar en la integración de los riesgos estratégicos con el PAO, el SEVRI y el Proceso de Autoevaluación Institucional (PAI). Donde como les comentaba al inicio, a partir de los sistemas informáticos actuales todas aquellas estrategias identificadas para administrar los riesgos serán incorporados en el sistema PEI y en el sistema PAO. 

Asimismo, aquellas estrategias identificadas como mitigar serán incorporadas en el sistema el SEVRI. Estos van a ser incorporados en los sistemas, lo único es que va a ser incorporado de manera todavía manual. 

Y la idea es que establezcamos una segunda propuesta, que es esta segunda propuesta que se muestra acá, donde la intención es que esto se realice de manera 100% automatizada. Pero para poder lograr esta automatización se requiere de la colaboración de un profesional en informática, para que en coordinación con la Dirección de Planificación y la Oficina de Control Interno, pueda realizar estas mejoras en los sistemas y así lograr esta integración al 100%. 

Dentro de las recomendaciones, se recomienda para valoración de la Corte Plena, que una vez valorado el marco orientador del SEVRI elaborado por la oficina de Control Interno y aprobado por el Consejo Superior, la Dirección de Planificación en coordinación con la Oficina de Control Interno realizó una revisión integral de este marco, por lo que se requiere su aprobación para implementar la recomendación 6.2. 

La segunda recomendación, es que una vez que se ha aprobado el marco orientador, la idea es que se apruebe esta propuesta del modelo de gestión de riesgos estratégicos, que conlleva los diferentes apartados que les mostramos en la presentación anterior. 

En la recomendación N° 3 se recomienda que se actualice el Modelo de Gestión Estratégica Judicial, para que se incorpore como un componente más la gestión de riesgos institucionales. 

Como recomendación N° 4, recordemos que en cuanto al Modelo de Gestión Estratégica tenemos una meta estratégica para lo cual requerimos una actualización o un alineamiento estratégico, de tal forma que la meta estratégica se lea que al finalizar el 2024 se haya implementado el modelo de gestión para la planificación estratégica que integre el modelo de innovación, el portafolio de proyectos estratégicos, los planes anuales operativos, el presupuesto y la gestión de los riesgos institucionales. Siendo esta última frase la modificación solicitada para valoración de la Corte Plena. 

En caso tal de que así lo considere la Corte Plena como órgano máximo decisor, en el caso de que considere que se diseñe y se formule su Plan Anual Operativo como órgano de Corte Plena, en este caso se sugiere la realización de sesiones de trabajo que permitan revisar las acciones estratégicas que se han venido desarrollando, identificar las oportunidades de mejora y definir la hoja de ruta para los siguientes años, en torno al Gobierno Judicial. 

En caso de que acoja esta recomendación, la Dirección de Planificación sería el órgano que brindaría el apoyo técnico. 

Asimismo, se recomienda que la Oficina de Control Interno como órgano asesor especialista en materia de riesgos se integre al Comité de Planeación Estratégica, el cual en el marco orientador recordemos que se había definido como Comité de Riesgo; resulta que al realizar la consulta al máster Hugo Hernández Alfaro, Jefe de la Oficina de Control Interno, señala que la integración del Comité de Planeación Estratégico eventualmente serían las mismas personas que integrarían el Comité de Riesgo. 

Y dado que en este Comité de Planeación Estratégica se conocen temas de Planificación, la integración ya de los riesgos permitiría trabajar de una manera mucho más integrada. 

Finalmente, aprobar la incorporación del Proyecto Implementación del Modelo de Gestión de Riesgos Estratégicos en el portafolio de los proyectos. 

En cuanto al Consejo Superior, se recomienda valorar como órgano máximo administrativo en continuar formulando su Plan Anual Operativo, como se indicó en el Oficio N° 901 en función de la aplicación de la estrategia institucional, en el cual se continúe realizando sesiones de trabajo para poder identificar estas acciones estratégicas que contribuyan con el Gobierno Judicial. 

Y también, la idea es que si se puede valorar la asignación temporal de un recurso profesional de informática 2, con base en los argumentos expuestos anteriormente, con el fin de lograr la automatización e integración de los riesgos estratégicos con los sistemas: PEI, PAO, SEVRI, PAI, y Project Online, previo a la verificación del contenido presupuestario pertinente. 

En cuanto a la Dirección de Planificación, nosotros incorporaríamos en la circular de formulación de los PAOs, que todos los insumos que obtengamos de la gestión de los riesgos, así como de la autoevaluación, sean considerados dentro de los procesos del Plan Estratégico y los planes anuales operativos, hasta que logremos la automatización al 100%. 

Asimismo, que sea la Dirección de Planificación que implemente el plan de trabajo propuesto con sus recomendaciones, en coordinación con la oficina de Control Interno. 

Es importante destacar en cuanto a las recomendaciones al Consejo Superior se mandarían al Consejo Superior si a bien así lo dispone esta Corte Plena. 

Aunado a lo anterior, en cuanto a las recomendaciones a la Oficina de Control Interno, se recomienda que una vez aprobada la recomendación 6.2 se implemente el plan de trabajo propuesto con sus recomendaciones en coordinación con la Dirección de Planificación, y también que se giren directrices a las oficinas y despachos, así como dar seguimiento a fin de realizar la oportuna identificación y gestión de los riesgos de todos los objetivos operativos asociados a las metas estratégicas. 

Esto como medida a corto plazo, hasta que se logre la automatización e integración de los riesgos estratégicos con los demás sistemas relacionados al tema de planificación institucional, y asimismo incorporar en el formulario del PAI el nuevo criterio que les leí anteriormente. 

Asimismo, que la Oficina de Control Interno realice el seguimiento y la evaluación que genera el modelo de gestión de los riesgos estratégicos, con el fin de que los de a conocer al Comité de Planeación Estratégica al menos trimestralmente, previo a ser remitido a conocimiento de la Corte Plena. Esto sin detrimento de los comunicados que consideren necesarios realizar en cualquier momento que se requiera por la Corte Plena, siendo la entrega del primer informe integral de los riesgos estratégicos para el primer trimestre del 2021, correspondiente al 100% de las oficinas. 

Otra recomendación es instar la coordinación de sesiones de trabajo con la Oficina de Cumplimiento, con la Dirección Ejecutiva y la Dirección de Tecnología de la Información, con el fin de que se trabaje de manera integrada, entrelazada la gestión de los riesgos institucionales con la gestión de los riesgos de continuidad y los riesgos de corrupción. 

Se recomienda desarrollar e implementar un modelo de madurez del sistema de control interno, para poder in fortaleciendo la efectividad de la gestión de los riesgos institucionales. 

Básicamente esas serían las recomendaciones, agradezco su atención y doy la palabra a la Directora de Planificación".

Señala la máster Valverde Bermúdez: "Muchas gracias, solamente quedar a la disposición de ustedes por si tienen alguna consulta".

Manifiesta la magistrada Vargas: "Me parece muy buena la exposición de la licenciada Valverde Bermúdez y del máster Pow Hing Cordero, creo que es importante este tema que se está sometiendo a aprobación de Corte Plena. 

Únicamente tengo una duda, en la observación N° 1, que son las recomendaciones a Corte Plena, se hace referencia a la necesidad de que las comisiones institucionales tengan su propio SEVRI, eso me parece correcto por la Ley General de Control Interno y por las recomendaciones que ha emitido la Auditoría Judicial. 

Sin embargo, quería consultar, porque no sé si sea un tema de interpretación o tenga que dejarse indicado expresamente, de que no solamente las comisiones institucionales, comisiones y sub comisiones, que inciden también en los PAOs de las comisiones respectivas, sino también las comisiones jurisdiccionales. 

Me parece que el SEVRI tendría que plantearse también por las comisiones jurisdiccionales, no solamente por las institucionales, de acuerdo con las recomendaciones que ha emitido la Auditoría Judicial recientemente, entonces tal vez sería conveniente valorar que se incorporen dentro del documento de manera expresa, por aquello de que se tenga alguna duda en relación con eso, para ser coherentes con tales recomendaciones. 

De igual forma, me parece excelente que Corte Plena deba tener su propio PAO, pero en ese caso también debe tener su propio SEVRI de la misma forma que el Consejo Superior, que como indican ya ha estado trabajando lo del PAO, indudablemente también tendrá que tener su SEVRI.

Entonces Corte Plena tendría que trabajar en las dos cosas, en su propio PAO y en el SEVRI respectivo, de acuerdo con el tema de Gobernanza Judicial, que sería el que trataría respectivamente. 

Y luego sobre la automatización, me parece muy bien que se plantee de esa forma, porque sabemos de las ventajas que ha generado a nivel institucional lo que es la automatización del PEI, del PAO; de todo lo derivado de esto, y si además tenemos el SEVRI automatizado, sería una forma que nos garantizaría más la apropiación del SEVRI para que sea un insumo indispensable para la construcción del PAO respectivo. 

Me parecen excelentes las recomendaciones planteadas con este detalle que creo que en esa recomendación, en la observación N° 1, en las recomendaciones a Corte Plena, debería especificarse no solamente comisiones institucionales sino también las comisiones jurisdiccionales, porque ya hay un antecedente de recomendación de la Auditoría Judicial en ese sentido, y algunas comisiones ya estamos trabajando con ese modelo".

Indica la licenciada Valverde Bermúdez: "Con la primera observación de la magistrada Vargas, quisimos ser amplios en el tema de comisiones institucionales e incluye las jurisdiccionales, pero si a bien lo tienen, igual se puede ampliar. Nosotros sí coincidimos con la magistrada Vargas en el sentido que ya las comisiones jurisdiccionales están avanzando en este tema y muchos ya tiene sus planes de trabajo. 

Efectivamente correspondería también hacer los riesgos asociados a eso, no tendríamos objeción si se quiere ampliar.

En el tema de la construcción del PAO de la Corte, pues nos ponemos en la mayor disposición para organizar en lo que se requiera, tal vez con el despacho de la Presidencia, podríamos organizar si ustedes así lo aprueban, estaríamos nosotros en la mayor disposición cuando ustedes definan las horas o la fecha que así se requiera.

Entonces no tendríamos objeción en que se incorpore lo que indica la máster Vargas".

	Indica la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "No hay ninguna otra magistrada o magistrado solicitando la palabra.

Licenciada Valverde Bermúdez, pregunto: ¿por qué en un primer momento ustedes no incluyeron a Corte Plena?

Entiendo del informe que nos han presentado, en un primer momento sobre la construcción del plan para Corte Plena, no estaba establecido de esa manera, ¿a qué se debe que lo hayan construido así?".

	Responde la licenciada Valverde Bermúdez: "El modelo de gestión de riesgos, o por lo menos el SEVRI, indica que las oficinas para poder operativizarlo tiene que tener un plan, un PAO, un plan de trabajo asociado.

Porque el modelo de riesgos lo que dice que partiendo también de la detección de los riesgos y de lo que se materialice, se retroalimenta el plan del siguiente año.

	Entonces esa observación nosotros la recibimos, y si queremos operativizar todo este proyecto por medio de los sistemas, tendríamos entonces que operativizar también a la Corte Plena como parte de la jerarquía del Poder Judicial en la parte sustantiva.

Es así como también hicimos el trabajo con el Consejo Superior y hemos estado avanzando en ese tema, tanto que también en su momento sobre todo porque en el Consejo Superior se iba a trabajar con evaluación del desempeño, entonces tenía que hacerse una actualización con ellos en ese tema.

	Pero es propio del modelo que se está planteando de esta manera para generarlo todo a nivel automatizado".

	Refiere la magistrada Chacón: "Yo quería intervenir precisamente en esa sugerencia que hace la magistrada Solano, me parece  muy importante que la Corte Plena, y especialmente los asuntos que están en trámite también sean sometidos a este proceso de Control Interno.

¿Por qué manifiesto la preocupación?, porque he visto en los últimos tiempos agendas de Corte Plena que tienen alrededor de setenta artículos para discusión, y hay asuntos muy viejos que no avanzan, ¿por qué no avanzan?, porque se quedan en el camino atrás en la agenda y los asuntos de mayor prioridad caen en los primeros lugares. Pero cuando uno revisa la agenda hay cosas que son muy viejas y que están en el último casi lugar de la agenda, en lugar de tener un proceso de dejar la agenda pendiente de cada una de las sesiones para volver a retomarla en el punto que venía en el orden.

	Entonces me ha preocupado enormemente ver el comportamiento que se sigue a nivel de la agenda, porque me parece que habría entonces en asuntos muy viejos que ya perdieron trascendencia, filtrar la agenda, sacar esos asuntos y darles una respuesta a las personas que están pidiendo una respuesta.

Entonces he visto con gran preocupación que no hay un orden coherente en el asunto de ir disminuyendo los asuntos tal y como están colocados, y entonces me parece que nosotros deberíamos de someter estos asuntos que ingresan a la Corte Plena a un control también interno, porque no puede ser que un asunto tenga meses de estar ahí pendiente en esa agenda ocupando los lugares de número treinta o cuarenta, sin que nunca pueda llegar al primer lugar, sino que se sostiene y se sigue manteniendo ahí atrás.

	Para mí el asunto hay que darle vuelta, y me parece que los asuntos así como están colocados deberían seguir en la siguiente sesión en el orden y llevar otra agenda adicional de asuntos urgentes, pero la disminución de la agenda de la Corte Plena hay que llevarla hasta el final, y si he tenido y he mantenido gran preocupación.

Entonces me parece que este sistema puede operar, no sé cómo se podría implementar, pero me parece que también habría que hacer lo necesario para resguardar los asuntos, porque detrás de cada caso y de cada persona que manda o remite un informe o una solicitud puntual a la Corte Plena, pues espera recibir una respuesta, y veo que cuando uno revisa los asuntos hay cosas que tienen muchísimo tiempo de espera, y no sé la gente esperando una respuesta, pero me parece que ahí se debilita el control interno de la Corte Plena porque no hay respuesta oportuna en el tiempo oportuno.

Me parece que nosotros deberíamos de tomar una decisión en ese sentido para sacar todo lo que está ahí “haciendo cola” desde hace bastante rato, y me parece que hay que vigilarlo y monitorearlo a través de estos sistemas de control interno".

	Señala la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Creo que en estos temas por supuesto que cuando vemos la agenda, siempre es el magistrado Salazar Alvarado quien dice: “por quinta vez”, “por décima vez viene este tema en la agenda”; creo que en esto sí es cierto que tenemos que avanzar con la agenda.

Pero en esto también creo que todas y todos tenemos que hacer conciencia en cuanto a la racionalización del uso de la palabra, porque es la única forma en la que podemos avanzar en la agenda de Corte.

En realidad el poder hacer, si a los demás los sometemos, y por eso preguntaba, si a lo demás lo sometemos a la revisión de los riesgos, Corte Plena debe estar sometida al mismo control, de manera que no le vería ningún problema si no tienen ninguna objeción a que se pueda incluir.

	Y este es un proyecto que como lo plantean, es de cumplimiento al 2024, yo esperaría que cada lunes pudiéramos avanzar en la agenda.

Entonces si no hay ninguna otra observación, pregunto si quieren que sometamos a votación el tema o si estarían de acuerdo en aprobarlo en la forma como nos la ha presentado la Dirección de Planificación".

	Agrega la magistrada Chacón: "Es para decir también que me parece que el sistema tiene que operar en los asuntos de la Corte Plena y de la agenda, ¿por qué lo digo? porque también hay asuntos que han venido a la Corte tres o cuatro veces en recursos de reconsideración, sobre la reconsideración, sobre la reconsideración de la reconsideración; entonces me parece que esto es un abuso que se hace de una gestión.

Y me preocupa lo siguiente, esos asuntos tienen que ser ejecutados, y yo no sé sinceramente, y pregunto, tal vez la Secretaria General me pueda indicar, tengo una preocupación porque hay asuntos que están ahí en esa agenda recurridos por tercera vez, y efectivamente, no sé en el caso de un procedimiento disciplinario que ordenó la Corte contra un grupo de funcionarios y que lo pasó al Tribunal de la Inspección Judicial, ese asunto ha tenido tres o cuatro reconsideraciones, está ahí pegado en la agenda, y cada vez que lo reviso se va más atrás.

Quisiera preguntarle a la Secretaria General si ese acuerdo tal y como lo tomó la Corte lo notificó al Tribunal de la Inspección Judicial para que empiece el procedimiento.

	Porque nosotros mismos estamos siendo responsables de no verificar estas situaciones, y resulta que ese asunto se puede prescribir en el Tribunal de la Inspección Judicial por el tiempo en que la Corte Plena lo conoció y el tiempo que se ha quedado ahí estacionado, y tiene tres o cuatro recursos y no prospera y no pasa de la agenda, para mí es fundamental simplemente para darle una versión diferente y tener mayor seguridad, y resguardo en que los casos van a ser diligenciados debidamente y no se van a cuestionar prescripciones en otras instancias".

	Aclara la Secretaria General: "Magistrada Chacón, no tengo el dato exacto y con mucho gusto se lo puedo dar, pero sé cuál es el acuerdo al que usted hace referencia, ese acuerdo se notificó, los acuerdos de la Corte se notifican. Y este, hasta donde recuerdo, fue notificado al Tribunal de la Inspección Judicial en su momento, porque los acuerdos de la Corte son ejecutorios y ejecutables en el momento que se toman.

Entonces hay acuerdos que no se declaran firmes y se espera a la aprobación del acta para hacerse la comunicación o la notificación después de que las señoras y señores magistrados revisan la redacción del acta y la aprueban.

	Precisamente en algunos casos esos recursos vienen una vez que se ha notificado, o si no en otros casos, como puede ser en este, con la posibilidad de ver vía streaming, las personas a veces recurren.

Pero sí le voy a buscar el dato con mucho gusto y se lo hago llegar".

	Expresa la magistrada Vargas: "Era para solicitarle que en la aprobación del acuerdo, no solamente sea aprobar la propuesta de la Dirección de Planificación, sino que se considere mi propuesta de que en la observación N° 1 se adicione de manera expresa las comisiones jurisdiccionales, no solamente las comisiones institucionales, y además que Corte tenga que hacer no solamente el PAO sino también el SEVRI, que sería la herramienta que le serviría para hacer el PAO respectivamente".

	Refiere la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: "Así lo sobreentendimos todos magistrada Vargas, cuando hice la propuesta, de manera que quedaría incluido de esa manera.

Entonces si no hay ninguna otra objeción, lo tendríamos aprobado en los términos señalados.

Muchas gracias licenciada Valverde Bermúdez y también al máster Allan Pow Hing”.

Sin objeción alguna, se acordó: 1.) Tener por rendido el informe de la Dirección de Planificación, remitido mediante oficio N° 1183-PLA-PE-2020, relacionado con la propuesta del modelo de gestión de riesgos estratégicos en el Poder Judicial. 2) Acoger las recomendaciones dirigidas a esta Corte en la forma indicada, en consecuencia: a.) Aprobar las siguientes observaciones realizadas al “Marco orientador del Sistema Específico de Valoración de Riesgos” elaborado por la Oficina de Control Interno:

“Observación 1: 



En el apartado “Compromiso del jerarca y las jefaturas”, que entre otras cosas menciona: 



“De igual forma, todas las Comisiones Institucionales u otras instancias judiciales que por su naturaleza tengan asignado un código de oficina, pero administran recursos presupuestarios, deben gestionar y documentar los riesgos utilizando la herramienta del SEVRI-PJ.”. 



Se acordó con Control Interno que el párrafo anterior debe modificarse de la siguiente manera: 



“De igual forma, todas las Comisiones Institucionales u otras instancias judiciales que por su naturaleza tengan asignado un código presupuestario, deben gestionar y documentar los riesgos utilizando la herramienta del SEVRI-PJ.”. 



Observación 2: 



En el apartado “Compromiso del jerarca y las jefaturas”, que entre otras cosas menciona: 



“Las comunicaciones relacionadas con el SEVRI-PJ deben tener como eje principal los valores de la institución como la forma de controlar los riesgos de corrupción.”. 



Se acordó con Control Interno que el párrafo anterior debe modificarse de la siguiente manera: 



“Las comunicaciones relacionadas con el SEVRI-PJ deben tener como eje principal los valores de la institución como la forma de controlar los riesgos.”. 



Observación 3: 



En el apartado “V.	LINEAMIENTOS INSTITUCIONALES PARA EL ESTABLECIMIENTO DE NIVELES DE RIESGO ACEPTABLES”, que entre otras cosas menciona: 



“2.	Todos los despachos y oficinas judiciales que tengan dentro de sus responsabilidades la realización de la planificación estratégica y operativa obligatoriamente tendrán que establecer, mantener y perfeccionar un SEVRI que incorpore los riesgos relevantes que podrían dificultar o impedir el logro de los objetivos definidos.



Los despachos y oficinas acreditadas con el Sistema de Gestión de Calidad GICA-Justicia, así como las que desarrollen proyectos, podrán realizar la identificación de sus riesgos con base en los procesos que tienen documentados.”. 



Se acordó con Control Interno que el párrafo anterior debe modificarse de la siguiente manera, dado que se amplió el alcance a objetivos y proceso definidos: 



“2.	Todos los despachos y oficinas judiciales que tengan dentro de sus responsabilidades la realización de la planificación estratégica y operativa obligatoriamente tendrán que establecer, mantener y perfeccionar un SEVRI que incorpore los riesgos relevantes que podrían dificultar o impedir el logro de los objetivos y los procesos definidos.”. 



Observación 4: 



En el apartado “2.3.1.6. Prioridades para la gestión de riesgos”, que entre otras cosas menciona: 



“1.	La prioridad en la gestión del riesgo utilizando el SEVRI-PJ estará directamente vinculada con los procesos críticos de la organización, identificados a partir de la metodología del sistema.



2.	En línea con lo anterior, deben tomarse en cuenta al menos lo siguientes aspectos para prevenir que ocurra el riesgo de corrupción.”. 



Se acordó con Control Interno que el párrafo anterior debe modificarse de la siguiente manera, dado que se amplía el alcance además de los procesos hacia los objetivos, prioridades y riesgos institucionales: 



“1.	La prioridad en la gestión del riesgo utilizando el SEVRI-PJ estará directamente vinculada con los objetivos, las prioridades y los procesos críticos de la organización, identificados a partir de la metodología del sistema.

2.	En línea con lo anterior, deben tomarse en cuenta al menos lo siguientes aspectos para prevenir que ocurra el riesgo.”. 



Observación 5: 



Se identifica que, como complemento al Marco Orientador supra, se observa que sería necesario definir, desarrollar e implementar un “Modelo de Madurez del Sistema de Control Interno”, que permita la aplicación del proceso de mejora continua sobre el modelo de gestión de riesgos institucionales. Asimismo, incorporar un apartado en la que se definan los criterios para la asignación de los parámetros de probabilidad de ocurrencia e impacto de los riesgos institucionales.”. 



b.) Aprobar la propuesta desarrollada en el Apartado II del informe, denominada “Modelo de Gestión de Riesgos del Plan Estratégico Institucional (PEI) o estratégicos”, con base en el Marco Orientador y la metodología SEVRI e integración con el Sistema de Control Interno (SCI) y la Planificación Institucional; incluyendo las directrices y recomendaciones dadas en la propuesta, lo cual servirá de modelo y fuente para retroalimentar también los procesos siguientes de Planificación Estratégica. Este modelo contempla: 

a. La gestión de riesgos del Plan Estratégico Institucional o estratégicos (Apartado 2.4.), la toma de decisiones estratégicas por la jerarquía institucional (Apartado 2.5) y el rol de la Oficina de Control Interno sobre el modelo (Apartado 2.6). 



b. La integración del Proceso de Autoevaluación Institucional (PAI) y la Planificación Estratégica Institucional (Apartado 2.7.). 



c. El plan de trabajo (cronograma) para el desarrollo e implementación del Modelo de Gestión de Riesgos PEI o estratégicos (Apartado 2.8.). Debido a las limitaciones presupuestarias y de recurso humano, y dado que el tema del modelo de riesgos estratégicos fue delegado por el Consejo Superior a la Dirección de Planificación; al respecto, esta Dirección consideró, en coordinación con la Oficina de Control Interno, mediante diferentes sesiones de trabajo, ver minutas de reunión en Anexo 9; que para brindar una solución sostenible y con mayor impacto para la institución, realizará la coordinación, la capacitación, implementación y la logística requerida para la implementación de los sistemas informáticos SEVRI y PAI, no obstante, contará con la asesoría, apoyo y visto bueno de la Oficina de Control Interno, como órgano rector en la materia. 



d. La integración de riesgos del PEI con el PAO, SEVRI y PAI (Apartado 2.9.). 



e. La automatización e integración de los riesgos estratégicos con los sistemas PEI, PAO, SEVRI, PAI y Project Online (Apartado 2.10.). 



c.) Aprobar la incorporación de la “Gestión de riesgos institucionales” como un nuevo elemento del Modelo de Gestión Estratégica aprobado en sesión 56-18 del 10 de diciembre de 2018, artículo XXIII; obteniendo como resultado:

[image: ]



d.) Actualizar la meta estratégica del Plan Estratégico Institucional 2019-2024, aprobado en sesión 56-18 del 10 de diciembre de 2018, artículo XXIII; como se indica a continuación:



		Meta Estratégica Vigente

		Meta Estratégica Propuesta



		“Que al finalizar el 2024, se haya implementado el Modelo de Gestión para la Planificación Estratégica, que integre el modelo de innovación, el portafolio de proyectos estratégicos, los planes anuales operativos y el presupuesto.”



		“Que al finalizar el 2024, se haya implementado el Modelo de Gestión para la Planificación Estratégica, que integre el modelo de innovación, el portafolio de proyectos estratégicos, los planes anuales operativos, el presupuesto y la gestión de riesgos institucionales.” (Lo subrayado es la modificación solicitada).









e.) Aprobar que esta Corte Plena, como órgano máximo decisor, diseñe y formule su Plan Anual Operativo. Lo anterior mediante la realización de sesiones de trabajo, que permitan revisar las acciones estratégicas que se han venido desarrollando, identificar las oportunidades de mejora y definir la hoja de ruta para los siguientes años en torno al gobierno judicial. f.) La Dirección de Planificación será el órgano que brindaría el apoyo técnico a esta Corte, en temas de formulación, ejecución y seguimiento de los PAOs. g.) La Oficina de Control Interno, como órgano asesor especialista en la materia de riesgos y control interno, se integrará al Comité de Planeación Estratégica (denominado en el Marco Orientador del Sistema Específico de Valoración de Riesgos como el Comité de Riesgos). h.) Aprobar la incorporación del proyecto “Implementación del Modelo de Gestión de Riesgos Estratégicos” en el Portafolio de Proyectos Estratégicos. 3.) Acoger las demás recomendaciones emitidas en el informe anterior, las que deberán ser cumplidas por el Consejo Superior del Poder Judicial, la Dirección de Planificación y la Oficina de Control Interno. 4) Acoger la propuesta de la magistrada Vargas, en el sentido de que en la “Observación 1” de las recomendaciones dirigidas a esta Corte, se adicione de manera expresa a las comisiones jurisdiccionales; y en cuanto a que esta Corte Plena tenga su propio Sistema Específico de Valoración de Riesgo Institucional (SEVRI).”



Atentamente, 







Lic. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General 

Corte Suprema de Justicia



						

c:	Consejo Superior del Poder Judicial

	Comisión de la Jurisdicción Civil

	Comisión de la Jurisdicción Penal

	Comisión de la Jurisdicción lo Contencioso Administrativo

	Comisión de la Jurisdicción Laboral

	Comisión de la Jurisdicción Agraria y Ambiental

	Comisión de la Jurisdicción de Familia Niñez y Adolescencia

	Comisiones Institucionales del Poder Juducial

	Dirección de Gestión Humana

Dirección de Tecnología de la Información

	Oficina de Control Interno

	Oficina de Cumplimiento

	Comité de Planeación Estratégica

Diligencias / Ref: (9218-2020)

Claudio



Tels: 2295-3707  a  2295-3711    	      Correo: secrecorte@poder-judicial.go.cr     Fax (506) 2295-3706	Apdo: 1-1003 San José
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TELÉFONO: 2295-3238

FAX: 2257-05-85

E-MAIL: auditoria@poder-judicial.go.cr

APARTADO: 79-1003 SAN JOSE



Nº952-AUD-48-UJ-2020



13 de agosto de 2020 





Máster

Damaris Vargas Vásquez

Magistrada

Sala Primera

Corte Suprema de Justicia 





Estimada señora:





De conformidad con el artículo 22, inciso d) de la Ley General de Control Interno, y el numeral 1.1.4 de las Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público emitido por la Contraloría General de la República, nos permitimos rendir el presente informe de asesoría, relacionado con su consulta DVV-S1-0103-2020 de fecha 5 de agosto de 2020, en los siguientes términos.  

I. Origen y función de las subcomisiones.

En primer lugar, se hace necesario analizar el marco normativo de las Comisiones y Subcomisiones del Poder Judicial. 

Al respecto, la Ley Orgánica del Poder Judicial, en el Capítulo X, establece el aparte relacionado con las comisiones permanentes, abriendo la posibilidad de crearse otras adicionales por acuerdo de Corte Plena, así como remitir a la posibilidad de elaboración de un Reglamento para definir los alcances de éstas. Dicho apartado entre otras consideraciones establece:



“DE LAS COMISIONES

Artículo 66.- Corresponde a la Corte nombrar comisiones permanentes, especiales y temporales.



Son comisiones permanentes:



1.- El Consejo de Personal, con las atribuciones señaladas en el Estatuto Judicial y leyes conexas.



2.- El Consejo Directivo de la Escuela Judicial, con las atribuciones establecidas en la Ley de Creación de la Escuela Judicial.



3.- La de enlace con el Organismo de Investigación Judicial, que tendrá como atribuciones principales la de pronunciarse, previamente, sobre los asuntos relativos a ese Organismo que deban ser resueltos por la Corte y mantener sobre él una labor de vigilancia para garantizar una eficiente y correcta función policial.

4.- La de salud y seguridad ocupacional, que se encargará, fundamentalmente, de hacer recomendaciones a la Corte y al Consejo Superior del Poder Judicial, tendientes a lograr una adecuada política institucional sobre salud y seguridad ocupacional, según lo dispuesto sobre esa materia en el Código de Trabajo.



5.- La de relaciones laborales, que debe pronunciarse, por petición de los interesados, sobre los conflictos derivados de la fijación y aplicación de la política laboral en general y sobre el régimen disciplinario, en relación con los empleados del Poder Judicial, de previo a que esos asuntos sean conocidos por el órgano que agote la vía administrativa. La consulta deberá ser evacuada dentro del término de quince días, plazo en el que no correrá la prescripción.



Esta Comisión estará integrada por seis miembros, tres de ellos elegidos por la Corte, entre una lista que le someterán a su consideración todas las organizaciones de empleados del Poder Judicial. Los otros tres los escogerá libremente la Corte.



6.- Cualquier otra que determine la Corte.



Las comisiones especiales son aquellas que se nombren para el estudio de un asunto determinado o para el cumplimiento de una misión específica.



Serán temporales cuando, por la naturaleza del encargo, se establezca que su cometido debe ser cumplido en un plazo determinado.



Salvo disposición legal en contrario, la Corte integrará las comisiones, les fijará su competencia, las reglamentará y les designará su Presidente.



Los dictámenes, informes y recomendaciones de las comisiones no serán vinculantes para la Corte, pero ésta deberá fundamentar su decisión cuando se separe de ellos.



El Presidente de la Corte podrá formar parte de cualquier comisión y cuando lo haga la coordinará.” (El resaltado no es del original)





[bookmark: _Hlk48128896]Ahora bien, el citado Reglamento (aún vigente) se denomina Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia, publicado en el Boletín Judicial N° 44, 2 de marzo del 2000, el cual regula su composición, clasificación y el alcance de la labor que realizan:



Artículo 19°. - Los dictámenes, informes y recomendaciones de las Comisiones tendrán un carácter meramente consultivo y no serán vinculantes para la Corte, pero ésta deberá fundamentar sus decisiones cuando se separe de ellos. 

Cuando por disposición expresa de la Ley o de la Corte Plena se atribuyan a

una Comisión competencias o potestades propias, se entenderán, en todo caso, reservadas a la propia Corte las de avocar el conocimiento de cualquier asunto o de revocar, reformar y sustituir lo resuelto por la Comisión. (El resaltado no es del original)



Importante destacar que la Auditoría Judicial en el año 2014, presentó el informe N° 512-44-AEE-2014 del 21 de mayo de 2014, cuyo objetivo era determinar si la gestión de las comisiones que asesoran al Jerarca del Poder Judicial, se desarrolla de conformidad al Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial vigente.



En dicho informe se concluyó –entre otros temas- que el Reglamento no respondía a la actualidad institucional, por lo que requería revisión y ajuste integral.



A raíz de dicha situación, Corte Plena acordó:



“1.) Trasladar las anteriores diligencias a la Dirección de Planificación para que se sirva analizar y realizar lo siguiente: a) Revisar y ajustar de manera integral el Reglamento General de Comisiones, y presentar a esta Corte, en un plazo no mayor a tres meses, una propuesta para su actualización o modificación, a fin de contar con una normativa que se ajuste a la realidad actual de la Institución. b) Definir, en la citada reforma, cuándo se está ante un Consejo, Comisión, Comité, Grupo de Trabajo, etcétera, y a su vez, precisar si estos son dirigidos por un “Coordinador”, “Coordinadora” o “Presidente”, “Presidenta”. c) Valorar la cantidad de personas que deben integrar una Comisión, por cuanto conformar grupos considerablemente amplios, podrían repercutir, primero en la ejecutividad en la toma de decisiones o en el mismo desarrollo de las reuniones, y segundo, en el costo económico que ello representa para la Institución. 2.) Solicitar a la Secretaría General de la Corte, lo siguiente: a) Mantener el control actualizado de las Comisiones, a efecto que conste el nombre de las personas que las integran, la persona coordinadora, y la que asume la secretaría de cada una y el plazo de nombramiento de sus integrantes, entre otros aspectos que se consideren necesarios. b) En el caso de las Comisiones especiales temporales, deberá registrar las tareas encomendadas y el plazo para su cumplimiento, a fin de que se cuente con información actualizada que permita dar seguimiento a la labor de estas Comisiones. c) Indicar en los acuerdos de creación de las Comisiones temporales, el tema de análisis, así como el plazo para cumplir con la entrega del informe que se les solicita, con el propósito que lleve el control de los plazos otorgados, para el cumplimiento de la misión encomendada. Asimismo, una vez cumplido el objetivo para el cual fue creada la Comisión, la Corte Plena debe acordar la desintegración de la misma. d) Ratificar la continuidad de las Comisiones enlistadas en los apartados de: “Comisiones Institucionales Activas”, “Comisiones Interinstitucionales Activa” y “Comisiones Internacionales Activas”. e) Tener presente que los “Consejos”, los “Programas”, las “Representaciones Internacionales” y “Otros”, no deben ser catalogados como una Comisión, por lo tanto, se deberán separar de la lista de Comisiones, tomando en cuenta que esa acción no tiene ninguna injerencia en relación con su vigencia. f) En cuanto al listado de “Comisiones Institucionales Inactivas”, “Comisiones sin información” y el de “Otros”, se declaran “inactivas”, por lo tanto no deberán ser consideradas en el control solicitado. g) Tomar en consideración lo manifestado por las Magistradas Pereira, Camacho y los Magistrados Chinchilla y Solís. 3.) Solicitar a las Magistradas y a los Magistrados de esta Corte, se sirvan realizar una revisión general en relación con el estado de las Comisiones por ellas y ellos coordinadas, así como revisar el listado de “Comisiones sin Información”, de forma tal que se realicen las correcciones que puedan resultar necesarias y comunicar lo que a bien estimen a la Dirección de Planificación, a fin de que sea tomado en cuenta en la actualización del Reglamento General de Comisiones. 4.) Una vez aprobadas las reformas o modificaciones al citado Reglamento, solicitar a las Comisiones que cuentan con sus propios reglamentos realicen los ajustes necesarios, con el propósito de que éstos contengan los aspectos reformados en el Reglamento General.

Lo realizado deberá ser conocido por la Corte Plena.

La Secretaría General de la Corte dará el seguimiento a este acuerdo.

Comuníquese a las Comisiones, al Departamento de Planificación y a la Secretaría General de la Corte.” (El destacado no corresponde al original).



En cumplimiento de la normativa que rige el accionar de esta Auditoría, se procedió a dar seguimiento a dicho acuerdo, por lo que mediante oficio N°1161-250-SEGA-2018 del 12 de setiembre del 2018, dirigido a la licenciada Indira Jiménez González, Administradora de la Secretaría General de la Corte, se remitió el “Informe sobre el resultado del primer seguimiento de recomendaciones de Auditoría dirigidas al Consejo Superior”, conocido por ese órgano jerárquico administrativo en sesión del 20 de Setiembre del 2018, en el cual se determinó la existencia de un borrador de reforma al Reglamento en mención que fue propuesto por la Dirección Jurídica mediante oficio DJ-AJ-1911-2016 del 06 de agosto de 2016 y que estaba en estudio del Magistrado que lidera el Grupo del Proyecto “Las Competencias de Corte Plena” para que sea considerado como insumo del análisis que estaba desarrollando ese Grupo. 

Posteriormente y ante la preocupación de este órgano fiscalizador a mi cargo, por el aún incumplimiento de las recomendaciones emitidas en su momento (2014-2018), se efectúa un segundo seguimiento sobre el tema de cita, del cual resulta el  Informe N.º 572-164-SEGA-2020 del 25 de mayo de 2020, donde se determinó que el proyecto de Reglamento estaba listo pero aún a la espera de conocerse por Corte Plena, no obstante y debido a la Emergencia Nacional originada por la pandemia  mundial COVID-19, no se había logrado cubrir en las agendas de Corte -ya de por si recargadas-, el espacio necesario para su análisis y eventual aprobación, por lo cual debimos concluir, que dichas recomendaciones se encontraban todavía en proceso de cumplimiento para poder lograr la emisión de la reforma integral al Reglamento de referencia.



Considerando este escenario, se llega a la conclusión de que el Reglamento publicado en el Boletín Judicial N° 44 del 2 de marzo del 2000, aún se encuentra vigente y por tanto, todavía su contenido mantiene las omisiones y vacíos con relación a la figura de las Subcomisiones, que en definitiva no se contemplan en ninguna parte del texto de dicho cuerpo normativo.



A pesar de ese vacío regulatorio y considerando la Comisión a la que pertenecen ciertas Subcomisiones en la realidad, se logra inferir que existe una dependencia organizacional en cuanto a la coordinación y subordinación, dado que bajo ese parámetro podría indicarse que no pueden tener mayores competencias que la primera. Es en esa línea que precisamente, la Comisión de Acceso a la Justicia, se constituye en el órgano institucional rector en materia de acceso a la justicia -valga la redundancia- de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, para lo cual se le encargó la elaboración de políticas y lineamientos institucionales para el mejoramiento del acceso a la justicia de estas poblaciones. Sin embargo, dichas políticas y lineamientos, deben ser aprobadas en última instancia por la Corte Plena,  o bien por el Consejo Superior, según corresponda. A manera de ejemplo se puede ilustrar este argumento con las siguientes políticas de aplicación a grupos específicos:



1. Políticas y Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad aprobadas como Políticas Institucionales en la Sesión Extraordinaria de Corte Plena N0 17-2008, celebrada a las ocho horas treinta minutos del veintiséis de mayo de dos mil ocho, Artículo II.



2. Política de equidad de género del Poder Judicial de Costa Rica. Aprobada en la sesión N0 34-2005 de la Corte Plena, celebrada el 7 de noviembre del dos mil cinco, Artículo XIV.



3. Políticas de lenguaje inclusivo Aprobada en la sesión n.º 15-12 del Consejo Superior celebrada el veintiuno de febrero del dos mil doce. Artículo LIII.



4. Política de igualdad para las personas con discapacidad en el Poder Judicial Aprobada en la sesión n.º 14-08 de la Corte Plena, celebrada el cinco de mayo del dos mil ocho. Artículo XXIII.



5. Políticas para garantizar el adecuado acceso a la justicia de la población adulta mayor. Aprobada en la sesión nº 27-08 del Consejo Superior celebrada el quince de abril del dos mil ocho. Artículo XLVI.



6. Política institucional para el acceso a la Justicia por parte de la población migrante y refugiada. Aprobada en la sesión n.º 32-10 de la Corte Plena, celebrada el ocho de noviembre de año dos mil diez. Artículo XXIV.



7. Política institucional para el acceso a la Justicia de niños, niñas y adolescentes. Aprobada en la sesión N° 34-10 de la Corte Plena, celebrada el veintinueve de noviembre de dos mil diez, Artículo XVII.



8. Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas. Aprobada en la sesión N0 77-08 del Consejo Superior celebrada a las catorce de octubre de dos mil ocho. Artículo XLI.

	

Es de destacar que el ámbito de acción de la Comisión de cita, se delimita a constituirse en órgano asesor del jerarca para las diferentes materias, tal como señala el artículo 19 del Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial vigente, por lo que no guardan la categoría de tomadores de decisiones finales que reflejan la última voluntad de la institución, por ello, los alcances de las funciones propias de las Subcomisiones, son aún más limitadas, en relación con las Comisiones a la que pertenecen, en virtud de que éstas se constituyen en un importante apoyo especializado a su labor, pero siempre bajo su coordinación y con los límites de acción expuestos líneas atrás, de modo que tampoco podrían atribuirse la determinación última que se pueda adoptar sobre un tema específico, situación que explica el por qué sus productos no tienen fuerza vinculante, sino que son meramente consultivos.





II. Sobre el Sistema Específico de Valoración del Riesgo Institucional.



El marco legal del Sistema Específico de Valoración del Riesgo Institucional se encuentra regulado en los artículos 18 y 19 de la Ley de Control Interno, que en lo que interesa señala:



Artículo 18.-Sistema específico de valoración del riesgo institucional. Todo ente u órgano deberá contar con un sistema específico de valoración del riesgo institucional por áreas, sectores, actividades o tarea que, de conformidad con sus particularidades, permita identificar el nivel de riesgo institucional y adoptar los métodos de uso continuo y sistemático, a fin de analizar y administrar el nivel de dicho riesgo.


La Contraloría General de la República establecerá los criterios y las directrices generales que servirán de base para el establecimiento y funcionamiento del sistema en los entes y órganos seleccionados, criterios y directrices que serán obligatorios y prevalecerán sobre los que se les opongan, sin menoscabo de la obligación del jerarca y titulares subordinados referida en el artículo 14 de esta Ley.



Artículo 19.-Responsabilidad por el funcionamiento del sistema. El jerarca y los respectivos titulares subordinados de los entes y órganos sujetos a esta Ley, en los que la Contraloría General de la República disponga que debe implantarse el Sistema Específico de Valoración de Riesgo Institucional, adoptarán las medidas necesarias para el adecuado funcionamiento del Sistema y para ubicarse al menos en un nivel de riesgo institucional aceptable.



En la misma línea, la Contraloría General de la República emitió las “Directrices Generales para el establecimiento y funcionamiento del Sistema Específico de Valoración del Riesgo Institucional (SEVRI) D-3-2005-CO-DFOE”, aprobadas mediante resolución R-CO-64-2005 de las once horas del primero de julio del dos mil cinco, las cuales establecen su ámbito de aplicación:



Ámbito de aplicación. Toda institución pública deberá establecer y mantener en funcionamiento un Sistema Específico de Valoración del Riesgo Institucional (SEVRI) por áreas, sectores, actividades o tareas, de acuerdo, como mínimo, con lo establecido en estas directrices generales que serán de acatamiento obligatorio. Se exceptúa de su aplicación a las instituciones de menor tamaño, entendidas como aquellas que dispongan de un total de recursos que ascienda a un monto igual o inferior a seiscientas mil unidades de desarrollo y que cuenten con menos de treinta funcionarios, incluyendo al jerarca, los titulares subordinados, y todo su personal, quienes deberán observar lo que al efecto establecen las “Normas de control interno para el sector público”. (Así modificado según resolución R-CO-9-2009 de las nueve horas del veintiséis de enero del dos mil nueve, mediante la cual se emitieron las “Normas de control interno para el Sector Público”, publicada en La Gaceta Nº 26 del 6 de febrero del mismo año).



Además, las Normas de Control Interno para el Sector Público (N-2-2009-CO-DFOE) aprobadas mediante resolución R-CO-9-2009 de las nueve horas del veintiséis de enero del dos mil nueve, las cuales, sobre este tema regulan:



3.2 Sistema específico de valoración del riesgo institucional (SEVRI)



El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben establecer y poner en funcionamiento un sistema específico de valoración del riesgo institucional (SEVRI).



El SEVRI debe presentar las características e incluir los componentes y las actividades que define la normativa específica aplicable. Asimismo, debe someterse a las verificaciones y revisiones que correspondan a fin de corroborar su efectividad continua y promover su perfeccionamiento.



De conformidad con lo anteriormente expuesto, todo centro de responsabilidad institucional debe contar con un SEVRI para cumplir con la finalidad establecida en la normativa técnica, por lo dicha obligación cubre también centros de responsabilidad como las Comisiones y Subcomisiones Institucionales.



III. Integración de las Comisiones y Subcomisiones.



En cuanto a la integración de las Comisiones, el Reglamento vigente indica lo siguiente:



Artículo 3°. - De acuerdo con su composición, tanto unas como otras Comisiones pueden ser:

1- Superiores: las integradas sólo con Magistrados, o con Magistrados y Miembros del Consejo Superior.

2- Mixtas: las integradas con los anteriores y otros funcionarios, o aún expertos, judiciales o no;

3- Administrativas: las integradas solamente con funcionarios o expertos, judiciales o no, designadas por la Corte y dependientes de ella, pero sin participación de Magistrados;

4- Interinstitucionales: creadas en otras esferas institucionales y no dependientes de la Corte, pero con participación delegada de Magistrados o

funcionarios judiciales.



Los tipos de Comisiones según dicho Reglamento son:



Artículo 2°. - Las Comisiones de Corte Plena se clasifican en:

1- Generales: de carácter permanente, cuya materia y objetivos corresponden al funcionamiento normal y general de la Corte, inclusive algunas que serían, por su materia, especializadas, pero que atañen a problemas y a objetivos generales y permanentes del Poder Judicial.

2- Especializadas: de carácter permanente y con objetivos generales, pero en relación con materias determinadas, como las referidas a una Jurisdicción especial;

3- Especiales: con objetivos concretos; su duración depende del cumplimiento de estos, aunque deben permanecer vigentes lo necesario para explicar, defender o ejecutar sus informes. 



En atención a dichas normas, se puede concluir que la Comisión de Acceso a la Justicia se clasifica dentro de las Comisiones Generales y por lo tanto, sólo podrían estar conformadas bajo las categorías de Superiores o Mixtas.



Artículo 5°. - Las Comisiones Generales, sean Superiores o Mixtas, estarán integradas por cuatro Magistrados, uno por cada Sala, propuestas por éstas a la Corte Plena, mediante un riguroso procedimiento de rotación en cada rango de las Comisiones, tanto Principales como Ordinarias.

La Presidencia de una Sala a opción de su titular podrá contarse como un turno de Comisión Principal para efecto de rotación.

Los miembros restantes de las Comisiones Mixtas serán designados libremente, por la Corte Plena, salvo cuando se trate de Magistrados del Consejo Superior, los cuales serán propuestos por el propio Consejo.



En lo atinente a la conformación de las Subcomisiones, se reitera lo indicado supra sobre el vacío normativo existente en el Reglamento, por lo cual no existe restricción en su conformación, salvo que así lo disponga Corte Plena.



Ahora bien, en relación con las aptitudes del personal que integre una Comisión o Subcomisión; desde el punto de vista de control interno, se remarca la importancia sobre la idoneidad de las personas seleccionadas para llevar a cabo las labores asignadas y en consecuencia, aquellas que permitan atender de forma eficiente el cumplimiento de los objetivos institucionales. Al respecto, las Normas de Control Interno para el Sector Público, disponen:



2.4 Idoneidad del personal. El personal debe reunir las competencias y valores requeridos, de conformidad con los manuales de puestos institucionales, para el desempeño de los puestos y la operación de las actividades de control respectivas. (…).



Por tal razón y en concordancia con la inquietud de su última interrogante, al ser la competencia y capacidad suficiente de los funcionarios, una habilidad tan necesaria y determinante, ineludiblemente, debe ser considerada como el principal aspecto a tomar en cuenta para la integración de las Comisiones o Subcomisiones.

Ante ese panorama, las personas que integren estas organizaciones, a pesar  de que deben poseer las competencias necesarias para la toma de decisiones- haciendo la salvedad- dentro de un limitado ámbito de acción preestablecido, es un riesgo para la Administración que su conformación no responda a tal necesidad específica. Precisamente por esta característica, es que los temas de trascendencia vertebral del Poder Judicial no pueden ser endosados para ser tratados a nivel de Comisiones o Subcomisiones, dado que para ello se requiere de representación integral de la institución y por tanto una figura con influencia determinante en la toma de decisiones. Por tanto, con toda claridad se concluye que los temas de la Administración que tengan especial trascendencia a lo externo de la institución, sea nacional o internacional, requiere la representación del Presidente de la Corte Suprema de Justicia, con toda su investidura e incidencia en la toma de decisiones, de conformidad con el artículo 60.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual establece en toda su amplitud, que la representación jerárquica de la Institución es una atribución que recae sobre dicha figura y no podría ser reemplazada nunca por ninguna Comisión o Subcomisión, las cuales como se desarrolló líneas atrás, tienen sus funciones muy delimitadas. 



De esta forma, se rinde la presente asesoría con el fin de que se considere como un elemento más de apoyo, para la toma de decisiones que más convengan a los intereses institucionales.



Atentamente,





Roberth García González

Auditor Judicial



c: Archivo.- 
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Propuesta SEVRI 2020 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
 
A continuación, se detallan cada uno de los riesgos para el Sistema Específico de 
Valoración de Riesgo: 
 
Riesgo Nº 1 Posibilidad de que no se contemple a la Subcomisión en el PAO de la 
Comisión: Posibilidad que la elaboración del PAO de la Comisión no contemple aspectos 
relevantes para la Subcomisión. 
 


 


Riesgo #1.xlsx


 
 
Riesgo Nº 2 Posibilidad de desactualización de la Subcomisión: Variación de la 
normativa legal y técnica para el cumplimiento de las responsabilidades de la 
Subcomisión.  


Riesgo #2.xlsx


 
Riesgo Nº 3 Probabilidad que no cumplan las necesidades de capacitación: 
Posibilidad de que la Comisión no pueda cubrir las necesidades de capacitación 
establecidas previamente. 


Riesgo #3.xlsx


 
Riesgo Nº 4 Posibilidad de que existan atrasos por falta de criterios de validación 
por parte de todos los miembros de la Subcomisión: Retraso en la entrega de los 
informes de la Subcomisión que garantice la confiabilidad en la información contenida en 
los productos finales. 


Riesgo #4.xlsx


 
Riesgo Nº 5 Probabilidad de errores en la gestión por ausencia de metodología: A 
falta de una metodología establecida se pueden generar errores y omisiones voluntarias 
e involuntarias en la ejecución de las labores de la Subcomisión. 


Riesgo #5.xlsx


 
Riesgo Nº 6 Posibilidad de desmejora en la calidad de información documentada 
en: Pérdida y calidad de la Información contenida en los archivos computacionales. No 
existe sistema documental. Límite en la capacidad de almacenamiento del correo. 


Riesgo #6.xlsx


 







Riesgo Nº 7 Probabilidad de falta de recursos presupuestarios para ejecutar las 
labores de la Subcomisión: Retraso en el desarrollo de los proyectos, imposibilidad de 
realizar giras y visitas de campo. 


Riesgo #7.xlsx


 
Riesgo Nº 8 Posibilidad de daños a las personas o a los bienes durante las giras o 
visitas de campo, robo o divulgación de la información: Nivel de peligrosidad en 
determinadas zonas. 


Riesgo #8.xlsx


 
Riesgo N° 9 Posibilidad de que la Subcomisión no posea planes de contingencia: 
Posibilidad de que la Comisión no posea planes de contingencia que permitan enfrentar 
los eventos suscitados ante una eventual emergencia nacional, que permitan cumplir las 
metas propuestas con las limitaciones establecidas. 


Riesgo #9.xlsx


 
Riesgo N° 10 Posibilidad de que no culminar la Política de Acceso a la Justicia de 
los Pueblos Indígenas del Poder Judicial: Posibilidad de que la Comisión no pueda 
presentar la Política este año debido a las complicaciones producidas por la emergencia 
nacional del Covid-19. 


 


Riesgo #10.xlsx


 
 


Fuente de Valoración del riesgo: criterio experto, miembros de la Subcomisión de Acceso a 


la Justicia de Pueblos Indígenas: 


 


GRAFICA CONSULTA 


VALORACIÓN DEL RIESGO.pdf 
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Presentación

La siguiente plantilla ha sido diseñada como un instrumento para la recolección de información de cada institución nacional, con relación a los avances en la implementación de la Agenda 2030 y particularmente del Objetivo de Desarrollo Sostenible 16 plus. Esta información se utilizará para el diseño y elaboración de insumos sustantivos para la IV Reunión del Foro 16 Plus, a realizarse en Costa Rica próximamente.

En la columna 1, se parte de la base del ODS 16 que es el foco principal sobre el cual se organizará el Foro. En la columna 2, se debe indicar la meta que se vincula con ese ODS, desde su experiencia institucional u organizacional.

En las columnas siguientes, se solicita atender lo que se requiere aportando información actualizada, concreta y estratégica, según se indica en cada una de ellas.

Para completar la información que se le solicita, se ruega tomar en consideración los siguientes aspectos generales:

· Brindar la información clara y concisa, expuesta de manera estratégica (según las prioridades), de acuerdo con la función que realiza la institución que representa, en el periodo comprendido entre 2015 a 2020.

· Presentar la información sobre los logros, retos y lecciones aprendidas de forma equilibrada, lógica, accesible y estructurada. Debe ser comprensible para toda persona que no conozca del tema y reflejar la importancia de los resultados expuestos.

· Tratar de forma pertinente el contexto social, político e histórico y a la luz de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) y sus metas.

· La información que se brinde debe estar alineada al cumplimiento de los objetivos estratégicos de su institución y al Plan Nacional de Desarrollo de manera general.

· Proporcionar información precisa y verificable, que pueda ser respaldada con pruebas y datos tales como referencias a informes, circulares, capítulos, párrafos, tablas, ilustraciones, gráficos o fotografías, en caso de que se requiera aclarar o ampliar cualquier aspecto o tema indicado. 

· Utilizar el espacio que sea necesario para exponer la información solicitada.







TABLA DE ALINEAMIENTO DE ACCIONES ESTRATÉGICAS CON EL ODS 16 +



		





ODS 16

		

Meta





Con la que se vincula

		

¿Cuáles han sido sus logros?



Resumen que incorpore información sobre logros alcanzados, visibilizando resultados, así como beneficio a la población meta



		

Retos identificados





Razones por las cuales no se ha avanzado lo suficiente ni al ritmo deseado; retos de acceso a la información estadística; retos de cooperación internacional

		

Lecciones aprendidas





Procesos, beneficios a la población meta, articulación con institucionales nacionales (intersectorialidad)

Sostenibilidad de los procesos.

		

Con cuál(es) ODS se vincula la acción



Explicar brevemente por qué se vincula

		

Buenas prácticas





(Orientado a un producto/publicación)

Productos mercadeables/publicables que puedan identificarse para promover, mostrar o visitar durante el Foro.  Favor enviar la propuesta en formulario de Mideplan adjunto.



		[image: ]
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Ficha para identificación de buenas prácticas 2020-2022



Definición de una buena práctica: Una buena práctica no es tan sólo una práctica que se define buena en sí misma, sino que es una práctica que se ha demostrado que funciona bien y produce buenos resultados, y, por lo tanto, se recomienda como modelo a seguir. Se trata de una experiencia exitosa, replicable y adaptable, que ha sido probada y validada, en un sentido amplio, que se ha repetido y que merece ser compartida con el fin de ser adoptada por el mayor número posible de personas.



Requisitos para una “buena práctica”: a) sistematizada la experiencia, b) contar  con un potencial de repetición (debe ser adaptable a objetivos similares en diversas situaciones o contextos),c) garantizar capacidades disponibles de la institución u organización para compartir y desarrollar la experiencia, d) demostrar resultados (efectos, e impactos, en la población, territorio o espacio), e) demostrar la sostenibilidad de la experiencia (que se pueda mantener en el tiempo y en el espacio y con los recursos esenciales).



Las 7 áreas estratégicas establecidas por presidencia: Referencia para responder el punto 4 de la ficha.



1. Innovación y Competitividad. Tendrá como objetivo proponer y coordinar políticas para fomentar la innovación para promover la productividad nacional y generar empleo. 2. Infraestructura, Movilidad y Ordenamiento Territorial. Busca generar las condiciones de planificación urbana, ordenamiento territorial, infraestructura y movilidad para el desarrollo de espacios urbanos y rurales sostenibles e inclusivos. 3. Seguridad Humana. Impulsará políticas y estrategias que propicien condiciones favorables al desarrollo humano y la construcción y preservación de entornos protectores. 4. Salud y Seguridad Social. Se encargará de establecer una estrategia integral para la prevención y atención de la salud, así como para la consolidación de un sistema equitativo y sostenible de seguridad social. 5. Educación para el Desarrollo Sostenible y la Convivencia. Promoverá el desarrollo de capacidades para la convivencia efectiva en la sociedad y la incorporación al mercado laboral, así como para hacer frente a los retos de la cuarta revolución industrial. 6. Economía para la Estabilidad y el Crecimiento Inclusivo. Tendrá la función de coordinar y dar seguimiento de las políticas macroeconómicas para la estabilidad económica, el impulso de la producción, la inversión pública y la reducción de la desigualdad. 7. Desarrollo Territorial. Articulará, coordinará y dará seguimiento a proyectos que generen crecimiento inclusivo y empleo, con base en las particularidades de cada territorio. 



		1. Nombre de la buena práctica institucional u organizacional propuesta

		



		2. Nombre de la institución u organización  costarricense

		



		3. Nombre del Sector en el que está inserta la buena práctica

		



		4. Áreas estratégicas  en la (as), que está inserta la buena práctica

		Marque con una X el área estratégica de la buena práctica 

1. (   ) Competitividad e innovación

2. (   ) Infraestructura, Movilidad y Ordenamiento Territorial

3. (   ) Seguridad Humana

4. (   ) Salud y Seguridad Social

5. (   ) Educación para el Desarrollo Sostenible y la Convivencia

6. (   ) Económica para la Estabilidad y el Crecimiento Inclusivo

7. (   ) Desarrollo Territorial 

8. (   ) Otra ___________________________





		5. Vinculación con los Objetivos del Desarrollo Sostenible(ODS) (aquí consultar el objetivo y la meta, en el instrumento anexo; con la que se vincula la experiencia exitosa  y agregarlo.

		Objetivo (os):



		

		Meta(s):



		6. Vinculación con algún convenio o convención internacional ratificada por el país.

		Este punto es opcional: Comente si la experiencia está vinculada a algún convenio, tratado o convención internacional ratificada por el país.



		7.Palabras clave  de la problemática tratada,  con la buena práctica propuesta

		¿Cuáles son las palabras clave que describen mejor la

Problemática tratada con esta buena práctica?



		8. Lugar /cobertura

geográfica

		Provincias, cantones , distritos



		9. Partes interesadas y

asociados con la buena práctica

		¿Quiénes son los beneficiarios o el grupo destinatario de la buena práctica? ¿Quiénes son los usuarios de la buena práctica? ¿Qué instituciones, organizaciones asociados, agencias de desarrollo y donantes que participan en la buena práctica y cuál es la  naturaleza de su participación? (recursos financieros, asesoría técnica, etc.).



		10. Descripción de la oferta de cooperación

		Reseña de la experiencia, así como los beneficiarios directos e indirectos de la misma. ¿En qué consiste? ¿Desde hace cuantos años se ha desarrollado la buena práctica? Si tiene algún reconocimiento o certificación nacional o internacional, indíquelo. 



		11. Enfoque metodológico

		¿Qué metodología se ha utilizado para tratar el tema inicial, obtener buenos resultado y, finalmente, confirmar la buena práctica? ¿Cuál ha sido el proceso y de qué modo ha sido un proceso participativo? ¿Cuánto tiempo se tardó en aprender

 e la misma e identificar los factores clave de éxito de la buena práctica?



		12. Resumen del procedimiento seguido para desarrollar la buena práctica

		El conjunto de fases a seguir para el desarrollo de la buena práctica. 



		13. Efectos e impactos a partir de la implementación de la buena práctica

		¿Cuáles han sido los principales efectos e impactos logrados? 



		14. Capacidades institucionales u organizacionales del oferente, para  la implementación de la buena práctica.

		Recurso humano técnico, recursos tecnológicos, financieros, legales. 



		15. Capacidades institucionales u organizacionales del demandante, para la recepción de la buena práctica

		· Profesionales en la materia (cuántos y de qué áreas)

· Equipo técnico (computadoras, video proyector, etc.)

· Otros



		16. Factores de éxito 

		¿Cuáles son las condiciones (institucionales, organizacionales, económicas, sociales y ambientales) que tienen que darse  para que la buena práctica pueda ser reproducida con éxito (en un contexto similar)?



		17. Medios de apoyo técnico ofrecidos 

		Una metodología…Una herramienta…Una guía....Un manual…Un marco orientador…Un mecanismo...Un manual de inducción… Un programa…. Etc.



		18.Periodo de tiempo 

		Periodo en el cual la implementación de la buena práctica  tendría mayor impacto.

¿Aproximadamente cuánto tiempo dura la implementación de la buena práctica?



		19. Modalidad de cooperación ofrecida por la institución costarricense 

		Marque con X una o más opciones dependiendo de las posibilidades

1. (   ) Pasantías en Costa Rica

2. (   ) Estudios.

3. (   ) Envío de funcionarios/expertos

4.  (   ) Asistencia técnica. 

5. (   ) Asesoría. 

6. (   ) Capacitación. 

7. (   ) Talleres, cursos, seminarios.

8. (   ) Otro __________________________





		20. Nombre, teléfono y correo electrónico del funcionario contacto para la Fortaleza Institucional propuesta, y de la Oficina de Cooperación Internacional en la Institución que respalda la fortaleza   

		Nombre del Contacto de la Oferta: 

Cargo en la institución:

Teléfono:

Celular: 

Correo Electrónico: 





Nombre del Enlace de Cooperación internacional institucional: 

Teléfono:

Celular: 

Correo Electrónico:









Nota: En letra cursiva está escrito lo que son instrucciones  y explicaciones para incluir  la información que se solicita.




MODALIDAD: NOMBRE DE LA ACTIVIDAD N°DE HORAS


Virtual 
Autoformativo


Acceso a la justicia de los Pueblos Indígenas Módulo I: 36 horas.


Módulo II: 42 horas. 


Módulo III: 36 horas.


COMPETENCIA GENERAL:  


Analizar  las  particularidades,  necesidades  y  el  contexto  de  la  población
indígena costarricense para la aplicación del acceso a la justicia de forma
efectiva eficiente y eficaz.


                                                         


                                       


PERSONA GESTORA


Licda. Flor Arroyo Morera


ASESORÍA CURRICULAR


M.Sc.Marisol Barboza 
Rodríguez


INTRODUCCIÓN


A fin de cumplir con el objetivo de incorporar en la currícula de la Escuela Judicial, un plan anual


permanente de capacitación, tal y como lo dispone el artículo 10 de la Ley de Acceso a la Justicia


de pueblos indígenas, se ha proyectado para el año 2020 la elaboración de un curso virtual de


autoformación,  dirigido  a  las  personas  funcionarias  judiciales.  Para  el  diseño  de  este  curso


contamos con la colaboración de la Subcomisión de Acceso a la justicia de pueblos indígenas y


personas especialistas en contenido. Asimismo, se contará con el aporte de personas indígenas


de distintos pueblos,  y personas funcionarias de otras instituciones gubernamentales como el


INDER,  y  el  Ministerio  de  Justicia.  Dicha  Subcomisión  identificó  los  temas  necesarios  de


capacitación  y  brindó  una  propuesta,  que  también  recoge  los  aportes  brindados  por  los


despachos  judiciales  de  Buenos  Aires  de  Puntarenas.  La  propuesta  metodológica  del  curso


estará  a  cargo  de  la  Escuela  Judicial,  y  el  mismo se  construirá  en la  plataforma de  cursos


virtuales de esta institución.
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ASPECTOS METODOLÓGICOS:


Curso autoformativo, de aprovechamiento, en el cual la persona participante cuenta con las lecturas e


insumos para realizar el curso.


El curso cuenta con 3 módulos, conformados por sesiones semanales, de la siguiente manera:


MODULO I: PUEBLOS INDÍGENAS   6 Sesiones.


MÓDULO II: INSTRUMENTOS LEGALES SOBRE PUEBLOS INDÍGENAS     7 Sesiones.


MÓDULO III: ATENCIÓN INSTITUCIONAL A PUEBLOS INDÍGENAS     6 Sesiones.


Cada sesión de trabajo se encuentra conformada por lecturas, vídeos, materiales de consulta y 
máximo 3 actividades autónomas.


RECURSOS Y MATERIALES DIDÁCTICOS: 


Se utilizarán materiales como lecturas, vídeos, presentaciones, etc. 


El  recurso  primordial  para  el  desarrollo  de  esta  actividad  es  la  plataforma  Moodle  de  la
Escuela Judicial.


EVALUACIÓN


Autoformativa.      


Se realiza una tabla de evaluación general para cada módulo, en la cual se indica el porcentaje de cada
ejercicio. 
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MAPA CONCEPTUAL: ESTRATEGIA DE ENSEÑANZA-APRENDIZAJE


Es recomendable elaborar un mapa conceptual, para organizar cada módulo. Este consiste en el recorrido que
va a seguir el módulo, para dar respuesta al objetivo general. 


Se debe disgregar el concepto general del módulo  en aquellos aspectos esenciales que permitan su aplicación,
análisis y reflexión y que responden al puesto definido. 


El mapa conceptual se construye a partir de varios elementos gráficos: por un lado, de elipses, y dentro de ellas
las palabras o conceptos; por otro lado, las líneas, que unen las elipses y sobre ellas las palabras de enlace entre
los diferentes conceptos. 


• Concepto: nombres, adjetivos y pronombres que representan hechos, objetos, ideas, procesos, haceres, 
seres. 


• Palabras enlace: Permite establecer los nexos entre los conceptos, para ello, se pueden utilizar verbos, 
preposiciones, conjunciones, adverbios. 


• Proposición: es la frase e idea que tiene un significado definido que se construye a partir de dos o más 
conceptos unidos por palabras enlace. 
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DISEÑO PARA CADA MÓDULO


  


OBJETIVOS DE
APRENDIZAJE


CONTENIDOS
(SABERES)


ACTIVIDADES DE
APRENDIZAJE


RECURSOS
DIDÁCTICOS


EVALUACIÓN
DE


APRENDIZAJES


TIEMPO


Conducen  al
desarrollo  de  la
competencia,
incluyen aspectos
cognitivos,
procedimentales
y actitudinales. 


        


Salen  de  la
competencia
general  y  se
detallan según se
requiera  por  los
objetivos  de
aprendizaje. 


Se  deben  incluir
aspectos
cognitivos,
procedimentales
y  actitudinales
“saber ser” .


Actividades
didácticas  que  se
proponen  para  el
logro  del  objetivo
de aprendizaje.


              


( Selección Única, 
Falso y 
Verdadero, 
Emparejamiento, 
Asocie, Complete. 
Los ejercicios 
deben ser 
analíticos, para 
superar lo 
meramente 
memorístico.)


Se  enlistan  los
recursos
didácticos  que
permitirán el logro
del  objetivo  de
aprendizaje  y
actividad
propuesta.


(Lectura de 
máximo 60 
páginas por 
semana. 
Presentación de 
máximo 12 
diapositivas. 
Conferencias 
asincrónicas de 
máximo 40 
minutos.)                


Al  ser
autoformativo,


se  realiza  una
tabla  de
evaluación
general,  en  la
cual se indica el
porcentaje  de
cada ejercicio. 


Tiempo  de cada
actividad que se
proponga 


(Al ser 
actividades 
asincrónicas, los 
vídeos o 
conferencias no 
deben exceder 
de 40 minutos. 
Cada sesión 
debe 
contemplar: 2 
horas para 
lectura, 2 horas 
para cada 
actividad.)
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MODULO I: PUEBLOS INDÍGENAS


SESIÓN SEMANAL PERSONA EXPERTA CONTENIDOS 


SESIÓN 1:


Breve perspectiva sobre
los pueblos indígenas en
Costa Rica y su realidad


sociocultural.     


Especialista en 
Antropología o Sociología.


¿Por qué las personas indígenas deben ser objeto de
consideraciones especiales en términos de acceso a 
la justicia?


SESIÓN 2:


Conocernos: Un primer
acercamiento. 


Personas indígenas Bribri
(Talamanca), Broran, mujer


Ngöbe.


Costumbres.


Formas de transmisión de la tierra.


Formas de posesión de la tierra.


Condición socioeconómica de  los pueblos 
indígenas.


SESIÓN 3:


Género y Mujeres
Indígenas.


- Valeria Varas Rojas,
Antropóloga, Profesional


Especialista, Departamento
de Ciudadanía Activa,


Liderazgo y Gestión Local,
Instituto Nacional de la


Mujer (INAMU).


- Mujer indígena Térraba o
Bribi


1. INTRODUCCIÓN:


• Orígenes de los seres humanos.


• La identidad y la cultura.


2. LAS MUJERES INDÍGENAS EN COSTA 
RICA.


• Estadísticas según censo y datos de instituciones.


3. GÉNERO Y MUJER INDÍGENA


• Qué es el enfoque de género. Qué describe. ¿Qué
promueve el enfoque o  perspectiva de género?


• Feminismo comunitario (Lorena Cabnal, mujer 
maya – sinka)


• Feminismo descolonial


• Patriarcado


• La igualdad y equidad de género


o Diferencia entre igualdad y equidad


o Las acciones afirmativas
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4. DEMANDAS QUE HAN HECHO LAS 
LIDERESAS DEL FORO


SESIÓN 4


Intérpretes e Identidad 


Alí García Segura, Profesor,
Escuela de Filología,


Linguística y Literatura, 


Universidad de Costa Rica 


- Intérpretes.


-Relación de identidad.


SESIÓN 5


Pluralismo jurídico
aplicado por personas


indígenas.


Personas indígenas de los
diferentes tribunales


indígenas.


Formas de resolver el conflicto.


SESIÓN 6


Peritajes culturales  y
antropológicos.


Especialista en 
Antropología o Sociología.


Elaboración  de  peritajes  culturales  y
antropológicos.
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  MODULO II: INSTRUMENTOS LEGALES SOBRE PUEBLOS INDÍGENAS


SESIÓN SEMANAL PERSONA EXPERTA CONTENIDOS 


SESIÓN 1:


Principales
instrumentos


internacionales sobre
pueblos indígenas.


Jurisprudencia
internacional indígena.


 


Jorge Leiva Poveda,


Juez, 


Tribunal Contencioso
Administrativo


- Elementos básicos sobre Organizaciones 
Internacionales.


- OIT y Pueblos Indígenas.


- Sistema Universal de Protección de Derechos 
Humanos.


1. Subsistema Convención de Protección de 
Derechos Humanos. 


2. Subsistema Extraconvencional de 
Protección de Derechos Humanos. 


- Sistema Interamericano de Protección de 
Derechos Humanos.


Subsistema de la Carta de la OEA. 
Subsistema de la Carta – Convención. 


- Pueblos Indígenas en la jurisprudencia de la Corte
Interamericana de DDHH.


SESIÓN 2:


Impacto del pluralismo
jurídico indígena en las


políticas del Poder
Judicial y el


cumplimiento de las
Medidas Cautelares
321-12 de la CIDH
contra el Estado.


Damaris Vargas Vásquez,


Jueza del Tribunal Agrario  


y Directora del Proyecto  de
Implementación de la


Reforma Procesal Agraria,
Poder Judicial. 


1. Alcances del pluralismo jurídico.


2. Contenido de las Medidas Cautelares 321-12 de
la CIDH contra el Estado.


3. Acciones de implementación del PJ de las 
Medidas Cautelares 321-12.


4. Proceso de concertación con las personas 
indígenas beneficiarias e impacto en las Políticas y
Circulares del Poder Judicial de Costa Rica.


5. Resoluciones de la Corte IDH, las Salas de 
Casación y la Sala Constitucional de la Corte 
Suprema de Justicia asociadas.
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SESIÓN 3:


Ley de Acceso a la Justicia
de Pueblos Indígenas de


Costa Rica y Reglas
prácticas de acceso a la


justicia de pueblos
indígenas, Circulares del


Poder Judicial.


Jean Carlo Monge Madrigal,


Juez Penal.


1. Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos 
Indígenas.


2. Circulares institucionales relacionadas con la 
atención y trato especial que se le debe brindar a 
las personas indígenas, así como el trámite que se 
le debe dar a ese tipo de expedientes.


SESIÓN 4:


Circulares del
Ministerio Público y
atención a personas
usuarias indígenas.


Lic. Rafael Arias Hidalgo.
Fiscal de Asuntos


Indígenas.
Fiscalía de Asuntos


Indígenas.


-Circulares del Ministerio Público, vinculadas con 
el abordaje de delitos en los territorios indígenas.


-Circular 03-ADM-2010, Protocolo para la toma 
de denuncias a personas indígenas. (Priorizar el 
trato en la atención del usuario. Realizar 
nombramiento de intérprete. Informar a la FAI 
sobre la recepción de la denuncia. Rotular el 
expediente con interviniente indígena. Utilizar 
lenguaje acorde con la persona indígena 
mostrando sensibilidad.)


-Circular 13-ADM-2011, sobre la usurpación de 
tierras en territorios indígenas. (Competencia de 
FAI. Peritaje Cultural. Delito de Usurpación dentro
de un territorio indígena.)


-Circular 10-ADM-2013, metodología de trabajo 
entre la Fiscalía de Asuntos Indígenas y las 
Fiscalías Territoriales que tramitan causas 
indígenas. (Recolección de expedientes de la 
Fiscalía de Asuntos Indígenas en las Fiscalías 
Territoriales. Tramitación de expedientes, por 
medio de comisiones. Respaldo de expedientes en 
la Fiscalía Territorial.)


-Memorando 01-2013, ficha técnica de 
identificación de caso con intervinientes 
indígenas.(Implementación de la ficha técnica en 
los expedientes con personas indígenas.)
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-Reglas prácticas: Ayudas económicas. Diligencias
in Situ. Intérprete.


SESIÓN 5:


Reglas de Brasilia


Melissa Benavides Víquez.
Unidad de Acceso a la


Justicia.


- Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS).
- Subcomisión de acceso a la justicia de pueblos 
indígenas.
- Comisión de Acceso a la Justicia.
- Unidad de Acceso a la Justicia.


SESIÓN 6:


Personas intérpretes y
traductoras en lenguas


indígenas.


Wilbert Kidd Alvarado
Subdirector Ejecutivo 


 Poder Judicial.


Requisitos de inscripción.


SESIÓN 7:


Fundamento jurídico
de los peritajes.


Avances en la
privacidad de los


datos.


Ligia Jiménez Zamora,
Defensora Pública.


1.Pueblos  indígenas,  justicia  intercultural  y
peritajes  culturales:  elementos  generales,  y
conceptuales.


2.Normativa  nacional  e   internacional  sobre
peritajes  culturales.  Abordaje  integral  de  los
instrumentos jurídicos sobre peritajes culturales y
antropológicos, su importancia y justificación para
una justicia intercultural.


3.Elementos para  solicitar   y  valorar  un peritaje
cultural y antropológico con pertinencia cultural.
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MODULO III: ATENCIÓN INSTITUCIONAL A PUEBLOS INDÍGENAS.


SESIÓN SEMANAL PERSONA EXPERTA CONTENIDOS 


SESIÓN 1:


La Intervención del
Departamento de
Trabajo Social y
Psicología con


Población Indígena.


- Inés Rivera Poveda 


- Ileana Quesada Zamora


Departamento de Trabajo
Social y Psicología del Poder


Judicial.


1. Generalidades del Departamento de Trabajo 
Social y Psicología:
a) Visión y misión, población meta.
b) Personal de departamento.
c) Oficinas por zona de competencia.
d) Programas que se atienden en el departamento.
2. Particularidades de la intervención con 
población Indígena:
a) Principales problemáticas psicosociales de la 
población.
b) Oficinas que cuentan con territorios indígenas.
c) Estadísticas de casos referidos.
d) Estrategias de accesibilidad aplicadas por el 
Departamento de Trabajo Social y Psicología.
e) Limitaciones y aspectos favorables en la atención
de la población indígena (estrategias de 
coordinación).
3. Lineamientos del DTSP para la atención de 
población indígena.


SESIÓN 2:


Servicio de Medicina
Legal a población


indígena.


Dr. Lawrence Chacón
Barquero. Médico


Especialista en Medicina
Legal, de la Sección de
Patología Forense del


Departamento de Medicina
Legal. 


1. Los servicios de Medicina Legal a población 
indígena, en personas vivas.
a. Protocolos para atención de población 
vulnerable.
b. Experiencia en la Unidad Médico Legal de Pérez
Zeledón.
c. Tipos de casos de valoración médico legal y los 
procedimientos para la examinación.
d. Servicio de traducción.


2. Los servicios de Medicina Legal a población 
indígena, en fallecidos.
a. Generalidades acerca de la autopsia médico 
legal: indicaciones de autopsia, procedimiento. 
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b. Procedimiento para el traslado del cadáver 
hacia la Morgue Judicial, autopsia y entrega del 
cadáver. 
c. Especificaciones para casos de autopsia médico 
legal en población indígena.
d. Casos que requieren traslado del médico 
forense al escenario de muerte.
e. Experiencia en la Sección de Patología Forense.


3. Proyecto de Unidad-Morgue Buenos Aires de 
Puntarenas.


SESIÓN 3:


Plan Nacional de
Recuperación de


Territorios Indígenas.


Ing. Jimmy Garita
Hernández


INDER


Ingra. Sandra Angulo
Calderón


INDER


1. Justificación para la creación del Plan-RTI.


2. Etapas y actividades del Plan-RTI.


3. Avance del Plan-RTI en los Territorios Indígenas.


4. Principales hallazgos a partir de la 
implementación del Plan-RTI.


5. Temas no resueltos.


SESIÓN 4:


Mecanismo General de
Consultas sobre actos
en los territorios y de
importancia para las
personas indígenas


fuera de los territorios
indígenas.


Franklin Paniagua


 Director de DINARAC del
Ministerio de Justicia


- Mecanismo General de Consulta.


- Procedimiento para realizar una consulta.


- Unidad Técnica de Consulta Indígena.


-Las instancias territoriales de consulta indígena.


SESIÓN 5:


Modelo de
construcción de la


Política Pública para
los pueblos indígenas. 


Geyner Blanco


Indígena Maleku Asesor de
la Presidencia de la
República en temas


indígenas


a.Abordaje estructural de los problemas que 
impiden el disfrute de derecho a los pueblos 
indígenas.


b.La ruta para la construcción de la Política 
Pública para los Pueblos Indígenas 2019-2024.


c.Firma de la directriz N° 017-MP-MJP para el 
Proceso de Construcción Participativa e 
Intercultural de la Política Pública para los Pueblos
Indígenas 2019-2024.
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d.La construcción del borrador de la Política 
Pública.


e.La consulta en tiempos de pandemia del 
borrador de la Política Pública para los Pueblos 
Indígenas 2019-2024.


SESIÓN 6:


Coordinación del OIJ
para  ingresar  a


territorios indígenas en
los que existe


conflicto.


Especialistas del
Organismo de Investigación


Judicial, y del Ministerio
Público.


Poder Judicial.


- Colaboración del personal del OIJ para el ingreso
de personal judicial a territorios indígenas en los 
que existe conflicto, con el fin de garantizar el 
acceso a la justicia.


- Coordinación del personal del OIJ con el 
personal del Ministerio Público.
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		República de Costa Rica



		

		Poder Judicial

Plantilla para el Informe de labores año 2020







		Datos de Contacto



		Nombre de la instancia judicial: 

		



		Ámbito judicial (Jurisdiccional/Administrativo/auxiliar de Justicia): 

		



		Nombre la persona encargada: 

		



		Correo electrónico: 

		



		Teléfono: 

		







		Instrucciones Generales

		



		Esta plantilla se realiza con la finalidad de facilitar la recolección de insumos, la redacción y revisión del documento que fungirá como informe de labores del año 2020 para ser expuesto en el primer trimestre del año 2021. Por esta razón, muy respetuosamente le solicitamos tomar en consideración lo siguiente:



- El informe que se solicita se refiere a las acciones más relevantes que se han alcanzado en este año 2020. 



- Se debe tener presente que el informe será de acceso público, por lo que su redacción debe efectuarse en tercera persona singular, de manera simple, clara y comprensible para las personas usuarias.



-El informe contará con 2 páginas iniciales correspondientes a un informe ejecutivo donde se detallarán todos aquellos aspectos que consideren necesarios de resaltar por su gran relevancia en este 2020. Y seguidamente, se expondrá el informe de labores con una extensión máxima de 20 páginas.

 

-Elementos de forma: el texto del informe de 20 páginas será en Arial 12, a interlineado sencillo, se debe procurar que las imágenes que se adjunten sean de buena calidad, y verificar que los datos consignados en los gráficos sean correctos. 



-Elementos de fondo: En caso de incluir cifras, se recomienda comparar los datos en relación con el año anterior (ejemplo: X cantidad de casos ingresados en relación con el 2019, etc.) para las instancias en el ámbito jurisdiccional y auxiliar de justicia, es importante la inclusión de cifras en torno a la cantidad de procesos judicial (casos entrados, etc.), y en el ámbito administrativo, la cantidad de acciones, proyectos, y de ser posible el impacto generado. 



-Este documento deberá ser remitido a las direcciones despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr ;  a más tardar el 27 de noviembre de 2020.
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RESUMEN EJECUTIVO

(Desglose de las principales acciones realizadas en el 2019 que considere de especial trascendencia)
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KP =PRUSIDENCIA^=
Cone Suprema de Juslicia


San Jose, 16 de octubre de 2020 
DP-541-2020


Magistrado
Jorge Olaso Alvarez
Coordinador
Comision de Acceso a la Justicia 
S. D.


Estimado senor:


Reciba un cordial saludo. Por este medio me dirijo a usted de la manera mas atenta y 
cordial, en relacion con el proceso preparatorio del informe anual sobre el desempeno y 
logros de la administracion de justicia.


Este proceso tiene su fundamento en el articulo 58 de la Ley Organica del Poder Judicial, 
el cual establece que la Corte Suprema de Justicia debe reunirse en una Sesion Solemne 
en el mes de marzo de cada ano, a efectos de:


.. inaugurar el ano judicial. En esta sesion, el Presidente dara un in forme 
sobre la administracion de justicia..."


A efectos de desarrollar el informe del periodo 2019- 2020 que rendira el Presidente de la 
Corte Suprema de Justicia Dr. Fernando Cruz Castro en el primer trimestre del 2021; 
deseamos solicitar su valiosa colaboracion a fin de remitir a esta oficina debidamente 
completado el documento denominado plantilla - informe de labores" adjunto a esta nota, 
en el cual se solicita informacion relativa a las principales gestiones realizadas durante este 
ano.


Este documento debera ser remitido a la direccion despacho pre@poder-iudicial.qo.cr; a 
mas tardar el viernes 27 de noviembre de 2020.


Cualquier informacion que no venga en el formato del documento adjunto, asi como la 
remitida de manera extemporanea, no sera contemplada dentro de la elaboracion del 
informe final. Por esta razon, mucho le agradeceremos remitir en tiempo y forma el 
documento solicitado.


De antemano agradecemos la colaboracion a lo solicitado.


IVIS^. Roger Mata Brenes
Director


Despacho de la Presidencia


Tels: (506)2295-3611 -2295-3612 Fax (506) 2257-5621 Apdo.: 99-1003 San Jose



mailto:despacho_pre@poder-iudicial.qo.cr








oleObject20.pptx




Regulación de conflictos de interés. Fortalecimiento de la cultura institucional de integridad  



Msc. Kennia Alvarado V.





Muy buenos días señoras Magistradas y señores Magistrados, y personas que nos acompañan. Agradezco el espacio concedido para conversar sobre la regulación de conflictos de intereses recién entrada en vigencia el primero de marzo de este año. Este espacio, que cuenta con el apoyo del señor Presidente y la señora Vicepresidenta de la Corte Suprema, pretender contribuir con el órgano de administración y que dicta la política institucional como parte de la gestión de cumplimiento normativo, en este caso, de la regulación de CI. REGULACIÓN QUE CON UN ALTO CONTENIDO ÉTICO, se introduce como parte de la normativa institucional que viene a fortalecer la cultura de integridad de la organización. 
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Poder Judicial responde a estándares internacionales en la regulación de los conflictos de intereses







YA SABEMOS QUE HAY INSTRUMENTOS INTERNACIONES QUE COMPROMETEN A LOS PAISES A REGULAR LA MATERIA DE CONFLICTOS DE INTERSES EN EL SECTOR PÚBLICO Y RECOMENDACIONES SOBRE EL SECTOR PRIVADO. Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción. Art. 7.4 y 8.  -- La Convención Interamericana contra la corrupción. Art. III. – OCDE. Líneas directivas: La gestión de los conflictos de intereses en el servicio público. – Y RECIENTEMENTE, EL DOCUMENTO: Integridad para el buen gobierno en América Latina y el Caribe-LIMA, PERÚ, 2018. PERO, qué sabemos del DESARROLLO de esta normativa y de su VERDADERO IMPACTO RESPECTO DEL COMPROMISO DE LAS NACIONES?. VEAMOS EN CONCRETO ALGUNAS REFERENCIAS DERIVADAS DE ESTOS INSTRUMENTOS DIRIGIDOS A EJECUTAR Y MATERIALIZAR ESOS ENUNCIADOS. ESTO NOS PERMITE TENER UNA PERSPECTIVA MÁS CLARA Y DEFINIDA SOBRE EL VERDADERO CUMPLIMIENTO DE ESTOS ESTÁNDARES INTERNACONALES.  
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Poder Judicial responde a estándares internacionales 

Convención de las Naciones Unidas 

contra la Corrupción. Art. 7.4 y 8.



Grupo de Trabajo Intergubernamental de composición abierta sobre la prevención de la corrupción. Conferencia Viena, septiembre, 2018.

Prevención y gestión de los conflictos de intereses

Sector especialmente vulnerable a la corrupción: adquisiciones, aduanas, cumplimiento de la ley-administración de justicia. 



Resolución 7/5: uso de instrumentos innovadores y digitales 

Resolución 6/5: regular la relación público-privada





Basados en la Convención de Naciones Unidas, La CONFERENCIA DE LOS ESTADOS PARTES, VIENA 2018, GIRÓ EN TORNO A LA GESTION Y REGULACION DE LOS CONFLICTOS DE INTERESES, en esa Conferencia se recoge los informes de 40 países en esta materia: Países como El Salvador, Guatemala, Argentina, Chile, Perú, USA, Alemania, Rusia, Japón… INFORMARON LAS MEDIDAS  QUE HAN ADOPTADO PARA el cumplimiento de LA CONVENCIÓN para la regulación de los CI-RESALTAR que hubo consenso respecto de los sectores vulnerables: ADQUISICIONES, ADUANAS, CUMPLIMIENTO DE LA LEY/ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA- RESOLUCIÓN 7/5: La CONFERENCIA alentó a los Estados partes a que promovieran, de conformidad con los principios fundamentales de sus ordenamientos jurídicos, la adopción, mantenimiento y fortalecimiento de sistemas que impulsaran la transparencia y previnieran conflictos de intereses y, cuando proceda, a que utilizasen instrumentos innovadores y digitales en ese ámbito---RES 6/5: LA CONFERENCIA se subrayó también la importancia de adoptar medidas para prevenir los conflictos de intereses en el sector privado PARA REGULAR LA RELACIÓN PÚBLICA PRIVADA. 
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Poder Judicial responde a estándares internacionales 

OCDE



Integridad para el buen gobierno en América Latina y el Caribe. Lima, Perú, 2019







Directiva OCDE para la gestión de CI

Prevención y resolución de conflictos de intereses.

Relación pública-privada: promoción de la integridad y de códigos de conducta: programas de cumplimiento corporativo y tratamiento de CI



Principios básicos: 

Estar al servicio del interés público

Apoyar la transparencia y el control

Promover la responsabilidad individual y el ejemplo personal.

Crear una cultura organizativa intolerante respecto de los conflictos de intereses.







4



Poder Judicial responde a estándares internacionales 

Mecanismo de lucha contra la corrupción 

Conflicto de interés NO               de corrupción





 Conflictos de interés            inevitable

 NO implica una falta administrativa o delito 

 Puede derivar en una falta administrativa

No gestionar, identificar, informar o abstenerse 

Conflicto de interés –derivar- delito





1- 2 CIERTAMEMTE LA REGULACIÓN DE LOS CI ES UN MECANISMO DE LUCHA CONTRA LA CORRUPCIÓN.- SIN EMBARGO, HAY QUE TENER ALGO MUY CLARO QUE NO PUEDE PERDERSE DE VISTA PARA NO GENERAR INTERPRETACIONES QUE CONTRADIGAN EL TRATAMIENTO DE ESTA MATERIA.  3 LO PRIMERO QUE HAY QUE DECIR ENTONCES, es que: LA REGULACION DE LOS CI ES EMINENTEMENTE PREVENTIVO, basado en la GESTION DEL RIESGO.– Véase que UNA PERSONA FUNCIONARIA PÚBLICA puede enfrentar o enfrentarse a un CI EN FORMA INEVITABLE.  … 4  Un CI no implica o conlleva, de facto, una falta administrativa o un delito. 5 Un CI  NO es sinónimo de CORRUPCIÓN. 6  LA responsabilidad administrativa puede derivarse en caso de que la persona no gestione adecuadamente el CI: identificar, revelar la situación de CI, y abstenerse de actuar.  7  FINALMENTE, hay que señalar que un CI puede derivar en un delito: como tráfico de influencias, nombramientos ilegales, divulgación de secretos, 

negociaciones incompatibles, incumplimiento de deberes.- VEAMOS a continuación lo que el incumplimiento a la debida gestión de un CI puede acarrear. 
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Consecuencias del incumplimiento de la regulación de conflictos de intereses. 

https://www.europarl.europa.eu/doceo/document/TA-8-2018-0530_FR.html




Ausencia de declaración sobre un vínculo de parentesco o afectivo provoca cuestionamiento en la tramitación de un proceso. 

Despido de persona juzgadora que modificó el texto de la sentencia luego de la lectura integral o el despido de juez que eliminó folios de un expediente por un vínculo de amistad.  





1, 2 : ESTA SITUACIÓN incide en el proceso provocando NULIDADES. 3: esta situación probablemente se deriva de un CI.  4 
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Resolución del Parlamento Europeo, de 13 de diciembre de 2018, sobre conflictos de intereses y protección del presupuesto de la UE en la República Checa ( 2018/2975 (RSP) SE ASIENTA EN LA ..jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (5) , “la confusión de intereses constituye en sí misma y objetivamente una disfunción grave, sin que sea necesario tener en cuenta, para su calificación , las intenciones de los interesados ​​y su buena o mala fe ”; Considerando que la Comisión está obligada a suspender los pagos con cargo a los fondos de la Unión en caso de que se produzca una infracción grave del funcionamiento de los sistemas de gestión y control y en caso de divulgación de irregularidades graves que no hayan sido observadas, notificadas o corregidas relacionadas un conflicto de interes
(5)Sentencia de 15.6.1999 en el asunto T-277/97 Ismeri Europa Srl / Tribunal de Cuentas de las Comunidades Europeas , ECLI: EU: T: 1999: 

ESTOS CASOS NOS LLAMA A LA SS REFLEXIÓN: LOS PRIMEROS INTERESADOS EN CUMPLIR Y HACER CUMPLIR EL REGLAMENTO DE CI SOMOS TODAS Y TODOS LOS FUNCIONARIOS DE ESTA INSTITUCIÓN, XQ SE TRADUCE EN LA MEJOR LÍNEA DE DEFENSA PARA LA PROTECCIÓN DE LA INDEPENDENCIA, DE LA IMPARCIALIDAD Y OBJETIVIDAD EN EL EJERCICIO DE LA FUNCIÓN Y DEL PJ. 
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Reglamento de conflictos de intereses

Objetivos de la regulación. Art. 1

Aseguramiento de la imparcialidad 



Probidad 



Satisfacción del interés pública

Transparentar la gestión pública



Transparentar el ejercicio de la función pública 







Dicho lo anterior, con respecto al reglamento de CI aprobado, debemos DESTACAR que el objetivo de la regulación está alineada al propósito de los instrumentos internacionales en la materia, cual es: la seguridad de la imparcialidad, de la probidad y la satisfacción del interés público. Y en el caso del PJ, la expectativa que en un Estado de Derecho debe responder es hacia un PODER JUDICIAL QUE ADMINSTRE JUSTICIA CON INDEPENDENCIA.- AHORA, si nos referimos al IMPACTO DE LA regulación debemos señalar que se trata de una ACCIÓN AFIRMATIVA que FORTALECE la política institucional de transparencia y le agrega un COMPONENTE: EL DE TRANSPARENTAR EL EJERCICIO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA A TODOS LOS NIVELES DE LA ORGANIZACIÓN.    
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Reglamento de conflictos de intereses Características

Enfoque desde la Prevención Art. 7, 13, 16, 17



Responsabilidad de las y los funcionarios Art. 7 y 8



Extensivo a todo el personal Art. 2



Ejemplo clase gerencial Art. 15






Equilibrio razonable



Lineamientos y orientación específica. CI / deber de probidad.



Trámite sencillo









1: se base en la gestión del riesgo. 2. La RESPONSABILIDAD DE LA GESTIÓN de los CI recae en las personas funcionarias públicas. En este sentido, los principales responsables de vigilar que los intereses privados no afecten las funciones a cargo del PJ, la confianza y credibilidad institucional. Somos los primeros llamados a gestionar un CI: identificar un posible CI, revelar la situación de CI potencial o aparente ante el superior jerárquico, y en consecuencia rige el deber de abstención. 3 aplica a todas las personas que presten un servicio en la institución, remunerado o no. 4 como cualquier instrumento con alto contenido ético y de integridad pública, se basa en el ejemplo de la clase gerencial. 5 entre el ámbito privado de la persona servidora y el ámbito público. Se reconoce que todos y todas tenemos intereses privados legítimos, y que debemos desarrollarnos en armonía en los diferentes ámbitos: laboral, personal, social, de negocios, familiar, etc. SIEMPRE PRIVILEGIANDO EL INTERES GENERAL. 6   La regulación responde a lineamientos internacionales y legislación nacional: ESTO QUIERE DECIR QUE ESTE RGLAMENTO NO ESTÁ CREANDO NORMAS O DISPOSICOINES QUE NO ENCUENTRES SUSTENTO EN DISPOSICIONES DE ACATAMIENTO OBLIGATORIOS. ME REFIERO A ART 11 DE LA CONSTITUCION POLÍTICA QUE desarrolla el PRINCIPIO DE LEGALIDAD que sienta las bases del principio de legalidad y objetividad, las Directrices generales sobre principios y enunciados éticos a observar por parte de los jerarcas, titulares subordinados, funcionarios de la Contraloría General de la República 2004, la LCCEIFP que desarrolla el DEBER DE PROBIDAD . La LGAP sobre las reglas de abstención. LOPJ, Ley de Contratación—EN FIN,  OTROS MÁS. Lo rescatable de este REGLAMENTO y su aprobación en el PJ, es que responde a la obligación de que CADA INSTITUCIÓN DEBE GESTIONAR SU PROPIO RIESGO DE CI- y en este sentido, si hay que destacar que este reglamento al ser una regulación adaptaba a la organización RESPONDE a la sugerencia de organismos internacionales que indican la necesidad de emitir disposiciones específicas, que sean del conocimiento de los funcionarios y que delimiten las conductas permitidas, las toleradas y aquellas que no son permitidas en la organización, es decir, NO TOLERADAS.  EL OBJETIVO FINAL  siempre será que los funcionarios públicos conozcan los límites de lo que constituye una conducta aceptable y que trabajen de tal modo que promuevan la efectividad de las instituciones y la confianza de la ciudadanía. 
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Ejemplo de la clase gerencial 





Artículo 15. Ejemplo de la clase gerencial y jefaturas.

 

Las personas funcionarias de la clase gerencial y las jefaturas, deberán dar el ejemplo personal al organizar sus intereses privados de manera que quede protegida su propia reputación de integridad y la de la institución.

Liderazgo con integridad. OCDE 





EL enunciado del art. 15 del reglamento responde a uno de los componentes de este tipo de regulaciones, y cumple con otro estándar internacional en la materia. Este art 15 CONTIENE EL CONCEPTO DE LIDERAZGO CON INTEGRIDAD DESARROLLADO POR LA OCDE. 
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OCDE. Competencias prioritarias para la contratación y desarrollo de los directivos superiores.   







Sin un liderazgo comprometido, los sistemas de integridad no pueden lograr el efecto deseado. DESARROLLA 12 criterios, el tercero en ese ranking se encuentra el de VALORES Y ÉTICA. Señalan que los líderes éticos son aquellos que toman decisiones claras y demostrables. 
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¿QUÉ ES UN CONFLICTO DE INTERÉS?

Art. 3

Intereses privados de la persona funcionaria

Afectar imparcialidad o poner en riesgo integridad del funcionario



Generar dudas razonables sobre imparcialidad o integridad

que tienen la capacidad de 





¿QUÉ ES UN CONFLICTO DE INTERÉS?

Intereses 

en 

conflicto 

Cuando los intereses personales, familiares, afectivos o de negocios de la persona funcionaria pública tengan la capacidad de afectar el desempeño independiente e imparcial. 

INTERES PÚBLICO 

INTERES PRIVADO 









UN CONFLICTO DE INTERES ES ENTONCES UNA SITUACIÓN EN LA QUE LOS INTERESES COLISIONAN (ENTRAN EN CONFLICTO), TODOS y TODAS tenemos intereses privados legítimos. Tener un interés privado NO significa por si solo que exista un conflicto de interés. Si el interés privado representa una amenaza a la función pública por tener la capacidad de influir indebidamente en el ejercicio del cargo, debe gestionarse adecuadamente, ante la posibilidad de estar en un potencial conflicto de interés.  Y recuerden esto: un CI potencial o aparente, NO debe ser tramitado como un procedimiento disciplinario. SOLO en el caso en que nos encontremos ante un CI REAL, es decir, ante una situación en el que la persona servidora actuó bajo un supuesto que lo obligaba a abstenerse, en cuyo caso MATERIALIZÓ EL RIESGO, es que podemos hablar de un supuesto de violación al DEBER DE PROBIDAD, circunstancia que requerirá remitirse a la vía disciplinaria. 
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¿CUÁLES SON LOS INTERESES PRIVADOS CON CAPACIDAD DE GENERAR CONFLICTOS DE INTERÉS? Art. 4

Pueden ser de distinta índole: 

Financiera o pecuniaria.



Derivados de relaciones familiares.

 

Derivadas de relaciones afectivas.



Vínculos con organizaciones.



Cualquier otro que afecte o genere dudas razonables sobre imparcialidad.









¿CUÁLES SON LOS INTERESES PRIVADOS CON CAPACIDAD DE GENERAR CONFLICTOS DE INTERÉS? Art. 4

Intereses privados  

La sola presencia de uno de los intereses privados NO determina una falta, sino únicamente cuando concurra las condiciones del numeral 3 (definición).



Relevantes  

Irrelevantes 







	CLASIFICACIÓN DE CONFLICTOS DE INTERESES  





UN CI APARENTES ES aquella situación en la que, en sentido estricto, no aplica un supuesto basado en un elemento objetivo que determine la obligación de abstención. PERO la circunstancia es percibida -de forma razonable- en el sentido de que la imparcialidad u objetividad de las decisiones que deban adoptarse en un caso podría encontrarse afectada. Si bien estas situaciones de conflicto “aparente” no pueden asimilarse a las situaciones prohibidas (ni tienen sus mismas consecuencias), de todos modos deben ser gestionadas en forma transparente.



16





Reales





Los intereses privados del funcionario ya han influido y afectado la conducta pública. Funcionario actuó bajo conflicto de intereses.





Potenciales





Aparentes





Existe circunstancia que, potencialmente, puede afectar imparcialidad o poner en riesgo integridad del funcionario.





Existe circunstancia que, genera dudas razonables sobre la imparcialidad o integridad del funcionario o de la Institución.





Otras clasificaciones

⌲ Efecto concreto: respecto a un asunto en específico

⌲ Efecto amplio: una o varias funciones del cargo 

⌲  Originario: desde nombramiento

⌲ Sobreviniente: nueva circunstancia









Identificación de zonas de riesgo: a nivel de PROCESOS 





La administración de recursos financieros, la administración del recurso humano: proceso de selección y reclutamiento del personal, todos procesos vinculadas por la proveeduría y contratación de bienes y servicios, la administración de justicia donde se procura el cumplimiento de la ley, y lo relativo a la administración de los recursos. 
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Recursos Financieros





Recursos Humanos 





Adquisiciones bienes y servicios 





Administración de justicia 





Administración de recursos 





Identificación de zonas de riesgo: en razón del CARGO
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Clase Gerencial 





Jefaturas





Puestos con poder de decisión





Puestos con poder de disposición  





Administradores de justicia 







MANEJO ADECUADO DE LOS CONFLICTOS DE INTERESES

¿Qué implica?

Gestión del riesgo



Adopción de medidas de prevención



Aseguramiento de la independencia e integridad de las decisiones públicas







Adoptar las medidas de prevención, identificación y gestión pertinentes para evitar que los intereses privados de las y los funcionarios públicos afecten el interés general, pongan en riesgo la independencia e integridad de las decisiones públicas y dañen la credibilidad, confianza e imagen de la Institución.
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¿Cuáles son los principios que orientan el buen manejo de los CI? 

Principios esenciales:

 

Servir al interés general



b) Transparencia y escrutinio



c) Promover la responsabilidad individual y ejemplo personal



d) Imparcialidad e independencia



e) Protección de la confianza y credibilidad de la función pública

 









¿De quién es la obligación de manejar adecuadamente los CI? 

 

⌲ Persona Funcionaria Pública



⌲ Jefaturas



⌲Administración/organización 

 











OBLIGACIONES DEL FUNCIONARIO 1 







Evitar los conflictos de interés Art. 7 





Vigilar que sus intereses privados no afecten las funciones a cargo del PJ 





Evitar colocarse en situaciones que pongan en riesgo su imparcialidad, independencia e integridad 





Evitar situaciones que generen dudas razonables de su objetividad o independencia o la del PJ





OBLIGACIONES DEL FUNCIONARIO 2







Revelar los 





intereses privados 





que nos coloquen en CI









OBLIGACIONES DE LA PERSONA  FUNCIONARIA PÚBLICA  



¿Qué hacer? 



Debe reportar de manera transparente, oportuna y oficiosa. 

Debe abstenerse de conocer, en ejercicio del cargo que desempeña, aquellos asuntos respecto a los que se encuentre en situación de CI potencial o aparente.   











EN QUÉ SUPUESTOS TENGO EL DEBER DE ABSTENCIÓN: SIEMPRE QUE ME ENCUENTRO ANTE UNA SITUACIÓN DE CI. Y ESTOS SUPUESTOS ESTÁN DESCRITOS EN EL ART´CIULO 9 DE LA REGULACIÓN 
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Debe informar sobre los intereses comprometedores al superior jerárquico (artículo 8)





Debe abstenerse de actuar en ejercicio del cargo (artículo 9)





¿De qué debe abstenerse? 

⌲ Asesorar o auxiliar a quienes toman la decisión



⌲ Opinar



⌲ Influir de cualquier forma



⌲ Participar en discusión  



⌲ Participar en la decisión 











Motivos más comunes. Interés personal o familiar  

        ⌲  	Propia persona funcionaria pública. Art. 9:1



        ⌲  	Familiar de la persona funcionaria*. Art. 9:2



        ⌲  	Madrastra, padrastro, hijastra (o). Art. 9:2



        ⌲	 Persona con quien tiene un hijo (a) en común. Art. 9:2



        ⌲  	Persona con amistad íntima o enemistad manifiesta, o sus 	parientes cercanos. Art. 9:5



        ⌲  	Persona de quien sea o fue tutor (a), curador (a), apoderado 	representante,  administrador (a), o sus parientes cercanos. 	Art. 9:4



 



Hay obligación de abstención, si se trata de un asunto de interés directo de:







TERCER GRADO DE CONSANGUINIDAD O AFINIDAD 
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Otros motivos. Interés de negocios

            ⌲ Persona jurídica o empresa con quien esté o haya estado vinculado, en 12 meses anteriores, funcionario (a) o sus familiares.** Art. 9:3



            ⌲  Socio (a), jefe (a), compañero (a) de funcionario (a), en 12 meses anteriores. Art. 9:6



            ⌲ Acreedor (a), deudor (a), fiador (a) , por mas de un salario base, o de familiares. Art. 9:7 



            



También, hay obligación de abstención si el asunto es de interés directo de:







PERIODOS DE SOSPECHA O ENFRIAMIENTO: 
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Otros motivos. Vínculo con parte interesada

            

            ⌲  Si funcionario intervino antes de ingresar a PJ, a favor o contra interesado. Art. 9:8



            ⌲   Si se le impuso sanción por queja de interesado o representante. Art. 9:9



            ⌲ Si interesado es o ha sido parte contraria en proceso de funcionario o parientes, 24 meses antes de iniciado trámite. Art. 9:10

	  





También, hay obligación de abstención si el asunto es de interés directo de:







COMO POR EJEMPLO DERIVADO POR UNA RELACIÓN PROCESAL, PARTES CONTRARIAS EN UN PROCESO, EN UNA ACCIÓN DISCIPLINARIA …
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OTROS Motivo de abstención 

La existencia de circunstancias que den lugar a dudas justificadas respecto de su imparcialidad u objetividad. Arts. 9:11 y 7



También, hay obligación de abstención





RESPONDE A LA CLASIFICACIÓN DE LOS CI APARENTES, EN EL QUE NO RESULTAN UNA SITUACIÓN QUE EN SENTIDO ESTRICTO SE AJUSTE A UNA CAUSAL DE CI, PERO QUE SÍ ES SUSCEPTIBLE DE GENERAR DUDAS PARA UN OBSERVADOR ACERCA DE LA OBJETIVIDAD E INDEPENDENCIA DE LA PERSONA O DEL PJ. 
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Atender y resolver los conflictos de interés de las personas colaboradoras o subordinadas, asegurando la “buena gestión pública, la probidad e integridad en el ejercicio de la función judicial y la grave amenaza que estos representan para el interés general, la confianza, la imagen y credibilidad institucionales” (Art. 11)

Obligaciones de la Jefatura

Debe estar vigilante y determinar los posibles riesgos de conflictos de intereses de su personal a cargo, en razón de su rango, funciones, circunstancias personales, entre otros, para tomar las medidas necesarias a fin de prevenir esa situación y darle una solución adecuada, oportuna y efectiva para su prevención, detección y solución, incluyendo la sanción de las conductas contrarias a este Regulación (Arts. 5 ,11 y 41)

Debe abrir espacios adecuados para que la persona colaboradora en forma oportuna pueda formular sus dudas o bien, revelar sus intereses privados que los puedan colocar en conflicto de interés. (Art. 11)

Debe sensibilizar al personal por medio de circular, al menos dos veces al año, sobre la Regulación y las consecuencias para la buena gestión pública (Art. 11)

Ser firme en la denuncia ante la infracción a la Regulación de conflictos de intereses del Poder Judicial, o de cualquier conducta que violente el deber de probidad. (Art. 11)

2

4

5

3

DE LA GESTIÓN



1

Las personas funcionarias de la clase gerencial y las jefaturas, deberán dar el ejemplo personal al organizar sus intereses privados de manera que quede protegida su propia reputación de integridad y la de la institución. (Art. 15)
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Obligaciones de jefaturas (Arts. 11, 13 y 15)



         Papel fundamental en la gestión de los CI del personal a cargo

 

GESTIÓN DEL RIESGO DE CONFLICTO DE INTERÉS DEL PERSONAL A CARGO



Sensibilización-Ambiente confianza-Vigilar-Adoptar medidas preventivas-Denuncia  







Determinar los principales riesgos.

       ⌲  Concientizar al personal.

       ⌲  Generar ambiente de confianza y abrir espacios 		adecuados. 

       ⌲  Estar vigilantes para identificar CI. 

       ⌲  Adoptar las medidas necesarias para prevenir la 		aparición de CI en subalternos.

       ⌲  Tomar decisiones oportunas 

       ⌲  Denunciar infracciones a la regulación de CI.

       ⌲ Estar atentos a los eventuales CI que pueden afectar a aspirantes. 

       ⌲  Dar el ejemplo personal. 
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Algunas medidas por adoptar frente a CI potenciales o aparentes:



El artículo 12 del Reglamento menciona las siguientes medidas: 

         ⌲  Separar a la persona subalterna del conocimiento 	del asunto respecto del que exista CI.



         ⌲  Renuncia de la persona servidora judicial al 	interés privado.



         ⌲  Reorganizar los deberes y responsabilidades de la 	persona servidora judicial conforme al debido 	proceso.



         ⌲ 	Traslado a otro puesto conforme al debido 	proceso.









Atención

Cuidar la proporcionalidad de la medida adoptada. Valorar nivel de riesgo de afectación al interés público.



Conciliar, en la medida de lo posible, los intereses de la organización, el interés general y los intereses legítimos de las personas servidores judiciales. 













Funcionario identifica un posible CI

1

GESTIÓN DE UN CI- TRÁMITE-FUNCIONARIO REVELA UN CI

2

Informa a su jefatura 



Se abstiene de actuar a la espera de la decisión. 

Presenta por escrito la gestión, los hechos, la causal y aporta la prueba. 

3

Analiza y resuelve la gestión. 3 días hábiles 





Acoge 





Rechaza 

Jefatura considera que NO existe CI.

Informa al subalterno la decisión.

Subalterno queda habilitado para actuar.

Jefatura considera que existe un CI potencial o aparente. 

Toma las medidas necesarias.

Informa al subalterno.

Mantiene un registro de los gestiones de CI.





Se denuncia un posible CI ante la jefatura. Art. 10

1

GESTIÓN DE UN CI- TRÁMITE-DENUNCIA DE UN CI ante la jefatura

2

Jefatura valora 



Si considera que es un CI REAL: interpone la denuncia. Art. 11:f, 41 y 42.

Si considera que es un CI POTENCIAL O APARENTE, tramita gestión .

3

Jefatura comunica a la persona involucrada 





Acoge 





Rechaza 

Jefatura considera que NO existe CI.

Informa la decisión.

Jefatura considera que existe un CI potencial o aparente. 

Toma las medidas necesarias.

Informa a las personas involucradas.

Mantiene un registro de los gestiones de CI.



Presenta por escrito la gestión, los hechos, la causal y aporta la prueba. 



Jefatura resuelve

4
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Regalos. Artículo 18 

solicitar ni aceptar, directa o indirectamente, regalos, comisiones, premios, donaciones, favores, propinas o beneficios de cualquier tipo.

Prohibición 

Supuesto 

Excepción 

con motivo u ocasión del desempeño de sus funciones

ámbito diplomático/ Art. 20 LCCEIFP





Obsequios dirigido a familiares. Artículo 19 

no reciba ningún regalo o beneficio

Prohibición 

Supuesto 

Alcance 

Adoptar medidas/razonables

entregado con motivo u ocasión del desempeño de sus funciones, 

cuando tenga conocimiento de este tipo de ofrecimientos.



Art. 9:2





Personas vinculas por parentesco o afectividad.
 Art. 9:2



Vínculos por parentesco (consanguineidad y afinidad) hasta tercer grado



Vínculos afectivos. Otros vínculos: 

Madrastras

Padrastros

Hijastras

Hijastros

Persona con quien se tenga hijas o hijos







Colaboraciones para viajes y pago de estudios. Art. 20

 

Solicitar o recibir, directa o indirectamente

Viajes, aportes en dinero, pago de estudios o cursos



Prohibición 

Supuesto 

Alcance 



Art. 9:2



Aprovechando o haciendo indebida ostentación del cargo





Excepción 



Actividades de interés institucional







Regalos del personal a cargo Art. 23 

 

no deberán aceptar regalos, invitaciones o atenciones sociales del personal a su cargo



Prohibición 

Supuesto 





Fuera del convencionalismo social





Excepción 



Actividades desarrolladas como parte de la costumbre del grupo de trabajo







Medida tendiente a evitar CI con el personal subalterno. Mantener la imparcialidad en la toma de decisiones internas/administrativas. Considerando las responsabilidad y deberes inherentes a las jefaturas: supervisión/disciplinarias
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Definición Convencionalismo. RAE



Expresión, fórmula o acto basados en ideas generalizadas que, por comodidad o conveniencia social, se tiene por verdaderas. 

Costumbre





Definición Costumbre.   RAE

Norma, habitualmente no expresada por escrito, que resulta de prácticas reiteradas y generalmente asumidas por la mayoría de los que están en un lugar o participan en una determinada situación. Es requisito necesario la reiteración de la práctica y su permanencia en el tiempo. 







Medida tendiente a evitar CI con el personal subalterno. 



Mantener la imparcialidad en la toma de decisiones internas/administrativas. 



Considerando las responsabilidad y deberes inherentes a las jefaturas: supervisión/disciplinarias



Regalos del personal a cargo Art. 23 











Pago por discursos, conferencias o actividades similares. Art. 22 

aceptar honorarios ni ningún tipo de regalía o remuneración por su participación en discursos, conferencias, o actividades similares



Prohibición 

Supuesto 





cuando hayan sido invitados a participar en razón o con ocasión del ejercicio de sus funciones o del cargo que desempeñan





Excepción 



Actividades académicas de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial y los gastos de traslado, viáticos y hospedaje, todo condicionado a la autorización previa del Consejo Superior o Corte Plena, según corresponda 







Medida tendiente a evitar CI con el personal subalterno. Mantener la imparcialidad en la toma de decisiones internas/administrativas. Considerando las responsabilidad y deberes inherentes a las jefaturas: supervisión/disciplinarias
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Prohibición de realizar actividades privadas incompatibles. Art. 24

Ofrecer o desempeñar trabajos o actividades privadas, remuneradas o no, que comprometan su imparcialidad

Prohibición 

Supuesto 





Que posibiliten un conflicto de interés o contra sus deberes y responsabilidades en la función pública.







Alcance



Supera el régimen de prohibición y dedicación exclusiva





Medida tendiente a evitar CI con el personal subalterno. Mantener la imparcialidad en la toma de decisiones internas/administrativas. Considerando las responsabilidad y deberes inherentes a las jefaturas: supervisión/disciplinarias
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Participación política y uso indebido del cargo para beneficio de agrupaciones políticas. Art. 33



Participar en procesos y actividades político-electorales

Neutralidad política partidista

Dar donaciones o contribuciones de cualquier tipo a partidos políticos, o a candidatas o candidatos en todo proceso de elección popular.







Prohibición 

Excepción 





Emisión del voto en elecciones nacionales

La Sala Constitucional. Acción de inconstitucionalidad contra esta normativa mediante voto número 2883-96, de las 17:00 horas del 13 de junio de 1996.









Alcance



incluye cualquier medio de información, redes sociales o Internet





Medida tendiente a evitar CI con el personal subalterno. Mantener la imparcialidad en la toma de decisiones internas/administrativas. Considerando las responsabilidad y deberes inherentes a las jefaturas: supervisión/disciplinarias
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La participación del juez en una red social 



Dictamen sobre aspectos éticos de la participación de los Jueces en redes sociales. 

Comisión Iberoamericana de Ética Judicial. 

Principios de Bangalore



La participación del juez en una red social ha de ser prudente.





Prohibición de lobby para acceder a cargos. Art. 34 

hacer lobby político, recomendar, promover o censurar a terceros ante la Asamblea legislativa,  

Prohibición 

Supuesto 



directa o indirectamente

designación de magistradas y magistrados propietarios y suplentes





Medida tendiente a evitar CI con el personal subalterno. Mantener la imparcialidad en la toma de decisiones internas/administrativas. Considerando las responsabilidad y deberes inherentes a las jefaturas: supervisión/disciplinarias
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Participación en actividades organizadas o patrocinadas por proveedores y aceptación de obsequios Art 21 



Recibir premios, regalos, participar en rifas o actividades organizadas o patrocinadas por los proveedores ordinarios o potenciales 

Prohibición 

Excepción 





Planes de capacitación ordinarios o las actividades autorizadas expresamente por el superior en forma razonada, para cumplir funciones de acuerdo con la ley







Sujetos obligados 



PERSONA con poder de decisión sobre la contratación de bienes, suministros o servicios 





Medida tendiente a evitar CI con el personal subalterno. Mantener la imparcialidad en la toma de decisiones internas/administrativas. Considerando las responsabilidad y deberes inherentes a las jefaturas: supervisión/disciplinarias
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Solicitud de colaboración para la institución. Art. 26

Solicitar servicios o recursos especiales para la institución  

Prohibición 

Supuesto





Cuando dicha aportación comprometa o condicione en alguna medida la toma de decisiones











Medida tendiente a evitar CI con el personal subalterno. Mantener la imparcialidad en la toma de decisiones internas/administrativas. Considerando las responsabilidad y deberes inherentes a las jefaturas: supervisión/disciplinarias
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Prestación de servicios a terceros. Art. 25 



Patrocinar, representar o prestar servicios remunerados o no, directa o indirectamente, a personas interesadas en asuntos tramitados en su oficina 

Prohibición 

Alcance 





Oficinas jurídicas o de negocios, firmas comerciales, abogados, empresas relacionadas con abogados, personas usuarias frecuentes de los servicios judiciales, entre otros similares

Excepción 



Actividades académicas u oficiales, en cuyo caso se requerirá la aprobación previa del Consejo Superior.

 





Medida tendiente a evitar CI con el personal subalterno. Mantener la imparcialidad en la toma de decisiones internas/administrativas. Considerando las responsabilidad y deberes inherentes a las jefaturas: supervisión/disciplinarias
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Nexo con las partes Art. 28



Tramitar ni conocer asuntos  

Prohibición 

Alcance 



Alguna de las partes sea su acreedor, deudor, fiador o fiado, empleado o patrono

Excepción 



Nexo sea con el Estado o cualquier institución pública; también se exceptúa, si se da con una sociedad mercantil, una corporación, una asociación o cualquier otra persona jurídica, cuando el nexo con estas sea irrelevante para demeritar la objetividad del funcionario 





Medida tendiente a evitar CI con el personal subalterno. Mantener la imparcialidad en la toma de decisiones internas/administrativas. Considerando las responsabilidad y deberes inherentes a las jefaturas: supervisión/disciplinarias



58



Intervención indebida con ex servidores  Art. 40



Rechazar cualquier intervención indebida de ex servidoras y ex servidores judiciales dirigida a presentar la defensa de sus propios intereses o de terceras personas 

Reportar ante el Colegio de Abogadas y Abogados

Obligación/

deber

Supuesto

 Se pretenda influir, directa o indirectamente, de manera contraria a la ética y a las regulaciones…en la decisión de estos, como garantía de imparcialidad y de igualdad en el tratamiento de las y los interesados





Medida tendiente a evitar CI con el personal subalterno. Mantener la imparcialidad en la toma de decisiones internas/administrativas. Considerando las responsabilidad y deberes inherentes a las jefaturas: supervisión/disciplinarias
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Aprovechamiento indebido del cargo, prestigio, influencia y otros elementos asociados. Art. 27



Conferir o procurar servicios especiales, nombramientos, o cualquier otro beneficio 

Aprovecharse indebidamente de los servicios que presta la institución, en beneficio propio

 Utilizar la influencia para asuntos de carácter privado.

Poner a su servicio el personal a su cargo

Prohibición 

Alcance 



Para beneficio propio o de terceros (familiares y amigos).





Medida tendiente a evitar CI con el personal subalterno. Mantener la imparcialidad en la toma de decisiones internas/administrativas. Considerando las responsabilidad y deberes inherentes a las jefaturas: supervisión/disciplinarias
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Uso de los bienes, materiales y útiles de la oficina. Art. 29 

Dar un uso ajeno al fin para el que están destinados

Instalaciones físicas, equipo, vehículos…

Prohibición 







Medida tendiente a evitar CI con el personal subalterno. Mantener la imparcialidad en la toma de decisiones internas/administrativas. Considerando las responsabilidad y deberes inherentes a las jefaturas: supervisión/disciplinarias



62



Emisión de cartas de recomendación. Art. 30



Aceptar o emitir cartas de recomendación, haciendo uso de su cargo/para procurar nombramientos, ascensos u otros beneficios

Prohibición 

Excepción 



Solicitudes de evaluación con fines laborales internos, así como las recomendaciones de tipo académico, emitidas en ese carácter





Medida tendiente a evitar CI con el personal subalterno. Mantener la imparcialidad en la toma de decisiones internas/administrativas. Considerando las responsabilidad y deberes inherentes a las jefaturas: supervisión/disciplinarias
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Aceptación de trato preferente. Art. 31 



Aceptar ningún trato de favor o situación que implique privilegio o ventaja injustificada por parte de personas físicas, entidades públicas o privadas

Prohibición 

Obligación 



Someterse a las mismas condiciones o exigencias previstas para el resto de las personas en las operaciones financieras, obligaciones patrimoniales o negocios jurídicos que realicen.





Medida tendiente a evitar CI con el personal subalterno. Mantener la imparcialidad en la toma de decisiones internas/administrativas. Considerando las responsabilidad y deberes inherentes a las jefaturas: supervisión/disciplinarias
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Información confidencial. Art. 32



Participar, directa o indirectamente, en transacciones comerciales o financiera

Prohibición 

Supuesto



Aprovechándose de información confidencial de la cual tengan conocimiento en razón de su cargo

Para conferir una situación de privilegio de cualquier carácter, para sí, o para terceras personas.





Medida tendiente a evitar CI con el personal subalterno. Mantener la imparcialidad en la toma de decisiones internas/administrativas. Considerando las responsabilidad y deberes inherentes a las jefaturas: supervisión/disciplinarias
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Consecuencias de la infracción a las prohibiciones 

La infracción a las normas y prohibiciones del reglamento de CI acarrea responsabilidad según la falta. (Art. 41)

La infracción al deber de probidad, debidamente comprobado, constituye justa causa para la aplicación del régimen disciplinario(Art. 42)

Sanción: 

La efectiva lesión al interés público y la magnitud del daño económico (si lo hubiere)

El éxito obtenido en el resultado de la infracción, así como el empeño puesto para procurarlo.

El impacto negativo al servicio público.

La reincidencia en la falta

El rango y las funciones de la persona funcionaria que comete la falta. 





Debe ser proporcional al nivel de riesgo de afectación del interés público

LA INFRACCIÓN A LA REGULACIÓN IMPLIICA QUE EL RIESGO SE MATERIALIZÓ POR EL INCUMPLIMIENTO. 
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¡Muchas gracias!
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San José, 21 de octubre de 2020

Oficio CACC-541-2020

Al contestar refiérase a este # de oficio







Señoras y señores

Coordinadoras, Coordinadores

Comisión y Subcomisiones de Acceso a la Justicia

Poder Judicial

S.D. 





Estimadas señoras, estimados señores:



Por este medio se remite para su estimable conocimiento, el acuerdo tomado por la Comisión de Acceso a la Justicia celebrada virtualmente y realizada el día martes 13 de octubre de 2020, en donde se acordó: 

 

“ARTÍCULO III:



Tema: Informe de la Comisión de Acceso a la Justicia/ Respuesta al Oficio N° 7589-2020



La Máster Melissa Benavides Víquez comunicó el día 30 de septiembre mediante el Oficio CACC-492-2020 y su documentación adjunta, el Informe de la Comisión de Acceso a la Justicia en respuesta al Oficio N° 7589-2020 de la Secretaría de la Corte.

[bookmark: _MON_1664689850][bookmark: _MON_1664689850]







Documentación enviada el viernes 11 de septiembre a las diferentes Subcomisiones de Acceso a la Justicia para confeccionar este Informe.

[bookmark: _MON_1664689746][bookmark: _MON_1664689746]









SE ACUERDA: 1. Se toma nota y se aprueba el informe presentado por parte de la MSc. Melissa Benavides Víquez a la Corte Plena, en función de la importancia y sostenibilidad de la Comisión y Subcomisiones de Acceso a la Justicia. Dicho informe ya fue comunicado el pasado 30 de septiembre a la Secretaría General de la Corte y a la Auditoría Judicial. 2. Se acuerda compartir el informe con las y los integrantes de la Comisión y Subcomisiones de Acceso a la Justicia para su conocimiento.  Asimismo, se acuerda hacer del conocimiento de las diferentes Subcomisiones de Acceso a la Justicia que para el mes de diciembre deben presentar un informe actualizado de los avances de las acciones, para cumplir con lo requerido por parte de Corte Plena, la Auditoría Judicial y el Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia, sobre la necesidad de presentar estos informes de manera trimestral ante la Secretaría General de la Corte.





Cordialmente, 





Máster Melissa Benavidez Víquez

Coordinadora 

Unidad de Acceso a la Justicia

Poder Judicial





CC: Consecutivo/ Archivo/







“Unidad de Acceso a la Justicia, por el respeto de los derechos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad”
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                      Corte Suprema de Justicia

                           Secretaría General

CIRCULAR No. 227-2020 



Asunto: Lineamientos para la realización de puestas en posesión y desalojos de personas en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, entre otras, pertenecientes a pueblos indígenas, en situación de discapacidad, adultas mayores y menores de edad.



A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS QUE TRAMITAN PROCESOS JUDICIALES DONDE SE DISPONEN PUESTAS EN POSESIÓN Y DESALOJOS EN LOS QUE INTERVENGAN PERSONAS EN SITUACIÓN DE VULNERABILIDAD



SE LES HACE SABER QUE: 



El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 95-2020, celebrada el 6 de octubre de 2020, artículo XLIX, acordó comunicar a todos los despachos judiciales del país que tramitan procesos judiciales donde se disponen puestas en posesión y desalojos en los que intervengan personas en situación de vulnerabilidad, y con fundamento en la normativa nacional e internacional de derechos humanos -de carácter supraconstitucional conforme a la jurisprudencia reiterada de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia-, los pronunciamientos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, entre ellos, la emitida el 6 de febrero de 2020 en el caso Comunidades Indígenas miembros de la Asociación Lhaka Honhat vs. Argentina, y los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030, concretamente el 16, sobre “Promover sociedades pacíficas e inclusivas para el desarrollo sostenible, facilitar el acceso a la justicia para todos y crear instituciones eficaces, responsables e inclusivas a todos los niveles”, a solicitud de la Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, se insta a las personas servidoras judiciales vinculadas con la tramitación y ejecución de desalojos y puestas en posesión para que, a fin de garantizar el acceso a la justicia, en especial de las personas en situación de vulnerabilidad, cumplan con lo siguiente:



1. Si en la puesta en posesión y el desalojo están involucradas personas en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas, tales como indígenas, en situación de discapacidad, adultas mayores, menores de edad, u otras, o bien, se trate de personas en quienes confluyan varias causas de vulnerabilidad, en los términos dispuestos en la Circular 173-19 sobre las 100 Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de la Personas en Condición de Vulnerabilidad (XIV Cumbre Judicial Iberoamericana/Corte Plena Sesión 17-2008) actualizada en 2019 (Quito, Ecuador), debe tomarse en consideración la normativa nacional e internacional que regula los derechos de dicha población; así como la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Convención Americana de Derechos humanos y el Protocolo de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Carta de San José sobre los derechos de las personas mayores de América Latina y el Caribe, en especial, la Convención de CEDAW y de Belem do Pará para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las mujeres. En general, debe evitarse ejecutar desalojos compulsivos.



2. Si en el desalojo y puesta en posesión están involucrados niños o niñas deberá coordinarse previamente con el Patronato Nacional de la Infancia; si se trata de personas adultas mayores, con el Consejo Nacional de Personas Adultas Mayores; si son personas en situación de discapacidad con el Consejo Nacional de Discapacidad; y así sucesivamente en relación con las demás poblaciones.



3. En general, deben tomarse las medidas legalmente dispuestas para el resguardo de los animales, plantaciones y bienes de las personas a desalojar, considerando las previsiones necesarias para tal fin.



4. Reiterar la importancia de que desde el inicio del proceso se identifique en los procesos judiciales la presencia de personas usuarias en situación de vulnerabilidad para que quede consignado a efecto de que, a partir del comienzo de la tramitación se tomen todas las previsiones que sean necesarias para garantizar los derechos consagrados en la normativa nacional e internacional. En especial, se alimenten las estadísticas institucionales debidamente, garantizándose así contar con información confiable, relevante, pertinente, útil y oportuna, para la toma de decisiones institucionales, de conformidad con la regulación 5.6 de las Normas de Control Interno para el Sector Público” (N-2-2009-CO-DFOE) sobre la responsabilidad de asegurar dichos atributos en la calidad de la información.



5. Tratándose de personas indígenas quienes estén involucradas, en forma previa a la emisión y ejecución de la orden de desalojos y/o puestas en posesión, deberán considerarse los derechos de esta población, consagrados en los instrumentos internacionales de derechos humanos y demás normativa nacional, entre ellos, el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas y la Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas de la Organización de Estados Americanos y la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, a saber:



a. [bookmark: _Hlk22190564]En forma previa a ejecutar, u ordenar a la fuerza pública practicar una puesta en posesión o un desalojo, debe procederse con las acciones de coordinación dispuestas en la Circular 103-2020 denominada “Lineamientos establecidos en el “Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas” diseñado por el Viceministerio de la Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano y el Ministerio de Salud”, aprobada por Corte Plena en sesión Nº 21-2020 celebrada el 20 de abril de 2020, Artículo XVIII, en atención a la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19 declarada vía Decreto Ejecutivo 42227-MSP-S de 6 de marzo de 2020, y lo dispuesto por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en la resolución 01-2020. El Plan de Acción se encuentra en la dirección electrónica: https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas. 



b. Garantizar el acceso a la justicia a la población indígena tomando en consideración sus condiciones étnicas, socioeconómicas y culturales, aplicando el Derecho Indígena -siempre y cuando no transgreda los derechos humanos- así como sus costumbres y cosmovisión, conforme a la normativa nacional e internacional, en especial, el artículo 1 de la Constitución Política, que declara a Costa Rica como una República multiétnica y pluricultural. De ser necesario podrá requerirse un peritaje antropológico, para garantizar, proteger y tutelar los derechos humanos de los pueblos indígenas, conforme lo dispone la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.



c. Respetar la importancia que para las culturas y valores espirituales de los pueblos interesados reviste su relación con las tierras o territorios, en resguardo del derecho colectivo y comunitario de esa relación. La utilización del término «tierras» debe incluir el concepto de territorios, que cubre “la totalidad del hábitat de las regiones que los pueblos interesados ocupan o utilizan de alguna otra manera”. Además, tomar medidas para salvaguardar el derecho de los pueblos interesados a utilizar tierras que no estén exclusivamente ocupadas por ellos, pero a las que hayan tenido tradicionalmente acceso para sus actividades. Lo anterior, en los términos dispuestos por el Convenio 169 de la OIT citado.



d. Realizar los esfuerzos necesarios para que las personas indígenas puedan comprender y hacerse comprender en sus propios idiomas, facilitándoles, si fuere necesario, intérpretes u otros medios eficaces. Para ello el Poder Judicial cuenta con listados oficiales. Si se trata de mujeres indígenas, deberá procurarse una mujer traductora o intérprete indígena en los términos dispuestos en la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.



e. Informar a las personas indígenas el derecho a hacerse representar por personas defensoras públicas, en todas las materias, conforme lo faculta la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.



f. Cumplir con los lineamientos dispuestos en la Circular 10-2009 reiterada mediante circulares N° 105-2011 del 7 de setiembre del 2011 y N° 123-2013, publicadas en los Boletines Judiciales N° 192 del 6 de octubre del 2011, N° 83 del 2 de mayo del 2013 y N° 160 del 22 de agosto del 2013, respectivamente, en los que se dispone el deber de fijar los señalamientos de las audiencias dentro de un horario accesible, contemplando las particularidades de cada zona.



g. Ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas establecidos por Corte Plena en la Circular 188-2019 para la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígena.”



De conformidad con la circular N° 67-09 emitida por la Secretaría de la Corte el 22 de junio de 2009, se le comunica que en virtud del principio de gratuidad que rige esta materia, la publicación está exenta de todo pago de derechos. 

Publíquese una sola vez en el Boletín Judicial.



San José, 12 de octubre de 2020.





Lic. Carlos T. Mora Rodríguez

Subsecretario General interino

Corte Suprema de Justicia





Ref.: 8916, 10981-2020/Andrea
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San José, 26 de octubre de 2020 
Oficio N° DVV-S1-0157-2020 


 
 
 


Señor 
Dr. Fernando Cruz Castro 


Magistrado Presidente 
Corte Suprema de Justicia 
Poder Judicial 


 
 


Estimado señor:  
 
Tengo el honor de saludarle y en mi condición de Coordinadora de la 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y de la 
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en situación de 
Discapacidad, hago de su conocimiento que la Comisión Interamericana de 


Derechos Humanos (CIDH), en colaboración con sus relatorías especiales, 
presentó la serie de guías prácticas que aborda temas relacionados con los 


derechos humanos en el contexto de la Pandemia del COVID-19. A partir de 
los estándares interamericanos de derechos humanos desarrollan 
recomendaciones en materia de políticas públicas para orientar las 


prácticas y decisiones que adoptan los Estados relacionados a la pandemia.  
 


Con ocasión de lo anterior, remito para su valoración, propuesta de circular 
que haga de conocimiento de las personas servidoras judiciales, para lo que 
corresponda conforme a sus competencias, el contenido de la Guía Práctica 
de la Sala de Coordinación y Respuesta Oportuna e Integrada a la crisis en 
relación con la pandemia del Covid-19 (SACROI COVID-19), sobre los 


estándares para garantizar el respeto del duelo, los ritos funerarios y 
homenajes a las personas fallecidas durante la pandemia de COVID-19. 
 


Lo anterior, con el visto bueno de la Comisión de Acceso a la Justicia.  
 


COVID-19 


estandares para garantizar el respeto al duelo ritos fuenerarios.pdf
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Atentamente, 
 


 
 
 


 
 


 
Magistrada Damaris Vargas Vásquez 


Coordinadora 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de personas en situación de Discapacidad 


 
 
 
 
Presidencia de la Corte Suprema de Justicia 
Despacho de la Presidencia 
Comisión de Acceso a la Justicia 
Unidad de Acceso a la Justicia 
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CIRCULAR No. ____-2020



Asunto: Estándares para garantizar el respeto del duelo, los ritos funerarios y homenajes a las personas fallecidas durante la pandemia de Covid-19.



A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS 

SE LES HACE SABER QUE:



El Consejo Superior en sesión N° _______-2020 celebrada el 20 de ________ de 2020, artículo_______, a solicitud de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas en situación de Discapacidad, con el visto bueno de la Comisión de Acceso a la Justicia, dispuso comunicar a las personas servidoras judiciales, para su valoración en el marco del principio de la independencia judicial, conforme a sus competencias, los “Estándares para garantizar el respeto del duelo, los ritos funerarios y homenajes a las personas fallecidas durante la pandemia de Covid-19”. El documento fue elaborado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), en colaboración con sus relatorías especiales, y es parte de las guías prácticas que abordan temas relacionados con los derechos humanos en el contexto de la Pandemia del COVID-19, que a partir de los estándares interamericanos de derechos humanos desarrollan recomendaciones en materia de políticas públicas para orientar las prácticas y decisiones que adoptan los Estados relacionados a la pandemia. 

Las recomendaciones y consideraciones de la CIDH en materia de políticas públicas para orientar su formulación y adecuación, así como las prácticas y decisiones que adopten los Estados en la disposición de los cuerpos y el respeto por el duelo de los familiares de las personas fallecidas durante la pandemia, de conformidad con la información disponible, son las siguiente:

01 Respetar y garantizar los derechos de familiares de las personas fallecidas durante la pandemia.

02 Garantizar la investigación de las muertes potencialmente ilícitas, asegurando el derecho de acceso a la justicia de los familiares, a partir del Protocolo de Minnesota sobre la Investigación de Muertes Potencialmente Ilícitas (2016) de Naciones Unidas.

03 Implementar las buenas prácticas en materia de políticas públicas recogidas en esta guía y que sean aplicables a los respectivos Estados para garantizar el respeto al duelo, los ritos funerarios y homenajes a las personas fallecidas durante la pandemia del COVID-19.

04 Preservar la dignidad humana en la manipulación del cadáver bajo cualquier circunstancia, respetando las creencias y las culturas de las personas, especialmente aquellas de las comunidades étnicas y pueblos indígenas.

05 Brindar orientaciones claras a los hospitales y centros de salud, centros de cuidado, cárceles y otros lugares donde ocurren muertes durante la pandemia, para el manejo de los cuerpos y trato con familiares con base en el derecho a la integridad personal y salud mental de las familias de las personas afectadas y de las víctimas fatales de la pandemia del COVID-19.

06 Brindar información a los familiares de las personas con COVID-19 con respecto a cuestiones como: la evolución de la enfermedad; las limitaciones de visitas a los sistemas hospitalarios y las afectaciones sobre prácticas culturales que puedan verse limitadas por las restricciones impuestas.

07 Fortalecer los mecanismos de control estatal para que no se flexibilicen y funcionen de manera efectiva, acordes a la legislación establecida para garantizar que cualquier disposición de recursos ocurra en un marco de transparencia e institucionalidad democrática, libre de corrupción. Se deben garantizar todas las medidas necesarias para que los recursos disponibles alcancen a las zonas y poblaciones más afectadas por la pandemia.

08 En las instituciones estatales de custodia se deben seguir las Reglas de Nelson Mandela, que establecen obligaciones específicas de flujo para muertes y de notificación a familiares.

09 Crear un sistema nacional/estatal de registros individualizados de personas fallecidas durante la pandemia.

10 Instar a los centros médicos a proveer información confiable y fidedigna a familiares con respecto a la causa de muerte de personas fallecidas durante la pandemia, en virtud del derecho de los familiares a conocer lo sucedido y de la sociedad en su conjunto a conocer las estadísticas sobre el impacto y alcance de la pandemia del COVID-19.

11 Prohibir la inhumación de personas fallecidas por COVID-19 en fosas comunes generales y destinar el uso de fosas específicas para casos sospechosos o confirmados, para facilitar la posterior identificación y localización. Adicionalmente, prohibir la incineración de cuerpos no identificados o identificados y no reclamados.

12 Desarrollar e implementar bases de datos para el registro de personas afectadas por el COVID-19 y sus familiares, y de esta forma asegurar su identificación y facilitar el contacto para recibir información en relación con la situación de salud, y en supuestos de emergencia, otorgar el consentimiento previo, libre e informado sobre el tratamiento médico. Los hospitales, centros de salud y de cuidado, centros de privación de libertad e instalaciones para migrantes, deben contar con estas bases de datos.

13 Informar a familiares y allegados de forma clara y precisa sobre el potencial riesgo de contagio durante la permanencia en contacto con las personas con COVID-19 y los restos mortales, así como proveerles medidas de bioseguridad. Dicha información debe incluir detalles sobre el uso medidas de bioseguridad durante el proceso de identificación de cuerpos, incluidas las restricciones al contacto directo con el cuerpo con motivo de protección sanitaria.

14 Adoptar medidas que permitan la identificación de las personas fallecidas y la trazabilidad de los cuerpos en caso de entierro.

15 Establecer estándares y mecanismos nacionales y consulares de identificación y, de repatriación de cuerpos de las personas fallecidas durante la pandemia por COVID-19; incluyendo el contacto con familiares.

16 Asegurar que se respete la voluntad de las familias respecto a la disposición final de los cuerpos, siempre en congruencia con las disposiciones sanitarias vigentes.

17 Permitir los ritos mortuorios de manera adecuada a las circunstancias y, con ello, contribuir con la preservación de su memoria y homenaje.

18 Asegurar que los derechos a la libertad de conciencia y religión, así como la vida privada de las personas familiares, no sufran injerencias arbitrarias, de tal forma que cualquier limitación en estos derechos debe cumplir con los requisitos de legalidad y proporcionalidad.

19 Respetar el derecho de las y los familiares y seres queridos de las víctimas fallecidas por la pandemia del COVID-19 para celebrar los ritos mortuorios, conforme a sus tradiciones y cosmovisión, y a las circunstancias específicas y recomendaciones de las autoridades de salud y con base en la evidencia científica disponible y atendiendo las buenas prácticas de políticas públicas existentes en algunos Estados.

20 Desarrollar procesos ágiles de consulta previa, libre e informada que tengan en cuenta debidamente las posiciones y tradiciones relacionadas con los ritos funerarios de los pueblos indígenas y comunidades afrodescendientes y tribales, con mecanismos específicos de participación social para garantizar e incorporar las diferentes prácticas religiosas o creencias en los protocolos diseñados para estos efectos.

21 Establecer canales de coordinación eficaces y pautas claras, con enfoque de derechos humanos, entre los distintos niveles de instituciones públicas involucradas y que tengan competencia en la toma de decisiones sobre el manejo y administración de los cementerios y morgues, como las intendencias y municipalidades.

22 Establecer mecanismos de atención a la salud mental en el sistema de salud público y privado para acompañar el duelo de las personas que han perdido un ser querido, garantizando el uso de tecnología para los servicios de apoyo y otras buenas prácticas de políticas públicas en esta materia.

23 Comunicar el fallecimiento de las personas por COVID-19 a la familia o red de apoyo, con respeto, y considerando la religión, la espiritualidad y los valores culturales de las personas afectadas.

24 Asegurar que el personal de las morgues o establecimientos similares y los equipos de inhumación apliquen las precauciones de bioseguridad en todo momento y cuenten con los equipos de protección personal adecuados.

25 Garantizar la protección y limitar la exposición al contagio de las personas trabajadoras y la comunidad en general durante el transporte, la cremación o inhumación de los cuerpos de personas fallecidas por COVID-19.

Se adjunta el contenido íntegro de la Guía Práctica de la Sala de Coordinación y Respuesta Oportuna e Integrada a la crisis en relación con la pandemia del Covid-19 (SACROI COVID-19), sobre los estándares para garantizar el respeto del duelo, los ritos funerarios y homenajes a las personas fallecidas durante la pandemia de COVID-19:



De conformidad con la circular N° 67-09 emitida por la Secretaría de la Corte el 22 de junio de 2009, se comunica que en virtud del principio de gratuidad que rige esta materia, la publicación está exenta de todo pago de derechos. Publíquese una sola vez en el Boletín Judicial.

San José, __ de ____ de 2020”




GUÍA S  PRÁCT ICA S  DE  L A  S ACROI COV ID-19


La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), en colaboración con sus relatorías especiales, 
presenta la serie de guías prácticas que aborda temas relacionados con los derechos humanos en el contexto 
de la pandemia del COVID-19. A partir de los estándares interamericanos de derechos humanos  desarrolla 
recomendaciones en materia de políticas públicas para orientar las prácticas y decisiones que adoptan los 
Estados relacionados a la pandemia. Esta es una apuesta de la Sala de Coordinación y Respuesta Oportuna e 
Integrada a la crisis en relación con la pandemia del COVID-19 (SACROI COVID-19).
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Registros, 
inhumaciones e 
identificación de 
restos humanos


Al 23 de septiembre de 2020, el COVID-19 ha cobrado 535 mil vidas en la región de las 
Américas. La emergencia sanitaria global sin precedentes, ocasionada por la pandemia, 
afecta gravemente la plena vigencia de los derechos humanos en su dimensión colecti-
va y personal. La muerte de un familiar o una persona cercana durante la pandemia re-
sulta particularmente difícil. Debido al riesgo de contagio, y a las medidas de contención 
adoptadas en el marco de la pandemia, las familias1 y sus seres queridos pueden verse 
limitadas de compartir con la persona enferma en sus últimos días de vida.


Adicionalmente, cada persona, comunidad y cultura tiene sus propios rituales como 
formas de aliviar el dolor que causa la muerte de un ser querido. En particular, en el 
contexto de la pandemia los ritos funerarios y homenajes a las personas fallecidas se 
ven restringidos y afectados para prevenir los contagios. Aparte de los ritos funerarios, 
el proceso de duelo es un proceso de conexión social, que queda limitado en estos 
momentos. Estas restricciones en los ritos y homenajes posteriores al fallecimiento de 
personas portadoras de COVID-19, y en algunos países, a todas las muertes aconteci-
das durante la pandemia, pueden afectar el proceso de duelo de sus familiares y seres 
queridos y pueden vulnerar derechos tutelados en el marco jurídico interamericano.


La CIDH presenta esta guía práctica con una serie de recomendaciones y con-
sideraciones en materia de políticas públicas para orientar su formulación y adecua-
ción, así como las prácticas y decisiones que adoptan los Estados en la disposición 
de los cuerpos y el respeto por el duelo de los familiares de las personas fallecidas 
durante la pandemia. Las medidas presentadas contribuyen al respeto de la memoria 
de las personas fallecidas. 


Debido a la gran cantidad de personas fallecidas en el marco de la pandemia, de con-
formidad a la información disponible se han presentado una serie de situaciones en los 
Estados que se pueden traducir en afectaciones a derechos humanos: 


1. Sobre el local de fallecimiento: 
»	 Personas fallecidas en domicilios: se han identificado desafíos relacionados con 


las instituciones encargadas de recoger el cadáver; 
»	 Personas fallecidas en locales públicos, en hoteles o centros de cuidados: 


existen demoras para recoger los cadáveres, así como desafíos en el manejo 
de los mismos en los hospitales. En ciertos casos esto ha llevado a la 
acumulación de cuerpos en las calles, debido a la saturación de los servicios 
de emergencia.


2. A nivel administrativo: 
»	 Dificultades para la correcta identificación de los restos mortales;
»	 Omisión o falta de claridad en los registros de defunciones en relación con las 


causas de decesos determinados por COVID-19. En algunos casos, familiares 
reportaron información confusa o contradictoria en los certificados de defunción 
y reportes médicos; 


R ESUMEN DEL  CONTE X TO1


1. La CIDH sigue el 
concepto de “ familia” 
de acuerdo con la 
Opinión Consultiva 
24/2017 de la Corte 
Interamericana de 
Derechos Humanos.



https://coronavirus.jhu.edu/map.html

https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_24_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_24_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_24_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_24_esp.pdf
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Ritos funerarios
y homenajes 


»	 Demoras en la entrega e inhumación de los restos mortales; 
»	 Dificultades administrativas para el otorgamiento de actas de defunción; 
»	 Un gran número de restos mortales inhumados en fosas comunes sin ser 


identificados o sin observar los aspectos técnicos necesarios; 
»	 Personas sometidas a intensas búsquedas de sus familiares fallecidos, 


soportando largas esperas para disponer de los cuerpos; 
»	 Ausencia de protocolos para que las personas migrantes puedan contactar y 


encontrar a sus familiares; 
»	 Problemas con identificación y repatriación de restos mortales; 
»	 Colapso de servicios funerarios y en las morgues, que lleva a: 
	 »	 Acumulación de cuerpos en las morgues y calles; 
	 »	 Dificultad de recepción de cuerpos por la saturación de espacio y 		


	 trabajadores en cementerios.


3. Condiciones de trabajo que afectan a la salud física y mental y los derechos labo-
rales de personas trabajadoras de servicios funerarios y de morgues: 
»	 Limitación de recursos disponibles para el funcionamiento, la protección y 


seguridad personal de agentes de servicios forenses, funerarios y morgues;
»	 Saturación de servicios lleva a sobrecarga de horarios laborales. 
 


Los ritos y homenajes de las personas fallecidas, en distintos países, se ven afecta-
dos por la saturación de los servicios y las diversas restricciones impuestas por la 
pandemia, por lo que se considera se deben buscar maneras alternativas que garan-
ticen su realización. Algunas restricciones identificadas:
»	 Límites de personas asistentes a los ritos funerarios. El número permitido 


ha variado en los países, de 1 a 10 personas, en ocasiones se permite sólo a 
familiares directos como hijas/os, madres, padres y cónyuges; en otras, se 
realizan en absoluta soledad; 


»	 Tiempo de duración del funeral reducido;
»	 Ausencia del contacto físico con el cuerpo.


Adicionalmente, existen situaciones donde las familias y seres queridos no tienen 
acceso a los cuerpos para realizar los ritos acordes a su cultura, religión y/o cosmovi-
sión. Estas situaciones incluyen: 
»	 La imposibilidad de repatriar a las personas fallecidas, cuyos cuerpos son 


cremados en el país de residencia, inclusive en aquellos casos donde la 
cremación va en contra de sus creencias; 


»	 En algunas comunidades indígenas no se logra acceder a los cuerpos para 
realizar los ritos de acuerdo con su cosmovisión. 


Además, en numerosos casos las personas en situación de pobreza no cuentan con 
recursos para los gastos que implica la disposición final de los restos mortales o la 
repatriación de los cuerpos de sus seres queridos. Esta situación se ve agravada 
ante el contexto de desempleo y restricción de ingresos. 
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Base jurídica:
»	 El art. 11 de la Declaración Americana sobre Derechos y Deberes del Hombre 


consagra el derecho a preservar la salud y el bienestar. 
»	 El art. 10 del Protocolo de San Salvador indica que el derecho a la salud se entiende 


como el disfrute del más alto nivel de bienestar físico, mental y social.
»	 El art. 5 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece el 


derecho a la integridad personal que implica el respeto a la integridad física, 
psíquica y moral.


»	 El art. 26 de la Convención Americana establece que los Estados se comprometen 
a adoptar medidas, a nivel interno y a través de la cooperación internacional, para 
lograr progresivamente la plena efectividad de los DESCA. 


»	 La Resolución 1/2020 “Pandemia y Derechos Humanos en las Américas", indica 
que los Estados deben adoptar todas las medidas que sean adecuadas para prote-
ger los derechos a la vida, salud e integridad personal. 


»	 La Resolución 4/2020 “Derechos Humanos de las Personas con COVID-19”, 
introduce directrices sobre el duelo y los derechos de familiares. Esto incluye el 
derecho de las personas familiares de víctimas fallecidas por COVID-19 a que se 
respete su integridad personal y su salud mental. 


El derecho a la libertad religiosa implica, entre otros, la libertad de profesar y divul-
gar su cultura, religión o sus creencias, individual o colectivamente, tanto en público 
como en privado. Los términos "creencias" y "religión" deben entenderse en sentido 
amplio de creencias teístas, no teístas, ateas y de no profesar ningún culto o creen-
cia. Asimismo, prevé que nadie puede ser objeto de medidas restrictivas que afecten 
la libertad de conservar su religión o sus creencias o de cambiar de religión o de 
creencias. De este modo, el ejercicio de dicho derecho incluye la libertad de celebrar 
rituales fúnebres, acudir a los sitios sagrados y realizar el duelo y el luto conforme a 
sus propias creencias y culturas. 


El respeto y protección del derecho de toda persona a ejercer sus propias prácti-
cas culturales, dentro de los límites del respeto de los derechos humanos, incluye las 
prácticas religiosas, de culto o de creencia que se tenga en relación con la muerte; 
las cuales están estrechamente relacionadas con las formas de participación cultural 
y las cosmovisiones en las sociedades. 


Las restricciones mencionadas incrementan los obstáculos para la realización de 
funerales conforme con las creencias, los ritos y las costumbres, generando afectacio-
nes a la salud mental y psíquica ante la imposibilidad de realizar el duelo. Esta realidad 
afecta las manifestaciones culturales propias de las personas y/o comunidades para 
despedir a una persona con dignidad y respeto; y prolonga el duelo y el sufrimiento. 


Derechos 
a la integridad 
personal y
a la salud 


Derecho de libertad 
religiosa y de culto y 
derecho a participar 
en la vida cultural


DERECHOS  QUE  PUEDEN VERSE  L IM ITADOS2



http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/pdf/Resolucion-1-20-es.pdf

http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/pdf/Resolucion-4-20-es.pdf
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Base jurídica:
»	 El art. 5 de la Declaración Americana y el art. 11 de la Convención consagran el 


derecho a la vida privada y familiar y establecen la prohibición de injerencias 
arbitrarias o ataques abusivos a la misma.


Base jurídica:
»	 El derecho a la verdad, en determinados supuestos guarda relación con el 


derecho de acceso a la información, contemplado en el art. IV de la Declaración 
Americana y en el art. 13 de la Convención Americana. Bajo dichas disposiciones, 
el derecho a la verdad comprende el derecho de las víctimas y sus familiares a 
conocer la verdad, y también para la sociedad en su conjunto. 


Base jurídica:
»	 El art. 3 de la Declaración Americana, establece el Derecho de libertad 


religiosa y de culto, que toda persona tiene de profesar libremente una creencia 
religiosa; de manifestarla y practicarla en público o en privado. El art. 12 de la 
Convención Americana establece que toda persona tiene derecho a la libertad 
de conciencia y de religión. 


»	 El art. 13 de la Declaración Americana establece el derecho de participar en la vida 
cultural de la comunidad. En el mismo sentido, los artículos 26 de la Convención 
Americana y 14 del Protocolo de San Salvador protegen dicho derecho.


»	 En los casos relacionados con comunidades indígenas y 
afrodescendientes, tanto la CIDH como la Corte IDH han estimado que la 
imposibilidad de realizar los rituales fúnebres o de acudir a los sitios sagrados 
constituyen serios obstáculos a su cosmovisión y religiosidad, que afectan 
severamente su identidad e integridad cultural. 


»	 La Resolución 4/2020 señala que las personas familiares de las víctimas 
fallecidas durante la pandemia del COVID-19 deben poder realizar el duelo 
y sus ritos mortuorios, conforme a sus propias tradiciones y cosmovisión, el 
cual sólo podría ser restringido atendiendo a las circunstancias específicas y 
recomendaciones de las autoridades de salud con base en la evidencia científica 
disponible, y a través de las medidas que resulten idóneas para proteger la vida, 
salud o integridad y sean las menos lesivas.


Derecho a la
vida privada
y familiar 


Derecho 
a la verdad



http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_214_esp.pdf

http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_214_esp.pdf

http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/pdf/Resolucion-4-20-es.pdf
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Ritos funerarios 
y homenajes en 
algunos Estados


Acompañamiento 
al duelo


»	 Se han realizado registros individualizados de personas fallecidas durante la 
pandemia.


»	 Se prohibió la inhumación de personas fallecidas por COVID-19 en fosas comunes 
generales y se destinó el uso de fosas específicas para casos sospechosos o 
confirmados, para facilitar la posterior identificación y localización. 


»	 Se prohibió la incineración de cuerpos no identificados o identificados y no 
reclamados. 


»	 Se han implementado acciones de coordinación en los hospitales para 
facilitar el registro en bases de datos de las personas enfermas para facilitar la 
identificación, localización y, en caso de fallecimiento, el contacto con familiares. 


 


»	 Se solicitó la elaboración de recomendaciones basadas en evidencia científica 
para que se puedan controlar y regular periódicamente los servicios funerarios 
y las morgues. 


»	 Se utiliza la tecnología (vídeos, video llamadas, etc.) para que las personas puedan 
despedirse antes del fallecimiento y para la realización de los ritos funerarios y 
homenajes, y cultos religiosos para que los familiares y seres queridos puedan 
compartir imágenes, recuerdos, y otras expresiones al ser querido. 


»	 Se prohibió el incremento de los costos de los servicios funerarios, manteniendo 
los precios vigentes antes de la pandemia. 


»	 Se permitió la realización de velatorios bajo una serie de especificidades como 
la reducción del horario y número de participantes para asegurar el adecuado 
distanciamiento social, con base en las disposiciones de las autoridades de salud 
y la evidencia científica disponible. 


»	 Se dispuso la conformación de equipos de personas voluntarias para recoger 
cuerpos de personas fallecidas por COVID-19, en coordinación con las familias y 
la policía para que posteriormente sean llevadas a los cementerios más cercanos. 


»	 Se aprobaron leyes que permiten la cremación gratuita de personas que 
murieron por el virus del COVID-19, tras la presentación de pruebas de que la 
muerte fue causada por esta enfermedad.


»	 Se establecieron protocolos para repatriar cuerpos de personas fallecidas 
durante la pandemia. 


»	 Se utiliza la tecnología para ofrecer servicios de salud mental, en el proceso de 
duelo, vía correo, teléfono, aplicaciones móviles, reuniones virtuales, entre otros.


Registros, 
inhumaciones e 
identificación de 
restos humanos 


En el contexto de la pandemia, los Estados han dado respuesta a los desafíos men-
cionados en la sección anterior, entre otros, mediante diversas iniciativas y medidas. 
A continuación, se presentan una serie de ejemplos de prácticas relevantes en la 
materia en varios países del mundo. 


PRÁCT ICAS  ACTUALES  DE  LOS  E STADOS  A  NIV EL  GLOBAL3
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RECOMENDAC IONES  PARA  LOS  E STADOS4


Generales 01	 Respetar y garantizar los derechos de familiares de las personas fallecidas duran-
te la pandemia. 


02	 Garantizar la investigación de las muertes potencialmente ilícitas, asegurando 
el derecho de acceso a la justicia de los familiares, a partir del Protocolo de 
Minnesota sobre la Investigación de Muertes Potencialmente Ilícitas (2016) de 
Naciones Unidas.


03	 Implementar las buenas prácticas en materia de políticas públicas recogidas en 
esta guía y que sean aplicables a los respectivos Estados para garantizar el res-
peto al duelo, los ritos funerarios y homenajes a las personas fallecidas durante 
la pandemia del COVID-19.


04	 Preservar la dignidad humana en la manipulación del cadáver bajo cualquier 
circunstancia, respetando las creencias y las culturas de las personas, especial-
mente aquellas de las comunidades étnicas y pueblos indígenas. 


05	 Brindar orientaciones claras a los hospitales y centros de salud, centros de 
cuidado, cárceles y otros lugares donde ocurren muertes durante la pandemia, 
para el manejo de los cuerpos y trato con familiares con base en el derecho a la 
integridad personal y salud mental de las familias de las personas afectadas y de 
las víctimas fatales de la pandemia del COVID-19.


06	 Brindar información a los familiares de las personas con COVID-19 con respecto 
a cuestiones como: la evolución de la enfermedad; las limitaciones de visitas a 
los sistemas hospitalarios y las afectaciones sobre prácticas culturales que pue-
dan verse limitadas por las restricciones impuestas.


07	 Fortalecer los mecanismos de control estatal para que no se flexibilicen y fun-
cionen de manera efectiva, acordes a la legislación establecida para garantizar 
que cualquier disposición de recursos ocurra en un marco de transparencia e 
institucionalidad democrática, libre de corrupción. Se deben garantizar todas las 
medidas necesarias para que los recursos disponibles alcancen a las zonas y 
poblaciones más afectadas por la pandemia.


08	 En las instituciones estatales de custodia se deben seguir las Reglas de Nelson 
Mandela, que establecen obligaciones específicas de flujo para muertes y de 
notificación a familiares.



https://www.ohchr.org/Documents/Publications/MinnesotaProtocol_SP.pdf

https://www.ohchr.org/Documents/Publications/MinnesotaProtocol_SP.pdf

https://www.un.org/es/events/mandeladay/mandela_rules.shtml

https://www.un.org/es/events/mandeladay/mandela_rules.shtml
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09	 Crear un sistema nacional/estatal de registros individualizados de personas falle-
cidas durante la pandemia.


10	 Instar a los centros médicos a proveer información confiable y fidedigna a 
familiares con respecto a la causa de muerte de personas fallecidas durante la 
pandemia, en virtud del derecho de los familiares a conocer lo sucedido y de la 
sociedad en su conjunto a conocer las estadísticas sobre el impacto y alcance de 
la pandemia del COVID-19. 


11	 Prohibir la inhumación de personas fallecidas por COVID-19 en fosas comunes ge-
nerales y destinar el uso de fosas específicas para casos sospechosos o confirma-
dos, para facilitar la posterior identificación y localización. Adicionalmente, prohibir 
la incineración de cuerpos no identificados o identificados y no reclamados. 


12	 Desarrollar e implementar bases de datos para el registro de personas afectadas por 
el COVID-19 y sus familiares, y de esta forma asegurar su identificación y facilitar el 
contacto para recibir información en relación con la situación de salud, y en supues-
tos de emergencia, otorgar el consentimiento previo, libre e informado sobre el trata-
miento médico. Los hospitales, centros de salud y de cuidado, centros de privación 
de libertad e instalaciones para migrantes, deben contar con estas bases de datos.


13	 Informar a familiares y allegados de forma clara y precisa sobre el potencial 
riesgo de contagio durante la permanencia en contacto con las personas con 
COVID-19 y los restos mortales, así como proveerles medidas de bioseguridad. 
Dicha información debe incluir detalles sobre el uso medidas de bioseguridad 
durante el proceso de identificación de cuerpos, incluidas las restricciones al 
contacto directo con el cuerpo con motivo de protección sanitaria.


14	 Adoptar medidas que permitan la identificación de las personas fallecidas y la 
trazabilidad de los cuerpos en caso de entierro. 


15	 Establecer estándares y mecanismos nacionales y consulares de identificación 
y, de repatriación de cuerpos de las personas fallecidas durante la pandemia por 
COVID-19; incluyendo el contacto con familiares.


16	 Asegurar que se respete la voluntad de las familias respecto a la disposición final 
de los cuerpos, siempre en congruencia con las disposiciones sanitarias vigentes. 


17	 Permitir los ritos mortuorios de manera adecuada a las circunstancias y, con ello, 
contribuir con la preservación de su memoria y homenaje. 


18	 Asegurar que los derechos a la libertad de conciencia y religión, así como la vida 
privada de las personas familiares, no sufran injerencias arbitrarias, de tal forma 
que cualquier limitación en estos derechos debe cumplir con los requisitos de 
legalidad y proporcionalidad. 


Ritos funerarios
y homenajes


Registros, 
inhumaciones e 
identificación de 
restos humanos 







¿Cuáles son los estándares para garantizar el respeto del duelo, los ritos funerarios
y homenajes a las personas fallecidas durante la pandemia de COVID-19?Guía Prác tica 01 9


Acompañamiento
al duelo


Personas 
trabajadoras de 
servicios funerarios
y morgues 


19	 Respetar el derecho de las y los familiares y seres queridos de las víctimas fallecidas 
por la pandemia del COVID-19 para celebrar los ritos mortuorios, conforme a sus 
tradiciones y cosmovisión, y a las circunstancias específicas y recomendaciones de 
las autoridades de salud y con base en la evidencia científica disponible y atendien-
do las buenas prácticas de políticas públicas existentes en algunos Estados.


20	 Desarrollar procesos ágiles de consulta previa, libre e informada que tengan en cuen-
ta debidamente las posiciones y tradiciones relacionadas con los ritos funerarios de 
los pueblos indígenas y comunidades afrodescendientes y tribales, con mecanismos 
específicos de participación social para garantizar e incorporar las diferentes prácti-
cas religiosas o creencias en los protocolos diseñados para estos efectos.


 
21	 Establecer canales de coordinación eficaces y pautas claras, con enfoque de de-


rechos humanos, entre los distintos niveles de instituciones públicas involucradas 
y que tengan competencia en la toma de decisiones sobre el manejo y administra-
ción de los cementerios y morgues, como las intendencias y municipalidades.


22	 Establecer mecanismos de atención a la salud mental en el sistema de salud 
público y privado para acompañar el duelo de las personas que han perdido un 
ser querido, garantizando el uso de tecnología para los servicios de apoyo y otras 
buenas prácticas de políticas públicas en esta materia.


23	 Comunicar el fallecimiento de las personas por COVID-19 a la familia o red de 
apoyo, con respeto, y considerando la religión, la espiritualidad y los valores cul-
turales de las personas afectadas. 


24	 Asegurar que el personal de las morgues o establecimientos similares y los equi-
pos de inhumación apliquen las precauciones de bioseguridad en todo momento 
y cuenten con los equipos de protección personal adecuados. 


25	 Garantizar la protección y limitar la exposición al contagio de las personas traba-
jadoras y la comunidad en general durante el transporte, la cremación o inhuma-
ción de los cuerpos de personas fallecidas por COVID-19.
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San José, 26 de octubre de 2020 
Oficio N° DVV-S1-0159-2020 


 
 
 
Señora 
Luz Paulina Torres Mora 
Coordinadora del Plan para Pueblos Indígenas - Vicerrectoría de Extensión  
Académica División de Educación Rural - Comisión Enlace Siwá Pákö 


Universidad Nacional 


 
 


Estimada señora:  
 


Reciba un atento saludo. 
 
En relación con su correo electrónico del 19 de octubre de 2020, 21:28, 


dirigido a la Unidad de Acceso a la Justicia, en el que señala:  
  


“Un Saludo cordial de parte de la Comisión UNA coordinación con 
pueblos y territorios indígenas. Con el fin de dar respuesta a una 
solicitud recibida por parte de ustedes como Subcomisión de Acceso a 
la Justicia de Pueblos Indígenas, con relación a ofrecer un listado de 
personas académicas idóneas para colaborar con su instancia, quisiera 
conocer, si ustedes cuentan con un perfil de idoneidad de un perito 
cultura, y si me la pueden compartir. Quedo atenta a la información, 
para poder darles una respuesta óptima.” 


 
Le informo que la señora Katherine Salazar Duarte de la Unidad de Acceso 
a la Justicia, mediante comunicado electrónico del 20 de octubre de 2020, 


15:31, trasladó su gestión a la señora Alejandra Monge Cárdenas, quien 
ostenta la Secretaría Ejecutiva de la oficina a mi cargo, con copia a la señora 


Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad, argumentándose 
está vinculado con el Oficio DVV-S1-114-2020. 
 


En mi condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia 
de Pueblos Indígenas, le comunico: 
 


 
I. Antecedentes 


 
El Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión N° 84-2020 celebrada el 
28 de agosto de 2020, Artículo XXV, conoció el Oficio DVV-S1-114-2020 
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remitido por la suscrita en la condición de Coordinadora de la Subcomisión 
de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial.  


A efecto de contextualizarla sobre lo solicitado, le trascribo el acuerdo del 
Consejo Superior que contiene el acuerdo tomado por el Consejo 
Universitario de la Universidad Nacional, según el artículo IV, inciso 


primero, de la sesión ordinaria celebrada el 23 de julio de 2020, Acta N° 
3933 y el informe de la suscrita a solicitud de la Presidencia de la Corte 


Suprema de Justicia en Oficio N° DVV-S1-0114-2020, el cual literalmente 
dispone: 
 


 
“San José, 21 de setiembre de 2020  


    N°8791 -2020  


 


Señora Magistrada   


Máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora  


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas   


  


Estimada señora:  


  


Muy respetuosamente, para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo 


tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 84-2020 celebrada el 28 de agosto 


de 2020, que literalmente dice:  


“ARTÍCULO XXV  


Documento N° 9626-2020   


  


La máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 


Indígenas, en oficio N° DVV-S1-0114-2020 del 18 de agosto de 2020, gestionó lo siguiente:  


 “Reciba un cordial saludo. En mi condición de Coordinadora de la Subcomisión de 


Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, envío el informe solicitado por la 


Presidencia de la Corte Suprema de Justicia en comunicado electrónico del 30 de 


julio en relación con el Oficio UNA-SCU-ACUE-132-2020 emitido por el Consejo 


Universitario de la Universidad Nacional e información suministrada el 18 de agosto 


de 2020 que contiene el Oficio VPDC-410-2020 de 14 de agosto de 2020 emitido por 


el señor Randall Otárola Madrigal, Viceministro en Asuntos Políticos y Diálogo 


Ciudadano del Ministerio de la Presidencia de la República de Costa Rica.  


  


INFORME  


  


  


 I.  ANTECEDENTES  


  


En el Oficio UNA-SCU-ACUE-132-2020 de 24 de julio de 2020 remitido por el señor 


Tomás Marino Herrera, Presidente del Consejo Universitario de la Universidad 


Nacional a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, se indica:  


  


“24 de julio de 2020  


UNA-SCU-ACUE-132-2020  


  


M.Sc. Carlos Alvarado Quesada  


Presidente de la República  
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Magistrado  


  


Fernando Cruz Castro  


Presidente del Poder Judicial  


  


M.Sc. Maribelle Quirós Jara  


Directora de la Oficina de Comunicación  


  


Estimado/a señor/a:  


  


Para su información y los efectos consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por 
el Consejo Universitario de la Universidad Nacional, según el artículo IV, inciso 
primero, de la sesión ordinaria celebrada el 23 de julio de 2020, acta n. o 3933, que 
dice:  


  


PRONUNCIAMIENTO DE LA UNIVERSIDAD NACIONAL ANTE LOS  
ACTOS DE VIOLENCIA A LOS PUEBLOS ORIGINARIOS  


  


RESULTANDO:  
  


1. El asesinato del líder indígena Sergio Rojas, el 18 de marzo 2019, a 


pesar de las medidas de protección a su vida establecidas por la Comisión 


Internacional de los Derechos Humanos (CIDH) y las recomendaciones de la 


Defensoría de los Habitantes, es un hecho violento e inaceptable que devela el 


estado de indefensión de los pueblos originarios y que amerita una presencia 


efectiva de la seguridad por parte del Estado.  


  


2. El asesinato del líder Jerhy Rivera, en San Antonio de Térraba, el 
lunes 24 de febrero de 2020, reafirma la inseguridad de los pueblos originarios y 
exige un estado con mayor capacidad de contención de la violencia contra las 
poblaciones más vulnerables.  


  


3. La de la Defensoría de los Habitantes de una intervención 


contundente de autoridades policiales y judiciales en la población Cabécar de China 


Kichá, testimonio del 7 de marzo 2020, que se encuentra en las fincas recuperadas, 


ahora bajo un cerco total y acorralados por incendios.  


  


4. El Estado costarricense, en el año 2001, reconstituye el territorio de 


China Kichá con una superficie de 1100 hectáreas, de las que los cabécares están 


en posesión, únicamente, del 3 % de las tierras; sin embargo, en este territorio están 


establecidas personas ajenas a la comunidad originaria. Al ser esta una zona 


bordeada por el Río Diquís, más de 100 hectáreas iban a ser parte del embalse del 


Proyecto Hidroeléctrico (PH) Diquís.  


  


CONSIDERANDO:  
  


1. La República de Costa Rica ratificó la Declaración Universal de 


Derechos Humanos (1948) y la Declaración de las Naciones Unidas sobre los 


Derechos de los Pueblos Indígenas (2007).  


  


2. La lucha de los pueblos originarios por la recuperación de sus tierras 


se da desde la época de la colonia.  
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3. La Ley Indígena n.°6172, artículo 3, reivindica el derecho de los 


pueblos originarios a vivir en sus territorios ancestrales: “las reservas indígenas son 


inalienables e imprescriptibles, no transferibles y exclusivas para las comunidades 


indígenas que las habitan. Los no indígenas no podrán alquilar, arrendar, comprar 


o de cualquier otra manera adquirir terrenos o fincas comprendidas dentro de estas 


reservas. Los indígenas sólo podrán negociar sus tierras con otros indígenas. Todo 


traspaso o negociación de tierras o mejoras de éstas en las reservas indígenas, 


entre indígenas y no indígenas, es absolutamente nulo, con las consecuencias 


legales del caso. Las tierras y sus mejoras y los productos de las reservas indígenas 


estarán exentos de toda clase de impuestos nacionales o municipales, presentes o 


futuros”.  


  


4. La Organización de las Naciones Unidas, en el año 2014, hizo un 


llamado al gobierno de Costa Rica para motivar el avance en el cumplimiento de los 


Derechos de los Pueblos Indígenas, a través de un colectivo entre el Estado y la 


Sociedad Costarricense en su conjunto, lo cual dio origen a la Asociación de 


Desarrollo Indígena (ADI).  


  


5. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), en el año 


2015, solicitó medidas cautelares para proteger la vida y la integridad de los 


miembros de los territorios indígenas; quienes señalan una total ausencia del 


Estado para atender la situación y garantizar sus derechos.  


  


6. La lucha por los territorios ancestrales ha tenido como consecuencia, 


en el lapso de un año, el asesinato de líderes indígenas, específicamente, en la 


provincia de Puntarenas, el señor Sergio Rojas, quien fue asesinado el 18 de marzo 


de 2019, y se le suma al asesinato del líder de la etnia Brörán, Yehry Rivera, quien 


murió por heridas con arma de fuego, en la comunidad de Térraba, el 24 de febrero 


de 2020.  


  


7. La Licda. Vanessa Jiménez, abogada de la organización no 


gubernamental Forest People Program, afirma que el estado ha incumplido los 


acuerdos establecidos con los pueblos indígenas por medio de diversas acciones, 


como la suspensión injustificada de las órdenes de desalojos a finqueros no 


indígenas y la desatención de medidas cautelares.  


  


8. La Universidad Nacional reafirma su compromiso con el respeto 


irrestricto a la dignidad humana y a los derechos de las personas, en particular de 


aquellas nativas de los pueblos originarios, de ahí su rechazo a los actos de 


violencia a los que han sido sometidos a esta población, en los territorios originarios 


de Salitre en la Zona Sur, Cabécar en Talamanca y China Kichá en la Zona Sur. El 


compromiso de la Universidad Nacional con el mejoramiento de las condiciones de 


acceso y la permanencia de estudiantes indígenas en las diferentes ofertas de 


estudio que promueve la Universidad Nacional, así como la generación de espacios 


para el desarrollo e intercambio cultural para favorecer el arraigo y la identidad de 


las personas nativas de los pueblos originarios.  


  


POR TANTO, SE ACUERDA:  
  


A. SOLICITAR AL PODER EJECUTIVO:  
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I) REALIZAR ACCIONES PERTINENTES QUE RESGUARDAN LA 


SEGURIDAD DE LAS PERSONAS NATIVAS DE LOS PUEBLOS 


ORIGINARIOS.  


  


II) FORTALECER LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD EN LOS PUEBLOS 


ORIGINARIOS CON EL FIN DE MITIGAR LA REPRODUCCIÓN DE 


NUEVOS ACTOS DE VIOLENCIA COMO LOS VIVIDOS 


RECIENTEMENTE.  


  


III) CUMPLIR LO ESTABLECIDO EN LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA, 


ARTÍCULO 76, REFERENTE A LA OBLIGACIÓN DEL ESTADO DE 


VELAR POR EL MANTENIMIENTO Y CULTIVO DE LAS LENGUAS 


INDÍGENAS NACIONALES Y LA  


LEY INDÍGENA DE 1977, CON EL FIN DE HACER VALER LOS 
DERECHOS DE LA POBLACIÓN NATIVA DE LOS PUEBLOS 
ORIGINARIOS.  


  


ACUERDO FIRME.  
  


B. SOLICITAR AL PODER JUDICIAL INTENSIFICAR SUS ACCIONES 


PARA ESTABLECER RESPONSABILIDADES PERTINENTES A LAS PERSONAS 


AUTORAS INTELECTUALES Y MATERIALES DE LOS ACTOS DE VIOLENCIA 


ACONTECIDOS. ACUERDO FIRME.  


  


C. REITERAR A LA COMUNIDAD NACIONAL EL COMPROMISO DE LA 


UNIVERSIDAD NACIONAL DE APOYAR EL DESARROLLO SOCIAL, CULTURAL, 


EDUCATIVO Y ECONÓMICO DE LAS COMUNIDADES ORIGINARIAS DESDE SU 


ACCIÓN SUSTANTIVA. ACUERDO FIRME.  


  


D. SOLICITAR A LA OFICINA DE COMUNICACIÓN DE LA UNIVERSIDAD 


NACIONAL QUE GENERE UNA ESTRATEGIA DE DIVULGACIÓN SOBRE EL 


QUEHACER DE LA UNIVERSIDAD NACIONAL CON RESPECTO AL 


ACOMPAÑAMIENTO A LOS PUEBLOS ORIGINARIOS.  


ACUERDO FIRME.  
  


Atentamente,  
  


CONSEJO UNIVERSITARIO  
Tomás Marino Herrera  
Presidente  
lsr/w/misdoc/acuerdo/132-2020  
  


C: Contraloría Universitaria  


Asesoría Jurídica  
Gaceta  
  


En el Oficio VPDC-410-2020 de 14 de agosto de 2020, el señor Randall Otárola 


Madrigal, Viceministro en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano del Ministerio de 


la Presidencia de la República de Costa Rica, de 14 de agosto de 2020, dirigido al 


señor Tomás Marino Herrera, Presidente del Consejo Universitario de la Universidad 


Nacional. Literalmente se señala:  
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“Tengo el agrado de saludarlo con ocasión de acusar recibo de la comunicación de 
24 de julio de 2020, recibido en este Despacho el 30 de julio de 2020, en el que se 
h hace de nuestro conocimiento el “acuerdo tomado por el Consejo Universitario de 
la Universidad Nacional […] de la sesión ordinaria celebrada el 23 de julio de 2020”. 
En dicho acuerdo se hacen algunas consideraciones con relación al lamentable 
asesinato del líder indígena Sergio  
Rojas, así como del líder Jerhy Rivera, resaltando la “inseguridad de los pueblos 
originarios”. De igual manera se señala la situación en China Kichá, relacionada 
con la posesión de tierras en su territorio.   


  


En primer lugar, en cuanto al territorio de China Kichá, es importante aclarar que se 
ha establecido una relación directa con los recuperadores, con el fin de tener una 
comunicación constante con los mismos. Ello significa que los líderes tienen los 
números de contacto, tanto de mi persona como del Viceministro de Seguridad, así 
como del resto del equipo de gobierno (Ministerio de Justicia e Instituto Nacional de 
Desarrollo Rural). Gracias a la fluidez del contacto, por ejemplo, se logró la captura 


de un individuo armado en fecha 1 de julio, a quienes luego se les dictó medidas 
cautelares para que no se acercaran al territorio recuperado. Los amagos de 
violencia verbal o física son atendidos por el personal de Fuerza Pública, con el 
acompañamiento de ambos Viceministerios y del resto del equipo. Asimismo, en 
materia de conflictos internos, la Dirección Nacional de Resolución Alterna de 
Conflictos ofreció sus servicios de mediación a la ADI para atender las disputas 
internas que también se han reportado en las fincas recuperadas. Constantemente 
se hacen visitas al terreno, siendo la última el 23 de julio del año en curso, en la que 
se tuvo la oportunidad de dialogar con la ADI y distintas personas indígenas que se 
apersonaron. Finalmente, es menester indicar que en este momento hay 22 policías 
que cubren los distintos turnos del día, radicados exclusivamente en el territorio de 
China Kichá con el fin de asegurar la protección de la vida e integridad personal de 
las personas que habitan el territorio.   


  


En cuanto al tema de recuperación y saneamiento de las tierras, es importante 
recordar el proceso que ya comenzó el Poder Ejecutivo, realizado a través del Plan 
de Recuperación de Territorios Indígenas (Plan RTI). Dicho Plan constituye un 
proceso ordenado, que requiere de etapas previas a culminar, antes de proceder con 
el siguiente paso, todo para que éste sea respetuoso del Estado de Derecho en el 
que nos encontramos, y de los derechos que tienen las personas que son 
propietarias o poseedoras de las fincas en estudio. De forma que cualquier acción 
tendiente a acelerar el Plan podría constituir, eventualmente, en omitir procesos 
fundamentales para la ejecución de este a largo plazo, lo que podría significar su 
eventual nulidad. En ese sentido, el Gobierno siempre ha llamado a ser respetuosos 
de los tiempos y procesos del plan, por cuanto es la manera más eficaz, y cumplida 
con los derechos de todas las partes, de resolver la situación de conflicto de los 
pueblos indígenas con sus tierras.   


  


Dicho lo anterior, en el caso específico de China Kichá, según la información 


brindada por el Instituto de Desarrollo Rural (INDER), ya se culminaron las primeras 
actividades, consistentes en la recopilación de información preliminar del territorio, 
amojonamiento, censo, levantamiento topográfico y la conformación de expedientes 
de estudios previos. De manera que ya se encuentra disponible la información para 
iniciar los procesos ordinarios. Hasta el momento, se han conformado más de 30 
expedientes administrativos.   


  


Es importante recordar que no ha podido avanzarse en el Plan RTI en virtud de que 
el INDER suspendió todas sus giras a campo a partir de la declaratoria de 
emergencia nacional en marzo, por lo que el mismo ha sufrido atrasos con motivo de 
la fuerza mayor que representa la pandemia.   
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En lo que respecta a “la suspensión injustificada de las órdenes de desalojos a 
finqueros no indígenas y la desatención de medidas cautelares”, es importante 
indicar que muchos desalojos administrativos previstos por el Ministerio de 
Seguridad Pública fueron detenidos con motivo de medidas cautelares interpuestas 
por el Poder Judicial. En ese sentido, es menester recordar la división de Poderes 
que nos aqueja en este tipo de procesos, pues si bien se tienen los elementos para 
ejecutar los desalojos a nivel administrativo, no puede el Ministerio obviar las 
medidas cautelares que disponga el Poder Judicial. Es por ello por lo que algunas 
de estas órdenes se han visto frenadas. Sin embargo, hay otras que sí han podido 
ejecutarse, por lo que no es correcto que todas estén suspendidas.   


  


En cuanto a la desatención de las medidas cautelares, no considera este 
Viceministerio que ello sea tal. De forma general, es importante indicar que los temas 
de prevención de la violencia, paz social y garantía de los derechos de los pueblos 
indígenas se trabajan dentro de las comisiones de seguridad y saneamiento 
establecidas como mecanismo de aplicación de estas. Con base en ello, se elaboró 


un plan específico para el Territorio Indígena de Térraba, el cual fue aprobado y 
firmado por los representantes del Consejo de Mayores Bröran. Éste ha tenido un 
impacto positivo en el territorio, por cuanto ha permitido una comunicación fluida y 
efectiva entre las personas indígenas y los mandos policiales. Así, por ejemplo, se 
logró atender de manera inmediata la situación ocurrida el 27 de julio del presente 
año, consistente en la incursión de un tractor en una de las fincas recuperadas por 
los indígenas. Este tipo de atención es la que se brinda cada vez que se reporta un 
incidente en los territorios.   


  


Adicionalmente, por órdenes del Ministerio de Seguridad Pública, se mantiene todos 
los días (en horario 24/7 en turnos de 12 horas) dos vehículos con dos funcionarios 
cada uno (chófer y acompañante) en el territorio. Asimismo, una patrulla se 
encuentra reforzando el centro de Térraba de forma indefinida y todos los días en 
el centro de la comunidad indígena de Térraba se mantienen a 20 policías en total 
(en un turno de las 6 a las 18 horas).   


  


De manera individual, el Sr. Pablo Sibas (sujeto de medidas cautelares) tiene una 
patrulla asignada fija y continua, desde el 25 de febrero hasta la actualidad (en 
horario 24/7 en un turno de 12 horas). El Sr. Minor Ortiz Delgado (también sujeto 
de medidas cautelares), por Convenio de Cooperación No. 24CG-04 entre el 
Ministerio de Seguridad y el Poder Judicial, tiene asignado un patrullaje con 
constante monitoreo.   


  


Todo lo anterior ha tenido un resultado positivo por cuanto ha permitido una 
presencia expedita por parte de la Fuerza Pública ante cualquier denuncia o 
incidente que se presente en el territorio, y demuestran acciones contundentes por 
parte del Gobierno para garantizar la seguridad de los Pueblos Originarios.   


  


Finalmente, en cuanto a la “obligación del Estado de velar por el mantenimiento y 
cultivo de las lenguas indígenas nacionales”, es importante recordar los esfuerzos 


realizados por el Ministerio de Educación en incluir el aprendizaje de las distintas 
lenguas indígenas como parte de la malla curricular de las escuelas con asistencia 
de población indígena. Asimismo, recientemente el Ministerio de Salud distribuyó la 
información para prevenir los contagios por COVID-19 en cabécar, bribri, Ngäbe y 
Maleku, todo con el fin de respetar las lenguas indígenas y promover su uso y 
preservación.   


  


Sin otro particular, reitero las seguridades de mi consideración y estima.   
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Randall Otárola Madrigal   


Viceministro en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano   


Ministerio de la Presidencia   


República de Costa Rica  
  


II. SOLICITUD DEL CONSEJO UNIVERSITARIO DE LA UNA AL 


PODER JUDICIAL DE “INTENSIFICAR SUS ACCIONES PARA ESTABLECER 


RESPONSABILIDADES PERTINENTES A LAS PERSONAS AUTORAS 


INTELECTUALES Y MATERIALES DE LOS   


ACTOS DE VIOLENCIA”  


  


El único acuerdo del Consejo Universitario de la Universidad Nacional referido al 
Poder Judicial se enfoca en la solicitud de “intensificar sus acciones para establecer 
responsabilidades pertinentes a las personas autoras intelectuales y materiales de 
los actos de violencia acontecidos”.  


  


En la motivación del acuerdo se hace alusión a hechos que han generado la apertura 


de procesos judiciales que están activos en las diferentes jurisdicciones, a saber: 


penal, agraria, contenciosa administrativa, entre otras:  


  


• “El asesinato del líder indígena Sergio Rojas, el 18 de marzo  


2019”  


• “El asesinato del líder Jerhy Rivera, en San Antonio de Térraba, el 


lunes 24 de febrero de 2020”  


  


• “intervención contundente de autoridades policiales y judiciales en 


la población Cabécar de China Kichá, testimonio del 7 de marzo 2020, que se 


encuentra en las fincas recuperadas, ahora bajo un cerco total y acorralados por 


incendios”  


  


  


• “La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), en el 


año 2015, solicitó medidas cautelares para proteger la vida y la integridad de los 


miembros de los territorios indígenas; quienes señalan una total ausencia del 


Estado para atender la situación y garantizar sus derechos.”  


  


Se trata de acontecimientos que generaron la apertura de procesos judiciales que se 


encuentran activos, de manera tal que escapa de las competencias de la 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas involucrarse en asuntos 


concretos, debiendo respetarse la independencia judicial de las personas 


juzgadoras a cargo del conocimiento de esos asuntos o la privacidad de los datos 


propios de la investigación a cargo del Ministerio Público o el Organismo de 


Investigación Judicial.  


  


De seguido se exponen datos sobre algunas acciones institucionales que han 


dispuesto la priorización de la atención de los procesos vinculados con personas 


indígenas, especialmente los casos en los que intervengan personas beneficiarias 


de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado, y garantizar el 


acceso a la justicia de esa población mediante el establecimiento de acciones 


afirmativas.  
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III. ACCIONES DEL PODER JUDICIAL ASOCIADAS A LA 


PRIORIZACION DE LA ATENCIÓN DE LOS PROCESOS VINCULADOS CON 


POBLACION INDÍGENA Y BENEFICIARIOS DE  


LAS MC 321-12 DE LA CIDH CONTRA EL ESTADO  


  


Para el Poder Judicial la atención de los procesos judiciales vinculados con la 


población indígena ha sido una prioridad. El acceso a la justicia es un eje 


transversal incorporado así en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024, lo cual 


significa que todas las acciones institucionales deben dar seguimiento a esos 


lineamientos incluyendo los proyectos estratégicos.   


  


De igual forma, las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado han 


generado acuerdos de Corte Plena han dado líneas de acción a las diferentes 


jefaturas institucionales. De seguido se citan algunas de ellas:  


  


• Encuentro con población indígena beneficiaria de las Medidas 
Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado en abril de 2019, rendición 
de cuentas y coordinación interinstitucional  


  


En abril de 2019 se realizó un encuentro con la población indígena organizado por 


la Defensoría de los Habitantes de la República. Se realizó en el territorio indígena 


de Salitre y en él participaron personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, 


líderes y lideresas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la 


CIDH contra el Estado, y jerarcas del Viceministerio de Diálogo Ciudadano de la 


Presidencia de la República, Viceministerio de Seguridad, Presidencia Ejecutiva del 


Instituto de Desarrollo Rural, representación del Ministerio de Justicia y Paz, entre 


otros personeros.   


  


En representación del Poder Judicial, por delegación de funciones del Presidente de 


la Corte Suprema de Justicia, Director del Despacho de la Presidencia y Coordinador 


de la Comisión de Acceso a la Justicia, participamos la Subcontralora de Servicios, 


el Contralor de Servicios del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur a cargo de la 


zona de Pérez Zeledón y de Buenos Aires de Puntarenas y la suscrita en la condición 


de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.  


  


En la audiencia se expuso a las personas indígenas y representantes institucionales 


las acciones realizadas hasta ese momento por el Poder Judicial en sus diferentes 


ámbitos  -Judicatura, Fiscalía General, Defensa Pública, OIJ y sector Administrativo- 


constituyéndose en una muy valiosa oportunidad para la rendición de cuentas; y, 


además, se aclararon las competencias del Poder Judicial para identificar la 


diferencia en relación con otras instituciones como el Ministerio de Seguridad 


Pública, Ministerio de Justicia, entre otros. De igual forma, se atendieron las 


observaciones, consultas y quejas formuladas por las personas indígenas líderes y 


lideresas.   


  


El encuentro facilitó la coordinación interinstitucional que se fortaleció a partir de 


ese momento y se ha mantenido hasta la actualidad, realizándose siempre 


encuentros periódicos en los territorios indígenas de Salitre y de Térraba. Favoreció 


el diálogo intercultural con las personas indígenas para la concertación en el 


abordaje de los asuntos de su interés que son propios de las competencias de cada 


una de las instituciones involucradas.   


  


Los productos desarrollados con ocasión de ese encuentro han propiciado en el 


Poder Judicial la mejora en la eficacia, eficiencia y efectividad de la atención de los 
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asuntos vinculados con la población indígena, la cual ha sido catalogada como 


población en situación de vulnerabilidad en las 100 Reglas de Brasilia, producto 


aprobado por la Cumbre Judicial Iberoamericana gracias a la iniciativa del Poder 


Judicial de Costa Rica, para el acceso a la justicia de las poblaciones en 


vulnerabilidad.  


  


• Informe gerencial de resultados del encuentro de abril de 


2019 y propuesta de Circular de Corte Plena  


  


Con ocasión del encuentro realizado con las y los representantes 


interinstitucionales, la población indígena de Buenos Aires y los líderes y lideresas 


beneficiarios de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado, 


quienes participamos elaboramos un Informe Gerencial y una propuesta de Circular 


a Corte Plena, la cual fue aprobada. De ahí, los avances son producto del 


compromiso de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia y de todos los 


magistrados y magistradas integrantes de Corte Plena.  


  


• Aprobación por Corte Plena de la Circular 188-19  


  


Corte Plena en sesión 20-19 celebrada el 27 de mayo de 2019, Artículo XIX, aprobó 


el Informe Gerencial y la propuesta de 20 Ejes de Acción, recomendados por la 


Contraloría de Servicios y la Subcomisión de Acceso a la Justicia, avalados por la 


Comisión de Acceso a la Justicia, con el objetivo de que fueran desarrollados por las 


Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de  Investigación 


Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la 


Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional, en cumplimiento de las 


Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión 


Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica.  


  


En sesión 25-19 de Corte Plena, celebrada el 24 de junio de 2019, Artículo II, se 


dispuso:   


  


“Se acordó: Acoger la solicitud de la máster Damaris Vargas Vásquez, en 
consecuencia, adicionar en la parte dispositiva del acuerdo adoptado en sesión N° 
20-19 de 27 de mayo de 2019, artículo XIX, el contenido íntegro de los 21 ejes de 
acción propuestos y aprobados, los cuales se indican de seguido: … Se declara 
acuerdo firme.”  


  


Esos acuerdos de Corte Plena se materializaron en la Circular 188-19 publicada por 


la Secretaría General de la Corte, en la que se emiten líneas de acción para los 


diferentes ámbitos institucionales con el objetivo de que el abordaje estratégico de 


los temas vinculados con la población indígena se realizara de manera articulada y 


sobre todo, producto de la concertación y el diálogo intercultural con la población 


indígena, dentro del marco de las funciones otorgadas por la Constitución Política 


al Poder Judicial.   


  


La Circular 188-19 dispone:  


  


“CIRCULAR No. 188-2019  


  


Asunto: Modificación a la Circular N° 123-2019 Sobre los 20 ejes de acción, 
recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento 
de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica.  
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AL MINISTERIO PÚBLICO, DEFENSA PÚBLICA, 


DIRECCIONES GENERAL DEL ORGANISMO DE INVESTIGACIÓN 


JUDICIAL, GESTIÓN HUMANA, PLANIFICACIÓN, DE TECNOLOGÍA 


DE LA INFORMACIÓN, DIRECCIÓN EJECUTIVA, ESCUELA Y DESPACHOS 


JUDICIALES DEL PAÍS 


  


SE LES HACE SABER QUE:  


  


 La Corte Plena, en sesión Nº 20-19 celebrada el 27 de mayo de 2019, artículo 
XIX, dispuso aprobar los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso 
a la Justicia, que deberán ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio 
Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, 
Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y 
el Sector Jurisdiccional, con ocasión del encuentro realizado entre representantes 
del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, en cumplimiento de las 
Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica.  


  


En sesión N° 42-19 celebrada el 7 de octubre en curso, artículo VII, se dispuso a 
realizar la publicación nuevamente de la Circular 123-2019 correspondiente a los 
ejes de acción recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, eliminando el 
eje número 20 por encontrarse repetido.  


  


Los citados ejes son los siguientes:  
  


1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas 


Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones a seguir 


para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena 


Teribe y Bribrí de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para investigar 


los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo 


anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir 


confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones 


de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la colaboración de personas 


traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. Se sugiere valorar 


sean las principales jefaturas institucionales quienes ejecuten esta labor.  


  


2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los 


objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, 


establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales 


acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, 


su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se 


tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas 


necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional 


aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo 


en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los 


procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos 


en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.  


  


3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las 


políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del 


sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve 


a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de 


sus funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan 
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personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo 


indígena Teribe y Bribrí de Salitre.  


  


4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión 


documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin de prevenir 


cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y resolución 


de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo 


indígena Teribe y Bribrí de Salitre.  


  


5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen 


los procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas, incorporando 


además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros 


datos de interés para la toma de decisiones.  


  


6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir 


circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les 


reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos 


indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que 


los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los 


procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces 


para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia 


técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto 


de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría 


conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y 


judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad 


colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de 


los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier 


otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya 


sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los 


altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una 


protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los 


diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus 


características económicas y sociales, su posible situación de  vulnerabilidad, su 


derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación 


con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en 


materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, 


según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de 


Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia 


de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia 


de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.  


  


7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los 


principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas 


y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto 


a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones 


disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, 


en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a 


las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y 


accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte 


miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.  


  


8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre 


con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de 
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Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos 


Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del Poder 


Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución se concertará con 


las personas indígenas la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos 


sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder 


Judicial para el acceso a la justicia.  


  


9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe 


y Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer 


procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas 


indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, 


costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de 


interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a 


quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para 


conocer de procesos vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de 


Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, 


defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de 


Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas 


servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso 


Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás.  


  


9. Verificar que, en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho 
Indígena, se incluya al menos:  


  


a. Normativa internacional referida a los derechos de las 


personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e 


integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y 


semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos 


Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones 


Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración 


Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016;  


  


b. Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 


Humanos  


vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017,  


c. Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la 


Justicia de  


los Pueblos Indígenas, entre otras  


  


d. Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala 


Constitucional  


de la Corte Suprema de Justicia.  
  


e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo 


Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén 


involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre 


el sistema monista y el pluralismo jurídico.  


  


11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el 


impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las 


personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones – 


incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, 


con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de 
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Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene 


experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el 


Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en 


el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.  


  


12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el 


Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas 


servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento 


de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes 


tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales 


vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.  


  


13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un 


seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los 


indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea 


para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de 


procesos asociados a personas indígenas.  


  


14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales 


entre el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, 


así como las Universidades estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten 


vinculadas con personas indígenas, especialmente las relacionadas con las 


medidas cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean consultadas 


a las personas indígenas.  


  


15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y 


Paz para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, 


defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que 


intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre 


las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y 


sistemas catastrales y registrales vinculados.  


  


16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las 


personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus 


territorios y acordes a sus costumbres.  


  


17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros del 


pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares 


de la CIDH sobre los avances alcanzados.  


  


18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la 


Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de Derecho y 


la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de peritajes culturales y de 


capacitaciones a las personas servidoras judiciales, con posibilidades de establecer 


acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer insumos 


importantes en los peritajes culturales.  


  


19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del 


Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y 


consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo con 


la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en 


seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.  
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20. Participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen 


entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del 


Estado.”  


  


  


San José, 17 de octubre de 2019  


  


Licda. Silvia Navarro Romanini 
Secretaria General  


Corte Suprema de Justicia”  


  


  


• Diálogo intercultural: sesiones de seguimiento de las personas 
indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra 
el Estado y representantes de las diferentes instituciones involucradas   


  


A partir del momento de la emisión de la Circular 188-19, con autorización inicial 


del Consejo Superior y luego de Corte Plena, la suscrita en la condición de 


Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, he 


venido participado activamente en las audiencias realizadas por las personas 


representantes de las distintas instituciones con los pueblos indígenas de Salitre y 


de Térraba en seguimiento de las Protocolos de Seguridad y de Saneamiento 


firmados por el Ministerio de Seguridad y las personas beneficiarias de las Medidas 


Cautelares 321-12.   


  


Los Protocolos de Seguridad y de Saneamiento no fueron sometidos a conocimiento, 


negociación o aprobación del Poder Judicial por quienes los suscribieron en 


representación del Ministerio de Justicia y de las personas indígenas líderes y 


lideresas; sin embargo, se permitió la participación de la Institución como una 


observadora activa en el seguimiento en el tanto, como parte del Estado, se tiene 


claro que el Poder Judicial es parte del seguimiento de las Medidas Cautelares 321-


12 dentro de ámbito de competencias que le confiere la Constitución Política.  


  


 De seguido se anexan a este informe las actas de las visitas realizadas durante 


2019 y lo que va de 2020 por las y los representantes interinstitucionales a los 


territorios indígenas de Salitre y Térraba, las cuales sirven de evidencia de lo 


expuesto.  


  


En las actas constan los acuerdos tomados y la rendición de cuentas periódica sobre 


los avances realizados.  


  


  


Actas de las Sesiones realizadas con las personas indígenas 
beneficiarias de las MC 321-12 de la CIDH contra el Estado y los representantes 
estatales incluyendo al Poder Judicial en los territorios de  


Salitre y Térraba   


Protocolo de Saneamiento de Tierras y Protocolo de Seguridad  


2019/2020  


  


  


I. Térraba  
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Actas Saneamiento  Actas Seguridad  


  Acta 25-4-219  


  


Acta 8-5-2019  


  


Acta 9-5-2019  


  


Acta del 20-6-2019  


  


Acta del 20-9-2019  


  


Acta del 29-7-2019  


  


Acta 25-10-2019  


  


Acta del 20-9-2019  Acta 21-11-2019  


   
  


Acta 25-10-2019  


  


Acta 24-01-2020  


  


Acta 21-11-2019  


  
  


Acta 4-6-2020  


  


Acta 24-01-2020  
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Acta 4-6-2020  


  


  


  


II. Salitre  


Actas Saneamiento  Actas Seguridad  


Acta 11-5-2019  


  


Acta 11-5-2019  


  


Acta 22-6-2019  


  


Acta 22-6-219  


  


Acta 28-7-2019  


  


Acta 28- 7-2019  


  


Acta 8-12-2019  Acta 6-6-2020  


  
  


  


  


• Acuerdos de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 
Indígenas tomados en sesiones mensuales para el mejoramiento del 
acceso a la justicia de las personas indígenas  


  


La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas ha venido dando 


seguimiento a la temática indígena mediante sesiones ordinarias realizadas 


mensualmente, y las extraordinarias cuando es necesario, en cumplimiento de las 


competencias conferidas por la Ley Orgánica del Poder Judicial, el Reglamento de 


Comisiones de la Corte Suprema de Justicia y los informes de la Auditoría Judicial.  


  


La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas está representada por 


personas de la Judicatura, Fiscalía General, Defensa Pública, Organismo de 


Investigación Judicial y el sector Administrativo (Direcciones Ejecutiva, 


Planificación, Tecnología de la Información, Gestión Humana, Escuela Judicial, 


Justicia Restaurativa, Oficina de Control Interno, Centro de Apoyo, Coordinación y 


Mejoramiento de la Función Jurisdiccional) y además, por la representante de la 
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Defensoría de los Habitantes de la República, Universidad de Costa Rica, Instituto 


Nacional de la Mujer, entre otros.  


  


Esa conformación permite que las acciones que realiza cada una de las jefaturas de 


los diferentes ámbitos institucionales esté debidamente coordinada y enfocada al 


cumplimiento de la normativa nacional e internacional, el Plan Estratégico del Poder 


Judicial 2019/2024 que incorpora el acceso a la justicia como uno de sus Ejes 


Transversales, y la Circular 188-19 de Corte Plena donde se establecen los 


lineamientos a seguir para la concertación con la población indígena y el diálogo 


intercultural.   


  


De seguido se anexan las actas de las sesiones ordinarias realizadas por la 


Subcomisión de Acceso a la Justicia durante los años 2019 y 2020 como evidencia.  


  


  


   Actas Sesiones Ordinarias  


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas  


2019/2020  


  


Se adjuntan las actas de las sesiones ordinarias de la Subcomisión de Acceso a la 


Justicia de Pueblos Indígenas de los años 2019 y lo que va de 2020, de las cuales 


se desprende la evidencia de las acciones realizadas y los avances en el proceso. 


  


  


2019    


 


ACTA 01-19  


SUBCOMISION DE AC 


  


 


ACTA 02-19  


SUBCOMISION DE AC 


  


 


ACTA 03-19  


SUBCOMISION ACCE 


  


 


ACTA 04-19  


SUBCOMISION DE AC 


  


 


ACTA 05-19  


SUBCOMISION ACCE 


  


 


ACTA SESION 06-19  


SUBCOMISION ACCE 


  


 


ACTA 07-19  


SUBCOMISION ACCE 


  


 


ACTA SESION 08-19  


SUBCOMISION ACCE 


  


 


ACTA 9-19  


SUBCOMISIÓN PUEB 


 


ACTA SESION 10-19  


SUBCOMISION ACCE 
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2020    


 


ACTA 01-2020 
SUBCOMISION ACCE 


  


 


ACTA 02-2020 
SUBCOMISION ACCE 


  


 


ACTA O3-2020 
SUBCOMISIÓN DE AC 


  


 


ACTA 04-2020 
SUBCOMISIÓN DE AC 


  


   
ACTA 05-2020 


SUBCOMISIÓN DE 
AC 


  


 


ACTA 06-2020 
SUBCOMISION 
ACCE 


  


 


ACTA 07-2020 
SUBCOMISION 
ACCE 


  


  


  


  


Estas acciones han resultado reforzadas por la aprobación en la Asamblea 


Legislativa a fines de 2018 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos 


Indígenas de Costa Rica. La ley ha potenciado el servicio de la Defensa Pública pues 


ahora se otorga a las personas indígenas en todas las materias, la coordinación con 


las instituciones de enseñanza superior especialmente con la Universidad de Costa 


Rica -con la que se está negociando la actualización del Convenio Interinstitucional- 


para la asignación de peritajes culturales en procesos indígenas y de traductores y 


traductoras, así como la construcción de la Política Indígena del Poder Judicial 


siguiendo los lineamientos de MIDEPLAN y las disposiciones de Corte Plena 


aprobadas en enero de 2020 para la construcción de Políticas Públicas con la 


participación activa de las personas indígenas.  


  


Debe destacarse la construcción del Plan Anual de Capacitación con la Escuela 


Judicial, direccionado a las personas servidoras judiciales quienes tienen a su cargo 


la mayor cantidad de procesos indígenas, para lo cual se está incorporando a 


personas indígenas líderes y lideresas indígenas como facilitadoras en temas de 


interés de dicha población y en cumplimiento de la Circular 188-19 se está 


planificando el control y seguimiento del impacto de esa capacitación en el quehacer 


de las personas capacitadas, proyectado para este segundo semestre.   


  


En 2019 el Plan Anual de Capacitación Indígena se enfocó a las personas servidoras 


judiciales de Buenos Aires de Puntarenas y se realizó de manera presencial. Para 
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2020 el Plan Anual de Capacitación será virtual atendiendo la pandemia Covid-19 


y se desarrolla con la participación de personas indígenas como facilitadoras.  


  


Gracias a la coordinación con las señoras Marjorie Herrera de la Defensoría de los 


Habitantes y Valeria Varas del INAMU, ambas integrantes de la Subcomisión de 


Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, se cuenta con los listados de las personas 


líderes y lideresas indígenas con quienes coordinar para el desarrollo de las 


capacitaciones lo cual ha permitido a la representante de la  Escuela Judicial tener 


un contacto directo con esa población para facilitar su participación en las 


actividades de capacitación atendiendo su cosmovisión.  


  


Se ha mantenido comunicación con organizaciones y personas indígenas de los 


territorios beneficiarios de la Medidas Cautelares, así como las y los integrantes de 


otros territorios indígenas, lo cual fortalecerá el proceso de construcción de la Política 


Indígena del Poder Judicial sumadas las alianzas con las instituciones estatales 


involucradas.   


  


 • Abordaje de la emergencia ocasionada por el COVID-19 en territorios 
indígenas  


  


La atención de la pandemia Covid-19 ha sido uno de los temas prioritarios del Poder 


Judicial y la situación de los pueblos indígenas no ha sido la excepción. De ahí, la 


Subcomisión de Acceso a la Justicia en el ámbito de sus competencias, solicitó a 


Corte Plena la emisión de una circular vinculada con el seguimiento de los procesos 


vinculados con personas indígenas. Con ocasión de ello, Corte Plena en sesión Nº 


21-2020 celebrada el 20 de abril de 2020, artículo XVIII, ordenó la publicación de 


la siguiente circular:  


  


“CIRCULAR No. 103-2020  


  


Asunto:   Lineamientos establecidos en el “Plan de Trabajo: Abordaje de la 
emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas” diseñado por el 
Viceministerio de la Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano y el 
Ministerio de Salud.  


  


A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS SE 
LES HACE SABER QUE:  


  


La Corte Plena en sesión Nº 21-2020 celebrada el 20 de abril de 2020, artículo XVIII, 
dispuso que tanto esa Corte como el Consejo Superior, en las directrices que emitan 
en relación con la realización de audiencias judiciales en territorios indígenas en 
atención a la declaratoria de emergencia nacional, debido a la situación de 
emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19, considerará los 
lineamientos establecidos en el “Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del 
virus COVID-19 en territorios indígenas” diseñado por el Viceministerio de la 


Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano y el Ministerio de Salud. Lo 
anterior, en el entendido de que los despachos judiciales de país coordinarán 
previamente a realizar cualquier eventual audiencia que haya que hacerse, con los 
Comités de Salud de cada uno de los territorios el ingreso a estas diferentes áreas. 
El citado Plan se encuentra en la dirección electrónica adjunta: 
https://secretariacorte.poderjudicial.go.cr/index.php/documentos?download=494
9:plan-de-trabajoabordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-
indigenas. De conformidad con la circular N° 67-09 emitida por la Secretaría 
de la Corte el 22 de junio de 2009, se comunica que en virtud del principio 
de gratuidad que rige esta materia, la publicación está exenta de todo pago 



https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas
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de derechos. Publíquese una sola vez en el Boletín Judicial. San José, 21 de 
mayo de 2020. Licda. Silvia Navarro Romanini, Secretaria General, Corte 
Suprema de  


Justicia.”  


  


• Desarrollo de la Política Indígena en el Poder Judicial  


  


Para la construcción de la Política Indígena del Poder Judicial se cuenta con el apoyo 


del Alto Comisionado de las Naciones Unidas gracias a las acciones coordinadas 


con la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, el Despacho de la Presidencia 


y la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, lo cual es particularmente 


importante ante la crisis financiera por la que atraviesa el país en la que está 


inmerso también el Poder Judicial por el principio de solidaridad ante la pandemia 


Covid-19.  


  


Además, ya está coordinada la capacitación de parte de MIDEPLAN y la Dirección 


de Planificación, así como las proyecciones para el diálogo intercultural y 


concertación de acciones con la población indígena para la construcción conjunta, 


en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa 


Rica de 2018.   


  


Las capacitaciones darán inicio con la Dirección de Planificación el 21 de agosto y 


continuarán con MIDEPLAN en setiembre de 2020.  


  


• Lineamientos institucionales para el seguimiento de los 


estándares internacionales relacionados para la tramitación y 


resolución de procesos vinculados con personas indígenas  


  


Conforme a las estadísticas institucionales los procesos vinculados con población 


indígena se han venido incrementando en las materias penal, contenciosa 


administrativa, agraria, pensiones alimentarias, entre otras. Por esa razón se han 


reiterado y actualizando las circulares y lineamientos de Corte Plena y de Consejo 


Superior para la atención prioritaria de los procesos indígenas, con absoluto respeto 


al principio de juez natural y de independencia judicial, tal y como lo refiere la 


Circular 188 -19, la cual incorpora los más altos estándares de atención de los 


procesos judiciales vinculados con personas indígenas establecidos por la Corte 


Interamericana de Derechos Humanos, a saber:  


  


“… 6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir circulares 
dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere su 
deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la 
no discriminación y eliminación de barreras, a saber:   


i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y 


hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles 


intérpretes u otros medios eficaces para tal fin;   


  


ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia 


técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto 


de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría 


conseguirla, y   
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iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y 


judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad 


colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de 


los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier 


otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya 


sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los 


altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una 


protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los 


diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus 


características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su 


derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación 


con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en 


materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, 


según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de 


Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia 


de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia 


de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.  


  


7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de 
Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas y prácticas de 
gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, 
vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y acciones disciplinarias; todo 
de conformidad con el ordenamiento jurídico y  técnico aplicable, en lo relacionado 
con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas 
usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible; 
priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte miembros 
del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre…”  


  


• Circulares sobre el uso de lenguaje claro y sencillo en la atención 
de personas indígenas  


  


En forma coherente con lo anterior, la Subcomisión de Acceso a la Justicia de 


Pueblos Indígenas propuso al Consejo Superior la emisión de una Circular referida 


al lenguaje claro y sencillo que deben utilizar las personas servidoras judiciales en 


resoluciones y audiencias propios de procesos vinculados con personas indígenas. 


El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 8919 celebrada el 15 de octubre 


de 2019, artículo LXXXIV, dispuso la publicación de la siguiente circular:  


  


  


“CIRCULAR No. 192-2019  


  


Asunto: Deber de las personas servidoras judiciales de utilizar lenguaje claro y 
sencillo en la atención de personas indígenas.  


  


A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS SE 
LES HACE SABER QUE:  


  


El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 89-19 celebrada el 15 de 
octubre de 2019, artículo LXXXIV, dispuso acoger la recomendación remitida por la 
Unidad de Acceso a la Justicia, en oficio CACC-301-2019, del 4 de octubre de 2019, 
respecto a instar a las personas servidoras judiciales que atiendan procesos 
vinculados con personas indígenas para que en las resoluciones que emitan en 
forma escrita u oral y en las audiencias, utilicen un lenguaje claro y sencillo; 
comprensible para esa población y para las personas traductoras e intérpretes a fin 
de facilitar el proceso de transmisión de la información. San José, 24 de octubre 
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de 2019. Lic. Carlos Toscano Mora Rodríguez, Subsecretario General interino de la 
Corte Suprema de Justicia.”  


  


• Proyecto de actualización de circulares y simplificación de 


trámites vinculados con personas indígenas  


  


 La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas trabaja 


actualmente en forma coordinada con la Contraloría de Servicios del Poder Judicial, 


la Comisión de Acceso a la Justicia y la Unidad de Acceso a la Justicia, en el 


Proyecto de actualización de las circulares y simplificación de trámites de los 


procesos vinculados con población indígena. Para tal efecto realizó solicitud al 


Consejo Superior cuyos integrantes en sesión N° 69-2020 celebrada el 7 de julio 


del 2020, Artículo XL, dispusieron:  


  


“Se acordó: 1.) Acoger el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la 
Justicia de Pueblos Indígenas, en sesión celebrada el 12 de junio de 2020, artículo 
V, en consecuencia: Ampliar el plazo a tres meses, para que la citada Subcomisión 
pueda coordinar con el Oficial de Simplificación de Trámites del Poder Judicial, a 
efecto de revisar todas las circulares emitidas por el Poder Judicial para, de ser 


oportuno, emita propuestas de modificación que impliquen una simplificación de los 
trámites, eliminación del exceso de requisitos y trámites administrativos a las 
personas usuarias indígenas y concertar posiciones con las personas indígenas y 
sus representantes, especialmente las beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-
12 de la CIDH contra el Estado, lo anterior, con el fin de cumplir con la circular 
N°188-19 de Corte Plena. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Contraloría 
de Servicios para lo que corresponda.”  


  


• Seguimiento a procesos disciplinarios y penales  


  


El 24 de agosto de 2018 se generó un encuentro entre la exvicepresidenta de la 


Corte Suprema de Justicia, señora Carmen María Escoto Fernández, quien, a su 


vez, fungía como magistrada coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia y 


de la Subcomisión de Acceso a la Justicia con las personas indígenas, en Buenos 


Aires de Puntarenas. La actividad fue coordinada por la Defensoría de los 


Habitantes de la República.   


  


Ese encuentro generó la emisión de varias acciones institucionales en beneficio de 


la población indígena, dentro de la que se enmarca la remisión al Tribunal de la 


Inspección Judicial de una serie de quejas que en esa audiencia celebrada en 


Buenos Aires de Puntarenas plantearon por escrito las personas indígenas. A partir 


de ahí, la competencia de la entonces magistrada Vicepresidenta de la Corte 


Suprema de Justicia como coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia y de 


la Subcomisión de Acceso a la Justicia concluyó, pues trasladó la petición al órgano 


competente.   


  


A partir de ese momento, de conformidad con las atribuciones asignadas en el 


artículo 184 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Inspección Judicial se ocupó 


de investigar, tramitar y resolver las denuncias planteadas, escapando  de las 


competencias de la Comisión, Subcomisión y Unidad de Acceso cualquier 


interferencia en la forma en que esos asuntos deban ser resueltos, más allá de 


ofrecer capacitación sobre Derecho Indígena a las personas servidoras judiciales a 


cargo de esos asuntos disciplinarios o instar a la emisión de circulares por las 


autoridades superiores.   
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Importante hay que señalar que si bien se ha pedido información a la Inspección 


Judicial acerca del avance de esas y otras denuncias que se les han trasladado 


posteriormente con ocasión de quejas al servicio de administración de justicia en 


procesos vinculados con personas usuarias indígenas, ha sido con el objetivo de 


instar la atención de estos en los términos de la Circulas 188-19 de Corte Plena, no 


se socializa pues contiene datos sensibles que pueden divulgarse por limitaciones 


legales.  


  


La imposición de sanciones a personas servidoras judiciales de cualquiera de los 


ámbitos del Poder Judicial, escapa de la competencia de la Comisión de Acceso a la 


Justicia y de la Subcomisión de Acceso a la Justicia. Siempre se informa que las 


denuncias pueden ser planteadas directamente al Tribunal de la Inspección 


Judicial, Oficina de Cumplimiento, Comisión de Transparencia, Fiscalía General o a 


cualquiera de las oficinas institucionales con competencia disciplinaria según la 


gravedad de lo alegado. Para tal efecto se insta a proceder de tal forma para 


garantizar a la población indígena la objetividad y transparencia de la gestión 


institucional, en especial, la eficacia, eficiencia y efectividad del servicio de 


administración de justicia.  


  


Escapa de las competencias de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 


Indígenas el seguimiento del trámite y resolución de esos procesos disciplinarios o 


penales. La actuación se limita a trasladar a las autoridades competentes las 


quejas de las personas indígenas en los encuentros realizados o en los comunicados 


remitidos por éstas o las organizaciones nacionales o internacionales defensoras de 


las personas indígenas.  


  


• Atención de la Contraloría de Servicios del Poder Judicial a las 


Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las poblaciones 
indígenas  


  


Según lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión N° 77-08 del 14 de octubre de 


2008, Artículo XLI, corresponde a la Contraloría de Servicios atender y dar 


seguimiento a las Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las 


poblaciones indígenas, lo cual está expresamente dispuesto en el artículo 7.   


    


Por ello, la Contraloría de Servicios del Poder Judicial y la Contraloría Regional de 


Servicios han estado atentos al seguimiento de los lineamientos institucionales, 


participando activamente en el cumplimiento de la Circular 18819 de Corte Plena, 


inclusive en la audiencia generada en abril de 2019 en el territorio indígena de 


Salitre.  


  


Los requerimientos de datos sobre las investigaciones de homicidios y delitos contra 


personas indígenas escapan de las competencias de la Subcomisión de Acceso a la 


Justicia de Pueblos Indígenas. Se trata de información sensible que debe 


direccionarse a la Fiscalía General como responsable de la protección de dicha 


información y el aseguramiento de las investigaciones, de conformidad con el 


artículo 295 del Código Procesal Penal:  


  


ARTICULO 295.-  
  


Privacidad de las actuaciones El procedimiento preparatorio no será público 
para terceros. Las actuaciones sólo podrán ser examinadas por las partes, 
directamente o por medio de sus representantes. Los abogados que invoquen un 
interés legítimo serán informados por el Ministerio Público sobre el hecho que se 
investiga y sobre los imputados o detenidos que existan, con el fin de que decidan 
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si aceptan participar en el caso. Las partes, los funcionarios que participen de 
la investigación y las demás personas que, por cualquier motivo, tengan 
conocimiento de las actuaciones cumplidas, tendrán la obligación de 
guardar secreto. El incumplimiento de esta obligación será considerado 
falta grave. (El resaltado no es del original)  


  


IV. FUNCION CONSULTIVA DE LA SUBCOMISION DE ACCESO A LA 
JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS COMO APOYO ESPECIALIZADO A LA 
LABOR DE LA COMISIÓN DE ACCESO A LA  


JUSTICIA   


  


La competencia para atender los procesos judiciales y las investigaciones 


vinculadas con personas indígenas no corresponde a la Subcomisión de Acceso a la 


Justicia de Pueblos Indígenas. La función que se desarrolla es meramente 


consultiva de la Comisión de Acceso a la Justicia como ente rector del acceso a la 


justicia de las personas usuarias en situación de vulnerabilidad, incluyendo la 


indígena, y órgano asesor de Corte Plena, Consejo Superior y demás oficinas 


institucionales.   


  


 En ese sentido, la Ley Orgánica del Poder Judicial, en el Capítulo X, regula la 


labor de las Comisiones de la siguiente manera:  


  


DE LAS COMISIONES  
Artículo 66.- (…)  
  


Los dictámenes, informes y recomendaciones de las comisiones no serán 
vinculantes para la Corte, pero ésta deberá fundamentar su decisión cuando se 
separe de ellos. (El resaltado no es del original)  


  


Asimismo, el Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia, 


publicado en el Boletín Judicial N° 44, 2 de marzo del 2000, regula su composición, 


clasificación y el alcance dichas funciones:  


  


Artículo 19°. - Los dictámenes, informes y recomendaciones de las Comisiones 
tendrán un carácter meramente consultivo y no serán vinculantes para la Corte, 
pero ésta deberá fundamentar sus decisiones cuando se separe de ellos.   
Cuando por disposición expresa de la Ley o de la Corte Plena se atribuyan a una 
Comisión competencias o potestades propias, se entenderán, en todo caso, 
reservadas a la propia Corte las de avocar el conocimiento de cualquier asunto o de 
revocar, reformar y sustituir lo resuelto por la Comisión.  
(El resaltado no es del original)  


  


Inmiscuirse en procesos judiciales concretos es contrario a los principios de 


independencia judicial, objetividad y transparencia, constituyéndose en una falta 


gravísima, sancionada al tenor de lo dispuesto en el artículo 191 de la Ley Orgánica 


del Poder Judicial:  


  


Artículo 191.- Se consideran faltas gravísimas:  


  


(…)  


  


2.- El interesarse indebidamente, dirigiendo órdenes o presiones de cualquier 


tipo, en asuntos cuya resolución corresponda a los tribunales. (El resaltado es 


propio)  
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Las acciones afirmativas que realiza la Subcomisión se ejecutan dentro del marco 


de las competencias que le corresponden. Para tener más claridad sobre el margen 


de acción, se remitió consulta a la Auditoría Judicial el 05 de agosto pasado. Al 


respecto, mediante el Informe N°952  -AUD-48-UJ-2020 del 13 de agosto de 2020, 


la Auditoría indicó lo siguiente:  


  


“A pesar de ese vacío regulatorio, en relación con la Comisión a la que pertenecen 
ciertas Subcomisiones en la realidad, existe una dependencia organizacional en 
cuanto a la coordinación y subordinación, dado que bajo ese parámetro podría 
indicarse que no pueden tener mayores competencias que la primera. Es en esa 
línea que precisamente, la Comisión de Acceso a la Justicia, se constituye en el 
órgano institucional rector en materia de acceso a la justicia -valga la redundancia- 
de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, para lo cual se le encargó la 
elaboración de políticas y lineamientos institucionales para el mejoramiento del 
acceso a la justicia de estas poblaciones. Sin embargo, dichas políticas y 
lineamientos deben ser aprobadas en última instancia por Corte Plena o el Consejo 
Superior, según corresponda.  


  


(…)  
  


Particularmente, el ámbito de acción de la Comisión de cita se delimita a constituirse 
como órgano asesor del jerarca en las diferentes materias, tal como señala el 
artículo 19 del Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial vigente y no 
en tomadores de decisiones finales que reflejan la voluntad última de la institución.   


  


En consecuencia, los alcances de las funciones propias de las Subcomisiones son 
aún más limitadas, en relación con la Comisión a la que pertenecen, éstas se 
constituyen en un apoyo especializado a su labor y bajo su coordinación, siempre 
en aplicación de los límites expuestos líneas atrás, de modo que tampoco podrían 
atribuirse la determinación última que se adopte en un tema específico y sus 


productos no tienen fuerza vinculante, siendo meramente consultivos.”  
  


Ante este panorama, se reitera que la búsqueda de soluciones efectuada por la 


Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia ha sido 


constante en apoyo de las necesidades de todas las poblaciones en condición de 


vulnerabilidad y de la población indígena en concreto. Sin embargo, dicho accionar 


debe ir aparejado al cumplimiento del bloque de legalidad y al respeto de las 


limitaciones de las competencias atribuidas a cada uno de los actores que participan 


en la tramitación las diferentes gestiones.  


  


 En esa misma línea, sobre los límites que deben considerarse para la toma de 


acuerdos en las diferentes Comisiones, la Auditoría Interna en Oficio Nº 63327-UJ-


2020 de 04 de junio de 2020, señaló:  


  


“CONCLUSIONES.  
  


Por lo anterior, esta Auditoría Interna concluye lo siguiente:  
  


El artículo 11 de la Constitución Política estipula el principio de legalidad, así como 
sienta las bases constitucionales del deber de objetividad e imparcialidad de los 
funcionarios públicos, al señalar que estos están sometidos a la Constitución y a las 
leyes; aquí nace el fundamento de las incompatibilidades y, por ende, la orientación 
de que el funcionario público no puede estar en una situación donde exista colisión 
entre interés público e interés privado.  
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De conformidad con el artículo 9 inciso 11) del Reglamento denominado “Regulación 
para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés 
en el Poder Judicial”, en caso de existir algún conflicto de interés, el funcionario tiene 
el deber de abstención, el cual se impone en la medida que afecte en mayor o menor 
grado, su imparcialidad, objetividad e independencia de criterio. Por ello, en caso 
de presentarse un eventual conflicto de interés por algún integrante de la Comisión, 
este deberá comunicarlo y abstenerse de participar en la deliberación y decisión de 
los asuntos en que se manifieste el conflicto o identidad de intereses, so pena de 
incurrir en responsabilidad disciplinaria.  


  


Por otra parte, de una interpretación armónica de los artículos 20 y 21 del 
Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia, con el artículo 
54 de la Ley General de la Administración Pública, se concluye que la invitación a 
los representantes de diferentes sectores -por un tema de experticia- por parte de 
las Comisiones, no es contrario al bloque de legalidad, toda vez, que el párrafo 
primero del artículo 54 LGAP habilita al órgano colegiado – siempre por votación 


unánime de los miembros presentes- para otorgar a esas personas asistentes el 
derecho de participar en las deliberaciones con voz pero sin voto. (…)”  


  


Adicionalmente, el artículo 45 del Reglamento Regulación para la Prevención, 


Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial, 


hace remisión expresa como norma complementaria a la Directriz D-2-2004-CO 


"Directrices Generales sobre Principios y Enunciados Éticos a observar por parte de 


los jerarcas, titulares subordina  dos, funcionarios de la Contraloría General 


de la República, Auditorías Internas y Servidores Públicos en General”, cuyas 


normas 1.4.2 y 1.4.17 desarrollan el deber los jerarcas, titulares subordinados y 


demás funcionarios públicos de evitar toda clase de relaciones y actos 


inconvenientes con personas que puedan influir, comprometer o amenazar la 


capacidad real o potencial de la institución para actuar, y por ende, parecer y actuar 


con independencia.  


  


El informe de seguimiento de los ejes de acción aprobados por Corte Plena que se 


comunicaron a todo el personal judicial en la Circular 188-19 está incorporado en 


los reiterados informes enviados a la Cancillería a solicitud de la Presidencia de la 


Corte Suprema de Justicia y del Despacho de la Presidencia con el aval de la 


Comisión de Acceso a la Justicia. Esos datos se enviaron para ser socializados con 


la CIDH y con las personas involucradas en las Medidas Cautelares 321-12. Escapa 


del conocimiento de esta Subcomisión de Acceso el seguimiento de dicho informe; 


sin embargo, en éste se detallan las acciones realizadas a ese momento.  


  


La Subcomisión de Acceso a la Justicia con la colaboración de la Unidad de Acceso 


a la Justicia, en cumplimiento del numeral 16 de la Ley General de Control Interno, 


y concretamente, de la Circular 188-19 de Corte Plena, cuenta con sistemas de 


información que le permiten tener una adecuada gestión documental institucional 


con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados y armonizar los 


sistemas de información con los objetivos institucionales. Esos objetivos están 


plasmados en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 que establece el Acceso 


a la Justicia como un eje transversal.   


  


V.  OFICIO  VPDC-410-2020 DEL VICEMINISTERIO 
 DE ASUNTOS POLITICOS Y DIALOGO CIUDADANO DEL MINISTERIO  


DE LA PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA DE COSTA RICA  


  


En relación con el Oficio VPDC-410-2020 de 14 de agosto de 2020, mediante el cual 


el señor Randall Otárola Madrigal, Viceministro en Asuntos Políticos y Diálogo 
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Ciudadano del Ministerio de la Presidencia de la República de Costa Rica, emite 


pronunciamiento sobre el acuerdo del Consejo Universitario de la UNA en estudio, 


se indica:   


  


“… En lo que respecta a “la suspensión injustificada de las órdenes de desalojos a 
finqueros no indígenas y la desatención de medidas cautelares”, es importante 
indicar que muchos desalojos administrativos previstos por el Ministerio de 
Seguridad Pública fueron detenidos con motivo de medidas cautelares interpuestas 
por el Poder Judicial…”.   


  


Al respecto, la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas ha 


articulado acciones con la Contraloría de Servicios del Poder Judicial para dar 


seguimiento a dos de los procesos judiciales en los que se ha dispuesto la 


suspensión de órdenes de desalojo administrativo, emitidas por jueces y juezas a 


cargo de esos asuntos. Lo anterior, con ocasión del seguimiento de los acuerdos 


tomados con ocasión de las visitas periódicas realizadas a los territorios de Salitre 


y de Térraba con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 


321-12 de la CIDH contra el Estado y las y los representantes de las instituciones 


involucradas, entre ellas, del Viceministerio de Asuntos Políticos y Diálogo 


Ciudadano del Ministerio de la Presidencia.  


  


Además, se informa que parte de las labores ejecutadas por la Subcomisión de 


Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas ha consistido en la solicitud planteada a 


la Oficina de Protección de Víctimas y Testigos del Poder Judicial dé atención a la 


seguridad de las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-


12 de la CIDH contra el Estado, con pertinencia cultural y atendiendo la cosmovisión 


de dicha población.   


  


El seguimiento de esa gestión y la atención por parte de la referida oficina es 


información sensible cuya divulgación está sancionada con prisión, por lo que se 


omite cualquier referencia.  


  


VI. CONCLUSIONES  


  


1. En el Oficio UNA-SCU-ACUE-132-2020 de 24 de julio de 2020 remitido por el señor 


Tomás Marino Herrera, Presidente del Consejo Universitario de la Universidad 


Nacional a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, se hace referencia a 


algunos eventos acontecidos a personas indígenas, entre ellas, beneficiarias de las 


Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. Con ocasión de éstos, el 


Consejo Universitario acordó, en lo relacionado con el Poder Judicial lo siguiente:   


  


“B. SOLICITAR AL PODER JUDICIAL INTENSIFICAR SUS ACCIONES PARA 
ESTABLECER RESPONSABILIDADES PERTINENTES A LAS PERSONAS AUTORAS 
INTELECTUALES Y MATERIALES DE LOS  


ACTOS DE VIOLENCIA ACONTECIDOS. ACUERDO FIRME.”  
  


 Los eventos citados en la parte considerativa del acuerdo del Consejo 


Universitario han generado la apertura de procesos judiciales en los ámbitos penal, 


agrario, contencioso administrativo, entre otros.   


  


Incidir en esos procesos de cualquier forma, dirigiendo órdenes o presiones de 


cualquier tipo, constituye una falta gravísima conforme al artículo 191 de la Ley 


Orgánica del Poder Judicial.   
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Por ese motivo, Corte Plena y el Consejo Superior, atendiendo las sugerencias de la 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, con el aval de la 


Comisión de Acceso a la Justicia, han dispuesto la emisión de una serie de 


circulares que contienen los más altos estándares establecidos por la Corte 


Interamericana de Derechos Humanos para la tramitación y resolución de los 


procesos judiciales vinculados con población indígena. De igual forma, han reiterado 


circulares que establecen la priorización que debe darse a la atención de esos 


asuntos; en especial, los relacionados con las y los beneficiarios de las Medidas 


Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. Se adjunta a este informe como 


evidencia a algunas de las más importantes Circulares citadas, la N° 188-19.  


  


De conformidad con el artículo 7 del Reglamento Regulación para la Prevención, 


Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial, 


las personas servidoras judiciales debemos evitar colocarnos en situaciones de 


conflictos de interés que menoscaben o pongan en riesgo la imparcialidad, 


independencia e integridad para el ejercicio de las funciones o puedan generar 


dudas razonables acerca de la objetividad o independencia y la del Poder Judicial.   


  


Adicionalmente, el artículo 45 del Reglamento Regulación para la Prevención, 


Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial, 


hace remisión expresa como norma complementaria a la Directriz D-2-2004-CO 


"Directrices Generales sobre Principios y Enunciados Éticos a observar por parte de 


los jerarcas, titulares subordinados, funcionarios de la Contraloría General de la 


República, Auditorías Internas y Servidores Públicos en General”, cuyas normas 


1.4.2 y 1.4.17 desarrollan el deber los jerarcas, titulares subordinados y demás 


funcionarios públicos de evitar toda clase de relaciones y actos inconvenientes con 


personas que puedan influir, comprometer o amenazar la capacidad real o potencial 


de la institución para actuar, y por ende, parecer y actuar con independencia.  


  


 2. Dentro de las competencias de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de 


Pueblos Indígenas está la labor de brindar asesoría técnica a la Presidencia de la 


Corte Suprema de Justicia, Corte Plena, Consejo Superior, Comisión de Acceso a la 


Justicia y otras jefaturas institucionales.  


  


Con ocasión del ejercicio de tales funciones se ha detectado que una de las causas 


por las cuales se generan atrasos en la consecución de los procesos judiciales 


vinculados con población indígena es la coordinación con las universidades estales 


para que apoyen en los peritajes culturales.  


  


El acuerdo del Consejo Universitario de la UNA conforme al cual, se dispone: “C. 
REITERAR A LA COMUNIDAD NACIONAL EL COMPROMISO DE LA UNIVERSIDAD 
NACIONAL DE APOYAR EL DESARROLLO SOCIAL, CULTURAL, EDUCATIVO Y 
ECONÓMICO DE LAS COMUNIDADES  


ORIGINARIAS DESDE SU ACCIÓN SUSTANTIVA. ACUERDO FIRME.”, constituye 


una decisión de especial relevancia para el Poder Judicial con el objetivo de 


optimizar lo dispuesto por el artículo de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de 


Pueblos Indígenas que dispone:  


  


“ARTICULO 7- … El Poder Judicial deberá asumir el costo de las pruebas y las 
pericias requeridas en un proceso judicial, cuando la persona indígena no tenga 
medios para hacerlo por su cuenta.  


  


Para tal efecto, las universidades estatales deberán dar colaboración especializada 
y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que 
puedan elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a dichas 
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instituciones deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de la citada 
colaboración.”  


  


En relación con lo dispuesto por esa norma, el Consejo Superior del Poder Judicial, 


en la sesión Nº 7-19 celebrada el 29 de enero de 2019, Artículo LXVI, tomó el acuerdo 


que literalmente dice:   


  


“Una vez analizado el oficio remitido por la máster Damaris Vargas Vásquez, 
Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y 
debido a la importancia institucional que reviste el tema, se acuerda: 1.) Acoger la 
gestión anterior, en consecuencia: A.) Instar a las universidades estatales para que 


cumplan con su deber de dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, 
a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes 
indicados. B.) Solicitar a las universidades estatales verificar que en sus 
presupuestos anuales esté contenido un rubro expreso para cubrir los costos de la 
citada colaboración.   Lo anterior para dar cumplimiento a lo indicado por la Ley 
de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, según lo establecido en 
su artículo 7, donde estipula que este Poder Judicial deberá asumir el costo de las 
pruebas y las pericias requeridas en los procesos judiciales, cuando las personas 
indígenas no tengan medios para hacerlo por su cuenta; y agrega… “… Para tal 
efecto, las universidades estatales deberán dar colaboración especializada y 
gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan 
elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a dichas 
instituciones deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de la citada 
colaboración.”. Aunado a lo anterior, en cuando a los peritajes culturales, según 
refiere el artículo 8 de esa misma normativa, serán solicitados por las personas 
juzgadoras en aquellos procesos judiciales que requieran un peritaje especial de las 
costumbres, las tradiciones y los conceptos normativos de los pueblos indígenas. 2.) 
La Dirección de Planificación valorará lo concerniente a la emisión de lineamientos, 
con el fin de construir estadísticas con información actualizada, fiable y de calidad, 
asociada a los procesos en los que intervienen personas indígenas, con el fin de 
verificar la priorización en la atención de este tipo de procesos, en todas las materias 
y oficinas.3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de las Universidades de Costa 


Rica y Nacional, así como del Instituto tecnológico de Costa Rica, para que valoren 
lo pertinente a sus competencias. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la 
Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de 
Pueblos Indígenas. La Integrante Suplente Damaris Vargas Vásquez se abstiene de 
votar en el presente artículo. La Dirección de Planificación tomará nota para los fines 
correspondientes.”  


  


Resulta de particular trascendencia, instar al Consejo Universitario de la 


Universidad Nacional a:  


  


a) Brindar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin 


de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes 


indicados.   


  


b) Verificar que en los presupuestos anuales de la UNA esté contenido  


un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.  
  


3. Con ocasión del acuerdo tomado por el Consejo Universitario de la  


UNA en el que se dispone: “D. SOLICITAR A LA OFICINA DE COMUNICACIÓN DE LA 
UNIVERSIDAD NACIONAL QUE GENERE UNA ESTRATEGIA DE DIVULGACIÓN 
SOBRE EL QUEHACER DE LA UNIVERSIDAD NACIONAL CON RESPECTO AL 
ACOMPAÑAMIENTO A   
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LOS PUEBLOS ORIGINARIOS. ACUERDO FIRME.”; se estima indispensable que la 


Universidad Nacional comunique al Poder Judicial las acciones y servicios que 


ofrece para la atención de la población indígena, la cual podrá ser de interés para 


optimizar la administración de justicia de los procesos judiciales relacionados con 


esa población, en cumplimiento de la coordinación interinstitucional que debe 


prevalecer y lo dispuesto por la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de 


Costa Rica.  


  


4. Disponer la reiteración de la Circular N° 188-19 de Corte Plena para 


la atención debida de las personas servidoras judiciales en relación con los 


procesos judiciales vinculados con población indígena, en especial, las y los 


beneficiarios de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado.  


  


Se está en la mayor disposición de facilitar a la Presidencia de la Corte Suprema de 


Justicia la información confiable, relevante, pertinente y oportuna que pueda 


legalmente compartirse, necesaria para el abordaje adecuado de la situación de las 


personas indígenas, en especial del seguimiento de las Medidas Cautelares 321-12 


de la CIDH contra el Estado.  


  


Solicito respetuosamente a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia que este 


informe sea incorporado literalmente a la respuesta que se brinde al Consejo 


Universitario de la Universidad Nacional y a las personas y organizaciones que 


fueron copiadas del Oficio UNA-SCU-ACUE-132-2020 de 24 de julio de 2020.”  


-0-  


  


Se acordó: Tener por presentado el informe de la magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en oficio N° DVV-S1-0114-2020 del 18 de 


agosto de 2020.”  


  


Atentamente,   


  


Lic. Carlos T. Mora Rodríguez  


Subsecretario General interino  


Corte Suprema de Justicia  


  


  


c:   Diligencias / Refs: (9626-2020, 8916-2020) 


Marilyn  


  


 


II. Sobre el perfil de idoneidad para la realización de peritajes culturales 
 
Con ocasión de lo anterior, sobre su consulta acerca de si el Poder Judicial 


cuenta con un perfil de idoneidad de un perito cultural, para poder dar una 
respuesta óptima, le informo que la Institución no ha construido perfiles 


competenciales de las personas expertas que desarrollarán peritajes 
culturales en procesos judiciales en los que participen personas indígenas. 
 


Para la determinación es importante considerar lo que se señala en el 
acuerdo transcrito y, además, que normalmente los peritajes culturales los 
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realizan personas especialistas en Antropología Social, pues “cultura” no es 
una disciplina. 


En términos normativos, el Código Procesal Penal dispone en el artículo 213: 
"Podrá ordenarse un peritaje cuando, para descubrir o valorar un elemento de 
prueba, sea necesario poseer conocimientos especiales en alguna ciencia, arte 
o técnica". Y se agrega en el artículo 339: "Cuando el juzgamiento del caso o 
la individualización de la pena requieran un tratamiento especial, por tratarse 
de hechos cometidos dentro de un grupo social con normas culturales 


particulares o cuando por la personalidad o vida del imputado sea necesario 
conocer con mayor detalle sus normas culturales de referencia, el tribunal 
podrá ordenar un peritaje especial, dividir el juicio en dos fases y, de ser 
necesario, trasladar la celebración de la audiencia a la comunidad en que 
ocurrió el hecho, para permitir una mejor defensa y facilitar la valoración de 
la prueba". 


El Código Procesal Agrario, que también refiere la posibilidad de peritaje 
cultural, no lo define; además de que está prevista su entrada en vigor hasta 


el 27 de febrero de 2021. Tampoco las 100 Reglas de Brasilia lo define.  


De lo expuesto en la normativa procesal penal, que es la más explícita, para 
la realización de peritajes culturales se requiere que la persona tenga 
conocimientos especiales (que sea especialista) en una ciencia que estudie 


la cultura (las normas culturales); por ende, si la solicitud que se hizo es en 
el sentido de realizar peritajes culturales en causas que involucran a 


indígenas, entonces debe ser especialista en una ciencia que estudie las 
culturas indígenas y las haya efectivamente estudiado.  


En los términos de un experto que realiza peritajes culturales en el Poder 
Judicial: “el perito debería tener a la vez especialidad en una ciencia 
(verificable en un "título habilitante": "los peritos deberán poseer título 
habilitante en la materia relativa al punto sobre el cual dictaminarán" - art. 
214 CPP) y tener experiencia de trabajo/investigación en culturas indígenas 
(verificable en su hoja de vida: proyectos, publicaciones, etc.). Para considerar 
objetivamente qué especialidades o ciencias o disciplinas tienen por objeto de 
estudio la cultura de manera que puedan abarcar el estudio específico de 
culturas indígenas, sugiero referirse a los Manuales de Especialidades de la 
Dirección General de Servicio Civil 
(http://www.dgsc.go.cr/ts_clases/dgsc_servicios_clases.html)... no se trata 
de contratar a peritos para puestos judiciales sino para verificar áreas de 
conocimiento. Allí se podrá ver en qué consiste la especialidad de psicólogos, 
sociólogos, antropólogos, trabajadores sociales, etc. Ninguna especialidad va 



http://www.dgsc.go.cr/ts_clases/dgsc_servicios_clases.html)
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a mencionar "especialista en cultura indígena", pero esto se podrá deducir, 
además del título, de la experiencia profesional de quienes planteen hacer 
peritajes culturales en causas que involucran a personas indígenas.” 


 


III. Elementos conclusivos 


Para tener un dato certero sobre su consulta, vinculada con el acuerdo del 
Consejo Superior tomado con ocasión del informe que presenté mediante 


Oficio N° DVV-S1-0114-2020 como respuesta al traslado que hizo la 
Presidencia de la Corte Suprema de Justicia a la Subcomisión de Acceso a 
la Justicia de Pueblos Indígenas sobre el comunicado del Consejo 


Universitario de la Universidad Nacional, según el artículo IV, inciso 
primero, de la sesión ordinaria celebrada el 23 de julio de 2020, Acta N° 


3933 y el informe de la suscrita a solicitud de la Presidencia de la Corte 
Suprema de Justicia en Oficio N° DVV-S1-0114-2020, le informo que es 
indispensable tomar en consideración lo dispuesto por los artículos 8 y 9 de 


la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en los artículos 8 y 9, 
que literalmente señalan:  


El artículo 8 de esa ley señala:  


“Peritaje cultural. El juez deberá solicitar peritajes culturales en 
aquellos procesos judiciales que requieran un peritaje especial de las 
costumbres, las tradiciones y los conceptos normativos de los pueblos 
indígenas.” 


Por su parte, el artículo 9 dispone: 


“Registro de información. La administración de justicia podrá llevar un 
registro de las distintas traducciones y de los peritajes antropológicos 
llevados a cabo en los distintos procesos judiciales que involucren 


personas indígenas. Este registro podrá utilizarse en los procesos 
judiciales que involucren personas indígenas, pero su divulgación se 
hará solamente con autorización expresa de las personas involucradas 
en dichas experticias y reservando la identidad de todas las partes 
involucradas, y sus fines serán estrictamente de interés institucional y 
académicos.” 


De acuerdo con esta última norma, retomando su consulta, podría arribarse 
a la conclusión de que se trata de peritajes antropológicos, propios de las 
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personas expertas en antropología social. Además, es importante considerar 
lo señalado por los artículos 213 y 339 del Código Procesal Penal; y en 


especial, lo señalado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en 
resolución emitida el 6 de febrero de 2020 en el caso de las Comunidades 
Indígenas miembros de la Asociación Lhaka Honhat vs. Argentina, así como 


en la resolución dictada en la Opinión Consultiva formulada a la Corte IDH 
por Colombia, se hace alusión a que los estados deben verificar que en los 


Estudios de Impacto Ambiental que involucren a pueblos indígenas, debe 
consultárseles en los términos dispuestos por el Convenio 169 de la OIT, 
por lo que eventualmente, de plantearse procesos judiciales donde se 


discutan estos temas, se requieran personas expertas en las materias que 
se vinculen según el caso concreto. 


 


Finalmente, remito este informe con copia a la Presidencia de la Corte 
Suprema de Justicia y a la Comisión de Acceso a la Justicia, al estar 
asociado, entre otros procesos, a los vinculados con las Medidas Cautelares 


321-12 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos contra el 
Estado, quiénes, conforme a sus competencias, podrán dar líneas concretas 


sobre la consulta planteada. 
 
Cordialmente, 


 
 
 


 
 


 
 


Magistrada Damaris Vargas Vásquez 


Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 
Indígenas 


Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia 
Poder Judicial 
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Estimada doña Rebeca y estimado don Gustavo:


 


Reciban un atento saludo. Remito para su conocimiento el Oficio DVV-S1-00157-2020. Adjunto Oficio N° 952-AUD-48-UJ-2020 que son recomendaciones solicitadas por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.


 


Se reitera la disposición de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para apoyar a la Escuela Judicial y demás Unidades de Capacitación del Poder Judicial con el objetivo de fortalecer las competencias de las personas servidoras judiciales en el Derecho Indígena a fin de la mejora continua del acceso a la justicia de las personas indígenas.


 


Se cuenta con el visto bueno del Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia.


 


Cordialmente,


 


[image: ]
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Máster


Damaris Vargas Vásquez


Magistrada


Sala Primera


Corte Suprema de Justicia 








Estimada señora:








De conformidad con el artículo 22, inciso d) de la Ley General de Control Interno, y el numeral 1.1.4 de las Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público emitido por la Contraloría General de la República, nos permitimos rendir el presente informe de asesoría, relacionado con su consulta DVV-S1-0103-2020 de fecha 5 de agosto de 2020, en los siguientes términos.  


I. Origen y función de las subcomisiones.


En primer lugar, se hace necesario analizar el marco normativo de las Comisiones y Subcomisiones del Poder Judicial. 


Al respecto, la Ley Orgánica del Poder Judicial, en el Capítulo X, establece el aparte relacionado con las comisiones permanentes, abriendo la posibilidad de crearse otras adicionales por acuerdo de Corte Plena, así como remitir a la posibilidad de elaboración de un Reglamento para definir los alcances de éstas. Dicho apartado entre otras consideraciones establece:





“DE LAS COMISIONES


Artículo 66.- Corresponde a la Corte nombrar comisiones permanentes, especiales y temporales.





Son comisiones permanentes:





1.- El Consejo de Personal, con las atribuciones señaladas en el Estatuto Judicial y leyes conexas.





2.- El Consejo Directivo de la Escuela Judicial, con las atribuciones establecidas en la Ley de Creación de la Escuela Judicial.





3.- La de enlace con el Organismo de Investigación Judicial, que tendrá como atribuciones principales la de pronunciarse, previamente, sobre los asuntos relativos a ese Organismo que deban ser resueltos por la Corte y mantener sobre él una labor de vigilancia para garantizar una eficiente y correcta función policial.


4.- La de salud y seguridad ocupacional, que se encargará, fundamentalmente, de hacer recomendaciones a la Corte y al Consejo Superior del Poder Judicial, tendientes a lograr una adecuada política institucional sobre salud y seguridad ocupacional, según lo dispuesto sobre esa materia en el Código de Trabajo.





5.- La de relaciones laborales, que debe pronunciarse, por petición de los interesados, sobre los conflictos derivados de la fijación y aplicación de la política laboral en general y sobre el régimen disciplinario, en relación con los empleados del Poder Judicial, de previo a que esos asuntos sean conocidos por el órgano que agote la vía administrativa. La consulta deberá ser evacuada dentro del término de quince días, plazo en el que no correrá la prescripción.





Esta Comisión estará integrada por seis miembros, tres de ellos elegidos por la Corte, entre una lista que le someterán a su consideración todas las organizaciones de empleados del Poder Judicial. Los otros tres los escogerá libremente la Corte.





6.- Cualquier otra que determine la Corte.





Las comisiones especiales son aquellas que se nombren para el estudio de un asunto determinado o para el cumplimiento de una misión específica.





Serán temporales cuando, por la naturaleza del encargo, se establezca que su cometido debe ser cumplido en un plazo determinado.





Salvo disposición legal en contrario, la Corte integrará las comisiones, les fijará su competencia, las reglamentará y les designará su Presidente.





Los dictámenes, informes y recomendaciones de las comisiones no serán vinculantes para la Corte, pero ésta deberá fundamentar su decisión cuando se separe de ellos.





El Presidente de la Corte podrá formar parte de cualquier comisión y cuando lo haga la coordinará.” (El resaltado no es del original)








[bookmark: _Hlk48128896]Ahora bien, el citado Reglamento (aún vigente) se denomina Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia, publicado en el Boletín Judicial N° 44, 2 de marzo del 2000, el cual regula su composición, clasificación y el alcance de la labor que realizan:





Artículo 19°. - Los dictámenes, informes y recomendaciones de las Comisiones tendrán un carácter meramente consultivo y no serán vinculantes para la Corte, pero ésta deberá fundamentar sus decisiones cuando se separe de ellos. 


Cuando por disposición expresa de la Ley o de la Corte Plena se atribuyan a


una Comisión competencias o potestades propias, se entenderán, en todo caso, reservadas a la propia Corte las de avocar el conocimiento de cualquier asunto o de revocar, reformar y sustituir lo resuelto por la Comisión. (El resaltado no es del original)





Importante destacar que la Auditoría Judicial en el año 2014, presentó el informe N° 512-44-AEE-2014 del 21 de mayo de 2014, cuyo objetivo era determinar si la gestión de las comisiones que asesoran al Jerarca del Poder Judicial, se desarrolla de conformidad al Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial vigente.





En dicho informe se concluyó –entre otros temas- que el Reglamento no respondía a la actualidad institucional, por lo que requería revisión y ajuste integral.





A raíz de dicha situación, Corte Plena acordó:





“1.) Trasladar las anteriores diligencias a la Dirección de Planificación para que se sirva analizar y realizar lo siguiente: a) Revisar y ajustar de manera integral el Reglamento General de Comisiones, y presentar a esta Corte, en un plazo no mayor a tres meses, una propuesta para su actualización o modificación, a fin de contar con una normativa que se ajuste a la realidad actual de la Institución. b) Definir, en la citada reforma, cuándo se está ante un Consejo, Comisión, Comité, Grupo de Trabajo, etcétera, y a su vez, precisar si estos son dirigidos por un “Coordinador”, “Coordinadora” o “Presidente”, “Presidenta”. c) Valorar la cantidad de personas que deben integrar una Comisión, por cuanto conformar grupos considerablemente amplios, podrían repercutir, primero en la ejecutividad en la toma de decisiones o en el mismo desarrollo de las reuniones, y segundo, en el costo económico que ello representa para la Institución. 2.) Solicitar a la Secretaría General de la Corte, lo siguiente: a) Mantener el control actualizado de las Comisiones, a efecto que conste el nombre de las personas que las integran, la persona coordinadora, y la que asume la secretaría de cada una y el plazo de nombramiento de sus integrantes, entre otros aspectos que se consideren necesarios. b) En el caso de las Comisiones especiales temporales, deberá registrar las tareas encomendadas y el plazo para su cumplimiento, a fin de que se cuente con información actualizada que permita dar seguimiento a la labor de estas Comisiones. c) Indicar en los acuerdos de creación de las Comisiones temporales, el tema de análisis, así como el plazo para cumplir con la entrega del informe que se les solicita, con el propósito que lleve el control de los plazos otorgados, para el cumplimiento de la misión encomendada. Asimismo, una vez cumplido el objetivo para el cual fue creada la Comisión, la Corte Plena debe acordar la desintegración de la misma. d) Ratificar la continuidad de las Comisiones enlistadas en los apartados de: “Comisiones Institucionales Activas”, “Comisiones Interinstitucionales Activa” y “Comisiones Internacionales Activas”. e) Tener presente que los “Consejos”, los “Programas”, las “Representaciones Internacionales” y “Otros”, no deben ser catalogados como una Comisión, por lo tanto, se deberán separar de la lista de Comisiones, tomando en cuenta que esa acción no tiene ninguna injerencia en relación con su vigencia. f) En cuanto al listado de “Comisiones Institucionales Inactivas”, “Comisiones sin información” y el de “Otros”, se declaran “inactivas”, por lo tanto no deberán ser consideradas en el control solicitado. g) Tomar en consideración lo manifestado por las Magistradas Pereira, Camacho y los Magistrados Chinchilla y Solís. 3.) Solicitar a las Magistradas y a los Magistrados de esta Corte, se sirvan realizar una revisión general en relación con el estado de las Comisiones por ellas y ellos coordinadas, así como revisar el listado de “Comisiones sin Información”, de forma tal que se realicen las correcciones que puedan resultar necesarias y comunicar lo que a bien estimen a la Dirección de Planificación, a fin de que sea tomado en cuenta en la actualización del Reglamento General de Comisiones. 4.) Una vez aprobadas las reformas o modificaciones al citado Reglamento, solicitar a las Comisiones que cuentan con sus propios reglamentos realicen los ajustes necesarios, con el propósito de que éstos contengan los aspectos reformados en el Reglamento General.


Lo realizado deberá ser conocido por la Corte Plena.


La Secretaría General de la Corte dará el seguimiento a este acuerdo.


Comuníquese a las Comisiones, al Departamento de Planificación y a la Secretaría General de la Corte.” (El destacado no corresponde al original).





En cumplimiento de la normativa que rige el accionar de esta Auditoría, se procedió a dar seguimiento a dicho acuerdo, por lo que mediante oficio N°1161-250-SEGA-2018 del 12 de setiembre del 2018, dirigido a la licenciada Indira Jiménez González, Administradora de la Secretaría General de la Corte, se remitió el “Informe sobre el resultado del primer seguimiento de recomendaciones de Auditoría dirigidas al Consejo Superior”, conocido por ese órgano jerárquico administrativo en sesión del 20 de Setiembre del 2018, en el cual se determinó la existencia de un borrador de reforma al Reglamento en mención que fue propuesto por la Dirección Jurídica mediante oficio DJ-AJ-1911-2016 del 06 de agosto de 2016 y que estaba en estudio del Magistrado que lidera el Grupo del Proyecto “Las Competencias de Corte Plena” para que sea considerado como insumo del análisis que estaba desarrollando ese Grupo. 


Posteriormente y ante la preocupación de este órgano fiscalizador a mi cargo, por el aún incumplimiento de las recomendaciones emitidas en su momento (2014-2018), se efectúa un segundo seguimiento sobre el tema de cita, del cual resulta el  Informe N.º 572-164-SEGA-2020 del 25 de mayo de 2020, donde se determinó que el proyecto de Reglamento estaba listo pero aún a la espera de conocerse por Corte Plena, no obstante y debido a la Emergencia Nacional originada por la pandemia  mundial COVID-19, no se había logrado cubrir en las agendas de Corte -ya de por si recargadas-, el espacio necesario para su análisis y eventual aprobación, por lo cual debimos concluir, que dichas recomendaciones se encontraban todavía en proceso de cumplimiento para poder lograr la emisión de la reforma integral al Reglamento de referencia.





Considerando este escenario, se llega a la conclusión de que el Reglamento publicado en el Boletín Judicial N° 44 del 2 de marzo del 2000, aún se encuentra vigente y por tanto, todavía su contenido mantiene las omisiones y vacíos con relación a la figura de las Subcomisiones, que en definitiva no se contemplan en ninguna parte del texto de dicho cuerpo normativo.





A pesar de ese vacío regulatorio y considerando la Comisión a la que pertenecen ciertas Subcomisiones en la realidad, se logra inferir que existe una dependencia organizacional en cuanto a la coordinación y subordinación, dado que bajo ese parámetro podría indicarse que no pueden tener mayores competencias que la primera. Es en esa línea que precisamente, la Comisión de Acceso a la Justicia, se constituye en el órgano institucional rector en materia de acceso a la justicia -valga la redundancia- de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, para lo cual se le encargó la elaboración de políticas y lineamientos institucionales para el mejoramiento del acceso a la justicia de estas poblaciones. Sin embargo, dichas políticas y lineamientos, deben ser aprobadas en última instancia por la Corte Plena,  o bien por el Consejo Superior, según corresponda. A manera de ejemplo se puede ilustrar este argumento con las siguientes políticas de aplicación a grupos específicos:





1. Políticas y Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad aprobadas como Políticas Institucionales en la Sesión Extraordinaria de Corte Plena N0 17-2008, celebrada a las ocho horas treinta minutos del veintiséis de mayo de dos mil ocho, Artículo II.





2. Política de equidad de género del Poder Judicial de Costa Rica. Aprobada en la sesión N0 34-2005 de la Corte Plena, celebrada el 7 de noviembre del dos mil cinco, Artículo XIV.





3. Políticas de lenguaje inclusivo Aprobada en la sesión n.º 15-12 del Consejo Superior celebrada el veintiuno de febrero del dos mil doce. Artículo LIII.





4. Política de igualdad para las personas con discapacidad en el Poder Judicial Aprobada en la sesión n.º 14-08 de la Corte Plena, celebrada el cinco de mayo del dos mil ocho. Artículo XXIII.





5. Políticas para garantizar el adecuado acceso a la justicia de la población adulta mayor. Aprobada en la sesión nº 27-08 del Consejo Superior celebrada el quince de abril del dos mil ocho. Artículo XLVI.





6. Política institucional para el acceso a la Justicia por parte de la población migrante y refugiada. Aprobada en la sesión n.º 32-10 de la Corte Plena, celebrada el ocho de noviembre de año dos mil diez. Artículo XXIV.





7. Política institucional para el acceso a la Justicia de niños, niñas y adolescentes. Aprobada en la sesión N° 34-10 de la Corte Plena, celebrada el veintinueve de noviembre de dos mil diez, Artículo XVII.





8. Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas. Aprobada en la sesión N0 77-08 del Consejo Superior celebrada a las catorce de octubre de dos mil ocho. Artículo XLI.


	


Es de destacar que el ámbito de acción de la Comisión de cita, se delimita a constituirse en órgano asesor del jerarca para las diferentes materias, tal como señala el artículo 19 del Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial vigente, por lo que no guardan la categoría de tomadores de decisiones finales que reflejan la última voluntad de la institución, por ello, los alcances de las funciones propias de las Subcomisiones, son aún más limitadas, en relación con las Comisiones a la que pertenecen, en virtud de que éstas se constituyen en un importante apoyo especializado a su labor, pero siempre bajo su coordinación y con los límites de acción expuestos líneas atrás, de modo que tampoco podrían atribuirse la determinación última que se pueda adoptar sobre un tema específico, situación que explica el por qué sus productos no tienen fuerza vinculante, sino que son meramente consultivos.








II. Sobre el Sistema Específico de Valoración del Riesgo Institucional.





El marco legal del Sistema Específico de Valoración del Riesgo Institucional se encuentra regulado en los artículos 18 y 19 de la Ley de Control Interno, que en lo que interesa señala:





Artículo 18.-Sistema específico de valoración del riesgo institucional. Todo ente u órgano deberá contar con un sistema específico de valoración del riesgo institucional por áreas, sectores, actividades o tarea que, de conformidad con sus particularidades, permita identificar el nivel de riesgo institucional y adoptar los métodos de uso continuo y sistemático, a fin de analizar y administrar el nivel de dicho riesgo.



La Contraloría General de la República establecerá los criterios y las directrices generales que servirán de base para el establecimiento y funcionamiento del sistema en los entes y órganos seleccionados, criterios y directrices que serán obligatorios y prevalecerán sobre los que se les opongan, sin menoscabo de la obligación del jerarca y titulares subordinados referida en el artículo 14 de esta Ley.





Artículo 19.-Responsabilidad por el funcionamiento del sistema. El jerarca y los respectivos titulares subordinados de los entes y órganos sujetos a esta Ley, en los que la Contraloría General de la República disponga que debe implantarse el Sistema Específico de Valoración de Riesgo Institucional, adoptarán las medidas necesarias para el adecuado funcionamiento del Sistema y para ubicarse al menos en un nivel de riesgo institucional aceptable.





En la misma línea, la Contraloría General de la República emitió las “Directrices Generales para el establecimiento y funcionamiento del Sistema Específico de Valoración del Riesgo Institucional (SEVRI) D-3-2005-CO-DFOE”, aprobadas mediante resolución R-CO-64-2005 de las once horas del primero de julio del dos mil cinco, las cuales establecen su ámbito de aplicación:





Ámbito de aplicación. Toda institución pública deberá establecer y mantener en funcionamiento un Sistema Específico de Valoración del Riesgo Institucional (SEVRI) por áreas, sectores, actividades o tareas, de acuerdo, como mínimo, con lo establecido en estas directrices generales que serán de acatamiento obligatorio. Se exceptúa de su aplicación a las instituciones de menor tamaño, entendidas como aquellas que dispongan de un total de recursos que ascienda a un monto igual o inferior a seiscientas mil unidades de desarrollo y que cuenten con menos de treinta funcionarios, incluyendo al jerarca, los titulares subordinados, y todo su personal, quienes deberán observar lo que al efecto establecen las “Normas de control interno para el sector público”. (Así modificado según resolución R-CO-9-2009 de las nueve horas del veintiséis de enero del dos mil nueve, mediante la cual se emitieron las “Normas de control interno para el Sector Público”, publicada en La Gaceta Nº 26 del 6 de febrero del mismo año).





Además, las Normas de Control Interno para el Sector Público (N-2-2009-CO-DFOE) aprobadas mediante resolución R-CO-9-2009 de las nueve horas del veintiséis de enero del dos mil nueve, las cuales, sobre este tema regulan:





3.2 Sistema específico de valoración del riesgo institucional (SEVRI)





El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben establecer y poner en funcionamiento un sistema específico de valoración del riesgo institucional (SEVRI).





El SEVRI debe presentar las características e incluir los componentes y las actividades que define la normativa específica aplicable. Asimismo, debe someterse a las verificaciones y revisiones que correspondan a fin de corroborar su efectividad continua y promover su perfeccionamiento.





De conformidad con lo anteriormente expuesto, todo centro de responsabilidad institucional debe contar con un SEVRI para cumplir con la finalidad establecida en la normativa técnica, por lo dicha obligación cubre también centros de responsabilidad como las Comisiones y Subcomisiones Institucionales.





III. Integración de las Comisiones y Subcomisiones.





En cuanto a la integración de las Comisiones, el Reglamento vigente indica lo siguiente:





Artículo 3°. - De acuerdo con su composición, tanto unas como otras Comisiones pueden ser:


1- Superiores: las integradas sólo con Magistrados, o con Magistrados y Miembros del Consejo Superior.


2- Mixtas: las integradas con los anteriores y otros funcionarios, o aún expertos, judiciales o no;


3- Administrativas: las integradas solamente con funcionarios o expertos, judiciales o no, designadas por la Corte y dependientes de ella, pero sin participación de Magistrados;


4- Interinstitucionales: creadas en otras esferas institucionales y no dependientes de la Corte, pero con participación delegada de Magistrados o


funcionarios judiciales.





Los tipos de Comisiones según dicho Reglamento son:





Artículo 2°. - Las Comisiones de Corte Plena se clasifican en:


1- Generales: de carácter permanente, cuya materia y objetivos corresponden al funcionamiento normal y general de la Corte, inclusive algunas que serían, por su materia, especializadas, pero que atañen a problemas y a objetivos generales y permanentes del Poder Judicial.


2- Especializadas: de carácter permanente y con objetivos generales, pero en relación con materias determinadas, como las referidas a una Jurisdicción especial;


3- Especiales: con objetivos concretos; su duración depende del cumplimiento de estos, aunque deben permanecer vigentes lo necesario para explicar, defender o ejecutar sus informes. 





En atención a dichas normas, se puede concluir que la Comisión de Acceso a la Justicia se clasifica dentro de las Comisiones Generales y por lo tanto, sólo podrían estar conformadas bajo las categorías de Superiores o Mixtas.





Artículo 5°. - Las Comisiones Generales, sean Superiores o Mixtas, estarán integradas por cuatro Magistrados, uno por cada Sala, propuestas por éstas a la Corte Plena, mediante un riguroso procedimiento de rotación en cada rango de las Comisiones, tanto Principales como Ordinarias.


La Presidencia de una Sala a opción de su titular podrá contarse como un turno de Comisión Principal para efecto de rotación.


Los miembros restantes de las Comisiones Mixtas serán designados libremente, por la Corte Plena, salvo cuando se trate de Magistrados del Consejo Superior, los cuales serán propuestos por el propio Consejo.





En lo atinente a la conformación de las Subcomisiones, se reitera lo indicado supra sobre el vacío normativo existente en el Reglamento, por lo cual no existe restricción en su conformación, salvo que así lo disponga Corte Plena.





Ahora bien, en relación con las aptitudes del personal que integre una Comisión o Subcomisión; desde el punto de vista de control interno, se remarca la importancia sobre la idoneidad de las personas seleccionadas para llevar a cabo las labores asignadas y en consecuencia, aquellas que permitan atender de forma eficiente el cumplimiento de los objetivos institucionales. Al respecto, las Normas de Control Interno para el Sector Público, disponen:





2.4 Idoneidad del personal. El personal debe reunir las competencias y valores requeridos, de conformidad con los manuales de puestos institucionales, para el desempeño de los puestos y la operación de las actividades de control respectivas. (…).





Por tal razón y en concordancia con la inquietud de su última interrogante, al ser la competencia y capacidad suficiente de los funcionarios, una habilidad tan necesaria y determinante, ineludiblemente, debe ser considerada como el principal aspecto a tomar en cuenta para la integración de las Comisiones o Subcomisiones.


Ante ese panorama, las personas que integren estas organizaciones, a pesar  de que deben poseer las competencias necesarias para la toma de decisiones- haciendo la salvedad- dentro de un limitado ámbito de acción preestablecido, es un riesgo para la Administración que su conformación no responda a tal necesidad específica. Precisamente por esta característica, es que los temas de trascendencia vertebral del Poder Judicial no pueden ser endosados para ser tratados a nivel de Comisiones o Subcomisiones, dado que para ello se requiere de representación integral de la institución y por tanto una figura con influencia determinante en la toma de decisiones. Por tanto, con toda claridad se concluye que los temas de la Administración que tengan especial trascendencia a lo externo de la institución, sea nacional o internacional, requiere la representación del Presidente de la Corte Suprema de Justicia, con toda su investidura e incidencia en la toma de decisiones, de conformidad con el artículo 60.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual establece en toda su amplitud, que la representación jerárquica de la Institución es una atribución que recae sobre dicha figura y no podría ser reemplazada nunca por ninguna Comisión o Subcomisión, las cuales como se desarrolló líneas atrás, tienen sus funciones muy delimitadas. 





De esta forma, se rinde la presente asesoría con el fin de que se considere como un elemento más de apoyo, para la toma de decisiones que más convengan a los intereses institucionales.





Atentamente,








Roberth García González


Auditor Judicial





c: Archivo.- 
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Oficio N° DVV-S1-0157-2020


Señora


Máster Rebeca Guardia Morales


Directora


Escuela Judicial





Señor


Máster Gustavo Céspedes Chinchilla


Escuela Judicial








Estimados Señora y Señor:





Reciban un atento saludo. En relación con el Oficio EJ-ACAD-065-2020 enviado el 8 de octubre de 2020 por el señor Gustavo Cespedes Chinchilla, se le informa:





I. Antecedentes





La Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica establece:


“ARTICULO 10- Capacitación permanente del personal. Se garantizará la capacitación permanente del personal judicial, para lo cual la Escuela Judicial tendrá un programa anual permanente. Dichas capacitaciones serán declaradas obligatorias por el Poder Judicial, a fin de que todas las personas servidoras judiciales desarrollen conocimientos, habilidades, destrezas y aptitudes, para ofrecer un servicio público de calidad a las personas involucradas. La Escuela Judicial deberá llevar un registro de tales capacitaciones y ofrecerlas periódicamente para garantizar su actualización.


En cumplimiento de dicha normativa y lo dispuesto por Corte Plena en las sesiones 20-19 de 27 de mayo, Artículo XIX y 25-19 de 24 de junio, Artículo II, ambas de 2019, donde aprobó la Circular 188-19, la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas -con el visto bueno de la Comisión de Acceso a la Justicia- en atención a la anticipación con la que la Escuela Judicial debe construir el Programa Anual Permanente Indígena, dispuesto en el artículo 10 citado, remitió correo electrónico el 22 de agosto de 2019, 16:30, al Magistrado Presidente del Consejo Directivo, la Directora de la Escuela Judicial, propuesta de capacitación en Derecho Indígena para lo que restaba de 2019 y la planificación del año 2020, donde se indicó:





“Reciban un atento saludo. A la vez, en cumplimiento de la solicitud remitida por doña Rebeca Guardia Morales para que se informe a la Escuela Judicial los “temas urgentes, para de manera posterior atender los que son importantes pero que no están revestidos de esta condición, lo que nos permitirá atenderlos de manera paulatina”, les informo:





En cumplimiento de los acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”, se le solicita que en las capacitaciones que ejecute la Escuela Judicial en lo que resta de 2019 y la proyección para 2020, se cumpla siempre con lo siguiente:





1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones de capacitación impartidas a las personas servidoras judiciales, cuyo objetivo esté vinculado con garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. 





2. Identificar y analizar en las actividades de capacitación asociadas a Derecho Indígena que organice la Escuela Judicial, los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.





3. La capacitación dirigida a la Judicatura debe orientarse a cumplir la Circular 123-19 mediante el fortalecimientos de las competencias de los jueces y las juezas que les permita ejercer la función encomendada en forma eficaz, eficiente y efectiva, para que puedan: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.





4. Realizar actividades de capacitación en las que se capacite a las personas indígenas el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos; previa concertación con esa población para la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia. Además, facilitar que personas indígenas de los diferentes pueblos actúen como facilitadoras de las personas servidoras judiciales, priorizando a las de Salitre y de Térraba al ser beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. La capacitación que impartan las personas indígenas estará vinculada a la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas.





5. Priorizar en las actividades de capacitación a las personas servidoras judiciales quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de los territorios ubicados en Buenos Aires de Puntarenas; así como a las que se desempeñen en los despachos donde exista mayor incidencia de procesos indígenas. En las capacitaciones se solicita incluir a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, personas traductoras e intérpretes, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias, al estar atendiendo asuntos vinculados con los territorios indígenas; y luego se continuará con las demás.





6. Verificar que, en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos:


1. Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016


1. Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017


1. Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, Ley de Protección del Derecho a la Nacionalidad de la Persona Indígena y Garantía de Integración de la Persona Indígena Transfronteriza, entre otras.


1. Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.


1. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico.





7. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.





8. Gestionar ante el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.





9. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión





10. Coordinar con las Universidades Estatales, Instituto de Desarrollo Rural, Ministerio de Justicia y Paz y Ministerio de la Presidencia de la República, para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados; así como la Política Indígena y el proceso de consulta.





Propuesta:


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas


Comisión de Acceso a la Justicia


Poder Judicial
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			Tema


			Justificación


			Nivel de profundidad


Baja


Media


Alta


			Prioridad


			Posibles personas facilitadoras





			CONOCERNOS: Un primer acercamiento





Historia


Costumbres, Formas de transmisión de la tierra,


Formas de posesión de la tierra





			Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”


			Media


			Alta


			Personas indígenas representantes de los territorios indígenas de Bribrí de Talamanca y Térraba (Señor Pablo Sibar); 





Dr. Marcos Guevara Berger


Escuela de Antropología


UCR





Dr. Alí García


UCR





Dra. Alejandra Boza


Escuela de Historia


UCR





Licda. Marjorie Herrera


Defensoría de los Habitantes de la República





Justa Romero


Indígena Bribri





Pablo Sibar


Indígena Broran





Por definir


Indígena Bribri





			Modelo de construcción de Política Nacional Indígena y Mecanismo de Consulta a Pueblos Indígenas; y construcción de la Política Indígena del Poder Judicial


			Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”


			Media


			Alta


			Sr. Juan Alfaro


Viceministerio de la Presidencia, delegado para atender los asuntos indígenas por la Presidencia de la República





Sr. Geyner Blanco


Indígena Maleku Asesor de la Presidencia de la República en temas indígenas





Sr. Jorge Olaso Alvarez


Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia





Sra. Melissa Benavides


Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia





Sra. Damaris Vargas Vásquez


Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas





			Buenas Prácticas: Reglas de Brasilia, Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica y Reglas de Procesos Indígenas; Circulares.





			Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”


			Media


			Media


			Defensa Pública: Ligia Jiménez





Fiscalía Indígena:


Ariana Céspedes





Judicatura:


Jean Carlos Céspedes, Damaris Vargas Vásquez





Ámbito Administrativo:


Wilberth Kidd





OIJ:


Yorleny Ferreto





Sociedad Civil:


Exmagistrada Carmen María Escoto Fernández





			Mecanismo General de Consultas sobre actos en los territorios y de importancia para las personas indígenas fuera de los territorios indígenas


			Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”


			Media


			Alta


			Magistrada Iris Rocío Rojas:


Coordinadora Comisión de Conciliación





Franklin Paniagua, Director de DINARAC del Ministerio de Justicia





Carmen Cerdas: Directora Centro de Conciliación del Poder Judicial





Kattya Escalante: Escuela Judicial





			Plan de Recuperación de Tierras Indígenas (INDER) (Tierras, Territorios y Recursos) 





			Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”


			Media


			Media


			Diana Murillo:


Gerente General de INDER





Ing. Jimmy Garita


INDER





Ingra. Sandra Angulo Calderón


INDER





			Género y mujeres indígenas


			Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”


			Media


			Media


			Antropóloga Valeria Varas


INAMU





Máster Melissa 


Benavides


Unidad Acceso a la Justicia








			Peritajes Culturales:





Lecciones aprendidas





Aprovechamiento y administración de la información





Interpretación del idioma indígena











			Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”


			Media


			Alta


			Dr. Marcos Guevara Berger


UCR





Alí García


UCR





Javier Rodríguez


Coordinador de Proyecto por el National Center 





Patricia Bonilla


Centro de Información Jurisprudencial











			Módulo didáctico sobre Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas





			Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”


			Alta


			Media


			Personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia, representantes de la Judicatura, Fiscalía, Defensa Pública, Trabajo Social y Psicología, 





			Experiencias de la Defensa Pública en la atención de la temática indígena:





Políticas y circulares





Buenas Prácticas





Peritajes culturales 


			Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”


			Media


			Alta


			Dra. Diana Montero Montero


Directora Defensa Pública





Dr. Erick Núñez Rodríguez


Subdirector de la Defensa Pública





Licda. Ligia Jiménez


Defensa Pública Indígena





Lic. Jesús Chaves Mora 


Defensa Pública Indígena 




















			Capacitación en temáticas vinculadas con pueblos y territorios indígenas


Capacitación desarrollada por la UCR compuesta por 6 módulos temáticos con un sitio virtual para la interlocución de las personas participantes.


Se adicionaron dos módulos:


-Concepción tradicional de la tierra


-Peritaje cultural


Los materiales los tiene la Escuela Judicial


			Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”


			Alta


			Alta


			Dra. Vania Solano


UCR





Dr. Marcos Guevara


UCR





















Aprovecho para informarles que según comunicado enviado por el Dr. Marcos Guevara Berger, la UCR remitió a don Román Bresciani los materiales desarrollados para ejecutar la actividad “Capacitación en temáticas vinculadas con pueblos y territorios indígenas”, lo que facilitaría su ejecución. Así mismo, las personas que se citan como facilitadoras del Poder Ejecutivo muestran su anuencia a colaborar en forma gratuita como parte de sus funciones y experticia.





Finalmente, se les solicita considerar los acuerdos emitidos por el Consejo Superior y gestiones enviadas a la Escuela Judicial en el transcurso del año para la construcción del Plan Anual de Capacitación al que hace referencia la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.





Estoy a su disposición por su requieren algún dato adicional. 





Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas”
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II. Seguimiento de la Subcomisión al Programa Anual Permanente Indígena 2020





En 2019, la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en sesión 08-19 de 22 de agosto de 2019, Artículo XXIV, solicitó a la Escuela Judicial un informe de avances de la solicitud de capacitación planteada.





Durante 2020 la Subcomisión conformó un Comité de Capacitación en sesión 01-2020 de 7 de enero, con representantes de la Judicatura, Defensa Pública, Fiscalía, Organismo de Investigación Judicial y sector Administrativo, integrado por el Magistrado Jorge Olaso Álvarez y las señoras y señores: Melissa Benavides Víquez, Jean Carlos Monge, Ariana Céspedes, Ligia Jiménez, Marcos Guevara, Alí García, Valeria Varas, Carlos Romero, Geyner Blanco y Damaris Vargas, sin perjuicio de que se integraran otras personas, a fin de coordinar acciones con la Escuela Judicial y la Dirección de Gestión Humana.


En la sesión 02-2020, Artículo V, se dispuso a trasladar a la Escuela Judicial la solicitud planteada por el pueblo indígena Maleku acerca de los requerimientos de capacitación y solicitar que, de acogerse la petición, ésta se ejecute dentro de los parámetros institucionales, incluyendo lo señalado por Corte Plena en la Circular 188-19. En esa misma sesión, Artículo X, se conoció el Oficio EJ-DIR-026-2020 de 27 de febrero de 2020, y se dispuso solicitar a la Escuela Judicial la calendarización de actividades de capacitación a la que se hizo referencia en ese oficio; así mismo, en relación con lo indicado de que se requiere la colaboración de al menos una persona especialista en la materia, se informó que para tal efecto se designó oportunamente al señor Marcos Guevara Berger, Antropólogo Social de la Escuela de Antropología de la UCR; sin embargo, el señor Guevara manifestó no poder ejecutar dicha labor considerando los lineamientos de la Universidad, por lo que la atención a los requerimientos correspondería al Comité de Capacitación conformado por la Subcomisión y se solicitó una audiencia con la persona representante de la Escuela para iniciar la coordinación. Además, se reiteró a la Escuela Judicial la necesidad de verificar que en los contenidos de todas las capacitaciones se incluyan como mínimo, los señalados en la Circular 188-19 de Corte Plena, y se le dé prioridad a las personas juzgadoras y personal técnico de los despachos donde se tramite la mayor cantidad de procesos vinculados con personas indígenas. Se adjuntó el reporte de SIGMA y se instó para que se diera prioridad en las capacitaciones a las personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias. 


En sesión 03-2020, Artículo Único, se tomó nota del informe presentado por la señora Flor Arroyo Morera, Gestora de Capacitación en temática indígena y representante de la Escuela Judicial ante la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, los días 11 y 15 de marzo de 2020, acerca de la propuesta metodológica desarrollada por la Escuela Judicial con base en la solicitud planteada por la Subcomisión, la necesidad de la que se designe al menos una persona especialista en la materia para el diseño de las actividades de capacitación, y su solicitud de que se le remitan los materiales respectivos en caso de que algunas actividades ya cuenten con diseño previo. En esa sesión se instó a la Escuela Judicial sobre la necesidad de seleccionar a un equipo de trabajo representativo de los diferentes sectores, liderado por una persona en concreto que reciba el apoyo de las demás integrantes de la Subcomisión; ante el comunicado del Dr. Marcos Guevara Berger, Antropólogo de la UCR. Del Comité de Capacitación designado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, se seleccionó un equipo conformado por el señor Jean Carlos Monge en representación del sector Judicatura, la señora Ariana Céspedes de la Fiscalía Indígena, la señora Ligia Jiménez de la Defensa Pública Indígena y el señor Wilbert Kidd; Subdirector Ejecutivo, en representación del sector Administrativo, para que, liderados por el juez Monge y con el apoyo de los demás, impulsen ante la Escuela Judicial la Propuesta de Plan Anual Indígena realizada por la Subcomisión ante la Escuela Judicial y coordinen con ésta el desarrollo de las actividades de capacitación en temática indígena. Se dispuso expresamente que el equipo desarrollará la gestión basado en los lineamientos de Corte Plena establecidos en la Circular 188-19, verificando que en las diferentes actividades el enfoque esté direccionado a las personas integrantes de las Jurisdicciones Penal, Agraria y Contenciosa Administrativa, entre otras, priorizando aquellos despachos donde se tramite mayor cantidad de procesos indígenas; en especial, a los despachos con competencia para conocer procesos relacionados con los pueblos beneficiarios de las Medidas Cautelares 321-12 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos contra el Estado. Los contenidos de la capacitación deben ser útiles para los sectores Jurisdiccional de las materias de mayor impacto; Fiscalía; Defensa Pública; Organismo de Investigación Judicial y el Administrativo; en especial, de personas indígenas de los diferentes pueblos, como facilitadoras y como dicentes conforme a la Circular 188-19 citada. Se acordó además que el Equipo de Capacitación presentara propuestas a la Subcomisión con el objetivo de que las demás personas integrantes, desde sus diferentes competencias, participen activamente con propuestas y con materiales y de estimarse necesario, se solicitara al Consejo Superior permisos para que el Equipo de Capacitación desarrolle sus funciones, de estimarse necesario. Finalmente, se dispuso que, a efecto de maximizar el aprovechamiento de los recursos institucionales, facilitar a la Escuela Judicial los materiales vinculados con el “Módulo didáctico para la capacitación de personas operadoras de justicia y funcionarias públicas en materia de aplicación de las Reglas de Brasilia para la población indígena migrante Gnobe y bugle” y la “Guía Pedagógica” de dicho módulo, desarrollado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia en coordinación con el PNUD, UNICEF, IOM-OIM, Fondo Educativo de las Naciones Unidas para la Seguridad Humana como parte del Programa Conjunto para mejorar la seguridad humana de migrantes temporales Gnobe y bugle den Costa Rica y Panamá, de abril de 2015, desarrollado por Javier Rodríguez Oconitrillo contratado como consultor de PNUD y otras personas, el cual debe actualizarse y replantearse conforme a los lineamientos de la Circular 188-19. Además, los materiales facilitados por la UCR en la capacitación que se ha venido desarrollando con ésta, los cuales debían ajustarse para asegurar la participación de la población indígena en los procesos de capacitación indígena del Poder Judicial. 





En sesión 04-2020, Artículo II, se dispuso a trasladar a la Escuela Judicial la propuesta de temas de capacitación propuestos por las personas servidoras judiciales de Buenos Aires a la Escuela Judicial y a la Dirección de Gestión Humana para su conocimiento con expresa solicitud de que valoren su inclusión en el Plan de Capacitación 2020 establecido por la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, conforme a los lineamientos de la Circular 188-2019 de Corte Plena. Lo anterior, ante la propuesta planteada por el señor Carlos Romero Alfaro, representante de la Contraloría de Servicios ante la Subcomisión. 





En sesión 06-2020, Artículo VI se tomó nota del informe presentado por la señora Flor Arroyo, representante de la Escuela Judicial, sobre el Plan Anual de Capacitación Indígena 2020 vinculado con el Módulo Indígena, donde se indica que es un solo Módulo con varios temas y contenidos diferentes y se acordó trasladar al equipo de capacitación de la Subcomisión las inquietudes planteadas para que hagan una propuesta concreta a la Subcomisión. 





En esa misma sesión, Artículo VII, se tomó nota del oficio EJ-IR-058-2020 del 30 de marzo de 2020 remitido por la señora Rebeca Guardia Morales, Directora de la Escuela Judicial, en el que reiteró lo estipulado en el informe EJ-INF-001-2020 y se dispuso comunicarle a la Dirección de la Escuela Judicial que el Equipo de Capacitación conformado por algunas personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos indígenas, representantes de Instituciones Públicas relacionadas y de personas indígenas colaborarían como facilitadoras y diseñadoras de las capacitaciones que integren el Módulo Indígena, calendarizado por la Escuela Judicial para los meses de noviembre y diciembre. Además, se remitió consulta a la Escuela Judicial sobre los avances de la capacitación coordinada con la Universidad de Costa Rica denominada “Capacitación en temáticas vinculadas con pueblos y territorios indígenas”, calendarizada para los meses de agosto a octubre de 2020. De igual forma, se reiteró a la Escuela Judicial la importancia de que las actividades de capacitación cumplan con todos los elementos dispuestos por Corte Plena en la Circular 188-19, incluyendo el seguimiento. 





En sesión 06-2020, Artículo IX, se tomó nota del Oficio CACC-148-2020 remitido por la Unidad de Acceso a la Justicia a la Escuela Judicial, en el que le comunica el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en el Artículo XIV de la sesión celebrada el 03 de abril de 2020; y del Oficio EJ-IR-0073-2020 del 28 de abril de 2020 emitido por la señora Rebeca Guardia Morales, Directora de la Escuela Judicial en el que se informa que está en la mayor disposición de cubrir la alimentación, traslado y hospedaje de las personas indígenas que participen como expositoras en las actividades académicas contempladas en el Plan de Capacitación 2020, a fin de que las mismas alcancen el éxito deseado, a saber, el “Módulo didáctico sobre Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas”, pero que no puede comprometer sus recursos cubriendo las necesidades de otras actividades académicas, pues correría el riesgo de que posteriormente no cuente con el recurso requerido en las actividades previamente agendadas. En esa sesión se acordó trasladar a la Escuela Judicial por medio del Equipo de Capacitación el listado de posibles personas que serían invitadas a participar en las acciones de capacitación para que puedan hacer una mejor proyección de los recursos con los que cuentan, remitir atento recordatorio a las personas representantes de la Defensoría de los Habitantes de la República y de la Contraloría de Servicios del Poder Judicial, para la identificación de las personas indígenas que colaborarían con las actividades de capacitación.


En esa misma sesión, Artículo XIII, se dispuso comunicar a la Dirección de Gestión Humana, Dirección de Justicia Restaurativa y Escuela Judicial que, con el objetivo de que la participación no sea impuesta desde el Poder Judicial, y garantizar que la designación se realice desde los pueblos indígenas, solicitar a la Defensoría de los Habitantes de la República colaboración para que, en forma coordinada con la Contraloría de Servicios del Poder Judicial, se pueda tener contacto con las diferentes organizaciones de personas indígenas y los listados. Además, en tanto se superan las limitaciones generadas por la Pandemia Covid-19, y para mayor celeridad, instar a la Defensoría de los Habitantes de la República colaboración para poder contactar al Grupo de Peticionarios de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH que cubre a los pueblos de Salitre y Térraba, el Foro Nacional de Mujeres Indígenas; además, al Tribunal de Derecho Propio de Boruca, Tribunal de Derecho Propio de Cabagra y el Tribunal Indígena de Bribri Talamanca, a fin de que designen una persona por cada organización que colabore con el diseño y la ejecución de las actividades de capacitación. 


En sesión 07-2020, Artículo VII, se designó a las señoras Ligia Jiménez, Melissa Benavides, Valeria Varas, Marjorie Herrera y Damaris Vargas como personas especialistas em la temática indígena a fin de que coordinen con la Dirección de Gestión Humana la elaboración del curso virtual que se ejecutaría en 2021; previo a lo cual se realizaría una reunión entre las señoras Flor Gamboa, Andrea Campos y Melissa Benavides para ajustar los contenidos de las capacitaciones. 


En sesión 08-2020, Artículo IX, se trasladó a la Escuela Judicial y a la Dirección de Gestión Humana el documento Guía para la Atención Institucional de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, construido con la colaboración de representantes de las diferentes instituciones involucradas con la temática indígena, incluyendo al Poder Judicial, con el objetivo de fortalecer los procesos de capacitación.





La señora Flor Arroyo presentó el 2 de octubre de 2020, 12:30, informe de avances del Módulo Indígena, en el que indicó: “En cuanto al avance de la capacitación sobre Acceso a la Justicia de pueblos indígenas, se indica lo siguiente: Como se ha informado en ocasiones anteriores, “...A fin de cumplir con el objetivo de incorporar en la currícula de la Escuela Judicial, un plan anual permanente de capacitación, tal y como lo dispone el artículo 10 de la Ley de Acceso a la Justicia de pueblos indígenas, se ha proyectado para el año 2020 la elaboración de un curso virtual dirigido a las personas funcionarias judiciales. Para el diseño de este curso contamos con la colaboración de la Subcomisión de Acceso a la justicia de pueblos indígenas y personas especialistas en contenido. Asimismo, se contará con el aporte de personas indígenas de distintos pueblos, y personas funcionarias de otras instituciones gubernamentales como el INDER y el Ministerio de Justicia. Dicha Subcomisión identificó los temas necesarios de capacitación y brindó una propuesta, que también recoge los aportes brindados por los despachos judiciales de Buenos Aires de Puntarenas. La propuesta metodológica del curso estará a cargo de la Escuela Judicial, y el mismo se construirá en la plataforma de cursos virtuales de nuestra institución. Al respecto, se ha conformado un grupo de trabajo para afinar los temas, y se está procediendo con el diseño de esta capacitación, a fin de que pueda ser impartida en el mismo año 2020.” Actualmente, se ha avanzado con la estructura de las capacitaciones que se pretenden impartir, con la identificación de las personas expertas en contenido, con la recopilación de los contenidos que se deben desarrollar en las sesiones, y con el análisis de la población meta. De igual forma, se ha contactado a las personas indígenas que se han designado para colaborar con esta capacitación, quienes han mostrado su anuencia. Como paso siguiente, la Escuela Judicial procedió a realizar un cronograma para el diseño de cada una de las sesiones, plantillas de diseño de estas, y a programar reuniones con las personas especialistas, a fin de brindar la guía metodológica respectiva. Hoy en día, se realizan las siguientes observaciones: 1. No contamos con una persona especialista en Antropología o Sociología, que desarrolle los temas “Breve perspectiva sobre los pueblos indígenas en Costa Rica y su realidad sociocultural” y “Peritajes culturales y antropológicos.” Esto en vista de que el señor Marcos Guevara, quien había sido designado originalmente, no pudo realizar la colaboración y ofreció a la Subcomisión suministrar una persona especialista que lo sustituyera. A pesar de la consulta por parte de la Escuela Judicial, así como de la Subcomisión, aún no se ha recibido este nombramiento. 2. En las reuniones establecidas con las personas especialistas, se ha propuesto que se discuta nuevamente en la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, sobre la pertinencia o no, de que el presente curso se desarrolle únicamente de forma virtual, pues se ha expuesto la necesidad de la interacción con las personas participantes, aparte del trabajo que conlleva el diseño de la capacitación. Por esta razón, nuevamente se somete a consideración de la Subcomisión, la forma de ejecución de esta capacitación. La Escuela Judicial está programando la ejecución de un foro en el que se desarrollen varios temas por medio de la plataforma Microsoft Teams. De esta forma, las personas especialistas podrán realizar sus ponencias ante una población con la que se podrá interactuar. Se podría integrar a algunas de las personas especialistas de esta capacitación en este foro, y que de esta manera puedan exponer sus temas. Quedamos atentos a lo que se indique por parte de la Subcomisión, y reiteramos nuestra disposición de colaborar en esta materia.”





En sesión 10-2020, Artículo IV, realizada el 2 de octubre en referencia, se acordó reiterar a la Escuela Judicial la importancia de que en la capacitación se considere lo dispuesto expresamente en la Circular 188-19 de Corte Plena sobre las previsiones que deben tomarse en las capacitaciones vinculadas con los derechos de las personas indígena, así como los lineamientos del Plan Anual dispuesto por la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica. Además, ante el planteamiento de la Escuela Judicial, se dispuso solicitar al señor Gustavo Céspedes y a la señora Flor Arroyo la remisión de un informe que contenga la propuesta concreta de replanteamiento del Módulo Indígena, para que sea objeto de análisis de las y los integrantes de la Subcomisión que incorpore además, lo indicado de que una persona juzgadora experta en Derecho Indígena se separe por un mes o más tiempo, para la coordinación de la actividad de capacitación; lo anterior, en el plazo de 3 días, para la toma de decisiones por parte de la Subcomisión. 





III. Propuesta de la Escuela Judicial Oficio EJ-ACAD-065-2020





El señor Gustavo Cespedes Chinchilla en comunicado enviado el jueves 8 de octubre de 2020, remitió el oficio EJ-ACAD-065-2020, que literalmente indica: 


“La Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, en la sesión 10-2020, celebrada el viernes 2 de octubre de 2020, Artículo IV, tomó el acuerdo de solicitarle a la Escuela Judicial que remita una propuesta de replanteamiento de capacitación relacionada con derechos de los Pueblos Indígenas, a continuación, someto a su consideración la misma: Al respecto, la Escuela Judicial presenta una propuesta de capacitación para realizar las actividades académicas y dar cumplimiento al artículo 10 de la Ley N.°9593 “Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica”, con el objetivo de incorporar en la malla curricular de la Escuela Judicial, un plan anual permanente de capacitación sobre la materia, así como realizar actividades de actualización adicionales. Es así, que la propuesta de la Escuela Judicial consiste en la elaboración de 3 cursos virtuales que conformarían el Plan Anual permanente, que iniciaría su ejecución en el año 2021, los cuales estarán dirigidos a toda la población judicial. De forma complementaria, en noviembre del presente año 2020, se realizaría un Foro virtual sobre las temáticas más urgentes de capacitación, en esta materia. A continuación, se detalla cada una de las actividades académicas descritas: 


I. Plan permanente sobre Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas.


Dentro del Programa de Actualización de la Escuela Judicial, Subprograma de Temas Transversales, se propone la realización de tres cursos virtuales independientes y concatenados. Cada curso se ejecutaría de forma virtual, auto formativa, por lo que no se requerirá de personas docentes al momento de impartirlos. Esto facilitará que se pueda abarcar anualmente una mayor cantidad de personas participantes.


Los tres cursos se desarrollarán mediante la herramienta Moodle, que es la Plataforma de cursos virtuales de la Escuela Judicial, y a las personas participantes se les entregará un certificado de aprovechamiento por las horas efectivas de duración de cada actividad. 


Los cursos propuestos, abarcarán en la medida de lo posible, las temáticas principales, según lo dispuesto en la Circular 188-2019 “Sobre los 20 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”, emitida por la Secretaría General de la Corte y el Artículo 10 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, Ley N.° 9593.


Para dar cumplimiento a lo anterior, estos cursos pretenden desarrollar en las personas participantes una competencia general que les permita “Analizar las particularidades, necesidades y el contexto de la población indígena costarricense para la aplicación del acceso a la justicia de forma efectiva, eficiente y eficaz”. 


A continuación, se expone una propuesta temática inicial de cómo quedaría conformadas esas actividades, siempre partiendo de la premisa de llegar a contar con la colaboración requerida de personas especialistas en cada uno de esos temas, con la finalidad de que aporten los contenidos, y que intervengan en el proceso de elaboración del diseño.








Curso 1: Pueblos Indígenas en Costa Rica


			Temática para desarrollar





			Breve perspectiva sobre los pueblos indígenas en Costa Rica y su realidad sociocultural.


¿Por qué las personas indígenas deben ser objeto de consideraciones especiales en términos de acceso a la justicia? 





			Conocernos: Un primer acercamiento. Costumbres, Formas de transmisión de la tierra, Formas de posesión de la tierra. Condición socioeconómica de los pueblos indígenas.





			Género y Mujeres Indígenas.





			Intérpretes y relaciones de identidad





			Pluralismo jurídico aplicado por personas indígenas.


Formas de resolver el conflicto.





			Peritajes culturales y antropológicos.











Curso 2: Instrumentos Legales sobre Pueblos Indígenas 





			Temática para desarrollar





			Principales instrumentos internacionales sobre pueblos indígenas. 


Jurisprudencia internacional indígena.





			Impacto del pluralismo jurídico indígena en las políticas del Poder Judicial y el cumplimiento de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado.





			Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica y Reglas prácticas de acceso a la justicia de pueblos indígenas, Circulares del Poder Judicial.





			Circulares del Ministerio Público y atención a personas usuarias indígenas.





			Reglas de Brasilia





			Personas intérpretes y traductoras en lenguas indígenas.





			Fundamento jurídico de los peritajes. Avances en la privacidad de los datos.











Curso 3. Atención institucional a pueblos indígenas.





			Temática para desarrollar





			La Intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología con Población Indígena.





			Servicio de Medicina Legal a población indígena.





			Plan Nacional de Recuperación de Territorios Indígenas.





			Mecanismo General de Consultas sobre actos en los territorios y de importancia para las personas indígenas fuera de los territorios indígenas.





			Modelo de construcción de la Política Pública para los pueblos indígenas





			Coordinación del OIJ con Ministerio Público para ingresar a territorios indígenas en los que existe conflicto.














Debido al conocimiento que tenemos de que las diferentes personas especialistas realizarían esta labor como una recarga adicional a sus funciones ordinarias, la Escuela Judicial está en la capacidad de destinar contenido presupuestario, durante este año, para solicitar ante el Consejo Superior del Poder Judicial, permiso con goce salario y sustitución, para una persona juzgadora, durante un mes, prorrogable en otro tanto. Para ello, es necesario que esta Subcomisión designe o proponga a una persona juzgadora que pueda llevar a cabo esta labor.


Perfil de la persona especialista en contenido


· Persona juzgadora (debido a que la Escuela Judicial solo cuenta con recursos para sustituciones de especialistas, propios de la partida 927)


· Conocimiento del trámite jurisdiccional de asuntos relacionados con la población indígena.


· Conocedora y empática ante la temática Indígena.


· Conocedora de los requerimientos y la dinámica de la Subcomisión de Asuntos Indígenas.


· Con disposición de trabajar de forma conjunta con el equipo técnico de la Escuela Judicial.


· Comunicación fluida y empleo de variedad de canales de contacto con las personas especialistas en diversas áreas de la temática indígena.


La persona juzgadora realizará labores de enlace con el resto de las personas especialistas, y se dedicará a tiempo completo a elaborar los productos metodológicos de conformidad con los lineamientos de la Escuela Judicial, laborará bajo la modalidad de teletrabajo, con acompañamiento de una persona especialista en métodos de enseñanza y deberá informar el avance del diseño de los cursos a la persona Gestora de Capacitación encargada del proyecto. Al final del período del permiso, se deberán entregar a la Escuela Judicial, para cada curso, los siguientes productos:


1)-Diseño: es la columna vertebral de la actividad académica, que contiene el nombre, la competencia por desarrollar, los objetivos de aprendizaje, los contenidos temáticos, técnicas de aprendizaje (vgr. Selección Única, Falso y Verdadero, Emparejamiento, Asocie, Complete. Los ejercicios deben ser analíticos, para superar lo meramente memorístico); materiales didácticos (lecturas, videos) así como la tabla de evaluación general.


2)-Guía de la persona participante: como se indica, es un documento dirigido a la persona participante que realiza la actividad académica, la cual le orienta sobre el funcionamiento de la capacitación y le da a conocer cómo se realizarán las actividades utilizadas como técnicas de aprendizaje, así como su fecha de entrega.


3)-Documento base para plataforma virtual: este producto contiene de forma exacta toda la información que debe ir en la página principal del curso virtual, así como en cada una de las sesiones que comprende el curso, con indicación de las lecturas, instrucciones, ejercicios resueltos, videos y demás materiales didácticos que se deben colocar en la plataforma virtual.


Para desarrollar esta labor, se conformará un equipo de trabajo que estará compuesto por la persona Gestora de Capacitación, que será la persona encargada de la coordinación del proyecto y temas administrativos; una persona Especialista en Métodos de Enseñanza (metodóloga), quien brindará asesoría metodológica para la realización de los productos referidos y la persona juzgadora a designar, que será el o la Especialista de Contenido, encargada de la labor de enlace con el resto de personas expertas en la materia y que realizará el diseño de los productos de los cursos virtuales.


Dentro de las labores de la persona especialista de contenido estarán:


· Recibir la asesoría metodológica en la confección de los productos entregables de los cursos.


· Coordinar con las demás personas especialistas la entrega de materiales que se utilizarán en los cursos.


· Elaborar los productos entregables (Diseño, Guía de la persona participante y el Documento base para la plataforma virtual).


· Rendir un informe semanal y uno final de los avances realizados durante el permiso, el cual será remitido a la persona Gestora de Capacitación.


II. Actividad de Actualización a realizar en 2020: Foro virtual “Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas”


El foro virtual es una actividad sincrónica, que permite a las personas participantes crear un espacio de aprendizaje colectivo a partir de sus interacciones e intercambios con la persona facilitadora, sobre un tema específico.


Al respecto, el foro será realizado mediante la herramienta Teams, por lo que las personas deben conectarse en el horario establecido, en dos audiencias, que serán dos mañanas con una semana de diferencia, en horario de 8:00 am a 12:00 md, con un receso a las 10:00 am, de 15 minutos. Es una actividad de participación y a las personas participantes se les entregará un certificado de participación por 8 horas efectivas. 


Para el foro propuesto, se requiere la participación de personas especialistas en la materia, por medio de ponencias breves (aproximadamente 40 minutos), y podría ser impartido en la segunda quincena del mes de noviembre de 2020. El tema que se abarcaría quedaría a criterio de esta comisión. Como, por ejemplo:


· Las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado.


· El proceso de desalojos y puestas en posesión de poblaciones en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas


· Los estándares internacionales en materia de derechos humanos aplicables en el marco de los desalojos forzosos





Por ser una actividad por medio de la plataforma Teams, puede abarcar una mayor población, y puede estar dirigida a cualquier persona del ámbito judicial, e incluso externo, con lo que se podría asumir la capacitación a otras poblaciones que lo han solicitado, tal como el personal de la Fuerza Pública de Buenos Aires y Pérez Zeledón.”








La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en sesión 12-20, Artículo II, tomó nota del Oficio EJ-ACAD-065-2020 del 8 de octubre de 2020, donde comunica la propuesta de la Escuela Judicial en relación con el Plan Anual de Capacitación Indígena 2020 planteado por la Subcomisión a la Escuela Judicial y al Consejo Directivo de la Escuela Judicial en comunicado electrónico del 22 de agosto de 2019, 16:30, en ejecución del acuerdo tomado en sesión 08-19 de 22 de 22 de agosto de 2019, Artículo XXIV. Además, se otorgó un plazo de tres días a las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para que remitan el nombre de la o las personas quienes podrían actuar como facilitadoras en la propuesta planteada por la Escuela Judicial mediante Oficio EJ-ACAD-065-2020, a la cuenta oficial de correo electrónico de la Unidad de Acceso a la Justicia, a efecto de que se tome una decisión informada por parte de la Coordinación de la Subcomisión y de la Comisión de Acceso a la Justicia. 





Con ocasión del acuerdo anterior, se recibieron las siguientes recomendaciones:





1. La Defensa Pública propuso como facilitador al juez penal e integrante de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, señor Jean Carlos Monge. 





2. La Dirección de Justicia Restaurativa sugirió a la jueza conciliadora Ruth Piedra, jueza Conciliadora de Pérez Zeledón quien se indica, atiende procesos vinculados con Buenos Aires de Puntarenas y trabajó junto con la citada Dirección en el diseño de capacitación en el Estado de México sobre Justicia Restaurativa para la atención de personas indígenas por parte del personal judicial y la comunidad, en el marco del Proyecto de Fortalecimiento que financió la Embajada de los Estados Unidos y se indica, cuenta con el curso de Formación por Competencias de la Escuela Judicial, con la indicación de que ella laboraría conforme al sistema de teletrabajo por ser de alto riesgo. También sugirió al juez Jean Carlos Monge, integrante de la Subcomisión.





3. En la sesión 12-20, Artículo II, de la Subcomisión se sugirió al juez contencioso administrativo, señor Jorge Leiva.








IV. Recomendaciones técnicas sobre la propuesta de la Escuela Judicial





De la propuesta planteada por el señor Gustavo Céspedes Chinchilla en Oficio EJ-ACAD-065-2020 de 8 de octubre de 2020, se emiten las siguientes recomendaciones técnicas para valoración y decisión de la Escuela Judicial conforme a sus competencias:





1. De los antecedentes transcritos en este informe y la secuencia de acuerdos de sesiones de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas se desprende que la propuesta de Programa Anual Permanente Indígena, dispuesto en el artículo 10 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica se remitió a la Escuela Judicial y al Consejo Directivo desde el 22 de agosto de 2019; lo anterior, con el objetivo de que la planificación de la capacitación se realizara conforme a lo dispuesto por esa normativa y los lineamientos emitidos Corte Plena en las sesiones 20-19 de 27 de mayo, Artículo XIX y 25-19 de 24 de junio, Artículo II, ambas de 2019, donde aprobó la Circular 188-19. Por ende, se estima que una propuesta como la expuesta en el Oficio EJ-ACAD-065-2020 debe plantearse a inicios del año a efecto de hacer una planeación adecuada de las actividades de capacitación, no en octubre cuando ya las personas servidoras judiciales han adquirido una serie de compromisos laborales. Con ocasión de lo anterior, desde ya se solicita que la planificación del Programa Anual Permanente Indígena 2021 se realice con la debida anticipación y considerando la propuesta planteada oportunamente por la Subcomisión., incorporando a las personas indígenas como facilitadoras y enfocándose en los despachos y personas servidoras judiciales que más atienden personas indígenas.





2. En los términos dispuestos por la Auditoría Judicial en Oficio N° 952-AUD-48-UJ-2020 de 13 de agosto de 2020, el cual se adjunta, escapa de las competencias de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas la definición de las personas que la Escuela Judicial debe seleccionar para desarrollar las capacitaciones; aunado al hecho de que podría estarse en un potencial conflicto de intereses en los términos dispuestos por el Reglamento Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el Poder Judicial, razón por la cual no se definirá concretamente alguna de las personas citadas ni otras en concreto, pues esa es un definición que corresponde a la Escuela Judicial.





3. Se emite recomendación técnica a la Escuela Judicial, en los términos de las competencias de la Subcomisión, que la persona que designe para desarrollar cualquier proceso de capacitación en temática indígena acredite tener formación en derechos humanos de los pueblos indígenas con el objetivo de garantizar cumpla con los lineamientos dispuestos por Corte Plena en la Circular 188-19.





4. En el proceso de selección de personas facilitadoras en capacitaciones especializadas en la temática indígena, es recomendable que se priorice la selección de personas indígenas líderes o lideresas de los diferentes pueblos indígenas. Para tal efecto se pueden utilizar los registros actualizados de la Defensoría de los Habitantes de la República facilitados a la Escuela Judicial.





5. En atención a las competencias de las Comisiones Jurisdiccionales (Penal, Agrario, Contencioso Administrativo, Familia, Civil, Laboral, entre otras) establecidas en la Ley Orgánica del Poder Judicial y el Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia, para la selección de personas juzgadoras facilitadoras, es pertinente remitir consulta a éstas con el objetivo de que con criterio técnico definan quienes cuenten con el perfil adecuado. Con ello se garantizará el apoyo de las Comisiones y, y, además, la representatividad de éstas, pues el abordaje debe cubrir los requerimientos de las diferentes instancias.





Se reitera la disposición de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para apoyar a la Escuela Judicial y demás Unidades de Capacitación del Poder Judicial con el objetivo de fortalecer las competencias de las personas servidoras judiciales en el Derecho Indígena a fin de la mejora continua del acceso a la justicia de las personas indígenas.





Se cuenta con el visto bueno del Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia.





Cordialmente,


























Magistrada Damaris Vargas Vásquez


Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas


Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia
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Buenas tardes.







Remito para su conocimiento.







 







Damaris Vargas Vásquez







Coordinadora 
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Señor
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Señora




Licda. Rebeca Guardia




Gestora de Capacitación














Estimado Señor y estimadas Señoras:









	Reciban un atento saludo. A la vez, en cumplimiento de la solicitud remitida por doña Rebeca Guardia Morales para que se informe a la Escuela Judicial los “temas  urgentes, para de manera posterior atender los que son importantes pero que no están revestidos de esta condición, lo que nos permitirá atenderlos de manera paulatina”, le informo:









En cumplimiento de los acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”, se le solicita que en las capacitaciones que ejecute la Escuela Judicial en lo que resta de 2019 y la proyección para 2020, se cumpla siempre con lo siguiente:









1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones de capacitación impartidas a las personas servidoras judiciales, cuyo objetivo esté vinculado con garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. 




2. Identificar y analizar en las actividades de capacitación asociadas a Derecho Indígena que organice la Escuela Judicial, los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.




3. La capacitación dirigida a la Judicatura debe orientarse a cumplir la Circular 123-19 mediante el fortalecimientos de las competencias de los jueces y las juezas que les permita ejercer la función encomendada en forma eficaz, eficiente y efectiva, para que puedan: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.









4. Realizar actividades de capacitación en las que se capacite a las personas indígenas el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos; previa concertación con esa población para la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia. Además, facilitar que personas indígenas de los diferentes pueblos actúen como facilitadoras de las personas servidoras judiciales, priorizando a las de Salitre y de Térraba al ser beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. La capacitación que impartan las personas indígenas estará vinculada a la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas.









5. Priorizar en las actividades de capacitación a las personas servidoras judiciales quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de los territorios ubicados en Buenos Aires de Puntarenas; así como a las que se desempeñen en los despachos donde exista mayor incidencia de procesos indígenas. En las capacitaciones se solicita incluir a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, personas traductoras e intérpretes, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias, al estar atendiendo asuntos vinculados con los territorios indígenas; y luego se continuará con las demás.









6. Verificar que en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos:




1. Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016




1. Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017




1. Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, Ley de Protección del Derecho a la Nacionalidad de la Persona Indígena y Garantía de Integración de la Persona Indígena Transfronteriza, entre otras.




1. Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.




1. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico.









7. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.









8. Gestionar ante el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.









9. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión









10. Coordinar con las Universidades Estatales, Instituto de Desarrollo Rural, Ministerio de Justicia y Paz y Ministerio de la Presidencia de la República, para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados; así como la Política Indígena y el proceso de consulta.









Propuesta:
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					Justificación




					Nivel de profundidad




Baja




Media




Alta




					Prioridad




					Posibles personas facilitadoras









					CONOCERNOS: Un primer acercamiento









Historia




Costumbres,  Formas de transmisión de la tierra,




Formas de posesión de la tierra









					Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”




					Media




					Alta




					Personas indígenas representantes de los territorios indígenas de Bribrí de Talamanca y Térraba (Señor Pablo Sibar); 









Dr. Marcos Guevara Berger




Escuela de Antropología




UCR









Dr. Alí García




UCR









Dra. Alejandra Boza




Escuela de Historia




UCR









Licda. Marjorie Herrera




Defensoría de los Habitantes de la República









Justa Romero




Indígena Bribri









Pablo Sibar




Indígena Broran









Por definir




Indígena Bribri









					Modelo de construcción de Política Nacional Indígena y Mecanismo de Consulta a Pueblos Indígenas; y construcción de la Política Indígena del Poder Judicial




					Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”




					Media




					Alta




					Sr. Juan Alfaro




Viceministerio de la Presidencia, delegado para atender los asuntos indígenas por la Presidencia de la República









Sr. Geyner Blanco




Indígena Maleku Asesor de la Presidencia de la República en temas indígenas









Sr. Jorge Olaso Alvarez




Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia









Sra. Melissa Benavides




Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia









Sra. Damaris Vargas Vásquez




Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









					Buenas Prácticas: Reglas de Brasilia, Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica y Reglas de Procesos Indígenas; Circulares.









					Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”




					Media




					Media




					Defensa Pública: Ligia Jiménez









Fiscalía Indígena:




Ariana Céspedes









Judicatura:




Jean Carlos Céspedes, Damaris Vargas Vásquez









Ámbito Administrativo:




Wilberth Kidd









OIJ:




Yorleny Ferreto









Sociedad Civil:




Exmagistrada Carmen María Escoto Fernández









					Mecanismo General de Consultas sobre actos en los territorios y de importancia para las personas indígenas fuera de los territorios indígenas




					Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”




					Media




					Alta




					Magistrada Iris Rocío Rojas:




Coordinadora Comisión de Conciliación









Franklin Paniagua, Director de DINARAC del Ministerio de Justicia









Carmen Cerdas: Directora Centro de Conciliación del Poder Judicial









Kattya Escalante: Escuela Judicial









					Plan de Recuperación de Tierras Indígenas (INDER) (Tierras, Territorios y Recursos) 









					Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”




					Media




					Media




					Diana Murillo:




Gerente General de INDER









Ing. Jimmy Garita




INDER









Ingra. Sandra Angulo Calderón




INDER









					Género y mujeres indígenas




					Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”




					Media




					Media




					Antropóloga Valeria Varas




INAMU









Máster Melissa 




Benavides




Unidad Acceso a la Justicia














					Peritajes Culturales:









Lecciones aprendidas









Aprovechamiento y administración de la información









Interpretación del idioma indígena



















					Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”




					Media




					Alta




					Dr. Marcos Guevara Berger




UCR









Alí García




UCR









Javier Rodríguez




Coordinador de Proyecto por el National Center 









Patricia Bonilla




Centro de Información Jurisprudencial



















					Módulo didáctico sobre Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas









					Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”




					Alta




					Media




					Personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia, representantes de la Judicatura, Fiscalía, Defensa Pública, Trabajo Social y Psicología, 









					Experiencias de la Defensa Pública en la atención de la temática indígena:









Políticas y circulares









Buenas Prácticas









Peritajes culturales 




					Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”




					Media




					Alta




					Dra. Diana Montero Montero




Directora Defensa Pública









Dr. Erick Núñez Rodríguez




Subdirector de la Defensa Pública









Licda. Ligia Jiménez




Defensa Pública Indígena









Lic. Jesús Chaves Mora 




Defensa Pública Indígena 


































					Capacitación en temáticas vinculadas con pueblos y territorios indígenas




Capacitación desarrollada por la UCR compuesta por 6 módulos temáticos con un sitio virtual para la interlocución de las personas participantes.




Se adicionaron dos módulos:




-Concepción tradicional de la tierra




-Peritaje cultural




Los materiales los tiene la Escuela Judicial




					Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”




					Alta




					Alta




					Dra. Vania Solano




UCR









Dr. Marcos Guevara




UCR
























	Aprovecho para informarles que según comunicado enviado por el Dr. Marcos Guevara Berger, la UCR remitió a don Román Bresciani los materiales desarrollados para ejecutar la actividad “Capacitación en temáticas vinculadas con pueblos y territorios indígenas”, lo que facilitaría su ejecución. Así mismo, las personas que se citan como facilitadoras del Poder Ejecutivo muestran su anuencia a colaborar en forma gratuita como parte de sus funciones y experticia.









	Finalmente, se les solicita considerar los acuerdos emitidos por el Consejo Superior y gestiones enviadas a la Escuela Judicial en el transcurso del año para la construcción del Plan Anual de Capacitación al que hace referencia la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.









	Estoy a su disposición por su requieren algún dato adicional.














Jueza Damaris Vargas Vásquez




Coordinadora




Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas
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Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas



Comisión de Acceso a la Justicia



Poder Judicial











San José, 21 de agosto de 2019







Señor



Dr. William Molinari Vílchez



Director



Consejo Directivo Escuela Judicial







Señora



Licda. Ileana Guillén Rodríguez



Directora



Dirección Escuela Judicial







Señora



Licda. Rebeca Guardia



Gestora de Capacitación











Estimado Señor y estimadas Señoras:







	Reciban un atento saludo. A la vez, en cumplimiento de la solicitud remitida por doña Rebeca Guardia Morales para que se informe a la Escuela Judicial los “temas  urgentes, para de manera posterior atender los que son importantes pero que no están revestidos de esta condición, lo que nos permitirá atenderlos de manera paulatina”, le informo:







En cumplimiento de los acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”, se le solicita que en las capacitaciones que ejecute la Escuela Judicial en lo que resta de 2019 y la proyección para 2020, se cumpla siempre con lo siguiente:







1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones de capacitación impartidas a las personas servidoras judiciales, cuyo objetivo esté vinculado con garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. 



2. Identificar y analizar en las actividades de capacitación asociadas a Derecho Indígena que organice la Escuela Judicial, los riesgos relevantes asociados al logro de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.



3. La capacitación dirigida a la Judicatura debe orientarse a cumplir la Circular 123-19 mediante el fortalecimientos de las competencias de los jueces y las juezas que les permita ejercer la función encomendada en forma eficaz, eficiente y efectiva, para que puedan: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.







4. Realizar actividades de capacitación en las que se capacite a las personas indígenas el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos; previa concertación con esa población para la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia. Además, facilitar que personas indígenas de los diferentes pueblos actúen como facilitadoras de las personas servidoras judiciales, priorizando a las de Salitre y de Térraba al ser beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. La capacitación que impartan las personas indígenas estará vinculada a la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas.







5. Priorizar en las actividades de capacitación a las personas servidoras judiciales quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas de los territorios ubicados en Buenos Aires de Puntarenas; así como a las que se desempeñen en los despachos donde exista mayor incidencia de procesos indígenas. En las capacitaciones se solicita incluir a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, personas traductoras e intérpretes, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias, al estar atendiendo asuntos vinculados con los territorios indígenas; y luego se continuará con las demás.







6. Verificar que en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos:



1. Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016



1. Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017



1. Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, Ley de Protección del Derecho a la Nacionalidad de la Persona Indígena y Garantía de Integración de la Persona Indígena Transfronteriza, entre otras.



1. Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.



1. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico.







7. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.







8. Gestionar ante el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre.







9. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento para medir el impacto en su gestión







10. Coordinar con las Universidades Estatales, Instituto de Desarrollo Rural, Ministerio de Justicia y Paz y Ministerio de la Presidencia de la República, para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados; así como la Política Indígena y el proceso de consulta.







Propuesta:











				Tema



				Justificación



				Nivel de profundidad



Baja



Media



Alta



				Prioridad



				Posibles personas facilitadoras







				CONOCERNOS: Un primer acercamiento







Historia



Costumbres,  Formas de transmisión de la tierra,



Formas de posesión de la tierra







				Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”



				Media



				Alta



				Personas indígenas representantes de los territorios indígenas de Bribrí de Talamanca y Térraba (Señor Pablo Sibar); 







Dr. Marcos Guevara Berger



Escuela de Antropología



UCR







Dr. Alí García



UCR







Dra. Alejandra Boza



Escuela de Historia



UCR







Licda. Marjorie Herrera



Defensoría de los Habitantes de la República







Justa Romero



Indígena Bribri







Pablo Sibar



Indígena Broran







Por definir



Indígena Bribri







				Modelo de construcción de Política Nacional Indígena y Mecanismo de Consulta a Pueblos Indígenas; y construcción de la Política Indígena del Poder Judicial



				Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”



				Media



				Alta



				Sr. Juan Alfaro



Viceministerio de la Presidencia, delegado para atender los asuntos indígenas por la Presidencia de la República







Sr. Geyner Blanco



Indígena Maleku Asesor de la Presidencia de la República en temas indígenas







Sr. Jorge Olaso Alvarez



Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia







Sra. Melissa Benavides



Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia







Sra. Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas







				Buenas Prácticas: Reglas de Brasilia, Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica y Reglas de Procesos Indígenas; Circulares.







				Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”



				Media



				Media



				Defensa Pública: Ligia Jiménez







Fiscalía Indígena:



Ariana Céspedes







Judicatura:



Jean Carlos Céspedes, Damaris Vargas Vásquez







Ámbito Administrativo:



Wilberth Kidd







OIJ:



Yorleny Ferreto







Sociedad Civil:



Exmagistrada Carmen María Escoto Fernández







				Mecanismo General de Consultas sobre actos en los territorios y de importancia para las personas indígenas fuera de los territorios indígenas



				Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”



				Media



				Alta



				Magistrada Iris Rocío Rojas:



Coordinadora Comisión de Conciliación







Franklin Paniagua, Director de DINARAC del Ministerio de Justicia







Carmen Cerdas: Directora Centro de Conciliación del Poder Judicial







Kattya Escalante: Escuela Judicial







				Plan de Recuperación de Tierras Indígenas (INDER) (Tierras, Territorios y Recursos) 







				Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”



				Media



				Media



				Diana Murillo:



Gerente General de INDER







Ing. Jimmy Garita



INDER







Ingra. Sandra Angulo Calderón



INDER







				Género y mujeres indígenas



				Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”



				Media



				Media



				Antropóloga Valeria Varas



INAMU







Máster Melissa 



Benavides



Unidad Acceso a la Justicia











				Peritajes Culturales:







Lecciones aprendidas







Aprovechamiento y administración de la información







Interpretación del idioma indígena















				Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”



				Media



				Alta



				Dr. Marcos Guevara Berger



UCR







Alí García



UCR







Javier Rodríguez



Coordinador de Proyecto por el National Center 







Patricia Bonilla



Centro de Información Jurisprudencial















				Módulo didáctico sobre Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas







				Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”



				Alta



				Media



				Personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia, representantes de la Judicatura, Fiscalía, Defensa Pública, Trabajo Social y Psicología, 







				Experiencias de la Defensa Pública en la atención de la temática indígena:







Políticas y circulares







Buenas Prácticas







Peritajes culturales 



				Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”



				Media



				Alta



				Dra. Diana Montero Montero



Directora Defensa Pública







Dr. Erick Núñez Rodríguez



Subdirector de la Defensa Pública







Licda. Ligia Jiménez



Defensa Pública Indígena







Lic. Jesús Chaves Mora 



Defensa Pública Indígena 



























				Capacitación en temáticas vinculadas con pueblos y territorios indígenas



Capacitación desarrollada por la UCR compuesta por 6 módulos temáticos con un sitio virtual para la interlocución de las personas participantes.



Se adicionaron dos módulos:



-Concepción tradicional de la tierra



-Peritaje cultural



Los materiales los tiene la Escuela Judicial



				Acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”



				Alta



				Alta



				Dra. Vania Solano



UCR







Dr. Marcos Guevara



UCR



















	Aprovecho para informarles que según comunicado enviado por el Dr. Marcos Guevara Berger, la UCR remitió a don Román Bresciani los materiales desarrollados para ejecutar la actividad “Capacitación en temáticas vinculadas con pueblos y territorios indígenas”, lo que facilitaría su ejecución. Así mismo, las personas que se citan como facilitadoras del Poder Ejecutivo muestran su anuencia a colaborar en forma gratuita como parte de sus funciones y experticia.







	Finalmente, se les solicita considerar los acuerdos emitidos por el Consejo Superior y gestiones enviadas a la Escuela Judicial en el transcurso del año para la construcción del Plan Anual de Capacitación al que hace referencia la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.







	Estoy a su disposición por su requieren algún dato adicional.











Jueza Damaris Vargas Vásquez



Coordinadora



Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas
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San José, 31 de octubre de 2020 



Oficio N° DVV-S1-0157-2020 



Señora 



Máster Rebeca Guardia Morales 



Directora 



Escuela Judicial 



 



Señor 



Máster Gustavo Céspedes Chinchilla 



Escuela Judicial 



 



 



Estimados Señora y Señor: 



 



Reciban un atento saludo. En relación con el Oficio EJ-ACAD-065-2020 enviado el 8 de 



octubre de 2020 por el señor Gustavo Cespedes Chinchilla, se le informa: 



 



I. Antecedentes 



 



La Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica establece: 



“ARTICULO 10- Capacitación permanente del personal. Se garantizará la 



capacitación permanente del personal judicial, para lo cual la Escuela Judicial 
tendrá un programa anual permanente. Dichas capacitaciones serán declaradas 
obligatorias por el Poder Judicial, a fin de que todas las personas servidoras 
judiciales desarrollen conocimientos, habilidades, destrezas y aptitudes, para 
ofrecer un servicio público de calidad a las personas involucradas. La Escuela 
Judicial deberá llevar un registro de tales capacitaciones y ofrecerlas 
periódicamente para garantizar su actualización. 



En cumplimiento de dicha normativa y lo dispuesto por Corte Plena en las sesiones 20-



19 de 27 de mayo, Artículo XIX y 25-19 de 24 de junio, Artículo II, ambas de 2019, donde 



aprobó la Circular 188-19, la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 



-con el visto bueno de la Comisión de Acceso a la Justicia- en atención a la anticipación 



con la que la Escuela Judicial debe construir el Programa Anual Permanente Indígena, 



dispuesto en el artículo 10 citado, remitió correo electrónico el 22 de agosto de 2019, 



16:30, al Magistrado Presidente del Consejo Directivo, la Directora de la Escuela Judicial, 



propuesta de capacitación en Derecho Indígena para lo que restaba de 2019 y la 



planificación del año 2020, donde se indicó: 



 



“Reciban un atento saludo. A la vez, en cumplimiento de la solicitud remitida por 



doña Rebeca Guardia Morales para que se informe a la Escuela Judicial los “temas 



urgentes, para de manera posterior atender los que son importantes pero que no 



están revestidos de esta condición, lo que nos permitirá atenderlos de manera 



paulatina”, les informo: 



 



En cumplimiento de los acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 



27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, 
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donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de 



acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del 



cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, 



establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra 



Costa Rica”, se le solicita que en las capacitaciones que ejecute la Escuela Judicial 



en lo que resta de 2019 y la proyección para 2020, se cumpla siempre con lo 



siguiente: 



 



1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 



321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones de capacitación 



impartidas a las personas servidoras judiciales, cuyo objetivo esté vinculado con 



garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe 



y Bribrí de Salitre, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH 



y construir confianza y diálogo intercultural.  



 



2. Identificar y analizar en las actividades de capacitación asociadas a Derecho 



Indígena que organice la Escuela Judicial, los riesgos relevantes asociados al logro 



de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, 



establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales 



acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, 



su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se 



tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas 



necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional 



aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo 



en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los 



procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos 



en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre. 



 



3. La capacitación dirigida a la Judicatura debe orientarse a cumplir la Circular 123-



19 mediante el fortalecimientos de las competencias de los jueces y las juezas que 



les permita ejercer la función encomendada en forma eficaz, eficiente y efectiva, 



para que puedan: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan 



comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, 



facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el 



acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con 



su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en 



una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el 



acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos 



encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos 



indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el 



desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin 



que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a 



las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en 



virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva 



que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población 



en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y 



sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, 
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valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de 



los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los 



cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares 



internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en 



el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 



2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas 



de Costa Rica. 



 



4. Realizar actividades de capacitación en las que se capacite a las personas 



indígenas el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos; previa 



concertación con esa población para la identificación de los contenidos mínimos de 



los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece 



el Poder Judicial para el acceso a la justicia. Además, facilitar que personas 



indígenas de los diferentes pueblos actúen como facilitadoras de las personas 



servidoras judiciales, priorizando a las de Salitre y de Térraba al ser beneficiarias 



de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. La capacitación que 



impartan las personas indígenas estará vinculada a la historia, cosmovisión, 



costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de 



interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas. 



 



5. Priorizar en las actividades de capacitación a las personas servidoras judiciales 



quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para 



conocer de procesos vinculados con personas indígenas de los territorios ubicados 



en Buenos Aires de Puntarenas; así como a las que se desempeñen en los 



despachos donde exista mayor incidencia de procesos indígenas. En las 



capacitaciones se solicita incluir a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras 



judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de 



Investigación Judicial, personas traductoras e intérpretes, entre otros. Iniciar el 



proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones 



Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias, al estar 



atendiendo asuntos vinculados con los territorios indígenas; y luego se continuará 



con las demás. 



 



6. Verificar que, en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho 



Indígena, se incluya al menos: 



a. Normativa internacional referida a los derechos de las personas 



indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e 



integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones 



tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), 



Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 



OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de 



los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre 



Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016 



b. Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 



Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la 



Opinión Consultiva 23-2017 



c. Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia 



de los Pueblos Indígenas, Ley de Protección del Derecho a la 
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Nacionalidad de la Persona Indígena y Garantía de Integración 



de la Persona Indígena Transfronteriza, entre otras. 



d. Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala 



Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. 



e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior 



vinculados con las reglas para los procesos en los que estén 



involucradas personas indígenas; además, los alcances y 



distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico. 



 



7. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas 



capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras 



judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las 



sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto 



respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la 



conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para 



tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las 



evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por 



parte de la Escuela Judicial. 



 



8. Gestionar ante el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las 



personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en 



cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente 



quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos 



judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre. 



 



9. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento 



para medir el impacto en su gestión 



 



10. Coordinar con las Universidades Estatales, Instituto de Desarrollo Rural, Ministerio 



de Justicia y Paz y Ministerio de la Presidencia de la República, para que valoren 



la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y 



fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas 



indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones 



emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas 



catastrales y registrales vinculados; así como la Política Indígena y el proceso de 



consulta. 



 
Propuesta: 
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Tema Justificación Nivel de 



profundi



dad 



Baja 



Media 



Alta 



Prioridad Posibles 



personas 



facilitadoras 



CONOCER



NOS: Un 



primer 



acercamie



nto 



 



Historia 



Costumbr



es, 



Formas de 



transmisió



n de la 



tierra, 



Formas de 



posesión 



de la tierra 



 



Acuerdos de Corte Plena 



tomados en sesiones N° 20-



19 de 27 de mayo de 2019, 



Artículo XIX y N° 25-19 de 



24 de junio de 2019, Artículo 



II, donde se aprobaron y la 



Circular N° 123-2019 



denominada “Sobre los 21 



ejes de acción, 



recomendados por la 



Comisión de Acceso a la 



Justicia, con ocasión del 



cumplimiento de las 



Medidas Cautelares N° 321-



12 del 30 de abril de 2015, 



establecidas por la Comisión 



Interamericana de Derechos 



Humanos (CIDH) contra 



Costa Rica” 



Media Alta Personas 



indígenas 



representantes 



de los 



territorios 



indígenas de 



Bribrí de 



Talamanca y 



Térraba (Señor 



Pablo Sibar);  



 



Dr. Marcos 



Guevara 



Berger 



Escuela de 



Antropología 



UCR 
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Tema Justificación Nivel de 



profundi



dad 



Baja 



Media 



Alta 



Prioridad Posibles 



personas 



facilitadoras 



Dr. Alí García 



UCR 



 



Dra. Alejandra 



Boza 



Escuela de 



Historia 



UCR 



 



Licda. Marjorie 



Herrera 



Defensoría de 



los Habitantes 



de la 



República 



 



Justa Romero 
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Tema Justificación Nivel de 



profundi



dad 



Baja 



Media 



Alta 



Prioridad Posibles 



personas 



facilitadoras 



Indígena Bribri 



 



Pablo Sibar 



Indígena 



Broran 



 



Por definir 



Indígena Bribri 



Modelo de 



construcci



ón de 



Política 



Nacional 



Indígena y 



Mecanism



o de 



Consulta 



a Pueblos 



Indígenas; 



Acuerdos de Corte Plena 



tomados en sesiones N° 20-



19 de 27 de mayo de 2019, 



Artículo XIX y N° 25-19 de 



24 de junio de 2019, Artículo 



II, donde se aprobaron y la 



Circular N° 123-2019 



denominada “Sobre los 21 



ejes de acción, 



recomendados por la 



Comisión de Acceso a la 



Media Alta Sr. Juan Alfaro 



Viceministerio 



de la 



Presidencia, 



delegado para 



atender los 



asuntos 



indígenas por 



la Presidencia 
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Tema Justificación Nivel de 



profundi



dad 



Baja 



Media 



Alta 



Prioridad Posibles 



personas 



facilitadoras 



y 



construcci



ón de la 



Política 



Indígena 



del Poder 



Judicial 



Justicia, con ocasión del 



cumplimiento de las 



Medidas Cautelares N° 321-



12 del 30 de abril de 2015, 



establecidas por la Comisión 



Interamericana de Derechos 



Humanos (CIDH) contra 



Costa Rica” 



de la 



República 



 



Sr. Geyner 



Blanco 



Indígena 



Maleku Asesor 



de la 



Presidencia de 



la República en 



temas 



indígenas 



 



Sr. Jorge Olaso 



Alvarez 



Coordinador 



Comisión de 



Acceso a la 



Justicia 
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Tema Justificación Nivel de 



profundi



dad 



Baja 



Media 



Alta 



Prioridad Posibles 



personas 



facilitadoras 



 



Sra. Melissa 



Benavides 



Coordinadora 



Unidad de 



Acceso a la 



Justicia 



 



Sra. Damaris 



Vargas 



Vásquez 



Coordinadora 



Subcomisión 



Acceso a la 



Justicia de 



Pueblos 



Indígenas 
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Tema Justificación Nivel de 



profundi



dad 



Baja 



Media 



Alta 



Prioridad Posibles 



personas 



facilitadoras 



Buenas 



Prácticas: 



Reglas de 



Brasilia, 



Ley de 



Acceso a 



la Justicia 



de 



Pueblos 



Indígenas 



de Costa 



Rica y 



Reglas de 



Procesos 



Indígenas; 



Circulares



. 



 



Acuerdos de Corte Plena 



tomados en sesiones N° 20-



19 de 27 de mayo de 2019, 



Artículo XIX y N° 25-19 de 



24 de junio de 2019, Artículo 



II, donde se aprobaron y la 



Circular N° 123-2019 



denominada “Sobre los 21 



ejes de acción, 



recomendados por la 



Comisión de Acceso a la 



Justicia, con ocasión del 



cumplimiento de las 



Medidas Cautelares N° 321-



12 del 30 de abril de 2015, 



establecidas por la Comisión 



Interamericana de Derechos 



Humanos (CIDH) contra 



Costa Rica” 



Media Media Defensa 



Pública: Ligia 



Jiménez 



 



Fiscalía 



Indígena: 



Ariana 



Céspedes 



 



Judicatura: 



Jean Carlos 



Céspedes, 



Damaris 



Vargas 



Vásquez 
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Tema Justificación Nivel de 



profundi



dad 



Baja 



Media 



Alta 



Prioridad Posibles 



personas 



facilitadoras 



Ámbito 



Administrativo



: 



Wilberth Kidd 



 



OIJ: 



Yorleny Ferreto 



 



Sociedad Civil: 



Exmagistrada 



Carmen María 



Escoto 



Fernández 



Mecanism



o General 



de 



Consultas 



sobre 



Acuerdos de Corte Plena 



tomados en sesiones N° 20-



19 de 27 de mayo de 2019, 



Artículo XIX y N° 25-19 de 



24 de junio de 2019, Artículo 



Media Alta Magistrada Iris 



Rocío Rojas: 
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Tema Justificación Nivel de 



profundi



dad 



Baja 



Media 



Alta 



Prioridad Posibles 



personas 



facilitadoras 



actos en 



los 



territorios 



y de 



importanci



a para las 



personas 



indígenas 



fuera de 



los 



territorios 



indígenas 



II, donde se aprobaron y la 



Circular N° 123-2019 



denominada “Sobre los 21 



ejes de acción, 



recomendados por la 



Comisión de Acceso a la 



Justicia, con ocasión del 



cumplimiento de las 



Medidas Cautelares N° 321-



12 del 30 de abril de 2015, 



establecidas por la Comisión 



Interamericana de Derechos 



Humanos (CIDH) contra 



Costa Rica” 



Coordinadora 



Comisión de 



Conciliación 



 



Franklin 



Paniagua, 



Director de 



DINARAC del 



Ministerio de 



Justicia 



 



Carmen 



Cerdas: 



Directora 



Centro de 



Conciliación 



del Poder 



Judicial 
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Tema Justificación Nivel de 



profundi



dad 



Baja 



Media 



Alta 



Prioridad Posibles 



personas 



facilitadoras 



Kattya 



Escalante: 



Escuela 



Judicial 



Plan de 



Recuperac



ión de 



Tierras 



Indígenas 



(INDER) 



(Tierras, 



Territorios 



y 



Recursos)  



 



Acuerdos de Corte Plena 



tomados en sesiones N° 20-



19 de 27 de mayo de 2019, 



Artículo XIX y N° 25-19 de 



24 de junio de 2019, Artículo 



II, donde se aprobaron y la 



Circular N° 123-2019 



denominada “Sobre los 21 



ejes de acción, 



recomendados por la 



Comisión de Acceso a la 



Justicia, con ocasión del 



cumplimiento de las 



Medidas Cautelares N° 321-



12 del 30 de abril de 2015, 



establecidas por la Comisión 



Interamericana de Derechos 



Media Media Diana Murillo: 



Gerente 



General de 



INDER 



 



Ing. Jimmy 



Garita 



INDER 



 



Ingra. Sandra 



Angulo 



Calderón 



INDER 
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Tema Justificación Nivel de 



profundi



dad 



Baja 



Media 



Alta 



Prioridad Posibles 



personas 



facilitadoras 



Humanos (CIDH) contra 



Costa Rica” 



Género y 



mujeres 



indígenas 



Acuerdos de Corte Plena 



tomados en sesiones N° 20-



19 de 27 de mayo de 2019, 



Artículo XIX y N° 25-19 de 



24 de junio de 2019, Artículo 



II, donde se aprobaron y la 



Circular N° 123-2019 



denominada “Sobre los 21 



ejes de acción, 



recomendados por la 



Comisión de Acceso a la 



Justicia, con ocasión del 



cumplimiento de las 



Medidas Cautelares N° 321-



12 del 30 de abril de 2015, 



establecidas por la Comisión 



Interamericana de Derechos 



Humanos (CIDH) contra 



Costa Rica” 



Media Media Antropóloga 



Valeria Varas 



INAMU 



 



Máster Melissa  



Benavides 



Unidad Acceso 



a la Justicia 
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Tema Justificación Nivel de 



profundi



dad 



Baja 



Media 



Alta 



Prioridad Posibles 



personas 



facilitadoras 



Peritajes 



Culturales



: 



 



Lecciones 



aprendida



s 



 



Aprovecha



miento y 



administr



ación de la 



informació



n 



 



Interpreta



ción del 



idioma 



indígena 



Acuerdos de Corte Plena 



tomados en sesiones N° 20-



19 de 27 de mayo de 2019, 



Artículo XIX y N° 25-19 de 



24 de junio de 2019, Artículo 



II, donde se aprobaron y la 



Circular N° 123-2019 



denominada “Sobre los 21 



ejes de acción, 



recomendados por la 



Comisión de Acceso a la 



Justicia, con ocasión del 



cumplimiento de las 



Medidas Cautelares N° 321-



12 del 30 de abril de 2015, 



establecidas por la Comisión 



Interamericana de Derechos 



Humanos (CIDH) contra 



Costa Rica” 



Media Alta Dr. Marcos 



Guevara 



Berger 



UCR 



 



Alí García 



UCR 



 



Javier 



Rodríguez 



Coordinador 



de Proyecto por 



el National 



Center  



 



Patricia Bonilla 
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Tema Justificación Nivel de 



profundi



dad 



Baja 



Media 



Alta 



Prioridad Posibles 



personas 



facilitadoras 



 



 



 



Centro de 



Información 



Jurisprudencia



l 



 



 



Módulo 



didáctico 



sobre 



Acceso a 



la Justicia 



de 



Pueblos 



Indígenas 



 



Acuerdos de Corte Plena 



tomados en sesiones N° 20-



19 de 27 de mayo de 2019, 



Artículo XIX y N° 25-19 de 



24 de junio de 2019, Artículo 



II, donde se aprobaron y la 



Circular N° 123-2019 



denominada “Sobre los 21 



ejes de acción, 



recomendados por la 



Comisión de Acceso a la 



Justicia, con ocasión del 



cumplimiento de las 



Medidas Cautelares N° 321-



12 del 30 de abril de 2015, 



Alta Media Personas 



integrantes de 



la Subcomisión 



de Acceso a la 



Justicia, 



representantes 



de la 



Judicatura, 



Fiscalía, 



Defensa 



Pública, 



Trabajo Social 



y Psicología,  
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Tema Justificación Nivel de 



profundi



dad 



Baja 



Media 



Alta 



Prioridad Posibles 



personas 



facilitadoras 



establecidas por la Comisión 



Interamericana de Derechos 



Humanos (CIDH) contra 



Costa Rica” 



Experienci



as de la 



Defensa 



Pública en 



la 



atención 



de la 



temática 



indígena: 



 



Políticas y 



circulares 



 



Buenas 



Prácticas 



Acuerdos de Corte Plena 



tomados en sesiones N° 20-



19 de 27 de mayo de 2019, 



Artículo XIX y N° 25-19 de 



24 de junio de 2019, Artículo 



II, donde se aprobaron y la 



Circular N° 123-2019 



denominada “Sobre los 21 



ejes de acción, 



recomendados por la 



Comisión de Acceso a la 



Justicia, con ocasión del 



cumplimiento de las 



Medidas Cautelares N° 321-



12 del 30 de abril de 2015, 



establecidas por la Comisión 



Interamericana de Derechos 



Media Alta Dra. Diana 



Montero 



Montero 



Directora 



Defensa 



Pública 



 



Dr. Erick 



Núñez 



Rodríguez 



Subdirector de 



la Defensa 



Pública 
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Tema Justificación Nivel de 



profundi



dad 



Baja 



Media 



Alta 



Prioridad Posibles 



personas 



facilitadoras 



 



Peritajes 



culturales  



Humanos (CIDH) contra 



Costa Rica” 



Licda. Ligia 



Jiménez 



Defensa 



Pública 



Indígena 



 



Lic. Jesús 



Chaves Mora  



Defensa 



Pública 



Indígena  
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Tema Justificación Nivel de 



profundi



dad 



Baja 



Media 



Alta 



Prioridad Posibles 



personas 



facilitadoras 



Capacitaci
ón en 
temáticas 
vinculada
s con 
pueblos y 
territorios 
indígenas 



Capacitaci
ón 
desarrolla
da por la 
UCR 
compuest
a por 6 
módulos 
temáticos 
con un 
sitio 



virtual 
para la 
interlocuci
ón de las 
personas 



Acuerdos de Corte Plena 



tomados en sesiones N° 20-



19 de 27 de mayo de 2019, 



Artículo XIX y N° 25-19 de 



24 de junio de 2019, Artículo 



II, donde se aprobaron y la 



Circular N° 123-2019 



denominada “Sobre los 21 



ejes de acción, 



recomendados por la 



Comisión de Acceso a la 



Justicia, con ocasión del 



cumplimiento de las 



Medidas Cautelares N° 321-



12 del 30 de abril de 2015, 



establecidas por la Comisión 



Interamericana de Derechos 



Humanos (CIDH) contra 



Costa Rica” 



Alta Alta Dra. Vania 



Solano 



UCR 



 



Dr. Marcos 



Guevara 



UCR 
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Tema Justificación Nivel de 



profundi



dad 



Baja 



Media 



Alta 



Prioridad Posibles 



personas 



facilitadoras 



participan
tes. 



Se 
adicionaro
n dos 
módulos: 



-



Concepció
n 
tradicional 
de la tierra 



-Peritaje 
cultural 



Los 
materiales 
los tiene la 



Escuela 
Judicial 
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Aprovecho para informarles que según comunicado enviado por el Dr. Marcos Guevara 
Berger, la UCR remitió a don Román Bresciani los materiales desarrollados para ejecutar 
la actividad “Capacitación en temáticas vinculadas con pueblos y territorios indígenas”, lo 
que facilitaría su ejecución. Así mismo, las personas que se citan como facilitadoras del 
Poder Ejecutivo muestran su anuencia a colaborar en forma gratuita como parte de sus 
funciones y experticia. 
 
Finalmente, se les solicita considerar los acuerdos emitidos por el Consejo Superior y 
gestiones enviadas a la Escuela Judicial en el transcurso del año para la construcción del 
Plan Anual de Capacitación al que hace referencia la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos 
Indígenas. 



 
Estoy a su disposición por su requieren algún dato adicional.  
 
Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos 
Indígenas” 
 



Propuesta de temas 



de capacitación en Derecho Indígena 2019 y 2020_docx.msg
 



Propuesta de temas 



de capacitación en Derecho Indígena 2019 y 2020.docx
 



 



 



 



II. Seguimiento de la Subcomisión al Programa Anual Permanente Indígena 
2020 



 



En 2019, la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en sesión 08-19 



de 22 de agosto de 2019, Artículo XXIV, solicitó a la Escuela Judicial un informe de 
avances de la solicitud de capacitación planteada. 



 
Durante 2020 la Subcomisión conformó un Comité de Capacitación en sesión 01-2020 



de 7 de enero, con representantes de la Judicatura, Defensa Pública, Fiscalía, Organismo 



de Investigación Judicial y sector Administrativo, integrado por el Magistrado Jorge Olaso 
Álvarez y las señoras y señores: Melissa Benavides Víquez, Jean Carlos Monge, Ariana 
Céspedes, Ligia Jiménez, Marcos Guevara, Alí García, Valeria Varas, Carlos Romero, 
Geyner Blanco y Damaris Vargas, sin perjuicio de que se integraran otras personas, a fin 
de coordinar acciones con la Escuela Judicial y la Dirección de Gestión Humana. 



En la sesión 02-2020, Artículo V, se dispuso a trasladar a la Escuela Judicial la solicitud 



planteada por el pueblo indígena Maleku acerca de los requerimientos de capacitación y 



solicitar que, de acogerse la petición, ésta se ejecute dentro de los parámetros 



institucionales, incluyendo lo señalado por Corte Plena en la Circular 188-19. En esa 



misma sesión, Artículo X, se conoció el Oficio EJ-DIR-026-2020 de 27 de febrero de 



2020, y se dispuso solicitar a la Escuela Judicial la calendarización de actividades de 
capacitación a la que se hizo referencia en ese oficio; así mismo, en relación con lo 



indicado de que se requiere la colaboración de al menos una persona especialista en la 



materia, se informó que para tal efecto se designó oportunamente al señor Marcos 



Guevara Berger, Antropólogo Social de la Escuela de Antropología de la UCR; sin 



embargo, el señor Guevara manifestó no poder ejecutar dicha labor considerando los 



lineamientos de la Universidad, por lo que la atención a los requerimientos 
correspondería al Comité de Capacitación conformado por la Subcomisión y se solicitó 



una audiencia con la persona representante de la Escuela para iniciar la coordinación. 
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Además, se reiteró a la Escuela Judicial la necesidad de verificar que en los contenidos 



de todas las capacitaciones se incluyan como mínimo, los señalados en la Circular 188-



19 de Corte Plena, y se le dé prioridad a las personas juzgadoras y personal técnico de 



los despachos donde se tramite la mayor cantidad de procesos vinculados con personas 



indígenas. Se adjuntó el reporte de SIGMA y se instó para que se diera prioridad en las 



capacitaciones a las personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y 
Contencioso Administrativo, de todas las instancias.  



En sesión 03-2020, Artículo Único, se tomó nota del informe presentado por la señora 



Flor Arroyo Morera, Gestora de Capacitación en temática indígena y representante de la 



Escuela Judicial ante la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, los 



días 11 y 15 de marzo de 2020, acerca de la propuesta metodológica desarrollada por la 



Escuela Judicial con base en la solicitud planteada por la Subcomisión, la necesidad de 



la que se designe al menos una persona especialista en la materia para el diseño de las 
actividades de capacitación, y su solicitud de que se le remitan los materiales respectivos 



en caso de que algunas actividades ya cuenten con diseño previo. En esa sesión se instó 



a la Escuela Judicial sobre la necesidad de seleccionar a un equipo de trabajo 



representativo de los diferentes sectores, liderado por una persona en concreto que reciba 



el apoyo de las demás integrantes de la Subcomisión; ante el comunicado del Dr. Marcos 
Guevara Berger, Antropólogo de la UCR. Del Comité de Capacitación designado por la 



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, se seleccionó un equipo 



conformado por el señor Jean Carlos Monge en representación del sector Judicatura, la 



señora Ariana Céspedes de la Fiscalía Indígena, la señora Ligia Jiménez de la Defensa 



Pública Indígena y el señor Wilbert Kidd; Subdirector Ejecutivo, en representación del 



sector Administrativo, para que, liderados por el juez Monge y con el apoyo de los demás, 
impulsen ante la Escuela Judicial la Propuesta de Plan Anual Indígena realizada por la 



Subcomisión ante la Escuela Judicial y coordinen con ésta el desarrollo de las actividades 



de capacitación en temática indígena. Se dispuso expresamente que el equipo 



desarrollará la gestión basado en los lineamientos de Corte Plena establecidos en la 



Circular 188-19, verificando que en las diferentes actividades el enfoque esté direccionado 
a las personas integrantes de las Jurisdicciones Penal, Agraria y Contenciosa 



Administrativa, entre otras, priorizando aquellos despachos donde se tramite mayor 



cantidad de procesos indígenas; en especial, a los despachos con competencia para 



conocer procesos relacionados con los pueblos beneficiarios de las Medidas Cautelares 



321-12 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos contra el Estado. Los 



contenidos de la capacitación deben ser útiles para los sectores Jurisdiccional de las 
materias de mayor impacto; Fiscalía; Defensa Pública; Organismo de Investigación 



Judicial y el Administrativo; en especial, de personas indígenas de los diferentes pueblos, 



como facilitadoras y como dicentes conforme a la Circular 188-19 citada. Se acordó 



además que el Equipo de Capacitación presentara propuestas a la Subcomisión con el 



objetivo de que las demás personas integrantes, desde sus diferentes competencias, 



participen activamente con propuestas y con materiales y de estimarse necesario, se 
solicitara al Consejo Superior permisos para que el Equipo de Capacitación desarrolle 



sus funciones, de estimarse necesario. Finalmente, se dispuso que, a efecto de maximizar 



el aprovechamiento de los recursos institucionales, facilitar a la Escuela Judicial los 



materiales vinculados con el “Módulo didáctico para la capacitación de personas 
operadoras de justicia y funcionarias públicas en materia de aplicación de las Reglas de 
Brasilia para la población indígena migrante Gnobe y bugle” y la “Guía Pedagógica” de 
dicho módulo, desarrollado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia en coordinación 



con el PNUD, UNICEF, IOM-OIM, Fondo Educativo de las Naciones Unidas para la 



Seguridad Humana como parte del Programa Conjunto para mejorar la seguridad 



humana de migrantes temporales Gnobe y bugle den Costa Rica y Panamá, de abril de 



2015, desarrollado por Javier Rodríguez Oconitrillo contratado como consultor de PNUD 
y otras personas, el cual debe actualizarse y replantearse conforme a los lineamientos de 
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la Circular 188-19. Además, los materiales facilitados por la UCR en la capacitación que 



se ha venido desarrollando con ésta, los cuales debían ajustarse para asegurar la 



participación de la población indígena en los procesos de capacitación indígena del Poder 



Judicial.  



 



En sesión 04-2020, Artículo II, se dispuso a trasladar a la Escuela Judicial la propuesta 
de temas de capacitación propuestos por las personas servidoras judiciales de Buenos 



Aires a la Escuela Judicial y a la Dirección de Gestión Humana para su conocimiento con 



expresa solicitud de que valoren su inclusión en el Plan de Capacitación 2020 establecido 



por la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, conforme a los 



lineamientos de la Circular 188-2019 de Corte Plena. Lo anterior, ante la propuesta 
planteada por el señor Carlos Romero Alfaro, representante de la Contraloría de Servicios 



ante la Subcomisión.  



 



En sesión 06-2020, Artículo VI se tomó nota del informe presentado por la señora Flor 



Arroyo, representante de la Escuela Judicial, sobre el Plan Anual de Capacitación 



Indígena 2020 vinculado con el Módulo Indígena, donde se indica que es un solo Módulo 
con varios temas y contenidos diferentes y se acordó trasladar al equipo de capacitación 



de la Subcomisión las inquietudes planteadas para que hagan una propuesta concreta a 



la Subcomisión.  



 



En esa misma sesión, Artículo VII, se tomó nota del oficio EJ-IR-058-2020 del 30 de 
marzo de 2020 remitido por la señora Rebeca Guardia Morales, Directora de la Escuela 



Judicial, en el que reiteró lo estipulado en el informe EJ-INF-001-2020 y se dispuso 



comunicarle a la Dirección de la Escuela Judicial que el Equipo de Capacitación 



conformado por algunas personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia 



de Pueblos indígenas, representantes de Instituciones Públicas relacionadas y de 



personas indígenas colaborarían como facilitadoras y diseñadoras de las capacitaciones 
que integren el Módulo Indígena, calendarizado por la Escuela Judicial para los meses de 



noviembre y diciembre. Además, se remitió consulta a la Escuela Judicial sobre los 



avances de la capacitación coordinada con la Universidad de Costa Rica denominada 



“Capacitación en temáticas vinculadas con pueblos y territorios indígenas”, calendarizada 



para los meses de agosto a octubre de 2020. De igual forma, se reiteró a la Escuela 
Judicial la importancia de que las actividades de capacitación cumplan con todos los 



elementos dispuestos por Corte Plena en la Circular 188-19, incluyendo el seguimiento.  



 



En sesión 06-2020, Artículo IX, se tomó nota del Oficio CACC-148-2020 remitido por la 



Unidad de Acceso a la Justicia a la Escuela Judicial, en el que le comunica el acuerdo 



tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en el Artículo 



XIV de la sesión celebrada el 03 de abril de 2020; y del Oficio EJ-IR-0073-2020 del 28 de 



abril de 2020 emitido por la señora Rebeca Guardia Morales, Directora de la Escuela 



Judicial en el que se informa que está en la mayor disposición de cubrir la alimentación, 



traslado y hospedaje de las personas indígenas que participen como expositoras en las 



actividades académicas contempladas en el Plan de Capacitación 2020, a fin de que las 



mismas alcancen el éxito deseado, a saber, el “Módulo didáctico sobre Acceso a la Justicia 



de Pueblos Indígenas”, pero que no puede comprometer sus recursos cubriendo las 



necesidades de otras actividades académicas, pues correría el riesgo de que 



posteriormente no cuente con el recurso requerido en las actividades previamente 



agendadas. En esa sesión se acordó trasladar a la Escuela Judicial por medio del Equipo 



de Capacitación el listado de posibles personas que serían invitadas a participar en las 



acciones de capacitación para que puedan hacer una mejor proyección de los recursos 



con los que cuentan, remitir atento recordatorio a las personas representantes de la 
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Defensoría de los Habitantes de la República y de la Contraloría de Servicios del Poder 



Judicial, para la identificación de las personas indígenas que colaborarían con las 



actividades de capacitación. 



En esa misma sesión, Artículo XIII, se dispuso comunicar a la Dirección de Gestión 



Humana, Dirección de Justicia Restaurativa y Escuela Judicial que, con el objetivo de 



que la participación no sea impuesta desde el Poder Judicial, y garantizar que la 



designación se realice desde los pueblos indígenas, solicitar a la Defensoría de los 



Habitantes de la República colaboración para que, en forma coordinada con la 



Contraloría de Servicios del Poder Judicial, se pueda tener contacto con las diferentes 



organizaciones de personas indígenas y los listados. Además, en tanto se superan las 



limitaciones generadas por la Pandemia Covid-19, y para mayor celeridad, instar a la 



Defensoría de los Habitantes de la República colaboración para poder contactar al Grupo 



de Peticionarios de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH que cubre a los pueblos 



de Salitre y Térraba, el Foro Nacional de Mujeres Indígenas; además, al Tribunal de 



Derecho Propio de Boruca, Tribunal de Derecho Propio de Cabagra y el Tribunal Indígena 



de Bribri Talamanca, a fin de que designen una persona por cada organización que 



colabore con el diseño y la ejecución de las actividades de capacitación.  



En sesión 07-2020, Artículo VII, se designó a las señoras Ligia Jiménez, Melissa 



Benavides, Valeria Varas, Marjorie Herrera y Damaris Vargas como personas 



especialistas em la temática indígena a fin de que coordinen con la Dirección de Gestión 



Humana la elaboración del curso virtual que se ejecutaría en 2021; previo a lo cual se 



realizaría una reunión entre las señoras Flor Gamboa, Andrea Campos y Melissa 



Benavides para ajustar los contenidos de las capacitaciones.  



En sesión 08-2020, Artículo IX, se trasladó a la Escuela Judicial y a la Dirección de 



Gestión Humana el documento Guía para la Atención Institucional de los Pueblos 



Indígenas de Costa Rica, construido con la colaboración de representantes de las 



diferentes instituciones involucradas con la temática indígena, incluyendo al Poder 



Judicial, con el objetivo de fortalecer los procesos de capacitación. 



 



La señora Flor Arroyo presentó el 2 de octubre de 2020, 12:30, informe de avances del 



Módulo Indígena, en el que indicó: “En cuanto al avance de la capacitación sobre Acceso 
a la Justicia de pueblos indígenas, se indica lo siguiente: Como se ha informado en 
ocasiones anteriores, “...A fin de cumplir con el objetivo de incorporar en la currícula de la 
Escuela Judicial, un plan anual permanente de capacitación, tal y como lo dispone el 
artículo 10 de la Ley de Acceso a la Justicia de pueblos indígenas, se ha proyectado para 
el año 2020 la elaboración de un curso virtual dirigido a las personas funcionarias 
judiciales. Para el diseño de este curso contamos con la colaboración de la Subcomisión de 



Acceso a la justicia de pueblos indígenas y personas especialistas en contenido. Asimismo, 
se contará con el aporte de personas indígenas de distintos pueblos, y personas 
funcionarias de otras instituciones gubernamentales como el INDER y el Ministerio de 
Justicia. Dicha Subcomisión identificó los temas necesarios de capacitación y brindó una 
propuesta, que también recoge los aportes brindados por los despachos judiciales de 
Buenos Aires de Puntarenas. La propuesta metodológica del curso estará a cargo de la 
Escuela Judicial, y el mismo se construirá en la plataforma de cursos virtuales de nuestra 
institución. Al respecto, se ha conformado un grupo de trabajo para afinar los temas, y se 
está procediendo con el diseño de esta capacitación, a fin de que pueda ser impartida en 
el mismo año 2020.” Actualmente, se ha avanzado con la estructura de las capacitaciones 
que se pretenden impartir, con la identificación de las personas expertas en contenido, con 
la recopilación de los contenidos que se deben desarrollar en las sesiones, y con el análisis 
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de la población meta. De igual forma, se ha contactado a las personas indígenas que se 
han designado para colaborar con esta capacitación, quienes han mostrado su anuencia. 
Como paso siguiente, la Escuela Judicial procedió a realizar un cronograma para el diseño 
de cada una de las sesiones, plantillas de diseño de estas, y a programar reuniones con 
las personas especialistas, a fin de brindar la guía metodológica respectiva. Hoy en día, se 
realizan las siguientes observaciones: 1. No contamos con una persona especialista en 
Antropología o Sociología, que desarrolle los temas “Breve perspectiva sobre los pueblos 
indígenas en Costa Rica y su realidad sociocultural” y “Peritajes culturales y 
antropológicos.” Esto en vista de que el señor Marcos Guevara, quien había sido designado 
originalmente, no pudo realizar la colaboración y ofreció a la Subcomisión suministrar una 
persona especialista que lo sustituyera. A pesar de la consulta por parte de la Escuela 
Judicial, así como de la Subcomisión, aún no se ha recibido este nombramiento. 2. En las 
reuniones establecidas con las personas especialistas, se ha propuesto que se discuta 



nuevamente en la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, sobre la 
pertinencia o no, de que el presente curso se desarrolle únicamente de forma virtual, pues 
se ha expuesto la necesidad de la interacción con las personas participantes, aparte del 
trabajo que conlleva el diseño de la capacitación. Por esta razón, nuevamente se somete a 
consideración de la Subcomisión, la forma de ejecución de esta capacitación. La Escuela 
Judicial está programando la ejecución de un foro en el que se desarrollen varios temas por 
medio de la plataforma Microsoft Teams. De esta forma, las personas especialistas podrán 
realizar sus ponencias ante una población con la que se podrá interactuar. Se podría 
integrar a algunas de las personas especialistas de esta capacitación en este foro, y que 
de esta manera puedan exponer sus temas. Quedamos atentos a lo que se indique por 
parte de la Subcomisión, y reiteramos nuestra disposición de colaborar en esta materia.” 
 



En sesión 10-2020, Artículo IV, realizada el 2 de octubre en referencia, se acordó reiterar 



a la Escuela Judicial la importancia de que en la capacitación se considere lo dispuesto 



expresamente en la Circular 188-19 de Corte Plena sobre las previsiones que deben 



tomarse en las capacitaciones vinculadas con los derechos de las personas indígena, así 



como los lineamientos del Plan Anual dispuesto por la Ley de Acceso a la Justicia de 



Pueblos Indígenas de Costa Rica. Además, ante el planteamiento de la Escuela Judicial, 



se dispuso solicitar al señor Gustavo Céspedes y a la señora Flor Arroyo la remisión de 



un informe que contenga la propuesta concreta de replanteamiento del Módulo Indígena, 



para que sea objeto de análisis de las y los integrantes de la Subcomisión que incorpore 



además, lo indicado de que una persona juzgadora experta en Derecho Indígena se separe 



por un mes o más tiempo, para la coordinación de la actividad de capacitación; lo 



anterior, en el plazo de 3 días, para la toma de decisiones por parte de la Subcomisión.  



 



III. Propuesta de la Escuela Judicial Oficio EJ-ACAD-065-2020 



 



El señor Gustavo Cespedes Chinchilla en comunicado enviado el jueves 8 de octubre de 



2020, remitió el oficio EJ-ACAD-065-2020, que literalmente indica:  



“La Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, en la sesión 10-2020, 



celebrada el viernes 2 de octubre de 2020, Artículo IV, tomó el acuerdo de solicitarle a la 



Escuela Judicial que remita una propuesta de replanteamiento de capacitación relacionada 



con derechos de los Pueblos Indígenas, a continuación, someto a su consideración la 



misma: Al respecto, la Escuela Judicial presenta una propuesta de capacitación para 



realizar las actividades académicas y dar cumplimiento al artículo 10 de la Ley N.°9593 



“Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica”, con el objetivo de incorporar 



en la malla curricular de la Escuela Judicial, un plan anual permanente de capacitación 
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sobre la materia, así como realizar actividades de actualización adicionales. Es así, que la 



propuesta de la Escuela Judicial consiste en la elaboración de 3 cursos virtuales que 



conformarían el Plan Anual permanente, que iniciaría su ejecución en el año 2021, los 



cuales estarán dirigidos a toda la población judicial. De forma complementaria, en 



noviembre del presente año 2020, se realizaría un Foro virtual sobre las temáticas más 



urgentes de capacitación, en esta materia. A continuación, se detalla cada una de las 



actividades académicas descritas:  



I. Plan permanente sobre Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas. 



Dentro del Programa de Actualización de la Escuela Judicial, Subprograma de Temas 



Transversales, se propone la realización de tres cursos virtuales independientes y 



concatenados. Cada curso se ejecutaría de forma virtual, auto formativa, por lo que no se 



requerirá de personas docentes al momento de impartirlos. Esto facilitará que se pueda 



abarcar anualmente una mayor cantidad de personas participantes. 



Los tres cursos se desarrollarán mediante la herramienta Moodle, que es la Plataforma de 



cursos virtuales de la Escuela Judicial, y a las personas participantes se les entregará un 



certificado de aprovechamiento por las horas efectivas de duración de cada actividad.  



Los cursos propuestos, abarcarán en la medida de lo posible, las temáticas principales, 



según lo dispuesto en la Circular 188-2019 “Sobre los 20 ejes de acción, recomendados por 



la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas 



Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana 



de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”, emitida por la Secretaría General de la 



Corte y el Artículo 10 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa 



Rica, Ley N.° 9593. 



Para dar cumplimiento a lo anterior, estos cursos pretenden desarrollar en las personas 



participantes una competencia general que les permita “Analizar las particularidades, 



necesidades y el contexto de la población indígena costarricense para la aplicación del 



acceso a la justicia de forma efectiva, eficiente y eficaz”.  



A continuación, se expone una propuesta temática inicial de cómo quedaría conformadas 



esas actividades, siempre partiendo de la premisa de llegar a contar con la colaboración 



requerida de personas especialistas en cada uno de esos temas, con la finalidad de que 



aporten los contenidos, y que intervengan en el proceso de elaboración del diseño. 
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Curso 1: Pueblos Indígenas en Costa Rica 



Temática para desarrollar 



Breve perspectiva sobre los pueblos indígenas en Costa Rica y su realidad sociocultural. 



¿Por qué las personas indígenas deben ser objeto de consideraciones especiales en términos de acceso a la justicia?  



Conocernos: Un primer acercamiento. Costumbres, Formas de transmisión de la tierra, Formas de posesión de la tierra. Condición socioeconómica de los 
pueblos indígenas. 



Género y Mujeres Indígenas. 



Intérpretes y relaciones de identidad 



Pluralismo jurídico aplicado por personas indígenas. 



Formas de resolver el conflicto. 



Peritajes culturales y antropológicos. 



 



Curso 2: Instrumentos Legales sobre Pueblos Indígenas  



 



Temática para desarrollar 



Principales instrumentos internacionales sobre pueblos indígenas.  
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Jurisprudencia internacional indígena. 



Impacto del pluralismo jurídico indígena en las políticas del Poder Judicial y el cumplimiento de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. 



Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica y Reglas prácticas de acceso a la justicia de pueblos indígenas, Circulares del Poder Judicial. 



Circulares del Ministerio Público y atención a personas usuarias indígenas. 



Reglas de Brasilia 



Personas intérpretes y traductoras en lenguas indígenas. 



Fundamento jurídico de los peritajes. Avances en la privacidad de los datos. 



 



Curso 3. Atención institucional a pueblos indígenas. 



 



Temática para desarrollar 



La Intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología con Población Indígena. 



Servicio de Medicina Legal a población indígena. 



Plan Nacional de Recuperación de Territorios Indígenas. 



Mecanismo General de Consultas sobre actos en los territorios y de importancia para las personas indígenas fuera de los territorios indígenas. 



Modelo de construcción de la Política Pública para los pueblos indígenas 



Coordinación del OIJ con Ministerio Público para ingresar a territorios indígenas en los que existe conflicto. 
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Debido al conocimiento que tenemos de que las diferentes personas especialistas realizarían 



esta labor como una recarga adicional a sus funciones ordinarias, la Escuela Judicial está 



en la capacidad de destinar contenido presupuestario, durante este año, para solicitar ante 



el Consejo Superior del Poder Judicial, permiso con goce salario y sustitución, para una 



persona juzgadora, durante un mes, prorrogable en otro tanto. Para ello, es necesario que 



esta Subcomisión designe o proponga a una persona juzgadora que pueda llevar a cabo esta 



labor. 



Perfil de la persona especialista en contenido 



o Persona juzgadora (debido a que la Escuela Judicial solo cuenta con 
recursos para sustituciones de especialistas, propios de la partida 
927) 



o Conocimiento del trámite jurisdiccional de asuntos relacionados con la 
población indígena. 



o Conocedora y empática ante la temática Indígena. 



o Conocedora de los requerimientos y la dinámica de la Subcomisión de 
Asuntos Indígenas. 



o Con disposición de trabajar de forma conjunta con el equipo técnico de 
la Escuela Judicial. 



o Comunicación fluida y empleo de variedad de canales de contacto con 
las personas especialistas en diversas áreas de la temática indígena. 



La persona juzgadora realizará labores de enlace con el resto de las personas especialistas, 



y se dedicará a tiempo completo a elaborar los productos metodológicos de conformidad con 



los lineamientos de la Escuela Judicial, laborará bajo la modalidad de teletrabajo, con 



acompañamiento de una persona especialista en métodos de enseñanza y deberá informar 



el avance del diseño de los cursos a la persona Gestora de Capacitación encargada del 



proyecto. Al final del período del permiso, se deberán entregar a la Escuela Judicial, para 



cada curso, los siguientes productos: 



1)-Diseño: es la columna vertebral de la actividad académica, que contiene el nombre, la 



competencia por desarrollar, los objetivos de aprendizaje, los contenidos temáticos, técnicas 



de aprendizaje (vgr. Selección Única, Falso y Verdadero, Emparejamiento, Asocie, Complete. 



Los ejercicios deben ser analíticos, para superar lo meramente memorístico); materiales 



didácticos (lecturas, videos) así como la tabla de evaluación general. 
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2)-Guía de la persona participante: como se indica, es un documento dirigido a la persona 



participante que realiza la actividad académica, la cual le orienta sobre el funcionamiento de 



la capacitación y le da a conocer cómo se realizarán las actividades utilizadas como técnicas 



de aprendizaje, así como su fecha de entrega. 



3)-Documento base para plataforma virtual: este producto contiene de forma exacta toda la 



información que debe ir en la página principal del curso virtual, así como en cada una de las 



sesiones que comprende el curso, con indicación de las lecturas, instrucciones, ejercicios 



resueltos, videos y demás materiales didácticos que se deben colocar en la plataforma virtual. 



Para desarrollar esta labor, se conformará un equipo de trabajo que estará compuesto por la 



persona Gestora de Capacitación, que será la persona encargada de la coordinación del 



proyecto y temas administrativos; una persona Especialista en Métodos de Enseñanza 



(metodóloga), quien brindará asesoría metodológica para la realización de los productos 



referidos y la persona juzgadora a designar, que será el o la Especialista de Contenido, 



encargada de la labor de enlace con el resto de personas expertas en la materia y que 



realizará el diseño de los productos de los cursos virtuales. 



Dentro de las labores de la persona especialista de contenido estarán: 



• Recibir la asesoría metodológica en la confección de los productos entregables de los 
cursos. 



• Coordinar con las demás personas especialistas la entrega de materiales que se 
utilizarán en los cursos. 



• Elaborar los productos entregables (Diseño, Guía de la persona participante y el 
Documento base para la plataforma virtual). 



• Rendir un informe semanal y uno final de los avances realizados durante el permiso, 
el cual será remitido a la persona Gestora de Capacitación. 



II. Actividad de Actualización a realizar en 2020: Foro virtual “Acceso a la Justicia de los 
Pueblos Indígenas” 



El foro virtual es una actividad sincrónica, que permite a las personas participantes crear un 



espacio de aprendizaje colectivo a partir de sus interacciones e intercambios con la persona 



facilitadora, sobre un tema específico. 



Al respecto, el foro será realizado mediante la herramienta Teams, por lo que las personas 



deben conectarse en el horario establecido, en dos audiencias, que serán dos mañanas con 



una semana de diferencia, en horario de 8:00 am a 12:00 md, con un receso a las 10:00 am, 



de 15 minutos. Es una actividad de participación y a las personas participantes se les 



entregará un certificado de participación por 8 horas efectivas.  
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Para el foro propuesto, se requiere la participación de personas especialistas en la materia, 



por medio de ponencias breves (aproximadamente 40 minutos), y podría ser impartido en la 



segunda quincena del mes de noviembre de 2020. El tema que se abarcaría quedaría a 



criterio de esta comisión. Como, por ejemplo: 



• Las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. 



• El proceso de desalojos y puestas en posesión de poblaciones en situación de 
vulnerabilidad o vulnerabilizadas 



• Los estándares internacionales en materia de derechos humanos aplicables en el 
marco de los desalojos forzosos 



 



Por ser una actividad por medio de la plataforma Teams, puede abarcar una mayor población, 
y puede estar dirigida a cualquier persona del ámbito judicial, e incluso externo, con lo que 
se podría asumir la capacitación a otras poblaciones que lo han solicitado, tal como el 
personal de la Fuerza Pública de Buenos Aires y Pérez Zeledón.” 
 
 



La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en sesión 12-20, Artículo II, 



tomó nota del Oficio EJ-ACAD-065-2020 del 8 de octubre de 2020, donde comunica la 



propuesta de la Escuela Judicial en relación con el Plan Anual de Capacitación Indígena 



2020 planteado por la Subcomisión a la Escuela Judicial y al Consejo Directivo de la 



Escuela Judicial en comunicado electrónico del 22 de agosto de 2019, 16:30, en ejecución 
del acuerdo tomado en sesión 08-19 de 22 de 22 de agosto de 2019, Artículo XXIV. Además, 



se otorgó un plazo de tres días a las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la 



Justicia de Pueblos Indígenas para que remitan el nombre de la o las personas quienes 



podrían actuar como facilitadoras en la propuesta planteada por la Escuela Judicial 



mediante Oficio EJ-ACAD-065-2020, a la cuenta oficial de correo electrónico de la Unidad 
de Acceso a la Justicia, a efecto de que se tome una decisión informada por parte de la 



Coordinación de la Subcomisión y de la Comisión de Acceso a la Justicia.  



 



Con ocasión del acuerdo anterior, se recibieron las siguientes recomendaciones: 



 



1. La Defensa Pública propuso como facilitador al juez penal e integrante de la 
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, señor Jean Carlos 



Monge.  



 



2. La Dirección de Justicia Restaurativa sugirió a la jueza conciliadora Ruth Piedra, 



jueza Conciliadora de Pérez Zeledón quien se indica, atiende procesos vinculados 
con Buenos Aires de Puntarenas y trabajó junto con la citada Dirección en el diseño 



de capacitación en el Estado de México sobre Justicia Restaurativa para la atención 



de personas indígenas por parte del personal judicial y la comunidad, en el marco 



del Proyecto de Fortalecimiento que financió la Embajada de los Estados Unidos y 



se indica, cuenta con el curso de Formación por Competencias de la Escuela 



Judicial, con la indicación de que ella laboraría conforme al sistema de teletrabajo 
por ser de alto riesgo. También sugirió al juez Jean Carlos Monge, integrante de la 



Subcomisión. 



 



3. En la sesión 12-20, Artículo II, de la Subcomisión se sugirió al juez contencioso 



administrativo, señor Jorge Leiva. 
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IV. Recomendaciones técnicas sobre la propuesta de la Escuela Judicial 



 



De la propuesta planteada por el señor Gustavo Céspedes Chinchilla en Oficio EJ-ACAD-



065-2020 de 8 de octubre de 2020, se emiten las siguientes recomendaciones técnicas para 



valoración y decisión de la Escuela Judicial conforme a sus competencias: 



 
1. De los antecedentes transcritos en este informe y la secuencia de acuerdos de 



sesiones de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas se 



desprende que la propuesta de Programa Anual Permanente Indígena, dispuesto en 



el artículo 10 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica 



se remitió a la Escuela Judicial y al Consejo Directivo desde el 22 de agosto de 2019; 
lo anterior, con el objetivo de que la planificación de la capacitación se realizara 



conforme a lo dispuesto por esa normativa y los lineamientos emitidos Corte Plena 



en las sesiones 20-19 de 27 de mayo, Artículo XIX y 25-19 de 24 de junio, Artículo 



II, ambas de 2019, donde aprobó la Circular 188-19. Por ende, se estima que una 



propuesta como la expuesta en el Oficio EJ-ACAD-065-2020 debe plantearse a 



inicios del año a efecto de hacer una planeación adecuada de las actividades de 
capacitación, no en octubre cuando ya las personas servidoras judiciales han 



adquirido una serie de compromisos laborales. Con ocasión de lo anterior, desde ya 



se solicita que la planificación del Programa Anual Permanente Indígena 2021 se 



realice con la debida anticipación y considerando la propuesta planteada 



oportunamente por la Subcomisión., incorporando a las personas indígenas como 



facilitadoras y enfocándose en los despachos y personas servidoras judiciales que 
más atienden personas indígenas. 



 



2. En los términos dispuestos por la Auditoría Judicial en Oficio N° 952-AUD-48-UJ-



2020 de 13 de agosto de 2020, el cual se adjunta, escapa de las competencias de la 



Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas la definición de las 
personas que la Escuela Judicial debe seleccionar para desarrollar las 



capacitaciones; aunado al hecho de que podría estarse en un potencial conflicto de 



intereses en los términos dispuestos por el Reglamento Regulación para la 



prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el 



Poder Judicial, razón por la cual no se definirá concretamente alguna de las 



personas citadas ni otras en concreto, pues esa es un definición que corresponde a 
la Escuela Judicial. 



 



3. Se emite recomendación técnica a la Escuela Judicial, en los términos de las 



competencias de la Subcomisión, que la persona que designe para desarrollar 



cualquier proceso de capacitación en temática indígena acredite tener formación en 



derechos humanos de los pueblos indígenas con el objetivo de garantizar cumpla 



con los lineamientos dispuestos por Corte Plena en la Circular 188-19. 



 



4. En el proceso de selección de personas facilitadoras en capacitaciones 



especializadas en la temática indígena, es recomendable que se priorice la selección 
de personas indígenas líderes o lideresas de los diferentes pueblos indígenas. Para 



tal efecto se pueden utilizar los registros actualizados de la Defensoría de los 



Habitantes de la República facilitados a la Escuela Judicial. 



 



5. En atención a las competencias de las Comisiones Jurisdiccionales (Penal, Agrario, 



Contencioso Administrativo, Familia, Civil, Laboral, entre otras) establecidas en la 



Ley Orgánica del Poder Judicial y el Reglamento General de Comisiones de la Corte 
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Suprema de Justicia, para la selección de personas juzgadoras facilitadoras, es 



pertinente remitir consulta a éstas con el objetivo de que con criterio técnico definan 



quienes cuenten con el perfil adecuado. Con ello se garantizará el apoyo de las 



Comisiones y, y, además, la representatividad de éstas, pues el abordaje debe cubrir 



los requerimientos de las diferentes instancias. 



 



Se reitera la disposición de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 



para apoyar a la Escuela Judicial y demás Unidades de Capacitación del Poder Judicial con 
el objetivo de fortalecer las competencias de las personas servidoras judiciales en el Derecho 



Indígena a fin de la mejora continua del acceso a la justicia de las personas indígenas. 



 



Se cuenta con el visto bueno del Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la 



Comisión de Acceso a la Justicia. 
 



Cordialmente, 



 



 



 



 
 



 



 



 



Magistrada Damaris Vargas Vásquez 
Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 



Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia 



 



 



 
 
 
Copia: 
Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia 
Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia 
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 








						2020-10-31T22:26:56-0600


			DAMARIS VARGAS VASQUEZ (FIRMA)
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                                                                             3864-DE-2020 


                26 octubre de 2020 


 


 


 


Máster 


Melissa Benavides Víquez, Coordinadora  


Unidad de Acceso a la Justicia  


S. D. 


 


 


Estimada señora: 


 


Mediante oficio N° CACC-560-2020 remitido a esta Dirección Ejecutiva el pasado 22 de 


octubre del año en curso, nos informa del acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a 


la Justicia de Pueblos Indígenas, en la sesión celebrada el 7 de octubre del 2020, artículo 


XXXIII, el cual señala: 


 


 


“La señora Laura Marcela Arias Guillen remitió comunicado electrónico del 5 de 


junio de 2020 11:14 a los señores Wilbert Kidd Alvarado y Marcos Vinicio González 


Marín, en el que señaló: 


  


“Señor Wilbert Kidd Alvarado 
Dirección Ejecutiva 
Poder Judicial 
  
Estimado compañero:  
  
Por este medio traslado para su conocimiento una situación que 
sistemáticamente se presenta en la Defensa Pública, que no podemos 
resolver con personas usuarias sentenciadas o sometidas a medidas 
cautelares. 
  
El Reglamento para ayudas económicas (21-2016) permite por la vía de caja 
chica generar ayudas a personas usuarias cuando acuden a una diligencia 
judicial y no cuentan con los medios económicos para sufragar su transporte y 
alimentación, sin embargo,  contamos con otro perfil de persona usuaria, sea 
las personas que por un cambio de medida cautelar o por sentencia, 
encontrándose privados(as) de libertad en un centro penitenciario, requieren 
ser trasladados a otros espacios que por encontrarse fuera de su lugar de 
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residencia ameritan apoyo económico pues no cuentan con medios para 
sufragar su traslado de regreso a su lugar de origen.   Estos casos 
corresponden, por ejemplo, a una persona que encontrándose privada de 
libertad se avala la colocación de un dispositivo electrónico de seguimiento 
(sea como medida cautelar o sanción sustitutiva). 
  
En estos supuestos,  la autoridad judicial (OIJ) una vez celebrada la audiencia 
oral en estrados judiciales, traslada la persona usuaria al Centro Penal, allí se 
ordena la libertad y la persona es trasladada por el Ministerio de Justicia y Paz 
( Policía Penitenciaria)  a la Unidad Especializada de Monitoreo Electrónico 
(en San José) en donde por la naturaleza de la diligencia, puede permanecer 
un período no menor a 3 horas, posterior a las cuales, debe retornar a su 
domicilio (muchas veces fuera de la GAM) sin contar con dinero para 
alimentación, transporte, hospedaje, pudiendo incluso sortear que por lo 
avanzado de la hora ni siquiera cuente con servicio de autobuses para 
retornar a su lugar de residencia, a pesar de existir una obligación judicial de 
hacerlo inmediatamente. 
  
  
Hemos procurado en casos similares solicitar el auxilio del OIJ, quien nos 
indica no poder trasladar a la persona porque ya no figura como persona 
detenida y al Ministerio de Justicia y Paz y la Dirección General de Adaptación 
Social, quienes afirman que no les corresponde por no ser una persona a su 
orden, sino en libertad y con una medida cautelar o pena sustitutiva en la que 
debe movilizarse por su propio medio. 
  
En el medio, queda la persona usuaria, vulnerable, sin posibilidades 
económicas para cubrir su retorno a domicilio y con serios riesgos de incumplir 
la medida o sentencia ordenada, reincidir en conductas delictivas e incluso, 
permanecer en San José sin contar con apoyo familiar o económico. Como 
una medida paliativa, las personas defensoras públicas hacemos colecta para 
costear estos gastos, sin embargo, no siempre resulta posible y subyace la 
imperiosa necesidad de contar con una respuesta institucional. 
  
De frente a estas circunstancias, quisiera someter a su conocimiento la 
problemática que enfrentamos y consultarle sobre alternativas para modificar 
el reglamento, de modo que pudiéramos brindar una respuesta efectiva.  
  
  
Agradeciendo su amable atención, 
  
M.Sc. Laura Arias Guillén 
Coordinadora 


Unidad de Ejecución de la Pena 


Defensa Pública 
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El señor Marcos Vinicio González Marín informó en comunicado del 5 de junio de 


2020 10:37 a la Defensa Publica Puerto Jimenez y Manuel Soto Aguilar con copia 


a Laura Marcela Arias Guillen, que el reglamento de ayudas económicas para 


estas situaciones no está permitido ya que, no va a una diligencia propia del Poder 


Judicial. 


 


El señor Manuel Soto Aguilar mediante comunicado electrónico del 5 de junio de 


2020 8:07 dirigido a Melania Soto Delgado con copia a Josué González Granados, 


indicó: 


 


“Reciban los saludos de mi más grata estima y admiración; por este medio 
mucho agradezco que me puedan colaborar a efectos de que un usuario de 
esta oficina de nombre ALVARO MOLINA LEITON CÉDULA DE 
IDENTIFICACIÓN: 6-0370-0549, se le pueda autorizar por medio de la 
Administración de la Defensa Pública de San José, ayuda económico por 
motivo de traslado de San José a Puerto Jiménez, lo anterior por ser usuario 
dentro de la causa 20-000012-1137-PE, donde se investiga como presunto 
autor del delito de Robo Simple con Violencia Sobre las Personas, mi 
representado se encontraba cumpliendo medida cautelar de prisión 
preventiva, sin embargo por gestiones de esta Defensa, logramos que el 
Juzgado Penal de Golfito en Audiencia celebrada el día de ayer 04 de junio de 
los corrientes, autorizará cambio de medidas imponiéndose la medida cautelar 
de arresto domiciliario con monitoreo electrónico en la casa de su señora 
Madre Elizabeth Leitón Soto, en Puerto Jiménez, la Palma, detrás del 
cementerio, debido a que el protocolo de la Unidad de Monitoreo Electrónico 
del Ministerio de Justicia y Paz es la colocación del Dispositivo Electrónico, y 
darle la inmediata libertad, otorgándole un plazo de 24 horas para que se 
presente en el domicilio indicado, y por ser nuestro usuario una persona 
desempleada y de limitados recursos económicos, solicitamos autorizar ayuda 
económica por concepto de transporte de regreso de San José a Puerto 
Jiménez, por el monto: 8195 COLONES, y los rubros de desayuno, almuerzo y 
cena correspondientes en razón de que es un viaje de regreso de 
aproximadamente 9 horas. Dejo así indicado, esperando se autorice la ayuda, 
y agradeciendo los siempre buenos oficios.” 


 


La Licda. Ligia Jiménez Zamora, de la Defensa Púbica,  indica que es importante 


conocer la posición de la Dirección Ejecutiva pues desde hace varios años, 


concretamente el 5 de abril 2018 le consultó a la Dirección Ejecutiva por ser el 


órgano competente, sobre la posibilidad de otorgar ayudas económicas en casos 


similares a los citados, sin embargo a este momento no se ha enviado respuesta 


formal sobre el punto; de tal manera que se requiere conocer el criterio de la 


Dirección Ejecutiva, pues todas las gestiones sobre las ayudas económicas tienen 


relación directa con trámites judiciales, pero en otras instituciones públicas. 
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SE ACUERDA: Se toma nota de lo señalado por la señora Ligia Jiménez, 


representante de la Defensa Pública, y se dispone a solicitar al señor Wilbert Kidd, 


representante de la Dirección Ejecutiva ante la Subcomisión, un informe de lo 


solicitado y opciones mediante las cuales la Subcomisión puede contribuir a 


mejorar la situación expuesta…” 
 


 


Sobre este tema en específico, me permito comunicarle que el pasado 29 de setiembre 


de 2020 esta Dirección Ejecutiva mediante oficio N° 3462-DE-2020, del cual se remitió copia 


a su oficina, solicitó a la Dirección Jurídica lo siguiente: 


 
“Mediante oficio N° 1577-DE-2018 de fecha 6 de abril de 2018, esta Dirección 


Ejecutiva solicitó a la Dirección a su cargo lo siguiente: 


 


“… Con el ruego de contar con el criterio de la Dirección a su cargo, traslado 
copia de correo electrónico de fecha 5 de abril en curso, suscrito por el MBA 
José Luis Soto Richmond, Administrador de la Defensa Pública, referente a la 
procedencia de que el Poder Judicial reconozca y pague  ayuda económica a 
personas que, producto de una orden judicial están sometidas al cumplimiento 
de medidas alternas y requieren de recursos para atenderla, ya que, por su 
condición de pobreza, no disponen de recursos para ese fin…” 


 


Sin embargo, a la fecha no hemos obtenido respuesta a nuestra solicitud. Por esta 


razón, respetuosamente me permito solicitarle la pronta atención a nuestra gestión. 


 


Asimismo le remito el “Análisis sobre el pago de ayudas económicas a personas 


puestas en libertad, por cambio de medida cautelar o sanción sustantiva”, realizado 


por esta Dirección Ejecutiva como respuesta a varias solicitudes realizadas por la 


Defensa Pública para atender este tipo de situaciones y por consulta de la 


Comisión de Acceso a la Justicia. 


 


Al respecto, se concluye que el pago de ayudas económicas se debe brindar 


únicamente a testigos, menores infractores, victimas e imputados en condición de 


pobreza que se presenten a realizar diligencias judiciales a solicitud de la 


Autoridad Judicial; no así las personas que son puestas en libertad. Lo cual es 


responsabilidad de la Autoridad Judicial verificar dicha condición. 
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Pese lo anterior, las disposiciones existentes no mencionan como proceder ante 


las solicitudes de ayudas económicas que solicitan los defensores públicos para 


personas que son puestas en libertad y no cuentan con recursos para su traslado.  


 


Así las cosas, le solicito criterio jurídico para tener claridad sobre el trámite a seguir 


para este tipo de situaciones.  


 


Es importante indicar que, por parte de esta Dirección Ejecutiva, se brinda una 


serie de recomendaciones para que sean valoradas por el Consejo Superior. 


 


Expuesto lo anterior, le informo que una vez que esta Dirección Ejecutiva reciba el 
criterio de parte de la Dirección Jurídica, procederá a brindar respuesta formal a la solicitud 
que realiza su oficina. 


 


 


Atentamente,  


 


  


 


 


 


 


 


 Ana Eugenia Romero Jenkins


         Directora Ejecutiva 
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Máster

Melissa Benavides Víquez, Coordinadora 


Unidad de Acceso a la Justicia 

S.
D.

Estimada señora:


Mediante oficio N° CACC-560-2020 remitido a esta Dirección Ejecutiva el pasado 22 de octubre del año en curso, nos informa del acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en la sesión celebrada el 7 de octubre del 2020, artículo XXXIII, el cual señala:


“La señora Laura Marcela Arias Guillen remitió comunicado electrónico del 5 de junio de 2020 11:14 a los señores Wilbert Kidd Alvarado y Marcos Vinicio González Marín, en el que señaló:


 


“Señor Wilbert Kidd Alvarado


Dirección Ejecutiva


Poder Judicial


 


Estimado compañero: 


 


Por este medio traslado para su conocimiento una situación que sistemáticamente se presenta en la Defensa Pública, que no podemos resolver con personas usuarias sentenciadas o sometidas a medidas cautelares.


 


El Reglamento para ayudas económicas (21-2016) permite por la vía de caja chica generar ayudas a personas usuarias cuando acuden a una diligencia judicial y no cuentan con los medios económicos para sufragar su transporte y alimentación, sin embargo,  contamos con otro perfil de persona usuaria, sea las personas que por un cambio de medida cautelar o por sentencia, encontrándose privados(as) de libertad en un centro penitenciario, requieren ser trasladados a otros espacios que por encontrarse fuera de su lugar de residencia ameritan apoyo económico pues no cuentan con medios para sufragar su traslado de regreso a su lugar de origen.   Estos casos corresponden, por ejemplo, a una persona que encontrándose privada de libertad se avala la colocación de un dispositivo electrónico de seguimiento (sea como medida cautelar o sanción sustitutiva).


 


En estos supuestos,  la autoridad judicial (OIJ) una vez celebrada la audiencia oral en estrados judiciales, traslada la persona usuaria al Centro Penal, allí se ordena la libertad y la persona es trasladada por el Ministerio de Justicia y Paz ( Policía Penitenciaria)  a la Unidad Especializada de Monitoreo Electrónico (en San José) en donde por la naturaleza de la diligencia, puede permanecer un período no menor a 3 horas, posterior a las cuales, debe retornar a su domicilio (muchas veces fuera de la GAM) sin contar con dinero para alimentación, transporte, hospedaje, pudiendo incluso sortear que por lo avanzado de la hora ni siquiera cuente con servicio de autobuses para retornar a su lugar de residencia, a pesar de existir una obligación judicial de hacerlo inmediatamente.


 


 


Hemos procurado en casos similares solicitar el auxilio del OIJ, quien nos indica no poder trasladar a la persona porque ya no figura como persona detenida y al Ministerio de Justicia y Paz y la Dirección General de Adaptación Social, quienes afirman que no les corresponde por no ser una persona a su orden, sino en libertad y con una medida cautelar o pena sustitutiva en la que debe movilizarse por su propio medio.


 


En el medio, queda la persona usuaria, vulnerable, sin posibilidades económicas para cubrir su retorno a domicilio y con serios riesgos de incumplir la medida o sentencia ordenada, reincidir en conductas delictivas e incluso, permanecer en San José sin contar con apoyo familiar o económico. Como una medida paliativa, las personas defensoras públicas hacemos colecta para costear estos gastos, sin embargo, no siempre resulta posible y subyace la imperiosa necesidad de contar con una respuesta institucional.


 


De frente a estas circunstancias, quisiera someter a su conocimiento la problemática que enfrentamos y consultarle sobre alternativas para modificar el reglamento, de modo que pudiéramos brindar una respuesta efectiva. 


 


 


Agradeciendo su amable atención,


 


M.Sc. Laura Arias Guillén


Coordinadora


Unidad de Ejecución de la Pena


Defensa Pública


El señor Marcos Vinicio González Marín informó en comunicado del 5 de junio de 2020 10:37 a la Defensa Publica Puerto Jimenez y Manuel Soto Aguilar con copia a Laura Marcela Arias Guillen, que el reglamento de ayudas económicas para estas situaciones no está permitido ya que, no va a una diligencia propia del Poder Judicial.


El señor Manuel Soto Aguilar mediante comunicado electrónico del 5 de junio de 2020 8:07 dirigido a Melania Soto Delgado con copia a Josué González Granados, indicó:

“Reciban los saludos de mi más grata estima y admiración; por este medio mucho agradezco que me puedan colaborar a efectos de que un usuario de esta oficina de nombre ALVARO MOLINA LEITON CÉDULA DE IDENTIFICACIÓN: 6-0370-0549, se le pueda autorizar por medio de la Administración de la Defensa Pública de San José, ayuda económico por motivo de traslado de San José a Puerto Jiménez, lo anterior por ser usuario dentro de la causa 20-000012-1137-PE, donde se investiga como presunto autor del delito de Robo Simple con Violencia Sobre las Personas, mi representado se encontraba cumpliendo medida cautelar de prisión preventiva, sin embargo por gestiones de esta Defensa, logramos que el Juzgado Penal de Golfito en Audiencia celebrada el día de ayer 04 de junio de los corrientes, autorizará cambio de medidas imponiéndose la medida cautelar de arresto domiciliario con monitoreo electrónico en la casa de su señora Madre Elizabeth Leitón Soto, en Puerto Jiménez, la Palma, detrás del cementerio, debido a que el protocolo de la Unidad de Monitoreo Electrónico del Ministerio de Justicia y Paz es la colocación del Dispositivo Electrónico, y darle la inmediata libertad, otorgándole un plazo de 24 horas para que se presente en el domicilio indicado, y por ser nuestro usuario una persona desempleada y de limitados recursos económicos, solicitamos autorizar ayuda económica por concepto de transporte de regreso de San José a Puerto Jiménez, por el monto: 8195 COLONES, y los rubros de desayuno, almuerzo y cena correspondientes en razón de que es un viaje de regreso de aproximadamente 9 horas. Dejo así indicado, esperando se autorice la ayuda, y agradeciendo los siempre buenos oficios.”


La Licda. Ligia Jiménez Zamora, de la Defensa Púbica,  indica que es importante conocer la posición de la Dirección Ejecutiva pues desde hace varios años, concretamente el 5 de abril 2018 le consultó a la Dirección Ejecutiva por ser el órgano competente, sobre la posibilidad de otorgar ayudas económicas en casos similares a los citados, sin embargo a este momento no se ha enviado respuesta formal sobre el punto; de tal manera que se requiere conocer el criterio de la Dirección Ejecutiva, pues todas las gestiones sobre las ayudas económicas tienen relación directa con trámites judiciales, pero en otras instituciones públicas.


SE ACUERDA: Se toma nota de lo señalado por la señora Ligia Jiménez, representante de la Defensa Pública, y se dispone a solicitar al señor Wilbert Kidd, representante de la Dirección Ejecutiva ante la Subcomisión, un informe de lo solicitado y opciones mediante las cuales la Subcomisión puede contribuir a mejorar la situación expuesta…”

Sobre este tema en específico, me permito comunicarle que el pasado 29 de setiembre de 2020 esta Dirección Ejecutiva mediante oficio N° 3462-DE-2020, del cual se remitió copia a su oficina, solicitó a la Dirección Jurídica lo siguiente:


“Mediante oficio N° 1577-DE-2018 de fecha 6 de abril de 2018, esta Dirección Ejecutiva solicitó a la Dirección a su cargo lo siguiente:


“… Con el ruego de contar con el criterio de la Dirección a su cargo, traslado copia de correo electrónico de fecha 5 de abril en curso, suscrito por el MBA José Luis Soto Richmond, Administrador de la Defensa Pública, referente a la procedencia de que el Poder Judicial reconozca y pague  ayuda económica a personas que, producto de una orden judicial están sometidas al cumplimiento de medidas alternas y requieren de recursos para atenderla, ya que, por su condición de pobreza, no disponen de recursos para ese fin…”


Sin embargo, a la fecha no hemos obtenido respuesta a nuestra solicitud. Por esta razón, respetuosamente me permito solicitarle la pronta atención a nuestra gestión.


Asimismo le remito el “Análisis sobre el pago de ayudas económicas a personas puestas en libertad, por cambio de medida cautelar o sanción sustantiva”, realizado por esta Dirección Ejecutiva como respuesta a varias solicitudes realizadas por la Defensa Pública para atender este tipo de situaciones y por consulta de la Comisión de Acceso a la Justicia.


Al respecto, se concluye que el pago de ayudas económicas se debe brindar únicamente a testigos, menores infractores, victimas e imputados en condición de pobreza que se presenten a realizar diligencias judiciales a solicitud de la Autoridad Judicial; no así las personas que son puestas en libertad. Lo cual es responsabilidad de la Autoridad Judicial verificar dicha condición.


Pese lo anterior, las disposiciones existentes no mencionan como proceder ante las solicitudes de ayudas económicas que solicitan los defensores públicos para personas que son puestas en libertad y no cuentan con recursos para su traslado. 


Así las cosas, le solicito criterio jurídico para tener claridad sobre el trámite a seguir para este tipo de situaciones. 


Es importante indicar que, por parte de esta Dirección Ejecutiva, se brinda una serie de recomendaciones para que sean valoradas por el Consejo Superior.


Expuesto lo anterior, le informo que una vez que esta Dirección Ejecutiva reciba el criterio de parte de la Dirección Jurídica, procederá a brindar respuesta formal a la solicitud que realiza su oficina.


Atentamente, 


Ana Eugenia Romero Jenkins
        Directora Ejecutiva

Diligencias / Archivo

Ref.: 9677-2020
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San José, 27 de octubre de 2020 
Oficio N° DVV-S1-0161-2020 


 
 
 


Señora 
Máster Ana Eugenia Romero Jenkins 


Directora Ejecutiva 
 
Estimada Señora: 


 
Reciba un atento saludo y a la vez, acuso recibido del Oficio N° 3864-DE-


2020 de 26 de octubre, con ocasión del acuerdo tomado por la Subcomisión 
de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en la sesión celebrada el 7 de 
octubre del 2020, artículo XXXIII, el cual se dispuso:  


 
“SE ACUERDA: Se toma nota de lo señalado por la señora Ligia 
Jiménez, representante de la Defensa Pública, y se dispone a solicitar 
al señor Wilbert Kidd, representante de la Dirección Ejecutiva ante la 
Subcomisión, un informe de lo solicitado y opciones mediante las cuales 
la Subcomisión puede contribuir a mejorar la situación expuesta…”. 


 


Se toma nota de la gestión realizada por la Dirección Ejecutiva a la Dirección 


Jurídica el 29 de setiembre de 2020 mediante Oficio N° 3462-DE-2020, del 


cual indica no se ha obtenido respuesta, y del “Análisis sobre el pago de 


ayudas económicas a personas puestas en libertad, por cambio de medida 


cautelar o sanción sustantiva”, realizado por la Dirección Ejecutiva como 


respuesta a varias solicitudes realizadas por la Defensa Pública para atender 


ese tipo de situaciones y por consulta de la Comisión de Acceso a la Justicia, 


donde se dispuso: 


 


“el pago de ayudas económicas se debe brindar únicamente a testigos, 


menores infractores, víctimas e imputados en condición de pobreza que 


se presenten a realizar diligencias judiciales a solicitud de la Autoridad 


Judicial; no así las personas que son puestas en libertad. Lo cual es 


responsabilidad de la Autoridad Judicial verificar dicha condición.” 


 


Estaré atenta a la respuesta que en su momento remita la Dirección 


Jurídica.  
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Muchas gracias por su pronta respuesta. 


 


Cordialmente, 


 


 


 


 


 


Magistrada Damaris Vargas Vásquez 


Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia 
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San José, 26 de octubre de 2020

N° 10048-2020

Al contestar refiérase a este # de oficio





Señora

M.Sc. Melissa Benavides Víquez, Coordinadora

Unidad de Acceso a la Justicia



Estimada señora:





Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 94-2020 celebrada el 30 de setiembre de 2020, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc52375096][bookmark: _Toc51911207]“ARTÍCULO XXVII 



DOCUMENTO N° 10798-2020



En sesión Nº 82-20 celebrada el 20 de agosto de 2020, artículo LX, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



Mediante circular N° 103-20 de 21 de mayo de 2020, la Secretaría General de la Corte hizo de conocimiento de los despachos judiciales el acuerdo tomado por la Corte Plena en sesión Nº 21-2020 celebrada el 20 de abril de 2020, artículo XVIII, referente a los “Lineamientos establecidos en el “Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas” diseñado por el Viceministerio de la Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano y el Ministerio de Salud.”.



- 0 -



Los licenciados Fabian Calderón Barrios. y William Cerda Zúñiga, por su orden, Vicepresidente y Secretario del Consejo de Administración Tribunales de Turrialba, en oficio N° 25-CAT-2020 de 11 de agosto de 2020, indicaron lo siguiente:



“Reciba un cordial saludo por parte del Consejo de Administración Tribunales de Turrialba.



Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo de Administración Tribunales de Turrialba, en la Sesión Extraordinaria N° 02-2020 celebrada el 10 de agosto del 2020, que literalmente dice.



Artículo I Único.



Situación de ingreso por parte de personal Judicial Tribunales de Turrialba a la Zona Indígena pro el tema del COVID-19. Y la salida de indígenas a diligencias judiciales. 



1. Se realiza la reunión convocada por el Consejo de Administración con la participación de las jefaturas que conforman los despachos Tribunales de Turrialba, se les expone la situación del ingreso a la zona indígena para atender asuntos judiciales indicados en la circular N°103-2020 emitida por la secretaría General de la Corte Suprema de Justicia. 



1.) En la zona indígena de Chirripó, no se tiene conformado un Comité de Salud, lo que se tiene es la Asociación Indígena Cabécar Alto Chirrió. 



2.) Mediante el oficio N°13-CAT-2020, de fecha 13 de julio de los corrientes se le dirige a la Asociación Indígena Cabécar Alto Chirrió, el acuerdo tomado por el Consejo de Administración Tribunales de Turrialba sobre el ingreso a las zonas indígenas por el tema de emergencia que vive el país por el COVID-19, fecha de recibido por la Asociación el 20 de julio 2020.



3.) Mediante el oficio 01-24-07-20 ADIRICH, ofrecen respuesta al oficio N°13-CAT-2020, indicando la audiencia por parte de la Asociación Indígena Cabécar Alto Chirripó, para que personal judicial de los Tribunales de Turrialba ingrese a la zona indígena para atender los asuntos judiciales. 



4.) Mediante adendum al oficio 01-24-07-20 ADIRICH, conforme al acuerdo N°01 del Consejo Directivo de Sesión N°92 de fecha 26 de julio, acuerdan que los únicos procesos judiciales que se permite el ingreso a la zona indígena son: Violencia Domestica, Homicidios, Pensiones Alimentarias y expedientes en trámite pronto a caducar. 



5.) Al tener conocimiento el Consejo de Administración de los casos judiciales que se pueden atender en la zona indígena y hacer del conocimiento a la jefaturas de los despachos Tribunales de Turrialba, por unanimidad de los participantes en la reunión celebrada el lunes diez de agosto de los corrientes, se acuerda que el Consejo de Administración le consulte al Consejo Superior cómo proceder para atender los casos en la zona indígena toda vez que la circular N°103-2020 emitida por la Secretaría de la Corte indica coordinar el ingreso con el Comité de Salud de cada territorio, al no tener la zona indígena de Chirripó Comité de Salud, la Asociación indígena cabécar Alto Chirripó detalla que casos se permite el ingreso al personal judicial. A criterio unánime de las jefaturas consideramos la atención: Pensiones, Violencia Domestica, Familia, Personas detenidas, Penal Juvenil y Penal causas que estén pronto prescribir. 



6.) [bookmark: _Hlk45630820]Se acuerda consultar al Consejo Superior en razón al oficio remitido por la Asociación de Desarrollo Indígena y el criterio unánime de las jefaturas, cómo atender los casos en la zona indígena de Alto Chirripó, toda vez que los procesos judiciales son importancia y se establecen plazos. Se declara acuerdo en firme.



7.) Al ser las horas dieciséis horas con quince minutos del diez de agosto del año 2020, se levanta la sesión.”





[image: ][image: ]
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Analizada la gestión presentada por los licenciados Fabian Calderón Barrios. y William Cerda Zúñiga, por su orden, Vicepresidente y Secretario del Consejo de Administración Tribunales de Turrialba, en oficio N° 25-CAT-2020 de 11 de agosto de 2020, se acordó: Previamente a resolver, remitir a la Subcomisión de Asuntos Indígenas del Poder Judicial, para que valoren lo indicado por el Consejo de Administración de los Tribunales de Turrialba e informe a este Consejo en el plazo de 15 días contados a partir de la comunicación de este acuerdo, lo que estime pertinente. Se declara acuerdo firme.”



-0-



La máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, en oficio Nº CACC-461-2020 del 18 de setiembre de 2020, remitió acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas celebrada el pasado viernes 04 de septiembre, artículo II, que dice:



“La Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia en correo electrónico del 2 de setiembre de 2020 comunicó a la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, el acuerdo del Consejo Superior en sesión 82-20 de 20 de agosto de 2020, Artículo LX, que literalmente señala:

 

“Analizada la gestión presentada por los licenciados Fabian Calderón Barrios. y William Cerdas Zúñiga, por su orden, Vicepresidente y Secretario del Consejo de Administración Tribunales de Turrialba, en oficio N° 25-CAT-2020 de 11 de agosto de 2020, se acordó: Previamente a resolver, remitir a la Subcomisión de Asuntos Indígenas del Poder Judicial, para que valoren lo indicado por el Consejo de Administración de los Tribunales de Turrialba e informe a este Consejo en el plazo de 15 días contados a partir de la comunicación de este acuerdo, lo que estime pertinente. Se declara acuerdo firme.”

 

 

[image: ]

Refiere la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos indígenas, que estima conveniente informar a las y los integrantes del Consejo Superior, en relación con la gestión enviada por el Consejo de Administración del Circuito Judicial de Turrialba que en Costa Rica no hay pueblos indígenas en aislamiento en los términos dispuestos por la resolución 01-2020 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, por lo que las acciones a seguir con ocasión de la pandemia Covid-19 se enmarcan en lo señalado por la CIDH y los lineamientos del Ministerio de Salud establecidos en los Decretos de Emergencia y concretamente, tratándose de personas indígenas, en el “Plan de Trabajo Abordaje de la Emergencia del Virus Covid-19 en Territorios Indígenas” elaborado por el Ministerio de Salud, Viceministerio de la Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano, la Caja Costarricense de Seguro Social, la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas.

 

La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, con la anuencia de la Comisión de Acceso a la Justicia, sometió a conocimiento de Corte Plena el “Plan de Trabajo Abordaje de la Emergencia del Virus Covid-19 en Territorios Indígenas” y la resolución 01-2020 de la CIDH con la solicitud de que se emitiera una circular dirigida a las personas servidoras judiciales con el objetivo de que se cumpliera con lo ahí estipulado para proteger la salud de las personas indígenas y garantizar la continuidad del servicio. Con ocasión de lo anterior, Corte Plena en sesión Nº 21-2020 celebrada el 20 de abril de 2020, artículo XVIII, dispuso que tanto esa Corte como el Consejo Superior, en las directrices que emitan en relación con la realización de audiencias judiciales en territorios indígenas en atención a la declaratoria de emergencia nacional, debido a la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19, considerará los lineamientos establecidos en el “Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas” diseñado por el Viceministerio de la Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano y el Ministerio de Salud. Lo anterior, en el entendido de que los despachos judiciales de país coordinarán previamente a realizar cualquier eventual audiencia que haya que hacerse, con los Comités de Salud de cada uno de los territorios el ingreso a estas diferentes áreas. El referido acuerdo generó la publicación de la Circular 103-2020 que al efecto dispone:

[bookmark: x_x_x_x_x__Hlk22190564] 

“CIRCULAR No. 103-2020

Asunto:   Lineamientos establecidos en el “Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas” diseñado por el Viceministerio de la Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano y el Ministerio de Salud.



A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS

SE LES HACE SABER QUE:

La Corte Plena en sesión Nº 21-2020 celebrada el 20 de abril de 2020, artículo XVIII, dispuso que tanto esa Corte como el Consejo Superior, en las directrices que emitan en relación con la realización de audiencias judiciales en territorios indígenas en atención a la declaratoria de emergencia nacional, debido a la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19, considerará los lineamientos establecidos en el “Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas” diseñado por el Viceministerio de la Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano y el Ministerio de Salud. Lo anterior, en el entendido de que los despachos judiciales de país coordinarán previamente a realizar cualquier eventual audiencia que haya que hacerse, con los Comités de Salud de cada uno de los territorios el ingreso a estas diferentes áreas.



El citado Plan se encuentra en la dirección electrónica adjunta:



https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas



De conformidad con la circular N° 67-09 emitida por la Secretaría de la Corte el 22 de junio de 2009, se comunica que en virtud del principio de gratuidad que rige esta materia, la publicación está exenta de todo pago de derechos. Publíquese una sola vez en el Boletín Judicial.



San José, 21 de mayo de 2020

Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General

Corte Suprema de Justicia

 

En el “Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas” se establece como objetivo general la implementación de acciones estratégicas para la contención, prevención y atención de la emergencia del COVID-19, en los 24 territorios indígenas de Costa Rica de acuerdo con los lineamientos técnicos emitidos por la instancia rectora en salud de Costa Rica, ante la emergencia pandémica.



En relación con el alcance del Plan se dispone: “La aplicación de este plan de trabajo, juntamente con los lineamientos definidos por el Ministerio de Salud, es obligatorio para todos los funcionarios de salud y población. Esto para colaborar en la contención y prevención y atención de la emergencia del COVID-19.”



El Plan describe las actividades a desarrollar según lineamientos y objetivos.



De igual forma, la priorización que debe darse a los territorios para su atención.

 

 PRIORIZACIÓN DE TERRITORIOS 

 

En el Plan se indica que los pueblos indígenas presentan condiciones variadas en cuanto a su ubicación geográfica, el uso de su idioma y las cercanías con los núcleos más poblados del país, y que estas condiciones hacen que en caso de riesgo de la pandemia COIVD 19 no sea uniforme, por lo que en el siguiente cuadro se ofrece una priorización de acuerdo con esas condiciones:

 

1. PRIORIZACIÓN DE TERRITORIOS PARA ENTREGA DE INSUMOS DE HIGIENE: los siguientes territorios en el orden que se indican, son de alta prioridad para la distribución de kits de higiene (alcohol, gel, detergente) debido a su cercanía con localidades con grandes concentraciones de personas y porque ya se han presentado algunos casos confirmados de COVID-19 cercano a éstos.  

 

		      Territorio 

		Provincia 

		Cantón distrito 

		Población según censo 201

		Priorización 



		1. MATAMBÚ

 

		Guanacaste 

		Nicoya, Hojancha, Mansión

		1685

		ACCESO DIRECTO (carreteras nacionales, cantonales)



		2. MALEKU

 

		Alajuela 

		Guatuso,                  San

Rafael 

		1423

		Acceso             directo               (carreteras

nacionales, cantonales)



		3. QUITIRRISÍ

 

		San José

		Mora, Colón

		1965

		Acceso             directo               (carreteras

nacionales, cantonales)



		4. CHINA

KICHÁ

 

		San José

		Pérez Zeledón 

		105

		Acceso             directo               (carreteras

nacionales, cantonales)



		5. CURRE

		Puntarenas

		Buenos                   Aires

Boruca 

		1089

		Acceso             directo               (carreteras

nacionales, cantonales)



		6. COTO BRUS

		Puntarenas 

		Coto                       Brus,

Changuena 

		1785

		Accesos terrestres limitado



		7. TALAMANCA CABÉCAR

		Limón

		Talamanca, Bratsi 

		1435

		 Accesos terrestres limitado
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		8. CABAGRA

		Puntarenas 

		Buenos                  Aires,

Potrero Grande 

		3188

		Accesos terrestres limitado



		9. ALTO

LAGUNA

		Puntarenas

		Golfito,    Puerto Jiménez 

		159

		Accesos terrestres limitado



		10. ABROJO MONTEZUMA

		Puntarenas

		Corredores,

Corredores 

		1495

		Accesos terrestres limitado



		11. TALAMANCA BRIBRI

		Limón

		Talamanca, Bratsi, Valle La Estrella

		8368

		Accesos terrestres limitado



		12. KEKOLDI

		Limón

		Talamanca, Cahuita

		3575

		Accesos terrestres limitado



		13. ZAPATÓN  

		San José 

		Puriscal, Chires 

		452

		Accesos terrestres limitado



		14. TÉRRABA

		Puntarenas

		Buenos Aires, Potrero Grande,

Pilas 

		2084

		Accesos terrestres limitado



		15. BORUCA

		Puntarenas

		Buenos                  Aires,

Potrero Grande 

		3228

		Accesos terrestres limitado



		16. UJARRÁS

		Puntarenas

		Buenos                  Aires,

Buenos Aires 

		1321

		Accesos terrestres limitado



		17. SALITRE

		Puntarenas

		Buenos                  Aires,

Buenos Aires

		1807

		Accesos terrestres limitado



		18. ALTOS DE SAN

ANTONIO

		Puntarenas

		Corredores, Centro 

		342

		Zonas sin accesos terrestre 



		19. TELIRE

		Limón

		Talamanca Bratsi

		545

		Zonas sin accesos terrestre



		20. ALTO CHIRRIPÓ

 

		Limón Cartago

		Turrialba, Limón Valle la Estrella Matina, Talamanca La Suiza Tayutic

Tres Equis

		6341

		Zonas sin accesos terrestre



		21. CONTE

BURICA

		Puntarenas

		Golfito Corredores Pavón Laurel

		1863

		Zonas sin accesos terrestre
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		22. TAYNÍ

		Limón

		Limón,        Valle        La

estrella 

		2850

		Zonas sin accesos terrestre



		23. NAIRI AWARI

		Limón

		Turrialba              Matina

Siquirres

Tres                      Equis

Pecuarito             Tayutic

Batan, Matina

		473

		Zonas sin accesos terrestre



		24. BAJO

CHIRRIPÓ

		Limón

		Turrialba Matina

Matina               Carrandi

Tayutic

		923

		Zonas sin accesos terrestre





 

 

2.      PRIORIZACIÓN DE TERRITORIOS PARA CONTENCIÓN EN INFORMACIÓN E INSUMOS BÁSICOS:  



Los siguientes territorios en el orden que se indican, son de alta prioridad para la distribución de información contextualizada a su cultura, en el orden que se indican se encuentran muy alejadas de los centros de población  

 

		Territorio 

		Provincia 

		Cantón

distrito 

		Población según censo 201

		Priorización 



		1. TELIRE

 

		Limón

		Talamanca

Bratsi

		545

		No comprensión del español, sin acceso terrestre



		2. ALTO CHIRRIPÓ

 

		Limón Cartago

		Turrialba,

Limón Valle la Estrella

Matina,

Talamanca

La                Suiza

Tayutic Tres 

Equis

		6341

		No comprensión del español, sin acceso terrestre
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		3.

 

		CONTE BURICA

		Puntarenas

		Golfito Corredores Pavón Laurel

		1863

		No comprensión del español, sin acceso terrestre en algunas comunidades 



		4.

 

		TAYNÍ

		Limón

		Limón, Valle

La estrella 

		2850

		Problemas de analfabetismo, monolingües, sin acceso terrestre



		5.

 

		NAIRI AWARI

		Limón

		Turrialba Matina

Siquirres

Tres Equis

Pacuarito

Tayutic

Batan,

Matina

		473

		Problemas de analfabetismo, monolingües, sin acceso terrestre



		6.

		BAJO CHIRRIPÓ

		Limón

		Turrialba

Matina

Matina

Carrandi

Tayutic

		923

		Problemas de analfabetismo, monolingües, sin acceso terrestre



		7.

 

		COTO BRUS

		Puntarenas 

		Coto      Brus, Changuena 

		1785

		Nivel de educación baja, bilingües (español e idioma materno), acceso terrestre limitado



		8.

 

		TALAMANCA CABÉCAR 

		Limón

		Talamanca,

Bratsi 

		1435

		Nivel de educación baja, bilingües (español e idioma materno), acceso terrestre limitado



		9.

 

		CABAGRA

		Puntarenas 

		Buenos

Aires,

Potrero

Grande 

		3188

		Nivel de educación baja, bilingües (español e idioma materno), acceso terrestre limitado
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		10. ALTO LAGUNA

 

		Puntarenas

		Golfito,

Puerto

Jiménez 

		159

		Nivel de educación baja, bilingües (español e idioma materno), acceso terrestre limitado



		11. ABROJO MONTEZUMA

 

		Puntarenas

		Corredores,

Corredores 

		1495

		Nivel de educación baja, bilingües (español e idioma materno), acceso terrestre limitado



		12. TALAMANCA

BRIBRI

 

		Limón

		Talamanca,

Bratsi, Valle

La Estrella

		8368

		Nivel de educación baja, bilingües (español e idioma materno), acceso terrestre limitado



		13. KEKOLDI

		Limón

		Talamanca, Cahuita

		3575

		Nivel de educación baja, bilingües (español e idioma materno), acceso terrestre limitado



		14. MATAMBÚ

		Guanacaste 

		Nicoya,

Hojancha,

Mansión

		1685

		No tiene idioma, accesible vía terrestre 



		15. MALEKU

		Alajuela 

		Guatuso,

San Rafael 

		1423

		 



		16. QUITIRRISÍ

		San José

		Mora, Colón

		1965

		No tiene idioma, accesible vía terrestre



		17. ZAPATÓN 

 

		San José 

		Puriscal, Chires 

		452

		No tiene idioma, accesible vía terrestre



		18. CHINA KICHÁ

 

		San José

		Pérez

Zeledón 

		105

		Accesible vía terrestre



		19. TÉRRABA

 

		Puntarenas

		Buenos

Aires,

Potrero

Grande,

Pilas 

		2084

		No tiene idioma, accesible vía terrestre





 

 

               

		20. BORUCA

 

		Puntarenas

		Buenos

Aires,

Potrero

Grande 

		3228

		No tiene idioma, accesible vía terrestre



		21. CURRE

 

		Puntarenas

		Buenos Aires Boruca 

		1089

		No tiene idioma, accesible vía terrestre



		22. UJARRÁS

		Puntarenas

		Buenos

Aires,

Buenos Aires 

		1321

		Accesible vía terrestre 



		23. SALITRE

 

		Puntarenas

		Buenos

Aires,

Buenos Aires

		1807

		Accesible vía terrestre



		24. ALTOS DE SAN ANTONIO

		Puntarenas

		Corredores, Centro 

		342

		Accesible vía terrestre





 

 

En el Plan se señala que su vigencia estará determinada por el comportamiento epidemiológico del COVID 19, entrando a regir el documento el 24 de marzo del 2020. De igual forma se indica que en caso de consultas deben dirigirse a dialogociudadano@presidencia.go.cr, tteléfono: 22079450.



Refiere la Magistrada Vargas que resuelta de particular interés para la consulta lo dispuesto por la Sala Constitucional en voto 10034-2020 de las 9 horas 5 minutos del 2 de junio de 2020, en la que indicó:

 

“En el sub examine, la asociación recurrida admite haber adoptado algunas medidas que tienen incidencia en la libertad de tránsito, pero amparados en la necesidad de proteger a su pueblo de la pandemia por covid-19. De la prueba documental aportada se tiene que la asociación recurrida adoptó las siguientes medidas en su territorio: “1. Que no se prohíbe el ingreso de aquellas personas que solo tienen familiar, no vivienda ya que este no es tiempo de salir a pasear o visitar familiares, exceptos casos de emergencias.



2. Se permite el ingreso de los vehículos de proveedores de alimentos, se solicita utilizar las medidas de seguridad emitida por el Ministerio de Salud. 3. Se solicita a los vecinos que habitan permanentemente en el territorio organizarse, de tal manera que salgan a Buenos Aires cada 8 días para abastecer de alimento a la familia, (excepto casos de emergencias) 4. que aquellas personas que por una razón no son indígenas pero tiene terreno dentro del territorio, organizarse que asista la finca cada 8 días, y que se organice en solicitar la ayuda a un vecino de Ujarrás le colabore con el trabajo de la propiedad. 5. No se permite el ingreso de alcohol o alguna otra sustancia, esto se podría prestar para estar haciendo reuniones familiares y por ende una aglomeración de persona. 6. No se permite la realización de actividades como cumpleaños, asistir a la plaza a “mejengas” ir al río, o algún otro lugar que provoque aglomeraciones. 7. Se lleva un registro de los nombres de personas que salen e ingresan al territorio. 8. Se solicita al transporte de bus, no cargar más del 20% de su capacidad, recomendación por el MOPT. 9. Que toda emergencia tiene paso libre.” En lo referido a los hechos acusados por el recurrente, la asociación recurrida no negó que, el 9 de mayo pasado, sus representantes le hayan impedido al amparado ingresar al pueblo de Ujarrás a realizar la compra de granos básicos que aduce, ya que cerraron la única vía pública para ingresar por la alerta de la covid-19. Tampoco refutaron haber pretendido cobrarle un peaje para pasar. Lejos de ello, admitió que había adoptado medidas pertinentes para evitar que la población indígena se contagiara de esa enfermedad, por lo que pidió a este Tribunal que respetase tal decisión con base en la autonomía de su pueblo.

 

Es cierto que las comunidades indígenas son especialmente sensibles a la situación sanitaria que enfrenta no solo el país, sino el resto del mundo. La Presidenta del Foro Permanente de las Naciones Unidas para las Cuestiones Indígenas así lo expresó: “La pandemia del coronavirus (COVID-19) constituye una grave amenaza para la salud de los pueblos indígenas de todo el mundo. Los pueblos indígenas ya experimentan un acceso deficiente a la atención sanitaria, tasas significativamente más altas de enfermedades transmisibles y no transmisibles, falta de acceso a servicios esenciales, saneamiento y otras medidas preventivas clave, como agua limpia, jabón, desinfectante, etc. Asimismo, la mayoría de las instalaciones médicas locales cercanas, si es que las hay, suelen estar mal equipadas y carecen de personal. Incluso cuando los pueblos indígenas pueden acceder a los servicios de salud, pueden enfrentarse al estigma y la discriminación. Un factor clave es asegurar que en esas instalaciones se presten servicios en lenguas indígenas y, según proceda, en función de la situación específica de los pueblos indígenas… Los pueblos indígenas experimentan un alto grado de marginación socioeconómica y corren un riesgo desproporcionado en las emergencias de salud pública, haciéndose aún más vulnerables durante esta pandemia mundial, debido a factores como su falta de acceso a sistemas eficaces de vigilancia y alerta temprana y a servicios sanitarios y sociales adecuados. Sin embargo, los pueblos indígenas están buscando sus propias soluciones a esta pandemia. Están tomando medidas y utilizando los conocimientos y prácticas tradicionales, como el aislamiento voluntario y el cercamiento de sus territorios, así como medidas preventivas, en sus propias lenguas… ”. De ahí que resulte razonable que esas comunidades adopten ciertas medidas de seguridad temporales en resguardo de su población. Sin embargo, en el sub iudice no se constata que se trate de un aislamiento colectivo y voluntario en aras de preservar la identidad cultural de una población indígena, sino de la adopción de medidas que si bien se motivan en cuestiones de salud, lo cierto es que lesionan el contenido esencial del derecho humano a la libertad de tránsito, toda vez que se impide el tránsito por caminos públicos a personas, cuyo propósito en ningún momento consiste en afectar la identidad cultural de la referida comunidad ni mucho menos perjudicar aspectos fundamentales de ella, como su propiedad. Si la asociación recurrida considera que en su territorio, por razones de salud y mientras dure la pandemia, lo procedente es el cierre de alguna vía pública para personas no indígenas, por tratarse de un bien demanial así debe solicitarlo ante las autoridades competentes. Se reitera, en ningún momento se cuestiona la procedencia de gestionar medidas en aras de la salud de la población indígena; no obstante, como en el caso concreto se trata del cierre de un bien público, la medida cuestionada debió canalizarse a través de la autoridad competente. Por otro lado, el fundamento dado por la recurrida para cerrar la vía pública ha sido la adopción de medidas sanitarias para evitar que la población indígena se contagiase de covid-19. Empero, llama poderosamente la atención que se pretendió condicionar el paso del recurrente por esa vía pública al pago de un tipo de “peaje”. Tal actuación respecto de una vía pública, de libre tránsito y naturaleza demanial, , constituye un acto arbitrario e inconstitucional, que, además, resulta incompatible con la supuesta intención de velar por la salud de la población indígena, puesto que el pago de un peaje en nada previene el contagio de la covid-19 y, por ende, resulta del todo inútil a los efectos de proteger la salud y la vida de la referida comunidad. En virtud de lo expuesto, el recurso debe ser estimado únicamente contra la asociación recurrida…”

 

Luego de deliberar ampliamente, se dispone:

 

SE ACUERDA: 1° Se toma nota del acuerdo del Consejo Superior tomado en sesión 82-20 de 20 de agosto de 2020, Artículo LX. 2° Comunicar al Consejo Superior que en criterio de esta Subcomisión, la decisión sobre el ingreso a los territorios indígenas corresponde a las personas juzgadoras, o bien, al Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, Defensa Pública y autoridades administrativas, según corresponda, conforme a sus competencias, previo a lo cual deben tomar en consideración lo dispuesto por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en la resolución 01-2020, los lineamientos de Corte Plena y Consejo Superior emitidos con ocasión de la pandemia Covid-19, los Decretos de Emergencia del Ministerio de Salud y concretamente, tratándose de personas indígenas, el “Plan de Trabajo Abordaje de la Emergencia del Virus Covid-19 en Territorios Indígenas” elaborado por el Ministerio de Salud, Viceministerio de la Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano, la Caja Costarricense de Seguro Social y la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas. El citado Plan se encuentra en la dirección electrónica https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas; y  la Circular 103-2020. El objetivo del “Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas” es la implementación de acciones estratégicas para la contención, prevención y atención de la emergencia del COVID-19, en los 24 territorios indígenas de Costa Rica de acuerdo con los lineamientos técnicos emitidos por la instancia rectora en salud de Costa Rica, ante la emergencia pandémica; y se indica que la aplicación de este plan de trabajo, conjuntamente con los lineamientos definidos por el Ministerio de Salud, es obligatorio para todos los funcionarios de salud y población. Esto para colaborar en la contención y prevención y atención de la emergencia del COVID-19. En el Plan se señala que su vigencia estará determinada por el comportamiento epidemiológico del COVID 19, entrando a regir el documento el 24 de marzo del 2020. De igual forma se indica que en caso de consultas deben dirigirse a dialogociudadano@presidencia.go.cr, teléfono: 22079450. Por ende, las personas servidoras judiciales que con ocasión de sus funciones deben ingresar a un territorio indígena, deben coordinar previamente con el Ministerio de Salud y las personas designadas en el referido Plan, ponderando la situación particular de los pueblos indígenas involucrados y en todos los supuestos, consignarse el motivo por el cual se estima es urgente e importante el ingreso al territorio indígena que justifique la decisión. 3° Se declara acuerdo firme por unanimidad. Comuníquese al Consejo Superior por medio de la Secretaría General de la Corte, y a la Comisión de Acceso a la Justicia, con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia.”
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La máster Álvarez Acosta, agregó lo siguiente: El Consejo del circuito de Turrialba, hace una consulta, porque se había dicho que para ingresar a las poblaciones indígenas, en estos tiempos de pandemia había que acudir al comité de salud de la zona, pero resulta que ahí no hay comité, entonces resulta que el Consejo a la máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia se lo había remitido, entonces doña Melissa lo que dice es que se comunica a este Consejo, que en criterio de esta subcomisión la decisión sobre el ingreso a territorios indígenas, corresponde las personas juzgadoras o bien al Ministerio Público, al Organismo de Investigación Judicial a la Defesa Pública o a la autoridad administrativa, según corresponda conforme a sus competencias previo a lo cual deben tomar en consideración lo dispuesto por la Comisión, bueno sí que esto dispuesto por la Comisión en la resolución uno en los lineamientos de Corte y Consejo Superior, emitidos en ocasión del Covid-19, los Decretos de Emergencia del Ministerio de Salud y concretamente, tratándose de personas indígenas, el “Plan de Trabajo Abordaje de la Emergencia del Virus Covid-19 en Territorios Indígenas” contenidos en la circular 103. 



Lo que yo entiendo, de lo que dice la máster Melissa Benavides Víquez, es que, aquí no hay comité local para que pueda aplicar esta circular 103, de consultarle previo a ingresar a las poblaciones indígenas, entonces que quedará bajo la responsabilidad de la jefatura de los despachos judiciales, que cumpliendo con las directrices institucionales y protocolos del Ministerio de salud los apliquen para poder ingresar cuando seas y la justicia lo amerite. 



Luego, manifiesta la Vicepresidenta Solano Castro, lo siguiente: En la práctica eso viene haciéndose,  incluso recordarán en un primer momento, cuando inició la emergencia los pueblos indígenas hicieron un cerco, por lo menos en Bribrí, se nos dieron muchos problemas, en cuanto a que no era posible celebrar audiencias, por el cerco de cuarentena que ellos hicieron, de manera que siempre se hicieron las coordinaciones directamente, los tribunales con las organizaciones de los pueblos indígenas, para poder realizar las audiencias y demás, sería ponerlo en conocimiento de las diferentes autoridades y recordarles la obligación de cumplirlo.



Seguidamente, la licenciada Pizarro Gutiérrez, agrego: Exactamente así como lo indicó doña Dinora, es la misma, en igual sentido, yo solo le agregaría ponerlo en conocimiento a la persona que hizo la consulta, a la organización al petente, porque dan una explicación muy basta de que es lo que deben realizar y en este caso, como no hay centro de salud que ellos indican que deberían de consultar, inclusive hasta remiten un correo electrónico al final para hacer las consultas, yo diría que ya el resumen que hizo doña Dinora, sería poner de conocimiento el documento a la persona que nos hizo la consulta. 



Se acordó: 1) Tomar nota de lo informado por la máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, en oficio Nº CACC-461-2020 del 18 de setiembre de 2020, mediante el cual remitió acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas celebrada el pasado viernes 04 de septiembre, artículo I. 2) Hacer este acuerdo de conocimiento del Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, Defensa Pública, así como de los licenciados Fabián Calderón Barrios y William Cerdas Zúñiga, por su orden, Vicepresidente y Secretario del Consejo de Administración Tribunales de Turrialba.”





Atentamente, 









Kenneth Aguilar Hernández

Prosecretario General interino

Secretaría General de la Corte



 

c: 	Fiscalía General de la República 

	Dirección General del Organismo de Investigación Judicial

Lic. Fabián Calderón Barrios, Vicepresidente del Consejo de Administración Tribunales de Turrialba

Lic. William Cerda Zúñiga, Secretario del Consejo de Administración Tribunales de Turrialba

Encargado de Circulares

	Diligencias / Refs: (10798-2020) 
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                           Secretaría General

 San José, 26 de octubre de 2020

N° 10043-2020

Al contestar refiérase a este # de oficio





Señora Magistrada

Dra. Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora 

Subcomisión de Acceso a la Justicia de 

Pueblos Indígenas del Poder Judicial



Estimada señora:





Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 94-2020 celebrada el 30 de setiembre de 2020, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc52375095][bookmark: _Toc51911205]“ARTÍCULO XXVI 



DOCUMENTO N° 10799-2020



En sesión Nº 79-2020 celebrada el 11 de agosto de 2020, artículo LII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



“Mediante correo electrónico de 31 de julio de 2020 la magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial, remitió lo siguiente:



“Reciban un atento saludo. En mi condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas hago de su conocimiento el comunicado enviado por el señor Gustavo Oreamuno Vignet, de la Coordinadora de Lucha Sur Sur, vinculada con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. Lo anterior, para lo que corresponda conforme a sus competencias.



El contenido está inserto en los documentos adjuntos.”
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A continuación, se transcriben la seguidilla de correos remitida:



De: Damaris Vargas Vásquez 

Enviado el: jueves, 30 de julio de 2020 11:45 a. m.

Para: ‘Gustavo Oreamuno Vignet

CC: (.= 

San José, 30 de julio 2020

Oficio N° DVV-S1-0098-2020



Señor

Gustavo Oreamuno Vignet

Coordinadora de Lucha Sur Sur



Estimado Señor:



“Tengo el honor de dirigirme a su persona, con el objetivo de indicarle que la información suministrada por usted en comunicado electrónico de 29 de julio de 2020, 4:16 p.m. enviado al Poder Ejecutivo y al Poder Judicial, concretamente, a las siguientes personas y direcciones electrónicas: Viceministerio de la Presidencia de la República, el señor Randall Otárola, Unidad de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, señora Alice Shackelford, señor Alvaro Paniagua, señora Michelle Bachelet, pabrao@oas.org. señora Marjorie Herrera; señora Vanessa Jiménez, señor Roberth Morales, e.kuisch-laroche@unesco.org, señor Cristhian Gonzalez; con copia a la Asociación China kicha, señor Byron Reyes, Consejo de Mayores Iriria; Codiawdayedi@gmail.com; felipeculturabribri@gmail.com y dorisrios78@gmail.com; vinculado con el asunto “Denuncias de Invasión y otros delitos Crun Shurin”, será comunicado de inmediato a las principales jefaturas institucionales con el objetivo de que procedan conforme a sus competencias.



El comunicado literalmente señala:



“Señores 

Poder Ejecutivo

Poder Judicial

Gobierno de Costa Rica



Reciban un saludo de parte de las y los recuperadores Brorän de Crun Shurin, Térraba y de la Coordinadora de Lucha Sur - Sur.



En comunicados públicos que adjuntamos, denunciamos la invasión, daño ambiental y arqueológico y amenazas de muerte de que fueron víctimas las y los recuperadores de Crun Shurin durante el día 27 de julio de los presentes, e informamos de las diligencias realizadas por el MINAE y el Museo Nacional al respecto. Solicitamos respuesta a nuestras denuncias y peticiones, se investigue y se impongan las responsabilidades y sanciones correspondientes.



Agradeciendo su atención;



Gustavo Oreamuno Vignet

Coordinadora de Lucha sur Sur”



La gestión formulada será puesta en conocimiento de las principales jefaturas del Poder Judicial con el objetivo de que, de acuerdo con sus competencias, procedan conforme a derecho, y le será copiado a usted para la debida trazabilidad.



Le reitero la disposición de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, para cooperar con las coordinaciones que sean necesarias con el objetivo de atender de la mejor manera posible lo señalado en el comunicado y demás gestiones planteadas por la organización que representa y personas indígenas involucradas. Lo anterior, en cumplimiento de los lineamientos institucionales, la normativa nacional e internacional que regula la temática y por ser un tema estratégico conforme al Plan Estratégico Institucional 2019/2024 y definirse como prioritaria su atención. 



Atentamente,



Magistrada Damaris Vargas Vásquez

Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas Poder Judicial, República de Costa Rica



(…)”

Adjuntos:
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Expresó la integrante Castillo Vargas : “Me queda la pregunta, cómo podemos nosotros de alguna manera tomar las acciones que ella indica, porque hace un comunicado general y nos indica que cada órgano tomé las acciones pertinentes pero no nos instruye en el caso específico del Consejo, cual pudiera ser una colaboración que este Consejo haga para el cumplimiento de esa medida que nos ha sido impuesta como país, porque si fuera que nosotros somos la fiscalía pues se podría entender, pero si me parecería muy importante atender el llamado que nos hace doña Damaris, pero traté de pensar una forma concreta de como el Consejo podría de alguna manera aportar y no la ubiqué.



Yo no sé, si los colegas o la misma doña Damaris nos podría proponer algo, para que no resulte una acción improcedente, innecesaria o ineficaz, por nuestra parte y tampoco me parecería que lo dejemos así, siendo que es un caso que podría eventualmente derivar en responsabilidades si no se atiende.”



Interviene el vicepresidente en ejercicio, magistrado Aguirre Gómez, indicando: “Nos manda es este correo y nos transmite un comunicado que le envió Gustavo Oreamuno Vignet, coordinador de lucha Sur-Sur vinculado a las personas indígenas y a las personas que son beneficiarias de las medidas cautelares y cita una resolución de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, lo anterior para lo que corresponda conforme a sus competencias, y ahora que hacemos nosotros con ese comunicado, Trasladarlo al Ministerio Público, porque habla de amenazas o cosas de estas, qué acciones concretas podríamos tomar de verdad.”



Manifiesta el integrante Montero Zúñiga: “Yo me quede con la misma preocupación de la integrante Castillo, yo la verdad no vi una solicitud formal o puntual de doña Dámaris con ese tema, en cuanto a que acción podríamos tomar como Consejo, incluso doña Damaris nos estado enviando por lo menos a mí y he visto que varias personas les envía copia de temas de estos y ella pone que para las acciones que correspondan y yo sinceramente no ubicó cuál acción podríamos tomar como Consejo Superior en esos temas yo no sé si como dice la integrante Castillo para no caer en algún error, indicarle a doña Damaris que si tiene alguna solicitud formal para que este Consejo la valore, porque a mí la verdad el traslado de documentos no me quedó claro; si sólo tomamos nota y luego se nos cobra que no hicimos nada, o si ella espera que algunos alguna acción puntual con respecto a esta información que ya nos está indicando la verdad no lo tengo muy claro tampoco.”



Añade el magistrado Aguirre Gómez: “Estos casos estarán en el Ministerio Público, yo sí sé que la Comisión Interamericana porque lo que he leído en los periódicos se habían tomado algunas medidas cautelares, para la tutela estos líderes indígenas, ahora que podemos hacer nosotros, yo no sé la comisión debe haberse dirigido al Poder Ejecutivo para tomar las medidas del caso y no al Poder Judicial, pero desconozco si hay algo relacionado con este tema en manos del Ministerio Público, porque si así fuera pues ahí tendríamos que pasarle al Ministerio Público para que sean ellos los que tomen las medidas que sea el caso, nosotros no tenemos una policía que sea preventiva, no vamos a mandar a los agentes del Organismo de Investigación Judicial hacer seguimientos o cosas de estas.”



Indicó la integrante Pizarro Gutiérrez: “El Ministerio Publico si tiene conocimiento de esta situación porque inclusive dentro de la comisión hay funcionarios del Ministerio Público, aquí lo que se puede disponer, es reiterar que hay una circular la 188-19 de la Corte Plena, sobre todas las medidas que se deben de tomar para el resguardo de esta población, pero sí enviarlo, y dentro de esa circular también contempla todos los órganos que deben acudir a este llamado, podría ser eso reiterar esa circular 188-19 de la Corte Plena. La Corte Plena, en sesión Nº 20-19 celebrada el 27 de mayo de 2019, artículo XIX, dispuso aprobar los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, que deberán ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional, con ocasión del encuentro realizado entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, en cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”.



Interviene la máster Romero Jenkins, Directora Ejecutiva: “Yo coincido con lo señalado por la integrante Castillo por qué no le decimos a doña Damaris expresamente, que señale qué aportes puede hacer el Consejo, qué apoyo puede a brindar, a mí me parece que queda como una nebulosa y eso habría que aclararlo y me parece que la competente sería ella que hace la pepitoria.”



Agrega el integrante Montero Zúñiga: “Si yo pienso que es lo más prudente pedirle una aclaración.” 



Añade el magistrado Aguirre Gómez: “Si bueno entonces pidámosle una aclaración sobre este tema, si porque en realidad ella dice para lo de sus competencias y eso es muy amplio, que es lo que quiere, cuál es la medida, yo creo que antes que al Poder Judicial, si de lo que se trata es de ejecutar medidas cautelares impuestas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, antes que el Poder Judicial donde deben dirigirse es para el efectivo cumplimiento es el Poder Ejecutivo deben haberlo hecho ya de seguro que sí, porque esta gente están asesorados por personas que no sólo conocen la problemática de ellos, sino también son abogados algunos de ellos o personas muy familiarizadas con este tipo de conflicto, pidámosle entonces que nos especifique cuáles son las acciones que se solicita por parte de este Consejo.”



- 0 -



Analizada la gestión de la magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial, en correo electrónico de 31 de julio de 2020, se acordó: solicitar a la magistrada Vargas Vásquez que indique cuales son las petitorias específicas que requiere que este Consejo Superior accione dentro de lo que nos compete como órgano administrativo.”
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La máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, en oficio Nº CACC-462-2020 del 18 de setiembre de 2020, remitió acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas celebrada el 04 de septiembre de 2020, artículo III, que dice:



“La Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia en correo electrónico enviado el 2 de setiembre a la Magistrada Damaris Vargas Vásquez en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, remitió el Oficio N° 8160-2020 donde comunica el acuerdo del Consejo Superior de Acta 79-20 de 11 de agosto de 2020, Artículo LII, en el que se dispone:



“Analizada la gestión de la magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial, en correo electrónico de 31 de julio de 2020, se acordó: solicitar a la magistrada Vargas Vásquez que indique cuales son las petitorias específicas que requiere que este Consejo Superior accione dentro de lo que nos compete como órgano administrativo.” 

[bookmark: _MON_1660734501][bookmark: _MON_1660734501]

Luego de deliberar ampliamente, se dispone:



SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio N° 8160-2020 donde se comunica el acuerdo del Consejo Superior de Acta 79-20 de 11 de agosto de 2020, Artículo LII, en el que se dispone: “Solicitar a la magistrada Vargas Vásquez que indique cuales son las petitorias específicas que requiere que este Consejo Superior accione dentro de lo que nos compete como órgano administrativo.”   2° Informar al Consejo Superior que el comunicado electrónico remitido el 31 de julio de 2020 por la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, tuvo como objetivo hacer de conocimiento del Consejo Superior con ocasión de sus competencias, la gestión planteada por el señor Gustavo Oreamuno Vignet, en representación de la Coordinadora de Lucha Sur Sur, organización vinculada con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. El señor Oreamuno Vignet denuncia públicamente lo que califica como “invasión, daño ambiental y arqueológico y amenazas de muerte de que fueron víctimas las y los recuperadores de Crun Shurin durante el día 27 de julio de los presentes, e informamos de las diligencias realizadas por el MINAE y el Museo Nacional al respecto. Solicitamos respuesta a nuestras denuncias y peticiones, se investigue y se impongan las responsabilidades y sanciones correspondientes.” Con ocasión de lo anterior, respetuosamente, se estima que lo informado sobre el reclamo de organizaciones defensoras de derechos humanos de los pueblos indígenas de Costa Rica, constituye un insumo importante para la toma de decisiones del Consejo Superior, con ocasión de las funciones dispuestas en el artículo 81 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de ejecutar la política administrativa de la Institución; y de dirigir, planificar, organizar y coordinar las actividades administrativas del Poder Judicial, especialmente, por tratarse de un reclamo vinculado con personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos contra el Estado. De ahí, cualquier decisión del Consejo Superior vinculada con la política administrativa institucional, asociada a la población usuaria beneficiaria de las citadas Medidas Cautelares, trasciende al ámbito nacional e internacional incidiendo en la imagen del Poder Judicial, responsable como parte del Estado, de garantizar el cumplimiento de lo dispuesto por la CIDH. Por ende, como jerarcas institucionales se estimó relevante hacerles de su conocimiento dicho comunicado, el cual se remitió con copia a organizaciones nacionales e internacionales; incluyendo al Ministerio Público, el cual comunicó del seguimiento que está dando a la gestión del señor Oreamuno Vignet en representación de la Coordinadora de Lucha Sur Sur. 3° Se declara firme este acuerdo por unanimidad. Comuníquese al Consejo Superior por medio de la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia y a la Comisión de Acceso a la Justicia con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia.”
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Indica el Integrante Montero: "El tema es porque la magistrada Vargas Vásquez ha remitido -como ella es la coordinadora de la Comisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y con ocasión de la medida cautelar que se había ordenado con la muerte de una persona de la población indígena y los acuerdos que se han dado de protección a estas poblaciones, que se tome en consideración que en el quehacer administrativo hay que tomar en consideración estas disposiciones, básicamente esa es la alerta que ella hace. 



La parte que tiene que ver con decisiones jurisdiccionales, en eso ni el Consejo Superior, ni Corte Plena pueden invadir esas competencias que son propias de los tribunales, en esto sí tiene que verse que ciertas decisiones que toma el Organismo de Investigación Judicial y el Ministerio Público, de alguna manera algunas partes van por el área jurisdiccional en cuanto ese que finalmente toma las decisiones, pero si en lo administrativo que se toman las consideraciones que se están diciendo".



Lo que entiendo es que la magistrada Vargas nos hace como una narración de todo lo que ha pasado, pero al final nos dice, o por lo menos es lo que entiendo, que "...con ocasión de lo anterior, respetuosamente, se estima que lo informado sobre el reclamo de organizaciones defensoras de derechos humanos de los pueblos indígenas de Costa Rica, constituye un insumo importante para la toma de decisiones del Consejo Superior con ocasión de las funciones dispuestas en el artículo 81 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de ejecutar la política administrativa de la Institución..."



La magistrada Vargas, nos está advirtiendo que nosotros tenemos que generar una política con toda esta información que ella nos está suministrando, pero me parece que son las comisiones las que tienen que hacer las propuestas al consejo, para que el Consejo las conozca, las valore, las apruebe o no".



Señala la Vicepresidenta, magistrada Solano: "La forma como se aplica nos lo tiene que decir ella".



Continua el Integrante Montero: "Sí, entonces más bien pensaba dado eso que marqué, que tomamos nota de lo que ella nos está informando y demás, pero lo devolvemos a la Comisión, para que ellos como son el órgano técnico, nos haga una propuesta puntual sobre las políticas que este Consejo debería tomar aprobar en función en toda esa normativa que ella nos señala.



Porque no veo a ninguno de nosotros sentando en ese tema a desarrollar una propuesta para generar una política para estos temas. Me parece el órgano técnico, en este caso la misma Comisión, la que debería generar una propuesta y remitir al Consejo".



Aclara la Integrante Pizarro: "Lo que estaba indicando el integrante Montero, ya ellos están  trabajando  de forma preliminar en la construcción  de  la política.



Se esta en  busca de las herramientas inclusive  se capacito a varias personas con Planificación y Mideplan, Yo diría que es simplemente tomar nota, porque inclusive desde el inicio ella le copió este mismo documento al Ministerio Público y a la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, en su momento y en sesión con la magistrada Solano, se le preguntó a ella explícitamente nos indicara qué era lo que solicitaba del Consejo.



Nos viene haciendo un resumen de todo lo acontecido, de todo lo que significa, pero consideraría que es simplemente de tomar nota. 



Dice le Integrante Montero: "Si ya la Comisión está trabajando en eso, sería solamente de tomar nota. Es que sentí que nos estaban trasladando la responsabilidad a que nosotros generáramos políticas".



Dice la máster Dinorah Álvarez Acosta, Directora Ejecutiva interina: "Yo lo que entiendo es que ella lo que dice que de acuerdo al artículo 81 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por las competencias administrativas, cualquier cosa que sea vinculante con la política administrativa institucional, asociada a la población usuaria beneficiada, el Consejo la tenga como presente.



Inclusive lo dice literal, dice: "De ahí, cualquier decisión del Consejo Superior vinculada con la política administrativa institucional, asociada a la población usuaria beneficiaria de las citadas Medidas Cautelares...". Tal vez lo que hay que aclararle a ella es que se toma nota como dice la Integrante Pizarro y en el entendido que la política la confecciona o la crea la comisión". 



Indica la Vicepresidenta, Magistrada Solano: ¿Estamos de acuerdo? Muy bien. 

Se acordó: Tomar del acuerdo adoptado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en sesión celebrada 04 de septiembre de 2020, artículo III, en el entendido la referida Subcomisión, remitirá a conocimiento de este Consejo la política administrativa institucional, asociada a la población usuaria beneficiaria de las citadas Medidas Cautelares emitidas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos una vez esa subcomisión haya creado.”





Atentamente,







Lic. Carlos T.  Mora Rodríguez

Subsecretario General Interino

Corte Suprema de Justicia

 



 

c: 	Diligencias / Refs: (10799-2020) 

Iquesadac
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San José, 3 de noviembre de 2020 


Oficio N° DVV-S1-0159-2020 


 


 


Señor 


Carlos Mora Rodríguez 


Subsecretario General 


Corte Suprema de Justicia 


 


Estimado Señor: 


Reciba un atento saludo. A la vez, hago de conocimiento de las y los 


integrantes del Consejo Superior por su digno medio, recurso de 


reconsideración contra el acuerdo tomado en sesión 79-2020 de 11 de 


agosto de 2020, Artículo XXVI, comunicado por la Secretaría General de la 


Corte mediante Oficio 10043-2020 de 26 de octubre de 2020, en el que se 


dispuso: 


“Se acordó: Tomar del acuerdo adoptado por la Subcomisión de Acceso 


a la Justicia de Pueblos Indígenas en sesión celebrada 04 de 


septiembre de 2020, artículo III, en el entendido la referida 


Subcomisión, remitirá a conocimiento de este Consejo la política 


administrativa institucional, asociada a la población usuaria 


beneficiaria de las citadas Medidas Cautelares emitidas por la Corte 


Interamericana de Derechos Humanos una vez esa subcomisión haya 


creado.” 


En lo medular, los motivos de la reconsideración están relacionados con la 


disposición del Consejo Superior en delegar a la Subcomisión de Acceso a la 


Justicia de Pueblos Indígenas la construcción de la Política Administrativa 


Institucional que interpreto es la Política Indígena, por lo siguiente: 


Primero: 


La Auditoría Judicial en Oficio Nº 952-AUD-48-UJ-2020 de 13 de agosto de 


2020, ante una consulta formulada por la suscrita en la condición de 


Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 


Indigenas, d conformidad con el artículo 22, inciso d) de la Ley General de 


Control Interno, y el numeral 1.1.4 de las Normas para el ejercicio de la 


Auditoría Interna en el Sector Público emitido por la Contraloría General de 


la República, indicó 
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“En lo atinente a la conformación de las Subcomisiones, se reitera lo 
indicado supra sobre el vacío normativo existente en el Reglamento, por 
lo cual no existe restricción en su conformación, salvo que así lo 
disponga Corte Plena. 
 
Ahora bien, en relación con las aptitudes del personal que integre una 
Comisión o Subcomisión; desde el punto de vista de control interno, se 
remarca la importancia sobre la idoneidad de las personas 
seleccionadas para llevar a cabo las labores asignadas y en 
consecuencia, aquellas que permitan atender de forma eficiente el 
cumplimiento de los objetivos institucionales. Al respecto, las Normas 


de Control Interno para el Sector Público, disponen: 
 


2.4 Idoneidad del personal. El personal debe reunir las 
competencias y valores requeridos, de conformidad con los 
manuales de puestos institucionales, para el desempeño de los 
puestos y la operación de las actividades de control respectivas. 
(…). 


 


Por tal razón y en concordancia con la inquietud de su última 


interrogante, al ser la competencia y capacidad suficiente de los 


funcionarios, una habilidad tan necesaria y determinante, 


ineludiblemente, debe ser considerada como el principal aspecto a 


tomar en cuenta para la integración de las Comisiones o Subcomisiones. 


Ante ese panorama, las personas que integren estas organizaciones, a 
pesar  de que deben poseer las competencias necesarias para la toma 
de decisiones- haciendo la salvedad- dentro de un limitado ámbito de 
acción preestablecido, es un riesgo para la Administración que su 
conformación no responda a tal necesidad específica. Precisamente por 
esta característica, es que los temas de trascendencia vertebral del 
Poder Judicial no pueden ser endosados para ser tratados a nivel de 
Comisiones o Subcomisiones, dado que para ello se requiere de 
representación integral de la institución y por tanto una figura con 
influencia determinante en la toma de decisiones. Por tanto, con toda 
claridad se concluye que los temas de la Administración que tengan 
especial trascendencia a lo externo de la institución, sea nacional o 
internacional, requiere la representación del Presidente de la Corte 
Suprema de Justicia, con toda su investidura e incidencia en la toma 
de decisiones, de conformidad con el artículo 60.1 de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial, el cual establece en toda su amplitud, que la 
representación jerárquica de la Institución es una atribución que recae 
sobre dicha figura y no podría ser reemplazada nunca por ninguna 
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Comisión o Subcomisión, las cuales como se desarrolló líneas atrás, 
tienen sus funciones muy delimitadas.” 


 


De conformidad con lo indicado por la Auditoría Judicial, la competencia 
para conocer asuntos vinculados con las Medidas Cautelares 321-12 de la 


Comisión Interamericana de Derechos Humanos contra el Estado 
corresponde, por su trascendencia nacional e internacional, a la Presidencia 
de la Corte Suprema de Justicia, de conformidad con la relación normativa 


que se indica, en especial, el artículo 60.1 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial. 
 


De ahí, se estima que no sería competencia de la Subcomisión de Acceso a 
la Justicia de Pueblos Indígenas la construcción de la Política Indígena del 


Poder Judicial. 
Las competencias de la Subcomisión son muy limitadas, pues ni siquiera 
responden a una forma organizativa regulada en la Ley Orgánica del Poder 


Judicial ni en el Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de 
Justicia tal y como lo refiere la Auditoría Judicial, debiendo circunscribirse 
a apoyar con recomendaciones, informas o propuestas de circulares a la 


jerarquía superior, siempre y cuando se cuente con el visto bueno de la 
Comisión de Acceso a la Justicia al ser ésta la rectora en materia de acceso 


a la justicia. Inclusive, la Comisión tiene limitada la posibilidad de toma de 
decisiones, pues lo que se hace son propuestas a Corte Plena o a Consejo 
Superior, según corresponda, de las cuales podrán separarse de manera 


justificada. 
 


Segundo:  
 


La Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en el artículo 12 dispone 


que “El Poder Judicial deberá mantener un diagnóstico actualizado sobre las 


debilidades y los obstáculos que en materia de acceso y tutela judicial efectiva 


presenta el sistema judicial en perjuicio de los pueblos indígenas, lo cual 


servirá de base para tener una política institucional anual actualizada en 


materia de acceso a la justicia. El diagnóstico deberá contener una 


identificación de las zonas geográficas en donde se encuentren los territorios 


indígenas y su relación con el marco competencial de oficinas y circuitos 


judiciales que deben brindarles servicios. Asimismo, incluirá una 


identificación de los pueblos indígenas de la zona, sus costumbres, idioma, 


derecho consuetudinario; los servicios que requieren de la administración de 


justicia y la accesibilidad física y material, así como los mecanismos de 


abordaje y atención específicos que requiere cada población. La Comisión de 


Acceso a la Justicia deberá llevar un control estadístico de los procesos que 


se tramiten en todas las oficinas judiciales, vinculados con personas 
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indígenas, para verificar la priorización en la atención de este tipo de asuntos. 


Para tal efecto, el Poder Judicial deberá emitir lineamientos precisos al 


Departamento de Planificación, a fin de garantizar que la información esté 


debidamente actualizada y que esta sea fiable. Los resultados de tales 


controles estadísticos serán debidamente divulgados ante la población 


indígena y demás personas.”  


De acuerdo con la norma citada, el Poder Judicial debe mantener un 


diagnostico actualizado sobre las debilidades y los obstáculos que en 


materia de acceso y tutela judicial efectiva presenta el sistema judicial en 


perjuicio de los pueblos indígenas, lo cual servirá de base para tener una 


política institucional anual actualizada en materia de acceso a la justicia. 


De igual forma, se señala que la Comisión de Acceso a la Justicia debe llevar 


un control estadístico, para el debido seguimiento. La Ley no hace referencia 


alguna a la Subcomisión, forma organizativa que tampoco se menciona en 


esa ley.  


En consecuencia, se estima, escapa de las competencias de la Subcomisión 


la construcción de la Política Indígena. 


La Subcomisión ha participado activamente en el proyecto de construcción 


de la Política Indígena del Poder Judicial; sin embargo, esa labor se realiza 


como apoyo técnico especializado a la Comision de Acceso a la Justicia y en 


especial a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, encargada, según 


la Auditoría Judicial en el oficio referido, de atender directamente los 


asuntos de trascendencia nacional e internacional -dadas las limitaciones 


de integración y de toma de decisiones de la Comisión de Acceso a la Justicia 


y de la Subcomisión- pues están de por medio las Medidas Cautelares 321-


12 de la CIDH. 


Es importante considerar que lo comunicado por la Subcomisión fue la 


gestión formulada por una organización defensora de derechos humanos de 


los pueblos indígenas, con el objetivo de que las jerarquías institucionales, 


incluyendo al Consejo Superior, valoraran lo ahí indicado para la toma de 


las más diversas decisiones que les correspondan. La aprobación de la 


Política Indígena, cuando esté construida, corresponderá ser aprobada por 


Corte Plena conforme a la metodología aprobada por ésta recientemente. 


Por lo expuesto, se solicita respetuosamente valorar reconsiderar lo resuelto 


y en lugar de delegar a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 


Indígenas la construcción de la Política Indígena, tomar nota de lo 


comunicado sobre la gestión formulada por la organización defensora de los 


derechos humanos de los pueblos indígenas. 
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Atentamente, 


 


 


 


Magistrada Damaris Vargas Vásquez 


Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia 


 


Copias: 


Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia 
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San José, 28 de octubre de 2020 
Oficio N° DVV-S1-0162-2020 


 
 
 


Señor 
M.Sc. Juan Carlos Pérez Murillo 


Director 
Defensa Pública 
 


Estimado Señor: 
 


Reciba un atento saludo y a la vez, acuso recibido del Oficio N° JEFDP-
1351864-DE-2020 de 26 de octubre de 2020 enviado a la señora Melissa 
Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, la 


cual lo trasladó a la suscrita en la condición de Coordinadora de la 
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 
 


El Oficio N° JEFDP-1351864-DE-2020 de 26 de octubre fue emitido, según 
se indica, con ocasión del acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a 


la Justicia de Pueblos Indígenas en la sesión extraordinaria 11-2020 
celebrada el 7 de octubre del 2020, artículo XXIV, vinculado con la gestión 
planteada por la señora María Infante Arias, en el que se dispuso:  


 
“SE ACUERDA: 1° Se toma nota de la gestión planteada por la señora 


María Infante Arias, defensora pública, la cual se traslada a la Defensa 


Pública y a la Fiscalía Indígena para que valoren la posibilidad de 


presentar un informe en la siguiente sesión con el objetivo de mejorar el 


servicio público que se ofrece a las personas indígenas dentro de los 


límites de sus competencias y lineamientos institucionales. 2° 


Comuníquese este acuerdo con la colaboración de la Unidad de Acceso 


a la Justicia.” 


 


En relación con sus manifestaciones acerca de que, “se hace necesario 


buscar situaciones de mejorar con el Ministerio Público para lograr dar 


respuestas integrales como posible situación de mejora y para lo cual resulta 


oportuno conocer cuál es la política criminal imperante que se ha adoptado 


por el Ministerio Público para esta población vulnerable”, y luego se agrega: 


“la política criminal podría estar siendo desproporcionada, sin perspectiva de 


género e interculturalidad y se podría inferir que dicho actuar señalado cae 
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en el fenómeno  de la interseccionalidad donde la señora Milia Brenes Morales 


se le irrespetó su condición de mujer, perteneciente a un grupo vulnerable por 


su condición de indígena como se establece en la sección segunda puntos 


número 4 y 8 de las Reglas de Brasilia.”, se dispone trasladarlas a la Fiscalía 


General y Fiscalía Indígena para su conocimiento y valoración, junto con su 


manifestación de apertura y disposición para verificar una reunión con el 


Ministerio Público. 


 


Es importante advertir que no es parte de las competencias de la 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas ni de la suscrita 


en el carácter de Coordinadora y juzgadora, emitir criterio o influir de 


cualquier forma en casos concretos.  


 


Desde la Subcomisión le muestro su mayor disposición a seguir apoyando 


a la jerarquía institucional en la emisión de informes, recomendaciones y 


propuestas de circulares para la mejora continua del acceso a la justicia de 


los pueblos indígenas, previo visto bueno de la Comisión de Acceso a la 


Justicia, con fundamento en el Reglamento General de Comisiones de la 


Corte Suprema de Justicia. 


 


Atentamente, 


 


 


 


 


Magistrada Damaris Vargas Vásquez 


Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 


Indígenas 


Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia 
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Estimado don Roger:


 


Buenas tardes. En relación con la sesión de trabajo de la semana pasada asociada a la construcción de un Protocolo relativo a la protección de los derechos de las personas defensoras de los derechos humanos, le adjunto el Artículo de la Agenda de Corte Plena del 2 de noviembre próximo. Ahí consta la posición de la Comisión y de la Unidad de Acceso a la Justicia, así como de las Subcomisiones respectivas.


 


Esa gestión data de 2018 y sigue pendiente. 
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Documento 2312-18, 9550-18, 11553-18 y 11691-2018


 


En sesión N° 13-18 celebrada el 2 de abril de 2018, artículo XVI, se solicitó a la Comisión de Acceso a la Justicia que informara a la Corte sobre la petición planteada por la Defensoría de los Habitantes de la República, sobre las medidas que se adoptarán a fin de establecer mecanismos o protocolos específicos de denuncia y de protección que sean efectivos y ágiles, para la tutela de las personas defensoras de derechos humanos.


REFERENCIA 11553 (Antecedentes)


La máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, en nota de 28 de setiembre 2018, expresó:


“En mi condición de Coordinadora a.i de la Unidad de Acceso a la Justicia en tiempo y forma procedo a rendir el informe que fuera solicitado mediante oficio 4215-18 por parte de la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia, en los siguientes términos:


 


I.- Breves antecedentes.


 


Mediante oficio DH-PE-0090-2018 la Defensoría de los Habitantes indica que al ser de su conocimiento los ataques sufridos por personas que laboran en la defensa de los derechos humanos, solicitó: “informar a la Defensoría de los Habitantes sobre las medidas que se adoptarán a fin de establecer mecanismos o protocolos específicos de denuncia y de protección que sean efectivos y ágiles, para la tutela de las personas defensoras de derechos humanos.” 


 


II.- Acciones realizadas.


 


Con el fin de dar cumplimiento en los términos que solicita la Defensoría de los Habitantes, la Unidad de Acceso a la Justicia llevó ante la Comisión de Acceso a la Justicia el oficio DH-PE-0090-2018, y en sesión del 5 de setiembre se acordó [bookmark: _Hlk525025249]socializar el Oficio DH-PE-0090-2018 del 21 de febrero de 2018 de la Defensoría de los Habitantes, entre las personas participantes de la Comisión de Acceso a la Justicia, solicitar a la Escuela Judicial toda la información sobre protección de personas defensoras de derechos humanos emitida por el Poder Judicial y atinente a sus competencias, y por último [bookmark: _Hlk525027960]socializar el Oficio DH-PE-0090-2018 del 21 de febrero de 2018 de la Defensoría de los Habitantes, entre las distintas Subcomisiones con el fin de que remitan sus opiniones desde la perspectiva de las poblaciones vulnerables que representan. 


 


De seguido, adjunto las respuestas que se remitieron desde las distintas dependencias consultadas:


 


1.            La Subcomisión contra la discriminación por orientación sexual


 


Mediante correo electrónico enviado el 19 de setiembre por la Máster Xinia Fernández contestó:


 


Buenas tardes Melissa, respecto al acuerdo que comunica a don Román,  solicitando  al respecto se pronuncie la subcomisión contra la discriminación por orientación sexual e identidad de género se pronuncie respecto al oficio que remitió a inicios de año la ex defensora de los habitantes Monserrat Solano le informo que ese oficio fue remitido en primera instancia a esta Subcomisión, la que en su sesión ordinaria del 24 de abril tomó el acuerdo que le transcribo y que fue remitido a la Unidad que usted dirige:


 


4) Se inicia la discusión del tema sobre protección de las personas defensoras de los DDHH, dando lectura al oficio de la Defensoría de los Habitantes donde solicita se informe sobre los mecanismos o protocolos eficaces y ágiles que se hayan establecido para la protección de estas personas, así como la solicitud que realiza la Corte Suprema de Justicia a la Comisión de Acceso a la Justicia en el mismo sentido. Se da lectura a la resolución de la ONU A/RES53/144 de 8 de marzo de 1999 y se verifica la seriedad de los derechos que se encuentran en juego para las personas defensoras de los derechos humanos, como el derecho a la vida, a la integridad, a denunciar violencia u hostigamiento, a asistir a audiencias, a tener asistencia letrada y a dirigirse a los organismos internacionales sin mayores trámites, entre otros.


 


Se discute que la Subcomisión de no discriminación por orientación sexual o identidad de género, tiene un papel importante en la protección de las citadas personas, pero el tema es tan amplio que su atención compete a toda la Comisión de Acceso a la Justicia. En efecto, parece que el tema se hubiese limitado a la protección de las personas que defienden los derechos de la comunidad LGTBI, sin embargo, no es así, la protección se refiere a las personas defensoras de todos los derechos humanos, incluyendo los derechos de todas las poblaciones vulnerabilizadas: indígenas, afrodescendientes, adultos mayores, menores de edad, migrantes y refugiados, mujeres, el ambiente, etc.


 


La respuesta que esta Subcomisión podría ofrecer en el tema que nos compete directamente, tiene que construirse en conjunto con la Comisión de Acceso a la Justicia para que se tomen acciones coordinadas o políticas institucionales que consideren la problemática como un todo y no en forma sectorial.


 


Estamos conscientes de que las personas que defienden los derechos LGBTI pueden ser más vulnerables por el rechazo social y el odio que el tema genera y de ahí que la solicitud de información se realizara en el marco de las elecciones presidenciales. 


 


También sabemos que las personas defensoras de los derechos LGBTI, que realizan las denuncias, requieren seguridad de que no van a ser expuestas por lo que las acciones deben comprender la mayor confidencialidad de sus datos. También, se pueden hacer campañas para promover la participación de estas personas en las denuncias y los procesos que se tramitan.


 


Por tanto, se acuerda: 


 


1.            Dar inicio a los procesos para crear conciencia en el Poder Judicial sobre la importancia de mejorar el acceso y proteger los derechos de estas personas defensoras de derechos humanos.


 


2.            Con este fin se acordó realizar un documento base con un análisis resumen de la amplitud e implicaciones del tema a la luz del derecho internacional y nacional que se construirá con el apoyo de Angélika Solera de la Defensoría de los Habitantes con el fin de utilizarlo para las siguientes acciones:


 


2.1        Realizar una instancia a todas las oficinas institucionales de capacitación para que incluyan en tema en los procesos de capacitación, incluyendo el curso de Derechos Sexuales y Reproductivos que ya imparte la Escuela Judicial .


 


2.2        Promover que se adopte la resolución de la ONU A/RES53/144 de 8 de marzo de 1999, como instrumento de estudio y capacitación en el Poder Judicial, con el fin de reducir la impunidad en este tipo de delitos.


 


2.3        Enviar el documento a las personas jerarcas de los distintos órganos judiciales solicitando realizar a lo interno la discusión sobre las acciones que debe asumir cada uno y como se puede involucrar a los actores relacionados como la Oficina de Atención y Protección de Víctimas y Testigos (OAPVT), el Ministerio de Seguridad, el Patronato Nacional de la Infancia, Inamu, Migración, etc.


 


2.4        Indicarles a estos órganos la necesidad de crear indicadores específicos, si fuese procedente.


 


Remitir esta respuesta a la Comisión de Acceso a la Justicia con indicación de que por ser un tema tan amplio que abarca a todas las poblaciones vulnerabilizadas, así como a las personas defensoras de otro tipo de derechos humanos, construyan la respuesta a la Defensoría de los Habitantes de forma integral, de manera que se que se programen acciones conjuntas o políticas institucionales generales y no solo referidas a las personas defensoras de los derechos LGBTI”


 


Ese mismo acuerdo se comunicó a Lic Juan Humberto Rodríguez Barrios, en ese momento asesor del Despacho de la Presidencia, en oficio 02-SDOSIG-2018 con fecha 26 de abril. El señor Rodríguez estaba a cargo de dar seguimiento al oficio remitido por la Defensoría.


 


Respecto al mismo tema, en correo que le remití el viernes 31 de agosto señalaba lo siguiente:


 


a)     “El interés de la Subcomisión contra la discriminación por orientación sexual e identidad de género al tomar el acuerdo de la sesión del 24 de abril fue informar a la comisión de acceso a la justicia que la elaboración de mecanismos y protocolos para el abordaje de denuncias interpuestas por personas “defensoras de derechos humanos” va más allá de lo que competa a quienes desempeñan ese rol respecto a personas de la comunidad LGBTI, esto en razón de que respecto a varias de las otras poblaciones, también existirá quienes ejerzan ese papel.


 


b)      Si bien la subcomisión pretendió iniciar ese proceso a partir de un documento base que se comprometió a elaborar una de las compañeras, lo cierto es que a la fecha no se ha elaborado tal documento. 


 


c)      Desde mi perspectiva lo que corresponde es solicitar al Consejo Superior que conforme un grupo de trabajo o asigne la tarea a alguna de las oficinas o comisiones ya existentes, para que construya el instrumento que solicita la Defensoría, informándole que a este momento no se cuenta con tales mecanismos o protocolos, al menos así denominados o que expresamente hagan referencia a las personas defensoras de derechos, sea de causas concretas o de poblaciones específicas”.


 


2.- La Subcomisión de Acceso a la Justicia para la población Migrante y Refugiada 


 


Mediante oficio de fecha 19 de agosto, la Subcomisión de Acceso a la Justicia para la población Migrante y Refugiada contestó:


 


Antecedentes


El Poder Judicial de Costa Rica ha asumido una posición directa en la protección de los Derechos Humanos de todas las poblaciones en condición de vulnerabilidad que reconoce y establece de manera integral a partir de la promulgación de las Reglas de Brasilia, y las diferentes políticas y directrices que ha emitido de previo a este acuerdo continental así como a posteriori.


 


También se ha creado un sistema de protección de derechos y acceso a la justicia que se materializa en la Comisión de Acceso a la Justicia, las diferentes subcomisiones por población específica y la Unidad de Acceso a la Justicia. Una de estas es la Subcomisión para el acceso a la justicia de las personas migrantes y refugiadas. 


 


Como antecedente a las Reglas de Brasilia, en la Cumbre de Cancún del año 2002 se aprobó la “Carta de los derechos de las personas ante la Justicia”, adoptada por la Corte Plena y este dicta el “Estatuto de la justicia y derechos de las personas usuarias del Sistema Judicial”(Corte Plena en la sesión extraordinaria No 22 artículo VII, del 23 de mayo de 2002).


 


Posteriormente en la XIV Cumbre, celebrada en Brasilia en marzo del 2008, los Poderes Judiciales y Cortes Constitucionales de España, Andorra, Portugal, América Latina y el Caribe aprobaron las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justica de las personas en condición de vulnerabilidad. Con la aprobación de dichas reglas en el Poder Judicial de Costa Rica se inicia la tutela sistemática que varias poblaciones en pos de hacer efectivo el acceso a la justicia según su condición.


 


La población migrante y la refugiada, con sus especificidades propias para cada categoría, puede incluir personas defensoras de derechos humanos. Especialmente en la segunda categoría. Cabe recordar que la población refugiada se encuentra huyendo de su país de origen o residencia habitual, pues tienen fundados temores ante el peligro inminente de sufrir una lesión, privación de la libertad o incluso la muerte, por motivos de pertenecer a un grupo determinado, etnia, raza, religión, opinión política u otras razones. Así que las personas defensoras de los Derechos Humanos fácilmente pueden constituirse en solicitantes de la condición de refugiadas o en refugiadas mismas.


 


La Corte Plena encarga a la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Justicia (CONAMAJ) redactar una política judicial para la atención de las poblaciones migrante, refugiada y solicitante de refugio.  En la sesión No 32-10 del 8 de noviembre de 2010 se aprueba por parte de la Corte Plena la: Política Institucional para el acceso a la justicia por parte de la población migrante y refugiada (https://www.conamaj.go.cr/images/libros/pdf/032.pdf ). 


 


Con la cual se plasma el compromiso del Poder Judicial de dar la atención adecuada y oportuna a dicha población, dándole énfasis a sus peculiaridades y requerimientos. Para el caso específico de las personas refugiadas y solicitantes, se compromete al cumplimiento de los principios internacionales propios de este esquema de protección internacional, como el de confidencialidad y el de no devolución.


 


Con dicha política también se crea una instancia coordinadora y responsable de dar seguimiento a la política, y se le encarga de elaborar y sugerir los lineamientos particulares para los procesos de información, divulgación y sensibilización hacia adentro y hacia fuera del Poder judicial.  Esta subcomisión está integrada por oficinas del Poder Judicial (Ministerio Público, Defensoría de los Habitantes, Organismo de Investigación Judicial, Escuela Judicial y otros), como la Defensoría de los Habitantes de la República, Dirección General de Migración y Extranjería, Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, ACNUR, OIM, OIT, CIDEHUM y representación de organizaciones de la sociedad civil. Es interinstitucional e intersectorial.


 


Ello ha permito que se haya realizado trabajo en varias líneas, como son sensibilización y capacitación de funcionarios judiciales y sociedad civil. Así como la divulgación y promoción de los derechos de acceso a la justicia, derechos laborales entre otros, enfocados a estas poblaciones.


 


a.             Medidas afirmativas para personas migrantes y refugiadas (aplicables a defensoras de derechos humanos)


 


Con base en la política institucional supra indicada para la adecuada atención de la población migrante y refugiada, se han dictado por parte del Consejo Superior del Poder Judicial tres directrices para la atención de personas migrantes, solicitantes de refugio y refugiadas, como medidas afirmativas para dar una atención adecuada a estas poblaciones, las cuales son aplicables a migrantes o refugiados defensores de Derechos Humanos, que recurran ante los tribunales de justicia a solicitar los servicios judiciales.


 


1.            Directriz Validez de Documentos de Identidad para el Acceso a los Procesos Judiciales de las Personas Migrantes, Refugiadas y Solicitantesde la Condición de Refugio.  Con dicha directriz se dictan medidas procesales para que el funcionariado judicial de las jurisdicciones de pensión alimentaria, penal, violencia doméstica, y en lo conducente las demás jurisdicciones.  Se les indican cómo actuar ante situaciones en que las personas de estas poblaciones se presenten a utilizar los servicios judiciales y no cuenten con documentos vigentes, o se los hayan sustraído, no tenga los mismos por haber ingresado de forma irregular.  En estas situaciones el funcionariado no puede denegar la atención y tramite de los diferentes procesos judiciales y bajo el principio de que el funcionariado judicial es protector de los derechos humanos y deben dar el servicio de administración de justicia. http://www.conamaj.go.cr/images/libros/pdf/045.pdf . 


 


2.            Directriz para el acceso efectivo a los procesos judiciales laborales de las Personas Migrantes, Solicitantes de la condición de refugio y refugiadas.  Esta directriz vino a solventar y llenar vacíos detectados en materia jurisdicción laboral como la atención de estas poblaciones, en materia de documentación vencida, retenida por patronos. La cual tiene como sustento de la directriz de validez de documentos. También se da énfasis en la atención de adolescentes trabajadores, mujer migrante embarazada o en situación de lactancia. En aras de dar protección a estas personas trabajadoras. Señalando que debe darse atención con o sin documentación vigente, y aunque no la tengan pueden presentarse a estrados judiciales a interponer sus denuncias y demandas laborales. Con lo cual se complementa el Convenio 189, para situaciones defensores de derechos humanos en materia laboral Se debe indicar que con la aplicación de esta directriz se obliga a la capacitación constante de funcionarios judiciales y a la vez se refuerza la figura de las Contralorías de Servicios del Poder Judicial donde las personas migrantes y refugiadas trabajadoras pueden acudir a interponer quejas por el servicio judicial si no son atendidos de formar adecuada.   http://www.conamaj.go.cr/images/libros/pdf/042.pdf


 


3.            Lineamiento para la aplicación de los artículos 72 Y 94 Inciso 5 de la Ley General de Migración y extranjería Nº 8764,  esta directriz, como su nombre lo indica le señala a los operadores de justicia del Poder Judicial, como solicitar bajo una orden del juez a la Dirección de Migración y Extranjería una categoría migratoria especial mientras se tramita y resuelve un proceso judicial independientemente la duración de este y sea requerida la persona migrante, solicitante de refugio o refugiada, que sean partes o testigo, independientemente de su condición migratoria. Con lo cual se logra que los procesos judiciales sean resueltos y que para que no se les deniegue la justicia a estas personas por motivos de expulsión o extradición. Esto es aplicable en el caso de los tres convenios. http://www.conamaj.go.cr/images/libros/pdf/046.pdf


 


4.            Procesos de sensibilización y capacitación al funcionariado judicial, administrativo y sociedad civil.


 


La Subcomisión realiza procesos de capacitación y sensibilización en migración, refugio y en acceso a la justicia, lucha contra la xenofobia y sobre la aplicación de las directrices indicadas A lo cual puede aunarse que Costa Rica, con el fin de la protección de los derechos laborales dictó, y que las personas que no cuentan con los recursos necesarios pueden acudir a la Defensa Laboral Gratuita del Poder Judicial. Se establece inclusive un proceso sumarísimo ante situaciones de discriminación por estos motivos que afecten a las personas defensoras de derecho humanos de migrantes, solicitantes de refugio y refugiadas, que se pueden presentar a nivel sindical. Ello sin lugar a dudas cubre a las poblaciones en condición de vulnerabilidad, incluida la población migrante y refugiada para que puedan tener acceso efectivo a la justicia laboral, en la que encontramos adolescencia trabajadora, madres en periodo de lactancia y trabajadoras domésticas que pueden ser sujetas retención de documentos por parte de la persona empleadora. 


 


Estos procesos de capacitación y sensibilización del funcionariado judicial, administrativo y sociedad civil se han hecho con el asocio de OIT, OIM, ACNUR y organizaciones no gubernamentales como CIDEHUM. Esto se ha realizado en diferentes puntos del país donde se encuentra el flujo migratorio, como por ejemplo Zona de Santos donde llegan a laborar personas del pueblo Ngöbe a la recolecta del café. También se la elaboración de material en la promoción de derechos de las personas trabajadoras migrantes y un afiche en idioma Ngöbe.


 


En este año se realizará un taller sobre el tema Migración y Refugio basado en violencia de Genero (LGTBI y mujer), para determinar los lineamientos para la atención y acceso a la justicia adecuado a estas poblaciones.


 


Consideramos que estas acciones deben ser consideradas como buenas prácticas, con sustento en leyes. Se encuentran limitadas por factores como el miedo infundado en repercusiones, o porque tienen temor, en el caso de los migrantes irregulares, de ser expulsados y perder sus derechos. Esto por cuanto se requiere una mayor difusión para erradicar mitos infundados como el hecho del temor a recurrir a instancias judiciales en la búsqueda de protección y protección de sus derechos.


        


En este sentido y considerado que el Sistema Interamericano de Derechos Humanos debe valorar y promover acciones similares en los Estados miembros y dar a conocer estas prácticas. 


 


En la coyuntura migratoria que vive el país, debido a la crisis política que sufre Nicaragua, en el seno de la Subcomisión de manera informal se ha recibido información sobre las acciones que desde sociedad civil se están realizando para dar acogida y protección a un número significativo de estudiantes, líderes y liderezas de los movimientos de protesta contra el gobierno, quienes han tenido que huir por ser víctimas de represión, tener amenazas contra su vida o su integridad personal y familiar. Esto, aunado al brote de xenofobia que se dio hace algunas semanas, hizo que la Subcomisión tomara el acuerdo de hacer un recordatorio al personal judicial sobre el deber de atender y ofrecer un trato en igualdad y sin discriminación a la población migrante y refugiada. Como segundo acuerdo se determinó importante reforzar el mensaje directo a las organizaciones de la sociedad civil sobre los mecanismos de acceso a la justicia que el Poder Judicial tiene. Para el cumplimiento de esta acción se ha programado un taller con organizaciones de sociedad civil que atienden a esta población. Más allá de las acciones puntuales que pueda ejercer la Subcomisión, se estima importante que todas las instancias del Poder Judicial tengan especial disposición para atender de manera efectiva y con prontitud casos derivados de esta situación de riesgo para estas personas.   


 


Esperamos haber cumplido con los requerimientos de información solicitada y a la vez se dejan los vínculos para que se puedan acceder a los documentos mencionados.


 


3.- La Escuela Judicial.


 


Mediante oficio EJ-DIR-304-2018 suscrito por la Licenciada Ileana Guillén, de fecha 19 de setiembre contestó: 


 


Al respecto, como ente encargado de la capacitación en el Poder Judicial, no está dentro de nuestras competencias, “establecer mecanismos o protocolos específicos de denuncia y protección que sean efectivos y ágiles, para la tutela de las personas defensoras de derechos humanos”. Labor que más bien parece, a mi criterio, resorte del Ministerio Público.


 


Sin embargo, me permito respetuosamente informar sobre la capacitación que en materia de Derechos Humanos se ha brindado desde la Escuela Judicial, desde que asumí la Dirección de esta, en el año 2015:


 


-Dentro del [bookmark: _Hlk525127164]Programa de Formación Inicial para aspirantes a la judicatura (FIAJ), se ha capacitado durante mi gestión a 61 personas aspirantes a ser Jueces o Juezas de la República, incluyendo dentro del Programa un taller sobre Tutela de los derechos humanos. Este taller se incluye en todos los Programas de Formación Inicial para aspirantes a la judicatura.


 


-Desde el Centro de Capacitación Judicial para Centroamérica y el Caribe, se han impartido los siguientes cursos, a todos los países integrantes del Centro:


 


§    2015: Derechos Humanos y Justicia Penal a 72 participantes.


      Restableciendo los derechos humanos en el ámbito intrafamiliar a 56 participantes


 


-Dentro del Programa de Actualización se han impartido las siguientes actividades formativas:


 


§    2015: Formación para formadores en derechos humanos a 39 personas


§    2016 a 2017: Derechos Humanos y estándares Internacionales a 35 personas.


§    2017: Taller de derechos humanos de las poblaciones en condición de vulnerabilidad en conflicto con la ley a 229 personas.


 


-Dentro de las acciones formativas por Ejes Transversales se han llevado a cabo las siguientes actividades académicas:


 


§    2016-2017: Acceso a la Justicia de los Pueblos Afrodescendientes a 36 personas.


 


Acceso a la Justicia de Mujeres Migrantes y Refugiadas Víctimas de Violencia Doméstica a 22 personas.


§    2015-2017: Taller de Diversidad Sexual a 23 personas.


§    2015: Foro virtual sobre hostigamiento sexual a 93 personas.


§    2015-2016: Taller de derechos humanos, sexuales y reproductivos a 78 personas.


§    2016-2017: Taller sobre manejo de acoso callejero a 170 personas. 


§    2016: Taller de Derechos Humanos y diversidad sexual a 24 personas.


§    2017: Módulo didáctico para la promoción de los Derechos Humanos de los pueblos indígenas a 135 personas


§    2017: Taller sobre el manejo del acoso sexual en entornos públicos a 16 personas.


§    2017: Taller prevención contra el hostigamiento sexual académico a 50 personas.


§    2015-2016-2017: Taller de Lenguaje Inclusivo a 490 personas. 


§    2018: En coordinación con la Universidad de Costa Rica, actualmente se está impartiendo el “Programa Académico sobre Acceso a la Justicia de Poblaciones en condición de Vulnerabilidad con perspectiva de Derechos Humanos”, en el que están participando 62 personas, que consta de siete módulos. 


 


En total, desde que asumí la Dirección de la Escuela Judicial, se han capacitado un total de 1691 personas, Jueces, Juezas y personal técnico judicial.


 


A demás, se han realizado las siguientes publicaciones, atinentes al tema:


 


-Revista Judicial No. 121. 


 


Jurisprudencia comentada: las sentencias básicas de la sala constitucional en materia de derechos humanos. Dr. Víctor Orozco Solano.


 


[bookmark: _Hlk525127985]-Revista Judicial No. 122


 


Atrocidades masivas y responsabilidades estatales en el sistema interamericano de derechos humanos Lic. Adán L. Carmona Pérez 


 


Jurisprudencia comentada violencia de género y constitución: una mirada desde la jurisprudencia de la sala constitucional y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Dr. Víctor Orozco Solano.


 


-Revista Judicial No. 123


 


Consensus y el control de convencionalidad creado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH): reflexiones a la luz del caso “Artavia murillo y otros contra Costa Rica.  M.Sc. Marvin Vargas Alfaro.


 


4.- La Subcomisión de Personas Privadas de Libertad


 


Mediante correo enviado por la Máster Laura Arias Guillén de fecha 21 de setiembre, contestó: 


 


En primera instancia la Defensa Pública estima oportuno apuntar que de conformidad con el numeral 12 de la Ley de Creación de la Defensoría de los Habitantes, el ámbito de competencia de la Defensoría de los Habitantes de la República con relación al Poder Judicial,  se encuentra limitada en tutela del principio de división de poderes.  No obstante, lo anterior, se proceden a señalar de manera sucinta las acciones que desarrolla la Defensa Pública en protección de los derechos humanos y que cobijan también, a las personas defensoras de derechos:


 


Acciones específicas de la Defensa Pública en la tutela de las garantías de los defensores de derechos humanos con la finalidad de evitar la criminalización de la defensa:


 


1.            Además de las funciones de patrocinio letrado que desarrolla la Defensa Pública, conforme al mandato conferido por la Ley Orgánica del Poder Judicial, que garantizan el acceso a la justicia en todas las etapas del proceso penal a las personas sometidas éste, la Defensa Pública, además:


 


2.            Cuenta con Defensores Públicos Interamericanos, que litigan en el marco del Sistema Interamericano de Protección de Derechos Humanos ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos, quiénes intervienen y participan activamente en los procesos en los que son apersonados.


 


3.            Conscientes de que las personas sometidas a proceso penal se encuentran en una condición de especial vulnerabilidad, la Dirección de la Defensa Pública mediante las siguientes circulares internas procura el abordaje de la población detenida desde el acto inicial de aprehensión de la siguiente forma:


 


Circular 8-2013 Deber de realizar visitas periódicas a Celdas del Organismo de Investigación Judicial


Circular 11-2013 Deber de comunicar informes de visitas a las Celdas del Organismo de Investigación Judicial


Circular 6-2014 Deber de realizar visitas de monitoreo a centros penales


Circular 12-2016 Obligatoriedad de visita carcelaria


Circular 16-2016 Protocolo de actuación en visitas de monitoreo a centros de detención


 


Lo que permite la pronta y oportuna individualización de los elementos que motivan la existencia del proceso penal, las razones que justifican la detención de la persona imputada y las condiciones en que aquella se ejecuta.


 


4.            Mediante alianzas estratégicas, la Defensa Pública promueve además la aplicación del marco de protección tanto del Sistema Universal como Interamericano de Derechos Humanos, participando de:


 


Observatorio Nacional contra la Tortura (creado en el año 2014 e integrado por ILANUD, CEJIL, DNI, UCR, MNPT, UCI)


 


Red Euro Latinoamericana para la Prevención de la Tortura (RELAPT) del que la Defensa Pública forma parte integrante.


 


Asociación Interamericana de Defensorías Públicas (AIDEF) en las que se desarrollan acciones tendientes a la protección de derechos humanos.


 


5.            Acciones de formación o capacitación: En ejes específicos de Protección y defensa de Derechos Humanos.


 


5.- La Subcomisión Penal Juvenil.


 


Mediante oficio SPJ-012-2018 enviado el día 21 de setiembre se contesta:


 


Sirva la presente para saludarle y a la vez hago referencia al oficio CACC-314-2018, de fecha 16 de agosto recién pasado, en el cual se le solicitó a la Sub Comisión Penal Juvenil, “[…] remitir un informe para determinar las buenas prácticas respecto a la defensa de las personas defensoras de los Derechos Humanos, así como pronunciarse sobre las propuestas de mejora en virtud de las encuestas realizadas por la Subcomisión contra la Discriminación por Orientación Sexual e Identidad de Género […]”.


 


Con respecto al primer punto solicitado, debe indicarse que Costa Rica, el día 5 de febrero de 2018, firmó un convenio con la Fundación Acceso para el establecimiento del Programa “Shelter City”, el cual busca solventar el riesgo al que se exponen las personas defensoras de Derechos Humanos que se encuentran en riesgo, particularmente de El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua.  Precisamente nuestro país fue escogido por no presentar hasta la fecha, situaciones de riesgo para las personas que se dedican a esa noble labor.  La anterior información puede ser consultada en la página web https://presidencia.go.cr/comunicados/2018/02/se-establece-en-costa-rica-centro-de-proteccion-temporal-para-personas-defensoras-de-derechos-humanos/


 


En lo concerniente al segundo punto, no nos es posible pronunciarnos, habida cuenta de que no se cuenta con las encuestas realizadas por la Sub Comisión contra la Discriminación por Orientación Sexual e Identidad de Género, ni tampoco se nos ha remitido las propuestas de mejora a las que hace referencia el acuerdo que se nos traslada.  


 


Posteriormente se reitera la posición mediante oficio SPJ-014-2018:


 


Sirva la presente para saludarle y a la vez hacer de su conocimiento el acuerdo de la Sub Comisión Penal Juvenil, sesión 4-2018, artículo 8, en el que se conoció su atento oficio N° CACC-336-2018, de fecha 19 de setiembre, en el cual se le solicitó a la Sub Comisión Penal Juvenil, remitir opinión sobre el oficio DH-PE-0090-2018 del 21 de febrero de 2018 de la Defensoría de los Habitantes.


 


Con relación a lo solicitado se acordó:


 


“Reiterar el oficio de esta Sub Comisión Penal Juvenil, N° SPJ-012-2018, del 31 de agosto de 2018.  Asimismo indicar que, en el Poder Judicial, existen una serie de Políticas Institucionales de acceso a la Justicia, así como Protocolos, instrumentos derivados de las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, que tutelan la defensa de los derechos humanos de las diferentes poblaciones, y cada uno de ellos con rutas que permiten también, la defensa de las personas defensoras de los derechos humanos.” 


 


6.- La Unidad de Acceso a la Justicia


 


La Unidad de Acceso a la Justicia coadyuva en este informe con el fin de dar algunos aportes sobre lo solicitado por la Defensoría de los Habitantes. Si bien el Poder Judicial ha hecho avances para la protección de los Derechos Humanos, la solicitud versa sobre las medidas que se adoptarán, por lo que esta Unidad sugiere -en este orden de ideas y de manera respetuosa- lo siguiente:


 


La conformación de una Comisión, grupo de trabajo o similar con los siguientes fines:


 


Ø   Realizar un diagnóstico respecto si los protocolos, circulares y demás normativa; que existe dentro del Poder Judicial, son suficientes para garantizar la protección efectiva de las Personas Defensoras de Derechos Humanos. 


 


Ø   Analizar si los protocolos, circulares y demás normativa que existe dentro del Poder Judicial, cumplen con los parámetros y los compromisos adquiridos por Costa Rica respecto a la protección efectiva de las Personas Defensoras de Derechos Humanos a nivel internacional. 


 


Ø   Realizar otras recomendaciones que fueran del interés y competencias del Poder Judicial como la creación de estadísticas con datos de interés sobre el tema. 


 


Por último, y de parte de la Comisión de Acceso a la Justicia que sesionó el pasado 5 de setiembre, se solita ante esta honorable Corte Plena, realizar una atenta y respetuosa instancia a la Defensoría de los Habitantes con el fin de que sea remitido al Poder Judicial y a la Comisión de Acceso a la Justicia, la documentación y acciones que se han hecho por parte de esa institución sobre el tema de protección a personas defensoras de derechos humanos, esto a fin de conciliar los esfuerzos en una misma ruta por parte de ambas instituciones. 


 


Dejó así rendido el informe solicitado.”
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La máster Damaris Vargas Vásquez, en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, en nota de 2 de octubre de 2018, expresó:


“Reciban un atento saludo. A la vez, hago de su conocimiento el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad en sesión ordinaria celebrada el 25 de setiembre de 2018, Artículo III, en el que literalmente se dispuso:


 


“ARTÍCULO III


 


Se conoce del Oficio CACC-341-2018 de 19 de setiembre de 2018, mediante el cual la Unidad de Acceso a la Justicia comunica el acuerdo tomado por la Comisión de Acceso a la Justicia en la sesión celebrada el pasado 5 de setiembre, el cual se transcribe literalmente: “Acuerdo: 7) Socializar el Oficio DH-PE-0090-2018 del 21 de febrero de 2018 de la Defensoría de los Habitantes, entre las distintas Subcomisiones con el fin de que remitan sus opiniones desde la perspectiva de las poblaciones vulnerables que representan…”. Así mismo, se señala que con la información que se remita se confeccionará un informe para la Secretaría de la Corte, quien a su vez debe de dar respuesta a la Defensoría de los Habitantes sobre este tema a la brevedad. Esta información fue solicitada desde el mes de febrero de este año; por lo que se solicita de manera respetuosa, el envío de sus opiniones (si se tuvieran) a más tardar para el día 21 de setiembre.


 


[image: ]


 


En el Oficio DH-PE-0090-18 de 21 de febrero de 2018 emitido por la Defensoría de los Habitantes a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, la Fiscalía General de la República y al Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, se hacen observaciones sobre el alcance de las obligaciones internacionales en materia de derechos humanos en el contexto que enfrentaba el país en la coyuntura de la segunda ronda electoral, a efectos de “evidenciar el incumplimiento del Estado costarricense respecto a la protección de las personas que se dedican a la defensa de los derechos humanos de los diversos grupos que conforman la sociedad costarricense”. 


 


En dicho oficio se solicita informar a la Defensoría de los Habitantes sobre las medidas que se adoptarán a fin de establecer mecanismos o protocolos específicos de denuncia y de protección que sean efectivos y ágiles para la tutela de las personas defensoras de los derechos humanos.


 


En el Oficio en estudio se hace alusión a resolución de la Asamblea General N° A/RES/53/144 conocida como Declaración de los Derechos de los Defensores de los Derechos Humanos, en la que se reconoce el valor que tiene la labor que realizan al contribuir a la eliminación efectiva de todas las violaciones de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los pueblos y los individuos. 


 


[image: ]


 


SE ACUERDA:


 


1° Se toma nota del Oficio DH-PE-0090-18 de 21 de febrero de 2018 emitido por la Defensoría de los Habitantes a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, la Fiscalía General de la República y al Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, en el que se hacen observaciones sobre el alcance de las obligaciones internacionales en materia de derechos humanos en el contexto que enfrentaba el país en la coyuntura de la segunda ronda electoral, a efectos de “evidenciar el incumplimiento del Estado costarricense respecto a la protección de las personas que se dedican a la defensa de los derechos humanos de los diversos grupos que conforman la sociedad costarricense”; y se solicita informar a la Defensoría de los Habitantes sobre las medidas que se adoptarán a fin de establecer mecanismos o protocolos específicos de denuncia y de protección que sean efectivos y ágiles para la tutela de las personas defensoras de los derechos humanos. 


 


2° Comunicar a la Comisión de Acceso a la Justicia y a la Unidad de Acceso a la Justicia que la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas con Discapacidad, en el marco de sus competencias y de la Resolución de la Asamblea General N° A/RES/53/144 conocida como Declaración de los Derechos de los Defensores de los Derechos Humanos, en la que se reconoce el valor que tiene la labor que realizan al contribuir a la eliminación efectiva de todas las violaciones de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los pueblos y los individuos, especialmente en lo que se refiere a la defensa de los derechos de las personas con discapacidad. Además, comunicar que la Subcomisión no ha tenido reporte alguno, o conocido casos de personas defensoras de los derechos humanos de personas con discapacidad que hayan sufrido violaciones de sus derechos y presentado denuncias.  


 


3° Instar a la Comisión de Acceso a la Justicia y a la Unidad de Acceso a la Justicia para que emitan una recomendación a Corte Plena a fin de que se incorpore en el Plan Estratégico Institucional 2019-2024 y en el quehacer de todas las personas servidoras judiciales, en especial, de las juezas y jueces, la Resolución de la Asamblea General N° A/RES/53/144 conocida como Declaración de los Derechos de los Defensores de los Derechos Humanos, así como las políticas integrales de protección de las personas defensoras de los derechos humanos establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, concretamente, en el informe denominado “Hacia una política integral de protección a personas defensoras de derechos humanos” del año 2017, para la utilización de los estándares aplicables a los mecanismos nacionales de protección vinculados con la necesidad de un marco legal sólido, recursos financieros y humanos sostenibles, coordinación interinstitucional, activación de acciones que garanticen el deber de protección, análisis de riesgos flexibles e individualizados, participación de los beneficiarios, idoneidad y efectividad de las medidas de protección y enfoques diferenciados para grupos en especial vulnerabilidad o con discriminación histórica. Además de dar seguimiento a las recomendaciones ahí establecidas de promover el trabajo de las personas defensoras de derechos humanos y reconocer el rol que cumplen en sociedades democráticas, proteger a las personas defensoras de derechos humanos para prevenir ataques contra su vida e integridad personal, remover los obstáculos y adoptar las medidas necesarias para asegurar la defensa y promoción de los derechos humanos de una manera libre y plena. 


 


4° Solicitar a la Unidad de Acceso a la Justicia comunicar este acuerdo a la Comisión de Acceso a la Justicia este acuerdo e incorporar este informe en la respuesta que se emita a Corte Plena con ocasión de la audiencia conferida. Para tal efecto, se declara este acuerdo en firme por unanimidad para su ejecución.-”


- 0 -


Se acordó:
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San José, 31 de octubre de 2020 


Oficio N° DVV-S1-0157-2020 


Señora 


Máster Rebeca Guardia Morales 


Directora 


Escuela Judicial 


 


Señor 


Máster Gustavo Céspedes Chinchilla 


Escuela Judicial 


 


 


Estimados Señora y Señor: 


 


Reciban un atento saludo. En relación con el Oficio EJ-ACAD-065-2020 enviado el 8 de 


octubre de 2020 por el señor Gustavo Cespedes Chinchilla, se le informa: 


 


I. Antecedentes 


 


La Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica establece: 


“ARTICULO 10- Capacitación permanente del personal. Se garantizará la 


capacitación permanente del personal judicial, para lo cual la Escuela Judicial 
tendrá un programa anual permanente. Dichas capacitaciones serán declaradas 
obligatorias por el Poder Judicial, a fin de que todas las personas servidoras 
judiciales desarrollen conocimientos, habilidades, destrezas y aptitudes, para 
ofrecer un servicio público de calidad a las personas involucradas. La Escuela 
Judicial deberá llevar un registro de tales capacitaciones y ofrecerlas 
periódicamente para garantizar su actualización. 


En cumplimiento de dicha normativa y lo dispuesto por Corte Plena en las sesiones 20-


19 de 27 de mayo, Artículo XIX y 25-19 de 24 de junio, Artículo II, ambas de 2019, donde 


aprobó la Circular 188-19, la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


-con el visto bueno de la Comisión de Acceso a la Justicia- en atención a la anticipación 


con la que la Escuela Judicial debe construir el Programa Anual Permanente Indígena, 


dispuesto en el artículo 10 citado, remitió correo electrónico el 22 de agosto de 2019, 


16:30, al Magistrado Presidente del Consejo Directivo, la Directora de la Escuela Judicial, 


propuesta de capacitación en Derecho Indígena para lo que restaba de 2019 y la 


planificación del año 2020, donde se indicó: 


 


“Reciban un atento saludo. A la vez, en cumplimiento de la solicitud remitida por 


doña Rebeca Guardia Morales para que se informe a la Escuela Judicial los “temas 


urgentes, para de manera posterior atender los que son importantes pero que no 


están revestidos de esta condición, lo que nos permitirá atenderlos de manera 


paulatina”, les informo: 


 


En cumplimiento de los acuerdos de Corte Plena tomados en sesiones N° 20-19 de 


27 de mayo de 2019, Artículo XIX y N° 25-19 de 24 de junio de 2019, Artículo II, 
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donde se aprobaron y la Circular N° 123-2019 denominada “Sobre los 21 ejes de 


acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del 


cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, 


establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra 


Costa Rica”, se le solicita que en las capacitaciones que ejecute la Escuela Judicial 


en lo que resta de 2019 y la proyección para 2020, se cumpla siempre con lo 


siguiente: 


 


1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares N° 


321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones de capacitación 


impartidas a las personas servidoras judiciales, cuyo objetivo esté vinculado con 


garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena Teribe 


y Bribrí de Salitre, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH 


y construir confianza y diálogo intercultural.  


 


2. Identificar y analizar en las actividades de capacitación asociadas a Derecho 


Indígena que organice la Escuela Judicial, los riesgos relevantes asociados al logro 


de los objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, 


establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales 


acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, 


su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se 


tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las medidas 


necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo organizacional 


aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que minimicen el riesgo 


en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y resolución de los 


procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, priorizando aquellos 


en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre. 


 


3. La capacitación dirigida a la Judicatura debe orientarse a cumplir la Circular 123-


19 mediante el fortalecimientos de las competencias de los jueces y las juezas que 


les permita ejercer la función encomendada en forma eficaz, eficiente y efectiva, 


para que puedan: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan 


comprender y hacerse comprender en los procedimientos legales iniciados, 


facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) proporcionar el 


acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal en relación con 


su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se encontrasen en 


una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el 


acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos 


encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos 


indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el 


desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin 


que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a 


las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en 


virtud de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva 


que tome en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población 


en general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y 


sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, 
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valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de 


los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los 


cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares 


internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en 


el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 


2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas 


de Costa Rica. 


 


4. Realizar actividades de capacitación en las que se capacite a las personas 


indígenas el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos; previa 


concertación con esa población para la identificación de los contenidos mínimos de 


los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los mecanismos que ofrece 


el Poder Judicial para el acceso a la justicia. Además, facilitar que personas 


indígenas de los diferentes pueblos actúen como facilitadoras de las personas 


servidoras judiciales, priorizando a las de Salitre y de Térraba al ser beneficiarias 


de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. La capacitación que 


impartan las personas indígenas estará vinculada a la historia, cosmovisión, 


costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros datos de 


interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas. 


 


5. Priorizar en las actividades de capacitación a las personas servidoras judiciales 


quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para 


conocer de procesos vinculados con personas indígenas de los territorios ubicados 


en Buenos Aires de Puntarenas; así como a las que se desempeñen en los 


despachos donde exista mayor incidencia de procesos indígenas. En las 


capacitaciones se solicita incluir a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras 


judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del Organismo de 


Investigación Judicial, personas traductoras e intérpretes, entre otros. Iniciar el 


proceso de capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones 


Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias, al estar 


atendiendo asuntos vinculados con los territorios indígenas; y luego se continuará 


con las demás. 


 


6. Verificar que, en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho 


Indígena, se incluya al menos: 


a. Normativa internacional referida a los derechos de las personas 


indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e 


integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones 


tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), 


Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 


OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de 


los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre 


Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016 


b. Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 


Humanos vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la 


Opinión Consultiva 23-2017 


c. Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia 


de los Pueblos Indígenas, Ley de Protección del Derecho a la 
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Nacionalidad de la Persona Indígena y Garantía de Integración 


de la Persona Indígena Transfronteriza, entre otras. 


d. Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala 


Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. 


e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior 


vinculados con las reglas para los procesos en los que estén 


involucradas personas indígenas; además, los alcances y 


distinción entre el sistema monista y el pluralismo jurídico. 


 


7. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto de esas 


capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras 


judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las 


sentencias- que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto 


respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la 


conducta judicial, entre otros. Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para 


tal seguimiento del impacto de la capacitación se diseñó el Manual para realizar las 


evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el desempeño laboral por 


parte de la Escuela Judicial. 


 


8. Gestionar ante el Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las 


personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en 


cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente 


quienes tengan competencia material y territorial para conocer de procesos 


judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre. 


 


9. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un seguimiento 


para medir el impacto en su gestión 


 


10. Coordinar con las Universidades Estatales, Instituto de Desarrollo Rural, Ministerio 


de Justicia y Paz y Ministerio de la Presidencia de la República, para que valoren 


la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y 


fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas 


indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre, sobre las acciones 


emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas 


catastrales y registrales vinculados; así como la Política Indígena y el proceso de 


consulta. 


 
Propuesta: 
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Tema Justificación Nivel de 


profundi


dad 


Baja 


Media 


Alta 


Prioridad Posibles 


personas 


facilitadoras 


CONOCER


NOS: Un 


primer 


acercamie


nto 


 


Historia 


Costumbr


es, 


Formas de 


transmisió


n de la 


tierra, 


Formas de 


posesión 


de la tierra 


 


Acuerdos de Corte Plena 


tomados en sesiones N° 20-


19 de 27 de mayo de 2019, 


Artículo XIX y N° 25-19 de 


24 de junio de 2019, Artículo 


II, donde se aprobaron y la 


Circular N° 123-2019 


denominada “Sobre los 21 


ejes de acción, 


recomendados por la 


Comisión de Acceso a la 


Justicia, con ocasión del 


cumplimiento de las 


Medidas Cautelares N° 321-


12 del 30 de abril de 2015, 


establecidas por la Comisión 


Interamericana de Derechos 


Humanos (CIDH) contra 


Costa Rica” 


Media Alta Personas 


indígenas 


representantes 


de los 


territorios 


indígenas de 


Bribrí de 


Talamanca y 


Térraba (Señor 


Pablo Sibar);  


 


Dr. Marcos 


Guevara 


Berger 


Escuela de 


Antropología 


UCR 
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Tema Justificación Nivel de 


profundi


dad 


Baja 


Media 


Alta 


Prioridad Posibles 


personas 


facilitadoras 


Dr. Alí García 


UCR 


 


Dra. Alejandra 


Boza 


Escuela de 


Historia 


UCR 


 


Licda. Marjorie 


Herrera 


Defensoría de 


los Habitantes 


de la 


República 


 


Justa Romero 
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Tema Justificación Nivel de 


profundi


dad 


Baja 


Media 


Alta 


Prioridad Posibles 


personas 


facilitadoras 


Indígena Bribri 


 


Pablo Sibar 


Indígena 


Broran 


 


Por definir 


Indígena Bribri 


Modelo de 


construcci


ón de 


Política 


Nacional 


Indígena y 


Mecanism


o de 


Consulta 


a Pueblos 


Indígenas; 


Acuerdos de Corte Plena 


tomados en sesiones N° 20-


19 de 27 de mayo de 2019, 


Artículo XIX y N° 25-19 de 


24 de junio de 2019, Artículo 


II, donde se aprobaron y la 


Circular N° 123-2019 


denominada “Sobre los 21 


ejes de acción, 


recomendados por la 


Comisión de Acceso a la 


Media Alta Sr. Juan Alfaro 


Viceministerio 


de la 


Presidencia, 


delegado para 


atender los 


asuntos 


indígenas por 


la Presidencia 
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Tema Justificación Nivel de 


profundi


dad 


Baja 


Media 


Alta 


Prioridad Posibles 


personas 


facilitadoras 


y 


construcci


ón de la 


Política 


Indígena 


del Poder 


Judicial 


Justicia, con ocasión del 


cumplimiento de las 


Medidas Cautelares N° 321-


12 del 30 de abril de 2015, 


establecidas por la Comisión 


Interamericana de Derechos 


Humanos (CIDH) contra 


Costa Rica” 


de la 


República 


 


Sr. Geyner 


Blanco 


Indígena 


Maleku Asesor 


de la 


Presidencia de 


la República en 


temas 


indígenas 


 


Sr. Jorge Olaso 


Alvarez 


Coordinador 


Comisión de 


Acceso a la 


Justicia 
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Tema Justificación Nivel de 


profundi


dad 


Baja 


Media 


Alta 


Prioridad Posibles 


personas 


facilitadoras 


 


Sra. Melissa 


Benavides 


Coordinadora 


Unidad de 


Acceso a la 


Justicia 


 


Sra. Damaris 


Vargas 


Vásquez 


Coordinadora 


Subcomisión 


Acceso a la 


Justicia de 


Pueblos 


Indígenas 
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Tema Justificación Nivel de 


profundi


dad 


Baja 


Media 


Alta 


Prioridad Posibles 


personas 


facilitadoras 


Buenas 


Prácticas: 


Reglas de 


Brasilia, 


Ley de 


Acceso a 


la Justicia 


de 


Pueblos 


Indígenas 


de Costa 


Rica y 


Reglas de 


Procesos 


Indígenas; 


Circulares


. 


 


Acuerdos de Corte Plena 


tomados en sesiones N° 20-


19 de 27 de mayo de 2019, 


Artículo XIX y N° 25-19 de 


24 de junio de 2019, Artículo 


II, donde se aprobaron y la 


Circular N° 123-2019 


denominada “Sobre los 21 


ejes de acción, 


recomendados por la 


Comisión de Acceso a la 


Justicia, con ocasión del 


cumplimiento de las 


Medidas Cautelares N° 321-


12 del 30 de abril de 2015, 


establecidas por la Comisión 


Interamericana de Derechos 


Humanos (CIDH) contra 


Costa Rica” 


Media Media Defensa 


Pública: Ligia 


Jiménez 


 


Fiscalía 


Indígena: 


Ariana 


Céspedes 


 


Judicatura: 


Jean Carlos 


Céspedes, 


Damaris 


Vargas 


Vásquez 
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Tema Justificación Nivel de 


profundi


dad 


Baja 


Media 


Alta 


Prioridad Posibles 


personas 


facilitadoras 


Ámbito 


Administrativo


: 


Wilberth Kidd 


 


OIJ: 


Yorleny Ferreto 


 


Sociedad Civil: 


Exmagistrada 


Carmen María 


Escoto 


Fernández 


Mecanism


o General 


de 


Consultas 


sobre 


Acuerdos de Corte Plena 


tomados en sesiones N° 20-


19 de 27 de mayo de 2019, 


Artículo XIX y N° 25-19 de 


24 de junio de 2019, Artículo 


Media Alta Magistrada Iris 


Rocío Rojas: 
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Tema Justificación Nivel de 


profundi


dad 


Baja 


Media 


Alta 


Prioridad Posibles 


personas 


facilitadoras 


actos en 


los 


territorios 


y de 


importanci


a para las 


personas 


indígenas 


fuera de 


los 


territorios 


indígenas 


II, donde se aprobaron y la 


Circular N° 123-2019 


denominada “Sobre los 21 


ejes de acción, 


recomendados por la 


Comisión de Acceso a la 


Justicia, con ocasión del 


cumplimiento de las 


Medidas Cautelares N° 321-


12 del 30 de abril de 2015, 


establecidas por la Comisión 


Interamericana de Derechos 


Humanos (CIDH) contra 


Costa Rica” 


Coordinadora 


Comisión de 


Conciliación 


 


Franklin 


Paniagua, 


Director de 


DINARAC del 


Ministerio de 


Justicia 


 


Carmen 


Cerdas: 


Directora 


Centro de 


Conciliación 


del Poder 


Judicial 


 







Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
Comisión de Acceso a la Justicia 


Poder Judicial 
 


13 
 


Tema Justificación Nivel de 


profundi


dad 


Baja 


Media 


Alta 


Prioridad Posibles 


personas 


facilitadoras 


Kattya 


Escalante: 


Escuela 


Judicial 


Plan de 


Recuperac


ión de 


Tierras 


Indígenas 


(INDER) 


(Tierras, 


Territorios 


y 


Recursos)  


 


Acuerdos de Corte Plena 


tomados en sesiones N° 20-


19 de 27 de mayo de 2019, 


Artículo XIX y N° 25-19 de 


24 de junio de 2019, Artículo 


II, donde se aprobaron y la 


Circular N° 123-2019 


denominada “Sobre los 21 


ejes de acción, 


recomendados por la 


Comisión de Acceso a la 


Justicia, con ocasión del 


cumplimiento de las 


Medidas Cautelares N° 321-


12 del 30 de abril de 2015, 


establecidas por la Comisión 


Interamericana de Derechos 


Media Media Diana Murillo: 


Gerente 


General de 


INDER 


 


Ing. Jimmy 


Garita 


INDER 


 


Ingra. Sandra 


Angulo 


Calderón 


INDER 
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Tema Justificación Nivel de 


profundi


dad 


Baja 


Media 


Alta 


Prioridad Posibles 


personas 


facilitadoras 


Humanos (CIDH) contra 


Costa Rica” 


Género y 


mujeres 


indígenas 


Acuerdos de Corte Plena 


tomados en sesiones N° 20-


19 de 27 de mayo de 2019, 


Artículo XIX y N° 25-19 de 


24 de junio de 2019, Artículo 


II, donde se aprobaron y la 


Circular N° 123-2019 


denominada “Sobre los 21 


ejes de acción, 


recomendados por la 


Comisión de Acceso a la 


Justicia, con ocasión del 


cumplimiento de las 


Medidas Cautelares N° 321-


12 del 30 de abril de 2015, 


establecidas por la Comisión 


Interamericana de Derechos 


Humanos (CIDH) contra 


Costa Rica” 


Media Media Antropóloga 


Valeria Varas 


INAMU 


 


Máster Melissa  


Benavides 


Unidad Acceso 


a la Justicia 
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Tema Justificación Nivel de 


profundi


dad 


Baja 


Media 


Alta 


Prioridad Posibles 


personas 


facilitadoras 


Peritajes 


Culturales


: 


 


Lecciones 


aprendida


s 


 


Aprovecha


miento y 


administr


ación de la 


informació


n 


 


Interpreta


ción del 


idioma 


indígena 


Acuerdos de Corte Plena 


tomados en sesiones N° 20-


19 de 27 de mayo de 2019, 


Artículo XIX y N° 25-19 de 


24 de junio de 2019, Artículo 


II, donde se aprobaron y la 


Circular N° 123-2019 


denominada “Sobre los 21 


ejes de acción, 


recomendados por la 


Comisión de Acceso a la 


Justicia, con ocasión del 


cumplimiento de las 


Medidas Cautelares N° 321-


12 del 30 de abril de 2015, 


establecidas por la Comisión 


Interamericana de Derechos 


Humanos (CIDH) contra 


Costa Rica” 


Media Alta Dr. Marcos 


Guevara 


Berger 


UCR 


 


Alí García 


UCR 


 


Javier 


Rodríguez 


Coordinador 


de Proyecto por 


el National 


Center  


 


Patricia Bonilla 
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Tema Justificación Nivel de 


profundi


dad 


Baja 


Media 


Alta 


Prioridad Posibles 


personas 


facilitadoras 


 


 


 


Centro de 


Información 


Jurisprudencia


l 


 


 


Módulo 


didáctico 


sobre 


Acceso a 


la Justicia 


de 


Pueblos 


Indígenas 


 


Acuerdos de Corte Plena 


tomados en sesiones N° 20-


19 de 27 de mayo de 2019, 


Artículo XIX y N° 25-19 de 


24 de junio de 2019, Artículo 


II, donde se aprobaron y la 


Circular N° 123-2019 


denominada “Sobre los 21 


ejes de acción, 


recomendados por la 


Comisión de Acceso a la 


Justicia, con ocasión del 


cumplimiento de las 


Medidas Cautelares N° 321-


12 del 30 de abril de 2015, 


Alta Media Personas 


integrantes de 


la Subcomisión 


de Acceso a la 


Justicia, 


representantes 


de la 


Judicatura, 


Fiscalía, 


Defensa 


Pública, 


Trabajo Social 


y Psicología,  







Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
Comisión de Acceso a la Justicia 


Poder Judicial 
 


17 
 


Tema Justificación Nivel de 


profundi


dad 


Baja 


Media 


Alta 


Prioridad Posibles 


personas 


facilitadoras 


establecidas por la Comisión 


Interamericana de Derechos 


Humanos (CIDH) contra 


Costa Rica” 


Experienci


as de la 


Defensa 


Pública en 


la 


atención 


de la 


temática 


indígena: 


 


Políticas y 


circulares 


 


Buenas 


Prácticas 


Acuerdos de Corte Plena 


tomados en sesiones N° 20-


19 de 27 de mayo de 2019, 


Artículo XIX y N° 25-19 de 


24 de junio de 2019, Artículo 


II, donde se aprobaron y la 


Circular N° 123-2019 


denominada “Sobre los 21 


ejes de acción, 


recomendados por la 


Comisión de Acceso a la 


Justicia, con ocasión del 


cumplimiento de las 


Medidas Cautelares N° 321-


12 del 30 de abril de 2015, 


establecidas por la Comisión 


Interamericana de Derechos 


Media Alta Dra. Diana 


Montero 


Montero 


Directora 


Defensa 


Pública 


 


Dr. Erick 


Núñez 


Rodríguez 


Subdirector de 


la Defensa 


Pública 
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Tema Justificación Nivel de 


profundi


dad 


Baja 


Media 


Alta 


Prioridad Posibles 


personas 


facilitadoras 


 


Peritajes 


culturales  


Humanos (CIDH) contra 


Costa Rica” 


Licda. Ligia 


Jiménez 


Defensa 


Pública 


Indígena 


 


Lic. Jesús 


Chaves Mora  


Defensa 


Pública 


Indígena  
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Tema Justificación Nivel de 


profundi


dad 


Baja 


Media 


Alta 


Prioridad Posibles 


personas 


facilitadoras 


Capacitaci
ón en 
temáticas 
vinculada
s con 
pueblos y 
territorios 
indígenas 


Capacitaci
ón 
desarrolla
da por la 
UCR 
compuest
a por 6 
módulos 
temáticos 
con un 
sitio 


virtual 
para la 
interlocuci
ón de las 
personas 


Acuerdos de Corte Plena 


tomados en sesiones N° 20-


19 de 27 de mayo de 2019, 


Artículo XIX y N° 25-19 de 


24 de junio de 2019, Artículo 


II, donde se aprobaron y la 


Circular N° 123-2019 


denominada “Sobre los 21 


ejes de acción, 


recomendados por la 


Comisión de Acceso a la 


Justicia, con ocasión del 


cumplimiento de las 


Medidas Cautelares N° 321-


12 del 30 de abril de 2015, 


establecidas por la Comisión 


Interamericana de Derechos 


Humanos (CIDH) contra 


Costa Rica” 


Alta Alta Dra. Vania 


Solano 


UCR 


 


Dr. Marcos 


Guevara 


UCR 
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Tema Justificación Nivel de 


profundi


dad 


Baja 


Media 


Alta 


Prioridad Posibles 


personas 


facilitadoras 


participan
tes. 


Se 
adicionaro
n dos 
módulos: 


-


Concepció
n 
tradicional 
de la tierra 


-Peritaje 
cultural 


Los 
materiales 
los tiene la 


Escuela 
Judicial 
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Aprovecho para informarles que según comunicado enviado por el Dr. Marcos Guevara 
Berger, la UCR remitió a don Román Bresciani los materiales desarrollados para ejecutar 
la actividad “Capacitación en temáticas vinculadas con pueblos y territorios indígenas”, lo 
que facilitaría su ejecución. Así mismo, las personas que se citan como facilitadoras del 
Poder Ejecutivo muestran su anuencia a colaborar en forma gratuita como parte de sus 
funciones y experticia. 
 
Finalmente, se les solicita considerar los acuerdos emitidos por el Consejo Superior y 
gestiones enviadas a la Escuela Judicial en el transcurso del año para la construcción del 
Plan Anual de Capacitación al que hace referencia la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos 
Indígenas. 


 
Estoy a su disposición por su requieren algún dato adicional.  
 
Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos 
Indígenas” 
 


Propuesta de temas 


de capacitación en Derecho Indígena 2019 y 2020_docx.msg
 


Propuesta de temas 


de capacitación en Derecho Indígena 2019 y 2020.docx
 


 


 


 


II. Seguimiento de la Subcomisión al Programa Anual Permanente Indígena 
2020 


 


En 2019, la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en sesión 08-19 


de 22 de agosto de 2019, Artículo XXIV, solicitó a la Escuela Judicial un informe de 
avances de la solicitud de capacitación planteada. 


 
Durante 2020 la Subcomisión conformó un Comité de Capacitación en sesión 01-2020 


de 7 de enero, con representantes de la Judicatura, Defensa Pública, Fiscalía, Organismo 


de Investigación Judicial y sector Administrativo, integrado por el Magistrado Jorge Olaso 
Álvarez y las señoras y señores: Melissa Benavides Víquez, Jean Carlos Monge, Ariana 
Céspedes, Ligia Jiménez, Marcos Guevara, Alí García, Valeria Varas, Carlos Romero, 
Geyner Blanco y Damaris Vargas, sin perjuicio de que se integraran otras personas, a fin 
de coordinar acciones con la Escuela Judicial y la Dirección de Gestión Humana. 


En la sesión 02-2020, Artículo V, se dispuso a trasladar a la Escuela Judicial la solicitud 


planteada por el pueblo indígena Maleku acerca de los requerimientos de capacitación y 


solicitar que, de acogerse la petición, ésta se ejecute dentro de los parámetros 


institucionales, incluyendo lo señalado por Corte Plena en la Circular 188-19. En esa 


misma sesión, Artículo X, se conoció el Oficio EJ-DIR-026-2020 de 27 de febrero de 


2020, y se dispuso solicitar a la Escuela Judicial la calendarización de actividades de 
capacitación a la que se hizo referencia en ese oficio; así mismo, en relación con lo 


indicado de que se requiere la colaboración de al menos una persona especialista en la 


materia, se informó que para tal efecto se designó oportunamente al señor Marcos 


Guevara Berger, Antropólogo Social de la Escuela de Antropología de la UCR; sin 


embargo, el señor Guevara manifestó no poder ejecutar dicha labor considerando los 


lineamientos de la Universidad, por lo que la atención a los requerimientos 
correspondería al Comité de Capacitación conformado por la Subcomisión y se solicitó 


una audiencia con la persona representante de la Escuela para iniciar la coordinación. 







Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
Comisión de Acceso a la Justicia 


Poder Judicial 
 


22 
 


Además, se reiteró a la Escuela Judicial la necesidad de verificar que en los contenidos 


de todas las capacitaciones se incluyan como mínimo, los señalados en la Circular 188-


19 de Corte Plena, y se le dé prioridad a las personas juzgadoras y personal técnico de 


los despachos donde se tramite la mayor cantidad de procesos vinculados con personas 


indígenas. Se adjuntó el reporte de SIGMA y se instó para que se diera prioridad en las 


capacitaciones a las personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y 
Contencioso Administrativo, de todas las instancias.  


En sesión 03-2020, Artículo Único, se tomó nota del informe presentado por la señora 


Flor Arroyo Morera, Gestora de Capacitación en temática indígena y representante de la 


Escuela Judicial ante la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, los 


días 11 y 15 de marzo de 2020, acerca de la propuesta metodológica desarrollada por la 


Escuela Judicial con base en la solicitud planteada por la Subcomisión, la necesidad de 


la que se designe al menos una persona especialista en la materia para el diseño de las 
actividades de capacitación, y su solicitud de que se le remitan los materiales respectivos 


en caso de que algunas actividades ya cuenten con diseño previo. En esa sesión se instó 


a la Escuela Judicial sobre la necesidad de seleccionar a un equipo de trabajo 


representativo de los diferentes sectores, liderado por una persona en concreto que reciba 


el apoyo de las demás integrantes de la Subcomisión; ante el comunicado del Dr. Marcos 
Guevara Berger, Antropólogo de la UCR. Del Comité de Capacitación designado por la 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, se seleccionó un equipo 


conformado por el señor Jean Carlos Monge en representación del sector Judicatura, la 


señora Ariana Céspedes de la Fiscalía Indígena, la señora Ligia Jiménez de la Defensa 


Pública Indígena y el señor Wilbert Kidd; Subdirector Ejecutivo, en representación del 


sector Administrativo, para que, liderados por el juez Monge y con el apoyo de los demás, 
impulsen ante la Escuela Judicial la Propuesta de Plan Anual Indígena realizada por la 


Subcomisión ante la Escuela Judicial y coordinen con ésta el desarrollo de las actividades 


de capacitación en temática indígena. Se dispuso expresamente que el equipo 


desarrollará la gestión basado en los lineamientos de Corte Plena establecidos en la 


Circular 188-19, verificando que en las diferentes actividades el enfoque esté direccionado 
a las personas integrantes de las Jurisdicciones Penal, Agraria y Contenciosa 


Administrativa, entre otras, priorizando aquellos despachos donde se tramite mayor 


cantidad de procesos indígenas; en especial, a los despachos con competencia para 


conocer procesos relacionados con los pueblos beneficiarios de las Medidas Cautelares 


321-12 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos contra el Estado. Los 


contenidos de la capacitación deben ser útiles para los sectores Jurisdiccional de las 
materias de mayor impacto; Fiscalía; Defensa Pública; Organismo de Investigación 


Judicial y el Administrativo; en especial, de personas indígenas de los diferentes pueblos, 


como facilitadoras y como dicentes conforme a la Circular 188-19 citada. Se acordó 


además que el Equipo de Capacitación presentara propuestas a la Subcomisión con el 


objetivo de que las demás personas integrantes, desde sus diferentes competencias, 


participen activamente con propuestas y con materiales y de estimarse necesario, se 
solicitara al Consejo Superior permisos para que el Equipo de Capacitación desarrolle 


sus funciones, de estimarse necesario. Finalmente, se dispuso que, a efecto de maximizar 


el aprovechamiento de los recursos institucionales, facilitar a la Escuela Judicial los 


materiales vinculados con el “Módulo didáctico para la capacitación de personas 
operadoras de justicia y funcionarias públicas en materia de aplicación de las Reglas de 
Brasilia para la población indígena migrante Gnobe y bugle” y la “Guía Pedagógica” de 
dicho módulo, desarrollado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia en coordinación 


con el PNUD, UNICEF, IOM-OIM, Fondo Educativo de las Naciones Unidas para la 


Seguridad Humana como parte del Programa Conjunto para mejorar la seguridad 


humana de migrantes temporales Gnobe y bugle den Costa Rica y Panamá, de abril de 


2015, desarrollado por Javier Rodríguez Oconitrillo contratado como consultor de PNUD 
y otras personas, el cual debe actualizarse y replantearse conforme a los lineamientos de 
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la Circular 188-19. Además, los materiales facilitados por la UCR en la capacitación que 


se ha venido desarrollando con ésta, los cuales debían ajustarse para asegurar la 


participación de la población indígena en los procesos de capacitación indígena del Poder 


Judicial.  


 


En sesión 04-2020, Artículo II, se dispuso a trasladar a la Escuela Judicial la propuesta 
de temas de capacitación propuestos por las personas servidoras judiciales de Buenos 


Aires a la Escuela Judicial y a la Dirección de Gestión Humana para su conocimiento con 


expresa solicitud de que valoren su inclusión en el Plan de Capacitación 2020 establecido 


por la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, conforme a los 


lineamientos de la Circular 188-2019 de Corte Plena. Lo anterior, ante la propuesta 
planteada por el señor Carlos Romero Alfaro, representante de la Contraloría de Servicios 


ante la Subcomisión.  


 


En sesión 06-2020, Artículo VI se tomó nota del informe presentado por la señora Flor 


Arroyo, representante de la Escuela Judicial, sobre el Plan Anual de Capacitación 


Indígena 2020 vinculado con el Módulo Indígena, donde se indica que es un solo Módulo 
con varios temas y contenidos diferentes y se acordó trasladar al equipo de capacitación 


de la Subcomisión las inquietudes planteadas para que hagan una propuesta concreta a 


la Subcomisión.  


 


En esa misma sesión, Artículo VII, se tomó nota del oficio EJ-IR-058-2020 del 30 de 
marzo de 2020 remitido por la señora Rebeca Guardia Morales, Directora de la Escuela 


Judicial, en el que reiteró lo estipulado en el informe EJ-INF-001-2020 y se dispuso 


comunicarle a la Dirección de la Escuela Judicial que el Equipo de Capacitación 


conformado por algunas personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia 


de Pueblos indígenas, representantes de Instituciones Públicas relacionadas y de 


personas indígenas colaborarían como facilitadoras y diseñadoras de las capacitaciones 
que integren el Módulo Indígena, calendarizado por la Escuela Judicial para los meses de 


noviembre y diciembre. Además, se remitió consulta a la Escuela Judicial sobre los 


avances de la capacitación coordinada con la Universidad de Costa Rica denominada 


“Capacitación en temáticas vinculadas con pueblos y territorios indígenas”, calendarizada 


para los meses de agosto a octubre de 2020. De igual forma, se reiteró a la Escuela 
Judicial la importancia de que las actividades de capacitación cumplan con todos los 


elementos dispuestos por Corte Plena en la Circular 188-19, incluyendo el seguimiento.  


 


En sesión 06-2020, Artículo IX, se tomó nota del Oficio CACC-148-2020 remitido por la 


Unidad de Acceso a la Justicia a la Escuela Judicial, en el que le comunica el acuerdo 


tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en el Artículo 


XIV de la sesión celebrada el 03 de abril de 2020; y del Oficio EJ-IR-0073-2020 del 28 de 


abril de 2020 emitido por la señora Rebeca Guardia Morales, Directora de la Escuela 


Judicial en el que se informa que está en la mayor disposición de cubrir la alimentación, 


traslado y hospedaje de las personas indígenas que participen como expositoras en las 


actividades académicas contempladas en el Plan de Capacitación 2020, a fin de que las 


mismas alcancen el éxito deseado, a saber, el “Módulo didáctico sobre Acceso a la Justicia 


de Pueblos Indígenas”, pero que no puede comprometer sus recursos cubriendo las 


necesidades de otras actividades académicas, pues correría el riesgo de que 


posteriormente no cuente con el recurso requerido en las actividades previamente 


agendadas. En esa sesión se acordó trasladar a la Escuela Judicial por medio del Equipo 


de Capacitación el listado de posibles personas que serían invitadas a participar en las 


acciones de capacitación para que puedan hacer una mejor proyección de los recursos 


con los que cuentan, remitir atento recordatorio a las personas representantes de la 
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Defensoría de los Habitantes de la República y de la Contraloría de Servicios del Poder 


Judicial, para la identificación de las personas indígenas que colaborarían con las 


actividades de capacitación. 


En esa misma sesión, Artículo XIII, se dispuso comunicar a la Dirección de Gestión 


Humana, Dirección de Justicia Restaurativa y Escuela Judicial que, con el objetivo de 


que la participación no sea impuesta desde el Poder Judicial, y garantizar que la 


designación se realice desde los pueblos indígenas, solicitar a la Defensoría de los 


Habitantes de la República colaboración para que, en forma coordinada con la 


Contraloría de Servicios del Poder Judicial, se pueda tener contacto con las diferentes 


organizaciones de personas indígenas y los listados. Además, en tanto se superan las 


limitaciones generadas por la Pandemia Covid-19, y para mayor celeridad, instar a la 


Defensoría de los Habitantes de la República colaboración para poder contactar al Grupo 


de Peticionarios de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH que cubre a los pueblos 


de Salitre y Térraba, el Foro Nacional de Mujeres Indígenas; además, al Tribunal de 


Derecho Propio de Boruca, Tribunal de Derecho Propio de Cabagra y el Tribunal Indígena 


de Bribri Talamanca, a fin de que designen una persona por cada organización que 


colabore con el diseño y la ejecución de las actividades de capacitación.  


En sesión 07-2020, Artículo VII, se designó a las señoras Ligia Jiménez, Melissa 


Benavides, Valeria Varas, Marjorie Herrera y Damaris Vargas como personas 


especialistas em la temática indígena a fin de que coordinen con la Dirección de Gestión 


Humana la elaboración del curso virtual que se ejecutaría en 2021; previo a lo cual se 


realizaría una reunión entre las señoras Flor Gamboa, Andrea Campos y Melissa 


Benavides para ajustar los contenidos de las capacitaciones.  


En sesión 08-2020, Artículo IX, se trasladó a la Escuela Judicial y a la Dirección de 


Gestión Humana el documento Guía para la Atención Institucional de los Pueblos 


Indígenas de Costa Rica, construido con la colaboración de representantes de las 


diferentes instituciones involucradas con la temática indígena, incluyendo al Poder 


Judicial, con el objetivo de fortalecer los procesos de capacitación. 


 


La señora Flor Arroyo presentó el 2 de octubre de 2020, 12:30, informe de avances del 


Módulo Indígena, en el que indicó: “En cuanto al avance de la capacitación sobre Acceso 
a la Justicia de pueblos indígenas, se indica lo siguiente: Como se ha informado en 
ocasiones anteriores, “...A fin de cumplir con el objetivo de incorporar en la currícula de la 
Escuela Judicial, un plan anual permanente de capacitación, tal y como lo dispone el 
artículo 10 de la Ley de Acceso a la Justicia de pueblos indígenas, se ha proyectado para 
el año 2020 la elaboración de un curso virtual dirigido a las personas funcionarias 
judiciales. Para el diseño de este curso contamos con la colaboración de la Subcomisión de 


Acceso a la justicia de pueblos indígenas y personas especialistas en contenido. Asimismo, 
se contará con el aporte de personas indígenas de distintos pueblos, y personas 
funcionarias de otras instituciones gubernamentales como el INDER y el Ministerio de 
Justicia. Dicha Subcomisión identificó los temas necesarios de capacitación y brindó una 
propuesta, que también recoge los aportes brindados por los despachos judiciales de 
Buenos Aires de Puntarenas. La propuesta metodológica del curso estará a cargo de la 
Escuela Judicial, y el mismo se construirá en la plataforma de cursos virtuales de nuestra 
institución. Al respecto, se ha conformado un grupo de trabajo para afinar los temas, y se 
está procediendo con el diseño de esta capacitación, a fin de que pueda ser impartida en 
el mismo año 2020.” Actualmente, se ha avanzado con la estructura de las capacitaciones 
que se pretenden impartir, con la identificación de las personas expertas en contenido, con 
la recopilación de los contenidos que se deben desarrollar en las sesiones, y con el análisis 
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de la población meta. De igual forma, se ha contactado a las personas indígenas que se 
han designado para colaborar con esta capacitación, quienes han mostrado su anuencia. 
Como paso siguiente, la Escuela Judicial procedió a realizar un cronograma para el diseño 
de cada una de las sesiones, plantillas de diseño de estas, y a programar reuniones con 
las personas especialistas, a fin de brindar la guía metodológica respectiva. Hoy en día, se 
realizan las siguientes observaciones: 1. No contamos con una persona especialista en 
Antropología o Sociología, que desarrolle los temas “Breve perspectiva sobre los pueblos 
indígenas en Costa Rica y su realidad sociocultural” y “Peritajes culturales y 
antropológicos.” Esto en vista de que el señor Marcos Guevara, quien había sido designado 
originalmente, no pudo realizar la colaboración y ofreció a la Subcomisión suministrar una 
persona especialista que lo sustituyera. A pesar de la consulta por parte de la Escuela 
Judicial, así como de la Subcomisión, aún no se ha recibido este nombramiento. 2. En las 
reuniones establecidas con las personas especialistas, se ha propuesto que se discuta 


nuevamente en la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, sobre la 
pertinencia o no, de que el presente curso se desarrolle únicamente de forma virtual, pues 
se ha expuesto la necesidad de la interacción con las personas participantes, aparte del 
trabajo que conlleva el diseño de la capacitación. Por esta razón, nuevamente se somete a 
consideración de la Subcomisión, la forma de ejecución de esta capacitación. La Escuela 
Judicial está programando la ejecución de un foro en el que se desarrollen varios temas por 
medio de la plataforma Microsoft Teams. De esta forma, las personas especialistas podrán 
realizar sus ponencias ante una población con la que se podrá interactuar. Se podría 
integrar a algunas de las personas especialistas de esta capacitación en este foro, y que 
de esta manera puedan exponer sus temas. Quedamos atentos a lo que se indique por 
parte de la Subcomisión, y reiteramos nuestra disposición de colaborar en esta materia.” 
 


En sesión 10-2020, Artículo IV, realizada el 2 de octubre en referencia, se acordó reiterar 


a la Escuela Judicial la importancia de que en la capacitación se considere lo dispuesto 


expresamente en la Circular 188-19 de Corte Plena sobre las previsiones que deben 


tomarse en las capacitaciones vinculadas con los derechos de las personas indígena, así 


como los lineamientos del Plan Anual dispuesto por la Ley de Acceso a la Justicia de 


Pueblos Indígenas de Costa Rica. Además, ante el planteamiento de la Escuela Judicial, 


se dispuso solicitar al señor Gustavo Céspedes y a la señora Flor Arroyo la remisión de 


un informe que contenga la propuesta concreta de replanteamiento del Módulo Indígena, 


para que sea objeto de análisis de las y los integrantes de la Subcomisión que incorpore 


además, lo indicado de que una persona juzgadora experta en Derecho Indígena se separe 


por un mes o más tiempo, para la coordinación de la actividad de capacitación; lo 


anterior, en el plazo de 3 días, para la toma de decisiones por parte de la Subcomisión.  


 


III. Propuesta de la Escuela Judicial Oficio EJ-ACAD-065-2020 


 


El señor Gustavo Cespedes Chinchilla en comunicado enviado el jueves 8 de octubre de 


2020, remitió el oficio EJ-ACAD-065-2020, que literalmente indica:  


“La Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, en la sesión 10-2020, 


celebrada el viernes 2 de octubre de 2020, Artículo IV, tomó el acuerdo de solicitarle a la 


Escuela Judicial que remita una propuesta de replanteamiento de capacitación relacionada 


con derechos de los Pueblos Indígenas, a continuación, someto a su consideración la 


misma: Al respecto, la Escuela Judicial presenta una propuesta de capacitación para 


realizar las actividades académicas y dar cumplimiento al artículo 10 de la Ley N.°9593 


“Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica”, con el objetivo de incorporar 


en la malla curricular de la Escuela Judicial, un plan anual permanente de capacitación 
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sobre la materia, así como realizar actividades de actualización adicionales. Es así, que la 


propuesta de la Escuela Judicial consiste en la elaboración de 3 cursos virtuales que 


conformarían el Plan Anual permanente, que iniciaría su ejecución en el año 2021, los 


cuales estarán dirigidos a toda la población judicial. De forma complementaria, en 


noviembre del presente año 2020, se realizaría un Foro virtual sobre las temáticas más 


urgentes de capacitación, en esta materia. A continuación, se detalla cada una de las 


actividades académicas descritas:  


I. Plan permanente sobre Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas. 


Dentro del Programa de Actualización de la Escuela Judicial, Subprograma de Temas 


Transversales, se propone la realización de tres cursos virtuales independientes y 


concatenados. Cada curso se ejecutaría de forma virtual, auto formativa, por lo que no se 


requerirá de personas docentes al momento de impartirlos. Esto facilitará que se pueda 


abarcar anualmente una mayor cantidad de personas participantes. 


Los tres cursos se desarrollarán mediante la herramienta Moodle, que es la Plataforma de 


cursos virtuales de la Escuela Judicial, y a las personas participantes se les entregará un 


certificado de aprovechamiento por las horas efectivas de duración de cada actividad.  


Los cursos propuestos, abarcarán en la medida de lo posible, las temáticas principales, 


según lo dispuesto en la Circular 188-2019 “Sobre los 20 ejes de acción, recomendados por 


la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas 


Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana 


de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”, emitida por la Secretaría General de la 


Corte y el Artículo 10 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa 


Rica, Ley N.° 9593. 


Para dar cumplimiento a lo anterior, estos cursos pretenden desarrollar en las personas 


participantes una competencia general que les permita “Analizar las particularidades, 


necesidades y el contexto de la población indígena costarricense para la aplicación del 


acceso a la justicia de forma efectiva, eficiente y eficaz”.  


A continuación, se expone una propuesta temática inicial de cómo quedaría conformadas 


esas actividades, siempre partiendo de la premisa de llegar a contar con la colaboración 


requerida de personas especialistas en cada uno de esos temas, con la finalidad de que 


aporten los contenidos, y que intervengan en el proceso de elaboración del diseño. 
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Curso 1: Pueblos Indígenas en Costa Rica 


Temática para desarrollar 


Breve perspectiva sobre los pueblos indígenas en Costa Rica y su realidad sociocultural. 


¿Por qué las personas indígenas deben ser objeto de consideraciones especiales en términos de acceso a la justicia?  


Conocernos: Un primer acercamiento. Costumbres, Formas de transmisión de la tierra, Formas de posesión de la tierra. Condición socioeconómica de los 
pueblos indígenas. 


Género y Mujeres Indígenas. 


Intérpretes y relaciones de identidad 


Pluralismo jurídico aplicado por personas indígenas. 


Formas de resolver el conflicto. 


Peritajes culturales y antropológicos. 


 


Curso 2: Instrumentos Legales sobre Pueblos Indígenas  


 


Temática para desarrollar 


Principales instrumentos internacionales sobre pueblos indígenas.  
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Jurisprudencia internacional indígena. 


Impacto del pluralismo jurídico indígena en las políticas del Poder Judicial y el cumplimiento de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. 


Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica y Reglas prácticas de acceso a la justicia de pueblos indígenas, Circulares del Poder Judicial. 


Circulares del Ministerio Público y atención a personas usuarias indígenas. 


Reglas de Brasilia 


Personas intérpretes y traductoras en lenguas indígenas. 


Fundamento jurídico de los peritajes. Avances en la privacidad de los datos. 


 


Curso 3. Atención institucional a pueblos indígenas. 


 


Temática para desarrollar 


La Intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología con Población Indígena. 


Servicio de Medicina Legal a población indígena. 


Plan Nacional de Recuperación de Territorios Indígenas. 


Mecanismo General de Consultas sobre actos en los territorios y de importancia para las personas indígenas fuera de los territorios indígenas. 


Modelo de construcción de la Política Pública para los pueblos indígenas 


Coordinación del OIJ con Ministerio Público para ingresar a territorios indígenas en los que existe conflicto. 
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Debido al conocimiento que tenemos de que las diferentes personas especialistas realizarían 


esta labor como una recarga adicional a sus funciones ordinarias, la Escuela Judicial está 


en la capacidad de destinar contenido presupuestario, durante este año, para solicitar ante 


el Consejo Superior del Poder Judicial, permiso con goce salario y sustitución, para una 


persona juzgadora, durante un mes, prorrogable en otro tanto. Para ello, es necesario que 


esta Subcomisión designe o proponga a una persona juzgadora que pueda llevar a cabo esta 


labor. 


Perfil de la persona especialista en contenido 


o Persona juzgadora (debido a que la Escuela Judicial solo cuenta con 
recursos para sustituciones de especialistas, propios de la partida 
927) 


o Conocimiento del trámite jurisdiccional de asuntos relacionados con la 
población indígena. 


o Conocedora y empática ante la temática Indígena. 


o Conocedora de los requerimientos y la dinámica de la Subcomisión de 
Asuntos Indígenas. 


o Con disposición de trabajar de forma conjunta con el equipo técnico de 
la Escuela Judicial. 


o Comunicación fluida y empleo de variedad de canales de contacto con 
las personas especialistas en diversas áreas de la temática indígena. 


La persona juzgadora realizará labores de enlace con el resto de las personas especialistas, 


y se dedicará a tiempo completo a elaborar los productos metodológicos de conformidad con 


los lineamientos de la Escuela Judicial, laborará bajo la modalidad de teletrabajo, con 


acompañamiento de una persona especialista en métodos de enseñanza y deberá informar 


el avance del diseño de los cursos a la persona Gestora de Capacitación encargada del 


proyecto. Al final del período del permiso, se deberán entregar a la Escuela Judicial, para 


cada curso, los siguientes productos: 


1)-Diseño: es la columna vertebral de la actividad académica, que contiene el nombre, la 


competencia por desarrollar, los objetivos de aprendizaje, los contenidos temáticos, técnicas 


de aprendizaje (vgr. Selección Única, Falso y Verdadero, Emparejamiento, Asocie, Complete. 


Los ejercicios deben ser analíticos, para superar lo meramente memorístico); materiales 


didácticos (lecturas, videos) así como la tabla de evaluación general. 
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2)-Guía de la persona participante: como se indica, es un documento dirigido a la persona 


participante que realiza la actividad académica, la cual le orienta sobre el funcionamiento de 


la capacitación y le da a conocer cómo se realizarán las actividades utilizadas como técnicas 


de aprendizaje, así como su fecha de entrega. 


3)-Documento base para plataforma virtual: este producto contiene de forma exacta toda la 


información que debe ir en la página principal del curso virtual, así como en cada una de las 


sesiones que comprende el curso, con indicación de las lecturas, instrucciones, ejercicios 


resueltos, videos y demás materiales didácticos que se deben colocar en la plataforma virtual. 


Para desarrollar esta labor, se conformará un equipo de trabajo que estará compuesto por la 


persona Gestora de Capacitación, que será la persona encargada de la coordinación del 


proyecto y temas administrativos; una persona Especialista en Métodos de Enseñanza 


(metodóloga), quien brindará asesoría metodológica para la realización de los productos 


referidos y la persona juzgadora a designar, que será el o la Especialista de Contenido, 


encargada de la labor de enlace con el resto de personas expertas en la materia y que 


realizará el diseño de los productos de los cursos virtuales. 


Dentro de las labores de la persona especialista de contenido estarán: 


• Recibir la asesoría metodológica en la confección de los productos entregables de los 
cursos. 


• Coordinar con las demás personas especialistas la entrega de materiales que se 
utilizarán en los cursos. 


• Elaborar los productos entregables (Diseño, Guía de la persona participante y el 
Documento base para la plataforma virtual). 


• Rendir un informe semanal y uno final de los avances realizados durante el permiso, 
el cual será remitido a la persona Gestora de Capacitación. 


II. Actividad de Actualización a realizar en 2020: Foro virtual “Acceso a la Justicia de los 
Pueblos Indígenas” 


El foro virtual es una actividad sincrónica, que permite a las personas participantes crear un 


espacio de aprendizaje colectivo a partir de sus interacciones e intercambios con la persona 


facilitadora, sobre un tema específico. 


Al respecto, el foro será realizado mediante la herramienta Teams, por lo que las personas 


deben conectarse en el horario establecido, en dos audiencias, que serán dos mañanas con 


una semana de diferencia, en horario de 8:00 am a 12:00 md, con un receso a las 10:00 am, 


de 15 minutos. Es una actividad de participación y a las personas participantes se les 


entregará un certificado de participación por 8 horas efectivas.  
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Para el foro propuesto, se requiere la participación de personas especialistas en la materia, 


por medio de ponencias breves (aproximadamente 40 minutos), y podría ser impartido en la 


segunda quincena del mes de noviembre de 2020. El tema que se abarcaría quedaría a 


criterio de esta comisión. Como, por ejemplo: 


• Las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. 


• El proceso de desalojos y puestas en posesión de poblaciones en situación de 
vulnerabilidad o vulnerabilizadas 


• Los estándares internacionales en materia de derechos humanos aplicables en el 
marco de los desalojos forzosos 


 


Por ser una actividad por medio de la plataforma Teams, puede abarcar una mayor población, 
y puede estar dirigida a cualquier persona del ámbito judicial, e incluso externo, con lo que 
se podría asumir la capacitación a otras poblaciones que lo han solicitado, tal como el 
personal de la Fuerza Pública de Buenos Aires y Pérez Zeledón.” 
 
 


La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en sesión 12-20, Artículo II, 


tomó nota del Oficio EJ-ACAD-065-2020 del 8 de octubre de 2020, donde comunica la 


propuesta de la Escuela Judicial en relación con el Plan Anual de Capacitación Indígena 


2020 planteado por la Subcomisión a la Escuela Judicial y al Consejo Directivo de la 


Escuela Judicial en comunicado electrónico del 22 de agosto de 2019, 16:30, en ejecución 
del acuerdo tomado en sesión 08-19 de 22 de 22 de agosto de 2019, Artículo XXIV. Además, 


se otorgó un plazo de tres días a las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la 


Justicia de Pueblos Indígenas para que remitan el nombre de la o las personas quienes 


podrían actuar como facilitadoras en la propuesta planteada por la Escuela Judicial 


mediante Oficio EJ-ACAD-065-2020, a la cuenta oficial de correo electrónico de la Unidad 
de Acceso a la Justicia, a efecto de que se tome una decisión informada por parte de la 


Coordinación de la Subcomisión y de la Comisión de Acceso a la Justicia.  


 


Con ocasión del acuerdo anterior, se recibieron las siguientes recomendaciones: 


 


1. La Defensa Pública propuso como facilitador al juez penal e integrante de la 
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, señor Jean Carlos 


Monge.  


 


2. La Dirección de Justicia Restaurativa sugirió a la jueza conciliadora Ruth Piedra, 


jueza Conciliadora de Pérez Zeledón quien se indica, atiende procesos vinculados 
con Buenos Aires de Puntarenas y trabajó junto con la citada Dirección en el diseño 


de capacitación en el Estado de México sobre Justicia Restaurativa para la atención 


de personas indígenas por parte del personal judicial y la comunidad, en el marco 


del Proyecto de Fortalecimiento que financió la Embajada de los Estados Unidos y 


se indica, cuenta con el curso de Formación por Competencias de la Escuela 


Judicial, con la indicación de que ella laboraría conforme al sistema de teletrabajo 
por ser de alto riesgo. También sugirió al juez Jean Carlos Monge, integrante de la 


Subcomisión. 


 


3. En la sesión 12-20, Artículo II, de la Subcomisión se sugirió al juez contencioso 


administrativo, señor Jorge Leiva. 
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IV. Recomendaciones técnicas sobre la propuesta de la Escuela Judicial 


 


De la propuesta planteada por el señor Gustavo Céspedes Chinchilla en Oficio EJ-ACAD-


065-2020 de 8 de octubre de 2020, se emiten las siguientes recomendaciones técnicas para 


valoración y decisión de la Escuela Judicial conforme a sus competencias: 


 
1. De los antecedentes transcritos en este informe y la secuencia de acuerdos de 


sesiones de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas se 


desprende que la propuesta de Programa Anual Permanente Indígena, dispuesto en 


el artículo 10 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica 


se remitió a la Escuela Judicial y al Consejo Directivo desde el 22 de agosto de 2019; 
lo anterior, con el objetivo de que la planificación de la capacitación se realizara 


conforme a lo dispuesto por esa normativa y los lineamientos emitidos Corte Plena 


en las sesiones 20-19 de 27 de mayo, Artículo XIX y 25-19 de 24 de junio, Artículo 


II, ambas de 2019, donde aprobó la Circular 188-19. Por ende, se estima que una 


propuesta como la expuesta en el Oficio EJ-ACAD-065-2020 debe plantearse a 


inicios del año a efecto de hacer una planeación adecuada de las actividades de 
capacitación, no en octubre cuando ya las personas servidoras judiciales han 


adquirido una serie de compromisos laborales. Con ocasión de lo anterior, desde ya 


se solicita que la planificación del Programa Anual Permanente Indígena 2021 se 


realice con la debida anticipación y considerando la propuesta planteada 


oportunamente por la Subcomisión., incorporando a las personas indígenas como 


facilitadoras y enfocándose en los despachos y personas servidoras judiciales que 
más atienden personas indígenas. 


 


2. En los términos dispuestos por la Auditoría Judicial en Oficio N° 952-AUD-48-UJ-


2020 de 13 de agosto de 2020, el cual se adjunta, escapa de las competencias de la 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas la definición de las 
personas que la Escuela Judicial debe seleccionar para desarrollar las 


capacitaciones; aunado al hecho de que podría estarse en un potencial conflicto de 


intereses en los términos dispuestos por el Reglamento Regulación para la 


prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de interés en el 


Poder Judicial, razón por la cual no se definirá concretamente alguna de las 


personas citadas ni otras en concreto, pues esa es un definición que corresponde a 
la Escuela Judicial. 


 


3. Se emite recomendación técnica a la Escuela Judicial, en los términos de las 


competencias de la Subcomisión, que la persona que designe para desarrollar 


cualquier proceso de capacitación en temática indígena acredite tener formación en 


derechos humanos de los pueblos indígenas con el objetivo de garantizar cumpla 


con los lineamientos dispuestos por Corte Plena en la Circular 188-19. 


 


4. En el proceso de selección de personas facilitadoras en capacitaciones 


especializadas en la temática indígena, es recomendable que se priorice la selección 
de personas indígenas líderes o lideresas de los diferentes pueblos indígenas. Para 


tal efecto se pueden utilizar los registros actualizados de la Defensoría de los 


Habitantes de la República facilitados a la Escuela Judicial. 


 


5. En atención a las competencias de las Comisiones Jurisdiccionales (Penal, Agrario, 


Contencioso Administrativo, Familia, Civil, Laboral, entre otras) establecidas en la 


Ley Orgánica del Poder Judicial y el Reglamento General de Comisiones de la Corte 
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Suprema de Justicia, para la selección de personas juzgadoras facilitadoras, es 


pertinente remitir consulta a éstas con el objetivo de que con criterio técnico definan 


quienes cuenten con el perfil adecuado. Con ello se garantizará el apoyo de las 


Comisiones y, y, además, la representatividad de éstas, pues el abordaje debe cubrir 


los requerimientos de las diferentes instancias. 


 


Se reitera la disposición de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


para apoyar a la Escuela Judicial y demás Unidades de Capacitación del Poder Judicial con 
el objetivo de fortalecer las competencias de las personas servidoras judiciales en el Derecho 


Indígena a fin de la mejora continua del acceso a la justicia de las personas indígenas. 


 


Se cuenta con el visto bueno del Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la 


Comisión de Acceso a la Justicia. 
 


Cordialmente, 


 


 


 


 
 


 


 


 


Magistrada Damaris Vargas Vásquez 
Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia 


 


 


 
 
 
Copia: 
Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia 
Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia 
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 





				2020-10-31T22:26:56-0600

		DAMARIS VARGAS VASQUEZ (FIRMA)










RE_ Informaci�n para elaborar pol�ticas p�blicas CR-PJ.msg
RE: Información para elaborar políticas públicas CR-PJ

		From

		Damaris Vargas Vásquez

		To

		Karen Leiva Chavarría; Mario Germán Sánchez González / Programa UE EUROsociAL+; Maria Luisa Dominguez Suarez - FIIAPP

		Cc

		Jorge Olaso Alvarez; Zahira Chavarría Garita; Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial

		Recipients

		kleiva@Poder-Judicial.go.cr; mgsanchez-fiiapp@eurosocial.eu; MariaLuisa.Dominguez@fiiapp.es; jolaso@Poder-Judicial.go.cr; zchavarria@Poder-Judicial.go.cr; ocri@Poder-Judicial.go.cr



Estimada doña Karen:


Muchas gracias. Acuso recibido. Voy a socializarlo con las Subcomisiones que coordino para una mayor divulgación.


 


[image: ]



 


De: Karen Leiva Chavarría <kleiva@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: domingo, 1 de noviembre de 2020 11:29
Para: Mario Germán Sánchez González / Programa UE EUROsociAL+ <mgsanchez-fiiapp@eurosocial.eu>; Maria Luisa Dominguez Suarez - FIIAPP <MariaLuisa.Dominguez@fiiapp.es>
CC: Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Zahira Chavarría Garita <zchavarria@Poder-Judicial.go.cr>; Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial <ocri@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Información para elaborar políticas públicas CR-PJ




 


Buenos días,


 


En seguimiento a lo conversado con el Magistrado Jorge Olaso y la señora Magistrada Damaris Vargas, me permito adicionar el documento que se había comprometido la institución a compartirles con respecto al uso de las Reglas de Brasilia en las resoluciones dictadas en los últimos cuatro años por las Salas de la Corte Suprema de Justicia y los Tribunales de Justicia del Poder Judicial de Costa Rica, el cual fue elaborado por el Centro de Información Jurisprudencial del Poder Judicial.


 


Esperamos que el documento permita mostrar el compromiso y el interés que tiene la institución para atender las necesidades y particularidades que tienen las personas usuarias de los servicios de la Administración de Justicia, especialmente las que se encuentran en condición de vulnerabilidad;  y que además, se articulan los esfuerzos que se realizan en el ámbito internacional sobre la temática.


 


Quedamos pendientes y a la disposición para seguir en contacto.


 


Saludos cordiales, 
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De: Karen Leiva Chavarría 
Enviado el: viernes, 23 de octubre de 2020 09:50
Para: Mario Germán Sánchez González / Programa UE EUROsociAL+ <mgsanchez-fiiapp@eurosocial.eu>; Maria Luisa Dominguez Suarez - FIIAPP <MariaLuisa.Dominguez@fiiapp.es>
CC: Zahira Chavarría Garita <zchavarria@Poder-Judicial.go.cr>; Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial <ocri@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Información para elaborar políticas públicas CR-PJ




 


Buenos días, 


 


En seguimiento a lo conversado hace unos minutos, me permito enviarles adjunto los documentos que rigen los lineamientos para elaborar política pública a nivel país y del Poder Judicial.


 


			Guía de elaboración de políticas públicas del Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica, Mideplan


			Circular 22-2020 de la Secretaría General de la Corte, cuya instancia rectora del tema es la Dirección de Planificación Institucional





 


Sobre estos temas, les informo que se ha recibido capacitación tanto de Mideplan como de la Dirección de Planificación Institucional para elaborar políticas institucionales que atiendan los lineamientos respectivos.    Estas coordinaciones se han realizado con el interés de elaborar una política institucional para poblaciones indígenas que les mencionó la Magistrada Damaris Vargas.


 


Quedo atenta y a la disposición.


 


Saludos cordiales, 
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En el siguiente documento encontrará información de resoluciones dictadas en los últimos cuatro años por las Salas de la Corte Suprema de Justicia y los Tribunales de Justicia del Poder Judicial de Costa Rica, en las cuales se ha aplicado, entre otros, como normativa internacional las “Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad”.



Cada cuadro contiene el nombre de la Sala o Tribunal que dictó la sentencia, número y fecha de la resolución, número de Expediente y el Centro de Jurisprudencia que analizó la sentencia, trabajo que se ve reflejado en su clasificación por Tema y Subtema, así como el link mediante el cual puede acceder al texto de la respectiva resolución.



[bookmark: _Hlk49169761]Los temas y subtemas permiten titular los extractos (contenidos de interés) que se rescaten de una resolución.  También se detalla aquella normativa internacional que fue mencionadas o aplicadas en ella.



 

I. [bookmark: _Toc54877576][bookmark: _Toc49167487]Resoluciones dictadas por las Salas de la Corte Suprema de Justicia



		

[bookmark: _Toc54877577]Sala Primera de la Corte

(Materia: Contencioso Administrativo)



Resolución Nº 00244 - 2017



Fecha de la Resolución: 09 de Marzo del 2017



Expediente: 12-002574-1027-CA



Analizado por:  SALA PRIMERA



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0004-771450



		

[bookmark: _Toc54877578]Temas (descriptores): Principio de independencia del juez



[bookmark: _Toc54877579]Subtemas (restrictores): Concepto y alcance



		

Sala Segunda de la Corte

(Materia: Familia)



Resolución Nº 01768 - 2020



Fecha de la Resolución: 23 de Setiembre del 2020



Expediente: 20-000053-0005-CI



Analizado por: SALA SEGUNDA



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0005-996973



		

Temas (descriptores): Exequátur, Patria potestad



Rama del derecho: Cooperación Internacional



SE CONCEDE EXEQUÁTUR DE SENTENCIAS DICTADAS POR TRIBUNAL DE ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA Y SE ORDENA EXPEDIR EJECUTORIA CON ALGUNAS CONDICIONES



		

[bookmark: _Toc54877580]Sala Segunda de la Corte

(Materia: Laboral)





Resolución Nº 01659 - 2019



Fecha de la Resolución: 11 de Setiembre del 2019



Expediente: 18-000373-1113-LA



Analizado por:  SALA SEGUNDA



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0005-947545 







		

Temas (descriptores): Pensión vitalicia



IMPROCEDENTE POR FALTA DE CUMPLIMIENTO DEL REQUISITO DE POBREZA O POBREZA EXTREMA. Las pruebas evacuadas permiten concluir que la situación económica del núcleo familiar de la parte actora no se ajusta a las condiciones previstas en el reglamento como necesarias para que se pueda otorgar el beneficio, este está previsto para personas en situación de pobreza o de pobreza extrema que requieren el auxilio estatal; pues, sin este, están expuestas al riesgo de no poder satisfacer sus necesidades básicas, situación que no es la que enfrenta la accionante. [1659-19]



Normativa Internacional: Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad



		

[bookmark: _Toc54877581]Sala Segunda de la Corte

(Materia: Laboral)



Resolución Nº 000117- 2020



Fecha de la Resolución: 17 de enero del 2020 



Expediente: 17-000121-1557-LA



Analizado por:  SALA SEGUNDA



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0005-961346



		

Temas (descriptores): Inconstitucionalidad, Pensión por invalidez, Constitucionalidad, Requisitos de pensión por invalidez





Temas estratégicos: Derechos económicos, sociales y culturales









		

Sala Segunda de la Corte

(Materia: Familia)



Resolución Nº 01768 - 2020



Fecha de la Resolución: 23 de Setiembre del 2020



Expediente: 20-000053-0005-CI



Analizado por: SALA SEGUNDA



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0005-996973



		

Temas (descriptores): Exequátur, Patria potestad



Rama del derecho: Cooperación Internacional



SE CONCEDE EXEQUÁTUR DE SENTENCIAS DICTADAS POR TRIBUNAL DE ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA Y SE ORDENA EXPEDIR EJECUTORIA CON ALGUNAS CONDICIONES



		

[bookmark: _Toc54877582]Sala Segunda de la Corte

(Materia: Laboral)



Resolución Nº 01659 - 2019



Fecha de la Resolución: 11 de Setiembre del 2019



Expediente: 18-000373-1113-LA



Analizado por:  SALA SEGUNDA



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0005-947545 







		

Temas (descriptores): Pensión vitalicia



IMPROCEDENTE POR FALTA DE CUMPLIMIENTO DEL REQUISITO DE POBREZA O POBREZA EXTREMA. Las pruebas evacuadas permiten concluir que la situación económica del núcleo familiar de la parte actora no se ajusta a las condiciones previstas en el reglamento como necesarias para que se pueda otorgar el beneficio, este está previsto para personas en situación de pobreza o de pobreza extrema que requieren el auxilio estatal; pues, sin este, están expuestas al riesgo de no poder satisfacer sus necesidades básicas, situación que no es la que enfrenta la accionante. [1659-19]



Normativa Internacional: Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad



		

[bookmark: _Toc54877583]Sala Segunda de la Corte

(Materia: Laboral)



Resolución Nº 121-20



Fecha de la Resolución:  17 de enero del 2020



Expediente: 18-000295-1001-LA



Analizado por:  SALA SEGUNDA



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0005-961352



		

Temas (descriptores): Inconstitucionalidad, Pensión por invalidez, Constitucionalidad, Requisitos de pensión por invalidez





Contenido de interés. CONSULTA FACULTATIVA DE CONSTITUCIONALIDAD SOBRE EL REGLAMENTO DEL SEGURO DE INVALIDEZ VEJEZ Y MUERTE DE LA CCSS. Deviene de un proceso de pensión por invalidez. Se solicita “a la Sala Constitucional emitir criterio sobre la constitucionalidad de la frase del artículo 8 del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social en cuanto supedita la declaratoria del derecho a pensión al hecho de que “… el estado de invalidez se origine en fecha posterior a la de ingreso a este Seguro””. Además, se “suspende la tramitación de este proceso hasta tanto esa Sala no haya evacuado la consulta”. [121-20]





		

[bookmark: _Toc54877584]Sala Segunda de la Corte

(Materia: Laboral)



Resolución Nº 01377 – 2019



Fecha de la Resolución: 31 de Julio del 2019



Expediente: 14-000813-1102-LA 



Analizado por:  SALA SEGUNDA



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0005-932530

		

Temas (descriptores): Pensión vitalicia, Apreciación de la prueba (valoración de la prueba)





Contenido de interés. SE OTORGA PENSIÓN VITALICIA DESDE FECHA DE SOLICITUD EN SEDE ADMINISTRATIVA. VALORACIÓN DE LA PRUEBA. La madre y garante de la solicitante no puede laborar, pues debe velar por el cuido de su hija debido a la condición de salud de esta. La necesidad de auxilio económico surge cuando la familia nuclear de la persona con discapacidad no cuenta con los recursos suficientes para hacerle frente a las necesidades básicas especiales que esta requiere –como ocurre en el caso bajo estudio-, con respeto a su dignidad personal y en procura de mejorar sus condiciones de vida. El inciso i) de la Ley n° 9379 de Promoción de la Autonomía Personal para las Personas con Discapacidad, si bien, no resulta de aplicación a este caso porque entró en vigencia en fecha posterior a la presentación del asunto, se toma en cuenta al realizar el análisis integral del tema discutido en el proceso.

CONCEPTO DE FAMILIA NUCLEAR. [1377-19]     







		

[bookmark: _Toc54877585]Sala Segunda de la Corte

(Materia: Laboral)



Resolución Nº 01582 – 2018



Fecha de la Resolución: 20 de Setiembre del 2018





Expediente: 17-001387-1178-LA



Analizado por:  SALA SEGUNDA



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0005-857103



		

Temas (descriptores): Principio de igualdad y no discriminación, Proceso de protección en fueros especiales y tutela del debido proceso, Despido discriminatorio



Contenido de interés. PROCESO ESPECIAL. DESPIDO DISCRIMINATORIO POR LIMITACIONES FÍSICAS. Misceláneo de hospital. El accionado admitió, por medio del informe del gerente de Recursos Humanos del hospital, haber despedido al accionante en razón de que existían ciertas limitaciones físicas que impedían mantenerle trabajando. A partir de ello, el trabajador amplió el cuadro fáctico que sustenta la discriminación alegada. En ese entendido, se brindó un trato desigual al actor (contraviniendo el canon 33 constitucional), quien no podía desempeñar su trabajo con “normalidad”, producto de una atrofia parcial de los músculos del brazo, derivado de una osteomielitis de su niñez. Frente a este panorama, cobra razón el fundamento normativo en que se apoya el demandante cuando alude al canon 2 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, que regula en parte lo relacionado con la discriminación por motivos de incapacidad. [1582-18]





		

[bookmark: _Toc54877586]Sala Segunda de la Corte

(Materia:)



Resolución Nº 01445 - 2018



Fecha de la Resolución: 24 de agosto del 2018





Expediente: 17-000281-1550-LA



Analizado por:  SALA SEGUNDA



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0005-855362



		

Temas (descriptores): Convenios de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), Proceso de protección en fueros especiales y tutela del debido proceso, Despido discriminatorio.





Contenido de interés. PROCESO ESPECIAL. DESPIDO DISCRIMINATORIO POR CONDICIÓN DE SALUD Y REQUERIMIENTOS MÉDICOS. La accionante fue cesada cuando la parte patronal se percató de que aquella requería atención médica de manera regular, situación que afectaba el horario rotativo impuesto por la empresa. Para la Sala, aunque la promovente pudo haber reconocido en la confesional que no informó al patrono de sus citas de control, sí comunicó, previamente a su contrato, de su condición de salud; hecho que en sí mismo permitía a la parte patronal imponerse de su estado físico y de las implicaciones que esto podía tener en el horario implementado por la empresa. De ahí que las acciones posteriores no puedan cargarse a la trabajadora. Se cita sobre el tema el numeral 2 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Así pues, no se estima que el actuar de la trabajadora haya transgredido el canon 408 del Código de Trabajo respecto de los requisitos formales para ocupar el puesto, ni puede admitirse que indujera a error a la parte patronal. [1445-18]



		

[bookmark: _Toc54877587]Sala Segunda de la Corte

(Materia: Laboral)



Resolución Nº 00923 – 2017



Fecha de la Resolución: 07 de julio del 2017



Expediente: 13-000105-0929-LA



Analizado por:  SALA SEGUNDA



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0005-841067



		

Temas (descriptores): Pensión del régimen No Contributivo de la Caja Costarricense de Seguro Social



Contenido de interés. PROCEDE PENSIÓN DEL RÉGIMEN NO CONTRIBUTIVO. DISPOSICIONES SOBRE RANGOS PREFERENCIALES DE PERSONAS BENEFICIARIAS DE ALIMENTOS. SITUACIÓN DE DESAMPARO ECONÓMICO. El accionante adulto mayor, con enfermedades que le impiden laborar y sin ingresos propios, que vive en un inmueble en precarias condiciones de infraestructura, con su pareja (ama de casa) y con uno de sus hijos con retardo mental, el cual recibe una pensión por un monto bajo. Se aclara que un hijo del actor (adulto sin discapacidad) nunca podría ser obligado a aportar el cien por ciento de sus recursos en beneficio de su padre o incluso, en beneficio de su hermano adulto con discapacidad, pues también tiene derecho a desarrollar su propio proyecto de vida y, en consecuencia, otras personas adquirirán respecto de él, el derecho a los alimentos y con rango preferente. [923-17]





		

[bookmark: _Toc54877588]Sala Segunda de la Corte

(Materia: Laboral)



Resolución Nº 00845 – 2012



Fecha de la Resolución: 21 de Setiembre del 2012



Expediente: 09-000084-1001-LA



Analizado por:  SALA SEGUNDA



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0005-829126



		

Temas (descriptores): Pensión del régimen No Contributivo de la Caja Costarricense de Seguro Social





Contenido de interés. PROCEDE PENSIÓN DEL RÉGIMEN NO CONTRIBUTIVO. FECHA DE RIGE. Caso de niño con síndrome de down. Se analiza la situación a la luz del voto de la Sala Constitucional que eliminó el requisito del ingreso per cápita (canasta básica) y el cambio de circunstancias económicas a partir del abandono del padre. Se considera que desde la solicitud administrativa ya se cumplía con los requisitos para otorgar el beneficio. [845-12]





		

		



		

[bookmark: _Toc54877589]Sala Segunda de la Corte

(Materia: Laboral)



Resolución Nº 00561 – 2012



Fecha de la Resolución: 27 de junio del 2012





Expediente: 09-001361-0166-LA



Analizado por:  SALA SEGUNDA



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0005-828847



		

Temas (descriptores): Pensión del régimen No Contributivo de la Caja Costarricense de Seguro Social



Contenido de interés. PROCEDE PENSIÓN DEL RÉGIMEN NO CONTRIBUTIVO. PERSONA CON DISCAPACIDAD SIN RECURSOS SUFICIENTES PARA SOLVENTAR NECESIDADES BÁSICAS. Persona declarada inválida con amputación de miembro inferior izquierdo. Se analizó situación a la luz del voto de la Sala Constitucional que eliminó el requisito del ingreso per cápita (canasta básica). En sede judicial se analizó la legalidad del acto denegatorio de la pensión. [561-12]
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(Materia: Laboral)



Resolución Nº 00075 – 2012



Fecha de la Resolución: 08 de febrero del 2012





Expediente: 09-000098-0643-LA



Analizado por:  SALA SEGUNDA



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0005-825881



		

Temas (descriptores): Pensión del régimen No Contributivo de la Caja Costarricense de Seguro Social



Contenido de interés. PROCEDE PENSIÓN DEL RÉGIMEN NO CONTRIBUTIVO. INSUFICIENCIA DE RECURSOS DEL GRUPO FAMILIAR DE PERSONA CON DISCAPACIDAD. El núcleo familiar de la actora no es lo suficientemente solvente en lo económico como para procurar la mejora de las condiciones de vida de ella (mujer discapacitada de 31 años de edad). Se trata de una familia que no cuenta con vivienda propia, y cuyo ingreso corresponde únicamente al salario del progenitor. La madre ha tenido que dedicarse a atender a su hija, que requiere de su asistencia para realizar labores cotidianas y personales. La suma que aquel devenga apenas alcanza para cubrir las necesidades básicas del hogar, por lo que se estima que, a la luz de las circunstancias particulares de la demandante, esta tiene derecho a la ayuda económica del Estado a fin de contribuir a su desarrollo independiente y condiciones de vida dignas. VOTO SALVADO. Quienes salvan el voto indican que si bien se comprobó que la actora poseía una discapacidad que le impedía generarse recursos propios para sufragar sus gastos; analizadas las pruebas, resulta claro que su situación económica impide que pueda ser beneficiaria de la pensión que solicita. Según el dictamen socio económico, las entradas de su grupo familiar son provistas por su padre, el cual tiene un salario mensual líquido de ¢327.600, monto que se estima razonable para que una familia de tres miembros pueda velar por sus necesidades básicas y esenciales. En forma paralela se comprobó que ese grupo, a partir de los recursos económicos que posee, sufraga servicios que no son propios de personas que se encuentran en una situación de pobreza extrema; así como ha adquirido electrodomésticos a crédito y disfrutan de televisión por cable y de vehículo propio. A juicio de los suscritos, una familia que se encuentre en un estado de angustia económica como el que se describe en el presente proceso, jamás podría ser objeto de crédito y menos contar con los servicios y bienes mencionados. [075-12]
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(Materia: Laboral)



Resolución Nº 00365 – 2011



Fecha de la Resolución: 27 de abril del 2011





Expediente: 09-000142-0643-LA



Analizado por:  SALA SEGUNDA



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0005-825691



		

Temas (descriptores): Pensión del régimen No Contributivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, Pensión vitalicia



Contenido de interés. PENSIÓN DEL RÉGIMEN NO CONTRIBUTIVO. PENSIÓN VITALICIA. Caso de menor con parálisis cerebral profunda. El tribunal aclaró que la pensión que se otorgaba al menor era una pensión por parálisis cerebral profunda (origen del derecho), que conforme a lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 1 de la Ley de Pensión Vitalicia para Personas con Parálisis Profunda "...se pagará en forma mensual de los fondos del Régimen No Contributivo que administra la Caja Costarricense de Seguro Social (C.C.S.S.),..." y para cuyo otorgamiento se hacía necesario "cumplir los requisitos y trámites establecidos para tal efecto en la ley y en el Reglamento del Régimen No Contributivo" (artículo 2 ídem), sumado a "una evaluación médica por parte de la comisión calificadora del estado de la invalidez de la C.C.S.S., la cual emitirá el dictamen correspondiente". En segundo lugar, lo relativo a la modificación que hiciera del rige de la pensión, el ad quem no actuó ajustado a derecho, pues hizo más gravosa la situación del único apelante, contraviniendo la prohibición de reforma en perjuicio contemplada en el artículo 565 del Código Procesal Civil. [365-11]



		

[bookmark: _Toc54877592]Sala Segunda de la Corte

(Materia: Laboral)



Resolución Nº 00709 – 2010



Fecha de la Resolución: 20 de mayo del 2010





Expediente: 08-000088-1001-LA



Analizado por:  SALA SEGUNDA



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0005-827043



		

Temas (descriptores): Pensión del régimen No Contributivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, Pensión vitalicia





Contenido de interés. RÉGIMEN NO CONTRIBUTIVO. PENSIÓN VITALICIA POR PARÁLISIS CEREBRAL PROFUNDA. MENOR DE EDAD CON PARÁLISIS QUE REQUIERE ATENCIÓN PERMANENTE Y CONDICIONES ESTRUCTURALES ESPECIALES. Se trata de un niño que padece parálisis cerebral profunda y que requiere de la atención de su madre en forma permanente y absoluta para poder subsistir. Además de atención personal, requiere también condiciones estructurales especiales: uso de pañales, una silla especial que no tiene, alimentación particular ya que por su imposibilidad de masticar alimentos sólidos y por sus problemas digestivos, se le ha recomendado el consumo de suplementos alimentarios, debe ser trasladado a la escuela y a los servicios de atención médica y de rehabilitación, sin que cuente con un medio adecuado, zapatos y otros insumos especiales, todo lo cual representa, un gasto evidentemente importante para un núcleo familiar que solo cuenta con un único ingreso, apenas de un poco más de trescientos mil colones, el del padre; pues la madre se dedica tiempo completo al cuidado del niño. [709-10]





		Sala Tercera de la Corte



Resolución Nº 00658 - 2020



Fecha de la Resolución: 29 de Mayo del 2020



Expediente: 19-000224-0006-PE

Analizado por: SALA DE CASACIÓN PENAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0006-980973



		Temas (descriptores): Mujer en estado de vulnerabilidad / Revisión-ley posterior más favorable



Subtemas (restrictores):

Ley posterior más favorable a mujer en condición de vulnerabilidad., Valoración de condiciones de vulnerabilidad en una mujer



Temas Estratégicos: Perspectiva de Género, Instrumentos internacionales, Grupos Vulnerables



Normativa Internacional: Convención americana sobre derechos humanos, Pacto de San José / Declaración sobre el Derecho y el Deber de los Individuos, los Grupos y las Instituciones de Promover y Proteger los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales Universalmente Reconocidos / Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad / Reglas de las Naciones Unidas para el tratamiento de las reclusas y medidas no privativas de la libertad para las mujeres delincuentes, Reglas de Bangkok, resolución N° 65/229 de la Asamblea General de las Naciones Unidas /  Reglas Mínimas de las Naciones Unidas sobre las medidas no privativas de la libertad / Reglas de Tokio. resolución 45/110, de 14 de diciembre de 1990.



		

[bookmark: _Toc54877593]Sala Tercera de la Corte

(Materia: Penal)





Resolución Nº 00292 - 2020



Fecha de la Resolución: 20 de Marzo del 2020



Expediente: 19-000066-0006-PE



Analizado por:  SALA DE CASACIÓN PENAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0006-972791 





		

Temas (descriptores): Ley posterior más favorable



Subtemas (restrictores): Aplicación de los artículos 71 y 72 del Código Penal



Temas estratégicos: Derechos Humanos, Control de Convencionalidad, Grupos Vulnerables





Normativa Internacional: Convención americana sobre derechos humanos, Pacto de San José, Declaración sobre el Derecho y el Deber de los Individuos, los Grupos y las Instituciones de Promover y Proteger los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales Universalmente Reconocidos, Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad



		

Sala Tercera de la Corte

(Materia: Penal)



Resolución Nº 00163 - 2020



Fecha de la Resolución: 14 de Febrero del 2020



Expediente: 19-000172-0006-PE



Analizado por: SALA DE CASACIÓN PENAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0006-963351



		

Temas (descriptores): Fijación de las penas.



Subtemas (restrictores): valoración de factores de vulnerabilidad en la mujer, artículos 71 y 72 Código Penal



Normativa Internacional: Convención americana sobre derechos humanos, Pacto de San José, Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad



		

Sala Tercera de la Corte

(Materia: Penal)



Resolución Nº 00116 - 2020



Fecha de la Resolución: 07 de Febrero del 2020



Expediente: 19-000194-0006-PE



Analizado por: SALA DE CASACIÓN PENAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0006-964696



		

Temas (descriptores): Mujer en estado de vulnerabilidad



Subtemas (restrictores): Necesaria vinculación entre circunstancias de vulnerabilidad y comisión del hecho como presupuesto para ponderación de la pena



Temas estratégicos: Perspectiva de Género



Normativa Internacional: Convención americana sobre derechos humanos, Pacto de San José, Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad



		

Sala Tercera de la Corte

(Materia: Penal)



Resolución Nº 00003 - 2020



Fecha de la Resolución: 10 de Enero del 2020



Expediente: 19-000077-0006-PE



Analizado por: SALA DE CASACIÓN PENAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0006-960657



		

Temas (descriptores): Mujer en estado de vulnerabilidad / Fijación de las penas.



Subtemas (restrictores): Factores para determinar condición de vulnerabilidad de una persona., valoración de factores de vulnerabilidad en la mujer, artículos 71 y 72 Código Penal



Temas Estratégicos: Perspectiva de Género



Normativa Internacional: Convención americana sobre derechos humanos, Pacto de San José, Declaración sobre el Derecho y el Deber de los Individuos, los Grupos y las Instituciones de Promover y Proteger los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales Universalmente Reconocidos, Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad



		

Sala Tercera de la Corte

(Materia: Penal)



Resolución Nº 00380 - 2018



Fecha de la Resolución: 31 de Mayo del 2018



Expediente: 17-000239-0006-PE



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-848485





		

Temas (descriptores): Introducción de droga en centro penitenciario / Prohibición de discriminación contra la mujer 



Subtemas (restrictores): Aplicación de ley más favorable por cuestión de género en caso de introducción de droga en centro penitenciario / Consideraciones sobre la exclusión social que sufren muchas mujeres antes del encarcelamiento



Normativa Internacional: Convención americana sobre derechos humanos, Pacto de San José, Pacto internacional de derechos civiles y políticos, Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, Reglas de las Naciones Unidas para el tratamiento de las reclusas y medidas no privativas de la libertad para las mujeres delincuentes, Reglas de Bangkok, resolución N° 65/229 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, Reglas Mínimas de las Naciones Unidas sobre las medidas no privativas de la libertad, Reglas de Tokio. resolución 45/110, de 14 de diciembre de 1990.



		

Sala Tercera de la Corte

(Materia: Penal)



Resolución Nº 00402 - 2018



Fecha de la Resolución: 08 de Junio del 2018



Expediente: 18-000192-0456-PE



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-749680

		

Temas (descriptores): Conflicto de competencia en materia penal / Competencia penal



Subtemas (restrictores): Delitos sexuales ocurridos en el extranjero contra persona menor de edad indígena costarricense



Normativa Internacional: Convención interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, Convención Belem Do Pará, Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad



		

[bookmark: _Toc54877594]Sala Constitucional



En lo que respecta a la Sala Constitucional, mediante el siguiente link podrá acceder a 30 resoluciones correspondientes al período de estudio, en las cuales se mencionan o aplican las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/search?facets=Despacho:Sala%20Constitucional&facets=A%C3%B1o:2017&facets=A%C3%B1o:2018&facets=A%C3%B1o:2019&facets=A%C3%B1o:2020&nq=&q=%22reglas%20de%20brasilia%22%20







II. [bookmark: _Toc54877595]Resoluciones dictadas por los Tribunales de Justicia



a. [bookmark: _Toc54877596]Materia:  Agraria



		Tribunal Agrario



Resolución Nº 00602 - 2020



Fecha de la Resolución: 30 de Junio del 2020



Expediente: 19-000274-0507-AG



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-983537



		Temas (descriptores): Interdicto agrario de amparo de posesión/ Prohibición de discriminación contra la mujer



Subtemas (restrictores):

Nicaragüense despojada de su terreno durante salida temporal a su país natal / Restitución en el inmueble mediante interdicto agrario de amparo de la posesión y fundamento del derecho de acceso a la justicia para mujeres migrantes



Temas Estratégicos: Perspectiva de Género, Derechos Humanos, Acceso a la Justicia, Derechos económicos, sociales y culturales



		Tribunal Agrario

Resolución Nº 00592 - 2020



Fecha de la Resolución: 30 de Junio del 2020



Expediente: 12-000125-0419-AG



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-983527



		Temas (descriptores): Propiedad agraria indígena / Prohibición de discriminación contra la mujer



Subtemas (restrictores):

Deber de nombrar intérprete para la comunicación y mejor comprensión de la sentencia agraria a personas indígenas intervinientes / Doble discriminación a mujer indígena al denegarle designación de parcela en igualdad de condiciones que a sus hermanos varones alegando otorgamiento de terreno en otro sector a conviviente de hecho / Exclusión de coposeedora en repartición familiar de tierras por parte de la Asociación de Desarrollo Integral de Territorio Indígena quebranta el derecho consuetudinario y derechos humanos fundamentales



Normativa Internacional: Convención americana sobre derechos humanos, Pacto de San José /  Convención Europea para la Protección de los Derechos Humanos y su protocolo adicional / Convención sobre la eliminación de toda las formas de discriminación contra la mujer, CEDAW / Convenio sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, Convenio OIT N° 169 /  Declaración universal de derechos humanos /  Pacto internacional de derechos civiles y políticos /  Pacto internacional de derechos económicos, sociales y culturales / Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad



Temas Estratégicos: Perspectiva de Género, Derechos Humanos, Acceso a la Justicia, Derechos económicos, sociales y culturales







		

Tribunal Agrario



Resolución Nº 00515 - 2019



Fecha de la Resolución: 05 de Julio del 2019



Expediente: 17-000056-1555-AG



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-935043 



		

Temas (descriptores): Propiedad agraria indígena



Subtemas (restrictores): Presupuestos para la procedencia del derecho de paso de propiedades indígenas



Normativa Internacional: Convenio sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes, Convenio OIT N° 169, Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad



		Tribunal Agrario



Resolución Nº 00759 - 2017



Fecha de la Resolución: 14 de Setiembre del 2017



Expediente: 08-100535-0642-CI



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-727774



		Temas (descriptores): Prohibición de discriminación contra la mujer / Derechos de la mujer



Subtemas (restrictores): Análisis en caso de mujeres involucradas en las cadenas posesorias y la tendencia a invisibilizarlas como propietarias o titulares de derechos de posesión



Normativa Internacional: Convención sobre la eliminación de toda las formas de discriminación contra la mujer, CEDAW / Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad



Temas Estratégicos: Perspectiva de Género,Acceso a la Justicia



		

Tribunal Agrario



Resolución Nº 00214 – 2018



Fecha de la Resolución: 14 de Marzo del 2018



Expediente: 16-000130-0419-AG



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-746530







		

Temas (descriptores): Información posesoria agraria / Asociación de desarrollo integral de reserva indígena



Subtemas (restrictores): Necesario informe ante duda en la ubicación de terreno a titular mediante información posesoria



Temas Estratégicos: Acceso a la Justicia,Derechos económicos, sociales y culturales



Normativa Internacional: Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad



		

Tribunal Agrario



Resolución Nº 00564 - 2018



Fecha de la Resolución: 22 de Junio del 2018



Expediente: 10-000157-0298-AG





Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-848729

		

Temas (descriptores): Acción reivindicatoria agraria / Prohibición de discriminación contra la mujer 



Subtemas (restrictores):  Análisis sobre la imposibilidad del ejercicio de la posesión por parte de las mujeres producto de la invisibilización con respecto al derecho de propiedad en razón de violencia doméstica



Normativa Internacional: Convención sobre la eliminación de toda las formas de discriminación contra la mujer, CEDAW / Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad



Temas Estratégicos: Perspectiva de Género,Violencia contra las mujeres



		

Tribunal Agrario



Resolución Nº 00022 - 2019



Fecha de la Resolución: 29 de Enero del 2019



Expediente: 18-000206-0507-AG



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-911759



		

Temas (descriptores): Principio constitucional de acceso a la justicia / Persona adulta mayor



Subtemas (restrictores): Procedencia excepcional de medida cautelar que suspende puesta en posesión dictada en ejecutivo hipotecario, dado estado de vulnerabilidad de persona adulta mayor y aplicación del principio de gratuidad



Normativa Internacional: Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad



Temas Estratégicos: Derechos Humanos, Acceso a la Justicia, Derechos económicos, sociales y culturales









b. [bookmark: _Toc54877597]Materia:  Contencioso Administrativo



		

Tribunal Contencioso Administrativo



Resolución Nº 01655 - 2019



Fecha de la Resolución: 13 de Setiembre del 2019



Expediente: 19-003059-1027-CA



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-944924 



		

Temas (descriptores): Medidas cautelares en el proceso contencioso administrativo / Persona adulta mayor



Subtemas (restrictores): Deber del juzgador de tener especial análisis cuando se emiten medidas cautelares contra la esfera patrimonial de una persona adulta mayor



Normativa Internacional: Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad























c. [bookmark: _Toc54877598]Materia:  Familia





		

Tribunal de Familia



Resolución Nº 00303 - 2019



Fecha de la Resolución: 09 de Abril del 2019



Expediente: 15-000381-0338-FA



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-918453





		

Temas (descriptores): Guarda, crianza y educación



Subtemas (restrictores): Aplicación de las Reglas de Brasilia en caso de madre soltera, inmigrante y de bajos recursos económicos que saca a su hija del país y la deja con otras personas para poder buscar trabajo



Temas Estratégicos: Derechos de la persona menor de edad



Normativa Internacional: Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad































d. [bookmark: _Toc54877599]Materia:  Laboral



		

Tribunal de Apelación Civil y Trabajo Zona Atlántica Sede Limón Materia Laboral



Resolución Nº 00034 - 2020



Fecha de la Resolución: 05 de Febrero del 2020



Expediente: 19-001380-0929-LA



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-964653 





		

Temas (descriptores): Nulidad de la sentencia laboral / Migrante



Subtemas (restrictores):  Nulidad en caso donde es necesario conocer los pormenores de la situación migratoria del trabajador a fin de garantizar que su estancia en el país no va ser desmejorada mientras este ventilándose el proceso en sede judicial



Normativa Internacional: Convención americana sobre derechos humanos, Pacto de San José / Convención sobre los derechos del niño / Convenciones sobre Refugiados y Apátridas / Declaración universal de derechos humanos / Pacto internacional de derechos civiles y políticos / Protocolo facultativo del pacto internacional de derechos económicos, sociales y culturales / Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad



Temas Estratégicos: Derechos Humanos, Acceso a la Justicia, Derechos económicos, sociales y culturales

















e. [bookmark: _Toc54877600]Materia:   Penal

 

		

Tribunal de Apelación de Sentencia Penal II Circuito Judicial de San José



Resolución Nº 01604 - 2019



Fecha de la Resolución: 13 de Setiembre del 2019



Expediente: 15-000745-0994-PE



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-961172



		

Temas (descriptores): Persona menor de edad como víctima u ofendido 



Subtemas (restrictores): Improcedente pretender un escrutinio de la forma de ser y comportarse de la agraviada / Omisión de valorar condición etaria y de género de la víctima / Valor probatorio en relación a la prueba recibida oralmente



Temas estratégicos: Perspectiva de Género,Derechos de la persona menor de edad,Derechos de víctimas y testigos en materia penal



Normativa Internacional: Convención interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, Convención Belem Do Pará, Convención sobre la eliminación de toda las formas de discriminación contra la mujer, CEDAW, Convención sobre los derechos del niño, Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad



		Tribunal de Apelación de Sentencia Penal II Circuito Judicial de San José



Resolución Nº 00328 - 2020



Fecha de la Resolución: 27 de Febrero del 2020



Expediente: 14-000344-0472-PE



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-972955 





		

Temas (descriptores): Discriminación por nacionalidad / Acceso a la justicia en materia penal / Migrante 



Subtemas (restrictores): Situación migratoria irregular o ausencia de un documento de identidad "idóneo" no pueden ser obstáculo para que una persona declare





Normativa Internacional: Convención americana sobre derechos humanos, Pacto de San José /  Pacto internacional de derechos civiles y políticos / Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad



Temas Estratégicos: Derechos Humanos,Acceso a la Justicia,Derechos económicos, sociales y culturales,Derechos de víctimas y testigos en materia penal





		Tribunal de Apelación de Sentencia Penal de Cartago



Resolución Nº 00096 - 2020



Fecha de la Resolución: 14 de Febrero del 2020



Expediente: 11-000609-0175-PE



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-966096 



		Temas (descriptores): Acceso a la justicia en materia penal / Principio constitucional de tutela judicial efectiva / Indígena



Subtemas (restrictores): Demora injustificada de una causa en la que están involucradas personas en condición de vulnerabilidad



Normativa Internacional: Convención americana sobre derechos humanos (Pacto de San José) / Pacto internacional de derechos civiles y políticos / Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad



Temas Estratégicos: Derechos Humanos, Acceso a la Justicia,Derechos económicos, sociales y culturales





		

Tribunal de Apelación de Sentencia Penal III Circuito Judicial de Alajuela San Ramón



Resolución Nº 00083 - 2020



Fecha de la Resolución: 05 de Febrero del 2020



Expediente: 16-002037-0369-PE



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-960051 



		

Temas (descriptores): Procedimiento abreviado



Subtemas (restrictores): Caso donde se aplicó antes del inicio del debate para evitar revictimización



Normativa Internacional: Carta iberoamericana de derechos de las víctimas, Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad



		

Tribunal de Apelación de Sentencia Penal de Cartago



Resolución Nº 00281 - 2019



Fecha de la Resolución: 27 de Junio del 2019



Expediente: 14-200048-0634-PE



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-925196

		

Temas (descriptores): Indígena / Declaración de la persona menor de edad 



Subtemas (restrictores): Concepto de Vulnerabilidad en el marco de las Reglas de Brasilia / Omisión de tener especial atención y sensibilidad en la recepción y ponderación del testimonio, en caso de personas menores de edad indígenas víctimas de violencia sexual



Normativa Internacional: Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad



Temas Estratégicos: Perspectiva de Género, Derechos Humanos, Acceso a la Justicia,Violencia contra las mujeres, Derechos económicos, sociales y culturales, Derechos de la persona menor de edad, Derechos de víctimas y testigos en materia penal





		Tribunal de Apelación de Sentencia Penal II Circuito Judicial de San José



Resolución Nº 00208 - 2019



Fecha de la Resolución: 08 de Febrero del 2019



Expediente: 13-000688-0597-PE



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL





https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-908568



		Temas (descriptores): Audiencia oral en el proceso penal / Recurso de apelación de sentencia penal



Subtemas (restrictores): Posibilidad de variar la integración del tribunal cuando no se ofrece prueba o nuevos alegatos en la audiencia oral



Normativa Internacional: Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad



		

Tribunal de Apelación de Sentencia Penal II Circuito Judicial de San José



Resolución Nº 00195 - 2019



Fecha de la Resolución: 07 de Febrero del 2019



Expediente: 16-001692-1283-PE



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-917636



		

Temas (descriptores): Desobediencia / Error de tipo psíquicamente condicionado / Derechos del imputado / Acceso a la justicia en materia penal



Subtemas (restrictores): Nulidad de condenatoria por delito de desobediencia contra imputado adulto mayor con problemas de alcoholismo y deber de analizar el caso concreto con especial atención por su estado de vulnerabilidad



Temas Estratégicos: Derechos Humanos,Acceso a la Justicia



Normativa Internacional: Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad



		

Tribunal de Apelación de Sentencia Penal de Guanacaste



Resolución Nº 00110 - 2019



Fecha de la Resolución: 11 de Marzo del 2019



Expediente: 14-200216-0591-PE



Tipo de contenido: Voto salvado



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-908630





		

Temas (descriptores): Mujer como víctima en el proceso penal / Delitos sexuales



Subtemas (restrictores): Análisis en relación con la vulnerabilidad de las víctimas mujeres y niñas y la garantía o tutela de sus derechos 



Temas Estratégicos: Violencia contra las mujeres



Normativa Internacional: Convención interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, Convención Belem Do Pará, Convención sobre la eliminación de toda las formas de discriminación contra la mujer, CEDAW, Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad



		

Tribunal de Apelación de Sentencia Penal de Cartago



Resolución Nº 00538 - 2019



Fecha de la Resolución: 04 de Noviembre del 2019



Expediente: 17-000464-0634-PE



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-959981



		

Temas (descriptores): Derechos de la víctima/ Delitos sexuales



Subtemas (restrictores): Deber de resolver la situación jurídica de una persona en prisión preventiva guarda especial prevalencia frente a cualquier otro sujeto procesal



Temas Estratégicos: Derechos Humanos



Normativa Internacional: Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad







f. [bookmark: _Toc54877601]Materia:  Penal Juvenil



		

Tribunal de Apelación de Sentencia Penal Juvenil II Circuito Judicial de San José



Resolución Nº 00180 - 2019



Fecha de la Resolución: 26 de Junio del 2019



Expediente: 16-000155-0623-PJ



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-925676





		

Temas (descriptores): Derechos de las personas menores de edad / Acceso a la justicia en materia penal



Subtemas (restrictores): Deber de consignar llamadas, comunicaciones y avisos de las personas menores acusadas, relacionadas con la imposibilidad de llegar puntualmente al juicio, a efectos de dar una respuesta administrativa y jurisdiccional acorde con el marco convencional



Normativa Internacional: Convención sobre los derechos del niño, Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad



		

Tribunal de Apelación de Sentencia Penal Juvenil II Circuito Judicial de San José



Resolución Nº 00136 - 2019



Fecha de la Resolución: 29 de Mayo del 2019



Expediente: 11-000663-0553-PE



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-922137

		

Temas (descriptores): Prescripción de la sanción Penal Juvenil



Subtemas (restrictores): Ilegalidad de suspenderla respecto a sanción alternativa cuando no puede unificarse, por cuanto no existe incompatibilidad para que se cumpla simultáneamente con la pena privativa de libertad



Normativa Internacional: Convención sobre los derechos del niño, Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad



		

Tribunal de Apelación de Sentencia Penal Juvenil II Circuito Judicial de San José



Resolución Nº 00128 - 2019



Fecha de la Resolución: 16 de Mayo del 2019



Expediente: 18-000421-0623-PJ



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-918539



		

Temas (descriptores): Conciliación en materia Penal Juvenil / Penalización de la violencia contra la mujer 



Subtemas (restrictores): Condiciones o adecuaciones especiales que se deben procurar para la población destinataria no lo hacen menos formal / Omisión de analizar condición de vulnerabilidad de la víctima 



Temas Estratégicos: Perspectiva de Género,Violencia Doméstica,Penal Juvenil,Violencia contra las mujeres



Normativa Internacional: Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad





		

Tribunal de Apelación de Sentencia Penal Juvenil II Circuito Judicial de San José



Resolución Nº 00114 - 2019



Fecha de la Resolución: 08 de Mayo del 2019



Expediente: 17-000131-0816-PJ



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-916352

		

Temas (descriptores): Acceso a la justicia en materia penal



Subtemas (restrictores): Omisión de brindar a ofendido con dificultades de comunicación, las condiciones necesarias para evitar revictimización y angustia



Temas Estratégicos: Acceso a la Justicia



Normativa Internacional: Convención americana sobre derechos humanos, Pacto de San José, Convención de Naciones Unidas sobre los derechos de las personas con discapacidad, Pacto internacional de derechos civiles y políticos, Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad



		

Tribunal de Apelación de Sentencia Penal Juvenil II Circuito Judicial de San José



Resolución Nº 00108 - 2019



Fecha de la Resolución: 30 de Abril del 2019



Expediente: 19-000034-0690-PJ



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-918527

		

Temas (descriptores): Apelación de resoluciones en materia Penal Juvenil / Pericia psiquiátrica / Derecho de defensa

Subtemas (restrictores): Consideraciones sobre el gravamen irreparable en caso donde, al amparo de una directriz administrativa, se impide a la defensa contar con una valoración psiquiátrica forense /  Deber de efectuar un análisis de legalidad y convencionalidad de las directrices administrativas antes de aplicarlas



Normativa Internacional: Convención americana sobre derechos humanos, Pacto de San José, Convención sobre los derechos del niño, Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de libertad, Reglas de La Habana, resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990



		

Tribunal de Apelación de Sentencia Penal Juvenil II Circuito Judicial de San José



Resolución Nº 00094 - 2019



Fecha de la Resolución: 09 de Abril del 2019



Expediente: 19-000030-1528-PJ



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-914940



		

Temas (descriptores): Acceso a la justicia en materia penal / Persona adulta mayor en el proceso penal



Subtemas (restrictores): Análisis sobre la realización inmediata del anticipo jurisdiccional en caso de una persona adulta mayor víctima y con complicaciones de salud



Temas Estratégicos: Derechos Humanos,Acceso a la Justicia



Normativa Internacional: Convención de Viena sobre el derecho de los tratados, Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, Ley N° 9394, Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad



		

Tribunal de Apelación de Sentencia Penal Juvenil II Circuito Judicial de San José



Resolución Nº 00085 - 2019



Fecha de la Resolución: 02 de Abril del 2019



Expediente: 18-000325-0952-PJ



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-914931



		

Temas (descriptores): Medidas cautelares en materia Penal Juvenil / Acceso a la justicia en materia penal



Subtemas (restrictores): Improcedente denegar acceso a la justicia por razones administrativas



Temas Estratégicos: Acceso a la Justicia,Penal Juvenil



Normativa Internacional: Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad



		

Tribunal de Apelación de Sentencia Penal Juvenil II Circuito Judicial de San José



Resolución Nº 00083 - 2019



Fecha de la Resolución: 02 de Abril del 2019



Expediente: 17-022373-0042-PJ



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-914929

		

Temas (descriptores): Delitos sexuales/  Persona menor de edad como víctima u ofendido



Subtemas (restrictores): Consideraciones sobre la credibilidad de las personas menores de edad cuando narran en juicio más hechos que los mencionados en etapas previas



Normativa Internacional: Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad



		

Tribunal de Apelación de Sentencia Penal Juvenil II Circuito Judicial de San José



Resolución Nº 00007 - 2019



Fecha de la Resolución: 11 de Enero del 2019



Expediente: 14-800029-0636-PJ



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-899103

		

Temas (descriptores): Acceso a la justicia en materia penal / Indígena



Subtemas (restrictores): Omitir adoptar medidas que permitan que una persona indígena la cumpla implica obstaculizar el acceso a la justicia y amenazar la libertad



Normativa Internacional: Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas, del 13 de setiembre de 2007, Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad



		

Tribunal de Apelación de Sentencia Penal Juvenil II Circuito Judicial de San José



Resolución Nº 00053 - 2020



Fecha de la Resolución: 11 de Febrero del 2020



Expediente: 19-000106-0845-PJ



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-962786







		

Temas (descriptores): Persona menor de edad como víctima u ofendido /  Delitos sexuales



Subtemas (restrictores): Análisis sobre los derechos de la víctima en el proceso penal juvenil / Vulneración en caso donde el Ministerio Público ofreció como prueba una pericia de una persona menor de edad ajena a la causa



Temas Estratégicos: Perspectiva de Género,Acceso a la Justicia,Derechos de la persona menor de edad,Derechos de víctimas y testigos en materia penal



Normativa Internacional: Convención americana sobre derechos humanos, Pacto de San José, Convención sobre los derechos del niño, Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad



		

Tribunal de Apelación de Sentencia Penal Juvenil II Circuito Judicial de San José



Resolución Nº 00038 - 2020



Fecha de la Resolución: 28 de Enero del 2020



Expediente: 20-000095-0059-PE



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-959053





		

Temas (descriptores): Detención provisional en materia Penal Juvenil / Refugiado



Subtemas (restrictores): Condición de vulnerabilidad derivada de la solicitud de refugio, debe conocerse en debate y no en la medida cautelar



Normativa Internacional: Convención americana sobre derechos humanos, Pacto de San José, Convención sobre los derechos del niño, Pacto internacional de derechos civiles y políticos, Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad



		

Tribunal de Apelación de Sentencia Penal Juvenil II Circuito Judicial de San José



Resolución Nº 00328 - 2018



Fecha de la Resolución: 30 de Noviembre del 2018



Expediente: 18-000467-0068-PE



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-895396

		

Temas (descriptores): Proceso Penal Juvenil 



Subtemas (restrictores): Deber de advertir a víctimas y testigos la dinámica del juicio, y la posibilidad de que, ante posibles controversias, deban ser retirados de la sala momentáneamente



Temas Estratégicos: Penal Juvenil, Derechos de víctimas y testigos en materia penal



Normativa Internacional: Convención americana sobre derechos humanos, Pacto de San José, Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad



		

Tribunal de Apelación de Sentencia Penal Juvenil II Circuito Judicial de San José



Resolución Nº 00340 - 2019



Fecha de la Resolución: 27 de Noviembre del 2019



Expediente: 19-000497-0702-PJ



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-951452



		

Temas (descriptores): Violencia contra la mujer, Acceso a la justicia en materia penal



Subtemas (restrictores): Imposición de arresto domiciliario como medida cautelar, en aplicación de normas convencionales que imponen el deber de proteger el riesgo que sufren mujeres víctimas de violencia doméstica y en condición de vulnerabilidad



Temas Estratégicos: Perspectiva de Género,Acceso a la Justicia,Violencia Doméstica,Penal Juvenil,Violencia contra las mujeres



Normativa Internacional: Convención americana sobre derechos humanos, Pacto de San José, Convención interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, Convención Belem Do Pará, Convención sobre la eliminación de toda las formas de discriminación contra la mujer, CEDAW, Convención sobre los derechos del niño, Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad



		

Tribunal de Apelación de Sentencia Penal Juvenil II Circuito Judicial de San José



Resolución Nº 00316 - 2019



Fecha de la Resolución: 31 de Octubre del 2019



Expediente: 19-000008-0690-PJ



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-947592

		

Temas (descriptores): Grabación del debate / Sentencia Penal Juvenil 



Subtemas (restrictores): Importancia de que el proceso penal juvenil tenga las mismas garantías que el ordinario, y consideraciones sobre la asignación de recursos institucionales para ello



Temas Estratégicos: Penal Juvenil



Normativa Internacional: Convención americana sobre derechos humanos, Pacto de San José, Convención sobre los derechos del niño, Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad



		

Tribunal de Apelación de Sentencia Penal Juvenil II Circuito Judicial de San José



Resolución Nº 00295 - 2019



Fecha de la Resolución: 11 de Octubre del 2019



Expediente: 17-011476-0042-PJ



Tipo de contenido: Nota separada



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-952172

		

Temas (descriptores): Ejecución de la sanción Penal Juvenil / Sanción Penal Juvenil



Subtemas (restrictores): Consideraciones sobre la condición de vulnerabilidad de las mujeres menores de edad, y el deber de efectuar modificaciones a la sanción de forma oportuna



Temas Estratégicos: Penal Juvenil



Normativa Internacional: Convención sobre los derechos del niño, Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, Reglas mínimas de las naciones unidas para la administración de la justicia de menores, Reglas de Beijing







		

Tribunal de Apelación de Sentencia Penal Juvenil II Circuito Judicial de San José



Resolución Nº 00199 - 2019



Fecha de la Resolución: 12 de Julio del 2019



Expediente: 17-031637-0042-PE



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-927386

		

Temas (descriptores): Proceso Penal Juvenil/  Debate / Principio de concentración / Principio de inmediación / Principio de continuidad del debate /  Acceso a la justicia en materia penal



Subtemas (restrictores): Afectación al debido proceso en caso donde el juicio se programa fraccionado desde el inicio / Saturación de un despacho no debe llevar a administrar justicia repartiendo violaciones a principios fundamentales del proceso penal



Temas Estratégicos: Penal Juvenil



Normativa Internacional: Convención americana sobre derechos humanos, Pacto de San José, Convención sobre los derechos del niño, Pacto internacional de derechos civiles y políticos, Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de libertad, Reglas de La Habana, resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990, Reglas mínimas de las naciones unidas para la administración de la justicia de menores, Reglas de Beijing







g. [bookmark: _Toc54877602]Materia:  Violencia Doméstica



		

Tribunal de Familia Materia Violencia Doméstica



Resolución Nº 00012 - 2020



Fecha de la Resolución: 15 de Enero del 2020



Expediente: 19-000508-1361-VD



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-966038



		

Temas (descriptores): Proceso de violencia doméstica / Persona adulta mayor



Subtemas (restrictores): Deber del Despacho de realizar los trámites y explicaciones necesarias para que la persona adulta mayor pueda acceder a este medio para recibir comunicaciones



Normativa Internacional: Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad



Temas Estratégicos: Acceso a la Justicia, Violencia Doméstica



		

Tribunal de Familia Materia Violencia Doméstica



Resolución Nº 00010 - 2020



Fecha de la Resolución: 15 de Enero del 2020



Expediente: 19-000301-1519-VD



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL



https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-966037



		

Temas (descriptores): Proceso de violencia doméstica / Persona adulta mayor



Subtemas (restrictores): Consideraciones sobre la importancia de la entrevista a la persona adulta mayor en proceso de violencia doméstica



Normativa Internacional: Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad



Temas Estratégicos: Acceso a la Justicia, Violencia Doméstica



		

Tribunal de Familia Materia Violencia Doméstica



Resolución Nº 00350 - 2019



Fecha de la Resolución: 07 de Agosto del 2019



Expediente: 19-000158-0931-VD



Analizado por: CENTRO DE INFORMACIÓN JURISPRUDENCIAL





https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/sen-1-0034-932736



		

Temas (descriptores): Medidas de protección en violencia doméstica



Subtemas (restrictores): Deber de garantizar el debido proceso y derecho de defensa cuando los hechos expuestos en la solicitud inicial se amplían o se modifican en la comparecencia



Temas Estratégicos: Violencia Doméstica



Normativa Internacional: Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad
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San José, 30 de octubre de 2020


Oficio N° DVV-S1-0165-2020


Señor


Lic. Carlos Mora Rodríguez


Subsecretario General


Corte Suprema de Justicia


Poder Judicial


 


Estimado Señor:


 


Reciba un atento saludo. Tengo el honor de dirigirme a usted para que por su digno medio haga de conocimiento de las y los integrantes del Consejo Superior el Oficio N° DVV-S1-0165-2020 emitido por la suscrita en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. El oficio se remite con ocasión del seguimiento dado por la Subcomisión a lo resuelto por el Consejo Superior en las sesiones No. 16-19 celebrada el 22 de febrero del 2019 y 34-19 del 23 de abril del 2019, donde se solicita gestionar lo indicado en el artículo 9 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas No. 9593, que señala: 


 


“La administración de justicia podrá llevar un registro de las distintas traducciones y de los peritajes antropológicos llevados a cabo en los distintos procesos judiciales que involucren personas indígenas. Ese registro podrá utilizarse en los procesos judiciales que involucren personas indígenas, pero su divulgación se hará solamente con autorización expresa de las personas involucradas en dichas experticias y reservando la identidad de todas las partes involucradas, y sus fines serán estrictamente de interés institucional y académicos.”.


 


En forma coordinada con el Centro Electrónico de Información Jurisprudencial, a cargo de la máster Patricia Bonilla Rodríguez, la participación de las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y las personas juzgadoras del Juzgado Mixto de Buenos Aires de Puntarenas y el Juzgado Penal de Bribri de Talamanca, al ser parte de los despachos que tienen mayor carga de trabajo asociada a procesos en los que participan personas indígenas, se construyó la “Propuesta de procedimiento para la implementación de un sistema que permita recopilar, almacenar y controlar el acceso a la información producida o recibida en los diferentes despachos judiciales con ocasión de la emisión de los peritajes culturales llevados a cabo en los procesos judiciales que involucren a personas indígenas.”


 


Debido a que el mandato legal de confidencialidad de la información y los fines estrictamente de interés institucional y académico, y ante algunas dudas que surgen respecto a la aplicación e interpretación de algunas normas, nos permitimos solicitarles de la manera más atenta, valorar trasladar el documento adjunto para el análisis y revisión integral de su contenido por parte de la Dirección Jurídica, a fin de poder contar con su criterio legal respecto a algunos puntos de interés, que se anotan como pie de página en el documento.


 


Una vez superada esta etapa, y previo a ser aprobado por el Consejo Superior, se estima necesario remitir el procedimiento para la validación de la Agencia de Protección de Datos de los Habitantes (PRODHAB) y de población indígena.


 


Atentamente,


 


Magistrada Damaris Vargas Vásquez


Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas


Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia


Poder Judicial
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San José, 30 de octubre de 2020 
Oficio N° DVV-S1-0165-2020 



 
 
Señor 



Lic. Carlos Mora Rodríguez 
Subsecretario General 



Corte Suprema de Justicia 
Poder Judicial 
 



 
 



Estimado Señor: 
 



Reciba un atento saludo. Tengo el honor de dirigirme a usted para que por 



su digno medio haga de conocimiento de las y los integrantes del Consejo 



Superior el Oficio N° DVV-S1-0165-2020 emitido por la suscrita en la 



condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de 



Pueblos Indígenas. El oficio se remite con ocasión del seguimiento dado por 



la Subcomisión a lo resuelto por el Consejo Superior en las sesiones No. 16-



19 celebrada el 22 de febrero del 2019 y 34-19 del 23 de abril del 2019, 



donde se solicita gestionar lo indicado en el artículo 9 de la Ley de Acceso a 



la Justicia de Pueblos Indígenas No. 9593, que señala:  



 



“La administración de justicia podrá llevar un registro de las distintas 



traducciones y de los peritajes antropológicos llevados a cabo en los 



distintos procesos judiciales que involucren personas indígenas. Ese 



registro podrá utilizarse en los procesos judiciales que involucren 



personas indígenas, pero su divulgación se hará solamente con 



autorización expresa de las personas involucradas en dichas 



experticias y reservando la identidad de todas las partes involucradas, 



y sus fines serán estrictamente de interés institucional y académicos.”. 
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En forma coordinada con el Centro Electrónico de Información 



Jurisprudencial, a cargo de la máster Patricia Bonilla Rodríguez, la 



participación de las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la 



Justicia de Pueblos Indígenas y las personas juzgadoras del Juzgado Mixto 



de Buenos Aires de Puntarenas y el Juzgado Penal de Bribri de Talamanca, 



al ser parte de los despachos que tienen mayor carga de trabajo asociada a 



procesos en los que participan personas indígenas, se construyó la 



“Propuesta de procedimiento para la implementación de un sistema que 



permita recopilar, almacenar y controlar el acceso a la información producida 



o recibida en los diferentes despachos judiciales con ocasión de la emisión de 



los peritajes culturales llevados a cabo en los procesos judiciales que 



involucren a personas indígenas.” 



 



Debido a que el mandato legal de confidencialidad de la información y los 



fines estrictamente de interés institucional y académico, y ante algunas 



dudas que surgen respecto a la aplicación e interpretación de algunas 



normas, nos permitimos solicitarles de la manera más atenta, valorar 



trasladar el documento adjunto para el análisis y revisión integral de su 



contenido por parte de la Dirección Jurídica, a fin de poder contar con su 



criterio legal respecto a algunos puntos de interés, que se anotan como pie 



de página en el documento. 



 



Una vez superada esta etapa, y previo a ser aprobado por el Consejo 



Superior, se estima necesario remitir el procedimiento para la validación de 



la Agencia de Protección de Datos de los Habitantes (PRODHAB) y de 



población indígena. 
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Atentamente, 



 



 



 



 



 



Magistrada Damaris Vargas Vásquez 



Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 



Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia 



Poder Judicial 



 



Copias: 
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Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
Centro Electrónico de Información Jurisprudencial 
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San José, 30 de octubre de 2020


Oficio N° DVV-S1-0165-2020








Señor


Lic. Carlos Mora Rodríguez


Subsecretario General


Corte Suprema de Justicia


Poder Judicial











Estimado Señor:





Reciba un atento saludo. Tengo el honor de dirigirme a usted para que por su digno medio haga de conocimiento de las y los integrantes del Consejo Superior el Oficio N° DVV-S1-0165-2020 emitido por la suscrita en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. El oficio se remite con ocasión del seguimiento dado por la Subcomisión a lo resuelto por el Consejo Superior en las sesiones No. 16-19 celebrada el 22 de febrero del 2019 y 34-19 del 23 de abril del 2019, donde se solicita gestionar lo indicado en el artículo 9 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas No. 9593, que señala: 





“La administración de justicia podrá llevar un registro de las distintas traducciones y de los peritajes antropológicos llevados a cabo en los distintos procesos judiciales que involucren personas indígenas. Ese registro podrá utilizarse en los procesos judiciales que involucren personas indígenas, pero su divulgación se hará solamente con autorización expresa de las personas involucradas en dichas experticias y reservando la identidad de todas las partes involucradas, y sus fines serán estrictamente de interés institucional y académicos.”.





En forma coordinada con el Centro Electrónico de Información Jurisprudencial, a cargo de la máster Patricia Bonilla Rodríguez, la participación de las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y las personas juzgadoras del Juzgado Mixto de Buenos Aires de Puntarenas y el Juzgado Penal de Bribri de Talamanca, al ser parte de los despachos que tienen mayor carga de trabajo asociada a procesos en los que participan personas indígenas, se construyó la “Propuesta de procedimiento para la implementación de un sistema que permita recopilar, almacenar y controlar el acceso a la información producida o recibida en los diferentes despachos judiciales con ocasión de la emisión de los peritajes culturales llevados a cabo en los procesos judiciales que involucren a personas indígenas.”





Debido a que el mandato legal de confidencialidad de la información y los fines estrictamente de interés institucional y académico, y ante algunas dudas que surgen respecto a la aplicación e interpretación de algunas normas, nos permitimos solicitarles de la manera más atenta, valorar trasladar el documento adjunto para el análisis y revisión integral de su contenido por parte de la Dirección Jurídica, a fin de poder contar con su criterio legal respecto a algunos puntos de interés, que se anotan como pie de página en el documento.





Una vez superada esta etapa, y previo a ser aprobado por el Consejo Superior, se estima necesario remitir el procedimiento para la validación de la Agencia de Protección de Datos de los Habitantes (PRODHAB) y de población indígena.








Atentamente,





Magistrada Damaris Vargas Vásquez


Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas


Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia


Poder Judicial
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Protocolo sobre Peritajes antropológicos.doc

Protocolo de recopilación, almacenamiento y control de los peritajes culturales



I. Antecedentes


La Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica N° 9593 establece en el artículo 9 lo siguiente:


 



“La administración de justicia podrá llevar un registro de las distintas traducciones y de los peritajes antropológicos llevados a cabo en los distintos procesos judiciales que involucren personas indígenas. Ese registro podrá utilizarse en los procesos judiciales que involucren personas indígenas, pero su divulgación se hará solamente con autorización expresa de las personas involucradas en dichas experticias y reservando la identidad de todas las partes involucradas, y sus fines serán estrictamente de interés institucional y académicos.”



En cumplimiento de esa normativa, la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas solicitó al Consejo Superior mediante correo electrónico del 10 de febrero de 2019, lo siguiente:


“… En relación con la norma citada y a fin contar con un sistema de información que permita al Poder Judicial tener una gestión institucional para controlar, almacenar y posteriormente, recuperar de modo adecuado la información producida o recibida en los diferentes despachos con ocasión de la emisión de traducciones y de peritajes antropológicos llevados a cabo en los procesos judiciales que involucren personas indígenas, para prevenir cualquier desvío de los objetivos trazados por la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, se solicita valorar la posibilidad de asignar al Digesto del Poder Judicial la labor de recopilación y sistematización de esa información. Lo anterior, con fundamento en los incisos 1 y 21 del artículo 81 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y 19 del Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia. Las traducciones y los peritajes antropológicos que se recopilen en los procesos judiciales que involucren personas indígenas, podrán ser divulgados siempre y cuando:



 



a. Se cuente con autorización expresa de las personas involucradas en dichas experticias



b. Reservando la identidad de todas las partes involucradas



c. Con fines estrictamente de interés institucional y académico



 



Para tal efecto, si las y los integrantes del Consejo Superior están anuentes, el Digesto hará las coordinaciones respectivas con los despachos en los que se hayan tramitado tales traducciones y peritajes antropológicos, garantizándose que los procesos no sean eliminados sin haberse gestionado la recuperación de esa información previa gestión de autorización de todas las partes involucradas y reservando la identidad de éstas, para lo cual deberá verificarse la existencia de la evidencia de tal autorización. El Digesto se ocuparía además de facilitar esa información con fines estrictamente de interés institucional y académico, con el objetivo de que la gestión documental esté estrechamente relacionada con la gestión de la información contemplando las bases de datos institucionales y las aplicaciones informáticas disponibles, en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 16 de la Ley General de Control Interno. La Subcomisión de Acceso a la Justicia está en la mayor disposición de articular acciones, coadyuvando en el proceso de sistematización de la información.



 



Se propone publicar la siguiente Circular para su valoración:



 



“Se informa a las personas juzgadoras de los tribunales Agrario, Penal, Contencioso Administrativo, Civil, Laboral, Familia, entre otras, que en cumplimiento del artículo 9 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas N° 9593 y el 16 de la Ley General de Control Interno, lo siguiente:



 



1. Con el objetivo de que el Poder Judicial lleve un registro de las distintas traducciones y de los peritajes antropológicos producidos en los procesos judiciales que involucren personas indígenas, se creará un registro que estará a cargo del Digesto. 



 



2. El registro podrá utilizarse en los procesos judiciales que involucren personas indígenas y con fines estrictamente institucionales y académicos.



 



3. La divulgación de las traducciones y los peritajes antropológicos se realizará sólo en el supuesto de que se cuente con autorización expresa de las personas involucradas en dichas experticias, de lo cual deberá hacerse constar la evidencia respectiva. Además, deberá siempre reservarse la identidad de todas las partes involucradas.”



 



En comunicado electrónico del 13 de febrero de 2019, la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas señaló: “…hago de su conocimiento la anuencia del Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, con la propuesta planteada por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas que consta en correos adjuntos.”, lo cual fue remitido con copia al Magistrado Olaso.


El Consejo Superior en sesión 16-19 celebrada el 22 de febrero del 2019, artículo LXXIII, dispuso:



“Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Trasladar la gestión presentada por la máster Damaris Vargas Vásquez, en calidad de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, referente a la recopilación y sistematización de información relacionado con procesos judiciales que involucren personas indígenas al Digesto de la Jurisprudencia, para estudio e informe lo correspondiente a este Consejo.”


La máster Patricia Bonilla Rodríguez, Jefa del Centro de Información Jurisprudencial, mediante oficio N° 032-DJ-2019 del 5 de abril del 2019, comunicó:



“En relación con el acuerdo tomado en la sesión No.16-19 celebrada el 22 de febrero del año en curso, artículo LXXIII, les informo que el día 21 de marzo del presente año, sostuvimos una reunión con Licda. Damaris Vargas, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y analizamos los alcances del  proyecto referido en el citado acuerdo, comunico que este despacho está en la mayor disposición de colaborar en la implementación del registro institucional donde se almacenen las traducciones y peritajes antropológicos producidos en los procesos judiciales donde estén involucradas personas indígenas, no obstante para ello debemos trabajar en una propuesta de protocolo, junto con doña Damaris Vargas, para definir la forma en que se recupera, almacena y Accesa a dicha información, aplicando los principios de integridad, confidencialidad y disponibilidad de los datos.



 



Es importante hacer notar que en consulta que realizamos a la Dirección de Tecnología de la Información, sería hasta el año 2020 donde tendríamos la posibilidad de iniciar con el proceso de desarrollo de una herramienta tecnológica para ese fin, por lo que por ahora se pueden implementar otras técnicas de control, menos automatizadas, pero que a su vez permitan poder brindar el servicio.”



Con ocasión de lo anterior, el Consejo Superior en sesión 34 - 2019 de 23 de abril de 2019, artículo LXXIX, dispuso:


“Se acordó: Tener por rendido el informe presentado por la máster Patricia Bonilla Rodríguez, Jefa del Centro de Información Jurisprudencial, mediante oficio N° 032-DJ-2019 del 5 de abril del 2019 y hacerlo de conocimiento de la máster Damaris Vargas Vásquez, en calidad de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y de la Dirección de Tecnología de la Información para lo correspondiente.”


En cumplimiento de lo dispuesto por el Consejo Superior, la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y el Centro Electrónico de Información Jurisprudencial remiten propuesta de Protocolo para aprobación del Consejo Superior, a fin de que el Centro asuma la administración del sistema de información que permita controlar, almacenar y recuperar de forma adecuada, la información producida o recibida en los diferentes despachos judiciales con ocasión de la emisión de los peritajes culturales llevados a cabo en los procesos judiciales que involucren a personas indígenas.


II. Objetivo y alcances del Protocolo


Este protocolo tiene como objetivo establecer el procedimiento para la implementación de un sistema que permita recopilar, almacenar y controlar el acceso a la información producida o recibida en los diferentes despachos judiciales con ocasión de la emisión de los peritajes culturales llevados a cabo en los procesos judiciales que involucren a personas indígenas.



i. Definiciones



Peritaje Cultural:  Se entenderá por peritaje cultural una labor de indagación que se ordena con base en preguntas o consideraciones específicas sobre un proceso judicial en el que se presume o se constata que intervienen en su configuración factores culturales determinantes. Consiste en un informe o un dictamen elaborado por una o varias personas con la capacidad de desarrollar en forma experta el estudio de los factores culturales que se considera necesario conocer, tiene el valor procesal de medio de prueba y su función es ilustrar el criterio de la persona juzgadora para la toma de decisiones. El peritaje cultural no sustituye la necesidad de respaldar y promover las formas propias de justicia en aquellos pueblos o grupos sociales que conservan sus propias instituciones jurídicas o los principios tradicionales para desarrollarlas.



Consentimiento Informado:   La aprobación o permiso que se otorga, previa información acerca del destino y finalidad, para el uso de datos personales.  


ii. Alcance


Este procedimiento será de aplicación de todos aquellos despachos judiciales del país que recopilen, en los procesos judiciales, peritajes culturales en los cuales se involucren personas indígenas, así como del Centro Electrónico de Información Jurisprudencial.


iii. Encargados del Cumplimiento


· Personas Juzgadoras, Fiscales y Fiscalas del Ministerio Público


· Centro Electrónico de Información Jurisprudencial


· Dirección de Tecnología de la Información


· Personas que realizan los peritajes culturales


· En los casos que compete, la Oficina de Atención y Protección a la Víctima


iv. Requisitos


Por su naturaleza, los peritajes culturales deben ser tratados con discrecionalidad, siendo que conforme lo señala la ley No. 9593, podrán ser divulgados siempre y cuando:


a. Se cuente con autorización expresa de las personas involucradas en dichas experticias


b. Se reserve la identidad de todas las personas involucradas


c. Se divulgarán con fines estrictamente de interés institucional y académico a lo interno del Poder Judicial a través de la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación.


v. Procedimiento


A continuación, se describe el procedimiento para la recopilación, almacenamiento y divulgación de los peritajes culturales que se tramitan en los procesos judiciales.


1. Recopilación de peritajes culturales 


1.1. Sobre el consentimiento informado


El consentimiento informado será voluntario y deberá contener la autorización de las personas sobre las cuales recae el peritaje, quienes facultarán al Poder Judicial para que utilice y de acceso a la información que en él consta, para fines estrictamente de interés institucional y académico, reservando la identidad de las personas involucradas. 


1.1.1. La persona a cargo del peritaje deberá explicar a las personas involucradas, todos los elementos descriptivos del punto anterior.  Con el fin de demostrar que la persona estuvo de acuerdo, especificará los datos y en los casos que sea posible, se obtendrán las firmas de las personas que así lo autorizan.  Custodiará el consentimiento, el cual debe aportar junto con el peritaje, en documento aparte.


1.1.2. El consentimiento informado, una vez entregado, será custodiado y archivado por el Despacho Judicial, bajo estricta confidencialidad y de forma separada al peritaje, en resguardo de su identidad.  En aquellos casos donde se utilice el expediente electrónico, la Dirección de Tecnología de la Información deberá realizar una mejora en los sistemas informáticos correspondientes (escritorio virtual), para que estos documentos sean confidenciales y solo tengan acceso quienes estén autorizados para ello. 


1.1.3. En lo referente al consentimiento informado donde participen personas menores de edad indígenas deberá realizarse conforme lo dispone las “Reglas Prácticas para reducir la Revictimización de las Personas Menores de edad en los procesos penales”



1.1.4. En los casos de delitos sexuales o realizados mediante violencia, el consentimiento informado deberá ser obtenido con las recomendaciones técnicas que para los efectos haga la Oficina de Atención y Protección a la Víctima, en los asuntos propios de su competencia.


1.1.5. Los peritajes realizados previo a este procedimiento, se podrán recopilar, siempre y cuando se logre obtener el consentimiento a través de mecanismos establecidos por la Institución, que no generen gastos adicionales, procesos de revictimización u otras situaciones que afecten de cualquier forma a esta población. 



1.2. Los documentos originales del peritaje y del consentimiento informado quedarán bajo custodia del despacho u oficina judicial solicitante.


1.2. Sobre la Recopilación 


1.2.1. Cuando el despacho judicial haya obtenido el consentimiento informado conforme lo señalado, procederá a remitir una copia certificada del peritaje y del consentimiento al Centro Electrónico de Información Jurisprudencial.  Debe enviarse además la versión digital en un formato accesible institucionalmente.   


1.2.2. El envío se realizará vía correo electrónico a la cuenta centroinformacion@poder-judicial.go.cr .  


1.3. Almacenamiento de los peritajes culturales


1.3.1. Bases de Datos


El Centro de Información será en encargado de mantener el registro de los peritajes culturales, así como de divulgarlos conforme lo dispone Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas No. 9593, la Ley de Protección de las Personas Frente al Tratamiento de sus Datos Personales No. 8968, Convenciones Internacionales y el Reglamento de actuación de la Ley de Protección de la persona frente al tratamiento de sus datos personales en el Poder Judicial.


1.3.2. Mantendrá dos tipos de bases de datos conforme lo establece el Reglamento de Protección de Datos del Poder Judicial:  


a) Base de datos de acceso restringido: contendrá las copias de los peritajes culturales sin ningún tratamiento de protección de datos.  Estará bajo custodia del Centro de Información Jurisprudencial y no será de acceso a terceros.    


b) Base de datos pública:   contendrá los peritajes culturales con la información despersonalizada.  Esta base de datos será de acceso a terceros que cumplan con los respectivos requisitos indicados en el artículo 6 del presente documento.


1.3.3. La Dirección de Tecnología de la Información deberá proveer los mecanismos que resguarden la seguridad de la información. 


1.4. Sistemas de Información 


1.4.1. El Centro de Información Jurisprudencial adecuará para su uso interno un mecanismo tecnológico que facilite la identificación y localización de los peritajes culturales.  


1.4.2. El Centro coordinará con la Dirección de Tecnología de la Información la posible implementación de un sistema de información que facilite la sistematización y localización de los peritajes.



1.5. Sistematización de los peritajes culturales


1.5.1. Le corresponderá al Centro de Información Jurisprudencial, realizar el proceso de despersonalización, análisis y clasificación de los peritajes culturales.


1.5.2. La despersonalización de los documentos se deberá realizar conforme lo dispone la normativa citada. 


1.5.3. Para el proceso de análisis y clasificación, se sugiere se rescate según las comunidades indígenas existentes, esto debido a las costumbres y derechos analizados de dicha población y además que la información podría ser de más fácil acceso según la persona que lo solicite.


1.5.4. En cuanto a los criterios de clasificación, se considera importante la titulación rescatada mediante el Tesauro del Centro de Información Jurisprudencial, y mantener clasificación con contenido de interés y en igual sentido, ya que todos los peritajes tienen relevancia para la resolución de un caso con población indígena. 


1.6. Acceso a los peritajes culturales


1.6.1. Personas autorizadas para acceder a la información: Las personas autorizadas para acceder a los peritajes son las servidoras judiciales que laboren en la Judicatura, Fiscalía, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial y sector Administrativo, siempre que justifiquen debidamente su gestión. Para fines académicos del Poder Judicial estarán autorizados los órganos de capacitación de la Institución.


1.6.2. Mediante documento oficial deberán señalar la razón para la cual se requiere el peritaje, citando expresamente el interés institucional o fin académico específico.


1.6.3. Las personas autorizadas podrán tener acceso a los peritajes culturales de forma íntegra o bien a un tema específico, según se requiera.


1.6.4. Ante la duda respecto al interés institucional o fin académico de la petición presentada, el Centro de Información Jurisprudencial podrá solicitar la asesoría a la Sub Comisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y la Comisión de Acceso a la Justicia.


1.6.5. Al entregar el documento al solicitante, el Centro de Información Jurisprudencial deberá hacer constar la advertencia sobre la cláusula de confidencialidad que los limita al uso del dictamen, sin tener la posibilidad de utilizarlo para otros fines diferentes para los cuales fue solicitado. 


1.6.6. De incumplir el solicitante con lo dispuesto en el punto anterior, se impondrán las sanciones conforme a la normativa nacional vigente.



1.7. Controles 


1.7.1. Le corresponde al Centro de Información llevar un control sobre las personas que han solicitado los peritajes culturales, de conformidad con el numeral 5.8 Control de sistemas de información de las Normas de control interno para el Sector Público (N-2-2009-CO-DFOE) emitidas por la Contraloría General de la República.


1.7.2. Supletoriedad: Para lo no regulado en este protocolo, se aplicará supletoriamente el “Protocolo de despersonalización de datos para las oficinas administrativas del Poder Judicial” aprobado por Corte Plena en sesión N° 21-16 celebrada el 20 de junio de 2016 y el "Reglamento de Actuación de la Ley de Protección de la Persona frente al tratamiento de sus datos personales en el Poder Judicial", aprobado por Corte Plena en sesión N° 39-14 y modificado en sesión N° 01-16.


II. Cosmovisión indígena


En el procedimiento a seguir se respetará siempre el diálogo intercultural con la población indígena a fin de garantizar el respeto a la cosmovisión de los pueblos indígenas de Costa Rica, en cumplimiento de la normativa nacional e internacional que regula los derechos de dicha población.


� Aprobadas en la Sesión de Corte Plena, N° 28-02, celebrada el 24 de junio del 2002, artículo XI.




� (7.1.1.6.)   Se requiere el criterio de la Dirección Jurídica dado que existe interés por disponer de un banco de datos con  todos los peritajes emitidos previo a la vigencia de este procedimiento y de la Ley, por cuanto el contar con información de años atrás   permite su aplicación, reforzando criterios que se han venido utilizando en el tiempo,  no obstante, aún y cuando se cuente con el consentimiento informado, queda la duda si se estaría haciendo una aplicación errónea vulnerando el principio de irretroactividad de la ley.




�  Se requiere criterio por parte de la Dirección Jurídica respecto a si un procedimiento puede establecer sanciones, que para el caso sería el no utilizar el peritaje de manera adecuada, o bien, que sugieren para dejar establecido algo en ese sentido.
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San José, 30 de octubre de 2020 
Oficio N° DVV-S1-0165-2020 


 
 
Señor 


Lic. Carlos Mora Rodríguez 
Subsecretario General 


Corte Suprema de Justicia 
Poder Judicial 
 


 
 


Estimado Señor: 
 


Reciba un atento saludo. Tengo el honor de dirigirme a usted para que por 


su digno medio haga de conocimiento de las y los integrantes del Consejo 


Superior el Oficio N° DVV-S1-0165-2020 emitido por la suscrita en la 


condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de 


Pueblos Indígenas. El oficio se remite con ocasión del seguimiento dado por 


la Subcomisión a lo resuelto por el Consejo Superior en las sesiones No. 16-


19 celebrada el 22 de febrero del 2019 y 34-19 del 23 de abril del 2019, 


donde se solicita gestionar lo indicado en el artículo 9 de la Ley de Acceso a 


la Justicia de Pueblos Indígenas No. 9593, que señala:  


 


“La administración de justicia podrá llevar un registro de las distintas 


traducciones y de los peritajes antropológicos llevados a cabo en los 


distintos procesos judiciales que involucren personas indígenas. Ese 


registro podrá utilizarse en los procesos judiciales que involucren 


personas indígenas, pero su divulgación se hará solamente con 


autorización expresa de las personas involucradas en dichas 


experticias y reservando la identidad de todas las partes involucradas, 


y sus fines serán estrictamente de interés institucional y académicos.”. 
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En forma coordinada con el Centro Electrónico de Información 


Jurisprudencial, a cargo de la máster Patricia Bonilla Rodríguez, la 


participación de las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la 


Justicia de Pueblos Indígenas y las personas juzgadoras del Juzgado Mixto 


de Buenos Aires de Puntarenas y el Juzgado Penal de Bribri de Talamanca, 


al ser parte de los despachos que tienen mayor carga de trabajo asociada a 


procesos en los que participan personas indígenas, se construyó la 


“Propuesta de procedimiento para la implementación de un sistema que 


permita recopilar, almacenar y controlar el acceso a la información producida 


o recibida en los diferentes despachos judiciales con ocasión de la emisión de 


los peritajes culturales llevados a cabo en los procesos judiciales que 


involucren a personas indígenas.” 


 


Debido a que el mandato legal de confidencialidad de la información y los 


fines estrictamente de interés institucional y académico, y ante algunas 


dudas que surgen respecto a la aplicación e interpretación de algunas 


normas, nos permitimos solicitarles de la manera más atenta, valorar 


trasladar el documento adjunto para el análisis y revisión integral de su 


contenido por parte de la Dirección Jurídica, a fin de poder contar con su 


criterio legal respecto a algunos puntos de interés, que se anotan como pie 


de página en el documento. 


 


Una vez superada esta etapa, y previo a ser aprobado por el Consejo 


Superior, se estima necesario remitir el procedimiento para la validación de 


la Agencia de Protección de Datos de los Habitantes (PRODHAB) y de 


población indígena. 
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Atentamente, 


 


 


 


 


 


Magistrada Damaris Vargas Vásquez 


Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia 


Poder Judicial 


 


Copias: 
Comisión de Acceso a la Justicia 
Unidad de Acceso a la Justicia 
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
Centro Electrónico de Información Jurisprudencial 
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Protocolo de recopilación, almacenamiento y control de los peritajes culturales


I. Antecedentes

La Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica N° 9593 establece en el artículo 9 lo siguiente:

 


“La administración de justicia podrá llevar un registro de las distintas traducciones y de los peritajes antropológicos llevados a cabo en los distintos procesos judiciales que involucren personas indígenas. Ese registro podrá utilizarse en los procesos judiciales que involucren personas indígenas, pero su divulgación se hará solamente con autorización expresa de las personas involucradas en dichas experticias y reservando la identidad de todas las partes involucradas, y sus fines serán estrictamente de interés institucional y académicos.”


En cumplimiento de esa normativa, la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas solicitó al Consejo Superior mediante correo electrónico del 10 de febrero de 2019, lo siguiente:

“… En relación con la norma citada y a fin contar con un sistema de información que permita al Poder Judicial tener una gestión institucional para controlar, almacenar y posteriormente, recuperar de modo adecuado la información producida o recibida en los diferentes despachos con ocasión de la emisión de traducciones y de peritajes antropológicos llevados a cabo en los procesos judiciales que involucren personas indígenas, para prevenir cualquier desvío de los objetivos trazados por la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica, se solicita valorar la posibilidad de asignar al Digesto del Poder Judicial la labor de recopilación y sistematización de esa información. Lo anterior, con fundamento en los incisos 1 y 21 del artículo 81 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y 19 del Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia. Las traducciones y los peritajes antropológicos que se recopilen en los procesos judiciales que involucren personas indígenas, podrán ser divulgados siempre y cuando:


 


a. Se cuente con autorización expresa de las personas involucradas en dichas experticias


b. Reservando la identidad de todas las partes involucradas


c. Con fines estrictamente de interés institucional y académico


 


Para tal efecto, si las y los integrantes del Consejo Superior están anuentes, el Digesto hará las coordinaciones respectivas con los despachos en los que se hayan tramitado tales traducciones y peritajes antropológicos, garantizándose que los procesos no sean eliminados sin haberse gestionado la recuperación de esa información previa gestión de autorización de todas las partes involucradas y reservando la identidad de éstas, para lo cual deberá verificarse la existencia de la evidencia de tal autorización. El Digesto se ocuparía además de facilitar esa información con fines estrictamente de interés institucional y académico, con el objetivo de que la gestión documental esté estrechamente relacionada con la gestión de la información contemplando las bases de datos institucionales y las aplicaciones informáticas disponibles, en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 16 de la Ley General de Control Interno. La Subcomisión de Acceso a la Justicia está en la mayor disposición de articular acciones, coadyuvando en el proceso de sistematización de la información.


 


Se propone publicar la siguiente Circular para su valoración:


 


“Se informa a las personas juzgadoras de los tribunales Agrario, Penal, Contencioso Administrativo, Civil, Laboral, Familia, entre otras, que en cumplimiento del artículo 9 de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas N° 9593 y el 16 de la Ley General de Control Interno, lo siguiente:


 


1. Con el objetivo de que el Poder Judicial lleve un registro de las distintas traducciones y de los peritajes antropológicos producidos en los procesos judiciales que involucren personas indígenas, se creará un registro que estará a cargo del Digesto. 


 


2. El registro podrá utilizarse en los procesos judiciales que involucren personas indígenas y con fines estrictamente institucionales y académicos.


 


3. La divulgación de las traducciones y los peritajes antropológicos se realizará sólo en el supuesto de que se cuente con autorización expresa de las personas involucradas en dichas experticias, de lo cual deberá hacerse constar la evidencia respectiva. Además, deberá siempre reservarse la identidad de todas las partes involucradas.”


 


En comunicado electrónico del 13 de febrero de 2019, la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas señaló: “…hago de su conocimiento la anuencia del Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia, con la propuesta planteada por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas que consta en correos adjuntos.”, lo cual fue remitido con copia al Magistrado Olaso.

El Consejo Superior en sesión 16-19 celebrada el 22 de febrero del 2019, artículo LXXIII, dispuso:


“Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Trasladar la gestión presentada por la máster Damaris Vargas Vásquez, en calidad de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, referente a la recopilación y sistematización de información relacionado con procesos judiciales que involucren personas indígenas al Digesto de la Jurisprudencia, para estudio e informe lo correspondiente a este Consejo.”

La máster Patricia Bonilla Rodríguez, Jefa del Centro de Información Jurisprudencial, mediante oficio N° 032-DJ-2019 del 5 de abril del 2019, comunicó:


“En relación con el acuerdo tomado en la sesión No.16-19 celebrada el 22 de febrero del año en curso, artículo LXXIII, les informo que el día 21 de marzo del presente año, sostuvimos una reunión con Licda. Damaris Vargas, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y analizamos los alcances del  proyecto referido en el citado acuerdo, comunico que este despacho está en la mayor disposición de colaborar en la implementación del registro institucional donde se almacenen las traducciones y peritajes antropológicos producidos en los procesos judiciales donde estén involucradas personas indígenas, no obstante para ello debemos trabajar en una propuesta de protocolo, junto con doña Damaris Vargas, para definir la forma en que se recupera, almacena y Accesa a dicha información, aplicando los principios de integridad, confidencialidad y disponibilidad de los datos.


 


Es importante hacer notar que en consulta que realizamos a la Dirección de Tecnología de la Información, sería hasta el año 2020 donde tendríamos la posibilidad de iniciar con el proceso de desarrollo de una herramienta tecnológica para ese fin, por lo que por ahora se pueden implementar otras técnicas de control, menos automatizadas, pero que a su vez permitan poder brindar el servicio.”


Con ocasión de lo anterior, el Consejo Superior en sesión 34 - 2019 de 23 de abril de 2019, artículo LXXIX, dispuso:

“Se acordó: Tener por rendido el informe presentado por la máster Patricia Bonilla Rodríguez, Jefa del Centro de Información Jurisprudencial, mediante oficio N° 032-DJ-2019 del 5 de abril del 2019 y hacerlo de conocimiento de la máster Damaris Vargas Vásquez, en calidad de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y de la Dirección de Tecnología de la Información para lo correspondiente.”

En cumplimiento de lo dispuesto por el Consejo Superior, la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y el Centro Electrónico de Información Jurisprudencial remiten propuesta de Protocolo para aprobación del Consejo Superior, a fin de que el Centro asuma la administración del sistema de información que permita controlar, almacenar y recuperar de forma adecuada, la información producida o recibida en los diferentes despachos judiciales con ocasión de la emisión de los peritajes culturales llevados a cabo en los procesos judiciales que involucren a personas indígenas.

II. Objetivo y alcances del Protocolo

Este protocolo tiene como objetivo establecer el procedimiento para la implementación de un sistema que permita recopilar, almacenar y controlar el acceso a la información producida o recibida en los diferentes despachos judiciales con ocasión de la emisión de los peritajes culturales llevados a cabo en los procesos judiciales que involucren a personas indígenas.


i. Definiciones


Peritaje Cultural:  Se entenderá por peritaje cultural una labor de indagación que se ordena con base en preguntas o consideraciones específicas sobre un proceso judicial en el que se presume o se constata que intervienen en su configuración factores culturales determinantes. Consiste en un informe o un dictamen elaborado por una o varias personas con la capacidad de desarrollar en forma experta el estudio de los factores culturales que se considera necesario conocer, tiene el valor procesal de medio de prueba y su función es ilustrar el criterio de la persona juzgadora para la toma de decisiones. El peritaje cultural no sustituye la necesidad de respaldar y promover las formas propias de justicia en aquellos pueblos o grupos sociales que conservan sus propias instituciones jurídicas o los principios tradicionales para desarrollarlas.


Consentimiento Informado:   La aprobación o permiso que se otorga, previa información acerca del destino y finalidad, para el uso de datos personales.  

ii. Alcance

Este procedimiento será de aplicación de todos aquellos despachos judiciales del país que recopilen, en los procesos judiciales, peritajes culturales en los cuales se involucren personas indígenas, así como del Centro Electrónico de Información Jurisprudencial.

iii. Encargados del Cumplimiento

· Personas Juzgadoras, Fiscales y Fiscalas del Ministerio Público

· Centro Electrónico de Información Jurisprudencial

· Dirección de Tecnología de la Información

· Personas que realizan los peritajes culturales

· En los casos que compete, la Oficina de Atención y Protección a la Víctima

iv. Requisitos

Por su naturaleza, los peritajes culturales deben ser tratados con discrecionalidad, siendo que conforme lo señala la ley No. 9593, podrán ser divulgados siempre y cuando:

a. Se cuente con autorización expresa de las personas involucradas en dichas experticias

b. Se reserve la identidad de todas las personas involucradas

c. Se divulgarán con fines estrictamente de interés institucional y académico a lo interno del Poder Judicial a través de la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación.

v. Procedimiento

A continuación, se describe el procedimiento para la recopilación, almacenamiento y divulgación de los peritajes culturales que se tramitan en los procesos judiciales.

1. Recopilación de peritajes culturales 

1.1. Sobre el consentimiento informado

El consentimiento informado será voluntario y deberá contener la autorización de las personas sobre las cuales recae el peritaje, quienes facultarán al Poder Judicial para que utilice y de acceso a la información que en él consta, para fines estrictamente de interés institucional y académico, reservando la identidad de las personas involucradas. 

1.1.1. La persona a cargo del peritaje deberá explicar a las personas involucradas, todos los elementos descriptivos del punto anterior.  Con el fin de demostrar que la persona estuvo de acuerdo, especificará los datos y en los casos que sea posible, se obtendrán las firmas de las personas que así lo autorizan.  Custodiará el consentimiento, el cual debe aportar junto con el peritaje, en documento aparte.

1.1.2. El consentimiento informado, una vez entregado, será custodiado y archivado por el Despacho Judicial, bajo estricta confidencialidad y de forma separada al peritaje, en resguardo de su identidad.  En aquellos casos donde se utilice el expediente electrónico, la Dirección de Tecnología de la Información deberá realizar una mejora en los sistemas informáticos correspondientes (escritorio virtual), para que estos documentos sean confidenciales y solo tengan acceso quienes estén autorizados para ello. 

1.1.3. En lo referente al consentimiento informado donde participen personas menores de edad indígenas deberá realizarse conforme lo dispone las “Reglas Prácticas para reducir la Revictimización de las Personas Menores de edad en los procesos penales”


1.1.4. En los casos de delitos sexuales o realizados mediante violencia, el consentimiento informado deberá ser obtenido con las recomendaciones técnicas que para los efectos haga la Oficina de Atención y Protección a la Víctima, en los asuntos propios de su competencia.

1.1.5. Los peritajes realizados previo a este procedimiento, se podrán recopilar, siempre y cuando se logre obtener el consentimiento a través de mecanismos establecidos por la Institución, que no generen gastos adicionales, procesos de revictimización u otras situaciones que afecten de cualquier forma a esta población. 


1.2. Los documentos originales del peritaje y del consentimiento informado quedarán bajo custodia del despacho u oficina judicial solicitante.

1.2. Sobre la Recopilación 

1.2.1. Cuando el despacho judicial haya obtenido el consentimiento informado conforme lo señalado, procederá a remitir una copia certificada del peritaje y del consentimiento al Centro Electrónico de Información Jurisprudencial.  Debe enviarse además la versión digital en un formato accesible institucionalmente.   

1.2.2. El envío se realizará vía correo electrónico a la cuenta centroinformacion@poder-judicial.go.cr .  

1.3. Almacenamiento de los peritajes culturales

1.3.1. Bases de Datos

El Centro de Información será en encargado de mantener el registro de los peritajes culturales, así como de divulgarlos conforme lo dispone Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas No. 9593, la Ley de Protección de las Personas Frente al Tratamiento de sus Datos Personales No. 8968, Convenciones Internacionales y el Reglamento de actuación de la Ley de Protección de la persona frente al tratamiento de sus datos personales en el Poder Judicial.

1.3.2. Mantendrá dos tipos de bases de datos conforme lo establece el Reglamento de Protección de Datos del Poder Judicial:  

a) Base de datos de acceso restringido: contendrá las copias de los peritajes culturales sin ningún tratamiento de protección de datos.  Estará bajo custodia del Centro de Información Jurisprudencial y no será de acceso a terceros.    

b) Base de datos pública:   contendrá los peritajes culturales con la información despersonalizada.  Esta base de datos será de acceso a terceros que cumplan con los respectivos requisitos indicados en el artículo 6 del presente documento.

1.3.3. La Dirección de Tecnología de la Información deberá proveer los mecanismos que resguarden la seguridad de la información. 

1.4. Sistemas de Información 

1.4.1. El Centro de Información Jurisprudencial adecuará para su uso interno un mecanismo tecnológico que facilite la identificación y localización de los peritajes culturales.  

1.4.2. El Centro coordinará con la Dirección de Tecnología de la Información la posible implementación de un sistema de información que facilite la sistematización y localización de los peritajes.


1.5. Sistematización de los peritajes culturales

1.5.1. Le corresponderá al Centro de Información Jurisprudencial, realizar el proceso de despersonalización, análisis y clasificación de los peritajes culturales.

1.5.2. La despersonalización de los documentos se deberá realizar conforme lo dispone la normativa citada. 

1.5.3. Para el proceso de análisis y clasificación, se sugiere se rescate según las comunidades indígenas existentes, esto debido a las costumbres y derechos analizados de dicha población y además que la información podría ser de más fácil acceso según la persona que lo solicite.

1.5.4. En cuanto a los criterios de clasificación, se considera importante la titulación rescatada mediante el Tesauro del Centro de Información Jurisprudencial, y mantener clasificación con contenido de interés y en igual sentido, ya que todos los peritajes tienen relevancia para la resolución de un caso con población indígena. 

1.6. Acceso a los peritajes culturales

1.6.1. Personas autorizadas para acceder a la información: Las personas autorizadas para acceder a los peritajes son las servidoras judiciales que laboren en la Judicatura, Fiscalía, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial y sector Administrativo, siempre que justifiquen debidamente su gestión. Para fines académicos del Poder Judicial estarán autorizados los órganos de capacitación de la Institución.

1.6.2. Mediante documento oficial deberán señalar la razón para la cual se requiere el peritaje, citando expresamente el interés institucional o fin académico específico.

1.6.3. Las personas autorizadas podrán tener acceso a los peritajes culturales de forma íntegra o bien a un tema específico, según se requiera.

1.6.4. Ante la duda respecto al interés institucional o fin académico de la petición presentada, el Centro de Información Jurisprudencial podrá solicitar la asesoría a la Sub Comisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y la Comisión de Acceso a la Justicia.

1.6.5. Al entregar el documento al solicitante, el Centro de Información Jurisprudencial deberá hacer constar la advertencia sobre la cláusula de confidencialidad que los limita al uso del dictamen, sin tener la posibilidad de utilizarlo para otros fines diferentes para los cuales fue solicitado. 

1.6.6. De incumplir el solicitante con lo dispuesto en el punto anterior, se impondrán las sanciones conforme a la normativa nacional vigente.


1.7. Controles 

1.7.1. Le corresponde al Centro de Información llevar un control sobre las personas que han solicitado los peritajes culturales, de conformidad con el numeral 5.8 Control de sistemas de información de las Normas de control interno para el Sector Público (N-2-2009-CO-DFOE) emitidas por la Contraloría General de la República.

1.7.2. Supletoriedad: Para lo no regulado en este protocolo, se aplicará supletoriamente el “Protocolo de despersonalización de datos para las oficinas administrativas del Poder Judicial” aprobado por Corte Plena en sesión N° 21-16 celebrada el 20 de junio de 2016 y el "Reglamento de Actuación de la Ley de Protección de la Persona frente al tratamiento de sus datos personales en el Poder Judicial", aprobado por Corte Plena en sesión N° 39-14 y modificado en sesión N° 01-16.

II. Cosmovisión indígena

En el procedimiento a seguir se respetará siempre el diálogo intercultural con la población indígena a fin de garantizar el respeto a la cosmovisión de los pueblos indígenas de Costa Rica, en cumplimiento de la normativa nacional e internacional que regula los derechos de dicha población.

� Aprobadas en la Sesión de Corte Plena, N° 28-02, celebrada el 24 de junio del 2002, artículo XI.



� (7.1.1.6.)   Se requiere el criterio de la Dirección Jurídica dado que existe interés por disponer de un banco de datos con  todos los peritajes emitidos previo a la vigencia de este procedimiento y de la Ley, por cuanto el contar con información de años atrás   permite su aplicación, reforzando criterios que se han venido utilizando en el tiempo,  no obstante, aún y cuando se cuente con el consentimiento informado, queda la duda si se estaría haciendo una aplicación errónea vulnerando el principio de irretroactividad de la ley.



�  Se requiere criterio por parte de la Dirección Jurídica respecto a si un procedimiento puede establecer sanciones, que para el caso sería el no utilizar el peritaje de manera adecuada, o bien, que sugieren para dejar establecido algo en ese sentido.
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Respuesta a oficios CACC-554-2020 y CACC-565-2020.msg
Respuesta a oficios CACC-554-2020 y CACC-565-2020

		From

		Mauricio Pereira Quiros

		To

		Acceso a la Justicia; Damaris Vargas Vásquez

		Cc

		Alejandra Mena Cárdenas; Melissa Benavides Víquez; Katherine Salazar Duarte

		Recipients

		accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr; dvargas@Poder-Judicial.go.cr; amenac@Poder-Judicial.go.cr; mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr; ksalazard@Poder-Judicial.go.cr







Buenas tardes; remito a usted en tiempo, respuestas a los oficios indicados para su valoración, muchas gracias. 




































Lic. Vianney Mauricio Pereira Quirós




Defensor Público Supervisor a.i. de




Atención a Personas Indígenas. 






TEl: 2558-4053 / 8316-0172





OFICIO CACC-554-2020.pdf





















OFICIO CACC-565-2020.pdf
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3 de noviembre de 2020







Licenciada

Silvia Navarro Romanini 

Secretaría General de la Corte





Estimada señora:



En atención al oficio 9320-2020, donde se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión celebrada el 22 de setiembre de 2020, artículo XLVI, le remito el informe suscrito por la Inga. Yesenia Salazar Guzmán, Jefa a.i. del Subproceso de Organización Institucional, relacionado con la definición de la competencia territorial de las oficinas jurisdiccionales de las Reservas Indígenas de Cabécar de Talamanca y Cabécar de Tayní.



Atentamente,







Máster Allan Pow Hing Cordero

Proceso Ejecución de las Operaciones





Copias: 



· Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas

· Unidad de Acceso a la Justicia

· Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora

Unidad de Acceso a la Justicia

· Archivo



rqp

Ref.1733-2020


3 de noviembre de 2020







Máster 

Allan Pow Hing Cordero

Proceso Ejecución de las Operaciones





Estimado señor:



El Consejo Superior acordó en sesión 92-2020 celebrada el 22 de setiembre del 2020, artículo XLVI, remitir a la Dirección de Planificación para que en el plazo de 15 días contados a partir de la comunicación de este acuerdo se refiera a la solicitud planteada por la Comisión de Asuntos Indígenas del Poder Judicial, sobre el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas[footnoteRef:2], ante la gestión presentada por el licenciado Danilo Chaverri Barrantes, que entre otras cosas menciona: [2:  Sesión del viernes 21 de agosto de 2020, modalidad virtual, artículo V, comunicado por la máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia, en oficio N° CACC-392-2020 de 11 de setiembre de 2020.] 




“En relación con las consultas formuladas por el licenciado Danilo Chaverri Barrantes quien gestiona en la condición de representante legal de las Asociaciones de Desarrollo Integral de la Reserva Indígena cabécar de Talamanca y Cabécar de Tayní, se dispone comunicar a las y los integrantes del Consejo Superior que la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas tiene una función meramente consultiva de la Comisión de Acceso a la Justicia, ente rector del acceso a la justicia de personas en situación de vulnerabilidad, sin que esa competencia le faculte para dar recomendaciones a personas usuarias sobre actuaciones que podrían tener incidencia judicial. El órgano técnico para informar sobre “¿cuáles casos son de competencia jurisdiccional?” y “¿cuál es el juez competente en cada caso?” es la Dirección de Planificación en lo relacionado con la competencia territorial conforme al Sistema Georeferencial, al cual pueden acceder las personas usuarias; y en relación con lo demás, se insta hacerlo de conocimiento de la Dirección del Organismo de Investigación Judicial y de la Fiscalía Indígena. Se declara firme este acuerdo por unanimidad y se dispone a comunicarlo con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia.-”. Lo subrayado en negrita no corresponde al original. 



Al analizarse el tema en el seno del Consejo Superior la integrante Pizarro Gutiérrez, en debate previo sobre la solicitud planteada, externa que a la Dirección de Planificación le corresponde la definición de la competencia territorial de las oficinas jurisdiccionales, lo cual es correcto y por ello se sugiere que en primera instancia lo que corresponde es definir en cuál territorio se ubican las Reservas Indígenas Cabécar de Talamanca y Cabécar de Tayní, ya que de acuerdo al cantón al que pertenezcan, se define el despacho que le corresponde conocer el asunto, según la materia. Por ejemplo, se determina que la Reserva Indígena Cabécar de Talamanca, se ubica en el cantón de Talamanca, donde se tienen definidos los despachos cuya competencia territorial abarca el cantón de Talamanca; por lo tanto, la Jueza o Juez que le corresponde atender el asunto, va de acuerdo con la materia que se trate, a saber:



· Materia Penal, le corresponde al Juzgado Penal de Talamanca.

· Materia Penal Juvenil, al Juzgado Penal Juvenil del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Limón).

· Materia Agraria, al Juzgado Agrario del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Limón).

· Materias Contravencional, Tránsito, Violencia Doméstica y Pensiones Alimentarias, al Juzgado Contravencional de Bribrí.

· Materia Familia, al Juzgado de Familia del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Limón).

· Materia Trabajo, al Juzgado Contravencional de Bribrí (asuntos laborales independientemente de la cuantía conflictos colectivos de carácter jurídicos); al Juzgado de Trabajo del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Limón), (conflictos colectivos de carácter económico social).

· Materia Civil, al Juzgado Civil del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Limón).

· Materia Cobro, al Juzgado de Cobro del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Limón).



De igual forma procede con la Reserva Cabécar de Tayní, se determina que se ubica en el cantón de Limón, para lo cual se tienen definidos los despachos cuya competencia territorial abarca el cantón de Limón; por lo tanto, la Jueza o Juez que le corresponde atender el asunto, según la materia es:  



· Materia Penal, le corresponde al Juzgado Penal del I Circuito judicial de la Zona Atlántica.

· Materia Penal Juvenil, al Juzgado Penal Juvenil del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.

· Materia Agraria, al Juzgado Agrario del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.

· Materia Contravencional, al Juzgado Contravencional del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.

· Materia Violencia Doméstica, al Juzgado de Violencia Doméstica del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.

· Materia Pensiones Alimentarias, Juzgado de Pensiones Alimentarias del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.

· Materia Tránsito, al Juzgado de Tránsito del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.

· Materia Familia, al Juzgado de Familia del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.

· Materia Trabajo, al Juzgado de Trabajo del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica (asuntos laborales independientemente de la cuantía conflictos colectivos de carácter jurídicos y conflictos colectivos de carácter económico social).

· Materia Civil, al Juzgado Civil del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.

· Materia Cobro, al Juzgado de Cobro del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.



Es de importancia mencionar que, para conocer la competencia territorial de un determinado despacho, según la materia, puede ser consultado a través del Sistema Georeferencial, en la página de la Dirección de Planificación, para lo cual se remite el siguiente enlace: 



http://intranet/planificacion/index.php/planificacionestrategica/sistema-georeferencial.

[bookmark: _Toc478526133][bookmark: _Toc476021067][bookmark: _Toc475941047][bookmark: _Toc478526133][bookmark: _Toc476021067][bookmark: _Toc475941047]



Atentamente,







Inga. Yesenia Salazar Guzmán, Jefa a.i.

Subproceso Organización Institucional





Trabajamos por el desarrollo de la administración de justicia                                  con proyección e innovación0








Acta de Corte Plena Nº 021 - 2016


Artículo V
Buscar en el acta actual...


20 de Junio del 2016Fecha: 
 Dirección Jurídica del Poder Judicial, ProtocolosDescriptores/Temas:


ARTÍCULO V
Documento 6037, 6898-2016
La licenciada Karol Monge Molina, Sub Directora Jurídica interina, en oficio N° DJ-AJ-1226-2016 del 20 de mayo en curso, informó:
“A efecto de que sea conocido por la Corte Plena remito el proyecto de 


el mismo fue elaborado por esta
Dirección Jurídica en coordinación con la Comisión de Protección de Datos del Poder Judicial.


Protocolo para la protección de datos en los documentos
que se generan y encuentran en las distintas instancias administrativas del Poder Judicial, 


 
Protocolo de despersonalización de datos para las oficinas administrativas del Poder Judicial


Artículo 1.- Finalidad.
El Protocolo de despersonalización de datos para las oficinas administrativas del Poder Judicial tiene como objeto definir los
lineamientos para el ámbito administrativo, para despersonalizar las actas de Corte Plena, Consejo Superior, Consejo Personal,
Actas de Comisiones; oficios; información sobre incapacidades, salud ocupacional, jurisprudencia disciplinaria y cualquier otro
acto que realice el Poder Judicial, que sea objeto de esta materia, que contenga  información sensible según la Ley de
Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales y el Reglamento de actuación de la Ley de Actuación de
la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales en el Poder Judicial.
Artículo 2.- Ámbito de aplicación.
El Protocolo de despersonalización de datos para las oficinas administrativas del Poder Judicial deberá ser aplicado en actas,
circulares y avisos de la Corte Plena, el Consejo Superior; así como las restantes oficinas del Ámbito Administrativo. Será
aplicable también a toda información con datos sensibles que emitan dichos órganos y que deba ser difundida, publicada o
puesta a disposición de terceras personas que no forman parte del proceso interno institucional.
Artículo 3.- Datos objeto de protección.
a)            Datos sensibles o de acceso restringido, de conformidad con lo establecido en la ley y su reglamento. Ley de
Protección de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales y sus reglamentos.
b)            Información personal concerniente a personas menores de edad, incapaces, víctimas de acoso, delitos sexuales o
violencia doméstica, licencias de  incapacidad.
c)            Direcciones (electrónicas, o de residencia), fotografías, números de teléfono privados, cualquier tipo de información
privada, que pueda utilizarse para identificar a la persona titular de los datos personales.
 
Artículo 4.- Recepción y trámite de solicitud de despersonalización, a petición de parte.
La  solicitud puede presentarse mediante formulario que se encuentra en la página del Poder Judicial en Internet, y en forma
personal ante la oficina encargada de la despersonalización o en la Contraloría de Servicios, así como por cualquier otro medio
habilitado para estos fines.  
Cuando la solicitud sea recibida en la Contraloría de Servicios u otra oficina, deberá remitirla inmediatamente a la oficina
encargada de despersonalizar los datos.
Artículo 5.- Requisitos de la solicitud.
La  solicitud debe contener la siguiente información:
a)       Nombre completo de la persona solicitante.
b)       Número de cédula.
c)       Relación con el documento emitido.
d)       Datos del oficio o criterio (número, nombre de la oficina  que lo emitió, fecha).
e)       Página web o sitio  donde aparece la publicación.
f)        Correo  u otro medio para recibir notificaciones.
Artículo 6.- Legitimación para solicitar la despersonalización.
a) La persona interesada: persona física, titular de los datos que se solicitan despersonalizar.
b) Los parientes de la persona interesada o titular de los datos, hasta tercer grado de consanguinidad o afinidad.







c) Las personas e instituciones correspondientes, en representación de las personas menores de edad, adultas mayores, o
incapaces a su cargo.
Artículo 7.- Persona encargada de despersonalizar los datos.
Corresponderá realizar la despersonalización o protección de datos, a la persona encargada de cada oficina, la cual debe ser
designada por la jefatura o coordinación de cada centro de trabajo.
La oficina encargada deberá velar porque estén protegidos los datos solicitados por las personas mencionadas en el artículo
seis. En caso no estarlo, se debe efectuar la protección de datos de manera oficiosa o a solicitud de parte.


Artículo 8.- Plazo para responder.
La persona encargada de la despersonalización de datos, de cada oficina, cuenta con un máximo de hábiles,
contados a partir del día hábil siguiente a la recepción de la solicitud para proceder a la eliminación, si fuera el caso y comunicar
lo resuelto.


cinco días 


Artículo 9.- Publicación  en página o sitio ajeno al Poder Judicial.
Cuando la publicación del documento, se haya realizado por medios ajenos al Poder Judicial, se le deberá indicar a la persona
solicitante que debe acudir a la institución o empresa que realizó la publicación del documento, con el fin de solicitar la protección
de sus datos.
Artículo 10. Publicación localizada mediante buscadores en Internet.
No obstante lo dispuesto en el artículo anterior y a fin de eliminar la posibilidad de consultar los datos protegidos mediante los
diferentes buscadores en Internet,  se debe remitir una copia de lo resuelto, por la oficina que conozca de la solicitud de la
persona interesada, a la Dirección de Tecnología de la Información, para que  gestione lo correspondiente.
Cuando corresponda a la Dirección de Tecnología de la Información la eliminación de los datos, esa Dirección deberá notificar a
la persona solicitante la respuesta sobre dicha despersonalización, en el día inmediato siguiente a que se ha realizado la
despersonalización.
Artículo 11. Base única de Circulares, Actas,  Avisos y documentos Judiciales.
Las personas encargadas de la protección datos deberám guardar y mantener actualizadas, las actas, circulares, avisos, oficios
y cualquier  otro documento despersonalizado en la “Base única de Circulares, Actas, Avisos y documentos Judiciales”
(BUCADOJUD).
La Dirección de Tecnología de la Información es el ente responsable de administrar dicha base de datos.
 
Artículo 12. – Tipos de bases de datos.
La institución contará con las siguientes bases de datos:
a)       Base de Datos de acceso restringido: Contendrá toda la información en forma íntegra, sin ningún tratamiento  de
despersonalización y será conservada  por la oficina correspondiente para su consulta interna, mediante los procedimientos y
sistemas informáticos creados para tal fin.


b)       Base de Datos Pública: En cuanto a la información que deberá ser publicada en Internet  o de acceso a terceras
personas,  se mantendrá una base de datos "pública", que contendrá la información despersonalizada conforme a este
reglamento y normativa relacionada. 


Las actas, circulares, avisos o documentos judiciales, que sean publicados, deberán coincidir con la versión existente en la Base
única de Circulares, Actas,  Avisos y documentos Judiciales BUCADOJUD ( ), siendo éste el archivo oficial,  del cual los sistemas
de información públicos existentes, como el Sistema Costarricense de Información Jurídica -SCIJ-, los sistemas propios de cada
oficina y el portal del Poder Judicial entre otros, podrán obtener el documento para proceder a su publicación.
Artículo 13.- Uso de herramienta tecnológica.
Para estandarizar y uniformar el proceso de despersonalización, será obligatorio el uso de la herramienta tecnológica prevista
por la Dirección de Tecnología de la Información.
Los nombres serán  sustituidos por etiquetas (nombre 001) y otros datos por (valor 001). En todo caso deberá respetarse el
contexto del documento. 
 
Artículo 14.-Actualización de la información.
La persona encargada de la despersonalización de cada oficina, coordinará con la Dirección de Tecnología de la Información, lo
correspondiente al ingreso o eliminación de  la información a la página Web Oficial del Poder Judicial.
Artículo 15. Deber de informar errores.
Cualquier oficina judicial que detecte algún error u omisión en la protección de datos, debe informarlo de inmediato a la Oficina
encargada de la despersonalización.
Asimismo, la persona encargada de la despersonalización deberá corroborar que no exista ninguna omisión o error y si lo
hubiere, deberá enmendarlo y dar respuesta de acuerdo con lo establecido en este protocolo.
Artículo 16. Supletoridad.
Para lo no regulado en este protocolo, se aplicará supletoriamente el "Reglamento de Actuación de la Ley de Protección de la
Persona frente al tratamiento de sus datos personales en el Poder Judicial", aprobado por Corte Plena en Sesión No. 39-14 y 
modificado e n Sesión No. 01-16.
Artículo 16. Vigencia
El presente protocolo entrará en vigencia una vez que sea publicado en el Boletín Judicial.
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En correo electrónico recibido el 10 de junio en curso, el servidor Lísber  Ferrán Avendaño, Secretario Ejecutivo de la Sala
Tercera, comunicó:


Johan







“


”


Con instrucciones del Magistrado Presidente de la Sala de Casación Penal, Dr. Carlos Chinchilla Sandi, en relación a este
protocolo, el señor Magistrado hace la observación que de acuerdo con la Ley de Protección de Datos, es necesario que el mismo
sea inscrito ante la Agencia de Protección de Datos de los Habitantes.  Lo anterior para que lo tenga en consideración.
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Se acordó: 1.) Aprobar el proyecto de “Protocolo para la protección de datos en los documentos que se generan y encuentran en
las distintas instancias administrativas del Poder Judicial” en la forma propuesta.  Hacer este acuerdo de conocimiento de la
Agencia de  de  de los Habitantes (PROHAB), con sede en el Ministerio de Justicia y Paz.


2.)
Protección Datos


Con motivo de lo resuelto, el siguiente será el texto del mencionado protocolo:
“  Protocolo de despersonalización de datos para las oficinas administrativas del Poder Judicial
 
Artículo 1.- Finalidad.
 
El Protocolo de despersonalización de datos para las oficinas administrativas del Poder Judicial tiene como objeto definir los
lineamientos para el ámbito administrativo, para despersonalizar las actas de Corte Plena, Consejo Superior, Consejo Personal,
Actas de Comisiones; oficios; información sobre incapacidades, salud ocupacional, jurisprudencia disciplinaria y cualquier otro acto
que realice el Poder Judicial, que sea objeto de esta materia, que contenga  información sensible según la Ley de Protección de la
Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales y el Reglamento de actuación de la Ley de Actuación de la Persona frente
al Tratamiento de sus Datos Personales en el Poder Judicial.
 
Artículo 2.- Ámbito de aplicación.
 
El Protocolo de despersonalización de datos para las oficinas administrativas del Poder Judicial deberá ser aplicado en actas,
circulares y avisos de la Corte Plena, el Consejo Superior; así como las restantes oficinas del Ámbito Administrativo. Será aplicable
también a toda información con datos sensibles que emitan dichos órganos y que deba ser difundida, publicada o puesta a
disposición de terceras personas que no forman parte del proceso interno institucional.
 
Artículo 3.- Datos objeto de protección.
 
a)              Datos sensibles o de acceso restringido, de conformidad con lo establecido en la ley y su reglamento. Ley de Protección
de la Persona frente al Tratamiento de sus Datos Personales y sus reglamentos.
 
b)             Información personal concerniente a personas menores de edad, incapaces, víctimas de acoso, delitos sexuales o
violencia doméstica, licencias de  incapacidad.
 
c)              Direcciones (electrónicas, o de residencia), fotografías, números de teléfono privados, cualquier tipo de información
privada, que pueda utilizarse para identificar a la persona titular de los datos personales.
 
Artículo 4.- Recepción y trámite de solicitud de despersonalización, a petición de parte.
 
La  solicitud puede presentarse mediante formulario que se encuentra en la página del Poder Judicial en Internet, y en forma
personal ante la oficina encargada de la despersonalización o en la Contraloría de Servicios, así como por cualquier otro medio
habilitado para estos fines.  
 
Cuando la solicitud sea recibida en la Contraloría de Servicios u otra oficina, deberá remitirla inmediatamente a la oficina encargada
de despersonalizar los datos.
 
Artículo 5.- Requisitos de la solicitud.
 
La  solicitud debe contener la siguiente información:
 
a)      Nombre completo de la persona solicitante.
b)     Número de cédula.
c)      Relación con el documento emitido.
d)     Datos del oficio o criterio (número, nombre de la oficina  que lo emitió, fecha).
e)      Página web o sitio  donde aparece la publicación.
f)      Correo  u otro medio para recibir notificaciones.
 
Artículo 6.- Legitimación para solicitar la despersonalización.
 
a)      La persona interesada: persona física, titular de los datos que se solicitan despersonalizar.
 
b)     Los parientes de la persona interesada o titular de los datos, hasta tercer grado de consanguinidad o afinidad.
 
c)      Las personas e instituciones correspondientes, en representación de las personas menores de edad, adultas mayores, o
incapaces a su cargo.







 
Artículo 7.- Persona encargada de despersonalizar los datos.
 
Corresponderá realizar la despersonalización o protección de datos, a la persona encargada de cada oficina, la cual debe ser
designada por la jefatura o coordinación de cada centro de trabajo.
 
La oficina encargada deberá velar porque estén protegidos los datos solicitados por las personas mencionadas en el artículo seis.
En caso no estarlo, se debe efectuar la protección de datos de manera oficiosa o a solicitud de parte.
 
Artículo 8.- Plazo para responder.
 
La persona encargada de la despersonalización de datos, de cada oficina, cuenta con un máximo de hábiles, contados
a partir del día hábil siguiente a la recepción de la solicitud para proceder a la eliminación, si fuera el caso y comunicar lo resuelto.


cinco días 


 
Artículo 9.- Publicación  en página o sitio ajeno al Poder Judicial.
 
Cuando la publicación del documento, se haya realizado por medios ajenos al Poder Judicial, se le deberá indicar a la persona
solicitante que debe acudir a la institución o empresa que realizó la publicación del documento, con el fin de solicitar la protección
de sus datos.
 
Artículo 10. Publicación localizada mediante buscadores en Internet.
 
No obstante lo dispuesto en el artículo anterior y a fin de eliminar la posibilidad de consultar los datos protegidos mediante los
diferentes buscadores en Internet,  se debe remitir una copia de lo resuelto, por la oficina que conozca de la solicitud de la persona
interesada, a la Dirección de Tecnología de la Información, para que  gestione lo correspondiente.
 
Cuando corresponda a la Dirección de Tecnología de la Información la eliminación de los datos, esa Dirección deberá notificar a la
persona solicitante la respuesta sobre dicha despersonalización, en el día inmediato siguiente a que se ha realizado la
despersonalización.
 
Artículo 11. Base única de Circulares, Actas,  Avisos y documentos Judiciales.
 
Las personas encargadas de la protección datos deberám guardar y mantener actualizadas, las actas, circulares, avisos, oficios y
cualquier  otro documento despersonalizado en la “Base única de Circulares, Actas, Avisos y documentos Judiciales”
(BUCADOJUD).
 
La Dirección de Tecnología de la Información es el ente responsable de administrar dicha base de datos.
 
Artículo 12. – Tipos de bases de datos.
 
La institución contará con las siguientes bases de datos:
 
a)              Base de Datos de acceso restringido: Contendrá toda la información en forma íntegra, sin ningún tratamiento  de
despersonalización y será conservada  por la oficina correspondiente para su consulta interna, mediante los procedimientos y
sistemas informáticos creados para tal fin.
 
b)             Base de Datos Pública: En cuanto a la información que deberá ser publicada en Internet  o de acceso a terceras
personas,  se mantendrá una base de datos "pública", que contendrá la información despersonalizada conforme a este reglamento
y normativa relacionada.
 
Las actas, circulares, avisos o documentos judiciales, que sean publicados, deberán coincidir con la versión existente en la Base
única de Circulares, Actas,  Avisos y documentos Judiciales BUCADOJUD ( ), siendo éste el archivo oficial,  del cual los sistemas de
información públicos existentes, como el Sistema Costarricense de Información Jurídica -SCIJ-, los sistemas propios de cada oficina
y el portal del Poder Judicial entre otros, podrán obtener el documento para proceder a su publicación.
 
Artículo 13.- Uso de herramienta tecnológica.
 
Para estandarizar y uniformar el proceso de despersonalización, será obligatorio el uso de la herramienta tecnológica prevista por
la Dirección de Tecnología de la Información.
 
Los nombres serán  sustituidos por etiquetas (nombre 001) y otros datos por (valor 001). En todo caso deberá respetarse el
contexto del documento. 
 
Artículo 14.-Actualización de la información.
 







La persona encargada de la despersonalización de cada oficina, coordinará con la Dirección de Tecnología de la Información, lo
correspondiente al ingreso o eliminación de  la información a la página Web Oficial del Poder Judicial.
 
Artículo 15. Deber de informar errores.
 
Cualquier oficina judicial que detecte algún error u omisión en la protección de datos, debe informarlo de inmediato a la Oficina
encargada de la despersonalización.
 
Asimismo, la persona encargada de la despersonalización deberá corroborar que no exista ninguna omisión o error y si lo hubiere,
deberá enmendarlo y dar respuesta de acuerdo con lo establecido en este protocolo.
 
Artículo 16. Supletoridad.
 
Para lo no regulado en este protocolo, se aplicará supletoriamente el "Reglamento de Actuación de la Ley de Protección de la
Persona frente al tratamiento de sus datos personales en el Poder Judicial", aprobado por Corte Plena en Sesión No. 39-14 y 
modificado e n Sesión No. 01-16.
 
Artículo 17. Vigencia
 
El presente protocolo entrará en vigencia una vez que sea publicado en el Boletín Judicial.”
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La Secretaría General procederá a realizar la correspondiente publicación. Se declara acuerdo firme.


 


Clasificación elaborada por SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE del Poder Judicial. Prohibida su reproducción y/o
distribución en forma onerosa.
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